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			Introducción

			DAMNATIO MEMORIÆ

			El alcance de los movimientos de desobediencia que proliferaron durante la segunda mitad del siglo XVI ha sido subestimado, y la traición de Martín Cortés es emblemática en este sentido. Tras siete años de proceso, la justicia dictaminó su culpabilidad por crimen de lesa majestad. Sin embargo, muchos son los que dudan aún hoy de que hubiera tenido lugar aquel complot que el marqués urdió para proclamarse rey. Una conjunción de factores históricos y políticos evidencia hasta qué punto se ha llegado a una reducción memorística. A través de las publicaciones de los americanistas, que han aportado notables resultados, puede dar la impresión de que las rebeliones en las Indias han sido fomentadas exclusivamente por poblaciones indígenas. No obstante, más allá de limitarse a un simple careo entre colonos e indios, sabemos que las guerras del siglo XVI han enfrentado con frecuencia a los españoles, un hecho que apenas ha suscitado el interés de los historiadores.

			En su momento, Marcel Bataillon insistió sobre este fenómeno haciendo un llamamiento «para (llevar a cabo) esta investigación [...] con una red internacional de laboratorios y talleres. Una constelación de estos podría dedicarse a conocer a fondo el movimiento pizarrista, sus raíces, sus ramificaciones y sus repercusiones a través de la Hispania de los dos mundos»1. Siguiendo esta iniciativa, en colaboración con Robert Klein, confeccionó un fichero con los personajes que habían participado en los hechos, aunque sin obtener resultados concluyentes. Sería imposible reducir la rebelión de los colonos a una reacción efímera contra la publicación de las Leyes Nuevas de 1542, que apuntaban a abolir la esclavitud de los indios y a suprimir las encomiendas, los repartos de indios que la corona había encomendado a los conquistadores. Esta tutela obligaba a su titular a ocuparse de evangelizar a los indígenas, educarlos y garantizar su protección, compromiso que los primeros españoles habían transmitido a sus hijos, por lo que la generación encargada de las encomiendas durante la segunda mitad del siglo XVI fue precisamente la de sus herederos. Los depositarios de esos repartos, los encomenderos, no eran ni propietarios de las tierras de sus pueblos ni detentadores de la jurisdicción de sus indios, los cuales dependían de la justicia real. La corona preveía incluso recuperar paulatinamente su tutela, es decir, que salvo derogación, las encomiendas debían serle devueltas tras la primera transmisión de una de ellas: encomienda en segunda vida. Al mismo tiempo, los encomenderos que aspiraban a convertirse en auténticos señores reclamaban la perpetuidad de sus repartimientos y la jurisdicción personal sobre los indios.

			Entre los insurgentes de Taxco, acusados en agosto de 1550 de «rebelión [...] y de haber querido matar al señor virrey», nadie evocó las Leyes Nuevas que se habían proclamado en México en la primavera de 1544. Su plan, aunque era coetáneo a las leyes, no podía cuestionarlas de ninguna manera, pues la mayoría de aquellos insurgentes no eran encomenderos. Recordemos también que, a partir del otoño de 1545, Carlos V había dado marcha atrás a las Leyes en la zona de México admitiendo con ello la transmisión de las encomiendas en segunda vida. La suspensión parcial, en cambio, no puso punto y final a los proyectos de insurrección. En Perú, la respuesta a las Leyes Nuevas fue el desencadenante del movimiento que rápidamente pasó del estado de la simple protesta contra las medidas políticas peninsulares a respuesta radical a la autoridad del rey.

			Se había suspendido desde hacía tiempo la aplicación de las Leyes Nuevas cuando el inquisidor La Gasca mandó apresar a Gonzalo Pizarro el 9 de abril de 1548, durante la batalla de Xaquixaguana. Hay que decir que en el reparto al que procedió en Guaynarima el 16 de agosto de 1548, el comisario concedió más encomiendas que nunca para recompensar a aquellos que habían regresado para izar la insignia del orden. La victoria militar se acompañaba así de una capitulación política que se había ocultado toscamente con la afirmación de que la situación de Perú se había normalizado ya. Las respuestas a la rebelión pizarrista que sacudieron los Andes a lo largo de los años 1550 demostraron de inmediato que la pacificación se reducía a un eslogan de la propaganda real.

			Debe añadirse a todo ello que los movimientos de desobediencia no asumían la forma de meras revueltas nobiliarias, sino que se asemejaban tanto al motín fiscal, ya que la revisión del tributo exigido a los indios suscitaba el descontento, como a la revuelta campesina, pues la organización de las embestidas militares se tramaba con frecuencia en los pueblos de las encomiendas donde los últimos emigrantes estaban al servicio de los colonos más poderosos. La corona podía argüir que los encomenderos y sus herederos formaban el grupo de los agraciados por la conquista cuando, en realidad, sabía perfectamente que su séquito de emigrantes pobres y soldados ociosos constituía el grueso de la tropa de los descontentos. En ese sentido, la lucha contra las conjuraciones y las insurrecciones de las Indias residía en algo más que una venganza del príncipe: era un modo de apartar a una minoría peligrosa. La mayoría de los insurgentes, procedentes de diferentes categorías sociales, no pertenecía al bando de los encomenderos; antes bien, muchos aspiraban a serlo, por lo que hicieron suya la propuesta de sublevación. Era, pues, la conjura de los que deseaban poseer encomiendas. El interés de los más afortunados coincidía así con el de los españoles que no disponían de indios, un acercamiento que sirvió para cimentar la base de una unión particularmente peligrosa para la corona. Por esta razón, tras la represión del movimiento pizarrista que alcanzó 700 condenas, las rebeliones resurgieron con mayor ímpetu.

			Los continuos virajes y la aparente indecisión de la corona hacían que una insoportable amenaza pendiera sobre el modo de vida de todos los colonos. Numerosas conjuras de los años 1550 y 1560 se urdieron sobre rumores inciertos relativos a las medidas discordantes de la península. No faltaron tampoco las sacudidas después del terremoto político provocado por la insurrección de Pizarro, de 1544 a 1548: las de Sebastián de Castilla, Egas de Guzmán y Hernández de Girón, que fracasaron en 1553 y 1554; las rebeliones de Rodrigo de Contreras y sus hijos en Nicaragua, Costa Rica y Panamá, cuyas persecuciones judiciales se prolongaron hasta 1554; las sublevaciones en La Paz de Antonio Carrillo y Francisco Boloña, bajo la influencia de Hernández de Girón; el periplo de Lope de Aguirre y sus cómplices, perseguidos hasta 1561 por las tropas del rey, y el complot de Martín Cortés, iniciado en 1565. Ni el levantamiento de los hermanos Contreras ni la rebelión de Lope de Aguirre son estudiados en el presente trabajo. Fue amplio el eco de estos movimientos: el complot mestizo de los Maldonado en Huamanga, en 1567; la tentativa de rebelión de La Paz, dirigida en 1576 por un tal Alonso de Mena, o, en 1583, el movimiento del joven Miguel de Benalcázar en Quito. A menudo daba la impresión de que el complot era imaginario o que representaba, a fin de cuentas, un delito que las autoridades habían sobrestimado. En 1557, el corregidor de la región de Charcas envió a España a un tal Lope de Madrid, acusado de sublevación y rebelión contra Su Majestad en Potosí. En 1559, el Consejo de Indias absolvió a Lope en vista de la inconsistencia del proceso.

			Debemos señalar que se mezclaban nuevos episodios insurgentes a las diligencias y procesos que ya estaban en curso. En el año 1553, mientras se desplegaba el movimiento de los Contreras, el Consejo de Indias abrió una investigación sobre las diligencias judiciales contra los condenados de Perú, que se encontraban entonces en las prisiones españolas a la espera del resultado de su apelación ante la justicia peninsular. Cuando Hernando Pizarro fue liberado en 1561 del castillo de la Mota, cerca de Valladolid, las tropas del rey habían puesto fin a la persecución de Lope de Aguirre. El mismo año, el Consejo de Indias ordenó un informe para conocer el estado de las diligencias dirigidas contra los insurgentes de Perú en las rebeliones de Gonzalo Pizarro y Francisco Hernández de Girón. Durante los años 1540, 1580 y siguientes, la acumulación de asuntos políticos y judiciales era una de las mayores preocupaciones de la corona, entonces acosada por la proliferación de las rebeliones americanas. Por esta razón, sería difícil estudiar tan solo una de ellas sin tener en cuenta los fenómenos asociados, pues cada condena de un traidor de ultramar forjaba una cadena de infamias que repercutía en sus familias, incluso hasta en la península ibérica, lo que a menudo se manifestaba doblemente en una serie de conflictos relacionados con los bienes que poseían los parias. Así es como se vivían las rebeliones de los indianos, a través de todo el mundo hispánico.

			La corona no había conquistado las Indias. Los primeros conquistadores y los refuerzos llegados ulteriormente las habían ganado en su nombre. Sin embargo, el rey nunca cruzó el Atlántico y los vencedores lo evocaban a la sazón en el derecho de la guerra, el mismo que reconocía los contratos de conquistas, es decir, las capitulaciones concedidas por la corona a los que emprendían expediciones de conquista. La victoria fundamentaba el mérito, según el derecho medieval del corpus jurídico castellano de las Siete Partidas, en una sucesión de artículos que reservaba la mejor tajada al ejército del príncipe. No se favorecía el mérito de servicio de los letrados. De hecho, una profunda divergencia cultural y social oponía a los conquistadores y primeros colonos con los administradores que habían llegado más tarde y cuyo número no dejaba de crecer.

			Por ello, el disciplinamiento de la vida política por medio de la represión judicial no representaba un simple medio para tratar las rebeliones. Más bien se afianzaba en una espléndida afirmación sobre los nuevos valores que la península pretendía promover al otro lado del océano. El miedo no se hallaba ya al filo de la espada, sino al término de los procesos de la audiencia. Era deseable que los comisarios más represivos fueran nombrados para ello desde la metrópoli y que las sentencias finales de muchos acusados se pronunciaran en la península. El buen orden de la documentación judicial enjugaba la memoria de la rebelión.

			Los primeros emigrantes habían conquistado las Indias con la espada. En lo sucesivo, los hombres de la corona se consagraron con sumo trabajo a la reconquista frente a los primeros españoles, ya que ellos mismos se habían declarado culpables de «lesa majestad divina y real». De esta forma, no podía sorprender que la corona prohibiera el uso de la palabra «conquista» para preconizar la pacificación de las Indias, una damnatio memoriæ que había conseguido difuminar la violencia del fenómeno y, con ella, el papel determinante de los conquistadores al servicio de la corona de Castilla. A partir de entonces, había que recordar la pacificación real liderada por un príncipe protector de los indios contra la ambición de los encomenderos.

			En las fuentes contemporáneas a los hechos, el escasísimo empleo del término «revolución» se limitaba a un uso negativo: «la revolución de Perú» aludía a los disturbios de los Andes. La palabra no apuntaba a la voluntad de ruptura de Nueva España con la península, sino que era prueba de los vínculos establecidos entre ambas. No obstante, a pesar de tan notable ausencia, las cuestiones de vocabulario nos recuerdan, en cierta medida, lo que ocurrió en la toma de poder en Inglaterra por Guillermo II de Orange. Tras 1693, los orangistas decidieron que era necesario olvidar los hechos de la «conquista justa» y, para ello, había que centrarse en la «Gloriosa Revolución». En este caso concreto, la desaparición del término «conquista» sirvió también para legitimar los pecados originales del movimiento orangista.

			Los cronistas tomaron parte activa en el complejo proceso de control de las rebeliones. Entre ellos, sabemos que Juan Suárez de Peralta redactó La Conjuración de Martín Cortés, publicada en 1589, texto donde se repetía hasta la saciedad que aquella tierra había sido tranquila y fiel a Su Majestad, que Martín Cortés no había querido sublevarse contra su autoridad y que los comisarios del rey, encargados de abrir una investigación, se habían mostrado crueles, lo que era un modo de afirmar que la severidad de la represión había superado con creces el alcance del complot. El tono melodramático del autor y la mirada condescendiente que mostraba hacia los habitantes por los sufrimientos de los condenados acabaron por perfilar la imagen de una colonia obediente. En otra línea de actuación, Diego Fernández, autor de la Historia del Perú, publicada en 1563, redujo también la magnitud del movimiento de Francisco Hernández de Girón. Para mantener a raya a los ejércitos de la audiencia de Lima, el rebelde había ejercido una firme tiranía sobre sus propias tropas, recurriendo a la brujería y a diversas artes adivinatorias para manipular a los hombres y ridiculizar a los adversarios. Su recurso sistemático a las cartas cifradas y a una rigurosa práctica del secreto explicaba su éxito. Así, no figuraban en los capítulos ni explicaciones del autor acerca de la popularidad del movimiento ni los apoyos que recibía en las ciudades de los Andes. La audiencia de Nueva España también temió al complot de Martín Cortés.

			PALABRAS DE LA DESOBEDIENCIA...

			Los oidores de México, a quienes se les alertó de los improperios que se habían proferido contra ellos, decidieron proceder al arresto del marqués Martín Cortés y de sus cómplices. Durante varias semanas, un puñado de delatores les habían dado los nombres de los traidores. Las últimas informaciones que presentaron don Pedro y don Baltasar de Quesada, más alarmistas que de costumbre, les habían convencido para que actuaran sin demora. Ambos, naturales de Guadix, de 26 y 30 años respectivamente, eran hermanos. Procedentes de la pequeña nobleza andaluza y dueños de una modesta encomienda en Nueva España, jugaron muy pronto a dos bandas, ya que fueron, a la vez, rebeldes pertenecientes al núcleo central del complot de Cortés y próvidos delatores ante los miembros de la audiencia mexicana. La noche del domingo 14 de julio de 1566, según las deposiciones del susodicho don Pedro, los conspiradores andaban ansiosos por enzarzarse en pendencias. La noticia de la llegada de un virrey en la próxima flota les hacía temer lo peor. Sabían que el nuevo representante de la península les instruiría un informe y haría con ellos «una carnicería del diablo». A todo ello, los conspiradores reunían a sus tropas en los pueblos cercanos a la catedral para asediar la audiencia2. Era tiempo de vela de armas. Fue durante la jornada del lunes cuando los oficiales redactaron en secreto las órdenes de arresto. Los rebeldes fueron interrogados al día siguiente, el martes 16 de julio de 1566.

			En los primeros días de la acusación contra Martín Cortés, le reprocharon el haber formado una liga con la intención de alzarse contra las autoridades. Más tarde, cuando el Consejo de Indias recibió los documentos relativos a su proceso, los miembros de la liga hablaron de «rebelión» y de «confederación», términos entonces prudentes. En espera de una resolución jurídica precisa, la depravada asociación bastaba para justificar el encarcelamiento del marqués y algunos de sus cómplices. Una veintena de sospechosos se vieron obligados a permanecer en su lugar de residencia a partir del 16 de julio. Se instó al arzobispo de México a que ordenara la detención de cuatro clérigos, mientras que el superior de la orden de los franciscanos mandaba interrogar al guardián del convento de Tezcuco y a uno de sus frailes3. Los miembros de la liga eran conspiradores. Las cédulas reales dadas al año siguiente confirmaron las malas intenciones de los presos y retomaron la palabra «conspiración» para aprobar las decisiones de los jueces locales. Los fundamentos de la primera acusación contra el marqués evocaban las maniobras del aristócrata para exacerbar el ánimo de los colonos haciendo que circularan diversos rumores. Lo cierto es que la alteración, o, lo que es lo mismo, la agitación de los españoles, no equivalía a la rebelión, pues todas las revueltas no apuntaban forzosamente a la autoridad real. No obstante, no puede dudarse de que aquellas mismas revueltas constituían un terreno fecundo para una auténtica insurrección. Cortés no vociferaba como un vulgar agitador. Contraviniendo sus obligaciones como vasallo emérito del rey de Castilla, su acometida manifestaba un carácter más bien político: un juego de manipulaciones de amplia escala sobre el entramado de la sociedad colonial. Estas fueron, al menos, las conclusiones a las que llegaron los jueces de México.

			A partir del 18 de julio, tras el interrogatorio del detenido, los oidores establecieron las bases de la acusación contra el marqués en un texto que le inculpaba de la organización activa de rebelión, «el trato de rebelión y levantamiento de Nueva España», trastocándose así la presunción en inculpación argumentada. La primera acusación contra el marqués no tenía en cuenta los prolijos esfuerzos de los juristas que habían comentado el Corpus Iuris Civilis, la magna compilación del derecho romano en la que se distinguían con firmes argumentos la coniuratio, la conspiratio, la machinatio y algunos otros crímenes evocados más adelante. El complot de Cortés, que fue descubierto antes de su culminación, no se salvó con una insurrección armada, congregatio gentis armatæ.

			En cambio, los oficiales de la audiencia usaban normalmente la etiqueta de «insurrección», «rebelión», «atentado al servicio de Su Majestad», en sus documentos, de modo que el término «rebelión» tendía a calificar el conjunto de asociaciones y actos de rebeldía. Era rebelde quien atentaba contra el poder de la corona; culpables, los conspiradores y desacatadores, los que pretendían atentar contra los representantes del monarca; rebeldes, todos los que no cumplían sus obligaciones de socorrer al rey. La ausencia de denuncia de tales delitos también convertía a todo leal súbdito en un cómplice del crimen de traición: la culpa scientia mencionada en los procesos. La noción de «rebelión», aun acompañada de un vasto cortejo léxico, fue la más utilizada para calificar a todas las manifestaciones de rebeldía.

			Un uso menos frecuente tienen las palabras «conjuración» y «conjura», que se encuentran en los textos más eruditos, donde se resalta la realidad del proyecto de insurrección4. Los oidores se afanaron en registrar continuamente las maneras alusivas y secretas con las que se expresaban los rebeldes. Anotaban con sumo esmero los insultos lanzados a la corona y los improperios que se proferían contra los oficiales. Sus textos apenas dejaban lugar a los juicios morales o religiosos que se suelen hacer sobre los complots.

			El asunto de Cortés entretuvo a los oficiales y notarios encargados de redactar las miles de páginas de autos que se registraban en cada etapa del proceso judicial contra los rebeldes. La lectura de la documentación disponible induce a pensar que, en efecto, el marqués imaginó una conspiración hasta el final y se vio al frente de Nueva España. Eso fue lo que concluyeron sus jueces en varias ocasiones. La primera acusación del procurador de México se hizo el 26 de julio de 1566. La instrucción de la causa fue inmediatamente confiada al procurador real del Consejo de Indias. Tras siete años de proceso, se dictó la primera condena contra el marqués mediante sentencia del 3 de marzo de 1573, que lo castigaba a diez años de servicio en Orán.

			Estas sentencias presentaban de modo diferente la argumentación jurídica, el delito del marqués, pues es cierto que anotaban que se trataba de un «crimen contra el servicio de Su Majestad», sin precisar la calificación de sus errores. De hecho, el término «lesa majestad» no figuraba en esos autos. Esto es, aunque el detenido fue considerado culpable por complicidad, conspiración, traición y felonía, estas palabras brillaban por su ausencia. Y es que el marqués, informado del complot, había ocultado su existencia a las autoridades, había ofrecido su apoyo material a la liga y había buscado el respaldo político de las potencias enemigas de Castilla. La edificación, objetivo consignado en las sentencias, apuntaba al culpable, pero también al público al que se les leía en las plazas de las ciudades de la América española. Por ello, en la primera acusación que redactaron los oidores, se multiplicaban los calificativos para consternar al detenido: «Había cometido gravísimos delitos y muy atroz adonde había de corresponder gravísima pena»5. En aquellos autos, la relación de las culpas del acusado y la condena moral de la traición acaparaban más importancia que la terminología jurídica.

			... Y CALIFICACIÓN JUDICIAL

			Los rebeldes eran considerados traidores, súbditos que habían faltado a su deber de servir al rey, una acepción que se encontraba en todo tipo de documentos de la época y que, por vía de la imputación judicial, se aplicaba indistintamente a todos los niveles posibles del delito: simple inacción, complicidad pasiva o activismo hostil al príncipe. En una carta dirigida a la audiencia, el franciscano Diego Cornejo, del convento de Tezcuco, afirmaba que nadie estaba dispuesto a enarbolar el estandarte del rey de Castilla en Nueva España, hasta el punto de que, según el mismo fraile, todo el país se había convertido en «tierra de traidores», un lugar donde nadie quería morir por Su Majestad. Por su parte, las autoridades de Perú se mostraron discretas en lo referente al ámbito andino. Los argumentos que pergeñaron los juristas rebeldes dieron forma a la reacción de los más virulentos, que negaban toda legitimidad del monarca castellano: «porque dicen que el rey nuestro señor, esta tierra no la posee justamente como rey sino como tirano y otras maldades...»6.

			«Rebelde» y «traidor» eran así sinónimos. Sin embargo, en su comparecencia, Martín Cortés le había dado la vuelta al argumento arguyendo que no se podía organizar ninguna insurrección en «tierra de traidores», pues allí nadie era digno de confianza. Los rebeldes traicionaban también la causa de la liga, y la de Martín Cortés estaba bastante bien servida con no menos de ocho denunciantes confirmados, por lo que los traidores se dedicaron durante un tiempo a trabar el complot, obligando al partido legalista a estrechar sus bandos alrededor de los oidores. La traición acallaba igualmente las discrepancias a causa del secretismo implícito en las múltiples motivaciones individuales y contribuía a reforzar cada campo: pero aquellas prácticas del secreto y la febril firma de listas de conspiradores se erigieron como pésimos contrafuertes contra las patentes fisuras de las ligas. Lo cierto es que si entonces cualquiera podía convertirse en «traidor», era más difícil, e incluso grave, hacerse con el título de «tirano».

			La tiranía solo se podía manifestar en el ejercicio del poder. Los ideólogos de la insurrección acusaban al rey de Castilla de imponer su tiranía en las Indias, lo que, de alguna manera, significaba objetar su legitimidad, denunciar los medios de coacción, así como negar toda adhesión de los colonos a su política indiana. El conspirador Baltasar de Quesada confesó a un testigo su impresión sobre la necesidad de la insurrección: «antes de mucho tiempo podríamos tener cien mil pesos de renta y gozar de lo que nuestros padres nos dejaron e ganaron en esta tierra con tanto trabajo e sin enviarlos el rey a su costa, e ansí lo que tiene en esta tierra lo posee y goza tiránicamente»7. La «tiranía del rey» consistía en el robo de lo que correspondía a los conquistadores, de modo que no podían considerarse «tiranos» los simples conspiradores como Martín Cortés. No obstante, en las actas de los oidores y en las del Consejo de Indias, Gonzalo Pizarro encarnaba al tirano por antonomasia. Era el ladrón de la hacienda, el triunfador de la lucha armada contra la audiencia, el terror de sus adversarios, así como el capitán vinculado al ejercicio de una disciplina férrea. A Hernández Girón, por su parte, se le tildó a menudo de tirano, aunque la confesión del traidor ponía de manifiesto la adhesión que las poblaciones mostraron ante su causa y el recurso limitado del movimiento al terror.

			Francisco Hernández Girón, al que mandaron encadenar en Lima, fue sacado al alba del sótano situado bajo la casa del procurador Juan Fernández al que fue arrojado aquella misma noche. Interrogaron al rebelde en aquel mismo lugar el martes 4 de diciembre de 1554, quebrantando los miembros de la audiencia todas las reglas ordinarias de encarcelación e interrogatorio de los detenidos. No hubo cárcel en el palacio real, ni sala de audiencia, ni banquillo inquisitorial. Las declaraciones del acusado, que se habían mantenido cuidadosamente en secreto, desprendían un tufo demasiado fuerte de aspiración a una mayor igualdad e independencia. Lo peor era que no podían acusarle ni siquiera de haber despilfarrado el dinero de la Hacienda o de haberse enriquecido personalmente. Girón evocó las gestiones que el capitán Rodrigo de Villafuerte trató con él. Este le había incitado a la revuelta en nombre del aristócrata Pedro de Cabrera, pero Girón mostró su rechazo persistente a aceptar aquellas gestiones, pues no quería romper sus lazos con el rey.

			El acusado había juzgado siempre que actuar contra el servicio de Su Majestad, apresar a los oidores y proclamarse a sí mismo capitán general de Perú era una astrosa torpeza, algo poco digno de un súbdito de Castilla. El caudillo, que solo disponía de unas cuantas horas de vida, no se encontraba en una situación privilegiada, por lo que es improbable que hubiera soñado con proclamarse rey ni con fundar un gobierno estable con otros colonos. Según su confesión, la avanzadilla militar hacia Lima y la guerra que le sucedió tenían como único objetivo que el rey se pusiera a su escucha. No era ninguna desobediencia, sino una simple demostración de queja.

			Los jefes insurgentes recibieron el calificativo de «tiranos». Bajo la pluma de los oidores, la palabra indicaba que los rebeldes coaccionaban a sus tropas por medio del terror para que combatieran. Los «tiranos» obligaban a una firme disciplina militar a los prisioneros de combate del campo enemigo, aunque los abusos parecían afectar a una minoría de capitanes, por lo que la acusación de tiranía negaba toda dimensión popular a los movimientos sediciosos. Por esa razón, Francisco de Girón afirmaba en voz alta que había liberado rápidamente de todo tipo de obligaciones a los hombres que le habían acompañado desde Cuzco:

			Llegados al dicho pueblo de Pachacama este confesante los puso en su libertad para que hiciesen lo que quisiesen [...] y les dijo allí a todos, en general, que si entendían que este confesante iba contra el servicio de Su Majestad [...] que le cortasen la cabeza que él les daba su espada8.

			La escena de la adhesión de las tropas se repitió en cada batalla. Girón mandó que se socorriera sin distinción a los heridos de ambos campos, que los condujeran a Cuzco e incluso que se repararan los daños causados por las tropas de los legalistas. En todo ello no había crimen, ni tiranía, ni insurrección: un movimiento al que secundar en plena libertad. Era la imagen perfecta de la dirección que debía seguir la sarta de quejas presentadas al rey.

			El término «sublevación» calificaba un movimiento de oposición a las decisiones de la corona, aunque estaba lejos de derivar en una forma particular de organización del gobierno rebelde y, a fortiori, de suponer la proclamación de un rey de Perú. Lo que sí indicaba era la cohesión política de los colonos, entendiendo que los intereses de estos últimos y la protección de los indios iban de la mano. En este sentido, «levantarse con la tierra» significaba a la vez una reivindicación de justicia, un clamor de adhesión, el programa ordinario de las conjuraciones y una forma de respuesta a las acusaciones de traición. Tenían el absoluto derecho de que se oyeran sus quejas.

			Así es como nació la idea de la existencia de un conjunto autónomo diferente y separado de la metrópoli, «la tierra», el país constituido de indígenas y españoles de las Indias. En una carta dirigida al rey, el gobernador de Popayán y fundador de Quito, Benalcázar, evocaba también esa tierra de Perú diciendo: «Sería VM más servido que mandar proveer a cada reyno sus naturales; a estos, hombres de las Indias; como en España, se proveen españoles»9. De esa manera, los españoles instalados en Perú se convertían en hombres de otro mundo, hombres de las Indias, nuevos indios que se identificaban con la tierra y estaban más cercanos a los indígenas. La tierra soñada que ofrecía su apoyo a la insurrección representaba aún una entidad confusa, aunque muy presente en los discursos de construcción del imaginario político. El detenido Francisco de Girón afirmaba haber ignorado los acicates de los turiferarios del complot cuando planeaban proclamarlo rey de aquella tierra. Sin embargo, el conspirador rechazó título alguno de «tirano».

			Los miembros de las audiencias y los del Consejo de Indias redactaron actas judiciales técnicas, a modo de notas administrativas internas, en las que no se daba la fecha y que estaban destinadas a establecer el argumento legal para la condena de los detenidos. En ellas se recurría a un registro léxico muy diferente del empleado en las sentencias, ya que no se trataba de la edificación moral de los colonos. Los juristas acudían a estos documentos de referencia para responder a los diferentes recursos que no tardaron en interponer los condenados y sus familias. El Consejo de Indias redactó así una decena de páginas, estableciendo con suma precisión los reproches que se hicieron contra Martín Cortés, con toda probabilidad, en septiembre de 1571, en la primera condena firme del marqués. El texto evocaba las palabras escandalosas y citaba a los conspiradores desvergonzados, consignando, ante todo, la «revuelta» y «alboroto» en que se hallaban los encomenderos. Estos términos eran precisamente los que utilizaban con frecuencia las autoridades de la península para calificar la insurrección de los indios. Para describir la misma situación, el marqués hablaba del «descontento general» del que ya había dado noticia a los oidores. Todo indicaba que la revuelta se inclinaba del lado de la sedición contra la metrópoli. Era el descontento materializado en las quejas legítimas que se presentaron al conocimiento de las autoridades.

			Por su parte, el marqués recusaba las acusaciones que le habían presentado los falsos delatores, que resultaron ser sus peores enemigos, los mismos a los que denunció por complot, retomando así el juicio moral que revestía las sentencias de la audiencia. Sus acusadores habían formado una liga, una conjura en forma de sociedad secreta en la que se habían acordado y repartido las funciones de delatores para menoscabarlo. Recordemos que en una de las novelas ejemplares de Cervantes, Rinconete y Cortadillo, escrita probablemente en 1601 o 1602, el jefe todopoderoso de la sociedad secreta de los pícaros de Sevilla era conocido con el apodo de Monipodio, que usaba como nombre propio. El bribón de Monipodio atribuía a cada grumete su sector de actividad, instaurando así su ley entre los menesterosos. Ese fue el término que escogió el abogado de Cortés para denunciar a los adversarios del marqués que hicieron contra él «liga, monipodio y conjuración», consiguiendo aterrorizar a los testigos y prometiendo recompensas a los mentirosos. En cierta manera, el vocabulario moral de la edificación y de la reprobación constituía el registro de referencia con el que se expresaba el vínculo profundo de las poblaciones a la autoridad del rey de Castilla, un rasgo del carácter político de los colonos cuya fuerza subestimaban los conspiradores.

			El monje franciscano Antonio de Herrera, guardián del convento de Huamanga, declaró al rebelde Hernández de Girón que tenían tanto derecho sobre el reino de Perú que el mismo rey de Castilla. Girón pidió a sus hombres que no rompieran los lazos de comunicación con el franciscano, al que le insinuó personalmente que, si no fuera por su hábito de monje, merecería ser castigado por un insulto de tal calibre a Su Majestad. Al final, el efecto fue inverso. En lugar de una auténtica rebelión, el movimiento había contribuido a la defensa de la monarquía. Todo atentado a la autoridad de esta última incurría en una condena moral, en tanto que «acción detestable y deshonrosa», lo que, según Girón, era manchar la honra de los que caían en la insurrección. La ambición moral en el ámbito político que asumía la corona se ejercía en detrimento de los insurgentes. Los efectos de una condena por rebelión salpicaban con el oprobio de la culpa a toda la familia del traidor, razón por la que los actos de perdón, como el que se concedió al capitán rebelde Tomás Vázquez, precisaban que se extendiera a sus herederos. Estos últimos quedarían así limpios de «toda mácula e infamia que por razón de lo susodicho se podría ser puesta»10. La moral se unía definitivamente a la política en detrimento de los insurgentes.

			El léxico de los oficiales reales para caracterizar las rebeliones pertenecía a un campo muy diferente. El procurador de Lima, que contestaba la validez del perdón de Tomás Vázquez, mencionaba a los hombres que habían fomentado las revueltas en deservicio de Su Majestad. El movimiento se había limitado a una serie de revueltas, una alteración del equilibrio del mundo, una ruptura de la armonía existente entre el rey y sus súbditos. La derogación al ordo jurídico en la multiplicación de los procesos políticos respondía a la subversión del orden social. Algunos de los vocablos preferidos de los juristas para calificar los desórdenes fueron los de delito y crimen. En la medida en que el derecho natural dictaba las relaciones entre los monarcas y sus súbditos, cualquier atropello a ese derecho representaba un «crimen contra el servicio de Su Majestad», a lo que se añadía la suma de las infracciones y atrocidades perpetradas durante los conflictos insurreccionales. Se les reprochaba a menudo a los conspiradores que hubieran vaciado las prisiones de los más odiosos criminales para engrosar sus filas. Con ello, la rebelión temía un ataque suplementario contra la integridad del edificio social. A veces, a la liberación de esclavos que se hacía con el mismo fin se añadía la acusación de robo y de ruptura del estatus jurídico de las personas.

			Sean cuales fueren las circunstancias agravantes, la simple adhesión a la liga implicaba una infracción. El susodicho Vázquez había delinquido al asociarse con la causa de Gonzalo Pizarro, antes incluso de comprometerse junto a Girón. El perdón general del virrey Mendoza proclamado en la primavera de 1557 incluía también los excesos y los delitos cometidos en los Andes, atentando contra la obediencia que los súbditos y vasallos del rey debían a su príncipe según los preceptos del derecho natural. La desobediencia se refería tanto a la aplicación de los decretos reales como al respeto a las órdenes de los oidores.

			El desacato al servicio real implicaba incumplir la obligación de defender la corona con las armas. Se instruyeron varios procesos contra los colonos que se esforzaron en escapar a los alistamientos en las tropas de la audiencia. No servir constituía el primer paso en el camino de la disidencia, un acto de desobediencia por defecto que merecía especialmente castigo. La oposición armada a las tropas que llevaban el estandarte del rey encarnaba la desobediencia más activa, una última forma de transgresión. Entre esos dos extremos, había una amplia gama de incumplimientos que alimentaba la casuística judicial de los procuradores.

			La obstinación y dureza de la desobediencia anunciaban el cariz de una perversa rebeldía que no merecía la absolución de sus errores, ni menos aún la remisión de los hombres ni la de Dios. En el perdón general de 1557, el virrey Mendoza precisaba que todos debían ajustarse a la aplicación del texto, incluso los que se empecinaban en el error11. Sin embargo, la pacificación de los españoles no podía acudir a la represión como única vía. Si bien el tratamiento judicial de la política intentaba ocuparse del poder de la violencia de Estado, es legítimo dudar de que los «golpes de majestad» que los comisarios del rey infligieron en las Indias (según la hermosa fórmula de Yves-Marie Bercé) hubieran instalado a largo plazo un tipo de penal hegemónico. A partir de entonces, el término «pacificación» no solo hacía referencia a los indios sino también a los españoles. Reconquistar las Indias significaba luchar contra los colonos y los emigrantes rebeldes.

			PICARDÍAS REBELDES

			Los rebeldes se deleitaban aviesamente burlándose con picardías que denigraban a las autoridades. Su lenguaje se encontraba en las antípodas de las fórmulas que registraban los interrogatorios de los detenidos. El vocabulario de los delatores también tenía su particularidad. Entre los conspiradores, el prurito de discreción se manifestaba en el empleo de términos neutros como «el negocio», esto es, el asunto que muy pronto debía ponerse en marcha. Un vocablo de ese tipo conseguía atribuir cierta vaguedad a las intenciones reales de los descontentos, contribuyendo con ello a aumentar los rumores.

			Otros, más proclives a las baladronadas, se unieron a los «tres gatos» que constituían la audiencia, una burla que subrayaba la debilidad de los auditores y anunciaba el destino trágico que les esperaba. En 1564, el virrey don Luis de Velasco destituyó al oidor Alonso de Zurita. Los licenciados Vasco de Puga y Luis de Villanueva Zapata fueron suspendidos de sus cargos entre 1565 y 1567, de modo que solo se mantuvieron en sus puestos tres jueces: el doctor Pedro de Villalobos, los licenciados Francisco de Ceinos y Jerónimo de Orozco, quienes se vieron más desamparados aún tras la desaparición de Velasco, en junio de 1564, ya que el nuevo virrey Gastón de Peralta tardaba en llegar a México12. En tales circunstancias, la tropa de los conspiradores podía atrapar por el cuello, sin la menor dificultad, a los tres gatitos que sobraban y ahogarlos sin derecho a un proceso. Otros también gustaban de varias metáforas.

			La más banal de todas asociaba la liga a una enfermedad. El monje franciscano Diego Cornejo, un «modesto fraile tonsurado [...] que solo pretendía honrar a Dios y a su rey», escribió una serie de trece cartas al virrey y a los oidores para denunciar a los conspiradores de México. En estas cartas, y no sin ironía, les sugería que buscaran el testimonio de otros frailes: «para aquella enfermedad sería acertado e sin ninguna costa que llamasen a fray Rodrigo que es enfermero... e tenía experiencia e pues tiene la misma receta que yo tengo, llamado a él solo porque le cure con mejor gracia...»13. Monjes informados, médicos de lo político. Al igual que los conventos dominicos, los de franciscanos eran también sospechosos de simpatizar con las corrientes sediciosas. Parecía dudoso entonces que la acción moral y política de los monjes pudiera constituir un remedio que sosegara el ambiente.

			La metáfora de la «calera», más ingeniosa y productiva, aludía a la ebullición y a la transformación de una materia prima en material de construcción. Tenía esta «calera» la ventaja de poder pasar por una actividad familiar para los rebeldes, susceptible de justificar los desplazamientos que aquellos hacían entre México y sus alrededores, sobre todo, allí donde cocían algunos de esos hornos. Los dobles agentes, como el hermano Cornejo, utilizaban también esta metáfora, en la que no faltaba una dosis de ironía, ya que el guardián del convento de Tezcuco, que incitaba a los monjes a la rebelión, era conocido por el nombre de fray Luis Cal. Cornejo explicó a los oidores que los que deseaban ponerse en contacto con un conspirador franciscano tenían que respetar la instrucción, como si de una contraseña se tratara, anunciando al mediador fray Andrés Tenedor que habían de «quemar la calera». Interrogando a un conspirador, el franciscano quería «saber de qué manera uno de sus compañeros mantenía la combustión del horno». El fraile acordó con el joven don Luis de Velasco (hijo del virrey Luis de Velasco, fallecido en 1564) que se utilizara el código de la misma imagen industrial.

			En la primavera de 1566, Cornejo observó que «la cal no era buena y que muchos hornos estaban fríos». Luego, varios conspiradores, por entonces en contacto con el fraile, desaparecieron de la ciudad, sin duda para reunirse en uno de los pueblos aledaños donde «cocían la cal». El delator informó de ello a la audiencia en una serie de notas apremiantes indicando que uno de los principales instigadores del complot (Alonso de Ávila) parecía determinado a pasar a la acción: «que ellos querían concluir los asuntos de la calera». La desazón que transmitían los últimos mensajes del monje concordaba con la que se percibía en otras advertencias que habían recibido los jueces, convencidos a partir de entonces de que tenían que actuar.

			Estos han dejado pocos testimonios de su vocabulario personal, aunque su registro difería probablemente muy poco del tono de desprecio con que tantas veces se hablaban los rebeldes. El término «bellaco» era de uso común a mediados del siglo XVI pero donde adquirió pleno significado y tuvo mayor predicamento fue en la literatura picaresca. En las Indias, los conjurados, deseosos de entrar en la contienda, lo usaron para escarnecer a los indecisos, españoles e indios, acompañándolo de algún que otro calificativo necesario. Varios testigos dijeron que el guardián del convento de Tezcuco echaba pestes contra los «bellacos laguneros», designando así a todos los que dudaban en lanzarse en la insurrección. Puede que los vapores del gran lago, en cuyas riberas se situaba el convento de la ciudad, atemperaran los ímpetus de aquellos hombres. Otro testigo afirmaba que Cal y sus acólitos despreciaban a los indios que aspiraban a movilizar, llamándolos «bellacos atoleros», pobres parlanchines, según un derivado del término «atole», bebida local que se obtenía a partir del maíz fermentado. El condenado Alonso de Ávila se quejaba del titubeo de Cortés, el «bellaquillo» que dudaba en asestar el golpe contra las autoridades. Las múltiples acepciones del término «bellaco» se enriquecieron así de tonalidades propias de las Indias: asilvestramiento, embriaguez, doblez y cierta haraganería.

			Una expresión que denotaba tanto desprecio se usaba para identificar el cuerpo humano con el animal. Por supuesto, también se hacía eco de los bárbaros teatros que representaban los capitanes rebeldes de Gonzalo Pizarro y de la represión sangrienta de dicha insurrección que había liderado el comisario La Gasca. Los primeros jugaban a las bolas con los cráneos de sus enemigos y los segundos organizaron un tremebundo baile de cabezas cortadas destinado a engalanar las ciudades andinas con siniestros oropeles. En 1566, el conspirador Espinosa se lo refirió al marqués Martín Cortés. Por su parte, los oidores, que conocían bien sus intenciones, hacían cabeza de juego de su señoría, o, lo que es lo mismo, hablaban de él como del pedazo de carne en el que se convertiría pronto.

			Ya fueran sustantivos o calificativos, a veces faltaban las palabras para evocar el descontento y la desobediencia. El testigo Baltasar de Aguilar afirmaba que cada vez que el nombre del rey se pronunciaba en su presencia, el marqués Martín Cortés miraba al cielo. Y esto lo refirió Baltasar al responder a una pregunta sobre el tema:

			que habiendo nombrado un día delante del marqués al nombre del Rey don Felipe nuestro señor, el dicho marqués miró al cielo y diciéndole el dicho Aguilar por qué hacía aquello, le respondió que al marqués su padre le hicieron cargo porque cuando oía nombrar al Rey miraba al cielo y que él hacía lo mismo14.

			El gran conquistador Hernán Cortés demostró en varias ocasiones cierta irreverencia hacia la corona, por lo que no sorprendía que su hijo siguiera el mismo camino en el aspecto simbólico y político, pues la traición de Cortés era, a fin de cuentas, la de toda la familia.

			EN NOMBRE DE LA LIBERTAD

			El control de las Indias había generado un derecho indiano destinado a responder a las preguntas sobre el trato de los indígenas mientras el derecho común imperaba en el mundo hispánico. Creado por los juristas italianos y, en menor medida, por los franceses, comprendía las sumas del derecho romano que habían adaptado los juristas de finales de la Edad Media15. La supremacía de ese derecho consistía ante todo en la nueva capacidad de la corona para vigilar su cumplimento de un extremo al otro del imperio. En su momento, los representantes del monarca supieron validar esos principios entre los franceses. Así, un súbdito natural de Trujillo de España podía ser juzgado en México. Un prófugo de las cárceles sevillanas que hubiera sido deportado de Nueva España corría el riesgo de que lo arrestaran en París por orden del embajador español, antes de sufrir en Amberes la pena de decapitación a la que habría sido condenado en primera instancia en las Indias. Había ciertamente un marco jurídico y una justicia que cubrían la totalidad del mundo hispánico y a los que todos estaban acostumbrados en Europa, lo que puede entenderse como una faceta desatendida de la globalización que ofrece una resonancia especialmente amplia a todo mecanismo de la «publicística» de los asuntos penales. Todo el mundo hacía alusión a los asuntos judiciales. Sin embargo, solo se escuchaba a una minoría, lo que hacía dudar de que esos mismos asuntos hubieran ocupado en tantas ocasiones un auténtico espacio público.

			Los rebeldes invocaron el nombre de la «libertad» para indicar precisamente su voluntad de librarse de aquella obligación de sumisión y del influjo del derecho. De manera habitual, la palabra «libertad» estaba asociada a conceptos hostiles a las autoridades. Hablar «libremente» significaba hablar demasiado, mal o, al contrario, decir sin temor lo que cada uno pensaba en voz baja. La libertad de palabra alimentaba los rumores. Pedro de Aguilar, un delator del complot de Cortés, hablaba del bullicio que se había levantado en México en el otoño de 1585:

			y tractando principalmente algunos días por esta ciudad e por las calles plazas el descontento grande que los encomenderos [...] tenían de una cédula [...] e de otra [...] algunas personas hablaban libre e desvergonzadamente sobre lo uno y lo otro diciendo que por sus haciendas e honras habían de morir16...

			Otros testimonios lo referían del mismo modo.

			El franciscano fray Cornejo fue denunciado por el abogado de Martín Cortés como agitador digno de poca fe, un individuo «desasosegado, inquieto, envidioso y muy suelto e libre en hablar»17. Los usos ordinarios y peyorativos del término también fueron asociados a los comportamientos de los fiesteros que se habían aliado en los bandos rebeldes. Según el cronista legalista Juan Suárez de Peralta, los amigos del marqués sembraban el revuelo en la ciudad: «y aún los predicadores lo reprendían en los púlpitos; y en habiendo máscara de disfrazados se ponían algunos a las ventanas con sus mujeres, y las madres con sus hijas porque no las hablasen libertades»18. La «libertad» de los agitadores iba más allá del ámbito político, pues no eran más que inconvenientes, provocaciones y desórdenes.

			Por el contrario, los ejércitos de Pizarro fueron bautizados como la «armada de la libertad», un nombre que la tropa había adoptado del conspirador Hernández de Girón. Según algunos delatores del complot de Martín Cortés, la palabra «libertad» significaba la ruptura de los colonos con la tiranía de Felipe II. Desde la primavera de 1566, el clérigo Espinosa afirmaba que los rebeldes proclamarían: «libertad, libertad contra la fuerza e tiranía del Rey don Felipe, e para esto allí luego [...] había toda la ciudad de jurar al dicho marqués del Valle por Rey»19. La libertad política y judicial tenía por corolario la libertad económica.

			El rey de Castilla, que había rechazado conceder a perpetuidad las encomiendas, es decir, autorizar la autonomía económica que estas podían conferir a los colonos, malinterpretaba la libertad política a la que los rebeldes hacían alusión. En 1544, el comisario Francisco Tello de Sandoval lo expresaba a su manera en el caso de Nueva España, insistiendo en que en las Indias, «cuando los indios faltan, todo falta». Los dos planes se mezclaban siempre en las proclamaciones de rebelión. Las órdenes reales que pretendían limitar los repartos de indios representaban atentados a la libertad de los colonos. Así fue como el delator Pedro de Quesada habló de las intenciones de los insurgentes: «Se daría un pregón que todos los conquistadores y pobladores viniesen a favorecerles y a gozar de la libertad [...] y que les darían pueblos e perpetuidad [...] y que los [...] que no acudiesen se los quitarían»20. Aun así, aquello carecía de la consistencia que debía tener un ideal político cuyo horizonte se plasmara en la organización de un régimen y un gobierno nuevos.

			En suma, el favor del rey no podía depender de consideraciones jurídicas o presupuestarias. El mérito, sin duda, iba más allá de lo real y se extendía hasta la dimensión divina. No en vano, la conquista se había hecho en nombre de Dios, lo que daba sentido a la exhortación del mordaz rebelde de México, Alonso de Ávila: «si Su Majestad no nos hacía merced, Dios nos la haría»21. El recurso a las armas contra el rey tendría un resultado favorable, ya que Dios no abandonaría a los insurgentes. El mérito justificaba en sí mismo la rebelión. En el caso de los primeros conquistadores, el mérito se extendía a todos los que habían contribuido a las guerras indianas, razón por la que fueron recompensados con mercedes reales. El mérito daba forma a la libertad de los españoles. Según varios delatores del complot de Martín Cortés, el movimiento podría apelar a todos los prisioneros detenidos en México, lo que indicaba que la libertad de la rebelión podía adquirir un sentido muy diferente. No obstante, ningún conspirador parecía haber imaginado que los prisioneros de derecho común reclutados por la liga recibirían mayor recompensa. El mérito de los legalistas que ayudaron a reprimir las rebeliones de los colonos sustituyó pronto al que habían adquirido los conquistadores con términos equiparables. Así, según los rebeldes, «la libertad» designaba un modo de vida señorial fundado en el mérito de las armas y la alineación de un grupo de indios en el seno de la encomienda.

			Enviar a las galeras, hasta África, a un condenado de Perú fue el resultado de una curiosa economía judicial, razón por la que la justicia empleó a los condenados, cada vez más a menudo, en el abastecimiento de un servicio a escala regional: una campaña en Chile, una expedición en el área mexicana del Gran Chichimeca o bien un alistamiento en un navío del Pacífico, las llamadas «galeras del Mar del Sur». Sea cual fuere el itinerario que se le tenía reservado al condenado, la documentación de su proceso le seguía hasta los confines del imperio. Las peripecias inherentes a la circulación de este flujo documental no impidieron que fuera un instrumento eficaz para poder perseguir a los rebeldes. La administración central escrutaba las líneas con esmero y anotaba en su margen los puntos importantes. Para conseguir desplazar y castigar a los rebeldes, hubo que delegar justicia y multiplicar las comisiones de investigación. Las calificaciones ordinarias de «rebelión», «traición» y «deservicio» a Su Majestad hicieron posible que se persiguiera, sin distinción posible, a todos los que habían planificado un golpe fatal y a los que participaron en las insurrecciones armadas de gran alcance. La corona hacía uso flexible de las palabras de la rebelión, esforzándose en castigar todas sus formas y grados posibles. Perseguir a cada rebelde, quienquiera que fuese o donde estuviese, era su obstinada meta. Apoyándose en este concienzudo seguimiento, la monarquía española consiguió, no sin esfuerzo, disciplinar el imperio.
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			Hombres de mala corte

		

	
		
			CAPÍTULO PRIMERO

			Bernardino Maldonado y los de Taxco

			Hombres de mala corte, individuos cuyos actos y amistades representaban un peligro para la autoridad real22. Se reconocen por ser dueños de un destino que deleitó a sus contemporáneos, como lo muestra la crónica teatral de Juan Suárez de Peralta o la esclarecida relación de la virada impía de Lope de Aguirre a la que se consagró Francisco Vázquez. El destino de los hombres más modestos que ha retenido nuestra atención en este trabajo revela también la variedad de trayectorias individuales, la aspiración de aquellos a alcanzar una vida mejor y su desafortunado juego de amistades y traiciones. El recorrido vital de Bernardino Maldonado de Guevara debe ocupar un lugar en aquellos excepcionales destinos y, aun a sabiendas de que el suyo fue tardío, ha de situarse en primera plana, a modo de instrumento para radiografiar los engranajes que constituyen la maquinaria de los imperios ibéricos. El plan de los rebeldes de Taxco constituía la primera reacción a las medidas de las Leyes Nuevas dictadas por la corona. A diferencia de la de Bernardino, su historia fue breve y careció de réplica alguna. No era época para conceder al proceso judicial todo su protagonismo, pues, con toda evidencia, la corona no estaba aún atormentada por las ansias de conocer con precisión la virulencia de las fuerzas que actuaban contra ella en la sociedad colonial.

			LA LESA MAJESTAD COMPARTIDA

			Poco antes de la Asunción, después de tres días de camino, un pequeño grupo de arqueros franceses que escoltaba a un detenido español llegaba a Cambrai. Tras salir de madrugada de París, el domingo 8 de mayo de 1575, por las ventanas de la posada donde la escolta había hecho una parada para comer con el prisionero, Bernardino Maldonado vociferaba a todo el que quisiera oírlo que lo habían detenido ilegalmente, desconcertando así a los caminantes, denunciando una orden de arresto que el rey Enrique III no podía haber dado contra un español y reclamando así justicia. Bernardino no era un espía español, pero, en verdad, el riesgo radicaba en que se convirtiera en un agente al servicio de la corona francesa. En 1565 fue declarado culpable de rebelión en Nueva España por su complicidad con Alonso de Ávila y Martín Cortés. En la confusión, el prisionero clamaba incluso el nombre de Carlos IX, que, aunque falleció en mayo de 1574, se había casado con Isabel de Austria (hija de Maximiliano II y de la infanta María de España), razón por la que se suponía que debía de ser más clemente con los españoles.

			Hasta tal punto fue así, que Juan de Arce, agente castellano encargado de escoltarlo desde París hasta Cambrai, debió abandonar rápidamente el lugar por temor a que la turbamulta de curiosos terminara en motín. Amedrentado, Arce evitó dar de comer a la tropa en las posadas del camino. Era inusual cruzarse por esas difíciles rutas del norte con un preboste de París y su hermano, acompañados ambos de siete arqueros franceses que llevaran hacia Flandes a un prisionero del rey de Castilla, maniatado y flanqueado por un agente extranjero y un soldado español. Arce prefirió abandonar la gran ruta en un carruaje bien cerrado y tomar una serie de caminos secundarios, supervisando que nadie le siguiera. Cuando llegó la noche, decidió no dormir y permanecer vestido para poder marcharse a toda prisa en caso de necesidad, ya que no confiaba en su escolta francesa, la cual podía liquidar perfecta e indiscriminadamente, en medio de la noche, a los tres españoles, al condenado y a sus dos guardias. Se propuso entonces atar la muñeca derecha de Bernardino al brazo de un arquero francés por solicitud explícita del preboste, que no deseaba de ningún modo arriesgarse a perder en el camino a los españoles que el rey Enrique y Catalina de Médicis le habían encargado llevar a la primera fortaleza enemiga. La primera noche, para escaparse, el cautivo ofreció dinero al arquero al que estaba atado. Arce dio una cabezada solo un instante, y lo hizo junto a los pies del condenado. La segunda noche, como Arce sospechaba algo, reclamó al preboste que atara al prisionero a otro arquero.

			Desarmado y sin defensa en territorio enemigo, el comisario juró que no comería hasta que el prisionero llegara a buen puerto. El agente que acababa de llegar de Madrid no reconocía ninguna legitimidad a Enrique III para ordenar el arresto de un súbdito del rey de Castilla, sobre todo porque Maldonado no había cometido ningún delito en Francia. Esa percepción de derecho venía a ser un juicio negativo y hostil contra ese «otro», vecino tan diferente, que era el príncipe francés, un monarca inmoral, afeminado y degenerado, desconocedor de las buenas costumbres y del derecho. De ese modo, ante Juan de Arce, el reino de Francia mostraba cierto retraso en lo referente al derecho de los individuos y a la aplicación de la ley en asuntos públicos. En suma, para escoltar a su prisionero, el comisario empleaba el argumento inverso al que el embajador había recurrido para convencer a Enrique III de que arrestara a Maldonado.

			Diego de Zúñiga, embajador español en París, solicitó audiencia a Enrique III a principios del mes de mayo de 1575 para pedirle que ordenara el arresto de Maldonado. Como buen diplomático que era, apeló a argumentos sencillos. La buena amistad del rey de Castilla y del rey de Francia justificaba el arresto de un criminal empedernido. Llegado el caso, Felipe de Castilla haría lo mismo en servicio del rey de Francia. Era cuestión de interés común de los príncipes mantener buenas relaciones para reprimir los crímenes en materia de rebelión. A ambos les incumbía el de la lesa majestad:

			Referí largamente al Rey sus delitos, y cuanta demonstración haría de la buena hermandad y amistad que V.M. tiene con él en mandarle prender, respondiome que le diese memorial. Díjele que por ser los delitos deste tan malditos, si Su Magestad me daba licencia, informaría primero a su Consejo [...] respondiome (encogiéndose todo) que bastaría que informase a Limoges y que lo que yo le había dicho entendía que merecía bien ser preso el dicho Maldonado. Volvile a decir [...] que este era uno de los casos en que los reyes estaban muy obligados a corresponderse y que yo tenía por cierto que si un caballero suyo hubiera cometido semejantes delitos e ido a esa Corte V.M. era tan grande amigo suyo que se le mandara entregar [...] se resolvió llanamente [...] que lo haría prender [...]. Fui a hablar a su madre a la cual dije en substancia lo que al hijo [...] y como vi la manera que me iba respondiendo, antes que se declarase más le dije: yo creo que V.M. estará tan bien en esto como lo debe al rey mi señor, y como lo ha estado el rey christiano, porque me ha dicho [el rey] que le hará prender. Replicome dos veces; mi hijo os dijo que le haría prender. Yo le dije que sí [...]. Salí del Palacio, me fui a la posada de Limoges, al cual informé y di el memorial [...] y otro día se trató del negocio y salió acordado dar mandamiento de prisión y que me le entregasen para que yo le tomase y enviase a Flandes [...] fue metido en un coche con muy buena guardia de arcabuceros [...] despaché al Comendador Mayor expreso y en el ínterin [...] escribí al [...] castellano [...] de Cambray, que le recibiese23.

			Como servidor astuto que era del rey de España, el embajador alardeaba de su propia habilidad en el informe que hizo de su intervención, lo que por otra parte elimina toda duda sobre la importancia de sus argumentos en el tema del necesario entendimiento que debía haber entre los príncipes para castigar a los culpables de crimen de lesa majestad. La lisonja diplomática escondía, en cambio, otros temores relacionados con las informaciones que Maldonado podía aportar a la marina francesa sobre los negocios de Indias. Era de aquellos espías y tránsfugas de cualquier calaña que habían servido al enemigo sin que nunca se le hubiera acusado de lesa majestad. Cada corona podía establecer la lista de los que la habían traicionado o actuaban al servicio del país vecino.

			Los agentes españoles se acordaban forzosamente del caso del tránsfuga Antonio Rincón, que, descontento de servir a España, se exilió a Francia antes de oficiar para Francisco I como intermediario en las relaciones de la corona francesa con el imperio otomano. Rincón no fue nunca devuelto a España. Cuando lo mataron en compañía del genovés Cesare Fregoso en julio de 1541, en el ducado de Milán, Francisco I consideró que sacaba pocos beneficios de la tregua con España. En Lyon, mandó arrestar al arzobispo de Valencia, hijo natural de Maximiliano de Habsburgo, antes de declararle la guerra a España, por lo que, con toda probabilidad, España había mandado asesinar a Rincón. A la inversa, los reyes de Castilla se habían beneficiado de los servicios de ilustres tránsfugas franceses como Carlos de Borbón. Las dos coronas compartían la referencia al derecho común que fijaba el perfil exacto de los crímenes contra la fe. La traición y la lesa majestad, por el contrario, las acercaron pocas veces. El asunto se presentaba más delicado de lo que parecía. Si el embajador había convencido al rey con solercia, evocando el interés común, Maldonado, por su parte, había intentado sacar partido de su conocimiento de las Indias con los franceses. A todo esto, don Diego de Zúñiga añadió con propiedad:

			Ha habido grandes pláticas sobre esta prisión y han dicho del rey estos franceses e italianos terribles cosas y señaladamente Phelippe Estroçi, que es uno de los que traen navíos robando en la mar y este pobrecillo de Bernardino Maldonado había publicado que sabía lo de las Indias particularísimamente y he holgado en extremo de verle fuera de aquí24.

			Los italianos encargados de la marina francesa desde hacía tiempo tenían todas las de ganar en ello, poniendo a su cargo informantes procedentes de Perú a través de México, aunque el ámbito preferido de los Strozzi no dejó de ser el Mediterráneo. Felipe Strozzi, al igual que su predecesor León Strozzi, no se atrevió a adentrarse en el Atlántico durante mucho tiempo. Maldonado no sería quien les condujera a los territorios españoles de ultramar.

			El embajador había actuado con todo sigilo para repatriar a Maldonado rápidamente. En la noche del 8 de mayo, escribió enardecido a su agente, Juan de Arce, una nota plagada de recomendaciones adicionales en la que le informaba del despacho de varios correos a Cambrai y le encomendaba órdenes secretas que incidían en la prudencia extrema que debía demostrar para conducir hasta Flandes a su preciado prisionero. Debían entregarle la nota a Arce durante el mismo trayecto:

			Y mirar que os vuelvo a encargar una, dos y tres veces, que tenga grandísima guarda con lo que lleváis a cargo porque yo quedo con tanto cuidado dello que ni como, ni bebo, ni duermo [...] y esta carta [...] cuando os la dieren en el camino luego que la hayas leído la rasgareis y si acertare a hallaros en parte donde la podáis quemar lo haréis luego sin que pueda entender nada desto Bernardino Maldonado. Guarde os nuestro señor como puede [...] de París a 8 de mayo a las ocho de la noche25.

			La nota que nos ha llegado no contiene órdenes más radicales, como las de mandar que el soldado español liquide al prisionero en lugar de dejarlo en manos de los franceses de la escolta. De esta u otra manera, la relación por correo permitía a Zúñiga mantenerse informado sobre el avance del trayecto, advirtiendo con regularidad a la guarnición española de Cambrai del momento exacto de la llegada de la pequeña tropa.

			A las puertas de Cambrai surgieron otras dificultades con la guardia francesa. La ciudad representaba el último territorio neutral entre la corona francesa y el dominio español. Era signo de la eficacia de la circulación de la información proporcionada por los agentes de Diego de Zúñiga. A una legua de la ciudad, el lugarteniente del comandante de la fortaleza española vino al encuentro del destacamento con una escolta bien armada. El preboste se negaba a entregar al prisionero a la guarnición castellana, juzgando que debía hacerlo al gobierno francés de la ciudad. Las órdenes dadas a la escolta francesa parecían menos categóricas que las que tenía el agente de Felipe II. Arce señaló que la ciudad de Cambrai pertenecía al arzobispo y no al rey de España, de modo que la entrega del cautivo a manos del gobernador de la ciudad podía favorecer su evasión más que asegurar su encarcelamiento. Además, el lugarteniente de la fortaleza, el «castellano», tuvo la buena idea de no forzar la operación y de dejar que la tropa se instalara en una posada de los alrededores para asegurar el traspaso del condenado y procurar convencer al gobernador de Cambrai con una buena comida y algunas copas. El hecho es que el gobernador y el preboste cedieron finalmente ante las exigencias de los españoles. En la misma posada, el preboste redactó un acta de entrega del prisionero a la guarda del lugarteniente antes de instalarlo, en la noche y bajo custodia, en la fortaleza donde entraron con los únicos españoles, en la tarde del 12 de mayo de 1575.

			Después de Cambrai, Bernardino fue encarcelado con premura en la fortaleza española de Villaborda, cerca de Amberes, un fuerte conocido por sus insalubres calabozos. Felipe II, informado de su arresto, ordenó su ejecución, ya que había huido antes de cumplir las penas a las que había sido condenado anteriormente. Don Luis de Requesens, capital general de los Países Bajos, transfirió al prisionero a Amberes el 20 de junio de 1575. En tierra flamenca, se abrió un nuevo expediente que reunía las copias de los documentos de la administración española sobre Bernardino. El decreto real del 8 de junio inculpaba a Bernardino del delito de «traición e insurrección contra el servicio del rey en Nueva España». Según la orden de las anteriores condenas «en primera instancia y en apelación», debía ser ejecutado. Los últimos interrogatorios a los que sometieron al cautivo tenían como finalidad saber de qué manera pudo huir tanto tiempo de la justicia. Esta vez no se le permitía audiencia, ni defensa, ni apelación. La ejecución que se realizó, según la iniciativa del capitán general, debía estar precedida exclusivamente de la transferencia de la confesión de Maldonado al Consejo de Estado26. Era evidente que el mismo rey estaba exasperado por causa de aquel rebelde al que a la audiencia de México le costó tanto prender y que había burlado durante años la justicia de la corona.

			La rocambolesca historia judicial de Bernardino había comenzado en el verano de 1566. Los conspiradores denunciados por haber apoyado el complot de Martín Cortés fueron confinados a México o bien arrestados y encarcelados en las prisiones de la ciudad. Sin embargo, aunque Maldonado fue alistado de inmediato como miembro del núcleo principal de los rebeldes, solo pudo ser detenido por los agentes de la audiencia mexicana en octubre de 1567, tras numerosas peripecias. En las primeras preguntas que se le hicieron, salió a relucir que tenía 28 años, que era natural de Salamanca y que había llegado a las Indias en 1559. Se asentó en Perú con 1.000 ducados como única fortuna, una cantidad excepcional para un recién llegado. Vivió sucesivamente en Lima, en Cuzco (en casa de un tal Diego de Silva) y luego en Quito, antes de dejar la tierra en compañía de Pedro Pacheco, gobernador de Piura. De Quito pasó a Panamá y a Guatemala. No hallando manera de ganarse la vida en Guatemala, se fue a México en 1565 con la finalidad de participar en la conquista de Costa Rica con el capitán Juan Vázquez de Coronado, pero el asunto se alargó demasiado y, mientras tanto, estuvo ocioso. En el otoño de 1565, un tal Juan de Salazar, que hizo el viaje de Guatemala en su compañía, dio algunas informaciones suplementarias a los comisarios del rey. Confesó a Salazar haber frecuentado la prisión dos veces. La primera, después de una expedición contra los indios quijos (en la región de Quito), lo que se saldó con la revuelta de varios españoles. La segunda, a causa de una pelea contra un mercader de Cuzco al que le había dado una paliza por defender a un amigo. Bernardino estaba familiarizado con los atropellos y las técnicas de intimidación violentas.

			Lejos de ser un asunto azaroso, el destino de Nueva España dependía de una lógica de redes clientelares. Llegó hasta allí en busca de Juan de Guzmán, hijo del gobernador don Alonso Maldonado, esperando de él algún favor. A mediados de siglo, este último fue el abanderado de las familias de Salamanca en América central: conquistador, titular de encomienda y mercader. Alonso Maldonado había construido su fortuna con el cacao, para cuyo comercio había reunido una flota que navegaba de Guatemala a México. Más allá de aquel circuito, exportaba las valiosas habas hacia España. El clan de los Maldonado tendría a unos sesenta mil indios bajo su tutela. Es probable que Bernardino tuviera algunas relaciones con los Maldonado de Guatemala y que hubiera seguido un itinerario señalizado hacia México; al menos es lo que evocó él mismo durante su interrogatorio.

			Sin embargo, la rama de las familias originarias de Salamanca no acogió con mucho entusiasmo al rebelde, ya que también residió en casa de uno de los hermanos Bocanegra, Hernán Pérez, miembro de una de las familias más influyentes de México. Un tal Francisco Vázquez de Coronado, que ya vivía con Hernán, intercedió a favor de Bernardino, lo que le permitió pronto ser recibido como deudo del marqués en la casa de Cortés. Bernardino admitió igualmente que había vivido en casa del clérigo Diego Maldonado, natural de Salamanca, con el que no pareció tener vínculo familiar aunque formaba parte del grupo de los conjurados. Según los otros testigos del complot de Cortés, Bernardino estuvo presente en las reuniones secretas organizadas por Alonso de Ávila, para quien recibió varias cartas de recomendación de parte de un tal Francisco de Cueva y de doña Leonor de Alvarado. En todo esto, Bernardino pudo dar muchos nombres a los comisarios. En cambio, a pesar de las profundas heridas provocadas durante la primera sesión de tormento, negó con firmeza haber participado en cualquier complot.

			En la mañana del 10 de noviembre de 1567, según un procedimiento ordinario, Bernardino fue llevado hasta la sala del interrogatorio. Los comisarios del rey, Alonso de Muñoz y el doctor Luis Carrillo, le presentaron el potro, las cadenas, las argollas de hierro para las manos, los pies y el cuello, los yugos de madera para machacar las rodillas y las garruchas para desencajar las extremidades. Todos esperaban que ante la visión de los siniestros instrumentos confesara la verdad, pero su respuesta fue que ya lo había dicho todo. Después de que el verdugo aplicara aquello en sus carnes, siguió defendiendo la misma afirmación, ya con el cuerpo mordido por los yugos, los hierros y las cuerdas. Le hicieron tragar el agua de un jarrón a través de una toca, sin obtener por ello mejores resultados. Tres veces más, los hierros y las cuerdas se hendieron en su cuerpo. Fue entonces cuando repitió las circunstancias en las que varios conspiradores conocidos le habían incitado a unirse a ellos durante una comida que tuvo lugar en casa del clérigo Diego Maldonado.

			Bernardino había de reaccionar a la llegada de una orden real, hasta entonces secreta, y que según el rumor prohibía la transmisión de las encomiendas a un segundo heredero. Los conspiradores prometieron que «le darían de comer» si participaba en el complot. Durante aquella sesión de interrogatorio, que duró cuatro horas, Bernardino contó las intenciones de Cortés en todo este complot:

			El dicho marqués del Valle habló de lo suso dicho con este confesante y le dijo que él hubiera hecho el levantamiento y efectuándolo, sino que no se fiaba de la gente desta tierra e que sabía que era caballero [...] e que si lo había de hacer, que habían de matar a todos los oidores e oficiales del rey e a sus oficiales e alzarse con la tierra y hacerse rey27.

			El condenado aportaba así un testimonio directo de la voluntad de Martín Cortés de llevar a cabo la rebelión. La mayoría de los otros testimonios contaban solo indirectamente las intenciones del marqués. Por su cercanía a Cortés, aquel modesto testigo resultaba valioso. Dos días más tarde, durante un segundo interrogatorio, estando Bernardino en cama, los comisarios solo le pidieron que ratificara sus declaraciones, dado que, desde su punto de vista, la actitud del conspirador no carecía de ambigüedad.

			Por una parte, se presentaba como un individuo modesto que había intentado moderar los más virulentos arrebatos rebeldes. En varias ocasiones explicó que no quería ser parte de la conspiración: «que nunca este confesante consintió en el dicho trato». Incluso advirtió a los que le empujaban a la insurrección de los peligros de un proyecto que podía costarles la vida. Bernardino intentó también justificar su resistencia a confesar los hechos por la noble fidelidad a la palabra. El marqués y Alonso de Ávila le pidieron que guardara en secreto sus discusiones: «el confesante afirma que no ha dicho toda la verdad porque había dado la palabra de no decir nada de lo que había negociado Alonso de Ávila». Y aún más, le recomendaron fervientemente a don Alonso que lo acogiera a su llegada de Guatemala. Se trababa de una especie de código de honor que debía respetar de manera irreprochable. Es bastante dudoso que los comisarios apreciaran el argumento, aún más, sabiendo que los inculpados estaban acostumbrados a recurrir a tales alegaciones. El 12 de diciembre, durante la ratificación de sus confesiones, para protegerles de la persecución el acusado afirmó que los hermanos Bocanegra no entraron en ningún complot.

			Por otra parte, su trayectoria y la postura del detenido daban motivos para agravar las sospechas de los interrogadores. Confesó que llegó de Guatemala en compañía de Pedro de Girón y los llamados Ambrosio Cota y Juan de Salazar. Pedro de Girón, del que no sabemos nada, era sospechoso de tener algún vínculo familiar con el rebelde Francisco de Girón. Juan de Salazar figuraba también en la lista de los conspiradores a los que buscaban los comisarios, por lo que todo indicaba que Maldonado se afanaba en establecer vínculos entre conspiradores de Perú, los de Guatemala y los candidatos a la insurrección en Nueva España. Varios testigos contra Cortés habían incidido en las relaciones del marqués con hombres de Guatemala. De hecho, el acusado había vivido en casa de varios hermanos Bocanegra y, a veces, en casa del mismo Martín Cortés. Según ciertos testigos, Bernardino se había empeñado en reunir a doscientos hombres en Quito para preparar un complot y liquidar a los oficiales reales. La falta de discreción de uno de los soldados, que estando en la alcoba con una mujer liviana confesó los preparativos de la conjura, fue causa de que el rebelde tuviera que irse de Perú. No sabemos nada de ese hipotético complot que habría organizado entre 1559 y 1565, fechas de la estancia de Bernardino en Perú, aunque este último negó rotundamente haber reclutado a hombres para cualquier conjura andina. Tampoco era el oficial de enlace de un complot panamericano extendido desde Cuzco hasta México.

			Por el contrario, abundaban los testimonios que presentaban al rebelde como un hombre de experiencia en materia de insurrección, una reputación que, sin duda alguna, estaba vinculada a la imagen de los que venían de Perú a través de Guatemala y querían entrar en la clientela de algún poderoso individuo de Nueva España. Además, el 20 de diciembre, los comisarios mandaron que se le hiciera al prisionero un interrogatorio en el que este afirmó haber dicho toda la verdad. Solo el temor al dolor de las torturas podía hacer que añadiera algo más. El verdugo, un tal Pedro Vacanegro, desnudó al acusado, le puso los instrumentos del tormento y comenzó su tarea. En esta sesión confesó solamente haber mentido en lo referente a los hermanos Bocanegra, que eran sus amigos, a los que había querido salvar declarando que no estaban al tanto de nada. De este modo se retractó, y el 22 de diciembre de 1567 se le exigió una confirmación de sus confesiones sin someterle de nuevo a la cuestión. Fue entonces cuando reconoció su implicación en la conjura, así como la de todos aquellos a los que había mencionado.

			POR LA GRACIA DE UNA FALSIFICACIÓN

			El proceso de Bernardino Maldonado de Guevara, aunque eminentemente político, no fue expeditivo. Tras recibir copia de las piezas procesales de su expediente, y beneficiarse del plazo ordinario para preparar su defensa, alegó su inocencia sin obtener éxito alguno. Arrestado a finales del mes de octubre de 1567 y considerado desde ese día súbdito rebelde y traidor del rey, fue condenado el 12 de enero de 1568:

			Sea sacado [...] encima de una mula, atado pies y manos, con pregón público que manifieste su delito [...] traído por las calles públicas [...] donde se hiciere la ejecución desta sentencia hasta llegar a la horca y [...] le sea cortada la cabeza y apartada de los hombros la cual mandamos se ponga en la horca [...] demás en perdimiento de todos sus bienes aplicados para la cámara y fisco de Su Majestad28.

			Lo que ocurrió después fue aún más asombroso. El 3 de febrero del mismo año, los jueces de la audiencia decidieron aplazar su ejecución para realizar un examen más amplio, ya que el rebelde podía aportar aún más información. Sin embargo, el virrey, el marqués de Falces, insistió en que fuera trasladado a la península con Martín Cortés, esperando así apaciguar las tensiones a las que estaba sometida la colonia. Al proporcionar el traidor un testimonio directo de las intenciones de Cortés, el destino unió a los dos hombres. López de Sarria, procurador del Consejo de Indias, sin perder el ánimo, siguió exigiendo sin descanso la sentencia pronunciada contra Bernardino.

			Tuvo el rebelde que esperar seis años en las sombrías cárceles madrileñas hasta que los miembros del mismo Consejo procedieron a una revisión de la sentencia, que, en junio de 1574, se conmutó en la deportación a las fronteras de la cristiandad y el servicio armado en el presidio de La Goleta. Se trataba de un nuevo avatar en el destino del condenado. A los 35 años de edad debía ser enviado a presidio bajo custodia y a su coste, para servir de algún modo a Su Majestad. Todo ello bajo pena de cumplir su condena a ser decapitado. Iba corto de dinero. Al no poder pagar a sus guardias, solicitó al Consejo de Indias que le dieran un plazo de seis meses para llegar a La Goleta por sus propios medios. A cambio de 10.000 ducados de fianza, el alto Consejo aceptó la petición del prisionero, por lo que Bernardino entregó una relación de garantías cuidadosamente elaborada.

			En presencia del corregidor de Salamanca, Juan Gaytán, cuatro de sus allegados se prestaron para ser fiadores, declarando que por la suma solicitada de 10.000 ducados, garantizaban que el condenado estaría en La Goleta en un plazo de seis meses. En caso de que no fuera así, abonarían personal y solidariamente el susodicho pago, para el que empeñaron sus propios bienes muebles e inmuebles, así como rentas de todo tipo. El notario Lázaro Martínez registró el compromiso. El primer testimonio, de un tal Jerónimo de Carvajal, recogía que los fiadores formaban parte de los caballeros más importantes de Salamanca y que disponían de ingresos y bienes suficientes para avalar a Bernardino. La notoriedad pública acreditaba a Melen Suárez de Solís como propietario de un mayorazgo con ingresos superiores a los 2.000 ducados anuales y como beneficiario legítimo de extensas tierras valoradas en 6.000 ducados. Pedro de Solís disponía de 2.000 ducados de renta y de ricas tierras cercanas a la ciudad, valoradas en 5.000 o 6.000 ducados. Pedro Maldonado de Espino recibía anualmente 30.000 ducados de su mayorazgo, al que debían añadirse numerosos bienes muebles e inmuebles. Por su parte, Pedro Maldonado de la Carrera, cuarto fiador, era uno de los hombres más poderosos de Salamanca. Otros, Sebastián Hernández y los comerciantes Antonio de Zamora y Antonio Moreno, apuntalaron las afirmaciones de Carvajal ante la invitación del abogado Francisco de Campos, que representaba al condenado. Estimando el corregidor que ya era suficiente la fianza, el notario mandó que los actos se clausuraran en presencia de los testigos ordinarios (Francisco Hernández, Juan Pérez y Gonzalo Gutiérrez), que lo rubricaron todo el 8 de julio de 1574. Tras recibir perfectas garantías, el Consejo de Indias accedió sin dilación a la demanda del cautivo, que salió de Madrid libre con dirección a Cartagena de España, para embarcarse hacia África. La liebre corría libre por el campo.

			Como era previsible, después de pasar seis años en las cárceles de la corona de Castilla, Bernardino no apareció jamás en La Goleta. Entre tanto, la tropa y el capitán general del fuerte perdieron el presidio español al que debía entregarse el condenado. Por consiguiente, en el mes de noviembre, el procurador Sarria pidió al Consejo que el cumplimiento de la pena del condenado se asignara en otra frontera. Varios oficiales reales fueron entonces despachados a Salamanca ante sus fiadores y se buscó al mismo preso, del que se supo rápidamente que no había dejado huella de su viaje a Cartagena.

			En el mes de febrero, los oficiales reales encontraron una parte de aquellos que aparecían en el expediente del contrato de fianza de Maldonado. El notario de Salamanca, Lázaro Martínez, cuyo nombre figuraba al final de las actas que presentó Maldonado, tuvo que encargarse de coaccionar a los fiadores del fugitivo. El primero de ellos, Melen Suárez de Solís, respondió que nunca había fiado a Maldonado. Pedro Maldonado de la Carrera no se encontraba en su domicilio. Un tal don Pedro de Arias, que vivía en casa de este último, señaló al notario que Carrera se había ido a Portugal. Pedro González también se hallaba ausente. Pedro Maldonado de Espino afirmó que jamás había firmado una fianza ni cosa parecida. No había nada más que hacer con los fiadores de Bernardino.

			Se prosiguió la investigación entre los familiares y diversos testigos: Jerónimo de Carvajal, Sebastián Hernández, el joyero Antonio de Zamora, el letrado Antonio Moreno, el también joyero Francisco Moreno, así como Alonso de Zamora, que ignoraban que hubieran dado su aval a un individuo al que nadie conocía. El Consejo de Indias tuvo así que rendirse ante la evidencia: el expediente presentado por Maldonado de Guevara era una auténtica falsificación. Solo faltaba comprender cómo un deportado de Nueva España, encerrado seis años en las prisiones de Sevilla y Madrid, consiguió timar a los miembros del tan receloso Consejo de Indias. El asunto demostraba los desgarradores límites de un gobierno sostenido por montañas de papeles. Francisco Valmaceda, secretario de dicho Consejo, se decidió a resolver el enigma.

			Valmaceda ordenó el arresto del notario y lo mandó comparecer en Madrid ante los miembros del Consejo de Indias. Lázaro Martínez negó haberse presentado como garante de Maldonado, afirmando que no eran suyas ni la rúbrica ni la firma que se hallaban en la parte inferior del acta que entregó el fugitivo. Se le facilitaron los documentos y negó que fueran de su escribanía o a fortiori de su propia mano. Añadió que también habían falsificado burdamente la firma del corregidor de Salamanca, algo que era evidente para todos los que conocían la firma del magistrado. El secretario mandó al notario que reprodujera su propia rúbrica, una marca original hecha con una cruz, X, y un punto negro en el centro; alrededor llevaba un doble cuadrado con ángulos redondeados como si fueran las torres de una fortaleza. En fin, cada lado del cuadrado estaba decorado con un trazo que formaba una fina voluta de tinta negra. La marca del documento que había entregado Maldonado carecía de tales elementos. Sin embargo, todo el cuadrado estaba ennegrecido alrededor de la X central y las volutas de cada ángulo eran bastante diferentes de las que el notario trazaba en sus actas. La firma auténtica de Lázaro denotaba una escritura temblorosa con una L al principio del nombre, y luego una Z y no una ç. Abreviaba su apellido con algunas letras. La firma de la falsificación de Bernardino era totalmente diferente, y en ella se podía leer con claridad: «llaçaro Martínez, escribano». El letrado tenía unos 50 años de edad y ejercía en Salamanca desde hacía 24 años. Por ese motivo, solicitó al rey poder regresar libre a aquella ciudad durante el mes de marzo, lo que consiguió obtener, no sin dificultad.

			En la primavera de 1575, cuando Maldonado apareció en París de nuevo, el secretario exigió que se interrogara de nuevo al traidor para conocer quién había sido el falsificador que había engañado a los jueces del Consejo. Los otros aspectos sombríos del periplo del condenado interesaban mucho menos a los magistrados. No era algo anodino que un prisionero venido de Quito a través de México implicara a personalidades peninsulares en un expediente de fianza totalmente falso. Tal posibilidad atentaba gravemente contra la confianza que la administración real podía prestar al valor creciente de las actas notariales. La circulación de la información a través del mundo hispánico residía en la calidad de prueba que tenían estas últimas. La exigencia de tales testimonios escritos constituía los fundamentos mismos de todo el edificio administrativo hispánico.

			Lo que la lengua de la época llamaba según el caso «información», «probanza» o «proceso», recogía siempre un conjunto de testimonios emitidos a favor o en contra de un individuo. Se trataba de información para solicitar una licencia de embarque a las Indias, de una investigación para encontrar a los herederos de un emigrante fallecido en tierras lejanas, de pruebas de pureza de sangre ante un tribunal inquisitorial, de un informe para obtener alguna merced del rey o de la copia de testimonios transmitidos al acusado durante un proceso. La confianza que se le tenía a este acervo de papel que viajaba de un extremo al otro del mundo hispánico pretendía dar cierta imagen de cohesión general. El recurso cada vez más amplio a tal volumen de información y de pruebas culminaba en una empecinada búsqueda de las producciones de documentos falsos.

			Lejos de estar aislado en su prisión madrileña, Bernardino Maldonado recibía la visita de un mensajero que establecía el vínculo con Salamanca. Un tal Sánchez le trajo el expediente de fianza desde Castilla la Vieja. El prisionero se libraba de toda acusación: entregó el documento sin leer su contenido, por lo que ignoraba que fuera falso. Sánchez conocía las prácticas de los magistrados y del notario inculpado en las actas amañadas, de modo que cabe la idea de que él mismo la hubiera realizado para Bernardino, tanto en Madrid como en Salamanca. Sin embargo, el mismo mensajero pudo estar sometido a la obligación de llevar las demandas del detenido a sus allegados salmantinos. Faltaban tres hombres en la investigación abierta en la ciudad universitaria. Pedro Maldonado de la Carrera, uno de los principales fiadores de Bernardino, se hallaba en Portugal. Pedro González estaba ausente, y el clérigo Luis Maldonado, hermano del condenado, estaba en paradero desconocido. Era incluso factible que el hermano de Bernardino, en cuya inocencia insistió tanto el prisionero en el momento de su encarcelamiento en Amberes, estuviera implicado en la elaboración de la magnífica impostura. La búsqueda de los falsificadores no cesó con la muerte del tenaz rebelde.

			Desde la perspectiva del condenado, durante el tiempo pasado fuera de las cárceles castellanas hizo todo lo posible por cumplir su pena: viajó de Cartagena a Italia y de allí hasta La Goleta, donde resultó que los españoles habían perdido la plaza. Sin embargo, no dio la más mínima prueba de aquello. Por lo demás, no podía ignorar que la sentencia de su condena debía cumplirse en un plazo de seis meses y que el Consejo podía designarlo a otra frontera. Se había presentado ante el embajador de España en París solo por cumplir con su condena. El rebelde no había regresado a Cartagena de España. Con todos sus riesgos y peligros, había preferido atravesar a Francia, un país que durante muchos años fue enemigo de España, lo que le convertía en un migrante sospechoso.

			Reivindicaba haberse presentado por decisión propia ante Zúñiga, para servir en Flandes, sin advertirle de su situación en relación con la justicia. De nuevo, confió demasiado en la mala comunicación entre las diversas estructuras de la administración española. Un religioso amigo suyo, apodado Teatrino, traicionando el secreto de confesión se lo contó todo al embajador, que, sin esperar las órdenes de Madrid, mandó arrestar a Bernardino. En varias ocasiones quiso hacer del servicio a Su Majestad el modo de escapar a la justicia. Antes de ser apresado en México, se refugió en una tropa de soldados que luchaban contra los indios chichimecas. Adentrándose en el contingente de los Países Bajos esperaba escapar de las persecuciones mientras luchaba por el rey. Esta vez, sin embargo, no consiguió escabullirse entre aquellos hombres.

			En la lluviosa mañana del 23 de agosto de 1575 sacaron al condenado de la prisión de Amberes con las manos y los pies atados. El capitán Melchor de Camargo, gran preboste de los estados de Flandes, le preguntó de nuevo en vano quién había hecho las falsificaciones de los documentos. Sobre el cadalso que se erigía para las ejecuciones capitales, situado delante del fuerte español de Amberes, el verdugo Andrés decapitó a Bernardino Maldonado de Guevara, que contaba entonces 38 años de edad. El escribano Antonio de Aguilar testificó que su cabeza fue separada de su cuerpo y que salió rodando mientras los hombros de Bernardino caían hacia otra parte. Después de más de diez años de acción contra Guevara, la administración judicial consiguió al fin en Amberes lo que se propuso en México. Bernardino había vivido en libertad por la gracia de una falsificación.

			LOS REBELDES DE TAXCO

			A principios del mes de agosto de 1550, los oidores de la audiencia de México mandaron arrestar a varios individuos, entre ellos a cuatro hombres llamados Luis Román, Benito Castilla, Bernardino Vanegas y Juan de Haro. Junto a otros, fueron acusados de quererse «rebelar contra el servicio de Su Majestad, matar al señor visorey, presidente e oidores desta real audiencia e otras personas principales desta tierra y robar las minas de Taxco e matar en ellas ciertas personas». En otras referencias, la expresión era algo diferente, pues estaban acusados «de preparar una sublevación contra Su Majestad y contra la república con la tierra». En 1550, la calificación de crimen de lesa majestad no figuraba en el proceso contra el plan de asesinato del virrey y la adhesión a una rebelión fuera de Nueva España. La instrucción de su juicio, cerrada el 29 de agosto, consistió en una breve serie de interrogatorios y ratificaciones de las deposiciones. Los principales instigadores del complot fueron agarrotados al día siguiente29.

			Luis Román ejerció los oficios de herrador y maestro de armas. Natural de Palma de Mallorca, se embarcó a las Indias diez años antes y vivió en México, Taxco y otras ciudades de Nueva España. Confesó, no sin pesar, que no estaba casado por ser muy pobre. En la ratificación de su deposición, declaró que no sabía firmar el documento. Román conocía a algunos personajes citados por los oidores que procedían contra él, los licenciados Herrera y Santillán. Habiendo dejado las minas por culpa de un conflicto con otros habitantes, se encontró con Gaspar de Tapia, vecino de México, y le pidió que intercediera por el alcalde mayor de Taxco, el licenciado Tovar, con quien mantenía ciertas discrepancias.

			A juzgar por sus preguntas, los oidores sospechaban que Luis se había asociado con Gaspar de Tapia, Bernardino Venegas y Juan de Haro, así como con un tal Torres, un extranjero llegado de Perú, donde había acompañado a Pizarro. Sería Luis quien mediara entre Tapia y este último: «valiente hombre, que tenía muchos ardores de guerra e que aquel era de los amigos suyos de quien le había dicho que se podía confiar»30. Sin embargo, Luis no se mostraba muy locuaz y negaba rotundamente haber conocido a un tal Morales, un conspirador de Taxco bastante involucrado en el negocio. Lo condujeron a la sala de torturas más cercana, donde le mostraron, sin mucho éxito, los instrumentos con que harían la cuestión. Lo colocaron en la garrucha y lo levantaron varias veces por las muñecas con un peso de más de 50 kilos atado a los tobillos. El gancho de la garrucha cedió con el peso. Convencido de que una segunda vez le descoyuntarían las extremidades, Luis prometió decir inmediatamente «todo lo que ocurrió en realidad».

			A continuación, hizo una serie de confesiones. Casi un año antes, cuando se alojaba en México, gracias a Luis Moscoso y sus amigos, un tal Diosdado, al que asesinaron después, lo llevó a casa de Tapia y les incitó a la rebelión. Ambos convencieron a Diosdado de que había que llevar el negocio a cabo. Dos meses antes de su arresto, el mismo Tapia lo animó a formar una liga, considerándose fuerte con los ochenta allegados y amigos que estaban dispuestos a apoyarlo. Luis, no queriendo ser menos, anunció que dispondría de doscientos hombres, «pero que en la verdad este confesante no los tenía e mentía en ello [...] e quel diablo le engañó en decirlo e juntarse con ellos»31. Para simular, Román presentó a Bernardino Vanegas, Juan de Haro y a un italiano. No conocía a este último por el apellido de Torres, sino por el de Benito de Castilla, razón por la que, en principio, negó haberlo conocido. Al anunciarle que sería respaldado por uno de sus sargentos, le dio una buena alegría a Tapia, que sin duda era otro soldado de Perú.

			El maestro de armas añadió que otros habían entrado en la liga. Pedro Jaez y un tal Cortés, residentes en Taxco, expresaron el deseo de unirse a la sublevación. Solo pensaban en atacar las minas de aquel lugar, dado que no sabían nada de la operación planeada en la capital para eliminar a las autoridades. Luis habló del asunto al llamado Garrión de Taxco, que se sinceró también con un tal Vázquez. Al final, un llamado Rentería, de quien no sabemos nada más, se negó a unirse a ellos, al igual que el licenciado Tovar, alcalde mayor de las minas de Taxco. En contrapartida, un individuo que llevaba por nombre Antón Sánchez, extranjero amigo del italiano Benito de Castilla, se involucró más en la organización de la embestida garantizando el enlace entre México y Taxco.

			Escuchando al maestro de armas, la mayoría de aquellos a los que mencionó en su confesión solo pensaban en un asalto a las minas. No faltaban incoherencias que llenaban de duda las últimas declaraciones de Luis. En un primer momento declaró que el objetivo de los insurgentes se reducía al robo de las minas, es decir, de la plata de los principales propietarios y, por ende, de la parte correspondiente a la Hacienda Real. Después atravesarían la tierra de Cipango para hacerse con un navío de la costa atlántica y llegar hasta Guatemala, sublevada por los hermanos Contreras. En conclusión, un robo sin crimen, sin ataque directo a los representantes del rey en Nueva España, seguido luego de una huida.

			En un segundo momento, Luis admitió que el plan preveía el asesinato del virrey y los oidores de México. Dio muchos nombres, pero cuando fue sometido a la cuestión una segunda vez, el 26 de agosto de 1550, el gancho de la garrucha no cedió bajo sus pies. La sesión de tortura fue breve. Solo lo colgaron por los brazos una vez, lo que probablemente, a vista de los oidores, era signo de su probada culpabilidad. Los otros testigos presentaban a Luis como a uno de los principales instigadores del complot, el encargado de comprar las armas. Cuatro días después, Luis fue ejecutado delante de la iglesia de Santiago.

			El mencionado Torres afirmaba que siempre se había llamado Benito de Castilla, un nombre sorprendente para un italiano de la provincia de Niza, nacido en el pueblo de Esperamonte. Residía desde los doce años en Indias. Había pasado ocho en Perú, donde sirvió como arcabucero en la compañía rebelde del capitán Guevara. Habiendo caído prisionero, fue condenado a salir de Perú y a dos años de galeras. Por esta razón, encontramos su huella (con el nombre de Benito de Castilla) entre los condenados por La Gasca al exilio y a las galeras de por vida, en 1549. Estando en Nueva España y sin empleo durante mucho tiempo, Benito decidió trabajar en un ingenio, una fundición de plata en Taxco, a cuenta del minero García de Vega. Por un salario de 100 pesos, ejercía una función de supervisor de los esclavos del ingenio.

			El rebelde fue arrestado en México en compañía de antiguos cautivos, un tal Corral (probablemente Francisco Corral, que figuraba entre los condenados de Perú) y un portugués al que llamaban Manuel Rito, alias Lemos, nombre que había adoptado en Nueva España. También figuraba con el nombre de Manuel Rijo, natural de Setúbal, en la lista peruana de galeotes enviada a Sevilla. Reconoció haberse cruzado también con otro tal Gutiérrez, con toda seguridad Juan Gutiérrez, oriundo de Granada, condenado a la misma pena durante el negocio andino. Benito permaneció, pues, en contacto con numerosos rebeldes exiliados, sin duda, más de lo que quería admitir, aunque negó tener algún amigo en aquella tierra.

			Lo que sí hizo fue mencionar a varios personajes lejanos, susceptibles de participar de forma activa en una rebelión que los conspiradores ensalzaban: un marinero que navegaba por el Mar del Sur y que podía pilotar un navío; un sargento de Pizarro que residía en Nueva España y que en Perú se llamaba Martín. Benito había vivido en México, Taxco, Zacatecas y en otras ciudades de menor importancia durante varios años, sin preocuparse de nada. En Taxco, Luis Román le confesó el negocio, aunque el complot le pareció tan irreal que se echó a reír al principio, razón por la que se resignó a ejercer un empleo en una fundición.

			Luis Román llevó a Benito a casa de Gaspar de Tapia, a quien presentó como al caballero que iba a ser su comandante, el cabecilla del asunto32. Benito confesó que frecuentemente estaba en contacto con el núcleo activo de la liga (Luis Román, Gaspar de Tapia, Bernardino Vanegas, Laso de la Vega y Juan de Haro) y que él mismo había sugerido que la embestida tuviese lugar también en México si alcanzaba el número de hombres disponible. La escena del complot descrita por el antiguo arcabucero no variaba demasiado de la descrita por Luis Román, el primero al que se le aplicó la tortura. En sus preguntas, los oidores insinuaban que querían eliminar a las autoridades locales, a los principales propietarios de las minas y, si era necesario, también a los esclavos, los indios y los negros que se opusieran a los insurgentes.

			Durante el segundo interrogatorio del 16 de agosto, aunque estuvo sometido al tormento de la garrucha, negó que un tal Antón Sánchez supiera cualquier cosa de la sublevación de México: «no lo sabía hasta que vino a México, sino de robar a Taxco... que él no quería matar a nadie sino ganar su vida». Para mostrarse moderado y cooperativo, Benito respondió a las preguntas sobre la implicación de Juan de Haro: «dijo que allí lo veía andar en el negocio como todos pero que no sabe la intención con que lo hacía»33. De esta manera, Benito de Castilla, que declaró tener 35 años de edad, era doblemente culpable. Fue agarrotado junto a Luis Román unos días después de ratificar su confesión.

			El 11 de agosto de 1550 interrogaron a Juan de Haro por primera vez. Nacido en Sevilla, ejercía el oficio de escribano real. Se hallaba en Indias desde hacía seis o siete meses. En México, trabajó con los notarios Juan de Zaragoza y Pedro Salazar. En Puebla, en la escribanía de Gonzalo Gómez de Betanzos. Juan no tuvo dificultad para firmar su primera deposición. Conocía a los hombres mencionados. Según él, su encuentro con Gaspar de Tapia, quien le había informado del plan de la embestida, databa de unos diez días atrás. Sobre este punto, los testigos parecían estar todos de acuerdo. Al día siguiente, durante su segundo interrogatorio, Haro admitió que Luis Román había mencionado el negocio unos seis o siete meses antes, es decir, poco tiempo después de su llegada a Nueva España. Jugando a las cartas, Luis Román le dijo que Gaspar de Tapia disponía de cuarenta u ochenta caballeros para atacar las minas de Taxco. Juan, en cambio, que siempre había hecho uso de razón, se negó a participar en la empresa; de hecho, había pensado incluso en informar al virrey, ya que el asunto merecía ser condenado.

			El plan de hacerse con las minas de Taxco, tal como lo contó Juan, no se diferenciaba demasiado del que describieron los otros testimonios. Solo añadió que, una vez que se tomaran las minas, los rebeldes se harían con la artillería almacenada en Cuernavaca. Juan fue torturado brevemente. Luego rectificó diciendo que cierto rebelde, barbero de oficio, de cuyo apellido no se acordaba, el minero Pero (en realidad Pedro Jaez), era el principal instigador del complot. Intentó distinguir lo verdadero de lo falso en relación con las fuerzas de la liga, contando que Gaspar de Tapia aseguraba que bastaría con cuarenta conspiradores para llevar a cabo la empresa, aunque pretendía disponer de doscientos hombres. Otros se unirían más tarde a ellos.

			La confesión de Juan resultó demasiado breve para los oidores. Lo condujeron a la sala de torturas pocos días después. Proporcionó información sobre el ataque de las minas de Taxco y la implicación de algunos mineros, pero no confesó nada sobre los asesinatos de los oficiales reales y del virrey, como tampoco sobre los rebeldes involucrados en México. Los oidores instaron a Juan a decir la verdad so pena de someterle a la cuestión: «Que le darán tormento y que si en él muriese o algún miembro se le quebrare sea a su cargo e culpa»34. Juan sufrió el suplicio de la garrucha varias veces, jurando a gritos desconsolados que no sabía más. Luis Román y Gaspar de Tapia no le dijeron nada de un plan de asesinato de los oficiales reales y del virrey. El dolor le impidió firmar la confesión de la sesión.

			Bernardino Vanegas, el cuarto detenido, residía en Nueva España desde hacía seis años. Vivió con un tal Martín de Arcio. Admitió que conocía a las personas mencionadas por los jueces y reconoció haber satisfecho la demanda de Gaspar de Tapia solicitando a Benito de Castilla que viniera a México. En un primer momento, negó saber cualquier cosa sobre planes de los dos hombres. Sometido cinco veces al tormento, confesó como los demás el proyecto de robar a los propietarios de las minas y huir hacia Guatemala. Según Bernardino, esa decena de hombres estaba involucrada en el asunto de Taxco. En cambio, excusó al dicho Bernardino Álvarez por no haber querido participar jamás. «Román dijo “voto a dios que me tengo que alzar con la tierra e que a estos putos, lo que decía por los dichos españoles, los tengo que ahorcar”, y a esto el dicho Bernardino Álvarez le dijo “dejaros de eso [...] dejaros de esas locuras [...] apártese [...] de ruines compañías”».

			En México, numerosas reuniones de conspiradores se organizaban en la casa de Gaspar de Tapia. En las confesiones de Vanegas, Luis Román figuraba como el hombre del enlace entre México y Taxco, aunque, al igual que en las revelaciones de Juan de Haro, Vanegas declaró que Pedro Jaez «era el principal movedor e intentador de este negocio». Por su parte, Luis Román trató con los esclavos negros de las minas de Taxco para que apoyaran el movimiento en el momento de su estallido. Cuando lo desataron de la garrucha, Bernardino tampoco pudo firmar su deposición de tanto como había sufrido en el tormento. La lista de los nombres que proporcionó era la más completa. El 16 de agosto, Bernardino confirmó sus asertos sin necesidad de ser sometido de nuevo a la cuestión.

			JUICIO SIN GRADO DE APELACIÓN

			De un total de diez acusados, condenaron a cuatro hombres. Bernardino Vanegas declaró que los mencionados Garrión, Rentería y Vázquez huyeron hacia Veracruz para coger allí un navío y viajar a Guatemala. El proceso no nos da información de lo que les ocurrió a los otros y, en especial, a Gaspar de Tapia, cuya casa de México había sido el lugar de reunión de los rebeldes. Los traidores de la liga seguían en la sombra. Juan de Haro evocó su intención de denunciar el complot, lo que explica la merced de que dispuso el día antes de su ejecución.

			Se prohibió toda apelación a las sentencias, por lo que las demandas de Juan no aparecieron en el proceso. La sentencia general fue simplemente redactada de nuevo; los oidores «recibieron una petición para la de Juan de Haro y los dichos señores presidente y oidores» modificaron la sentencia general. Finalmente, Luis Román, Benito de Castilla y Bernardino Vanegas fueron condenados a la confiscación de todos sus bienes y a ser «sacados de la cárcel, arrastrados a la cola de una bestia de albarda y a que se les pasease por las calles de la ciudad». Al final del triste recorrido, fueron agarrotados delante de la iglesia de Santiago y sus miembros descuartizados fueron expuestos a la vera de los caminos de acceso a la ciudad. Nadie se atrevería a alzarse con aquellos trofeos de la justicia sin incurrir en pena de muerte.

			Aunque el proceso no fue expeditivo, se había hecho justicia con diligencia, siguiendo el trámite de los pleitos por rebelión. En menos de un mes, los individuos arrestados fueron interrogados y considerados culpables. El complot tramado algunos meses antes acabó mal. Atacar a los mineros de Taxco y hacerse con su dinero matando a las principales autoridades del burgo minero era el primer objetivo de los conspiradores. El plan de oponerse a las autoridades de México llegó más tarde. La esperanza de apoderarse fácilmente de la plata mal distribuida era lo que motivaba a los rebeldes. La mayoría de ellos evocaba su miseria y sus resentimientos hacia aquella sociedad colonial en la que no hallaban modo de colocarse. En varias ocasiones, trayendo a colación las palabras de Vanegas sobre la condición de los conspiradores, Benito de Castilla insistió en la dimensión social del movimiento: «Román y los otros lo decían también [...] no habían de matar a los pobres»35. Bajo coerción de Gaspar de Tapia, Vanegas respondió: «no quiero ir a México porque no tengo una capa, esta me la han prestado, ni tengo un real para comer»36.

			La publicación de las Leyes Nuevas había conseguido reducir la cantidad de esclavos indios sometidos al trabajo en las minas, de modo que aumentó el número de esclavos negros. Haciéndose eco de una idea general entre los españoles, el comisario Sandoval apuntaba en sus cartas al rey que estos trabajaban mal, sobre todo si iban solos a la mina. Debían ir acompañados de los indios mineros. Según el testimonio de Luis Román, con la insumisión de los nuevos esclavos cabía esperar su asociación a los rebeldes: «había quinientos negros que creía que le acudirían después que hubiese hecho lo suso dicho»37. Durante su interrogatorio, los rebeldes no expresaron ningún anhelo de libertad. Tampoco la resaltaban como rasgo distintivo en la actitud que esperaban de los esclavos. No sabemos si estos creyeron en la posibilidad de aquella liberación que prometía el complot. Lo cierto es que el anhelo de igualdad y de mayor libertad teñía los argumentos de los testigos más audaces. Bernardino Vanegas señaló que se había llegado a un acuerdo con los cautivos para que estos se rebelaran. Fuera o no así, la alusión al apoyo de los rebeldes por los esclavos alimentó sus esperanzas de aumentar las tropas de la liga.

			A juzgar por los nombres que dieron los testigos, los rebeldes no eran más que una decena. Sin embargo, las promesas de reunir a muchos soldados no podrían interpretarse sistemáticamente como meras fanfarronerías. El rebelde mexicano Gaspar de Tapia prometió el apoyo activo de ochenta de sus allegados y amigos. Según los registros de pasajeros sevillanos, Gaspar llegó a las Indias en 1547 con su mujer y seis criados. Aunque apenas tenía dinero, sus familiares se habían beneficiado de su licencia para embarcar ellos también hacia Nueva España. Tenía, pues, una red de amigos, parientes y demás deudores, que le debían algún servicio. El testigo Luis Román prometió movilizar a doscientos hombres, pero confesó a los oidores que no disponía de tal contingente de soldados. En cambio, el delator Juan de Haro indicó que en México Luis Román contaba con el apoyo de catorce o quince de sus amigos. Estaba previsto que cada uno se entrevistara con sus amigos en el momento de la insurrección, sin informarles del detalle del negocio, con la idea de crear un efecto de masa y asegurar así la operación. Buscaban en especial a rebeldes y soldados por su experiencia bélica y también por su capacidad de reunir a aquellos grupos de ociosos. Cuando interrogaron a Castilla, un rebelde del Perú, los oidores le formularon la pregunta de si era cierto que debía matar al virrey y a los oidores con ayuda de una veintena de hombres. A su parecer, era un número probable y suficiente de asaltantes.

			El asunto de Taxco, que tenía tanto de asalto a mano armada como de complot político, no ha dejado huella en la historiografía de Nueva España. González Obregón fue el único que consignó el acontecimiento en la nómina de los que guiaron hasta la independencia mexicana. No en vano los jueces lo trataron como una falta grave al servicio de Su Majestad y un auténtico atentado al orden de la república. En cambio, la crónica de Juan Suárez de Peralta negaba que el asunto revelara algún tipo de desobediencia de la colonia frente a la corona. El cronista redujo el complot a algunas palabras de borracho, dichas en una tahurería, sin desvelar los nombres completos de los conspiradores. Los citados «El Romano» y «Vanegas» declararon que sería buena idea «levantarse con la tierra» para acabar con la pobreza. El eco de la borrachera alertó al virrey, que mandó a dos espías encargados de engañar a los bebedores. El bachiller Blas de Bustamante y Gaspar de Tapia se escondieron bajo una cama para oír las intenciones de los rebeldes. Por supuesto, la taberna, ese espacio nocturno donde se mezclaba el vino y el juego, era el lugar privilegiado donde los más modestos proferían en voz alta sus amenazas contra las autoridades. La imagen de los dos espías bajo la cama, tendiendo bien el oído a lo que allí se decía, es toda una auténtica escenificación literaria.

			A la luz de las confesiones reunidas en los procesos, la versión de los acontecimientos dada por Peralta resulta una fantasía. Ignora aquella los proyectos de ataque de las minas, las idas y venidas entre Taxco y México, la historia del complot durante varios meses, la implicación de una docena de individuos, así como el papel de botafuego de Gaspar de Tapia, quien, según los testigos, ni siquiera tuvo necesidad de esconderse bajo las camas para percatarse de las verdaderas intenciones de los conspiradores, ya que él mismo mandó muy pronto que se buscara a los hombres de Taxco. En cambio, el doble juego de Tapia brilla por su ausencia en los interrogatorios. El tono novelesco del letrado se justificó en su voluntad por subrayar el legalismo de la colonia:

			La Nueva España, desde que se pobló de españoles, jamás se entendió de la poner en sedición, ni tratar de rebelión contra Su Majestad [...] unos hombres [...] ni aun con un cesto de higos, no fueron parte, porque ni ellos eran principales, ni tenían cabida con nadie, ni amigos, sino unos pobres que se entretenían en juegos, y se sustentaban de baratos que les daban38.

			Peralta consideraba insignificantes los innumerables conflictos de autoridad que jalonaron la historia de la conquista. Al complot le faltaba raigambre, pues incluso uno de los miembros más activos parecía ser de origen italiano. En fin, se trataba de un complot extranjero. Para llevar a cabo una rebelión, así como para gobernar, hacían falta amigos, medios y una posición social ventajosa. Era probablemente un punto de vista acertado, aunque desatendía los apoyos disponibles en la colonia. Lo cierto es que tampoco tuvieron aquellos desgraciados el respaldo de los medios eclesiásticos, ni el de los indios. Su complot carecía de consistencia, ya que no expresaban ningún plan de organización militar, social o económica. Los mineros ricos de Taxco continuaron con su principal objetivo. La fractura en el seno de la sociedad colonial resultaba realmente inquietante, pues la pacificación en Nueva España quedaba muy lejos, por lo que los condenados del complot de Taxco no tuvieron la oportunidad de apelar contra sus sentencias.

			Por algunas palabras de desobediencia dichas en voz alta en las tabernas, los inmigrantes que llegaron a las Indias podían terminar sin cabeza en el patíbulo. Los delitos de derecho común tendían a confundirse con el crimen político de traición. A causa de aquellos movimientos de alcance limitado, la insurrección general se mantenía en una perspectiva teórica, una justificación que alimentaba las conversaciones y encendía el ánimo de los más desfavorecidos. La existencia de modestos grupos rebeldes podía desmantelarse con facilidad. En cambio, resultaba más laborioso reducir la influencia de los grupos más activos, dado que las autoridades habían echado raíces en la sociedad colonial a un nivel muy superficial, sin el sostén de una verdadera corte y sin el amplio apoyo de una extensa red clientelar. En el caso contrario, las persecuciones podían llevarse a cabo incluso en el territorio de los enemigos habituales de Castilla. La lesa majestad, instrumentalizada de varias formas en España y Francia, constituía una referencia común para las dos monarquías.

			
				
					22 Juan Duarte contra Vasco Godínez. Comisión dada a don Alonso de Alvarado; Justicia 487, f. 274.
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					29 La palabra «información» designa la instrucción de cargos, testimonios e interrogatorios. El término «proceso» se refiere al conjunto documental formado por el expediente de instrucción, los testimonios, los interrogatorios, las sentencias, apelaciones y demás. 
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			CAPÍTULO II

			Los de la frontera

			A mediados del siglo XVI, las Indias de Castilla constituían un territorio controlado de manera muy desigual. Cohabitaban allí los precarios asentamientos españoles junto con las misiones de predicadores mendicantes. Los emigrantes pobres intentaban trabajar para algún capitán que, a vista de las autoridades, fuera acreditado por dedicarse a la caza del indio o bien por formar parte de la tropa organizada para la guerra de China, una empresa que se perpetraba en las costas mexicanas y que apuntaba a la zona pacífica de las Molucas. Los planes de rebelión hallaron sólidas retaguardias en aquellos inseguros espacios. Los conflictos indios en territorios del Gran Chichimeca (al norte de México), así como los planes de expedición hacia las islas del Poniente, proporcionaron a numerosos emigrantes una clara esperanza de medra social. Las reiteradas referencias a las insurrecciones de los hermanos Contreras, al igual que las de los negocios de Perú, servían de horizonte ideológico para los candidatos a la insurrección. No puede sorprendernos que el rebelde Bernardino Maldonado de Guevara encontrara refugio en una compañía de soldados que guerreaba contra los indios del norte.

			EL GRAN CHICHIMECA INSUMISO

			Nueva España seguía siendo una frontera llena de vida y violencia. Los españoles no llegaron a imponerse en todos los lugares. Al norte de la capital colonial, el área del Gran Chichimeca, situada entre las cordilleras de Sierra Madre oriental y occidental, escapaba a la autoridad española. Los chichimecas, conocidos por ser temibles arqueros y guerreros especialmente móviles que se escondían en las áreas más escarpadas, ofrecieron una firme resistencia a los colonos a lo largo de la segunda mitad del siglo XVI. Exactamente al norte de México, el territorio bautizado con el nombre de Nueva Galicia por la administración hispánica, permaneció bajo el control de varias tribus de las cuatro naciones indias de los pames, guamares, zacatecos y guachichiles. Innumerables escaramuzas y algunas notables masacres, todo un juego de avanzadillas y bulliciosos retrocesos conformaban la trama de la laboriosa empresa de absorción de aquellos territorios por parte de los españoles.
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			Situada entre Guadalajara, en el Río Grande, Cuencamé, en el noroeste, Saltillo, al noreste, y Querétaro, al sureste, esta región entorpecía las comunicaciones entre varios puntos de asentamientos coloniales de la zona. Conectar Guanajuato y Guadalajara desde México era asunto azaroso. Las tentativas de exploraciones infructuosas se habían complicado con los ataques indios como los de la guerra del Mixtón, que diezmó a la tropa española a principios de la década de 1540. Con el objetivo de garantizar la estabilidad de las comunicaciones y de multiplicar las alianzas entre los indios pacíficos y los asentamientos españoles, los virreyes Antonio de Mendoza (1535-1550) y Luis de Velasco (1550-1563) entregaron numerosas licencias de exploración y de entrada para que los colonos avanzaran cada vez más hacia el norte39.

			Las herramientas comunes de esta expansión eran los presidios, las valientes misiones y algunas expediciones militares. Las concesiones de indios y tierras eran las claves para incitar a las familias a lanzarse a una empresa tan arriesgada como esta. Los franciscanos, más aún que los agustinos, se instalaban en los pueblos de los valles perdidos para construir allí iglesias y afanarse en retener a algunos indios a los que evangelizar. Fue el caso de fray Juan de San Miguel, guardián de la casa de Acámbaro, y de fray Andrés de Olmos, en la provincia septentrional de Panuco. El descubrimiento de yacimientos de plata en Zacatecas en 1547 durante la expedición del capitán Juan de Tolosa concedió un estatus particular a la zona y reavivó el interés de los españoles por aquel territorio hostil. Aunque las minas permanecieron aisladas durante mucho tiempo, la organización progresiva de un sistema minero y las oportunidades de enriquecimiento que aquellas ofrecían contribuyeron a reforzar el atractivo de la región. Los primeros en enriquecerse en la empresa se podían contar con los dedos de una mano. Todos eran conquistadores veteranos, a menudo próximos a Cortés.

			Hernán Pérez de Bocanegra pacificó a las tribus otomíes alrededor de Querétaro a principios de la década de 1530, convirtiéndose en un poderoso encomendero en las ciudades de Acámbaro y Apaseo, situadas ambas al norte de México. Siendo capitán de expediciones en territorio hostil, mantenía también buenas relaciones con numerosos caciques pacíficos. Habiéndole dotado generosamente el virreinato con tierras, consiguió desarrollar una amplia actividad económica: fue al mismo tiempo ganadero, propietario de molinos y posadero, pues tenía una fonda en la ruta hacia Guanajuato40. Durante las décadas de 1540 y 1550, fue uno de los personajes imprescindibles de la frontera. Varios de sus hijos figuraban entre los cómplices del complot de 1565.

			Cristóbal de Oñate (el viejo) fue uno de los pioneros de las minas de Zacatecas. Gobernador de Nueva Galicia, se mostró muy activo durante varias guerras chichimecas. Su influencia se dejó sentir en la región hasta su muerte, acaecida en 1567. Como los otros vascos de la frontera, combinó las actividades de ganadería, la explotación minera, las funciones administrativas y las expediciones de reconocimiento en el territorio de los indios de guerra. En 1550, un informador del rey estableció que existían treinta y cuatro compañías mineras en la región de Zacatecas dotadas de una numerosa mano de obra de esclavos negros e indios libres. Cristóbal tenía allí una casa, trece molinos para moler el mineral, varios ingenios y un centenar de esclavos negros reunidos en un pueblo con su iglesia. En los informes hechos contra el complot de Cortés, fue mencionado entre los conjurados junto con fray Baltasar de Oñate. Alonso de Ávila indicó que debían venir a México acompañados de los suyos para participar en la insurrección. Baltasar de Quesada, otro de los conjurados, evocó la ayuda prometida por Cristóbal de Oñate, sobrino de Cristóbal el Viejo.

			Diego de Ibarra fue uno de aquellos hombres que entraron primero en el Gran Chichimeca. Activo desde los inicios de la empresa minera, invirtió su fortuna en el desarrollo de la ganadería y en costosísimas expediciones marcadas por fundaciones de postas en tierra enemiga. Su sobrino Francisco de Ibarra se encargaba de muchas de estas fundaciones de pueblos y de posadas de la frontera. Los Ibarra fueron acusados en varias ocasiones durante el complot de 1565 entre los amigos del conspirador Pedro de Aguilar.

			Juan de Tolosa, uno de los principales capitanes de Nueva Galicia, se distinguió por su capacidad para pacificar la región mediante una habilidosa combinación de expediciones militares y diplomacia de la frontera. De hecho, fue uno de los protagonistas de la sangrienta guerra del Mixtón. Habiéndose enriquecido él también rápidamente en los inicios de la explotación de Zacatecas, prestó mucho dinero a la corona. Se casó con doña Leonor Cortés Moctezuma, hija del gran Cortés y de la princesa azteca Isabel de Moctezuma. Una de sus hijas se casó con Juan de Oñate, el hijo de Cristóbal que mencionamos antes. Aunque estaba vinculado a la familia Cortés y fue citado como testigo, la justicia de México no molestó a Juan durante el informe sobre la conspiración. No todos los descendientes de esa aristocracia minera estaban implicados en los acontecimientos sediciosos. No se hizo mención de Baltasar Temiño de Bañuelos, rico minero y conquistador de la región, que se convirtió en capitán general de la guerra chichimeca y en hombre influyente del concejo de Zacatecas. Tampoco se hizo alusión a los miembros de la familia de Nuño de Guzmán, que fue el primero en recorrer las regiones situadas al norte de México.

			Sin embargo, la continua alusión a los primeros españoles de la frontera y a sus descendientes constituye una clara señal de las concepciones que guiaban el proyecto de Martín Cortés y Alonso de Ávila, es decir, las de una rebelión de las élites coloniales. Aunque esté bastante lejos de identificarse con el cliché de una tropa de vesánicos y brutales soldados, aquellos colonos vinculados a la tierra americana pretendían ser los pioneros de un nuevo desarrollo agrícola e industrial, aunque este hubiera de ponerse en marcha durante un periodo de resistencia armada a la corona. A mediados de la centuria, Diego de Ibarra fortificó su casa de Zacatecas. No quiso abandonar ese único puesto avanzado en territorio chichimeca, almacenando armas y municiones para repeler los ataques incesantes de los indios. Más tarde, su sobrino Francisco liderará importantes campañas de exploración de esos territorios del norte de México.

			El ímpetu de los conflictos tampoco se atenuó a mitad del siglo. La administración del virrey Velasco calculaba que doscientos españoles y más de dos mil indios aliados fueron asesinados en los caminos del Gran Chichimeca durante las décadas 1540-1550. Los particulares perdieron casi un millón de pesos, mientras que la Hacienda estimaba sus pérdidas, ocasionadas por las guerras indias, en unos 400.000 pesos. Por ello, Velasco asentía ante las demandas de dirigir expediciones punitivas contra aquellos indios belicosos. Para cada entrada, expedía una comisión a un capitán, encargado por los alcaldes mayores de varias provincias de entregar a los vencedores los prisioneros capturados durante tiempo de seis años. Había que enseñarles la doctrina cristiana y vencer el espíritu de revuelta.

			Las pruebas de culpabilidad de cada cautivo presentadas ante la audiencia debían permitir a los jueces integrar esa forma original de reparto de indios. Al mismo tiempo, el virrey llevaba a cabo una política de colonización de la frontera a través de la creación de nuevos pueblos: San Miguel, San Juan de los Lagos, Nombre de Dios y el pueblo de los indios otomíes de San Luis de Jilotepec. Estas fundaciones debían contribuir a que las comunicaciones entre México, Zacatecas y Guadalajara fueran más seguras. Los españoles recibían allí tierras que no se podían vender durante diez años, así como otras múltiples ventajas. Los indios de San Luis recibieron herramientas, estuvieron exentos de todo tipo de impuestos y pudieron nombrar a su concejo y a sus propios gobernadores. Estos otomíes debían luchar contra los guachichiles que amenazaban a los españoles, hasta el punto de que varios caciques fueron declarados hidalgos por haber capturado al temido jefe chichimeca Maxorro. Como muchos otros, les habían autorizado claramente a utilizar armas españolas para enfrentarse a los indios de guerra.

			A pesar de los esfuerzos realizados por controlar los caminos del norte, a mediados de la década de 1560 la circulación seguía siendo arriesgada por aquellos lugares, pues estaba expuesta normalmente a los ataques asesinos de las tribus insumisas. Con todo, el tráfico se intensificaba a medida que crecía el número de asentamientos españoles: plata hacia el sur, mercurio, herramientas, productos de equipamiento, tejidos y objetos de consumo normal hacia el norte. Las armas representaban buena parte del flete. Los pesados carruajes que garantizaban las conexiones no siempre llegaban a su destino. Los esquivos guachichiles que anidaban en las zonas más alejadas de las sierras sembraban el terror entre los españoles y sus indios aliados. Desnudos, tatuados, con el pelo largo teñido de rojo y acicalados con collares, aquellos indios se alimentaban con poco. El rumor que circulaba sobre ellos incrementaba el número de raptos que perpetraban, les atribuía costumbres caníbales y les hacía gala de un arte consumado de la tortura que aplicaban a aquellos enemigos a los que, a menudo, esclavizaban. Algunos dijeron que habían visto grupos de más de seis mil de estos guerreros. Los pames eran sobre todo ladrones de ganado. En cambio, los cazcanes, los zacatecos y, peor aún, los guamares apenas valían más que los guachichiles. Al ser incomparables arqueros, las puntas de obsidiana de sus flechas atravesaban con facilidad los coletos acolchados de los españoles. Atacaban en grupos formados por decenas de hombres, incluso hasta doscientos guerreros, antes de esfumarse en la naturaleza. Desollaban a sus víctimas aún en vida, quitándoles hasta la piel de la cara. Los empalaban o bien les amputaban alguna parte del cuerpo, cortándole los genitales para metérselos en la boca, quitándoles el hueso de una pierna, un brazo o una costilla hasta provocarles la muerte. A veces les arrancaban el corazón aún palpitante. Eran trofeos macabros que enarbolaban luego en la batalla. Otros miles de detalles atroces salpicaban los testimonios de los contemporáneos.

			El complot de Cortés y su tratamiento judicial se desarrollaron sobre el telón de fondo de una crisis indiana. En 1561, una amplia liga indígena paralizó la actividad de las minas asediadas. Las expediciones del capitán Pedro de Ahumada restablecieron la situación durante un tiempo. Las iglesias que habían sido saqueadas recuperaron sus ornamentos. Más de trescientos chichimecas fueron castigados con severidad: quemaron a algunos, a otros les cortaron las manos o los pies. En 1565, la situación de la región y de los asentamientos españoles siguió siendo crítica, lo que alimentaba el caudal de memorias y quejas que se enviaban al rey. El obispo de Nueva Galicia, Pedro de Ayala, denunció en una serie de cartas remitidas al monarca la mala política de los oidores que no visitaban la zona. El nuevo virrey, Gastón de Peralta, marqués de Falces, intentó en vano remediar lo peor optando sucesivamente por una política de búsqueda de la paz y, ulteriormente, por el refuerzo de la guerra. A pesar de los avances en territorio enemigo y de las pesadas pérdidas infligidas a las tribus más belicosas, los asentamientos coloniales fueron abandonados por los grupos pacíficos. A esas antiguas dificultades que desestabilizaban normalmente la frontera se añadía un nuevo conflicto de poder que no se pasó por alto en el cese del marqués.

			En 1566, la audiencia de México comisionó al capitán Alonso de Castilla, corregidor de un distrito de Nueva España (implicado más tarde en el negocio de Maldonado), para llevar a cabo una visita en territorio chichimeca muy a pesar de los oidores de Guadalajara. Estos recusaban el derecho de delegación a sus homólogos de México. En 1567, el virrey Falces envió al mismo Castilla. Dotado de los títulos de justicia y de lugarteniente del capitán general, entró en Nueva Galicia con banderas, un mazo de justicia y una imponente tropa armada. Los oidores de Guadalajara negaban al virrey toda autoridad militar y judicial en su territorio. En realidad, la ciudad estaba lejos de reunir todos los atributos de semejante conjunto político. Despojada de virreinato, de justicia de apelación y de ejército propio, nada podía justificar que la colocaran en el mismo plano que México.

			La incoherencia política y la falta de medios para resolver la cuestión chichimeca eran patentes. El aislamiento de las zonas de colonización más avanzadas y la trabazón de jurisdicciones tendían a numerosos conflictos de autoridad. Esta frontera fraccionada no gozaba de ninguna protección militar duradera. Y peor aún, las rivalidades que se manifestaban en el momento de nombrar a un capitán o reclutar a algunos soldados ocultaban apenas el proyecto de esclavizar a nuevos indios para hacer que prosperaran las empresas de los colonos. En sentido inverso, las autoridades provenientes de México (visitadores y procuradores) eran sospechosas de querer reafirmar los principios de las Leyes Nuevas de 1542 que apuntaban, en particular, a extirpar la esclavitud ilegal de los autóctonos. El conflicto chichimeca no hacía más que exasperar las tensiones ligadas a los medios de financiación de las empresas de colonización. Al disfrutar por lo general de un reconocimiento oficial de la corona (capitulaciones y comisiones), los capitanes de la conquista encabezaban, entre todos, un plan de requisa de nuevos territorios, la búsqueda de un enriquecimiento personal y el ejercicio de una función de agente real, gobernador militar o magistrado. Las expediciones seguían siendo por lo común empresas privadas financiadas por un grupo de socios que esperaban con ello rápidos beneficios. Los métodos y medios de la conquista estaban aún en vigor.

			Según la opinión más extendida, incumbía a la administración real el asumir la carga de la defensa contra los indios de guerra. Philip W. Powell calcula que el coste de equipamiento de un soldado, la vestimenta, el coleto, quizá una cota y, sobre todo, un arcabuz y el caballo ascendía a un millar de pesos. Puesto que era monopolio real, la pólvora solo se entregaba en las armerías y arsenales del virreinato. El salario de un hombre de armas se situaba en torno a los 350 pesos, que en 1581 pasaron oficialmente a 450 pesos anuales. La remuneración de la tropa seguía siendo escasa, por lo que era costumbre que los capitanes que la reunían avanzaran la soldada los cuatro o seis primeros meses. El ordenamiento de los sargentos y lugartenientes, que recibían una retribución de simples hombres de armas, encontraba una motivación en la esperanza de acceder al cargo de capitanes. Al recibir mejor sueldo, estos últimos remuneraban normalmente a la tropa con su propio dinero y después solicitaban a Su Majestad alguna merced de tierras, indios u oficios en pago de su servicio.

			Cuando la corona concedía ayudas, tenía que contar antes con recibir por parte de los perceptores los ingresos de impuestos empeñados por adelantado en sus deudas. Por ese motivo, en 1567, instituyó el principio de reparto de los cargos. Según un decreto del mes de abril, la Hacienda Real financiaría un tercio de los gastos de guerra; los mineros, mercaderes y cargadores que ejercían en territorio chichimeca debían pagar los dos tercios restantes. Un texto de 1570 precisaba que los encomenderos de Nueva España debían asumir un tercio de las cargas divisibles, lo que significaba imponer un nuevo impuesto de un 3% a los ingresos de estos últimos a la corona. Quedaba lejos el principio de aplicación a dicho plan, que no agradaba a los ojos de ninguna de las partes. Los abusos de todo tipo estaban a la orden del día en la vida de la frontera. Asimismo, había un sentimiento de que las autoridades del virreinato y las audiencias asumían mal su responsabilidad de gobierno.

			De este modo, las tensiones y el descontento existentes en torno a los medios de acceso a los repartimientos de indios se habían avivado con el conflicto del Gran Chichimeca. A mediados de siglo, el virrey Velasco fundó allí el pueblo defensivo de San Miguel. A principios de 1560, retomó su política de fundaciones. Las familias de colonos fueron dotadas con granos, semillas y aperos de labranza necesarios para la siembra. A este le siguieron otros pueblos. Los soldados acostumbrados a las condiciones de vida en esas regiones fueron los primeros en instalarse. A veces, solicitaban una licencia para levantar un caserío o una posada. Así, el soldado Juan Gordillo, que participó en el descubrimiento de los yacimientos de Mazapil, implantó allí una ganadería para abastecer a las minas.

			Durante la década de 1570, el virrey intensificó la política de asentamiento de presidios a lo largo de la frontera. No obstante, estas instalaciones de un centenar de colonos no bastaron para absorber el crecimiento de la emigración de la península hacia las Indias. Recordemos que salieron de España durante el siglo XVI de doscientos cincuenta mil a trescientos mil de estos emigrantes. Antes de 1560, algunas decenas, y luego cientos de ellos, llegaban cada año a Nueva España. A finales de siglo, las llegadas se hicieron masivas, alcanzando un volumen de miles de individuos al año41. El ámbito de la guerra no podía convertirse en frontera de colonización sin reducir la amenaza chichimeca. Se añadía a ello que los indios de paz aliados con los españoles, en especial tarascos y otomíes, formaban también parte integrante de las fundaciones de pueblos defensivos, lo que era una forma de competencia con los nuevos que llegaban de la península.

			A las críticas contra las autoridades se unía el riesgo de que se recurriera a las tribus aliadas para operaciones tramadas por los rebeldes para atacar a los mismos españoles. Los capitanes de la conquista reclutaron tropas indígenas por iniciativa propia. A continuación, hicieron que las autoridades avalaran sus acciones. A partir de entonces, una operación como esta quedaba estrictamente sujeta a la obtención de una autorización previa. Sin embargo, los hombres instalados en estas regiones seguían siendo los únicos capaces de actuar, aliándose con los indios. En el caso de la fundación de San Luis, la operación fue confiada al alcalde mayor de Jilotepec, el español Jerónimo Mercado de Sotomayor. Lo mismo ocurrió durante la movilización militar de aquellas tropas. En ocasiones, el virreinato comisionó directamente a algunos caciques; sin embargo, lo más común era que los capitanes procedieran a desplazar a las tribus de su región de asentamiento. Así, en 1563, Rodrigo del Río de Loza, capitán y alcalde mayor de la fundación de Nombre de Dios, alistó a mexicas, tarascos y a algunos zacatecos contra los chichimecas, recompensándolos con el reparto de numerosos cautivos.

			Por lo general, estos aliados estaban mal pagados, como ocurrió con los hombres movilizados en la zona de San Martín por el alcalde Juan Vázquez en 1561. A pesar de las promesas que multiplicaban las amenazas, los indios reclutados en este periodo recibieron poca cosa. Les quitaron las armas y les cortaron el cabello al final de las batallas. En cualquier caso, en aquellos años de 1560 a 1580, no era extraño hallar tropas de indios vinculados a algún capitán castellano. Valientes en la manipulación de las armas españolas y versados en artes de la guerra importada de Europa, su control escapaba completamente a las autoridades. Precisamente aquellos hombres, capitanes, soldados e indios fueron los que los conspiradores de 1565 intentaron atraer a su causa. Entre ellos, hallaron refugio numerosos rebeldes.

			TRAS LA CRUZ ESTÁ EL DIABLO

			En el verano de 1566, la huida de Bernardino Maldonado de Guevara desde México hacia la zona del Gran Chichimeca demostró la complicidad que los rebeldes eran susceptibles de encontrar en los medios eclesiásticos y militares de la frontera. Su búsqueda provocó la persecución de otros individuos asentados en esta problemática región. Fue necesario casi un año para que la audiencia de México encontrara algún rastro del conjurado en la zona de San Miguel, un pueblo español fundado para garantizar el avance de los colonos hacia el norte. En esta ocasión, la celeridad de las autoridades mostró el miedo de ver que esos márgenes se transformaran en retaguardia de los movimientos de desobediencia a la corona.

			La fundación de San Miguel constituía una base ideal para las expediciones contra las tribus rebeldes. El pueblo disponía de las autoridades ordinarias, consejo y alcalde, situadas bajo la jurisdicción de un magistrado local, el corregidor del lugar. Se añadían a ellos los poderes militares otorgados a Alonso de Castilla, en 1567, como procurador general de la región. Dotado de un amplio margen de poder en la justicia, su autoridad prevalecía sobre las demás, incluida la jurisdicción eclesiástica. Ahí fue cuando Bernardino Maldonado eligió alejarse de México, apostando sin duda, en su interés, por las carencias de la administración central y por el espíritu corporativo que inducía a la tropa de los combatientes donde halló protección. Para atraparlo, el virrey de Falces despachó al sargento Juan Gallego de Villalpando acompañado por un tal Diego Osorio Losada. El sargento, debidamente acreditado, recibió todos los poderes para infligir, en nombre del rey, una multa de 2.000 ducados a todos los que entorpecieran su camino. Pero el fracaso del sargento fue tan bochornoso que mandó al notario Pedro Téllez de Fonseca que registrara a todos los testigos posibles para valerse de cualquier inculpación ulterior.

			En una calle del pueblo, el 17 de septiembre de 1567, Gallego se hizo con Bernardino asido a su vara de justicia, mostrándole así que era prisionero por orden del rey. El comisario solicitó ayuda a los soldados presentes. Ninguno le ofreció su apoyo. Todo lo contrario: dos hombres de la compañía de Alonso de Castilla (el maestre de campo Francisco de Hinojosa y uno llamado Rangel Peguero) le arrebataron a Bernardino Maldonado, a quien él mismo tenía agarrado con fuerza sin atender a sus amenazas de persecución. Otros soldados llegaron para ayudar al fugitivo, que se precipitó hacia la iglesia, lugar hasta donde le persiguió el sargento. A la puerta del santuario, el vicario Carvajal, en calza y jubón y con una maza en la mano, no dejó pasar al perseguidor. Después de leer las órdenes del virrey, el clérigo dejó por fin entrar a Gallego en busca de Bernardino. El sargento se encontró entonces frente al capitán don Alonso de Castilla, que se negó a dejarle entrar más. El capitán no lo conocía para nada y exigió que un notario le confirmara el contenido del texto, diciendo «que si la orden fuera de la audiencia yo os quitara el preso [...] y esto bien sé yo de dónde nace que no lo tiene tanta gana el virey como eso, que por hacer placer a esos señores»42. Ante esta intervención, el sargento respondió que el virrey había ordenado claramente el arresto.

			Nada había impedido la fuga de Bernardino. El conflicto jurisdiccional entre el comisario y el capitán general era patente. Con todo, varios testigos convinieron en prestarle al comandante palabras hostiles a los oidores y al nuevo visitador enviado por el rey: un factor agravante al apoyo que ofreció la audiencia a su acusación. Castilla solo había justificado su actitud con desconfianza hacia el comisario. Por su parte, el vicario Bernardino de Carvajal había explicado que el fugitivo era deudo suyo y que se había resuelto a recibir las órdenes, razón por la que le ayudó. Al final, el conjurado se había esfumado y el comisario encargado de registrar sus bienes no encontró nada más que una vieja cota de malla abandonada en su alcoba. El comisario entregó en México los testimonios ya reunidos de los hechos acaecidos en San Miguel. Como era costumbre, estos contaban los acontecimientos con múltiples variantes.

			La audiencia de México, encabezada por el procurador Francisco de Sande, mandó al lugarteniente de capitán general que abandonara el territorio chichimeca cuando se preparaba una ofensiva contra los indios de Guadalajara. Junto con Bernardino Maldonado, que se había alistado en su compañía, debía presentarse sin falta en México y declararse prisionero en casa de su padre, don Luis de Castilla, regidor de la ciudad, so pena de 10.000 pesos. Se abrió una acción judicial contra Bernardino y otra contra Alonso de Castilla, a quien el procurador Sande acusó de criminal el 8 de octubre de 1567.

			El lugarteniente había obstaculizado la búsqueda de Bernardino. Al procurador le bastó aquello para convertirlo en uno de los más celosos conjurados, nada menos que uno de los instigadores y cabecillas del complot de Cortés. Se descartó la inculpación por lesa majestad. En cambio, la de traición, muy cercana a la anterior, podía bastar para llevarle al cadalso. El riesgo era aún mayor por cuanto su proceso fue seguido paralelamente a los de Maldonado y otros conjurados. Por todo ello, el lugarteniente debió explicarse según un procedimiento perfectamente reglado y traer del Gran Chichimeca a todos los soldados de su compañía que los comisarios habían mandado llamar.

			La imputación del procurador contra Castilla fue especialmente severa. Por suerte para el capitán, los jueces que instruyeron su proceso se mostraron más clementes. Castilla debió responder a una doble obligación. Por una parte, y como lugarteniente, en un plazo de quince días (so pena de 4.000 ducados) debía presentar ante la audiencia a los soldados Francisco de Hinojosa y Rangel Peguero, los cuales se opusieron a la operación del comisario. Al final, fueron cuatro individuos suplementarios de los que Castilla tuvo que dar cuenta. Por otra parte, como cómplice de Maldonado, debía preparar su propia defensa, situación para la que no le faltaban bazas.

			Alonso no era un cualquiera. Su padre, don Luis de Castilla, era miembro del concejo de México y poseía una gran casa en la ciudad. Todos sabían que la familia era considerada una de las primeras en haber participado en la conquista. Alonso de Castilla había sido investido de una magistratura, corregidor de un área del Gran Chichimeca. No obstante, la reputación de Alonso estaba totalmente vinculada a su carrera militar. Sirvió al rey en Florida, tres años en tierra y mar, gastando para ello más de 10.000 pesos de los bienes de su padre. La enfermedad le impidió regresar a su casa en la región del Gran Chichimeca. Asumió las funciones de justicia mayor y luego la de corregidor para la zona del pueblo de Orirapondario, donde su padre poseía una encomienda.

			Por solicitud del virrey, el marqués de Falces fue nombrado su lugarteniente y ejercía con éxito las persecuciones necesarias contra los indios de guerra que infestaban la ruta de Zacatecas. La pacificación de los indios por vía de negociación y de expediciones punitivas le valió al capitán el reconocimiento de los españoles. Castilla había asumido ampliamente los gastos correspondientes a aquella función con la hacienda de la familia, la de su padre y sus hermanos. Tanto el puesto de corregidor como el de lugarteniente del capitán general iban acompañados de un salario asentado en algún tributo. El pago de los ingresos de un cargo debía implorarse ante los tesoreros del rey, los cuales establecían un concurso de acreedores de la corona y esperaban la llegada de la plata para pagar los primeros salarios, de modo que los salarios eran con frecuencia teóricos. Los oficiales se veían obligados a encargarse de las misiones con sus ingresos personales. Los servicios ofrecidos por los Castilla abogaban a favor de la clemencia. Según una táctica probada, el doctor Juan de Salazar, que lo representaba, eligió el ataque a modo de defensa. Elaboró así la parte jurídica de su argumentación, los larguísimos requisitos jurídicos.

			En primer lugar, el abogado solicitó la absolución del lugarteniente y su inmediata liberación: «que sea absuelto y dado por libre». Las bases de la absolución del fiscal eran apenas legítimas: el sargento Juan Gallego y su escolta Diego Osorio mandaron registrar sus declaraciones a modo de excusa por haber dejado escapar al prisionero. Hicieron una declaración por iniciativa propia y no ante un juez competente. Mentían porque Castilla no había dicho nada contra Su Majestad. Todo estaba hecho para ocultar su grotesca torpeza. Si hubieran avisado al capitán de su misión, le habrían entregado al prisionero. El sargento mandó al notario local registrar el fracaso de su tentativa de apresar a Maldonado. En cambio, la investigación agilizada por la audiencia de México en los pueblos de la zona se había llevado a cabo según las reglas ordinarias del procedimiento, por comisarios debidamente comisionados por los oidores. En fin, Castilla no podía ser acusado de rebelión, ya que había llegado a México tras el arresto de Martín Cortés y a petición del mismo virrey.

			Al ser escuchado, según un cuestionario muy completo, los testigos de cargo no parecían haber visto nada. Un tal Francisco Pérez afirmaba que el sargento le había enseñado una herida quejándose de la intervención de los soldados, aunque había poca sangre en su brazo. Por su parte, Juan Yáñez no había visto nada y aconsejaba al examinador que buscara mejores testigos, añadiendo que Dios les ayudara. El tono del resto era por el estilo, hasta el punto de que los oficiales enviados al lugar sospechaban que los testigos de cargo habían sido sometidos a algún tipo de presión. Sin embargo, nadie denunció aquellas actuaciones contra ellos. Un tal Cristóbal de Barrera deseó suerte a los que iban a buscar a los acusados «en la estancia de Gonzalo Gómez, que era la mayor ratonera que había en la Nueva España»43. Pertenecía por descontado al ámbito de los fuera de ley.

			La denuncia por la ineficacia y los abusos en el procedimiento cometidos por el sargento no estaba exenta de ironía. Cristóbal de Arriagas explicó cómo los soldados gritaban que asesinaban a uno de los suyos, razón por la que defendieron a Maldonado. Francisco Hernández sugirió que en el momento de los hechos, poco antes de que el sargento prendiera al rebelde, su asistente cortejaba a una dama en cierta taberna cercana. El escribano Pedro Téllez de Fonseca declaró que Maldonado no se escondía de ningún modo. Conversaba libremente con las autoridades locales y hacía sus idas y venidas a México. El letrado que mandó llamar al sargento declaró el desatiento del arresto. Mandó registrar su fracaso justo al revés de la petición del virrey. Para más escarnio, Manuel Solana se sorprendió de que pudieran reprochar el llevar armas a soldados que preparaban una expedición a territorio chichimeca.

			En segundo lugar, abundaban las pruebas de la confianza de las autoridades en el capitán y en la eficacia de su servicio a la corona. Para cada uno de los cargos a los que Castilla fue designado, su representante proporcionaba los documentos correspondientes. Era la punta de lanza de la vía de pacificación negociada que el nuevo virrey se empeñaba en poner en marcha. Salazar recordaba incluso los términos que conferían al lugarteniente de capitán general una autoridad superior a todas las demás. Los actos reales recordaban con detalle la dramática situación en la que se encontraba la región antes del nombramiento de Castilla: «que los indios chichimecas y guachichiles que residen y se acogen en los pueblos de Penjamo, Guazquato [...] salen a los caminos reales [...] y han salteado, robado, y muerto a muchas personas, españolas y otras [...] degollándoles las caras y haciendo en ellos otras crueldades»44. El mismo rey había recuperado los poderes que el virrey había conferido a Castilla, una acción considerada de gran importancia. Salazar sugería de este modo que la autoridad del sargento encargado de detener a un rebelde no podía superar a la del lugarteniente.

			En definitiva, no podían considerar a Castilla responsable de los hombres movilizados contra los chichimecas, que eran combatientes voluntarios. Francisco de Hinojosa y Rangel Peguero, acusados de haberse opuesto al arresto del rebelde Maldonado, se empeñaron por iniciativa propia en servir contra los indios. Esto significaba privar al comandante de su obligación de traer a esos hombres a México. De hecho, la tropa no constituía un ejército ordinario, como mucho una reunión de soldados acaudalados y emigrantes pobres que esperaban sacar de los combates el beneficio de algún botín. Por lo tanto, habían cesado de fijarse un horizonte tentador de un glorioso regreso a la península, igual que lo hicieron sus antepasados.

			En la práctica, ya no eran esporádicos «combatientes de indios», en palabras del célebre James Lockhart, colonos impelidos a luchar, que retornaban a sus tareas agrícolas o artesanales45. Por supuesto, algunos miembros de familias asentados en el territorio del Gran Chichimeca se comprometían también en la defensa de sus intereses en la región. De este modo, Castilla tuvo realmente dificultades para responder a las preguntas relacionadas con los efectivos y el perfil de los hombres de su compañía, la cual variaba según las circunstancias.

			Admitía sin embargo que Bernardino Maldonado formaba parte de ella desde hacía unos cuatro meses. Había entrado un año después de los primeros arrestos vinculados al complot de Cortés, lo que hacía de la compañía algo más que un refugio para los más empedernidos criminales. El doctor Juan de Salazar resumía a la perfección cómo funcionaba la compañía:

			Lo que pasa es que los soldados que con el dicho don Alonso [...] nunca se han obligado a servir tiempo limitado y ansí no se han presentado ni puesto en lista ni se les ha tomado juramento ni ofrecido paga ni ayuda [...] y los que quieren acudir a ella acuden u entran [...] y cada uno se va donde quiere46...

			En cambio, el lugarteniente se comprometía a ir a buscarlos en territorio indio. Salazar no tardó en recalcar que el plazo que habían acordado al lugarteniente para su defensa no podía extenderse al mismo tiempo que el concertado para buscar en tierras lejanas a los soldados acusados. Los dos eran incompatibles y debían prolongarse, puesto que seis hombres estaban en busca y captura: Francisco de Hinojosa, Rangel Peguero, Diego Osorio de Losada, Francisco Hernández de Cachorro, un tal Málaga y uno llamado Juan Yáñez.

			El 9 de noviembre de 1567, Castilla consiguió liberarse bajo una fianza de 4.000 ducados por veinte días, tiempo durante el cual iría a buscar a los acusados. Los oidores no se arriesgaron a enviar a un nuevo juez comisionado al Gran Chichimeca. Los fiadores del lugarteniente eran todos miembros de buena familia en México. Se comprometió a regresar por medio de un juramento de pleito homenaje que lo vinculaba a la justicia del rey so pena de muerte. Los miembros de la audiencia asintieron a cada requerimiento de la defensa que consiguió cuarenta días más de plazo. Castilla no regresó a prisión hasta el 10 de enero de 1568, antes del tiempo probatorio. Había traído a México a Francisco de Hinojosa, uno de los soldados que se había opuesto al arresto del rebelde Maldonado. Los otros no se presentaron a la convocatoria. El 24 de enero del mismo año, los jueces exculparon a Castilla de la acusación de rebelión. En cambio, lo condenaron al exilio de la capital y a una multa de 300 ducados por haber pronunciado palabras intolerables contra los oidores. Algunos días más tarde, su pena se redujo a 80 ducados y su exilio se conmutó por un arresto domiciliario de veinte días en México. A todo ello, la política de pacificación por el llamamiento a la paz que propugnaba el virrey apenas daba resultados. Para la audiencia, faltaba por demandar a aquellos que el lugarteniente había traído y a aquellos que habían caído prisioneros.

			PERSECUCIONES EN CASCADA

			Francisco de Hinojosa fue acusado de resistencia a la autoridad del comisario y de complicidad con los rebeldes. Varios hechos lo ponían en evidencia. Había sido maestre de campo de Pedro Quesada, quien cayó también prisionero por rebelión y fue el primero en sacar la espada contra el comisario del virrey. Con 32 años de edad y natural de Jerez de la Frontera, Francisco se había embarcado cinco años antes hacia las Indias, en la flota de Pedro Meléndez de Avilés, con una licencia que reunía todos los requisitos. Tenía el perfil típico de los últimos emigrantes de los que desconfiaban las autoridades. Había trabajado primero como jornalero en las minas de Pachuca, con Rodrigo de Ribera, al parecer como capataz. Sin otro empleo ni recurso que el oficio de la guerra, operaba desde hacía tres años en territorio chichimeca, donde ocupaba el cargo de maestre de campo del general Ángel de Villafana. A todo ello, se sumaba como agravante su paso por «Perú», en realidad, por «el reino de Nueva Granada», es decir, la actual Venezuela.

			En su interrogatorio del 6 de diciembre de 1567, admitió que los hombres de la compañía de Ángel de Villafana evocaban en secreto la preparación de un complot en México que les permitiera enriquecerse y ocupar mejores puestos:

			Que había oído en la dicha pacificación a ciertos soldados de la compañía del dicho don Pedro de Quesada que no recibiesen pena [...] porque sabía que en esta ciudad de México se habían de ofrecer negocios en que hubiesen necesidad de su persona y de las dellos, que lo tuviesen en secreto y no lo dijesen a ninguno de los soldados de la compañía del dicho ángel de Villafana47.

			Hinojosa se declaró inocente. No había hecho nada por liberar a Bernardino Maldonado de la mano del comisario. Se los encontró tan solo una vez y el soldado Rangel Peguero no sabía más que él de lo que pasó el día de la tentativa de arresto de Maldonado.

			Los jueces mantuvieron la acusación y rechazaron la demanda de concesión de un plazo de treinta días más. El comisario que llevaba la investigación contra el lugarteniente Castilla debía instruir simultáneamente la de Hinojosa, buscando los testimonios necesarios en territorio chichimeca. El abogado recusó el testimonio de Ángel de Villafrana, conocido enemigo del acusado. Su enemistad era tan desmedida que este último debió pasar al servicio de una compañía contraria, precisamente la de Castilla. Presentó así la investigación tramitada en Jerez de la Frontera (España), con ayuda de la petición de Hinojosa, para obtener una licencia de pasaje a Indias. Esta licencia, fechada en mayo de 1562, garantizaba los orígenes nobiliarios del prisionero: era hijo legítimo de Hernando Riquel Camacho y de doña Juana de Medina, ambos conocidos hidalgos. La abuela materna de Francisco se llamaba Francisca de Hinojosa, el apellido más prestigioso, que el acusado había elegido libremente. Su padre, considerado uno de los principales caballeros de la ciudad, fue regidor de Jerez de la Frontera. Teniendo en cuenta el ridículo plazo que le habían acordado, el abogado no podía hacer nada más.

			El 23 de enero de 1568, a pesar de la intervención de algunos testigos a favor de Hinojosa, este fue condenado sin apelación a exhibirse sobre una mula por las calles de siempre y a dirigirse al rollo de la ciudad, donde le cortarían la mano izquierda. La sentencia iba acompañada de un exilio de las Indias que tendría efecto en tres meses. Se añadía a ello una prohibición de acercarse a menos de cinco leguas de la corte castellana. La resolución de los jueces fue ejecutada tres días después y la mano izquierda de Francisco coronaba la punta de una pica en la picota de México.

			Con los someros cuidados que recibió en prisión, Francisco se encontraba en grave peligro y a punto de morir. Por esa razón, Juan de Salazar solicitó que el detenido pudiera abandonar la cárcel para tener una oportunidad de sobrevivir. Pedía la ciudad por prisión. A finales del mes de enero de 1568, un nuevo defensor que respondía al apellido de Alonso de Cabra consiguió que el prisionero volviera a su casa durante veinte días. No sirvió de mucho su solicitud de reducir la pena restante a un simple exilio de México. A cambio, los jueces admitieron que Hinojosa presentara a otros testigos en prueba de su inocencia. El procedimiento ofrecía, pues, cierta maleabilidad. En definitiva, cada uno de los componentes de la sentencia disfrutaba de una parte de autonomía y sabía de ajustes múltiples, incluso después de la ejecución de la parte más cruel de la pena. De esta forma, el procedimiento judicial podía admitir siempre alguna contingencia.

			Después de que los oidores hubieran aceptado prolongar el descanso de Hinojosa a veinte días, el condenado pudo presentar un llamamiento que testimoniaba su fidelidad a la corona. Una docena de años antes, participó en la defensa de la plaza fuerte española de Bujía, en compañía de otros caballeros de Jerez de la Frontera. Prosiguieron su campaña en Italia al servicio del marqués de Pescara para luchar contra Francia. Tras su conquista en 1501, Bujía fue sometida a la autoridad española hasta 1555, fecha en la que el gobernador (bey) de Argel Salah Rais se apoderó del lugar. Hinojosa pudo perfectamente haber participado en la resistencia del lugar. En el camino de regreso a España, los navíos españoles resguardados en el puerto de San Florencio de Córcega debieron alejar los ataques de las galeras francesas, una batalla en la que participó Hinojosa con valentía. Luego se instruyó en la defensa de Orán, sitio que el capitán Martín de Alcandete acabó perdiendo. Al final, terminó por engullir todos los bienes heredados de su familia en el servicio de Su Alteza. Seis testigos dignos de fe confirmaron los señalados méritos de Francisco de Hinojosa.

			Natural también de Jerez de la Frontera, un tal don Martín de Ávila se acordaba de la salida de Hinojosa con la tropa enviada hacia Bujía. Añadió que, en el pasado, los padres de este último habían defendido Cádiz y Sanlúcar de Barrameda contra las incursiones de los moros. En nombre de Aparicio Duarte, el lugarteniente de las galeras dispuestas contra Orán, atestiguó que Hinojosa y su primo Bartolomé Riquel se habían embarcado en la expedición a su costa con un excelente equipamiento de caballería. Otro emigrante procedente de Jerez contó que había oído hablar de las hazañas de Hinojosa en las costas argelinas. El soldado Pedro Delanteras testificó más sobre la carrera de Hinojosa en los ejércitos del rey de Castilla, los famosos «tercios» presentes sobre todo en Italia. Juntos habían servido en la compañía del comandante don Alonso Pimentel y habían quedado de guarnición en Italia. Al final, Hinojosa salió para una campaña en Lombardía y luego para un nuevo fuerte de guarnición en el Piamonte italiano, antes de defender ambos la flotilla española en Córcega contra dos galeras francesas. Un segundo soldado llamado Rodrigo de Belcasar ratificó lo mencionado por el primero y confirmó la buena reputación de Hinojosa. Rodrigo añadió que Hinojosa se opuso a un motín durante la campaña de Italia: «el dicho Hinojosa como muy buen caballero [...] tomó la bandera de su compañía y la [...] entregó al dicho don Alonso de Pimentel [...] y en esta reputación era habido»48. Con una mano menos, a mediados de febrero de 1568 la pena de Hinojosa fue conmutada por un exilio a veinte leguas de México, aunque todo indica que aquello no duró, ya que incluso los jueces de la audiencia permitieron que el maestre de campo siguiera recibiendo cuidados en la ciudad. El desgraciado soldado había sufrido en sus carnes la desconfianza de los comisarios antes de ser rehabilitado. Afanados en extirpar el contagio rebelde, los jueces hacían poco caso a los hombres de armas, que estaban siempre listos para desenvainar la espada. Un ejemplo como este incitaba a los acusados a poner pies en polvorosa. Es lo que hizo el vicario de San Miguel a pesar de su condición de clérigo.

			El procurador de México acusó así a Bernardino de Carvajal de haber liberado a Maldonado de las manos del sargento enviado a San Miguel. A petición del arzobispo de Michoacán, un sacerdote condujo al vicario Carvajal a la prisión episcopal para entregarlo al alcalde Juan Vellorino. Una noche, sin embargo, el vicario derribó la pared de su celda y se esfumó en la naturaleza. Las circunstancias de la evasión parecieron tan confusas que el alcalde de la prisión figuraba en cabeza de los sospechosos. El «nieto conocido» del arzobispo vino a interrogar al prisionero sin legitimidad alguna. En nombre de su abuelo, mandó que le quitaran los grilletes al vicario. Algunos días después, Carvajal fue llevado desde la prisión episcopal hasta una celda de la torre de la casa del arzobispo. El comisario del rey Alonso de Muñoz mandó también arrestar al carcelero, acusado de haberse dejado sobornar para organizar la evasión del clérigo. Juan de Vellorino lo negó rotundamente y declaró su inocencia: «Aunque le dieran el tesoro de Venecia este confesante no hiciera semejante maldad porque él no es hombre que lo había de hacer en especial, que el dicho licenciado Carvajal era tan pobre que no tenía qué comer»49. Juan de Vellorino fue acusado de complicidad de evasión pero también de corrupción.

			El obispado de México delegó el asunto en un provisor, quien concluyó rápidamente que el detenido había derribado el muro de su celda que se hallaba en muy mal estado. Alegando la inocencia que parecía reconocerle el examinador del obispado, el alcalde Juan Vellorino solicitó sin éxito que lo dejaran libre sin fianza para poder instruir su defensa. La justicia civil no retomó a su cuenta el expediente del obispado. El abogado no carecía de argumentos: el alcalde tan solo había obedecido las órdenes transmitidas por el nieto del obispo de Michoacán, quien envió al prisionero a México sin precisar cuáles eran las bases de la acusación. Vellorino no podía sospechar la gravedad de los hechos. Varios indios habían visto a dos hombres derribar la pared para evadirse de la prisión... Una decena de testigos respondieron a una serie de preguntas sobre este asunto. Varios prisioneros y otros visitantes dieron prueba de la generosidad y del trabajo concienzudo del carcelero. De hecho, según el testimonio de un tal Francisco de Acosta, la prisión estaba atestada de gente: «Aquel día en la mañana estuvo en la dicha cárcel doña María de Manlíbar hasta las 10 de la noche poco más o menos [...] y este testigo y Bernardo Vellorino primo del dicho Juan [...] y cuando se volvieron halló al dicho licenciado en la sala de la cárcel paseándose»50. El mismo Acosta explicaba que aquella celda era la que se usaba para aislar a los que la Inquisición había arrestado para someterlos al secreto. En definitiva, afirmaba que el prisionero tenía el apoyo del canónigo de Jalisco (el licenciado Vergara), quien había solicitado que le quitaran los grilletes. Disfrutaba también de la complicidad de los religiosos de dicho convento dominico porque él había sido monje allí y estos querían que regresara con ellos.

			Algunos contaban que se habían enterado de que Bernardino de Carvajal se escondía en los pueblos indios lindantes con la capital. Un habitante de México indicaba que un carretero se había cruzado con el fugitivo en el camino de Michoacán, cerca del pueblo de Virapindaro. Vestido con desaliño, no tenía para nada pinta de ser un clérigo. El 29 de enero de 1568, el alcalde fue condenado a una multa de 20.000 maravedíes, al pago de los gastos del proceso y a la privación de cualquier oficio. El abogado del carcelero arrestó a los comisarios del rey que recibieron la apelación de la sentencia. En tales circunstancias, parecía existir cierta divergencia entre los dos grupos de representantes del rey: por una parte, los jueces de la audiencia, y, por otra, los comisarios Muñoz y Carrillo. El acusado reclamó que había ocupado siempre cargos públicos y los había asumido con entera dedicación, sobre todo en Sevilla, donde había sido juez de bienes confiscados por el fisco. En México, incluso, alimentó a muchos prisioneros pobres.

			Como todos sabían, las paredes de la prisión del arzobispado estaban hechas de un adobe mediocre. Varios detenidos se mostraron preocupados por ello, pues temían que la prisión se les echara encima. Otros más temerarios se escaparon horadando la pared. Teniendo esto en cuenta, los comisarios elaboraron un nuevo cuestionario para los testigos citados en apelación. En compañía de otros cuantos, el mencionado Francisco de Acosta, que había pasado por la misma celda, confirmó el deplorable estado en la que se hallaba. Algunos testigos devolvían la acusación contra el arzobispo, que se negaba a hacer las obras necesarias. Los que conocieron al alcalde en sus antiguas funciones en Sevilla elogiaban la calidad de sus gestiones. Así las cosas, el 14 de febrero se puso fin al cese de las funciones del alcalde y se redujo su multa a la mitad. La documentación no dice mucho más. Es probable que hubieran rehabilitado al alcalde y que se redujera aún más la multa, que era incapaz de pagar. Los prisioneros habían disculpado al carcelero.

			El refugio de los traidores en tierra fronteriza suponía una constante de las tácticas espaciales en vigor en la América hispánica. Pacificar esas regiones consistía en normalizar las relaciones entre españoles e indios, pero también significaba poner derechos a los colonos concitadores. Soldados menesterosos y religiosos pobres eran los actores de aquella escena alejada del teatro hispánico, categorías que se encontraban particularmente afectadas en caso de falsa iniciativa. Se redujeron los plazos que les habían acordado para lograr su defensa; las sentencias pronunciadas contra ellos fueron especialmente onerosas, y su ejecución, rápida. Por lo general, podían constatarse diferencias importantes entre el trato judicial reservado a los pobres y aquel de que gozaban los personajes con una función relevante al servicio de Su Majestad. Hasta entonces, la expansión española ofrecía aún espacios de conquista.

			«A HACHAS Y MARTILLOS»

			Nueva España se hallaba en el vórtice de las rivalidades entre Castilla y Portugal. A pesar de la renuncia oficial de Felipe II de las Molucas, el asunto de los límites del reparto del mundo y de la posición de las islas del Poniente atenazaba al rey de España. Interpretando las informaciones del viaje de Magallanes, los cartógrafos castellanos localizaron las islas en el espacio de dominio español. Cada una de las coronas de la península tuvo sus geógrafos para situar las islas a la longitud adecuada. Con toda la dificultad que aquello entrañaba, el mapamundi de Diego Ribeiro desplazó con exageración la posición de las islas en beneficio de Carlos V. Durante el tratado de Zaragoza de abril de 1529, el príncipe esgrimió el argumento necesario para que le pagaran la cesión de las Molucas por 350.000 ducados de oro.

			La guerra de los mapas seguía siendo un tema abstracto, pero el rey castellano debía estar presente en esa frontera situada más allá de Nueva España, pues esta última representaba el ámbito colonial más cercano a las islas del Poniente. La política de expansión en esos espacios no dejó de ampliarse. Las expediciones de 1527 y 1542 alcanzaron las Molucas sin haber resuelto las dificultades de trazar una ruta de regreso hacia Nueva España. La primera travesía de Álvaro de Saavedra Cerón fue preparada por el mismo Hernán Cortés. Su recuerdo estaba aún latente en la memoria de Martín Cortés, quien aspiraba a extender la conquista hacia el Pacífico. La segunda, dirigida por Ruy López de Villalobos, completó el conocimiento de los españoles sin mayor resultado. Gracias a una provisión real de septiembre de 1557, la corona ordenó al virrey que organizara en secreto una nueva exploración intentando evitar los conflictos de jurisdicción con Portugal. De este modo, se apuntó al destino de Filipinas de forma poco explícita, ya que aquellas islas pertenecían al dominio lusitano aunque los portugueses no estuvieran allí presentes.

			Dejando aparte las peripecias que jalonaron la organización de la expedición, la iniciativa de las exploraciones se encontraba entonces en manos del rey. Felipe II impuso la participación del fraile Andrés de Urdaneta, con quien mantuvo una intensa correspondencia. Antes de ingresar en los agustinos, el vasco participó en 1525, junto al comendador García Jofre de Loaysa, en la expedición que partió de La Coruña con destino a las Molucas. Tras cruzar el estrecho de Magallanes para remontar luego hasta el Pacífico, vivió casi diez años en las islas del Poniente (de octubre de 1525 a febrero de 1535) consignando con meticulosidad los conocimientos de los marineros asiáticos en materia de navegación. Regresó al final a Lisboa por la ruta del Cabo, tras la cesión de las Molucas a Portugal. Era, pues, uno de los pocos hombres de la época que había dado la vuelta al mundo, navegando por todos los mares del globo51. Por esa razón, a su llegada, los portugueses no tardaron en confiscarle los mapas y las memorias, así como todo lo que tenía relación con su periplo.

			Las informaciones transmitidas a la corona española también tuvieron su protagonismo en la excelente preparación de una nueva expedición. Urdaneta no veía ningún obstáculo en el regreso de Filipinas por California. Los medios a disposición y las características de los navíos pertrechados para ello debían estar en conformidad con las exigencias de una travesía de más de siete mil seiscientos marineros. Los puertos de la costa pacífica de Nueva España (La Navidad, Huatulco, Acapulco y Zihuatanejo) se convirtieron en las bases de lanzamiento de empresas marítimas de la corona de Castilla. Artillería, municiones, pólvora y productos de todo tipo fueron llevados a partir de entonces desde Veracruz hasta Tehuantepec, para luego embarcarlos de nuevo hacia los otros puertos pacíficos. El abastecimiento de productos alimentarios en las regiones que nutrían mal a los hombres era una empresa imposible. Varios responsables fueron elegidos para preparar pastel, aprovisionarse de vino, cargar a los cerdos y preparar las carnes.

			La etapa crucial consistía en construir en el puerto de La Navidad cuatro navíos capaces de llegar a las Filipinas, dado que solo había un navío en activo. Debieron construir rutas, traer la mano de obra de los pueblos indios circundantes, talar los árboles necesarios en la región de Tehuantepec, reunir los costosos materiales para calafatear los cascos, fabricar breas y carenar los cascos de las naves que los moluscos corroían por debajo de la línea de flotación. Los hombres de equipaje representaron pronto una cantidad insuficiente, por lo que decidieron contratar a los extranjeros. Fue imposible preparar con discreción la expedición. El virrey Velasco tuvo que responder a los reproches de Carlos V sobre este asunto: «en obras que andan a hachas y martillos no se puede guardar secreto».

			La flota de la jornada de China estuvo lista en el otoño de 1564, poco tiempo antes de que se tramara el complot del marqués del Valle. El último año fue consagrado a la contratación de dos compañías de soldados embarcados: una de cien hombres sujetos a la autoridad del comandante Mateo de Saz y otra, de noventa hombres, entregados al capitán Martín de Goiti. A estos se añadía un grupo de artificieros, especialistas de la pólvora y el salitre. A finales de noviembre de 1564, la flota puso rumbo al oeste, llegando a Filipinas a finales de enero de 1565. En esta expedición, se fundó la colonia de Cebú y, después, el fuerte de San Pedro. Legazpi se quedó en las islas. Urdaneta regresó para buscar refuerzos en México, estableciendo así la ruta de regreso hacia el este. En septiembre de 1565 se vio frente a las costas de California, rematando así la primera travesía del Pacífico de oeste a este. Su éxito fue la gran victoria del año 1565, ya que puso las bases del comercio con China y reforzó aún más la importancia estratégica de Nueva España. Por ello, Felipe II recibió a Urdaneta en Madrid. El asunto reabrió el debate sobre la cartografía pacífica y la localización de las islas del Levante en el dominio castellano.

			En el invierno de 1565-1566, para ayudar a la colonización de Filipinas, que la corona de Castilla se negaba a ceder a Portugal, tuvieron que reunir una tropa de varios centenares de hombres más. La reunión de tal ejército agudizó el interés de los conspiradores, que esperaban liberarse de una parte de los capitanes de la expedición para asediar México. No sabemos nada de la eventual agrupación de algunos de esos soldados. En esos años de la década de 1560, la importancia estratégica y militar de Nueva España se afirmaba con ahínco, al tiempo que en la región vecina del golfo de México los franceses intentaban abrirse un sólido acceso.

			La corona de Castilla, que reconoció la región de Florida, aunque no la ocupó mucho tiempo, consideraba que se trataba de un territorio español. En 1562, una primera expedición de hugonotes franceses en la región de Punta de Santa Elena, bautizada más tarde Parris Island, no cristalizó en un establecimiento duradero. La segunda tentativa francesa encabezada por Gaspar de Coligny condujo a la fundación del fuerte Carolina y a la instalación de un centenar de colonos hugonotes. Aquello era un hecho inaceptable para España. Sabemos que el capitán Diego Meléndez se especializó en la caza de franceses desde 1544, fecha en la que persiguió hasta La Rochela a la escuadra de Jean Alphonse de Saintonge, recuperó varios navíos españoles en el puerto vendeano y mató al mismo Saintonge. Hombre de confianza de Felipe II, fue nombrado capitán general de la flota de Indias, por lo que recibió varias misiones delicadas. La evicción de los franceses de la Florida fue la más sonada de todas ellas.

			En 1567, Pedro Menéndez de Avilés dio caza a Jean de Ribault, asesinó a los hugonotes del fuerte francés y fundó la misión Santa Elena. En 1567, entregó a Juan Pardón la organización de una expedición para explorar el interior del continente hacia México, lo que dio lugar a la instalación de una serie de fuertes españoles. No obstante, no pudo mantenerse la región más de una veintena de años. Puede comprenderse que los conspiradores de México fundaran, ante la presencia francesa, una esperanza de apoyo militar, ya que la expedición española de la Punta de Santa Elena hacia el oeste subestimaba considerablemente la distancia que separaba los dos espacios, buscando una nueva vía hacia México. Según varios testimonios, se trataba de una alianza concertada con plena madurez. Agustín de Villanueva declaró lo que Alonso de Ávila le había dicho de la forma siguiente:

			Y si supiésedes bien [...] cuán bien tratado está, que os espantaría porque a más de seis años que tiene tratado el marqués con el rey de Francia que se alzara con esta tierra [...] y le dará a él la contratación de ello porque el rey de Francia le ayudase por mar. Y ansí no sin misterio vinieron los franceses a la Punta de Santa Elena e no poco daño hizo Pedro Meléndez52.

			Este último proyecto hugonote que apenas movilizó a más de 300 personas no tenía por meta apoyar una insurrección mexicana contra el rey de Castilla. Es poco probable que Cortés tuviera serios contactos con los franceses varios años antes de la segunda expedición ideada por Coligny. La presencia enemiga fue torpemente instrumentalizada por los conspiradores con fines propagandísticos, así que la derrota francesa sirvió de algún modo para atemperar sus impulsivos ardores.

			Durante la década de 1560, el espíritu de conquista permaneció intacto. Movilizaba aún los recursos de Nueva España y a los diversos estratos de la sociedad colonial. El horizonte de numerosos inmigrantes que habían llegado recientemente se alejaba cada vez más hacia el oeste, el Pacífico y las islas del Levante. Los conspiradores de 1565 percibían a la perfección las frustraciones individuales, la miseria y las posibilidades de insurrección que recelaba una dinámica social y militar como aquella. Las autoridades debían conocer mejor la amplitud de la contestación. Era menester castigar sin descanso aquellos ínfimos engranajes del espíritu de desobediencia, aunque significara establecer compromisos con los poderosos. Sin embargo, para la mayoría de los más humildes, no había una auténtica negociación en la justicia. Los que no disponían de prejuicio favorable ni de ningún otro medio de defensa eran los que sufrían en sus carnes el principio de la ejemplaridad de las penas y la afición de los jueces a los más clamorosos suplicios.
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			CAPÍTULO III

			El imperio desatendido según Tello de Sandoval

			Los visitadores que la corona envió a las Indias se convirtieron en abogados de una imperiosa necesidad de realizar reformas. Francisco Tello de Sandoval fue nombrado visitador de Nueva España para proclamar la aplicación de las Leyes Nuevas. Sus desabridos testimonios denunciaron los abusos y carencias del gobierno, los mismos que imputaban los conspiradores. Con su lectura, podemos comprender mejor la complejidad de los puntos de vista que compartían los oficiales reales y los herederos de la conquista. Era esta una arriesgada alianza que condujo a la monarquía a renovar el mismo contingente de visitadores y a facultarles con órdenes secretas. Las cartas de Sandoval son prueba también de los inquietantes límites de la empresa territorial de los administradores de la corona comisionados por el Consejo de Indias. Ante estas afirmaciones, parecía evidente que el virreinato presentaba debilidades estructurales que se manifestaban en las amenazas de rebelión.

			«FALTANDO LOS INDIOS, FALTA TODO»

			En el preámbulo de las Leyes Nuevas de noviembre de 1542, Carlos V reconocía cierta desatención a los negocios americanos:

			Sépades que habiendo muchos años he tenido voluntad y determinación de nos ocupar de espacio en las cosas de las Indias por la grande importancia de ellas [...] aunque hemos procurado desembarazarnos para este efecto, no ha podido ser por los muchos y continuos negocios que han ocurrido de que no nos hemos podido excusar53.

			La corona había promulgado múltiples ordenanzas para América, aunque los asuntos pendientes y los tipos de abuso adoptaron otra dimensión desde el periodo de la ocupación del Caribe. A pesar de ello, tras las leyes de Burgos de 1512, ningún corpus legislativo coherente se empeñó en mejorar la condición de los indios. Las Leyes Nuevas publicadas en 1542, bajo la presión de los indigenistas, congregados en torno a Bartolomé de las Casas, no podían resolver con presteza todas las cuestiones pendientes.

			Este nuevo texto dejaba barruntar algunas contradicciones y numerosas dificultades de aplicación. La ley prohibía que los indios fueran esclavizados en caso de guerra o rebelión. En numerosas ocasiones y con poco éxito, la corona afirmó la imprescriptible libertad de los indios54. Los esclavos indígenas en cautiverio, hallándose en condiciones que contravenían las leyes aprobadas, debían ser liberados. La atención a los indios significaba sobre todo cuidar del porvenir de los criados (nahoría), controlar las pesquerías de perlas y prohibir las faenas gratuitas de esportilleros que acarreaban buena parte de los transportes coloniales. Debía aceptarse el pago de todo porte. Eran medidas que ya habían sido objeto de numerosas ordenanzas anteriores. Sin embargo, la prohibición de la servidumbre de los indios no incluía su abolición, como lo habría deseado el impetuoso fray Bartolomé de las Casas. En realidad, permitía conceder títulos legítimos por la posesión de esclavos autóctonos, los cuales podían adquirirse durante periodos en los que su cautiverio estuviera totalmente permitido. Estos esclavos eran reconocidos también como vasallos del rey de Castilla. La ley reafirmaba que los indios eran súbditos libres de Su Majestad. Por esta razón, debían ser tratados con propiedad en toda circunstancia e instruidos en la religión católica.

			Las Leyes Nuevas no abolieron las encomiendas entregadas generalmente a un conquistador en recompensa a sus esfuerzos. Los ostentadores de estos repartos podían reclamar tributo a sus indios. Por contrapartida, debían ocuparse de ellos y enseñarles la doctrina cristiana. Cualquiera que fuese la modalidad de su adquisición, los oficiales de la corona y las instituciones se veían forzados a entregar al rey a los indios que formaban parte de su encomienda. La corona no había expresado jamás este requerimiento con tanta fuerza. El número de indios pertenecientes a la encomienda no debía ser excesivo, lo que podía ser interpretado ampliamente. Como hecho excepcional, se dieron los apellidos de una decena de encomenderos importantes como ejemplo de los que habían de entregar los indígenas recibidos ilegalmente.

			Se consolidaban así tres principios: los que habían maltratado a los indios no tenían más derecho a ellos, igual que los rebeldes de Perú; ningún virrey ni gobernador podía atribuir repartos de indios por iniciativa propia cualquiera que fuese el procedimiento; en definitiva, «a la muerte del encomendero, los indios [debían] ser devueltos a la corona»55. Nada de eso fue respetado a menudo. La política de la corona tampoco fue muy coherente. En 1536, una ley permitió la transmisión de las encomiendas «en segunda vida», es decir, a un primer heredero. La reducción del número de atribuciones de encomiendas y la limitación de su extensión eran medidas que se orientaban hacia un mejor reparto de las riquezas. Tales disposiciones dejaban vía libre a bastantes avenencias, tanto más cuanto que la aplicación de las Leyes Nuevas fue confiada a los miembros de las audiencias y a los virreyes.

			Los oidores adoptarían las medidas necesarias para que se respetaran las nuevas decisiones a pesar de que, durante las décadas de 1550 y 1560, se contaba solo un puñado de ellos en México. Sin embargo, las prescripciones de las Leyes Nuevas acrecentaron su autoridad de forma extraordinaria, hasta el punto de que empezaron a investigar para conocer con detalle el estado de la sociedad colonial, la extensión de las encomiendas y el comportamiento de los colonos. Tal evolución solo servía para exacerbar las tensiones entre los oficiales reales, provenientes de la península, y las familias de los conquistadores, que se consideraban la única aristocracia del país. Los oidores «se informaban continuamente» de los excesos y malos tratos que los gobernadores locales y particulares infligían a los indios. Tenían obligación de controlar el buen rumbo que adoptaran los procesos, en particular, aquellos que implicaban a indios y españoles. Supervisarían que «se concluyesen rápidamente respetando los usos y costumbres» sin que pudieran «presentar expedientes dilatorios como lo hubiera deseado la vileza de algunos abogados». Convocarían a los dueños de esclavos indios para liberar con la mayor rapidez posible a los prisioneros detenidos ilegalmente. Se les dio orden de «traer esos repartimiento a un nivel moderado». En cambio, los magistrados garantizarían una «vida honorable» a los que «fueron conquistadores y que no se beneficiaron del reparto de indios». En suma, debían estar en condiciones de saber permanentemente qué encomenderos habían fallecido antes de recuperar a sus indios y devolverlos a la corona.

			En la práctica, las audiencias que no recibían por ello ninguna ayuda supletoria no estaban preparadas para garantizar aquella inspección general de las cuestiones indias, del mismo modo que no siempre se mostraban ansiosas por ejercer esa función. Era por lo tanto deseable que las nuevas leyes llegaran a las Indias con los hombres del rey. Siguiendo ese objetivo, Blasco Núñez de Vela fue nombrado primer virrey de Perú en marzo de 1544. Por su experiencia peninsular, el inquisidor Francisco Tello de Sandoval fue designado visitador en Nueva España, adonde llegó en marzo de 1544. Como nuevo presidente, en la primavera de 1548, Alonso López de Cerrato (también llamado Juan) fue encargado de introducir la ley, en su dimensión práctica, para la audiencia de Guatemala. Una serie de cartas del licenciado Francisco Tello de Sandoval al rey nos permite conocer los obstáculos a la aplicación de las leyes de 1542 en Nueva España y el estado de ánimo en el que se hallaban los españoles en la víspera del complot de Martín Cortés.

			Las Leyes Nuevas fueron proclamadas en la primavera de 1544 en las ciudades importantes de Nueva España. El concejo de la ciudad, las órdenes mendicantes y la Iglesia de México despacharon rápidamente al rey una representación con la idea de obtener la revisión de las reformas y la perpetuidad de las encomiendas56. La delegación admitía la existencia de los abusos y declaraba su preocupación por la protección de los indígenas. Consideraba asimismo, frente a las orientaciones de la política real, que el país era suficientemente rico para alimentar a todo el mundo a pesar de la pésima administración. La perpetuidad debía asegurar una explotación más justa y más productiva de los recursos. Al contrario, la reducción de las encomiendas haría imposible una valorización del territorio y conduciría al agotamiento de los ingresos del fisco. Era evidente que el cumplimiento de los objetivos de las Leyes Nuevas dependía de la entrega de un creciente poder a los oidores y, en sentido amplio, a todos los representantes directos del rey. Conllevaba la realización de múltiples visitas sobre la totalidad de los territorios de Nueva España para escrutar las diversas formas de injusticia que denunciaba la ley, algo que no hacía más que reavivar las tensiones. La situación que describía el visitador abogaba a favor de la prudencia.

			Sandoval se hizo eco de lo que los colonos repetían hasta la saciedad:

			Las cuentas van bien encaminadas [ordenaré] que todo se cobre e asegure y no será poco según la tierra está alterada y triste [...] cada uno guarda lo que tiene no se vende cosa [...]. Dicen que irán en estos navíos más de seiscientas personas y muchos dellos casados con sus mujeres e hijos57.

			Esta inquietante cifra que hacían circular los rumores pretendía presentar Nueva España bajo la amenaza de una situación de abandono similar a la que había afectado a algunas islas del Caribe, abandonadas por los colonos y los barcos españoles a medida que se empobrecían.

			Lejos de querer desdeñar esta imagen alarmista, el visitador se afanó en informar con mayor precisión a la corona. En cambio, su posición comedida en la gestión de los asuntos era perfectamente perceptible, sobre todo cuando relataba las desventuras del padre Las Casas:

			Fray Bartolomé [...] tomó puerto en Campeche [...] de allí fue a Ciudad Real [...] donde le recibieron muy bien. Y después de recibido, ordenó ciertas cosas de que hubo algún escándalo [...]. Agora me han dicho que un Mazarregos [...] lo quiso matar y que le huyó por encima de las paredes y se fue al audiencia de Gracias a Dios58.

			De este tenor era la línea de conducta de Sandoval y la recomendada entonces por la corona. La impresión de urgencia espiritual y de necesidad de preservar el estatus de los indios libres no hostigaba del mismo modo la voluntad de reforma del servidor de Dios y la de los agentes del rey.

			El visitador indicaba los abusos perpetrados contra los indios y sugería que la reforma llegaba en mal momento dada la debilidad general de la administración real. Las epidemias que mermaban la actividad del país no hacían más que aumentar los apuros. Los indios fueron diezmados a causa de la viruela. El visitador calculaba en ciento sesenta o ciento setenta el número de defunciones diarias en los diferentes barrios de México. Admitía que doscientos mil indios como mínimo habían fallecido desde el inicio del contagio, por lo que se había reducido la actividad minera. Los bienes de consumo ordinarios y los bastimentos escaseaban cruelmente. Las rentas de la encomienda y los ingresos del tributo habían sufrido el mismo bajón. Ante tal situación, Sandoval resumía en una sentencia lapidaria: «faltando los indios, falta todo».

			Velar por el mantenimiento de los indios significaba defender su argumentada explotación. Hay que tener en cuenta que las circunstancias particulares habían agravado también las tensiones. Como si se tratara de una señal, la suerte había querido que uno de los navíos de abastecimientos mejor fletados se atisbara en las costas. Sandoval, a modo de buen administrador, mostró al rey que sería más provechoso cobrar el almojarifazgo al salir de Sevilla para retener el valor de las mercancías que se perdían en la travesía. Los tributos a los que estaban sometidos los indígenas de las costas atlántica y pacífica eran insoportables. Así, la política de reagrupación promovida por las Leyes Nuevas encontraría aquí un terreno de aplicación particularmente fructífero. El Consejo de Indias había resaltado este punto en el margen del informe del visitador como uno de los abusos a los que había que poner remedio.

			Más cerca de México, el campo escapaba al control de las autoridades. Tan solo a unas veinte o veinticinco leguas de la ciudad, la justicia no reinaba en Nueva España. Faltaba información sobre la situación de las zonas lindantes con Tenochtitlán, donde los indios ni siquiera sabían a quién debían dirigirse para remediar los daños que les habían causado. Las penurias de la administración, la ausencia de pueblos españoles y el mal servicio que los corregidores ofrecían a los indios reducían a espacios sin derechos las zonas enteras aledañas a la capital. Como es lógico, el comisario afirmaba la necesidad de reforzar el entramado de las provincias.

			Por su parte, los indígenas cometían también abusos. Según Sandoval, era menester reducir el poder de las élites tradicionales. Los caciques y jefes principales eran responsables de los robos y agravios más graves perpetrados contra los autóctonos: «porque está sabido y entendido que para repartir el tributo que han de pagar, reparten veinte veces más para que haya para todos los principales que son muchos»59. Por esta razón, tenían que confiscar todo tipo de poder a esos jefes, una medida muchas veces debatida, jamás adoptada, aunque era necesaria. En su lugar, los alcaldes de indios y regidores debían dotarse de poder judicial en lo civil, pues la apelación se realizaba ante los jueces locales. La venta desmedida de la bula de la cruzada a los indios que no comprendían nada de aquello suponía otra forma de abuso de las autoridades religiosas. Los ingresos de aquellas indulgencias plenarias vendidas por algunos reales se vertían a la corona para contribuir a la lucha contra el islam. Con toda evidencia, no faltaban las exacciones.

			«HAY MUCHO POR HACER Y NO VEO NADA HECHO»

			Situar en los hechos las Leyes Nuevas suponía examinar los abusos, verificar la legitimidad de cada título de propiedad y contar el número de indios sujetos a los tributos de cada encomienda. Para ello, tenían que llevarse a cabo múltiples acciones judiciales con el objetivo de permitir el regreso a la corona de los súbditos indígenas que los colonos habían hecho prisioneros indebidamente. La realidad iba a imponerse a las autoridades muy pronto: el rey no poseía los medios para ejercer su política.

			A pesar de las limitaciones de la administración de Nueva España, la Hacienda apenas conseguía pagar los salarios de los oficiales, lo que hacía imposible cualquier refuerzo del aparato judicial. Para poder abonar los 64.000 ducados de salarios de los oficiales de Nueva España del ejercicio 1544-1545, el comisario debió echar mano de diversas arcas, utilizar los ingresos de todo un año y despachar a un destacamento de recaudadores para cobrar las deudas pendientes. La corona recibía de las Indias más de lo que pagaba, de modo que el presupuesto de la administración se hallaba casi bloqueado y los oficiales se batían a duras penas por recibir sus honorarios. En términos financieros, aumentarlos era casi imposible. Sandoval aconsejaba que se asignara una remuneración a los oficiales en función de la mejora de los emolumentos de los que cobraban menos. Era necesario instaurar el principio que prohibía a los agentes del rey tener intereses personales en los asuntos locales. Un oficial del rey merecía un sueldo adecuado, en particular, los magistrados de la audiencia, que no debían vivir apurados, ya que «la necesidad hace a los hombres hacer lo que no deben»60.

			Pero las finanzas no lo eran todo. Los cargos debían estar provistos por hombres de valor, instruidos y deseosos de cumplir con su función, lo que no ocurría realmente. Los conquistadores casados exentos de encomienda pero recompensados por la corona con cargos de corregidores absorbían gajes de 43.000 ducados. En opinión del comisario, eran de los más crueles en el trato a los indígenas, por lo que se recusó a estos antiguos corregidores para acreditar en su lugar a alcaldes competentes que administraran mejor el presupuesto inútilmente despilfarrado hasta entonces. La calidad de los hombres, desde el simple juez de barrio hasta el virrey y presidente de la audiencia, constituía una de las claves de las reformas que habían de emprenderse.

			Todos se acordaban de las decepciones que habían salpicado los episodios fundacionales de varias audiencias. Núñez de Guzmán, primer presidente de la de México, había mostrado un comportamiento tan deplorable que fue destituido en 1530, tras solo dos años de ejercicio. A los ojos de los juristas, este brutal conquistador tenía el defecto de no ser un letrado. Había arrastrado a cometer agravios a oidores demasiado blandos e inexperimentados61. Evidentemente, la condición de los individuos no tenía el mismo sentido en boca de universitarios provenientes de Castilla que en la de los herederos criollos de las primeras conquistas. Los oidores serían «personas de letras e conciencia y experiencia que hayan tenido cargos con grado de justicia porque hay falta de personas de experiencia y por ellos algunas veces ha habido falta en la expedición de la justicia»62. Los alcaldes y oidores debían elegirse con más escrúpulo que los de Castilla. Cerca de Su Majestad, a estos últimos se les pedía que cumplieran bien con su trabajo para obtener alguna gratificación; lejos de Su Alteza, los de las Indias tenían que ser oficiales ejemplares evitando con ello que se produjeran graves daños. Se exigía lo mismo de los procuradores.

			Resultaba crucial la elección de estos cargos en la medida en que eran ocupados de manera bastante irregular. Entre 1544 y 1547, la audiencia disponía de seis oficiales, aunque solo cuatro oidores ocupaban sus cargos: Francisco de Ceinos, Lorenzo de Lisón Tejada, Gómez de Santillán y Antonio Rodríguez de Quesada. De 1534 a 1540, la audiencia no tuvo ningún fiscal. Cristóbal Benavente, magistrado interino, accedió a la titularidad después de cinco años de ejercicio. Nombrado en 1551, el licenciado Rabanal, su sucesor, murió durante un viaje, de modo que entre 1553 y 1556 Nueva España solo dispuso de un fiscal interino. Para terminar, el licenciado Luis Maldonado ocupó su cargo como titular en 1556. Sandoval denunciaba el paso de los magistrados, enviados como préstamo, para ocupar temporalmente un puesto. Durante el periodo de la represión del complot de Cortés, la situación de la audiencia apenas mejoró: el visitador Valderrama suspendió a dos de los cinco oidores, a los que les sucedieron dos procuradores. No solo le faltaban medios y hombres al rey sino que la organización y el entramado de la administración judicial no bastaban para abarcar todo aquel espacio. Por esa razón, Sandoval propuso una serie de reformas que apuntaban a garantizar el gobierno y justicia de Nueva España.

			Con el objetivo de favorecer el acceso de los indios a la justicia, era necesaria una mayor organización de las provincias, resorte del gobierno y marco de recurso de primera instancia. En los pueblos, los caciques dejarían espacio a los alcaldes ordinarios y a consejeros acreditados por la corona. Los representantes de los pueblos asumirían la tarea de informar al puesto provincial, al que sería posible apelar. Aquellos territorios dispondrían de una ciudad española, así como de alcaldes mayores y un corregidor, los cuales reemplazarían a los conquistadores, llamados antes corregidores. Cada provincia correspondería a un obispado. A esta escala territorial, los oficiales nombrados por el rey vendrían de Castilla, importando con ellos las prácticas y el derecho peninsular. Designados por un tiempo limitado y conforme a la tradición peninsular, alcaldes y corregidores recibirían un quitus por su mandato, tras un juicio de residencia. En caso de abuso, serían severamente castigados. De hecho, la función de estos oficiales intermediarios aumentó considerablemente. Desde 1552, por demanda del virrey Velasco, un decreto real les concedió el derecho de proceder a liberaciones de esclavos indios, una prerrogativa reservada hasta entonces a la audiencia.

			Desde el pueblo más pequeño hasta la audiencia de México, un sistema de visitas y apelaciones debía cimentarlo todo con coherencia. Los alcaldes mayores, dotados de un poder judicial, inspeccionarían su distrito cada dos años. Los nuevos corregidores, con más amplios poderes de gobierno, procederían cada año a una visita. En conclusión, dos de los seis oidores de México recorrían constantemente las provincias de Nueva España. En el mejor de los casos, se podían organizar dos visitas de forma simultánea. La audiencia era la que debía coordinar esas inspecciones. Los alcaldes ordinarios solo podrían tratar las causas secundarias, pues la primera instancia estaba representada por alcaldes mayores de las ciudades españolas. El corregidor podría también instruir esos asuntos. Se crearían en la audiencia dos cámaras separadas (civil y criminal) y nuevos cargos de alcaldes del crimen para responder a la demanda de la justicia de apelación. El presidente de la audiencia recibiría los recursos de los oidores que habían efectuado la visita. Cada cámara trataría los de su homólogo igual que las audiencias de Granada o Valladolid. Al final, se limitarían las apelaciones a los grandes Consejos de la península63.

			Según el visitador, la incoherencia de la organización se observaba en el hecho de que los habitantes de Mérida y Campeche, situados en la costa atlántica, debían apelar a la audiencia de Gracia de Dios. Esto les obligaba a recorrer 300 leguas de lugares casi desiertos para que se les hiciera justicia. Aun peor, el presidente de ese tribunal de los Confines y el gobernador de la misma provincia (su cuñado) fueron denunciados de corrupción por aquellos que, dependientes de Gracia de Dios, recurrían asimismo a la audiencia de México. Racionalización e instalación de los procedimientos peninsulares eran las palabras clave del programa. Este esgrimía los mismos argumentos que usaron los rebeldes para denunciar a los oficiales reales: exacciones y corrupción en el ámbito local, desconocimiento en la península de la realidad de Nueva España y obturación crónica de los tribunales centrales.

			Tello de Sandoval no fue el único que atiborró a la corona con proposiciones de reformas. Como comisario, sus detalladas cartas fueron leídas por el Consejo de Indias con suma atención. En concreto, subrayó con perspicacia los riesgos de contestación en los que incurría la autoridad del rey. En 1545, apuntó: «con la presente mando noticias de lo que dicen que pasó en Perú hasta el último mes de agosto»64. En varias ocasiones se sorprendió de la tranquilidad relativa del país y preconizó una política de ajuste: «Es de tener en mucho que las cosas del Perú no hayan alterado a esta Nueva España según la gente della estaba triste y descontenta pero hase tenido cuidado de darles buena esperanza y también como se tienen por muy leales vasallos de Su Majestad»65. A pesar de las repetidas prevenciones, exiliaron desacertadamente a México a muchos condenados de Perú. Sandoval obró en el mismo sentido en el despacho de otros asuntos.

			En los procedimientos administrativos, el comisario encarecía la práctica del secreto, pues este otorgaba un margen de maniobra suplementario. Representaba una precaución útil en las áreas de gobierno y un medio para prevenir el fraude. Así, en la primavera de 1545, dio parte al rey del comportamiento de Alonso de Lugo, el escribano que había traído de Castilla, cuyos descarríos suscitaron un claro revuelo en la ciudad. Lugo fue encarcelado antes de que acabara la investigación que acompañaba a su proceso. En cambio, el comisario consideró demasiado arriesgado mantenerlo en prisión, a fortiori se aconsejaba liberarlo: «sería una chispa que podía prender a toda esta tierra». Con suma prudencia, decidió enviarlo secretamente a España, a pesar de que la instrucción se presentaba bastante exigua. En este caso, según la misma confesión del comisario, la decisión judicial se hallaba perfectamente sometida a la causa política.

			Las alusiones a sus intercambios secretos con el rey proliferan en las cartas del comisario. En una de ellas, fechada en septiembre de 1545, Sandoval insistía en el volumen de esas prácticas. Indicaba que la elección de los alcaldes era tan previsible que, incluso antes de su elección, estos estaban ya a menudo comprometidos. El secreto del procedimiento podía paliar esa situación:

			Mucho convenía se eligiesen por cédulas secretas y con intención que los regidores hiciesen de elegir a los más suficientes [...]. Y que se eligiesen cuatro y los dos dellos se sacasen por suertes para alcaldes. Porque por esta manera no se sabría en cada lugar cuatro y cinco meses antes de la elección quién han de ser alcaldes el año66.

			Sobre los límites de la cuestión del secreto y el procedimiento, el jurista aconsejaba igualmente proceder a la aplicación de la ley de otro modo. El contenido del acta de provisión de un agente real debía permanecer confidencial. Las instrucciones secretas dadas a unos y otros eran corrientes. Sin embargo, Sandoval quería algo más: era imprescindible separar la misión de su cargo. El orden general de investidura no había de hacer alusión explícita a las instrucciones dadas. A juzgar por la extensión de las que recibió el presidente La Gasca en 1546 y los comisarios despachados a Nueva España en 1567, los poderes delegados por la corona fueron cada vez más protegidos de la curiosidad de los justiciables durante el resto del siglo XVI.

			Sandoval estaba preso de las contradicciones y paradojas del comisario: obligar a los españoles a adoptar un comportamiento más comedido refrenando con su ayuda el peligro indiano y analizar el funcionamiento de la administración colonial sin proveer más argumentos a los encomenderos para denigrar a los oficiales reales. No obstante, faltaba aún mucho para que se decidiera sobre la cesura entre las dos partes. El comisario se había percatado perfectamente de los riesgos de sumisión directa de ciertos autóctonos a los españoles:

			hay partes donde los Indios tienen por reyes a los señores y encomenderos de los pueblos y no conocen a otro rey [...]. Lo otro que entre los Indios hay muy poca cristiandad mayormente fuera de México [...] en algunas partes donde se pensaba que había alguna cristiandad se ha sacrificado casi públicamente por quitar la pestilencia y se ha hecho otras cosas en ofensa de Dios Nuestro Señor67.

			La sociedad colonial no podía estar dirigida exclusivamente por la administración judicial. El comisario recomendaba que se establecieran en cada provincia un obispado y un monasterio de frailes predicadores. Al ser antiguo inquisidor, no podía privarse de solicitar que el Santo Oficio se instalara en aquellas tierras.

			El comisario señalaba que Nueva España no disponía de ejército real ni de fuertes para afrontar una revuelta. Solo el establecimiento de un verdadero ejército real podía eliminar la contradicción entre el hecho de confiscar todo tipo de ventajas a los encomenderos y apoyarse en ellos para combatir la amenaza india. De hecho, el número de visitas provinciales no cesó de aumentar; los poderes de los alcaldes mayores y corregidores se acrecentaron; la audiencia de los Confines localizada en Gracia de Dios fue transferida por un tiempo a Panamá y se implantó el Santo Oficio, en sustitución de la Inquisición apostólica68. Por lo tanto, habrá que esperar a las últimas décadas del siglo para ver consolidadas en la totalidad de las posesiones peninsulares americanas la práctica del secreto y la existencia de un firme control administrativo.

			A partir del otoño de 1545 (cédula del 20 de octubre) y sin abrogar lo común impuesto en el nuevo escenario, Carlos V retrocedió permitiendo la herencia de la encomienda en segunda vida. En 1550, se dio orden al nuevo virrey de aplicar las Leyes. El decreto del 5 de abril de 1552 proclamaba la obligatoriedad de entregar al rey las encomiendas a la muerte de su heredero, es decir, en segunda vida. Sin embargo, durante las décadas de 1550 y 1560, las cesiones en tercera vida seguían siendo frecuentes. Esos años correspondían en concreto al paso de los negocios hasta entonces en manos de la generación de los primeros conquistadores a las de sus herederos directos, incluso de sus nietos. La ley representaba una espada de Damocles pendiente sobre la cabeza de la sociedad colonial, que se alimentaba de la explotación de los indios. A lo largo de la década de 1560, los colonos intuían que la corona quería prohibir claramente la posesión de las encomiendas en tercera vida. Este miedo alimentaba pertinaces rumores.

			LAS CONTRADICCIONES DE LA POLÍTICA INDIANA

			Es cierto que la corona no escatimaba en decretos. En una serie de textos de aplicación que retomaban las Leyes Nuevas, ordenó que se liberara a los esclavos indios, trabajadores en las minas, así como a las mujeres y niños menores de 14 años que estaban prisioneros69. En marzo de 1551, el muy diligente Bartolomé Melgarejo, nombrado procurador de las Indias, fue encargado de poner todo en marcha para luchar contra los abusos y conseguir la liberación de los cautivos. Se mantuvo en su puesto hasta 1561. En tan solo una década, más de tres mil indios fueron liberados en la audiencia de México según las cifras de Silvio Zavala. Numerosas visitas provinciales se traducían en liberaciones masivas, como la del licenciado procurador Vázquez en Nueva Galicia, al norte de México. Unos sesenta mil esclavos indios representaban la población servil de Nueva España a mediados de siglo. No resulta, pues, insensato situar entre veinte mil y treinta mil el número de liberaciones que se llevaron realmente a cabo a principios de la década de 156070.

			Sin embargo, los cautivos emancipados legalmente de sus dueños seguían sufriendo una situación de fuerte dependencia social. Con todo, efectuaban siempre extenuantes tareas. Era el caso de los esportilleros, nahoría y otros tamemes, cuyo trabajo estaba reglamentado. A pesar de las órdenes dadas por el virrey Velasco de limitar su trayecto a cinco leguas al día, pagarles un real de plata y dejarles llevar solo las cargas ligeras, seguían recorriendo distancias considerables, cargando hasta cuatro arrobas (unos 50 kilos) y cobrando con irregularidad. Para los españoles, el fraude más común consistía en recurrir a un testaferro indio, ya que estos últimos podían usar libremente de los esportilleros locales. Y lo que es más, las ordenanzas del virreinato permitían expresamente su uso en los itinerarios desprovistos de caminos o para el transporte de ciertos productos, como el pescado, desde la costa a México.

			Los riesgos de crisis de abastecimiento de cereales, la recesión económica y el desplome de los ingresos de Hacienda fueron los argumentos tradicionalmente utilizados para justificar (a veces, para rechazar) la explotación de los indios bajo cualquier concepto. El virrey intervino en 1552 para autorizar el uso de los servicios personales ofrecidos por los indígenas para realizar obras públicas. Los miembros de la audiencia abogaron a favor del mantenimiento del transporte del tributo a hombros de los indios. La corona rechazó esta solicitud. Ante tal situación, a principios de 1560, el virrey impuso una severa política de lucha contra todo tipo de servicio personal, poniendo así a rabiar a los encomenderos y oficiales reales.

			Otras muchas contradicciones no agravaron menos la política indiana de la corona. De vez en cuando, las actitudes individuales de los oficiales iban contra la ley. Así ocurrió en 1552, cuando el oidor Hernando Martínez de la Marcha, supuestamente encargado de recibir las peticiones de liberación de los indios, se conformó con enviarlas a su dueño, y a causa de ello fue perseguido por la corona. Al hacer esto, se mostraba cómplice de las abusivas razias que sufrían los autóctonos con el pretexto de que eran indios de guerra. El oficial había recorrido Nueva Galicia durante un año, tiempo en que nació su interés por las cuestiones de la seguridad del territorio. Se mostró muy crítico contra los frailes de moralidad dudosa, dispuestos a recurrir al servicio forzado de los indios. En 1559, el oidor fue exculpado finalmente de las acusaciones que se le habían imputado antes de volver a su cargo. El virrey Velasco había concedido esportilleros a su predecesor Mendoza cuando se fue de México. Según las acusaciones de fray Toribio de Motolinía, el mismo fray Bartolomé de las Casas había hecho uso de estos tamemes sin pagarles. Velasco y los oidores de México intentaron conservar a los indios, proveyéndoles de servicios personales que en principio constituían una excepción de la ley, lo que la corona les negó rápidamente. Así, tras una petición del obispo Tomás Casillas, el Consejo de Indias aceptó la esclavitud de los indígenas insurgentes en Chiapas. Las divergencias y los conflictos entre las diversas instancias del poder actuaban en el mismo sentido.

			Estas mismas autoridades estaban exasperadas por las modalidades de recurso al trabajo indio aceptadas por la corona. El repartimiento consistía en un trabajo obligatorio aunque pagado entre los 12 y 24 maravedíes al día. Se efectuaba por rotación y por un intervalo de tiempo determinado. La corona apoyaba el desarrollo de este sistema en sustitución de la esclavitud con la idea de suministrar lo necesario: mejora de rutas, acueductos, erección de iglesias, monasterios y otros edificios oficiales. De cualquier modo, el aprovisionamiento de las ciudades en bastimentos gracias a este trabajo suponía ofrecer mano de obra a los hacendados y explotadores españoles de las minas. En 1555, para conseguir un abastecimiento suficiente, la corona estableció que el tributo pudiera pagarse en productos agrícolas. Esto planteaba de nuevo la cuestión de las modalidades de pago, del comportamiento de los recaudadores y caciques indios. En abril de 1550, una ordenanza real prohibió la posibilidad de entregar el tributo a los corregidores. Como los oficiales reales no estaban presentes en la totalidad del territorio, una segunda ordenanza de marzo de 1562 debió devolver la recaudación a los magistrados locales que habían seguido recibiendo los tributos con cierta frecuencia.

			Las cuestiones surgidas por los pagos a las autoridades tutelares eran motivo de conflictos recurrentes: ¿cómo debía fijarse la tasación y qué base debía adoptarse para fijarla?, ¿habían de cobrar individual o colectivamente?, ¿los indios pagaban demasiado o no era suficiente? Los caciques eran los intermediarios obligados de los españoles en la colecta. Algunas veces eran considerados presuntos usurpadores de su autoridad y también sospechosos de privar a los indios del conocimiento de sus derechos y de la suma real del tributo. Les cobraban cantidades indebidas: los «derramas», un tributo excepcional por motivos falaces, y otras «demasías», suplementos que excedían el total de las cantidades exigidas. Además, se denunciaba frecuentemente el uso de las sumas retenidas por las comunidades para su propio beneficio, como fuente de fraude común en la totalidad de los pagos. En 1559, la audiencia de México propuso el aumento uniforme del pago en un peso y media fanega de maíz (25 a 30 litros de granos) por contribuyente. Debían verterse las «cuartas» a las comunidades indias para hacer frente a sus propios gastos.

			Los religiosos que se ocupaban de los indios cobraban normalmente de las mismas comunidades. El nuevo procedimiento introducía así un control supletorio de su retribución. Por ordenanza del mes de octubre del mismo año, el rey negó toda autoridad en este asunto a la institución de México. En 1561, tras numerosas consultas, la corona toleró esta nueva práctica. Con el regreso de Martín Cortés a Nueva España, parecía haberse admitido como referencia este tipo de tasación, que constituía la base de la inspección del comisario Valderrama, iniciada en 1563. Este último entregó al oidor Vasco de Puga una visita que se tradujo desde 1564 en un aumento casi generalizado del tributo y en algunas modificaciones de sus modalidades de retención. En este sentido, la contestación de los indígenas y religiosos llevó al colmo la vigilia del complot de Cortés, que había apoyado la elección del oidor en materia de tasas. Las inspecciones desembocaron así en resultados muy desiguales.

			A mediados de siglo, la corona desconocía la realidad de la geografía y la variedad de las situaciones sociales de los territorios de Nueva España. Las visitas representaban la principal herramienta para paliar esta ignorancia. Apuntaban normalmente a un objetivo particular: inspeccionar regiones periféricas; controlar un área de actividad similar a las propiedades de ganadería o las minas; plasmar la misión general en una ordenanza real, etc. El comisario Sandoval imaginaba que podrían tener lugar tres visitas de forma simultánea: las de los dos oidores junto con la de un corregidor. El número de inspectores conoció un fuerte aumento durante las décadas de 1550-1560. Lógicamente, las quejas y descontentos empujaron este movimiento al alza. Así, la visita de Martínez de la Marcha en Nueva Galicia (1549-1550) no permitió aplicar las Leyes Nuevas, sino que las revisiones del importe de los tributos que repartió despertaron enardecidas protestas de los franciscanos y numerosos encomenderos de la región.

			En 1552 y 1553, los oidores de Nueva Galicia, Miguel Contreras y Lorenzo Lebrón, revisaron los tributos a la baja y mandaron liberar a varios centenares de prisioneros. Confiscaron las encomiendas de decenas de españoles exentos de títulos. La acción de Lebrón terminó con dos jurados de la ciudad de Purificación en la horca. Los visitadores también fueron encarcelados y condenados a una elevada multa tras las quejas de los habitantes de un pueblo indio. Lorenzo de Lebrón apeló al Consejo de Indias y viajó a Castilla. Regresó de nuevo a su cargo en 1561.

			Sin embargo, en términos de hostilidad contra un comisario, quien se llevaba la palma era un tal Diego Ramírez. Encargado en 1550 de investigar acerca del trato de los indios y la imposición de los tributos abusivos en una amplia área situada entre México, Veracruz y Panuco, concentró la ira de los españoles y los indios. Ramírez tuvo que solicitar un arbitrio al rey. Los encomenderos contestatarios se declararon fuera de su sector de actividad. Varios oficiales reales obstruyeron la circulación de las informaciones que necesitaba Ramírez. Algunos indios lo acusaron entonces de mantener su nivel de imposición, aunque su número había descendido.

			En la aldea de Meztitlán, el visitador encarceló a Diego de Guevara y Alonso de Mérida por sus múltiples agravios contra los indios. Mandó que les confiscaran su encomienda y los condenó al exilio. La audiencia de México invalidó la sentencia e hizo frente a Ramírez con el apoyo de los alcaldes y miembros del cabildo de la ciudad. A pesar del apoyo del virrey y de algunos religiosos, la familia del visitador, empobrecida tras el fallecimiento de este en 1555, no recibió ninguna ayuda. Peor aún, al año siguiente la corona, en un gesto impetuoso, evaluó de nuevo al alza los tributos fijados por Ramírez. Silenciar los escándalos más intolerables era una exigencia bastante loable y sin cese asegurado. Sin embargo, la aplicación de las Leyes Nuevas no podía contemplarse de ninguna manera en detrimento de la Hacienda Real.

			Entre 1563 y 1566, la visita de Jerónimo de Valderrama, miembro del Consejo de Indias, se hizo en la vorágine del complot de Cortés en el cual parecía interferir. Respondía a la petición de las autoridades de Nueva España, desde el virrey hasta los representantes de las ciudades y el clero. Todos ellos esperaban una enmienda a las medidas tomadas por Ramírez. De cualquier manera, la nueva empresa no tenía las mismas características. Se trataba de una visita general que pretendía hacer balance de la actividad del virrey y la audiencia, del cabildo, de la universidad, así como de todos los oficiales de Nueva España y Nueva Galicia. Eso significaba realmente que el visitador podía abrogar las decisiones del virreinato y las audiencias. El objetivo final era restablecer la Hacienda Real. El virrey murió a finales del mes de julio de 1564, por lo que el visitador se convirtió en el mayor representante de la península en el tiempo en que se incubaba el complot. No es ilógico en este caso pensar que haya existido cierta convergencia de pareceres sobre las medidas que se debían tomar entre Valderrama y Martín Cortés, cuyas posesiones dieron pie a varias protestas.

			La corona de Castilla había desatendido durante mucho tiempo su imperio de las Indias. Entre las décadas de 1540 y 1550, carecía de los medios suficientes para el desempeño de su política. Por tanto, se confirmó la necesidad de aplicar las Leyes Nuevas durante la llegada a México del virrey don Luis de Velasco y la de su homólogo Antonio de Mendoza a Perú. Este no tuvo más opción que seguir proclamando los postulados máximos de la política peninsular. Resulta sorprendente constatar la correspondencia cronológica entre los apremios de la corona, las dificultades crecientes en las regiones del Gran Chichimeca y el nacimiento de las nuevas conspiraciones. Estas se hicieron eco de la degradación paulatina de las autoridades tanto en Perú como en América central.
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			SEGUNDA PARTE

			El laboratorio de la monarquía

		

	
		
			CAPÍTULO IV

			Un modelo de rebelión

			El movimiento pizarrista se convirtió en un modelo fascinante para los candidatos a la insurrección. Paradójicamente, la memoria de los acontecimientos solicitados a los defensores de la corona, como el mariscal Alonso de Alvarado, dio nuevo lustre a aquellos momentos. La argumentación político-jurídica que los pizarristas erigieron fue retomada en Perú por los movimientos ulteriores para luego servir a los complots de Guatemala y Nueva España. Aquel terreno colonial ejemplar y fecundo para la insurrección obligó a la península a considerar a Perú el laboratorio de la monarquía. Hasta entonces, las revueltas no habían tenido jamás un alcance similar ni habían estado tan alejadas de los centros de decisión: Gante, Valladolid o Madrid. Al final, Gonzalo Pizarro había fracasado. Apresado sin luchar apenas en Xaquixaguana, fue decapitado el 9 de abril de 1548, siguiendo un procedimiento judicial expeditivo.

			EL PERÚ DE LOS PIZARRO

			Ya fuera de guerra o de paz, Perú fue dominio de los Pizarro. Francisco lo conquistó teniendo en su poder una procuración fechada el 20 de julio de 1529, «la capitulación de Toledo». Por este acuerdo restrictivo, el capitán recibió los títulos de adelantado y alguacil mayor de las tierras conquistadas. La corona le concedió innumerables ventajas: la percepción de salarios, provisión de armas y municiones, un quinto de los derechos señoriales que se crearan y exenciones fiscales a favor de los primeros colonos.

			En cambio, la ayuda inmediata fue de lo más reducida, materializándose en algunos centenares de ducados. El dinero concedido para el armamento de hombres se elevaba solamente a 3.000 maravedíes, cantidad apenas suficiente para comprar algunos arcabuces y un lote de cartuchos. El contrato autorizaba el comercio de algunos mulos y unos cincuenta esclavos que Pizarro podría vender en las Indias sin costes de aduana. Debían requisarse los navíos proveídos que fuera menester, con el consentimiento de sus propietarios71. Era evidente que la corona había aprendido una lección de las generosas capitulaciones de Santa Fe, aquellos acuerdos que se dictaron con Cristóbal Colón en 1492 y que fueron más tarde el objeto de tantas protestas. La largueza que se puso en práctica con Cortés engendró también su ración de pleitos. La capitulación de Toledo prometía a Pizarro algunos vasallos en Perú, el mando entero del territorio conquistado y el derecho a conceder encomiendas en un futuro cercano. Perú pertenecía en realidad a la corona de Castilla.

			No obstante, los hermanos Pizarro insistieron en vano en el hecho de que habían ganado el territorio a sus expensas, sin que Su Majestad hubiera asumido el más mínimo gasto. El reconocimiento de los méritos de Francisco llegó paulatinamente tras la captura del Inca Atahualpa en Cajamarca, o, lo que es igual, la concesión de una licencia para crear encomiendas, su ingreso como miembro de la orden de Santiago y la cesión del título de gobernador del Perú y de marqués de la Conquista. El título de marqués situaba a Francisco Pizarro en primera fila de los hombres más estimados y honrados de Carlos V. Al final, el marquesado de la Conquista se situó en España, en el muy modesto territorio del pueblo de La Zarza, a pocos kilómetros de Trujillo.
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			Todo el oro de los incas fue enviado a los españoles por mediación de Pizarro. Su clan distribuía los metales, los cargamentos y los indios a los hombres de la conquista. La recompensa prometida por el Inca Atahualpa, prisionero de Francisco, y el expolio de los templos de Pachacamac y Coricancha dieron pie a una acumulación de metales sin precedentes, que fueron distribuidos en tres repartimientos míticos: el de Cuzco, el de Jauja y, sobre todo, el de Cajamarca. Cada participante de las campañas recibió una parte del botín en función de su estatus y rango. El 16 de noviembre de 1532, en Cajamarca, noventa y siete españoles capturaron al inca en una sangrienta emboscada. Según los registros de fundición de metales, la recompensa de Atahualpa ascendía a un millón de pesos. El quinto que correspondía al rey fue enviado a España.

			Siguiendo este ritmo, desde diciembre hasta junio de 1534, cuatro navíos, fletados por orden de Hernando Pizarro, llevaron parte del botín a España. Arribaron al puerto de Sevilla más de tres toneladas de oro y más de once de plata, es decir, 708.508 pesos de oro y 49.008 marcos de plata. El anónimo francés, publicado en Lyon en 1534 (Nouvelles certaines des isles du Pérou) y encargado de difundir el acontecimiento en Europa, describió con todo lujo de detalles el continuo descenso de las arribadas de tesoros a los muelles del Guadalquivir: «Item [la estatua de] una mujer hecha de oro y de plata [...]. Item un hombre de oro de la altura de un niño de diez años [...]. Fernando Pizarro [...] lleva más de LXXX pesos de oro sin lo que lleva secretamente»72. El clan Pizarro dio así la riqueza a los conquistadores de más temprano cuño. Si bien no todos se quedaron en Perú, cada uno representaba un resorte seguro para el grupo de los cuatro hermanos, de un extremo al otro del mundo hispánico.

			Juan de Orellana Pizarro, presente durante el reparto de Cajamarca, recibió casi cinco millones de maravedíes. Abandonó muy pronto Perú. En 1534 regresó a España, a Trujillo, donde mandó restaurar una suntuosa casa para poder llevar una vida palaciega. Sirvió constantemente de resorte a los intereses de la familia en España, lo que no es un caso aislado. Hay ejemplos similares, como los de Lucas Martínez, Juan García y Martín Pizarro: mercader, pregonero y hombre de oficio desconocido. Por haber participado en la captura del inca, recibieron respectivamente 4.009, 4.353 y 2.879 pesos en calidad de soldados de infantería, aunque la guerra no era su especialidad. Martín Pizarro, que se quedó con una de las partes más pequeñas de Cajamarca, se instaló en Lima, donde tuvo un modesto repartimiento de indios. Lucas, que se había quedado en las Indias, siguió con su actividad de mercader y allí disfrutó de una encomienda excepcional por su riqueza. Aunque no obtuvo jamás mandato alguno, cumplió brevemente las funciones administrativas de lugarteniente del gobernador de Arequipa.

			Una salida rápida del pequeño mundo de las expediciones y de la jerarquía militar caracterizó a aquel grupo de inmigrantes pobres convertidos temporalmente en soldados. En cuanto a Juan García, sabemos que se embarcó rumbo a España en 1536 con los 16.000 ducados que le quedaban de su caudal. Por desgracia, a un cable de las costas andaluzas (120 brazas), un puñado de corsarios franceses saqueó el navío en el que se encontraba. Habiéndose arruinado, Juan pudo obtener una licencia de regreso a Lima, donde recibió un solar. En reconocimiento a su participación en las guerras contra los partidarios de Almagro, obtuvo también una modesta encomienda en la región de Cuzco. Afligido por su fatídica suerte, se unió con encendido arrojo a la rebelión de Gonzalo Pizarro, a la que fue fiel hasta su muerte, en 1548.

			El clan de los cuatro hermanos se apoyaba en los concejos fundados en el momento de la conquista. Es cierto que en Perú la fortuna era más accesible para aquellos que habían hecho carrera en el oficio de las armas que para otros emigrantes. Era un itinerario militar gratificante que incluía la ocupación de los cargos de mandos locales concedidos por los gobernadores (capitán, coronel, teniente de gobernador) y la de los más eximios gobernadores militares (gobernador capitán general y adelantado) que concedía la corona. Todos los titulados tenían cierto éxito. Una decena de hombres cercanos a Pizarro ocuparon funciones de este tipo. Así lo hicieron Alonso de Sotomayor, primero gobernador y capitán general de Chile y, más tarde, de Tierra Firme; también Isidoro de Tapia, adelantado de Popayán y lugarteniente de Antioquía. Sin embargo, todos tenían por objeto integrarse en el patriciado urbano a través de los cabildos, los concejos de las ciudades de nueva fundación que conferían a sus miembros una mayor respetabilidad.

			Como vemos, el clan de Extremadura había emplazado a sus hombres. Asimismo, casi la mitad de los de Cajamarca concentraron funciones municipales en Perú. En Cuzco, trece fueron regidores de la ciudad, de los cuales dos eran criados del gobernador. En Huamanga y en Lima, donde más de una decena de los de Cajamarca eran alcaldes, los concejos fueron llenándose de gente cercana a Pizarro. Debe tenerse en cuenta que en Lima el gobernador ostentaba el privilegio de nombrar a regidores perpetuos73. En 1534, designó a Juan Pizarro (hermanastro menor) en el concejo de Cuzco como lugarteniente de gobernador. Sus poderes se extendieron tanto que pudo modificar la atribución de las encomiendas de la región, lo que le llevó a establecer sólidas clientelas familiares. Los apoyos municipales de los Pizarro echaron raíces por mucho tiempo en el seno de la administración de las ciudades del país. Con ello, los vínculos personales del bando representaban un pilar para el gobierno del reino, algo más sólido que la red jerárquica de la administración colonial, importada desde la península y exenta de cimientos internos.

			El clan de los hermanos y hermanastros de Pizarro, contando a Martín de Alcántara, formaba una amplia familia. Tenían tres madres distintas. Tres de ellos nacieron de un mismo padre llamado Gonzalo. Solo doña Isabel de Vargas fue esposa legítima de su progenitor. Francisco, el mayor, fue concebido fuera del matrimonio. Su hermanastro materno, Martín de Alcántara, no vaciló en seguirlo hasta las Indias. Era el único que no se llamaba Pizarro. Solo Hernando Pizarro, hijo de Gonzalo Pizarro y de doña Isabel, era hijo legítimo. Los más jóvenes, Gonzalo y Juan, tenían como madre a una tal María Alonso. La rama paterna tenía pocos descendientes. Todo lo contrario, era posible hallar algunos lazos de sangre entre los antecedentes de doña Isabel de Vargas y muchos individuos que habían llegado a las Indias desde Trujillo, en España. En suma, aparte de los cinco hermanos y hermanastros, los Pizarro no tenían ni antecedentes directos ni colaterales en las Indias. Se integraron sucesivamente en la política común los compañeros de armas, los mercaderes que habían entrado a su servicio, una caterva de criados, la aristocracia indiana con la que contrajeron alianzas, así como buena parte de la comunidad de los emigrantes provenientes de Trujillo de España, su «patria chica». Se ha calculado que hay más de cuatrocientos individuos insertos en la documentación que registraba los hechos de los hermanos y otros 400 personajes secundarios que sirvieron puntualmente al clan74.

			De este modo, se creó una forma de gobierno original en la que los asuntos privados se superponían a la administración pública. Por gobernador de Perú, solo Francisco ostentaba un título otorgado directamente por el rey. Sus hermanos y su hermanastro asumieron diversos cargos de lugartenientes concedidos por el gobernador, lo que correspondía a la práctica común de la época. Estos ocupaban principalmente una función militar de primer orden sin título oficial ni investidura real para aventurarse en la nueva región de los Andes.

			Cada uno de ellos encarnó el papel de un personaje bien logrado: Francisco, el del gobernador comedido; Hernando, el del jefe de guerra brutal; Gonzalo, el del capitán rebelde apreciado en las ciudades; Juan, el del hermano menor con un corazón de oro. La configuración resultaba demasiado bonita para ser real. La complicidad y el reparto de funciones eran obra de los hermanos, variando según los periodos, los lugares o los asuntos. Así, entre 1539 y 1540, Francisco concentró su acción en Lima y Trujillo de Perú, mientras que Hernando se encontraba en España justificando los tejemanejes del bando con el rey. Juan y Gonzalo supervisaban el gobierno de la provincia de Cuzco. Las exacciones cometidas por Hernando liberaron a Francisco del peso del ejercicio de la violencia, aunque no hizo gran cosa para prevenir los abusos de su hermano. La muerte prematura del joven Juan durante la toma de la fortaleza de Cuzco añadió un toque de heroísmo e inocencia a la gesta del clan. La insurrección de Gonzalo subrayó, vista con retrospectiva, la fidelidad a la corona de Francisco y Hernando. Muchos autores y biógrafos se entrenaron en ese juego de ponderación y balances de la acción de cada uno de los hermanos.

			Con todo y eso, cada uno tendía a actuar del modo más favorable a los intereses del grupo, apoderándose a su vez de su parte correspondiente. Tras el asesinato del gobernador, Gonzalo garantizó la tutela de los descendientes de su ilustre primogénito. Luego, Hernando se propuso reagrupar y controlar con tesón el conjunto de los bienes del clan, casando a su propia sobrina Francisca Pizarro75. No en vano podemos constatar que a la designación de Pizarro se le adosó rápidamente un aura de grandeza.

			Desde el gobernador hasta el más joven de los pajes, la banda se movía en un ambiente familiar, clientelar y señorial. La movilidad de sus miembros y la confianza en su acción individual cimentaban una sólida red transatlántica de circulación de información y de bienes. Las funciones comunes ocupadas en España por miembros de la familia eran aquí las de sus familiares y criados. En Lima, Juan de Barbarán era el preceptor de los hijos de Pizarro. Alcalde de Lima, natural de la provincia de Toledo, figuraba entre los caballeros durante el reparto de Cajamarca, donde recibió 362 marcos de plata y 8.860 pesos de oro. Aunque no era oriundo de Trujillo, encarnaba a la perfección el perfil de los seguidores fieles, es decir, era a un mismo tiempo compañero de armas, resorte del gobierno y servidor atento a las preocupaciones de la familia. A su regreso, el mayordomo de Gonzalo Pizarro, Alonso de Villacorta, garantizó brevemente la tutela de los hijos de Francisco.

			No obstante, esta tutela fue caótica. Gonzalo Pizarro utilizó los ingresos que le generaba para financiar su guerra. El rey intuía que el gobernador Vaca de Castro los había malversado en beneficio propio. Antonio de Ribera, a quien le correspondían, se entregó a muchas operaciones dudosas sin hacer ningún inventariado de bienes durante la salida de los hijos a España. En la cadena de servicios, familiares y obligados, los Pizarro empleaban por un tiempo indeterminado a profesionales especializados: desde el mozo de cuadra, el esbirro, hasta los pilotos o comandantes de navío, los notarios y secretarios, los abogados y mercaderes más acaudalados. De este modo, más allá del servicio puntual que ofrecían, un importante grupo de individuos, en ocasiones calificados de criados, trabajaba continuamente para los amos de Perú.

			Uno de los primeros hombres a cargo de los asuntos del clan fue Juan Cortés, quien figuraba en octava posición en la lista de repartimiento de Cajamarca, donde recibió 362 marcos de plata y 9.430 pesos de oro. Desde 1533, estaba de regreso a Trujillo. Hasta su muerte, acaecida en agosto de 1569, fue un miembro influyente de la ciudad de Extremadura, desde donde gestionó los asuntos familiares y financieros de Hernando Pizarro y su nueva esposa Francisca Pizarro. Durante años, se le remitió a él el dinero de la familia. En la documentación indiana, Juan Cortés aparece apenas como intermediario después de 1554. Una sarta de fieles mayordomos acompañó a los hermanos desde su llegada a Perú hasta la cárcel de Hernando en el castillo de La Mota, cerca de Valladolid. Martín Alonso, que se encontraba también en Cajamarca, volvió a España con Hernando en 1540 y le sirvió incluso después de 1561, tras su liberación. Los llamados Hernando Chacón, Francisco Durán o Diego Moreno siguieron en idéntica forma la gesta familiar y política de Pizarro.

			A veces, la noción de servicio se superponía a las relaciones privilegiadas del clan con los círculos eclesiásticos. Con la salida del mencionado Juan Cortés, Diego Martín, un clérigo natural de Santa Cruz, se convirtió en el principal administrador de las posesiones de la familia. Designado mayordomo mayor de Gonzalo Pizarro, el religioso no dejó huella de su existencia en España. Llegó a los Andes en mayo de 1544, con la flota del primer virrey Blasco Núñez Vela, para gestionar los asuntos de su amo. Durante la insurrección, sostuvo con eficacia sus esfuerzos bélicos76. Aprovechando las circunstancias, ocupó las funciones de un verdadero estadista como segundón de Pizarro. A pesar de ello, en una carta que le remite a este último el capitán Francisco de Carvajal, originario también de Trujillo, ironizaba sobre sus talentos: «El padre Diego Martín, de más de entender de la hacienda [...] entiende en las cosas del Estado [...]. ¿Que vuestra señoría no le hace obispo o arzobispo de alguna gran prelacía?»77. Podía ser una farsa el hecho de que un clérigo de tan baja extracción social pudiera acceder a la mitra. Los vínculos de los Pizarro con la Iglesia existían, aunque no hasta el punto de poder proveer obispados. Tras el fracaso de los insurgentes, Diego fue enviado de nuevo a España, lo cesaron de sus funciones sacerdotales y lo expropiaron de sus bienes en Trujillo y en Santa Cruz de la Sierra. Hernando, a quien le envió numerosas cartas desde su cárcel de Medina, recurrió también a sus servicios antes de enviar a un nuevo emisario en la persona de su mayordomo, Diego de Velázquez.

			Los Pizarro apreciaban a la orden de predicadores y a la de La Merced. En Perú, dotaron a sus conventos de limosnas y rentas, en particular, el de Cuzco. Allí, fray Gaspar de la Merced, comendador de la congregación durante la década de 1540, predicaba a favor del clan y decía sin falta una misa por la vida y la salud de Hernando Pizarro, el benefactor de la casa. Fue a un dominico, Tomás de San Martín, a quien Gonzalo despachó a Roma para solicitar el apoyo del papa, aunque el fraile se unió a las filas del comisario La Gasca en cuanto llegó a Panamá. Fray Gaspar fue juzgado por cómplice de la insurrección y enviado a Chile tras la victoria del comisario. Francisco Pizarro entabló relaciones privilegiadas con el padre Francisco Bobadilla, vicario provincial de la orden de La Merced en las Indias. No pudo negarse el acercamiento de los mercedarios al clan peruano.

			Desde la publicación de las Leyes Nuevas, los frailes de La Merced se opusieron a la aplicación de los artículos que preveían la expropiación de las encomiendas a los conventos, ateniéndose a las posiciones de Gonzalo Pizarro, quien solicitó al convento de Quito varias misas fundadas en los bienes de Francisco Pizarro, en memoria del difunto gobernador. La complicidad de los mercedarios con el clan fue tan poderosa que recolectaron fondos a favor del movimiento de Gonzalo. Fray Pedro Muñoz, convencido de que no había que andarse con dilaciones, llegó incluso a ofrecer sus servicios para eliminar a los detractores con sus propias manos. Una clara convergencia de intereses acercó el clan de los extremeños a los conventos de La Merced, entonces verdaderos resortes del movimiento.

			A falta de disponer de una auténtica corte principesca y de una administración colonial completa, los Pizarro forjaron una herramienta de gobierno original. Los hombres integrados al grupo escapaban al aislamiento sin remisión, al aislamiento al que les condenaba la exclusión de toda clientela. Aquella soledad les conminaba a hacerse soldados en la primera expedición que se organizara o bien a prestarse para el control de los indios al servicio de algún encomendero. El catálogo de los rebeldes de los años 1540 a 1580 rebosa de nombres de individuos que trabajaban en algún pueblo indio por la promesa de cobrar un centenar de pesos al año. Los principales mayordomos americanos, los encargados de la administración de las grandes encomiendas o minas, supervisaban el trabajo de miles de indios. Debían poseer todas las aptitudes necesarias, financieras, comerciales o judiciales. Si los salarios de los administradores peninsulares del clan oscilaban entre 5.000 y 1.000 ducados al año, los de los administradores peruanos de los Pizarro solían sobrepasar los mil pesos y a veces incluso alcanzar sumas colosales. Hubo sin embargo una encendida trifulca entre un miembro del clan y uno de esos criados prometedores. Así comenzó, en 1550, un largo pleito entre los Pizarro y el mayordomo Diego de Velázquez en relación con la administración de los asuntos indianos de la familia.

			Con vistas a prevenir las dificultades, los hermanos se afanaron en multiplicar los vínculos matrimoniales que unían a los miembros del clan, una práctica casi sistemática que intentaba compensar una extensión familiar ya de por sí limitada. La primera esposa de Francisco se casó en segundas nupcias con el fiel Francisco de Ampuero, que había ocupado hasta entonces todas las funciones útiles al servicio del grupo. Inés Muñoz, la esposa de Francisco Martín de Alcántara, hermanastro del gobernador, se casó de nuevo con Antonio de Ribera, antiguo criado de Hernando Pizarro. El compromiso familiar al servicio de la empresa colectiva fue casi una regla. Diego Martín, mayordomo del mismo Hernando, era sin duda el hijo de Catalina de la Cueva, que se encargó de Francisca Pizarro tras el asesinato de su padre Francisco. Diego de Velázquez actuó en Perú junto con su hermano Baltasar de Velázquez a expensas del clan. Más allá de los administradores de los asuntos privados, los simples criados representaban una numerosa hueste que pululaba por doquier para dar testimonio, intervenir en un proceso o una embestida. La eficacia de esa forma de gobierno fue de las más destacadas, ya que la insurrección de Gonzalo movilizó asimismo a miles de colonos. En el curso de la década de 1550, el afincamiento de los agentes pizarristas en los Andes seguía siendo lo suficientemente fuerte como para que pudieran enviarse importantes sumas de dinero por cuenta de la familia hasta Sevilla. Este dinero provenía en particular de la herencia de Gonzalo Pizarro, de la que ciertos bienes habían escapado a la total confiscación, así como de la explotación de varias minas de Hernando Pizarro.

			A las redes españolas se añadían también las alianzas indias. Desde época temprana, columbrando la fractura del mundo indiano, algunos se acercaron a los grupos que no habían apoyado el encumbramiento del Inca Atahualpa. Fue el caso de los cañaris, cuyo asentamiento se situaba al sur del actual Ecuador. Dando fe a lo que infieren diversas crónicas, estos indios despacharon varios emisarios a los conquistadores desde su desembarco en la región de Tumbes y luego los acompañaron hasta Cajamarca. Su presencia ulterior junto a los españoles es incuestionable. La autoridad de los jefes cañaris (curacas) fue apoyada por el gobierno de Pizarro. Varios de sus intérpretes tuvieron un rol judicial. En junio de 1540, fueron entregados en encomienda a Gonzalo Pizarro. El clan encontró también aliados selectivos entre los indios de la zona del ubérrimo valle de Huaylas, al norte de Perú. Estos apoyaron a los recién llegados desde los comienzos de la expedición contra Atahualpa. De esta forma, el fantoche inca Paullu, impuesto por los colonos, tenía una madre de la élite de los huaylas. El idilio entre colonos e indígenas no tuvo la misma duración a largo plazo. Al sur del mencionado valle, en la zona de Ruringuaylas, los repetidos malos tratos que infligía el encomendero Sebastián de Torres a los indios contribuyeron a distanciar a los curacas de los colonos.

			La fidelidad de ciertos miembros de las élites indias resultó intachable. Prueba de ello fue la de Paullu Inca, dotado con liberalidad y designado por Diego de Almagro en julio de 1537 en reemplazo del rebelde Manco Inca. Estos incas coloniales permitieron el mantenimiento de un poder indio ficticio. En el caso de Paullu, la adhesión fue más allá, en la medida en que se convirtió al catolicismo en 1543 adoptando el nombre de Cristóbal y arrastrando con él a numerosos indios y a buena parte de su familia. En la zona de Lima, en el momento de la fundación de la ciudad, los Pizarro recibieron el apoyo de varios curacas notables, sobre todo de uno llamado Taulichusco78. En 1555 y 1559, más de veinte años después, el hijo de este, don Gonzalo, curaca de Lima, introdujo dos solicitudes de mercedes a los españoles recordando así el respaldo que sus antecesores habían ofrecido a los conquistadores. La mayoría de los testimonios cuyos argumentos apoyaban la demanda de don Gonzalo provenía de indios, aunque tres eran españoles cercanos a Pizarro. El jefe anunciaba que los suyos habían ayudado sin reservas a los conquistadores en su empresa y después habían luchado contra los insurgentes en los ejércitos del rey. No cabía duda de que los testimonios presentaban una versión idílica de las relaciones entre indios y españoles, bastante conforme con lo que las autoridades querían oír. Aquellos evidenciaban los lazos entre Pizarro y los jefes autóctonos, demostrando así la capacidad de estos últimos de recurrir al marco institucional colonial para servir a sus propios intereses. Por lo tanto, los indios no fueron partidarios ni del rey ni de la conspiración; más bien, según viniera al caso, lo eran de uno o de otro.

			Las dos uniones sucesivas del gobernador Pizarro con los indios de la alta sociedad incaica llegaron a sacudir las conciencias. Primero fue doña Inés Huaylas, Inés Huaylas Ñusta o Inés Yupanqui, de nombre indio Quispezisa o Mama Quispe. Era hija del inca Huayna Cápac y de Contarguacho, una mujer de la alta sociedad del valle de Huaylas, en la zona de Ananguaylas. Todo parece indicar que se unió en matrimonio con Francisco a los 18 años de edad, entregada al conquistador por el Inca Atahualpa, del que era una de sus hermanas, sin duda como premio de alianza del prisionero con su vencedor. Las circunstancias y el sentido de esta unión permanecieron mucho tiempo en la sombra a pesar de las numerosas citas sobre doña Inés en las memorias de la época. Las tribus de la región de Ananguaylas participaron junto con los españoles en el sometimiento pizarrista de Lima, donde se rebeló Manco Inca en 1536. Pero esta primera unión duró poco. Doña Inés fue entregada en matrimonio a Francisco de Ampuero, un allegado del gobernador. De la unión de Inés con Francisco nacieron dos hijos mestizos, doña Francisca Pizarro Yupanqui (con quien se casará su tío Hernando Pizarro en España) y Gonzalo Pizarro Yupanqui. Su matrimonio con Francisco de Ampuero trajo al mundo a tres hijos, de modo que los vínculos de parentesco se multiplicaban entre los miembros del clan y los vástagos de la nobleza indiana.

			No sabemos con certeza si la segunda compañera del gobernador, doña Angelina Yupanqui, alias Añas Collke o Cuxirimay Ocllo antes de convertirse al catolicismo, era la hija del mismo Huayna Cápac o del Inca Atahualpa. Tampoco sabemos con seguridad si se la entregaron a Francisco Pizarro por compañera o si él la tomó por la fuerza. Hay que mencionar que el gobernador tuvo otros dos hijos con doña Angelina, don Francisco y don Juan, a quienes reconoció pero no consideró legítimos, tal como hizo con los hijos que tuvo con doña Inés. En 1544, tras la muerte del gobernador, el rebelde Gonzalo Pizarro casó a doña Angelina con uno de sus allegados, Juan de Betanzos. Esas uniones sin consagración y esos matrimonios en debida forma no sirvieron directamente para engrosar las filas de las tropas del gobernador o de su hijo menor rebelde. Las alianzas y negociaciones con los curacas supieron disponerlas con más eficacia. No obstante, eran ocasiones ideales para aumentar el grupo de parentesco que gravitaba en torno a los cuatro hermanos, probando con ello su inmersión en el mundo indiano. Este paso conllevaba la aparición de una sociedad mestiza dotada de su lógica interna y de intereses discordantes con los de la corona española y con los de la sociedad tradicional india.

			En 1534, cinco años después de haberlo solicitado al rey, Francisco Pizarro recibió finalmente el poder de conceder encomiendas. La capitulación de Toledo de 1529 legitimaba de antemano las conquistas del capitán. Le concedía títulos, beneficios y poderes que se consideraban necesarios para su asentamiento en Perú, pese a que no podía crear encomiendas. Era evidente que el extremeño había aprendido unas lecciones de las empresas de conquista anteriores. Al modo en que lo hizo Cortés, veló por hacerse con una propiedad inmensa cuyas lindes escapaban a la lógica del azar. Los repartimientos de indios ofrecidos con suma generosidad fueron distribuidos en un primer momento en depósito antes de recibir confirmación de la corona. Años más tarde, algunos seguían exentos de fundamento legal. A falta de poder atribuirse encomiendas en nombre propio, el gobernador lo hizo en nombre de sus esposas, sus hijos y múltiples miembros de su clan. Rafael Varón Gabai mostró a la perfección cómo Francisco y Hernando se apoderaron de las zonas más ricas en cada propiedad agrícola, pastoral y minera, con la idea de acumular más producciones. Velaron también por garantizar una cobertura territorial extensa y diversificada.

			Se entiende que la corona eligiera el emplazamiento del marquesado de Francisco Pizarro en España en una propiedad ridículamente reducida, pues estaba ya escarmentada de los tratos que hizo con Cortés en relación con la constitución de su marquesado en México. El término «vasallos», empleado en los documentos de la época, designa a veces a los indios de propiedades americanas del gobernador. En cambio, los indígenas residentes en las tierras andinas del marqués no podían ser considerados legalmente sus vasallos directos. Estaban bajo su custodia solo en el marco de la encomienda. No había allí ni jurisdicción ni administración del marquesado que escapara a la autoridad directa del rey, tal como ocurrió en las propiedades de Cortés, marqués del Valle de Oaxaca. Con todo, sería un error creer que los Pizarro no se habían hecho con Perú.

			Hay que estimar en más de sesenta mil los indios pecheros que integraban las encomiendas de los hermanos Pizarro en 1540. La de Chuquiabo (cercana al lago Titicaca), en manos de Francisco, reunía en una veintena de pueblos indios a más de diez mil aimaras. El conjunto de las encomiendas del gobernador sobrepasaba los treinta mil pecheros. Las de Hernando y Gonzalo rondaban los veinte mil indios. En definitiva, había que añadir los repartimientos de Juan Pizarro y Martín de Alcántara, el hermanastro del gobernador, para los que carecemos de cifras exactas. Las encomiendas de los cuatro hermanos se repartían desde el norte de Quito (Ecuador) hasta la región de Chichas, al sur de Potosí (Bolivia), es decir, sobre una extensión de más de 2.500 kilómetros. Las zonas del valle de Huaylas al norte de Lima, los alrededores de la capital, las sierras de Cuzco y el sur del lago Titicaca constituían las principales propiedades de asentamientos del gobernador. En las regiones mineras de La Plata, Porco y Potosí también tenía posesiones, aunque estos últimos territorios eran feudo de su hermano Hernando, que se aseguraba celosamente de explotar todas sus riquezas. Las propiedades de Gonzalo se hallaban más bien al oeste del Titicaca, así como en las zonas de La Plata, Potosí y Porco.

			Los repartimientos de Hernando y Gonzalo reunían a muchos pueblos con decenas de indios. Gonzalo recibía más de 800 esportones de coca de tres encomiendas situadas en torno a Cuzco. En la zona de Charcas, un grupo de indios le traía 5.000 fanegas de maíz (unos 250.000 litros), así como 500 talegas de coca y 48.000 pesos extraídos de las minas. Las riquísimas e indispensables plantaciones de maíz, de trigo y de coca, al igual que las estancias de ganado del clan, alimentaban las ventas de la empresa familiar y sustentaban a los indígenas contratados para el trabajo de las minas. Terrenos para construir, casas y palacios completaban el escenario.

			Todo estaba por tanto lejos de responder a una simple lógica de acumulación; más bien apuntaba a asegurar un control político y militar de Perú. La geografía de la insurrección de Gonzalo se apoyaba por doquier en las posesiones de los cuatro hermanos. Los pueblos indios servían de discretos lugares de reagrupamiento y de guarida para los que preparaban una embestida. Además, los ingresos de esas posesiones alcanzaban sumas destacadas. Según las tasas impuestas por La Gasca en 1549, las encomiendas de Hernando Pizarro con sus nueve mil indios proporcionaban un tributo de más de 30.000 pesos. Según parece, las de Gonzalo no daban menos, aunque las transmitidas por el gobernador a sus herederos debían de asegurarles probablemente considerables recursos superiores a los 100.000 pesos al año. De hecho, en varias ocasiones, Gonzalo intentó malversar los recursos para financiar su «Ejército de la Libertad».

			El asesinato del gobernador Francisco Pizarro a manos de los cómplices de Diego de Almagro el Joven marcó un periodo más de inestabilidad. Diego era el hijo mestizo de don Diego de Almagro, que había firmado un pacto de conquista de Perú con Pizarro. Pero el desorden tenía los días contados. No se prolongó más allá del periodo comprendido entre el mes de junio de 1541 (fecha del asesinato del gobernador) y la llegada del nuevo presidente de la audiencia de Lima en mayo de 1542, el licenciado Vaca de Castro. Recordamos que una vez proclamado gobernador de Perú por sus partidarios, Diego de Almagro el Joven fue rápidamente apartado por el enviado del rey durante la batalla de Chupas en 1542. La primera rebelión de un mestizo contra la corona de Castilla fue aplastada, de este modo, sin demora. Como sabemos, el pillaje de los bienes del gobernador difunto y sus hermanos no dejó a los nuevos amos apoderarse totalmente del capital del clan Pizarro. Por lo tanto, el insurgente Gonzalo Pizarro pudo conservar unos medios considerables, materiales y humanos, para alimentar su campaña política y militar.

			LA TRACA ANDINA

			En mayo de 1542, el nuevo presidente de la audiencia de Lima, Cristóbal Vaca de Castro, llegó a Perú para resolver los conflictos entre facciones rivales. Con su presencia, pudo desplazarse al clan Pizarro, ya que la elección del rey prevalecía sobre la concesión que se dio al conquistador de transmitir el mando a un heredero o un deudo, en caso de necesidad. De facto, Gonzalo Pizarro Yupanqui (hijo menor del conquistador) y Gonzalo Pizarro (hermano menor de este último) se encontraban alejados del poder. El clan de los Pizarro se reducía así con mucha rapidez. Del grupo de los cuatro hermanos, solo Gonzalo se quedó en las Indias. Juan, el más joven, halló la muerte poco después del 26 de mayo de 1536, a causa de una herida en la cabeza que le provocaron en la toma de la fortaleza de Sacsayhuamán. Como sabemos, Francisco murió en 1541 en Lima, en el asalto de los partidarios de Almagro contra su casa. Hernando, el mayor, fue arrestado y encarcelado en España en 1540. Solo el mayor de los dos hijos reconocidos por el gobernador difunto con Inés Huaylas seguía con vida. Los de Francisco y Angelina Añas Yupanqui (sobrina de Atahualpa) murieron pronto. Inés Pizarro, hija bastarda de Gonzalo Pizarro, era la única hija de los otros hermanos todavía con vida.

			Por decreto del 11 de marzo de 1550, el rey ordenó el regreso a España de todos los hijos de Francisco Pizarro, al igual que los de sus hermanos Juan y Gonzalo. No deja de ser significativo que todos los hijos vivos, legítimos o no, estuvieran afectados por la decisión, prueba del miedo a que el clan del gobernador difunto recobrara nuevas fuerzas. La incautación económica de los Pizarro de Perú no fue tan rápida. La misión del virrey y del presidente de la audiencia era sobre todo apartar definitivamente a los Pizarro del gobierno de aquella tierra.

			En 1544, ante la proclamación de las Leyes Nuevas, Blasco Núñez de Vela fue nombrado primer virrey de Perú. Llegó a Panamá en 1544. Recordemos que Francisco Tello de Sandoval fue enviado como visitador a Nueva España con el mismo fin. El virrey iba acompañado de los primeros oidores de la audiencia de Lima recientemente fundada, los mismos que se unieron en su momento a los rebeldes: Diego Vázquez de Cepeda, Pedro Ortiz de Zárate, Pablo de Lisón de Tejada y Juan Álvarez. El virrey destituyó al gobernador en funciones (Vaca de Castro) y mandó que lo juzgaran por insurrección. Dispuesto a hacer cumplir a rajatabla las órdenes de la corona, lo único que consiguió fue incitar a numerosos encomenderos a recurrir a Gonzalo Pizarro. La ciudad de Cuzco, capital oficial del virreinato, se convirtió en un polo de resistencia feroz a las autoridades. Los oidores se hicieron paulatinamente eco de las quejas de los colonos que estaban respaldados por los representantes de las ciudades. De este modo, tras su llegada a Panamá en agosto de 1546, la tarea del nuevo comisario y presidente La Gasca se presentaba sumamente delicada por el hecho de que tuvo que actuar como prisionero en una urdimbre de alianzas cuyos hilos se habían invertido.

			En un primer momento, entre el otoño de 1544 y la primavera de 1547, Pizarro reunió todos los votos y se hizo aparentemente con todas las victorias. A partir de mayo de 1544, fue capitán general y luego procurador general de Cuzco. A finales de junio, recibió cargos plenipotenciarios y el título de justicia mayor, lo que le permitió reunir un ejército con varios centenares de hombres. El virrey fue arrestado el 18 de enero de 1546, en la batalla de Iñaquito (cerca de Quito), mientras intentaba arremeter a los ataques de Gonzalo. Fue decapitado por orden del licenciado Benito Suárez de Carvajal, cuyo hermano también pereció bajo orden del virrey. La noticia del arresto y muerte del virrey en Quito levantó en España una oleada de pánico. En la primavera de 1545, varios oficiales que regresaban de las Indias informaron al príncipe del arresto del virrey y del proyecto de Pizarro de hacerse con Panamá para impedir el acceso a los Andes. El cronista Juan Cristóbal Calvete de Estrella, preceptor de los pajes del príncipe Felipe II, se hizo eco de la noticia. En la primavera de 1546, el capitán Centeno, que había movilizado tropas legalistas en la región de Charcas, fue destituido por los hombres de Carvajal y, más tarde, obligado a esconderse en la zona de Arequipa.

			Incapaz de enviar a todo un ejército tan lejos de la península, el Consejo decidió nombrar a un comisario capaz de poner en orden la situación. El licenciado Pedro de La Gasca, encargado hasta entonces de organizar la defensa del reino de Valencia de las incursiones turcas y francesas, parecía ser el hombre ideal79. En cambio, el inquisidor exigía poder tener tantos poderes que hubo de referírselo a Carlos V, por entonces en Alemania. Al final, el 16 de febrero de 1546, el emperador firmó la comisión de La Gasca, poco tiempo después de que el virrey fuera ejecutado en Perú.

			En la práctica, los rebeldes eran maestros de las armas, como prueban las cartas en las que el gobernador de Quito Benalcázar desaconsejó al virrey que entrara en batalla y relató su trágica ejecución por los rebeldes:

			Habiéndole derribado de su caballo y malherido [...] acudió el licenciado Carvajal [...] y mandó a un negro suyo que le cortase la cabeza, y acaso se halló allí un Sastre y dijo yo soy el que se la he de cortar porque me ha echado a perder y así se la cortó, y la entregó por la barba al dicho licenciado el cual la [...] llevó a Quito y llegado a la plaza en presencia de muchos, un capitán [...] le arrancó mucha parte de las barbas y dijo que las abría de llevar a presentar a las damas de Lima y luego [...]. Pedro de Puelles [...] la mandó tomar y hacer un agujero por la mejilla por donde le metieron una soga y con voz de pregonero que publicaba por tirano le mandó poner en la picota [...] pero Gonzalo Pizarro que acaso lo vio desde su casa mandó que la quitasen80.

			El virrey, que se había escapado de la isla donde estaba preso, recibió algunos refuerzos de España y organizó un ejército. Una vez arrestado, fue ejecutado sin el asentimiento de Pizarro, que se puso incluso luto por el virrey. Los cronistas apreciaron de varias formas las intenciones del caudillo. Los testimonios más directos, en cambio, indican sobre todo las reservas del mismo.

			Desde su llegada, las cosas no fueron fáciles para el virrey. En lugar de avalar su acción, los oidores Vázquez de Cepeda, Álvarez y Lisón de Tejeda se acercaron a los rebeldes. Cepeda prometió arrestar al virrey y hacerse con Pizarro antes de erigirse como única autoridad representativa de la corona. Durante un tiempo, cada uno de los componentes del partido regalista buscó una forma de alianza con Gonzalo Pizarro. Una forma de rebeldía dentro de la rebelión. Más tarde, en septiembre de 1544, el triunvirato de los magistrados, perpetrando un auténtico golpe de Estado, se hizo con el virrey antes de repartirse el poder81. Cepeda adoptó el codiciado título de gobernador, Ortiz de Zárate y Lisón de Tejada ejercían la justicia el tiempo en el que el virrey estuvo exiliado en una isla frente a la costa de Lima, de donde terminó huyendo, para su mayor desgracia. Los oidores se ampararon también en los argumentos de los rebeldes hostiles a las Leyes Nuevas hasta superar las exigencias de estos últimos, pues llegaron incluso a suspender por completo la aplicación de las medidas reales. El episodio fue breve. Esta absurda mezcla de churras con merinas no podía satisfacer a nadie. Aquellos meses de otoño de 1544 se sucedieron unos complots a favor y en contra de los partidarios de las diversas autoridades que pretendían gobernar el país. El capitán Jorge Robledo se apoderó de varios pueblos de la jurisdicción de Quito en ausencia del adelantado Benalcázar y destituyó a los oficiales reales antes de expoliar las arcas de la Hacienda. El gobernador no tardaría en arreglar cuentas con él.

			En septiembre de 1544, los partidarios de Pizarro aclamaron al caudillo en Huamanga como gobernador y libertador de Perú tratándolo de «Su Señoría». En una larga carta al rey redactada por los juristas del entorno del nuevo gobernador, la Representación de Huamanga, Gonzalo Pizarro justificaba el movimiento en curso y el respetuoso rechazo a las Leyes Nuevas. El gobernador hizo una entrada triunfal en Lima el 28 de octubre de 1544. El grandioso júbilo que se vivió durante algunos días, tiempo en el que se celebró el «Ejército de la Libertad» y a su jefe. Dos delegados del gobernador fueron despachados a España para solicitar a Su Majestad la revocación definitiva de las ordenanzas y tenerle informado de la situación del país. En el camino, el oidor Lisón de Tejada y Francisco Maldonado se enfrentaron a Pizarro. Tomaron ante todo la precaución de consignar en el registro de la audiencia que estaban obligados a aceptar la nominación del gobernador, un hecho que no olvidaron evocar ulteriormente durante su acusación. Así se imponía la creencia en un gobierno en crisis, transitorio y consensuado, entregado al único jefe capaz de retener las fuerzas centrífugas que amenazaban la cohesión de la tierra, aunque aquello fue tan solo un engaño que tardó algunas semanas en estallar en pedazos. El asiento del comisario La Gasca en Panamá, provisto con una procuración firmada por el mismo Carlos V, dejó muy atrás dicha creencia.

			En un segundo momento, entre la primavera de 1547 y la de 1548, Pizarro se quitó la máscara de la paz. Su régimen recibía ataques por todas partes. Con su llegada a Lima, la audiencia cesó de reunirse. El nuevo gobernador ejercía todos los poderes con el apoyo de un consejo de allegados, compuesto de letrados y capitanes: Suárez de Carvajal, García de León y Rodrigo Niño, al igual que Francisco de Carvajal y Pedro Puelles. Las innombrables exacciones de los capitanes no eran algo nuevo. Sus víctimas no habían muerto en el campo de batalla. Sucumbían a los asaltos criminales que pretendían apoderarse de las armas, el dinero o, simplemente, intimidar a los opositores. Tampoco faltaban los crímenes arbitrarios en el catálogo de algunos capitanes legalistas. Estas prácticas, sobradamente denunciadas, traicionaban con toda su crueldad los ideales caballerescos que tanto estimaban los capitanes de la época.

			El maestre de campo Francisco de Carvajal, apodado «el carnicero de los Andes», fue el instrumento privilegiado del terror que se abatió sobre los oponentes. La víspera de la entrada de Pizarro en Lima mandó ahorcar a varios de estos enemigos. En Quito o en Cuzco, durante cada uno de sus desplazamientos, Carvajal utilizó indiscriminadamente la horca para atemperar las efusiones legalistas. Izaba las cabezas de sus enemigos decapitados a modo de trofeos, como la de Lope de Mendoza o Cotabamba. Burlarse de los vencidos jugando a los bolos con los cráneos hizo que probablemente aumentara el número de adeptos que se hallaban indecisos. Recordemos que eso fue lo que le reservó el destino al virrey Núñez de Vela. En varias ocasiones fracasaron las tentativas por liberarse del reitre, saldándose con un centenar de ejecuciones, a las que se añadían los heridos y los muertos por los esbirros del capitán en batallas campales.

			Carvajal no fue el único en entrenarse en esta práctica del terror para someter a las ciudades. Citemos a Hernando Bachicao, comandante de nao al servicio de Pizarro, que, durante una expedición a Panamá, mandó apresar a varios de sus homólogos para recordarle al celador de los Andes que él tenía Lima en perspectiva. En su ruta hacia Perú, siguió cometiendo abusos. A principios de 1547, el lugarteniente Alonso de Hinojosa mandó ejecutar a Diego Pérez Becerra y a un tal Valenzuela, acusados de querer amotinarse con Cuzco82. Todos los medios eran buenos para acallar las resistencias. De cualquier manera, las victorias que se apoyaban en estos procedimientos aterradores no fueron suficientes para canalizar las defecciones que redujeron las fuerzas pizarristas. 

			Los legalistas se serenaron en la primavera de 1547. En la zona de Cuzco, la armada de Diego Centeno retomó las hostilidades hasta ocupar la ciudad hasta entonces fiel al rey. Pizarro perdió a la sazón a varios de sus capitanes (Antonio Robles y Lucas Martín), ambos ejecutados y encarcelados por Centeno. Aunque acabaron con él en octubre de 1547 en Huarima, sus tropas prosiguieron el combate con el apoyo del comisario real. A su llegada a Panamá en julio de 1546, el presidente La Gasca se unió a los capitanes pizarristas. En la primavera de 1547, varios de ellos, que vinieron a su encuentro en Panamá, mudaron de parecer. El lugarteniente de Pizarro Lorenzo de Aldana y el comandante Pedro de Hinojosa negociaron en secreto sus alistamientos y los de sus ejércitos. La Gasca publicó un indulto general a favor de los rebeldes, antes de integrarlos de nuevo públicamente al servicio del rey. Ambos se convirtieron en los principales comandantes de las tropas reales. Otros siguieron de momento su estela83. Las ciudades también volvieron al amparo del rey. El comisario embarcó hacia Perú el 10 de abril de 1547. En Lima, muchos capitanes huyeron de la ciudad en cuanto oyeron la noticia de la llegada de La Gasca.

			Las cartas del mariscal de campo Alonso de Alvarado y las del presidente La Gasca se complacían recreando las circunstancias de los alistamientos como una señal de la unanimidad legalista de la colonia: un Perú fiel y profundamente regalista. Desde finales del año 1547, el mariscal de campo insistió en el ceremonial improvisado por La Gasca para entregar sus banderas a los capitanes rebeldes unidos al partido del rey:

			Hinojosa tenía [buena intención] [...] se fue a su casa [de La Gasca] y [...] envió a llamar al dicho capitán Hernández Mexía [...] [e] Hinojosa se declaró con él y después, juntamente con el capitán Lorenzo de Aldana, fue al presidente y se ofreció como todos los demás al servicio de su majestad [...] [e] hicieron pleito homenaje de servir a su majestad y de tener secreto aquel negocio [...] y les dio sus banderas84.

			En 1568, Diego Fernández, que fue notario en Los Reyes, copió de nuevo, casi palabra por palabra, el memorial de Alvarado en su crónica de los acontecimientos de Perú. Es imposible dudar de los sentimientos regalistas que incitaban a la mayoría de los capitanes. En cambio, los relatos silenciaban que los alistamientos fueron negociados con acrimonia entre el comisario y los traidores de Pizarro. La ambigüedad política sobre la que se asentaba la insurrección se hacía cada vez más insoportable. Mientras que Pizarro gobernaba en nombre de Su Majestad Carlos V, los partidarios del rey fueron cruelmente perseguidos. Las exacciones y los crímenes estaban muy lejos de ser un asunto que afectara solo a las tropas del virrey o del presidente de la audiencia.

			En varias de estas cartas al rey, escritas en el verano de 1547, el obispo de Tierra Firme, fray Pablo de Torres, confesó así el delito de opinión que costó la vida a muchos españoles:

			Quito y toda la costa del Mar del Sur estaba ya por el rey de esta manera: andando ciertas mujeres [...] diciendo ¡Viva Pizarro!, otra mujer, que lo había sido del capitán Sarmiento, respondió ¡Viva el Rey! Pedro de Puelles, que a la sazón se hallaba en aquella ciudad por Gonzalo Pizarro con 400 hombres, la hizo ahorcar y estar colgada de la horca dos días85.

			Se había producido la ruptura entre el gobernador y las ciudades: los que se manifestaban a favor del rey ya no podían llamarse partidarios de Pizarro contra el virrey o el presidente de la audiencia.

			La legitimidad de un gobierno urbano fundada en el principio de la conquista que apuntaba a proteger el país contra los abusos de la administración real resultó ser una ficción jurídica. La Gasca sobornó a numerosos soldados con grandes sumas recurriendo a las arcas reales. Recibió el apoyo del gobernador militar de Quito, Sebastián de Benalcázar, y el de Pedro de Valdivia, que, habiendo llegado de Chile, recibió órdenes formales del presidente para que regresara. El capitán Pedro Ramírez de Quiñones trajo tropas de Guatemala. Las autoridades de Nueva España le enviaron refuerzos y armas. La victoria final de La Gasca fue posible por su hábil uso de los amplios poderes que la comisión real le confirió. Pese a que minimizó el aporte exterior y los gastos que dedicó el fisco a luchar contra los rebeldes, contó con las contribuciones personales y familiares, que alimentarán durante decenios las peticiones de méritos presentadas a la corona.

			El 9 de abril de 1548, a algunas leguas de Cuzco, en el campo de batalla de Xaquixaguana, las fuerzas legalistas se hicieron con Gonzalo Pizarro y de cuanto quedaba de sus armas. Los rebeldes no fueron atacados por sorpresa. Durante varias semanas, corredores y centinelas atravesaron el campo en todas las direcciones intentando vaticinar las intenciones del enemigo en una carrera de solapada inteligencia. La aparición de La Gasca en Perú y los avatares de su periplo militar hacia Cuzco deleitaron a cronistas como Diego Fernández. Solo los vencedores hicieron la historia de la batalla. La documentación judicial encubría a veces la versión de los vencidos. La ausencia de una verdadera instrucción del proceso de los insurgentes nos ha privado de una fuente primordial para establecer los hechos con precisión. Garcilaso de la Vega, el más pizarrista de los cronistas, pone tan solo algunas palabras justificativas en la boca de Pizarro, poco antes de su captura: «En quererla gobernar como Su Majestad lo había dicho, no pensé que erraba»86. En verdad, el caso fue tratado como si el gobernador hubiera podido transmitir su autoridad a uno de sus herederos. En cambio, su hermano menor no podía ignorar que esta cláusula no tenía efecto después del nombramiento del rey de un gobernador y un virrey. El argumento ridículo que lanzó Gonzalo Pizarro para reclamar la herencia de su hermano no tenía sentido más que en la crónica.

			Las fuerzas de La Gasca tenían ventaja. Los obispos, presentes durante la batalla, se unieron al bando del presidente, cuyas filas se habían llenado de religiosos, pero los rebeldes podían temer legítimamente perder la benevolencia de la Iglesia y el beneficio de la absolución. Para los que respondieron al indulto general del presidente, el alistamiento de último momento fue tomando un cariz redentor. Según el mariscal Alvarado, había dos mil hombres en el campo legalista frente a los mil partidarios del gobernador, una cifra sin duda bastante justa. Al contrario de lo que proclamaban algunas afirmaciones, la artillería estuvo en funcionamiento en los dos bandos. Lo cierto es que Pizarro no podía contar a sus hombres que eran héroes. Sus principales capitanes se habían unido a La Gasca. Sin embargo, el elevado número de los que fueron condenados posteriormente por traición deja claras dudas sobre la idea de la deserción completa en el campo de los insurgentes. Los testimonios de Alvarado y de los cronistas que retomaron su versión de la jornada se inclinaban a acreditar la tesis contraria. Una vez más, el relato de los legalistas tendía a aminorar la importancia de la resistencia que se encontró al final.

			Era tiempo de solucionar el conflicto y condenar a los insurgentes, siguiendo un procedimiento expeditivo. El presidente La Gasca había sido investido de todos los poderes. Sin embargo, la situación ante la que se hallaba era totalmente nueva, ya que el número potencial de los que podían ser inculpados se elevaba a casi un millar de individuos. Sus cartas al rey no ofrecían el detalle de las justificaciones evocadas para conceder el perdón a unos y condenar a otros. Evocaban exclusivamente los principios generales de su gobierno, esbozando de paso el elogio de los alistados de renombre y denunciando a los individuos más implicados. Con ello, el comisario, al igual que la audiencia y el rey, no respondían punto por punto al argumento de la desobediencia elaborado por los rebeldes a lo largo de cuatro años de insurrección.

			DOCTRINA Y DEFENSA DEL MOVIMIENTO

			El movimiento pizarrista estuvo particularmente bien provisto de turiferarios de la rebelión. Bajo forma de cartas, de quejas al rey, de relatos o de tratados de derecho, su producción dio forma a un conjunto doctrinal heteróclito sin parangón. Era un auténtico testimonio de que el derecho común de la época ofrecía a los rebeldes algún recurso para justificar su resistencia a aceptar las decisiones dadas por el rey. La práctica de la atención directa a Su Majestad y una forma de oposición legítima a la aplicación de la ley eran los fundamentos para justificar la movilización pizarrista. Todo valía para negar la acusación de desobediencia. Más allá de eso, los letrados de la liga no requerían de una perspicacia excesiva para encontrar en los libros de derecho y de historia universal justificaciones para la oposición armada a las decisiones peninsulares. Sus defensores representaban toda la gama posible de partidarios al movimiento.

			La jerarquía eclesiástica no se comprometió con los conspiradores. Sin embargo, según el obispo de Quito, que dejó columbrar su condescendencia respecto al movimiento, la aplicación de las Leyes Nuevas provocaría el regreso de los indios a la idolatría. En cuanto al arzobispo de Lima, Jerónimo de Loaysa (natural de Trujillo de España y hermano del cardenal-presidente del Consejo de Indias del mismo nombre) hizo de intermediario entre el virrey Núñez Vela y los exaltados conspiradores antes de unirse a las tropas de La Gasca. El obispo de Quito, Garci Díaz Arias, que fue capellán del marqués Francisco Pizarro, permaneció del lado de los insurgentes hasta 1547. Entre el clero secular, el capellán de Pizarro, Juan Coronel, se mostró especialmente entusiasta redactando para la causa el tratado De Bello justo con ayuda del dominico Luis de la Magdalena. La obra, hoy en paradero desconocido, se apoyaba en las Sagradas Escrituras y en el derecho canónico con la idea de defender la legitimidad de la resistencia y el derecho a hacer la guerra al comisario del rey. Coronel fue cesado seis años y condenado a permanecer con la soga al cuello, la cabeza al descubierto y un cirio en la mano durante una misa celebrada en la iglesia de La Merced de Lima, donde recibió numerosos varazos. Se fue luego a Panamá antes de ser de nuevo arrestado en México en 1556 y enviado a Castilla. En 1565, los conspiradores del complot de Martín Cortés esperaban el regreso del clérigo, aunque nos es imposible confirmar que pudo volver a Nueva España.

			Otros, como el clérigo Juan de Sosa o Diego Martín, siguieron un itinerario idéntico87. Dominicos, franciscanos y mercedarios fueron ampliamente recompensados con encomiendas durante el periodo de la conquista, recursos de los que en principio les privaba la aplicación de las Leyes Nuevas. No es sorprendente, pues, que haya habido tantos religiosos proselitistas de la insurrección. El fraile Pedro Muñoz predicaba que no era cristiano recuperar las encomiendas de las órdenes para dárselas a la Hacienda Real, lo que hacía lícita la resistencia armada contra las ordenanzas reales. Se atrevió a espiar a las tropas de La Gasca y a ponerlas a favor de Pizarro. Esta actividad de inteligencia le costó el exilio a España, donde se halló en 1551, arrestado en un convento de Valladolid. Su cómplice, fray Gonzalo de Benavides, muy activo durante los combates, vilipendiaba también a los obispos y al rey. Fue condenado a la clausura perpetua, así como a varios castigos corporales que le infligieron en Cuzco. Otros letrados como García de León, secretario de Pizarro, sirvieron asimismo al rebelde con más o menos dicha88.

			El alistamiento de los oidores no fue en absoluto un caso aislado, sino que su adhesión reforzó el séquito de los corifeos que actuaban como guardia intelectual y judicial de la coalición. El juez Diego Vázquez de Cepeda aseguraba que la empresa de Pizarro era justa tanto desde el punto de vista del derecho natural como del divino. Desde muy pronto, se arrimó al clan del gobernador. A su llegada a Lima, fue alojado en casa de doña María de Escobar (viuda del pizarrista Francisco de Chaves), donde a la sazón pudo confesar su simpatía por los rebeldes. Pizarro lo nombró lugarteniente general y justicia mayor de Perú, lo que significaba entregarle directamente las llaves del gobierno. A principios del año 1547, Cepeda decidió encausar al presidente La Gasca, a quien inculpaba de haberse mofado del derecho natural apuntalando su ataque con ejemplos extraídos de la historia romana. Pese a los apoyos de los licenciados Suárez de Carvajal, Vélez de Guevara y Polo de Ondegardo, la sentencia que condenaba al presidente comisario fue firmada tan solo por Cepeda. La falta de otros testimonios en este sentido terminó por periclitar este extravagante proceso judicial.

			Por falta de imaginación, en algunas situaciones, el oidor intentó sobornar al médico de La Gasca, el licenciado Gamboa, para que le administrara un veneno a cambio de 3.000 pesos. Para eliminar toda resistencia, Vázquez pidió a Pizarro una autorización con la idea de eliminar a varias decenas de oponentes. Obligó incluso a los coaligados a prestar juramento de fidelidad al nuevo gobernador y capitán general. Como hombre de leyes que era, el letrado ocupaba el cargo de capitán de caballería de las tropas coaligadas. A pesar de llevar coraza y espada, su implicación le costó una profunda cuchillada (se la dieron los compañeros de Diego Centeno en 1547) que le cruzó la cara en dos, rajándole la nariz por la mitad. Según la línea de conducta del presidente La Gasca, un acto como este merecía un esfuerzo por unirse al oidor que pudiera sentirse atraído por la idea de querer recuperar todo su protagonismo. Por los testimonios a favor de este estridente personaje, su acuerdo con Pizarro se rompió rápidamente. A sabiendas de que arriesgaba su vida, consiguió alejarse del estandarte del caudillo para unirse a La Gasca, a quien imploró clemencia. En su confesión, el arrepentido negó haber usado la historia romana para legitimar el movimiento de Pizarro y haber pretendido que la corona de Castilla se erigiera sobre una tiranía bien aderezada.

			Según una orden de La Gasca del 4 de septiembre de 1549, fue enviado a la península y encarcelado en Valladolid, donde tuvo que responder por un centenar de acusaciones. Su proceso se basaba en la inculpación política y en el balance de su puesto de oidor, el juicio de residencia al que estaban sometidos, en principio, todos los oficiales reales. Según el cronista Gutiérrez de Santa Clara, fue envenenado en la cárcel por orden de sus allegados temiendo que la infamia de los crímenes del traidor recayera sobre ellos.

			Los rebeldes subrayaban que el ejercicio del poder real necesitaba legitimación y que la libertad de expresión de los súbditos de la corona era perfectamente lícita. Así, retomaban con cierto margen los principios del derecho romano consignado, en parte, en el corpus español de las Siete Partidas. Lo que afecta a todos los individuos había de ser aprobado por todos: quod omnes tangit, ab omnibus debet approbari. Ese fue uno de los preceptos más enarbolados de los conspiradores. El licenciado García de León redactó una quincena de páginas de una carta de Gonzalo al rey, remitida sin fecha a la península en el mes de septiembre de 1544. Auténtico manifiesto del movimiento, la mencionada Representación de Huamanga apuntaba a justificar ante Su Majestad el respetuoso rechazo de las Leyes Nuevas y la elección que hicieron las ciudades del capitán como nuevo gobernador: «Por virtud del poder que de las dichas ciudades y villas tengo [...] digo que a mi noticia [...] es venido que por vuestra alteza [...] se hicieron y ordenaron ciertas leyes y ordenanzas reales tocantes a estos reinos sin estar presente a ellas los procuradores dellos»89. El corolario de esta petición se plasmaba en la distinción entre obediencia y aplicación de las ordenanzas reales, lo que una fórmula común del derecho español, entre el proverbio y la cantinela, resumía en algunas palabras: «se obedece pero no se cumple» o bien «se acata pero no se cumple». Negarse a la ejecución de la ley fue algo explícitamente proclamado por los insurgentes a modo de derecho imprescriptible. La resistencia era compatible con el servicio al rey. No consistía en desobedecer sino en denunciar las malas leyes. En una carta a Núñez Vela, fechada en agosto de 1544, Pizarro y sus letrados protestaron contra el virrey por desoír sus quejas. Pedían el regreso de Vela a la península.

			Es cierto que los cronistas pusieron a veces en boca de los rebeldes la expresión del recurso legítimo a la violencia contra las medidas inicuas tomadas por el rey. Por lo general, el recurso a las armas no iba acompañado de tantas explicaciones. Bastantes perífrasis y varias formas retóricas permitían con frecuencia edulcorar en los textos las relaciones de la colonia con la corona. En la Representación de Huamanga, Pizarro declaraba que el rey no podía deslucirse en el tema de las encomiendas a menos que fuera un monarca absoluto. De hecho, las Leyes Nuevas trataban la posible atribución de las mismas a cargo de los virreyes y gobernadores. Sea como fuere, tuvieron que suspender la aplicación de los textos.

			A los ojos de los colonos, la 30.ª orden de las Leyes Nuevas que abordaba estos aspectos marcaba una ruptura total con la línea que se había seguido hasta entonces. Su suspensión suponía un regreso a la política real que había prevalecido durante todo el periodo de la conquista. No obstante, varias ordenanzas posteriores a la suspensión de las Leyes Nuevas vinieron a recordar la prohibición de conceder encomiendas y pactar acuerdos con los caciques para asumir trabajos bajo el concepto de servicios personales. Los príncipes no podían faltar a su promesa. La expresión de este poderío absoluto inducía indefectiblemente a la tiranía.

			El abuso consistía en la ruptura de la confianza que sellaba las relaciones del monarca con sus súbditos. Aquello significaba atentar contra el derecho natural y el derecho de gentes:

			Vuestra alteza no pudo disponer lo contenido en esta ordenanza de derecho ordinario, ni lo pudo hacer mandar ejecutar si no es de poderío absoluto, porque [...] dio licencia al dicho marqués don Francisco Pizarro [...] se repartiesen los indios [...] a las personas que ansí los viniesen a conquistar [...] con cual confianza vinieron a lo hacer e lo han hecho90.

			El texto, siguiendo un razonamiento jurídico clásico y basado en el modelo hipotético-deductivo, representaba a un príncipe sometido al poder de la tiranía91. De cualquier modo, a diferencia del discurso de los insurgentes que los cronistas habían empleado, estas líneas solo permitieron imaginar que el monarca podía ser un tirano. El buen rey no desdeñaría oír con prontitud las quejas de sus súbditos. La retórica de los rebeldes ponía en valor la de los juristas del Consejo de Indias. Las Leyes Nuevas y su reactivación acabaron, pues, en una suerte de malentendido temporal entre el príncipe y sus fieles súbditos.

			La promoción de Gonzalo Pizarro exigía una sólida defensa del personaje y su acción personal. La destreza que tuvo el sedicioso para con el príncipe también tenía su mérito para el capitán designado como representante de las ciudades. Todo era válido para fundamentar esta nominación de raíces sospechosas a la espera de ser aceptada en la península. Al contrario de lo que hacían sus homólogos peninsulares, las ciudades de las Indias no tenían ninguna representación en las Cortes de Castilla. La elección de un representante era una forma de concretizar su derecho y su aspiración a ser oídas. A pesar de esto, tras la liquidación del marqués Francisco Pizarro a manos de los almagristas, la corona expuso claramente su voluntad de normalizar el gobierno del país. También es cierto que los oidores de Lima (Vázquez de Cepeda, el licenciado Álvarez y Lisón de Tejada) se acercaron muy pronto a los rebeldes. Recordemos que se hicieron con el virrey a mediados de septiembre de 1544, antes de repartirse el poder. Cepeda asumió por un tiempo el título de gobernador.

			El otoño de 1544 fue el escenario de una serie de imbricados complots que culminó con la nominación de Gonzalo Pizarro como gobernador. En una serie de acuerdos organizados el 20 y 23 de octubre, los representantes de las ciudades y los oidores se afiliaron al bando del «caudillo». Gobernaba en nombre del rey y prometía por medio del pleito homenaje entregar el poder a quien Su Majestad designara. Cuzco, Lima, Arequipa, Piura, Trujillo, Huánuco, La Plata, Huamanga, Quito y Puertoviejo ratificaron su apoyo a Pizarro. Por su parte, los oidores redactaron un texto de investidura del nuevo gobernador firmado sobre todo por Vázquez de Cepeda, Lisón de Tejada y Ortiz de Zárate. Estos denunciaron luego el texto y afirmaron haberlo firmado bajo presión. Regidores y oidores se arrogaron entonces una prerrogativa de la que en realidad estaban exentos. Es cierto también que el maestre de campo Francisco de Carvajal ahorcó por la noche a varios oponentes (Pedro de Barco, Juan de Saavedra y Machín de Florencia) mientras que el virrey permanecía encerrado por orden de los oidores.

			Las lógicas de la nominación real, por un lado, y las tretas del capitán, por otro, eran claramente contradictorias. Los conspiradores debían dar una explicación general lo más convincente posible. Los capitanes de Pizarro se jactaban de considerar que el apoyo de los oidores ofrecía mayor legitimidad al movimiento. Al contrario, La Gasca expresó de inmediato la ausencia de fundamentos legales del gobierno de Pizarro, pues recurrió a la fuerza. La nominación de un virrey en la península excluía que pudiera instaurarse a un nuevo gobernador. La audiencia tenía toda la autoridad posible para controlar el gobierno del país, si así fuera necesario. Sin duda, Pizarro esperaba que la corona hiciera un amago de aquiescencia ante sus iniciativas. Por ello, despachó a la península al regidor de Cuzco Francisco Maldonado, en compañía del oidor Lisón de Tejada. El usurpador declaró querer servir al rey y estar dispuesto a conformarse con todo lo que Su Majestad ordenara. Carlos V expresó su más profundo descontento, aunque no se decidió a zanjar el asunto. Dejar sembrar la duda sobre el futuro que le tendría reservado a Pizarro era el mejor medio para permitir a La Gasca retomar las riendas del poder. Corría el rumor de que Pizarro podría asumir el título de gobernador.

			En la realidad, Gonzalo recurrió a argumentos complementarios. A su hermano Francisco le habían entregado una carta del rey que le autorizaba, en caso de necesidad, a transmitir su función de gobernador a su hijo o a cualquier otro miembro de su familia. En un primer testamento, el marqués ordenó que su hijo le sucediera. Luego, en un codicilo conocido como «minuta enmendada» y fechado en 1539, sugirió que su hermano Gonzalo administrara temporalmente el país tras su muerte. En 1544, las circunstancias se correspondían bastante poco con lo que la corona imaginó en 1534. Sin embargo, en el círculo del capitán no faltaban aduladores para alabar esta ilusión sucesoria. El dominico Agustín de Zúñiga proclamaba bien alto que Gonzalo tenía más derechos a heredar la tierra que el mismo rey de Castilla. Gracias a una información secreta, Diego Hurtado de Mendoza, embajador español en la Santa Sede, previno a la península de aquel proyecto del sedicioso capitán de casarse con su sobrina doña Francisca Pizarro Yupanqui, un matrimonio que justificaba la petición de Gonzalo Pizarro de una dispensa pontifical. Una alianza con una descendiente del inca, tan temida por el Consejo de Indias, solo servía para reforzar las pretensiones del rebelde. Dar mayor lustre personal a sus pretensiones no bastaba para establecer una concepción política general que legitimara el poder del gobernador. Los juristas de su círculo personal trabajaban por alimentar la contestataria doctrina de los rebeldes.

			Estos debían justificar un gobierno que residiera sobre bases diferentes a las de la península. El derecho ancestral de la conquista y primera colonización se convirtió en el argumento más empleado en la defensa del movimiento. Los testigos de los diferentes procesos decían hasta la saciedad que esta idea era la más extendida. Los letrados la popularizaron juzgando que el derecho natural y el divino estaban del lado de Pizarro. Conquistaron Perú sin ninguna ayuda, sometiendo a los indios, que no sabían nada de Dios ni del rey de Castilla. En muchas cartas a Pizarro, La Gasca recordaba que el papa había donado la autoridad espiritual de las Indias al rey de Castilla y que solo él tenía el poder de delegar el ejercicio de la autoridad política. De hecho, a pesar de las recusaciones del presidente, el argumento del derecho de conquista y de primera ocupación se mantuvo en vigor a lo largo del siglo. Durante el complot de Martín Cortés de 1565, los conspiradores se aferraron a la misma justificación. En 1585, el mestizo Miguel de Benalcázar pretendió gobernar la región de Quito y proclamarse rey alegando que su padre había conquistado la zona de Popayán. A pesar de ello, todos los candidatos de la insurrección no tuvieron la posibilidad de emplear tales argumentos.

			La defensa de la estabilidad de un reino podía legitimar perfectamente la embestida de un simple capitán. Como el momento parecía favorable, el pecado original del movimiento se transformaría pronto en pecado venial. Al menos, eso es lo que contemplaban los candidatos a la insurrección, aún más cuando se acudía a la historia para salvar a la política. El oidor Vázquez de Cepeda, que se unió a la liga, pregonaba que los reyes de Castilla habían asentado su poder en una antigua tiranía. Le leía a Pizarro la Historia imperial y Cesárea, la historia romana de Pero Mexía. El hijo del autor, llamado Hernán Mexía de Guzmán, ingresó en la tropa de la liga. La obra relataba la gesta de Escipión el Africano y la de Pompeyo. Personajes como Julio César o Diógenes de Siracusa (que gobernó Sicilia con mano férrea) eran algunas de las referencias elegidas por los letrados de la liga. Según el caso, estos ejemplos podían utilizarse a favor de Pizarro o contra el virrey. Existía una fuerte convicción mayoritaria de que en el germen de la política latía una violencia fundadora acicalada posteriormente con la grandeza y la pureza necesarias para asentar la autoridad de los soberanos. La rebelión de Pizarro sería el pecado venial del reino de la Libertad.

			Un ejercicio moderado del poder acreditaba la seriedad del gobernador en su función. Asumió la autoridad de su título en todos los estancos del poder y tuvo cuidado de no abusar de las ventajas que le daba su cargo. La administración de la justicia siguió quedando en manos de los oidores, aunque él ejerció todas las prerrogativas políticas y militares: la nominación de los cargos municipales, la asignación de encomiendas o la protección de los indígenas. En una carta del 20 de julio de 1547 al rey, alabó su propia política. Sin desdeñar la seriedad de su gobierno, la corona impetuosa se interesó sobre todo en su gestión financiera. El capitán parecía menos convencido desde este punto de vista, ya que disponía ilegalmente de 230.000 pesos procedentes de las arcas reales. Este último punto representaba la piedra de toque del juicio de la corona sobre la eficacia de los administradores. Vaca de Castro había recaudado todo el dinero posible para el rey. Núñez Vela había despilfarrado esos mismos fondos para levantar un ejército improbable contra los rebeldes. Los conspiradores, por su parte, estaban convencidos de que la recuperación de los ingresos de la Hacienda Real era un medio poderoso de presión para que la corona eligiera la vía del compromiso.

			La creencia en el buen gobierno era aún más notable en lo referente a las persecuciones llevadas a cabo contra el virrey destituido. Los oidores, que pasaron de tres a dos, comisionaron a Gonzalo para conservar al virrey Núñez Vela y traérselo a Europa. Esa delegación pretendía preservar la paz y defender el bien público. En el otoño de 1546, se redactó un memorial con el objeto de explicar las campañas de Pizarro a causa de los desórdenes causados por el virrey. Actuando como un auténtico tirano, Vela rebasaba los límites legales: movilizó a unas tropas contra súbditos pacíficos, cometió numerosas malversaciones, desoyó a los oidores y rechazó toda idea de compartir el poder con ellos. Su cese hizo que todo volviera a estar en orden. Sea cual fuere el argumento, Pizarro le había fallado a Vela en su escolta hacia Castilla. El virrey, que había sido el primero en huir, fue decapitado el 18 de enero de 1546 tras la batalla de Iñaquito. Varias informaciones sucesivas (las de septiembre de 1544 y noviembre de 1546) intentaban difamarlo. Su deplorable ejercicio del poder se oponía en todos los aspectos al mando ilustrado de Pizarro. En cuanto a la autoridad de La Gasca, el licenciado Vázquez de Cepeda afirmaba que aquella no era suficiente para declarar la guerra a los colonos por el hecho de que fue asignado a su puesto mientras el virrey ocupaba aún su cargo. Este tosco revestimiento jurídico no bastó para olvidar la ejecución sin precedentes de un virrey de las Indias.

			Es bien sabido que las Leyes Nuevas fueron esencialmente suspendidas por una orden del 20 de octubre de 1545. Aquello indujo a La Gasca a escribirle a Pizarro que cada una de las partes debía entregarle a la otra lo que le debía. El rey le había entregado a los colonos lo que exigían y estos, a su vez, habían de entregarle al rey lo que le pertenecía, es decir, la obediencia de sus súbditos. Esta temática de la reciprocidad y la obligación de obediencia se enfundaba en un discurso edificante sobre la grandeza del emperador que había sometido a Solimán y al rey de Francia. La reciprocidad de fachada se revestía de los argumentos más disuasivos posible. La abrogación de las Leyes Nuevas estaba, pues, muy lejos de ser el único objetivo de los conspiradores. De manera general, los colonos de la primera época estaban dispuestos a devolverles a los oficiales del rey las acusaciones proferidas en su contra. En su boca, quedaba ya muy lejos el sabor nostálgico de una España remota. La idea, tantas veces expresada, afloraba con los signos de una vida y una política más autónomas.

			Así, el gobernador Benalcázar, conquistador famoso y fundador de Quito, imaginaba un gobierno en manos de hombres de Perú, conquistadores y españoles nativos de Indias:

			Vuestra Majestad sepa que los jueces que a estos reynos nos provee no tienen cuidado de hacer justicia [...] vienen tan ambiciosos y codiciosos por faltarles la experiencia de las cosas destas partes que parece sería VM más servido que mandar proveer a cada reyno sus naturales, a estos hombres de las Indias como en España se proveen españoles92.

			Esa era una de las divergencias de los colonos de Indias con los oficiales reales: el conocimiento del país y los méritos distinguían a los españoles de Indias; la ignorancia y el oportunismo, a los letrados que acababan de llegar de la península. La ruptura definitiva con la metrópoli implicaba, en cambio, la imposición de medidas más radicales.

			Religiosos, letrados y capitanes del entorno de Pizarro se obstinaban en coronar al caudillo. Todas las gestiones emprendidas en ese sentido terminaron en agua de borrajas. Como las circunstancias parecían favorables, Pizarro tardó en colocarse la corona, lo que los émulos de Nueva España juzgarán como un grandísimo error político. Su propia historia de hermano menor e hijo natural no le ayudó sin duda a convencerle de proclamarse a sí mismo príncipe de los Andes. Pese a algunos detalles épicos, el movimiento carecía de la sacralidad y la grandeza que solo le habría concedido la dignidad real.

			Los juristas españoles, como Francisco de Vitoria, defendieron las ideas de la corriente teocrática medieval que hacía del papa el Dominus Orbis, el único que podía apartar a Pizarro de la obediencia al rey de Castilla. El corpus castellano de las Siete Partidas afirmaba que el pontífice podía conceder la soberanía de un territorio en la medida en que los ámbitos implicados no dependían de la autoridad de ningún monarca cristiano. En cambio, por medio de una serie de bulas, Roma le había confiado al rey de Castilla el cuidado de los territorios situados al oeste y al sur de un meridiano localizado a 100 leguas de las Azores y de Cabo Verde, así como el patronato real de las Indias, es decir, la administración y las nominaciones de la Iglesia de los nuevos territorios93. La bula Universalis Ecclesiæ de 1508 precisaba «que no se permita a ninguno ignorar esta hoja de nuestra bula ni oponerse a ella de cualquier manera temeraria», lo que excluía toda contestación y a fortiori todo cambio de soberanía. El fraile franciscano Joost de Rijcke, muy activo entre los religiosos cercanos a Pizarro, incitó en cambio al licenciado Vázquez de Cepeda a recurrir a la Santa Sede para que los súbditos de Perú fueran liberados de la soberanía del rey de Castilla. Una delegación presentaría al pontífice la demanda de investidura que hizo Gonzalo Pizarro al nuevo reino, acompañándola de una oferta considerable de dinero. Perú sería entregado al caudillo como vasallo del papa. El jurista Sebastián de Los Ríos, encargado de esta misión en Roma, fue arrestado en Quito. En el invierno de 1546-1547, una segunda expedición compuesta por el teólogo dominico Tomás de San Martín y el obispo de Santa Marta, fray Martín de Calatayud, avanzó hacia Panamá. Una vez llegados al istmo, se unieron sin dudarlo un instante al presidente La Gasca. Faltaba mucho para que Paulo III, bien avenido con Carlos V, se inclinara por la candidatura utópica de Gonzalo Pizarro. A contrario, la soldadesca y los propagandistas del movimiento cantaban las alabanzas de aquel al que estaban dispuestos a coronar sin respetar ningún tipo de ceremonia.

			El mercedario Pedro de Muñoz y el clérigo Pedro Albarán aseguraban que hasta Dios concedía sus mercedes a Pizarro. El muy sanguinario maestre de campo Francisco López Gascón (alias Francisco de Carvajal) lo empujaba continuamente a hacerse con la corona de rey de Perú, recordando que los monarcas castellanos fueron retados en su momento con éxito por varios señores locales. Sancho Garcés pudo de esta manera constituir el reino de Pamplona en el 905, en detrimento del rey Alfonso III el Magnánimo. Asimismo en 1384, el maestro de Avis, futuro Juan I de Portugal, le dio la espalda a Castilla tras su victoria de Aljubarrota.

			Movilizaciones militares y otras manifestaciones públicas fueron ocasiones para manifestar de forma simbólica el rango real de Gonzalo Pizarro. Durante la entrada de tropas insurgentes en Trujillo, sobre un arco de triunfo consagrado a Pizarro, la muchedumbre podía leer: «Del león tengo el valor / Y del rey la condición». En Lima, Gonzalo hizo su entrada bajo un palio majestuoso y fue aclamado rey. En la residencia del gobernador, montó una guardia de 80 alabarderos y arcabuceros imponiendo con ello la incipiente realidad de la etiqueta principesca. La movilización de las compañías armadas llevaba a los capitanes del gobernador a ostentar con fasto su voluntad de tener a su comandante como rey de Perú. Blasones, estandartes, caballos y escudos ofrecían un vasto apoyo para su consecución. El mariscal de campo Alvarado describe con gran esmero las iniciales G. P., ceñidas por una corona, que figuraban en los oropeles de los insurgentes, en letras bordadas con oro y plata. En Lima, la tropa del capitán Bachicao «sacó una cifra que decía Pizarro y una corona de rey encima e ansí, de diferentes maneras, en solo el estandarte había insignias reales, luego repartieron su guardia y hicieron sus alardes y velaban la ciudad de noche»94. Pizarro no mandó acuñar moneda con su efigie, prerrogativa real por excelencia. En cualquier caso, durante los principios del movimiento, una carta de La Gasca cuenta que el gobernador mandó grabar los lingotes de metal precioso con una G y una P entrecruzadas. Aquella infracción por el deber de la obediencia era característica del crimen de lesa majestad.

			Las ideas de los insurgentes se desplegaron como un conjunto doctrinal de múltiples soportes y expresiones que no se limitaba a una denuncia de las Leyes Nuevas como tampoco a un elogio parcial del sistema de la encomienda. Aquel conjunto irradiaba la fuerza y las frustraciones de los colonos, que esperaban de la corona una mayor atención. La aspiración a la formación de un gobierno nacido de la colonia representaba una reivindicación constante. La eclosión de los debates sobre la representación de los súbditos encontraba sus referencias en los viejos corpus jurídicos medievales, en el derecho romano y en las corrientes del derecho natural. Aquellas tensiones que se manifestaron en las Indias tuvieron, en cambio, un protagonismo bastante particular que magnificaban los efectos de la lejanía, la flaqueza de la administración judicial y la inexistencia de un ejército colonial.
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			CAPÍTULO V

			Administrar la represión

			Tras el asesinato del virrey Blasco Núñez de Vela, en enero de 1547, encargaron al inquisidor Pedro de La Gasca que reprimiera la rebelión de Perú y mandara aplicar lo que quedaba de las Leyes Nuevas. Llegó este a Panamá en agosto de 1546. Reunió la autoridad conferida a los comisarios reales y la del presidente de la audiencia. Nacía así en la corona española una nueva orientación de la práctica del gobierno que consistía en privilegiar la autoridad judicial en el cumplimiento de las tareas administrativas y políticas95. Las instrucciones dadas al religioso despejaban todo atisbo de duda sobre la ampliación de sus poderes96. El Consejo de Indias había imaginado varios escenarios en los que pudiera darse la situación política de la colonia: el presidente tenía órdenes secretas para responder a cada uno de ellos. Para los colonos, la disimulación abarcaba, pues, la incertidumbre y la duda, ya que en cualquier momento el comisario podía sacar de su zurrón una carta cerrada que le permitiera actuar contra sus intereses. Ya había recibido del rey una veintena de ellas. Por este medio, en Perú como en Nueva España la práctica del secreto judicial y político suponía la primera fuente de rumores que alborotaba a menudo la sociedad colonial.

			EL MÉTODO LA GASCA

			Gonzalo Pizarro y los capitanes rebeldes estaban especialmente en la diana. El virrey Blasco Núñez de Vela y, en menor medida, los oidores rebeldes se encontraban también en el punto de mira del comisario. Si el país estaba pacificado a la llegada del presidente, este debía ofrecer apoyo a la autoridad de Núñez de Vela. En cambio, si imperaba la guerra, el virrey sería depuesto y sometido a las decisiones de La Gasca. Aquello implicaba que el comisario recibiera autoridad para someter al virrey a una inspección al finalizar su cargo, un juicio de residencia. El comisario podía reinstaurar la autoridad del virrey si fuera útil. Si lo juzgaba necesario, una investigación permitiría conocer por qué el virrey cayó prisionero y lo que ocurrió en el país desde su llegada en 1544. La Gasca podía, incluso, juzgar al virrey y declararlo culpable si las presunciones contra este último se mostraban suficientes. En cambio, le estaba prohibido proceder por sus propios medios a la ejecución de la sentencia. Llegado el caso, el virrey debía ser transferido a Castilla. El mismo pragmatismo político guiaba las instrucciones relativas a los oidores sediciosos: Cepeda, Álvarez y Zárate. A pesar de su inculpación, los dos licenciados Cianca y Rentería, que habían llegado de la península con el presidente, se unirían a sus colegas durante el tiempo necesario para poner en marcha el aparato administrativo y judicial. En cualquier caso, la decisión sobre la conducta que habría de tomarse era asunto del presidente comisionado por el rey.

			La Gasca fue dotado de poderes poco habituales. No obstante, es poco probable que entre las órdenes que le remitieron existiera una que apuntara a reconocer la autoridad de Gonzalo Pizarro como gobernador de Perú. La voluntad de la corona de pacificar la región y de evacuarla de todos los miembros del clan Pizarro se manifestó en varias ocasiones. El itinerario de los cuatro hermanos estaba marcado con múltiples transgresiones y acontecimientos que habrían podido adquirir el calificativo de lesa majestad. Antes de obtener del rey la capitulación de Toledo, Francisco Pizarro comenzó la exploración del Mar del Sur sin el consentimiento del gobernador de Panamá. La ejecución del Inca Atahualpa a garrote vil exasperó a la península. Ningún comandante del ejército peninsular ni ningún gobernador provincial habrían podido encarcelar y luego ejecutar a un príncipe del Renacimiento97. En una carta en respuesta a Francisco Pizarro, fechada el 24 de mayo de 1534, Carlos V no pudo ser más claro al respecto: «la muerte del señor Atabaliba [Atahualpa] por la justicia de otro no me agrada... si ha parecido conveniente, está bien por ahora»98. Había razones para ello, ya que el inca había pagado su rescate sin obtener su liberación. La justificación del crimen seguía siendo sospechosa. Cierto era que los cuatro primeros navíos repletos de tesoros de Perú llevaron a Sevilla once toneladas de plata y más de tres toneladas de oro. A pesar de ello, el rey solo recibió el impuesto del quinto, es decir, el 20% de la recompensa de Atahualpa consignada por los españoles de Cajamarca. El botín era demasiado atractivo para una pandilla de capitanes de baja condición social.

			En cuanto a Hernando Pizarro, sabemos que estaba en la lista negra de la corona. Tras su regreso clandestino a España en abril de 1540, fue apresado y condenado al exilio antes de ser encarcelado en el castillo de la Mota, cerca de Valladolid. Fue liberado en 1561. Se le hicieron dos reproches mayores: haber mandado a Almagro a garrote, sin acudir a otro proceso, y no haber enviado con regularidad la plata de la Hacienda hacia la península. El partido de Almagro, socio y después rival de Pizarro, no fue el único que tomó la palabra señalando los excesos del clan. El licenciado De la Gama escribió al rey que: «Vuestra Majestad sabe cómo la isla de las perlas es del comendador Francisco Pizarro [...] y Pizarro ha mandado allí a Hernando. Hernando ha hecho pescar las perlas con sus indios sin tener licencia para ello»99. Los partidarios de Pizarro y los del capitán Almagro se acusaban unos a otros de rebelión. La autoridad legítima era sin duda la del gobernador Francisco Pizarro. Sin embargo, un párrafo de las Leyes Nuevas preveía de manera explícita la posibilidad de acusar de rebelión a los partidarios de cada uno de los campos y de quitarles las encomiendas. Todos esos elementos evidenciaban la voluntad de la corona de excluir el clan de Perú. La Gasca evocaba esta voluntad burlándose de las dudas que tuvieron ciertos capitanes antes de unirse a él, como Juan Alonso Palomino, que ignoraba cuáles eran las órdenes de Su Majestad: «Juan Alonso Palomino, aunque por no saber el poder que yo traía de V.M. para allanar a Gonzalo Pizarro por rigor, se tardó algo en declarárseme, pero luego mostró a mi persona gran voluntad»100. La rebelión abierta de Gonzalo y las promesas de La Gasca precipitaron los alistamientos.

			El presidente disponía de toda la autoridad necesaria. Como juez supremo de la audiencia, podía incluso instruir cualquier proceso civil o criminal. Las instrucciones sugerían un método que alternaba el palo con la zanahoria: el de un amplísimo perdón sumado a una recompensa dada a aquellos que se adhirieran al magistrado. Las provisiones reales no preconizaban tratamiento judicial particular de los sospechosos. Se sometían al discernimiento y experiencia del presidente, salvo en lo relativo a los clérigos y religiosos escandalosos. Llegado el caso, las provisiones dadas a La Gasca sugerían que estos últimos fueran exiliados de Perú para que su mala influencia no pesara sobre la provincia. So pretexto de no poder actuar mejor, el comisario extendió el método a otras categorías de rebeldes. Es cierto que la corona parecía especialmente inquieta por el comportamiento de los medios eclesiásticos:

			Porque podría ser que en las dichas provincias del Perú hubiese algunos clérigos escandalosos y de mala vida y ejemplo y que no conviniesen estar en la tierra [...] y echárloseis de la tierra y no consintáis que estén en ella de ninguna manera que con esta se os entregan cédulas más para los prelados de aquellas provincias que a los tales clérigos con parecer vuestro los castiguen101.

			La función represiva del comisario implicaba llevar a cabo una amplia investigación en el seno del estamento eclesiástico, regularmente sospechoso de contribuir a atizar el espíritu de rebelión. Como presidente de la audiencia e inquisidor, estaba dotado de toda autoridad necesaria para tratar tanto los procesos de los laicos como los religiosos.

			Las dificultades militares condujeron a La Gasca a desdeñar las decisiones tomadas antes de su llegada. En lugar de buscar cobijo en la corona, los indios ociosos aumentaron los medios de recompensar el servicio de los súbditos fieles, lo que significaba abolir de facto varios párrafos de las Leyes Nuevas. Aquí también supervisaba La Gasca la calidad de los destinatarios de esos nuevos repartos. Por este principio, los establecidos por Gonzalo Pizarro fueron sometidos a revisión. La provisión de los oficios representó otro recurso opcional para recompensar a los que se alistaron en el bando del rey. El presidente se ocupó de diversos gobiernos provinciales, puestos de alguaciles y notarías de diversas localidades. El rey se reservaba la confirmación de los títulos entregados o bien su revocación en un segundo momento.

			Como premio de confianza, el comisario pudo abastecerse de las cajas reales tanto como le fue necesario. Sin embargo, él era perfectamente consciente de que sería juzgado por su capacidad para enviar oro y plata a España. La rebelión había cortado un flujo de entradas fiscales americanas que había de ser restablecido con la máxima urgencia. En suma, recibió la potestad de hacer la guerra si los rebeldes se negaban a entrar en razón. Con el objetivo de atraerse a sí mismo las buenas voluntades, el presidente tenía como reserva numerosas cartas de reconocimiento en blanco para los oficiales y otros particulares que apoyarían su postura bélica. Estaba claro que el desenlace de su misión dependía en todo momento de su aptitud para movilizar las energías generadas por el bando del rey. Aun así, las instrucciones reales no preconizaban ningún procedimiento particular en materia de represión de la rebelión. Las reglas de proceder peninsulares se aplicaban según lo establecido en lo referente a la persecución de los crímenes perpetrados en las Indias. La Gasca se quedaría en las Indias hasta que Su Majestad nombrara a otra autoridad superior. A mediados del año 1546, la corona esperaba, pues, que se produjera un nuevo brote de actos de desobediencia, pero no fue así.

			Ocurrió todo lo contrario. Hubo de negociarse el perdón y castigar la rebeldía. Dejando aparte la amplitud de poderes que se le había conferido, los medios materiales y humanos de que disponía La Gasca parecían irrisorios. No obstante, formó un numeroso ejército consiguiendo el alistamiento de los capitanes de Pizarro y de todos los hombres de influencia de la tierra. El perdón fue el recurso más eficaz para acorazar sus fuerzas y vaciar las filas del enemigo. Sus comisiones le aconsejaban, en cambio, un empleo comedido:

			para que si vieres que conviene por la pacificación de la tierra podáis perdonar a todas y cualquier personas que en aquellas provincias hubieren delinquido en cualquier género de delito [...] [que si] os pareciere que conviene exceptar algunas personas, que estas sean los de las más culpadas y de poca calidad que no tengan autoridad ni sean parte para impedir el sosiego de la tierra con saber que están exceptadas de sus culpas102.

			De esta forma, la política irrumpía en la conducta del ámbito judicial. A la llegada de La Gasca, se le ofreció un perdón a Pizarro.

			El presidente envió a uno de los consejeros que acababa de desembarcar, Hernández Paniagua, para anunciarle al rebelde su nominación y garantizarle la consideración del rey:

			Su Majestad no se tenía por deservido [...] por la razón que le habían informado que en ello había habido por causa de las ordenanzas [...] todo lo pasado se habían ganado en haber sido en defensa de las libertades de la patria [...] y junto con esto haberlo tenido Su Majestad por bien y aprobado [...] y que considerando todo esto [...] [le traía] el perdón103.

			El perdón implicaba el regreso a la obediencia de los hombres de calidad. El de Pizarro no atañía más que al gobernador y a la familia y no garantizaba de ninguna manera su posición al frente del país. Pizarro seguía desobedeciendo al presidente intentando al mismo tiempo representar la autoridad del rey, lo que excluía los términos del perdón en sí. Como alternativa, al comisario solo le quedaban la guerra y la vía de la represión judicial.

			Perdonar a los capitanes parecía más delicado en la medida en que las exacciones cometidas por algunos de ellos eran intolerables. Existía el riesgo de confusión de absolver los actos más abyectos de algunos soldados al mismo tiempo que su compañía se había alistado a la corona por el perdón de su comandante. ¿No podían representar un preocupante caballo de Troya en las filas de La Gasca? La práctica judicial se había propuesto (para paliar la falta de medios) dar absoluciones colectivas que afectaran a una categoría de individuos similares a los que formaban una compañía militar. De este modo, los hombres a quienes perseguía la justicia presentaban a veces en su defensa estos perdones colectivos. Al parecer, tales consideraciones animaron a los capitanes que acompañaban a La Gasca para aconsejarle la eliminación de ciertos pizarristas. El capitán Lorenzo de Aldana vino a hacer el besamanos del presidente a Panamá. Su adhesión parecía ganada. En cambio, el capitán Pedro de Hinojosa no mostraba mucho apremio en unirse a la fila. Se sospechaba que participaba en un doble juego. La Gasca también recurrió a la mediación de un tercer capitán en la persona de Hernán Mexía, que se paseaba con el rebelde por la plaza de Panamá para convencerle de la viabilidad de un recurso legal contra las ordenanzas y de que no había cometido nada irreparable para impedir su perdón. Al rebelde le resultó agradable la conversación. En el relato que hizo al rey de esa escena idílica, el mariscal de campo Alvarado fingió ignorar que el encuentro había consistido en una afanosa negociación:

			Acordó el capitán Hernán Mexía no sé si por el señor presidente [...] hablar claro con el capitán Hinojosa [...] se salió solo con él por la plaza de Panamá [...] diciéndole que de ninguna parte podría venir gente tan presto [...] que no había de ser traidor [...] porque la intención de Hinojosa era siempre buena [...] que [cuando] andaba en los negocios con tanto calor en favor de G. P. [...] pensaba que se hacía con buen título [...] las suplicaciones que se interponían se podían hacer de derecho [y no] defenderlo con mano armada como se hacía [...] los letrados desta parte ansí lo decían y los que habían venido de España...104.

			La Gasca se esforzó por alistar a los hombres de cada una de las compañías rebeldes para reducir las necesidades de ayuda exterior.

			Por el contrario, sometió a algunos individuos de baja extracción social, extranjeros y criminales de toda calaña, a juicio de los oidores. Aquello suponía distinguir entre el destino de los capitanes y el de la compañía. A veces, las negociaciones del alistamiento, así como su contenido económico y financiero, fueron más explícitos. El capitán legalista Diego Centeno ofreció al jurista rebelde, el licenciado Cepeda, y al capitán Carvajal una recompensa de 100.000 castellanos de oro para que se decidieran a servir al rey garantizándoles el perdón de Su Majestad. Solo Cepeda cedió con retraso a las sirenas del campo de los leales. A Pizarro, La Gasca le prometió en vano protección a su persona y a sus bienes en caso de someterse. A partir del otoño de 1546, los que habían llegado de Panamá trabajaron para proveer de soldados la expedición del presidente procedente de Perú. Observando con más atención, constatamos que los capitanes entraban en varias categorías desde el punto de vista del presidente.

			Entre los que gozaban de su mayor estima estaban los fieles incondicionales. Diego Centeno se encontraba «entre los mejores que pudiera hallarse». Fue perseguido por Pizarro, ya que conocía su indefectible fidelidad al rey. Por iniciativa propia, levantó un ejército para socorrer al virrey, pero, al deshacerse este, se resignó a esconderse en una gruta un año entero antes de formar de nuevo un ejército con el que se apoderó de Cuzco y luego unió Charcas y Arequipa. En suma, puso trabas a la progresión de Pizarro permitiendo así que las tropas del presidente avanzaran hacia las regiones andinas.

			Gabriel de Rojas, que sirvió al virrey sin disimulos, fue detenido por Pizarro y condenado a decapitación por el conspirador. Consiguió escapar de las garras del rebelde y unirse a La Gasca en Jauja. Su itinerario parecía ejemplar teniendo en cuenta que el hombre tenía más de sesenta años: «después del castigo de Gonzalo Pizarro [...] trabajó en mejorar la hacienda de Su Majestad [...] y sin cuidado a sus canas y a su fatiga se fue a Charcas y a Potosí»105. Antiguo partidario de Almagro (agarrotado por Hernando Pizarro), Rojas se alineó naturalmente en el bando de los esquivos enemigos de los rebeldes. Puso toda su buena disposición al servicio de la artillería regalista, de la que fue nombrado comandante en jefe por La Gasca.

			Con algo más de modestia, el capitán don Pedro de Cabrera ratificó su fidelidad al rey desde la llegada del presidente a Panamá. Desde la costa de Perú, para prestar firme ayuda al presidente, ganó a pie la zona de Jauja con algunos hombres armados. El oficial real Lorenzo de Aldana se comprometió de momento a servir en el primer ejército constituido por La Gasca. Lo hizo como intendente de los ejércitos sin contar los gastos generados de sus esfuerzos y los de sus propios erarios. Estos hombres no fueron los únicos.

			En segundo lugar, el palmarés de la fidelidad se lo llevaban los grandes capitanes que habían pasado precozmente al bando de La Gasca. Pedro de Hinojosa fue por breve tiempo general del ejército de Pizarro antes de figurar en el flanco de los legalistas. Fue la pieza clave de la victoria regalista. Pablo de Meneses, que acompañó a Hinojosa, se encontró él también durante una temporada del lado de los ejércitos insurgentes. Según el mismo presidente, Juan Alonso Palomino tardó más en ponerse al servicio del rey porque desconocía las órdenes que traía el enviado especial de Su Majestad. Así, contribuyó al mayor éxito de los legalistas.

			En definitiva, muchos capitanes esperaron saber de qué lado se inclinaría la balanza de las fuerzas antes de elegir uno de los dos campos beligerantes. La importancia de su servicio no se medía necesariamente en términos cronológicos. Algunos de los que se unieron a última hora, como Juan Núñez de Prado, fueron recompensados con los puestos más codiciados. En este caso, con una licencia de conquista de la región de Tucumán. Los capitanes incorporados fueron perdonados. No ocurrió lo mismo con los que se obstinaron y con muchos hombres de tropa que pagaron su insurrección con condena a duras sentencias. A todo ello, la búsqueda de recursos necesarios para garantizar los perdones y las adhesiones habían ganado terreno frente a los abusos de los encomenderos.

			Esta política aceleró la multiplicación de los encomenderos, cuyas adhesiones debían recompensarse. Después de gratificar la conquista, la atribución de indios servía para pagar la reconquista de Perú ante los rebeldes. La Gasca hizo una junta en Cuzco para proceder a establecer la cantidad de tasas de cada encomienda. Tras el trabajo de setenta y dos oficiales de Hacienda, se informó a los encomenderos y a los mismos indios de las nuevas tarifas fijadas para prevenir los abusos. La nueva evaluación escondía nuevos cambios de posesión y la multiplicación de derogaciones de las Leyes Nuevas. Se mantenían los repartimientos de indios de gran tamaño y el número global de encomiendas seguía aumentando. El 16 de agosto de 1548, tras su victoria, La Gasca dio paso a una amplia redistribución de indios. Durante el reparto de Guaynarima, otorgó más de un millón de pesos en ingresos de encomiendas a sus capitanes y a sus soldados.

			En 1540 existían oficialmente doscientos setenta y cuatro encomiendas en Perú, aunque en 1570 su número alcanzaba los cuatrocientos sesenta y cuatro repartos. En la región de Cuzco, así como en la zona de Lima, eran abundantísimas las que superaban un millar de indios106. La política del presidente había contribuido a dar un nuevo hálito a la encomienda. La multiplicación de las adhesiones dificultaba siempre el compromiso de satisfacer las demandas de las mercedes. Los rebeldes estaban bien situados para acusar al presidente de atender exclusivamente a sus intereses. Es lo que dijo el licenciado Cepeda antes de unirse a las filas del presidente:

			Se daba buena diligencia en coger dineros porque ni dejaba depósito ni dinero de hombre ausente que estuviese en poder de otro ni bienes de difuntos; apremiaba a muchos de los que no eran para la guerra que fuesen allá al efecto de rescatarles lo que podía e desta manera tomaría para sí hasta cincuenta mil castellanos107.

			No cabía duda alguna de que el prurito de enriquecimiento personal imperaba en las actividades del presidente y la de los capitanes que se habían alistado. En cambio, muchos de los desertores se adhirieron a las rebeliones posteriores.

			Dispersar a los hombres peligrosos para prevenir la insurrección fue uno de los principios mayores de la política de La Gasca. Aunque fue nombrado presidente de la audiencia, primero guerreó con Pizarro y recurrió a la justicia para oprimir la insurrección. Las nominaciones y los procesos vinieron después, así como otros medios suplementarios para contribuir a la anhelada pacificación. Al ser la autoridad suprema de Perú, no podía dejar de intervenir en el juego de licencias entregadas para la exploración y la conquista de regiones periféricas, dado que podía nombrar a diversos cargos para recompensar a los que se unían al bando del rey. En cambio, debía evitar nombrar a demasiados adelantados para llevar a cabo nuevas conquistas.

			Los recelos que suscitaba esta última prerrogativa ponían en evidencia el miedo de que se formaran indómitos ejércitos en territorios mal controlados. La inestabilidad de Chile como la del Gran Chichimeca angustiaban a los miembros del Consejo de Indias. Sin embargo, el presidente no tuvo otra opción que la de acordar diversas entradas a territorio indio. De esta forma, la región de Potosí atraía un raudal de insatisfechos dispuestos a cualquier cosa para hacer fortuna. La desarticulación de toda nueva rebelión exigía evacuar aquellas zonas altamente caldeadas. La conquista y pacificación de Paraguay presentaba la insigne ventaja de constituir una devanadera de la región de Charcas, lo que evitaba que las tropas allí movilizadas atravesaran todo Perú. La Gasca, preocupado por evitar un desacuerdo con una decisión ulterior del rey, apartó al capitán Domingo de Irala (ya presente en Paraguay) a favor del capitán Diego Centeno, que tantas veces había luchado contra los insurgentes. Concedió licencia a Diego de Palomino para realizar una expedición en la región de Chuquimayo (en el norte de Quito), así como a Pedro de Valdivia y a Juan Núñez de Prado para las zonas de Chile y Tucumán. Recordemos que este último sirvió durante mucho tiempo a Gonzalo Pizarro. Pasó al campo legalista poco antes de la postrera batalla, durante la conclusión del puente elevado sobre la ribera Apurima, que permitió que el presidente alcanzara la posición de los rebeldes. Otras investiduras se sucedieron durante el invierno de 1548-1549. Era menester despejar lo antes posible las ciudades de los soldados que abarrotaban las calles.

			La firmeza de las convicciones regalistas y los efectos de las promesas de La Gasca no fueron lo único. Las investigaciones hechas sobre el destino de los condenados evidenciaban también los métodos coercitivos del presidente. Los que tenían medios debían contribuir a los costes de la guerra so pena de multa. En junio de 1548, el conocido Hernando de Aguilar, residente en Arequipa, fue condenado al exilio de Perú y a una multa de 200 pesos, pues faltó a su obligación de apoyar activamente a su rey. Aunque apeló a la sentencia, su caso no quedó zanjado a primeros del año 1562. Por la misma causa, tras el pago de una multa de 150 pesos y una amenaza de exilio del reino, un tal Juan de Torres quedó exento de su pena108. Los llamados Juan de Horduña, Juan Díaz y Juan de Soto fueron inculpados por idénticos hechos. A la panoplia política de La Gasca se sumaban coacciones y amenazas, pero su majestad no desaprobó en ningún modo al presidente por el uso de todos aquellos medios.

			EL BAILE DE LOS DESCABEZADOS

			Para pasar del ámbito de la guerra al de la justicia, La Gasca asentó la culpabilidad de los rebeldes en el terminante principio de crimen notorio. Les testimonios que narran el final de la batalla de Xaquixaguana son, como mínimo, someros. Siguiendo la tendencia general de minimizar las resistencias, el presidente insistió en el abandono paulatino que sufrió Pizarro por sus tropas:

			Viéndose perdido como hombre fuera de juicio fuse a meter en el ejército de sus contrarios adonde fue preso sin poder pelear y muy turbado del cual se hizo por otro día justicia y de sus capitanes que eran Francisco de Carvajal [...] y Juan de Acosta [...] y Sebastián Vergara y el bachiller Castro a los que les ahorcaron e hicieron cuartos y pusieron sus cabezas en el rollo de la ciudad de Cuzco y la de Francisco de Carvajal en el rollo de los Reyes y la de Gonzalo Pizarro mandada a la dicha ciudad109.

			Según una carta de La Gasca, otros dos fueron ejecutados más tarde. Fue todo un baile de calaveras y descabezados.

			Natural de Málaga, Guevara era al mismo tiempo soldado experimentado y fiel letrado de Pizarro. Acosta se encontraba entre los allegados del caudillo, uno de los últimos que acompañaron a Pizarro a abalanzarse contra el enemigo. El mariscal de campo Alvarado lo evocaba así en la batalla:

			Juan de Acosta, un capitán muy privado suyo que en él quería mucho, el que le dijo ya veis como os he seguido hasta la muerte que tenemos delante aquí no nos está otra cosa sino estrellarnos en ellos y morir como romanos e Gonzalo Pizarro le dijo mejor será morir como cristianos; e luego allí los prendieron110.

			Alvarado fue el primero en acreditar la imagen de un Pizarro rodeado tan solo de un puñado de hombres al final de la batalla. Debe precisarse empero que Pizarro fue decapitado al día siguiente, en un palco erigido a tal efecto, antes de que sus capitanes fueran ahorcados. Una veintena de rebeldes, cuyos nombres ignoramos, también perdieron la vida in situ según este procedimiento expeditivo.

			Indudablemente, debemos entender que muchos capitanes rindieron las armas sin pasar de antemano a las filas de La Gasca. Aunque no fueron todos ejecutados el 10 de abril, la mayoría de ellos fueron sentenciados in situ días después. Como comandante, Alvarado no podía mostrar ninguna indulgencia hacia Pizarro. No obstante, ateniéndonos a la inclinación jurídica de los memorialistas, Alvarado registraba en función de los principios con que había condenado al torturado, en conformidad con el oidor Andrés de Cianca: 

			La siguiente vista e entendida por nos [...] la notoriedad de los muchos graves y atroces delitos que Gonzalo Pizarro ha cometido [...] con brevedad hice información del dicho Gonzalo Pizarro [...] debemos declarar [...] al dicho Gonzalo Pizarro haber cometido crimen lesi majestatis contra la corona real de España en todos los grados e causas que de derecho contenidas [...] así le declaramos e condenamos [...] por traidor [...] él e sus descendientes nacidos después que cometió este dicho crimen e traición111.

			Notoriedad y gravedad eran las palabras clave que justificaban una condena sin proceso en causa particular. La causa general pareció suficiente. La Gasca, el obispo de Lima Loaysa, el mariscal de campo Alvarado y el oidor Cianca, reunidos en un comité restringido la misma noche de la victoria, decidieron proceder in situ a la aplicación de las condenas más duras, lo que suponía una manera de prolongar la batalla por un procedimiento de excepción.

			No se había recompuesto la audiencia de Lima y el juicio precedía de alguna manera a la acusación presentada por el tribunal. La decisión fue firmada a un tiempo por el mariscal de campo y el oidor. La elección político-militar se basaba en el rechazo de cualquier plazo. El notorio delito justificaba el sentimiento que acuciaba a los legalistas. Por la misma razón, la memoria solicitada al mariscal Alvarado relataba con minucia los episodios de la insurrección. Era un modo de instrucción de los rebeldes que no constituía ni cuestiones para los testigos ni argumento de descargo. El registro lacónico de esas primeras condenaciones se hizo al modo del de sentencias ordinarias. No obstante, aunque algunas fueran etiquetadas como pleitos individuales, ocupaban en su mayoría una sola línea en el campo de los condenados pizarristas112.

			Siguiendo un preciado principio de los procedimientos inquisitoriales, a La Gasca no le faltó tiempo para que la ejecución de las penas tuviera toda la resonancia posible, pues estas servían para la edificación de los adheridos en último momento y la de los que habían entregado las armas sin combatir. Las cabezas cortadas y el cuerpo desmembrado de los torturados fueron distribuidos entre varias ciudades de Perú, donde engalanaron las plazas públicas que los rebeldes habían desocupado. De este modo, las diferentes partes del cuerpo de Carvajal entronizaron varias zonas de Cuzco. Su cabeza fue enviada a Lima y puesta en una jaula de hierro cerca de la de Gonzalo Pizarro. En el mismo cadalso, un rimero de cráneos desecados aumentó de repente con el de Juan de la Torre Villegas. En el mes de julio, la plaza de Arequipa se engalanó con la cabeza del capitán insurgente Dionisio de Bobadilla, en el mismo lugar donde expuso públicamente la del comandante legalista Lope de Mendoza. Algunos días más tarde, la lengua cortada del rebelde Gonzalo de los Nidos, que había hablado tan mal del rey de Castilla, fue clavada en la plaza de Cuzco después de ahorcarlo. La cabeza de Juan de Acosta entronizaba ya otro rollo. La pedagogía de la obediencia no existía sin cierto grado de ironía, una especie de baile de cabezas cortadas, cuyo significado no podía ser más evidente.

			Fueron acordados también unas medidas menos pavorosas que las anteriores para garantizarle a la represión la máxima publicidad. La Gasca escribió a las ciudades para informarles del resultado del combate y alardear de haber escapado a los males de la tiranía. En esos correos, recordaba cómo Gonzalo Pizarro había sido condenado con severidad:

			Que sea sacado de la prisión [...] en una mula [...] atados pies e manos e traído [...] e allí sea apeado, cortada la cabeza por el pescuezo e [...] mandamos que la dicha cabeza sea llevada a la ciudad de los Reyes [...] e sea puesta e clavada en el rollo [...] con un rétulo de letra gruesa que diga esta es la cabeza del traidor de Gonzalo Pizarro que se hizo justicia dél en el valle de Xaquixaguana donde dio la batalla en campos contra el estandarte real queriendo defender su traición e tiranía [...] que las casas quel dicho Pizarro tiene [...] serán derribadas por los cimientos e aradas de sal e [...] sea puesto un letrero en un pilar que diga estas casas eran de Gonzalo Pizarro las que le fueron mandadas derribar por traidor [...] condenámosle a perdimiento de todos sus bienes113.

			Las primeras sentencias fueron ejecutadas al pie de la letra. En el borrador sin fecha de una Historia de Perú, La Gasca precisaba: «la cabeza de Gonzalo Pizarro se mandó llevar a la dicha ciudad y que se metiese en una jaula de hierro con un rétulo de letras gruesas que dijese esta es la cabeza del traidor de Gonzalo Pizarro»114. Continuaron los arrestos en Lima, Cuzco y otros lugares.

			Para las penas graves, el presidente indicaba a veces los principales reproches contra el rebelde. El compromiso por el combate le costó la vida a los capitanes más obstinados, como Francisco Maldonado y Sebastián de Vergara. Muchos arrastraban una odiosa reputación por protagonizar hechos escandalosos o sórdidos. Gonzalo de los Nidos, regidor de Cuzco, difamaba sin cese contra Su Majestad. Un tal Serra, al que habían reconocido como espía, afirmaba que: «Diciéndole los nuestros que viniese a servir al rey, respondió que le besase en tal parte [...] que si fuera el de Francia él se pasara»115. Diego Contreras proveyó a la insurrección con municiones. González de Morales fue un ferviente partidario de Pizarro y capturó al secretario del virrey antes de que este fuera ahorcado por Carvajal. Diego de Carvajal y Antonio de Bielma deportaron a las mujeres de Arequipa y algunas de ellas fueron torturadas y violadas... El resto mantiene tintes muy similares.

			Varios meses después de Xaquixaguana, numerosos rebeldes capturados al final fueron ejecutados. Así, Juan de la Torre traicionó al virrey Núñez de Vela y a su hermano entregándoles a los rebeldes para que los mataran. Entregó asimismo a su propio yerno a Pizarro. Conocido por su inmensa avidez, robó todo lo que pudo en Cuzco pero se negó a pagar a Hacienda por un tesoro que había exhumado. Para dar una buena imagen, mandó apresar a numerosos españoles e indios durante sus campañas al servicio de Pizarro. El 5 de julio de 1548, atado a un caballo, fue arrastrado y descuartizado. Como sabemos, su cabeza iba a hacerle compañía a la de Pizarro y la de Carvajal, ambas expuestas ya en Lima.

			Si nos atenemos a lo ocurrido esos primeros días de la represión, las listas de justicia registraron solo los apellidos de veinte condenados a la pena capital. La mayoría eran capitanes de Pizarro, salvo Pedro de Pinilla, natural de la región de Burgos, apresado de nuevo tras una evasión y una primera sentencia de exilio. A principios de julio, La Gasca organizó una ceremonia expiatoria contra la memoria de los insurgentes que no sobrevivieron al conflicto. Sobre un amplio estrado jalonado de estandartes con los colores del rey, los prelados de Perú, acompañados por unos capitanes vencedores y unos representantes de las ciudades, presidieron la declaración solemne de las sentencias pronunciadas contra una veintena de traidores difuntos. Sus bienes fueron confiscados en beneficio de la Hacienda. El látigo, las multas y el exilio, combinados con las condenas a galeras, representaban los castigos más comunes. Para poder perseguir a casi un millar de insurgentes, el comisario tuvo que comenzar por establecer listas.

			POR UNA HISTORIA DE LAS LISTAS

			Algunos raros indicios permiten reconstituir la historia de las listas de los rebeldes conservadas en los archivos de las Indias. En el mes de agosto de 1548, La Gasca comunicó una de ellas a los cabildos de Perú. Muchos de los que allí figuraban fueron detenidos en Charcas o Arequipa. Otros estaban en paradero desconocido. Las listas de los insurgentes fueron, pues, el fruto de la delación, del recuento de los asesinados y de los arrestos en el campo de batalla. Actualizadas con los nombres de los conspiradores apresados ulteriormente, hubo igualmente que retirar de ellas a los que Pizarro había alistado a la fuerza y a los que recibieron el perdón en el último momento. En cambio, las cuentas dan prueba del estado de las fuerzas. Pudieron constituir listas negras que orientaron el trabajo judicial durante años.

			A veces, esas listas fueron realizadas con ayuda de registros de muestra del mismo Pizarro. En la primavera de 1548, durante la toma de Cuzco, las tropas legalistas se hicieron con varias listas de soldados rebeldes conservadas por el secretario de Pizarro, que había abandonado la ciudad por Xaquixaguana. Teniendo en cuenta la veracidad de estos documentos, el oidor Cianca condenó a un primer grupo de doscientos dieciséis rebeldes incluso antes de la batalla final. En lo sucesivo, el conjunto se vio reducido a medida que aumentaban los alistamientos y acrecentó considerablemente cuando se añadía el nombre de nuevos sospechosos. En este sentido, nuestras fuentes se componen de un aglomerado de listas elaboradas sobre diferentes bases más que de una serie continua de nombres. La búsqueda de los bienes de los condenados y los múltiples procesos generados por su posesión dieron también una importante cantidad de nombres que no fueron nunca registrados.

			Un primer tipo de listas, elaborada a partir de los nombres y apellidos sin orden alfabético, consignaba 404 individuos diferentes y las penas decretadas contra ellos116. Las sentencias a galeras y a exilio fueron recurrentes para la mayoría de los condenados que allí figuraban. Por cuestión de comodidad, podemos distinguir cuatro categorías de sentencias. El grupo más numeroso (con ciento cuarenta y seis individuos) reúne los apellidos de los futuros galeotes. Sus bienes fueron, por lo general, confiscados en beneficio de la corona. Luego venían los afectados por las expediciones de Chile («la jornada de Chile»), con noventa y cuatro individuos cuyos bienes fueron revertidos a las cajas reales. Dos de ellos no fueron avisados jamás de sus penas. Un tercer grupo de cuarenta y tres condenados fue destinado al exilio del reino: según el caso, destierro de Perú, de las Indias o bien exilio a España. En definitiva, completaba la lista un cuarto grupo de veinticuatro desplazados a los que se les prohibió atravesar la región de Lima hacia el sur y, en casos excepcionales, hacia el norte, una manera de segmentar los vínculos entre ciudades rebeldes. A estas cuatro categorías se añadían los casos particulares de una decena de deportaciones hacia Nueva España, otras tantas hacia Río de la Plata, Panamá, Quito y Santo Domingo, así como diversas designaciones de trabajos en minas y varias condenas de restitución del dinero recibido de manos de Gonzalo Pizarro. Las penas y las confiscaciones iban juntas. Los veinte primeros condenados a muerte aparecían también en esta lista general. En cambio, treinta y tres individuos que formaban parte de esta lista fueron liberados, y cuatro de ellos, absueltos de todo cargo. El reducido número de estos últimos confirma que la serie estaba constituida verdaderamente por una lista de condenados y no una lista previa de sospechosos, o, lo que es igual, una lista negra judicial. Por consiguiente, los individuos que aparecían en ella no fueron todos apresados.

			En Cuzco, la tropa legalista se había hecho con varias listas de soldados insurgentes y, según parece, estas fueron la base de la elaboración de una segunda forma de listas ordenadas por compañía militar y por apellidos. El documento de este tipo más completo de que disponemos proporciona doscientos diez nombres de soldados alistados bajo el estandarte de los capitanes insurgentes117. Indica que los individuos afectados fueron llamados por vía pública y condenados a muerte por rebelión. Si nos atenemos a ello, el anuncio fue totalmente disuasorio, pues ningún convocado se presentó para la ejecución. Resulta imposible fijar el número exacto de las penas realmente sufridas por los soldados. Si consideramos que había una quincena de compañías, ha de constatarse que solo la mitad de ellas aparece en el conjunto118. Las otras fueron disueltas ipso facto tras la muerte de su capitán. Entre estos últimos, faltaba en las listas concebidas por cada compañía la mayoría de los difuntos, cuya memoria fue sometida a un proceso por traición.

			Los apellidos de los hombres de tropa que se unieron a La Gasca desaparecieron de esos documentos. Así ocurrió con los de Diego Pérez de Carmona y Sancho de Reynoso en la compañía del capitán Diego Guillén. Una decena de los que se presentaron obtuvo una rebaja de la pena o fueron exculpados. Natural de Ávila, el mencionado Baltasar de Peña Losa se presentó a los oidores para justificar su conducta con la idea de que su condena por haber formado parte de la compañía de Juan de la Torre fuera conminada por un exilio a Castilla. Tuvo que devolver una mula y 100 pesos que le entregó Pizarro. El mulato Pascual de Benavides, de dicha tropa, también se presentó y fue liberado tras una breve estancia en prisión. Eso fue también lo que pasó con los hombres del destacamento de Guevara, Hernán Gómez Galán y Juan Crespo, así como con Martín Picón y Carvajal de la Canela, pertenecientes a la compañía de Juan de Acosta. En la de Gonzalo Pizarro, un tal Rodrigo Núñez fue exiliado a España. En la de Diego Guillén, Juan de Hojeda fue condenado a ser azotado y enviado a galeras... El cumplimiento de esas nuevas penas de exilio no llegó a respetarse, como tampoco las registradas en las listas generales.

			Un tercer tipo de registros reagrupaba a los individuos en función de la pena que se les había infligido o del lugar de su exilio. Estos documentos tenían un uso concreto. Para poder seguir las condenas hasta el tribunal de Sevilla, las autoridades de Lima prepararon varias listas de los que fueron enviados a galeras. Una de ellas nos ha llegado con veintinueve nombres, lo que permite completar en parte las series generales. Esta lista correspondía indudablemente a la expedición y a la llegada a buen puerto de uno de sus contingentes de galeotes evocados por La Gasca en sus cartas. Asimismo, una breve lista de exiliados a Chile permite el añadido de catorce nombres a los noventa y cuatro ya proporcionados en las bases documentales más extensas. De hecho, trece apellidos eran comunes en los dos documentos y dos de los individuos fueron finalmente enviados a Portugal y a Nueva España.

			Recordemos que las embarcaciones en dirección a Chile estuvieron bajo vigilancia constante durante el otoño de 1548. Había de evitarse que los rebeldes recalcitrantes que purgaban allí sus penas sembraran una nueva insurrección. Pedro de Valdivia, capitán general de Chile, se fue con un contingente de una decena de hombres que cumplían sus penas. El enviado secreto de La Gasca (Pedro de Hinojosa) sospechaba que, en realidad, escondía individuos condenados a galeras en España. Arriesgando su vida, el agente del presidente mandó arrestar y acusar a Valdivia, un indicio de que había juzgado como reales las tropelías cometidas contra las condiciones legales de preparación de la expedición.

			A su manera, las listas son prueba fehaciente de esas tensiones. La pena de exilio a Chile de un tal Juan de Velázquez, considerado particularmente peligroso, fue conmutada en proscripción perpetua. Un rebelde de la Plasencia española, respondiendo al nombre de Francisco López, se fugó de su prisión de Lima, de modo que no pudieron confirmarle su exilio. Por el contrario, un tal Luis Chaves de Ciudad Rodrigo, condenado a ocho años de galeras como soldado, intentó unirse a la tropa reclutada para Chile. Intentaba, qué duda cabe, esconderse o embarcarse hacia la península desde la región de Río de la Plata con la esperanza de escapar al cumplimiento de su pena. La Gasca tomó así conciencia del riesgo en que se incurría con el agrupamiento de tantos convictos armados en un territorio fronterizo mal controlado. El espectro de la rebelión amenazaba con trasladarse desde las ciudades andinas hacia los confines de Perú.

			Una cuarta agrupación documental estaba formada por los nombres de aquellos cuya memoria fue perseguida por traición. El presidente consideró necesario instruir el proceso post mortem contra la fama de varios rebeldes. Recordemos que el 9 de julio de 1548 había escenificado sobre un estrado de la plaza de Lima el anuncio de su condena por traición. Tres acusados, conocidos como Gómez de Estacio, Francisco Xuárez y Jerónimo de Hermosilla, fueron, en cambio, absueltos. De las instrucciones más escuetas, no nos ha llegado nada. La lista correspondiente contenía treinta y dos nombres, entre ellos los de los principales capitanes y hombres de Pizarro: Alonso de Toro, Hernando Bachicao, Pedro de Fuentes, Francisco de Almendras, Pedro de Soria y Diego de Ovando. El capitán Juan Márquez había hecho de espión a cuenta de Pizarro. La lista reunía, pues, algo más que los nombres de los quince sentenciados cuya memoria evocaba La Gasca en sus cartas.

			En concreto, la condena de la memoria de los rebeldes y la confiscación de sus bienes resonaban en sus herederos. En Burgos, la mujer de Diego de Guniel, cuya memoria fue condenada por traición, resultó víctima de la confiscación de sus bienes en Castilla. Las cartas no lo decían todo y las listas intentaban no olvidar a nadie, hasta el punto de matar en ocasiones a los vivos. Así, la memoria de Juan de Porras, condenada por traición, no le impidió de ninguna manera participar cinco años más tarde en la rebelión de Hernández de Girón. La lista no era la vida. Reflejaba de forma variada las informaciones de que disponían las autoridades y las consideraciones que guiaban su redacción.

			Tirando por lo bajo, se pronunciaron seiscientos cincuenta y tres juicios en el verano de 1548. En cambio, resulta fácil encontrar referencias de otras sentencias, en especial, a través de los procesos relacionados con los asuntos de herencia. Las investigaciones solicitadas por el Consejo de Indias, varios años después de ocurridos los hechos, evidencian también la existencia de persecuciones llevadas a cabo contra los insurgentes no registrados hasta entonces, siendo un indicio de que hay que evaluar en cerca de setecientas el número total de sentencias. En mayo de 1550, se dio una orden a los oficiales de justicia de Castilla de buscar el paradero de los bienes pertenecientes a cinco rebeldes de Perú. Finalmente, un tal Juan de Alcántara y otros individuos que fueron perseguidos no aparecían en ninguno de los documentos de Lima. Para el periodo 1547-1548, el mariscal de campo Alvarado estimaba lo siguiente: «Después quel virrey entró hasta hoy [...] 300 e 80 hombres han muerto en batallas e encuentros, había 700 que pareció que enviaron a tierra de ochocientas leguas e [...] no avía en ella 2.000 españoles cuando venimos»119. Al final, todos los indicios presentados en la documentación de que disponemos confirman la exactitud de las cifras dadas por el mariscal.

			El crecimiento del número de españoles no dejaba tampoco de acelerarse. A finales del año 1555, el marqués de Cañete consideraba que había más de ocho mil individuos, de los que cuatrocientos ochenta poseían las reparticiones de indios. Por ello, se concluye en una carta que «son [...] 1.000 los que pueden tener de comer y entretenimiento»120. Unos cincuenta prisioneros fueron liberados, y otros tantos asesinados. Casi dos tercios de los setecientos condenados, es decir, cuatrocientos aproximadamente, vivieron el exilio y recibieron múltiples sanciones. Las penas capitales del último tercio (sin duda, menos de doscientos individuos) fueron conmutadas en sentencias más ligeras o suspendidas, aunque no sepamos nada de ello.

			La corona delegó toda la autoridad posible en el presidente La Gasca. Si nos atenemos a lo que aportan las hipótesis del Consejo de Indias, a la península le costaba medir la amplitud del movimiento que zarandeaba las Indias. La tarea resultaba tanto más difícil cuanto que el nuevo representante del rey no disponía de ejército colonial ni de suficiente administración. La Gasca se acercó a Perú por etapas, reforzando sus tropas y afianzando sus posiciones en el reino antes de prepararse para la confrontación final. En ese sentido, se mostró más eficaz que el virrey Núñez Vela. Supo sacarle partido a la vivacidad del sentimiento monárquico, proclamando un perdón general que no parece que generara ninguna contestación. Veló por atraerse a su favor las esperanzas frustradas y los anhelos de recompensa que se ofrecía, por costumbre, para el partido de los insurgentes. En cambio, sus magistrales artimañas para mantener el método de palo y zanahoria no bastaron para pacificar los Andes.

			
				
					95 Dos años más tarde, Alonso López de Cerrato («Juan López Cerrato» en muchos documentos), primero presidente interino de la audiencia de Santo Domingo, fue quien mandó instaurar la ley para la audiencia de Guatemala, audiencia de los Confines; W. L. Sherman, «Indian Slavery and the Cerrato Reforms», Hispanic America Historical Review, LI, noviembre de 1971, págs. 25-50.

				

				
					96 La comisión dada al presidente se componía de diversos textos, una comisión general y unas cláusulas secretas que parecen no haberse conservado en su totalidad; Instruciones secretas, Indiferentes Generales 415, L. 2, ff. 379-381, y L. 2, ff. 382v-384, al parecer del mes de noviembre de 1546. En realidad, este último documento está formado por la síntesis que indica al comisario las medidas que debían tomarse; cada opción correspondía, por lo demás, a una delegación particular de autoridad.

				

				
					97 Los relatos de captura de Francisco I en Pavía en febrero de 1525 son significativos en este sentido. Según el informe de fray Oznayo, bastó con algunas mofas; un soldado le recompensó con algunas armas, pero se puso rápidamente bajo la protección del marqués de Pescara. Fue trasladado a Castilla, donde Carlos V decidió cuál sería su destino. Fuera de combate, solo el rey podía disponer del destino de un príncipe. 

				

				
					98 R. Porras Barrenechea, Cedulario del Perú, op. cit., t. I, pág. 191.

				

				
					99 Carta del 24 de mayo de 1531; R. Levillier, Gobernantes del Perú. Cartas y papeles. Siglo XVI, t. II, Madrid, Sucesores de Rivadeneyra, 1921-1926, pág. 9. 

				

				
					100 Carta de La Gasca, 5 de mayo de 1548; codoin-he, XLIX, pág. 353.
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					103 Patronato 90 B, N. 1, R. 39, 1547, f. 1.
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					105 Carta de La Gasca, 5 de mayo de 1548; codoin-he, XLIX, pág. 357.

				

				
					106 J. de la Puente Brunke, Encomienda y encomenderos en el Perú, caps. I y II, Sevilla, Diputación Provincial de Sevilla, 1992.

				

				
					107 Patronato 90 B, N. 1, R. 39, 1547, f. 5v.

				

				
					108 Patronato 188, R. 29, s.f., págs. 3-4-5.

				

				
					109 Manuscrito del capítulo II del Suceso que tuvo el licenciado de La Gasca, borrador de un manuscrito inserto en Historia de Perú, atribuida a La Gasca; Patronato 90 A, N. 1, R. 35 (2), s.f., pág. 16.

				

				
					110 Patronato 90 B, N. 1, R. 39, 1547, ff. 17-18v.

				

				
					111 Ídem, f. 18.

				

				
					112 La Gasca proporcionó los nombres siguientes: capitán Francisco Maldonado (ejecutado el 14 de abril), Sebastián de Vergara (el 15 de abril), Gonzalo de los Nidos (el 16), el bachiller Castro (el 23), Diego Contreras (el 27) y González de Morales (el 28). El presidente indica que a finales del mes de abril la tropa regresó a Cuzco, donde persistía la represión. Carta de La Gasca al Consejo de Indias, el 7 de mayo de 1548; codoin-he, XLIX, pág. 391. Sobre las primeras sentencias, véanse algunos comentarios de Rafael Loredo, «Sentencias contra los que participaron en el alzamiento de Gonzalo Pizarro», Mercurio Peruano. Revista Mensual de Ciencias Sociales y Letras, vol. 21, núm. 159, Lima, mayo de 1940, págs. 261-264.

				

				
					113 Patronato 90 B, N. 1, R. 39, 1547, f. 17v.

				

				
					114 Manuscrito del capítulo II del Suceso que tuvo el licenciado de La Gasca, borrador de Historia de Perú, atribuido a La Gasca; Patronato 90 A, N. 1, R. 35 (2), s.f., pág. 6.

				

				
					115 Carta de La Gasca, 25 de septiembre de 1548; codoin-he, XLIX, pág. 395.

				

				
					116 La referencia Patronato 294, R. 5, proporciona el mayor acopio de datos, según indica la fuente parcialmente utilizada en la publicación de D. L. Torres de Mendoza, codoin-ao, vol. 20, págs. 486-542. Se trata de una copia sin fecha (otoño de 1548) que el licenciado Simón Alzate realizó a partir de las listas elaboradas por el escribano real Francisco Hernández. Se envió una copia al Consejo de Indias en el invierno 1548-1549. Este documento contiene tres tipos diferentes de listas: general, de procedimientos contra la memoria de los rebeldes difuntos, listas de los condenados a muerte de ocho compañías rebeldes. La referencia Escribanía de Cámara 962 ofrece un número más modesto de apellidos y precisiones sobre las sentencias. En cambio, permite completar la fuente anterior con los apellidos de otras listas: general, de galeotes, de exiliados a Chile, de condenados de Panamá de 1550 y de condenados de nueve compañías rebeldes. Esta referencia es utilizada por R. Loredo en el artículo ya citado. En suma, la referencia Autos Fiscales 1025 indica que falta en el legajo un memorial de sentencias pronunciadas por Cianca y que fue llevado a Madrid por el licenciado Juan Bautista Muñoz en 1781, sin duda la primera lista de 216 apellidos anotados por el licenciado Cianca sobre la base de las listas de muestra de Pizarro.

				

				
					117 Patronato 294, N. 5, ff. 19-21; las listas de la serie Escribanía de Cámara 962 registraban solo 196 nombres. No precisan las penas decretadas, no comportan tachaduras y no mencionan a ningún sentenciado liberado. Esta segunda referencia parece corresponder a una copia ulterior. 

				

				
					118 Las de Juan de Torre, la del capitán Juan López de Guevara, la de Juan Acosta, la del licenciado Cepeda, la de Diego Guillén, la de Francisco Maldonado, la artillería de Pedro de Soria y, por supuesto, las de Francisco de Carvajal y el mismo Gonzalo Pizarro.

				

				
					119 Real provisión de Aranda de Duero, 15 de mayo de 1550; Patronato 90 B, N. 1, R. 451.

				

				
					120 Carta del 27 de diciembre de 1555, Codoin-ha, t. III, pág. 561, citada por J. Pérez de Tudela y Bueso, BAE, t. I, pág. LXXIV.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO VI

			Relegar y castigar

			Los conspiradores de Nueva España estuvieron atentos a los acontecimientos de Perú. Su dispersión dio lugar a múltiples tentativas de integración a otras rebeliones. De este modo, entre los confabuladores de Taxco se encontraba Benito de Castilla (alias Torres), un nizardo exiliado de Perú por sedición. Fueron también numerosos en el grupo de clientes mexicanos de Martín Cortés y del rebelde Alonso de Ávila individuos condenados a marcharse de los Andes. Estos exiliados no olvidaron elaborar la entusiasta historia de las victoriosas batallas de los capitanes de Perú y sus más sangrientas atrocidades. No eran más que paroxismos que enardecían la imaginación de todos aquellos que querían seguir enzarzándose. En cambio, los rebeldes olvidaron el peso que representaba la idea del monarquismo. En lo que al presidente La Gasca se refiere, sabemos que aminoró el sentimiento de insatisfacción hacia el rey. El convencimiento de que un español pobre podía hacer fortuna en las Indias afligía a los hombres con insoportables frustraciones y destilaba el veneno de la rebelión. Algunas pistas inadvertidas hasta aquí nos permiten dibujar los contornos sociales del movimiento. Los nuevos candidatos a la insurrección tenían a su disposición los elementos necesarios para sacar todas las conclusiones posibles del fracaso de Pizarro.

			MOVILIDAD Y REBELIÓN

			No bastaba con que danzaran las calaveras. La movilidad de los hombres representaba la causa principal del estallido de las insurrecciones. Como un antídoto, el mal albergaba en sí el remedio, es decir, el desplazamiento de los hombres en el espacio de las Indias y el Atlántico. El peligro provenía de la formación de importantes concentraciones de individuos ociosos en las zonas escasamente administradas de las Indias. Prevenir las agrupaciones de emigrantes dispuestos a todo era la palabra clave del método La Gasca. Recordemos que, saltándose las recomendaciones de la corona, este decidió nombrar a varios gobernadores militares para que sus expediciones a las fronteras consiguieran dispersar a los emigrantes demasiado numerosos en la zona de Charcas y Cuzco. Por la misma preocupación, se afanó en limitar la ayuda que le habían ofrecido las autoridades de Nueva España, Nicaragua y Santo Domingo.

			La vivacidad de las frustraciones provocadas por los repartos de bienes en recompensa a los servicios ofrecidos al rey amenazaba al presidente, por lo que repetía sin cesar los efectos nefastos de la falta de dinero y de indios para el reparto. No sin ironía, Pizarro le habría dicho: «que no quería mayor venganza de mí que verme encargado de tanta gente»121. De hecho, tras el reparto de Guaynarima, durante el cual los capitanes alistados en las filas del presidente recibieron numerosas mercedes, la insatisfacción volvió a imperar en Perú. La Gasca eligió este pueblo, ubicado a doce leguas de Cuzco, en espera de que reinara una mayor serenidad que en la ciudad vecina. Consiguió amenguar la fila de los pretendientes al tiempo que supervisaba la dispersión de los insatisfechos. Los menos influyentes y armados fueron dirigidos al procedimiento de demandas de mercedes al rey. La corona no respondía sistemáticamente a esas relaciones de méritos. Al mismo tiempo, el comisario alababa una política de control estricto de la inmigración hacia los Andes, aunque la política de la inmigración terminó siendo un fracaso. Durante la segunda mitad del siglo, los recién llegados asistieron a un crecimiento sin precedentes, por lo que los miedos del presidente no tardaron en confirmarse. Un tal Francisco Hernández de Girón estuvo involucrado en el movimiento insurreccional que sacudió Cuzco a partir del otoño de 1548. Desde su puesto de lugarteniente del gobernador Benalcázar, sirvió al virrey como capitán y participó en la batalla de Xaquixaguana. En tanto que súbdito ejemplar de su majestad, fue recompensado con buena parte de lo que Pizarro poseía en Cuzco: más de 11.000 pesos extraídos de la venta de la coca, sin contar los tributos de cereales de varias encomiendas. En dos ocasiones, Francisco Henández fue indultado tras la pesquisa.

			Al igual que Tello de Sandoval en Nueva España, La Gasca podía tan solo constatar la falta de hombres capaces de administrar Perú. No faltaban soldados. En cambio, no abundaban ni juristas ni letrados: «No hay de quien echar mano para asentar la audiencia»122. Con la llegada del comisario, los oidores del tribunal instalado en Perú eran cuatro: Vázquez de Cepeda, Pedro Ortiz de Zárate, el licenciado Alonso Álvarez y Lisón de Tejada. Este último murió rápidamente en el camino de regreso a España. Los tres primeros estuvieron implicados en la rebelión de Pizarro y dos de ellos (Zárate y Álvarez) murieron durante la misma. Cepeda fue finalmente destituido por La Gasca tras reintegrarse en el campo legalista. El presidente trajo consigo a otros dos oidores, los licenciados Andrés de Cianca e Íñigo de la Rentería. Este último murió antes de llegar a Perú. Un pequeño grupo de oficiales reales se mantuvo en su puesto desde el asesinato de Francisco Pizarro en 1541, sin rendir cuenta jamás de sus actividades. El comisario real presidía así una audiencia fantasma, formada por un oidor fiel y otro que se había unido más tarde. Algunos oficiales, como el tan sonado Lorenzo de Aldana, completaban el cuadro de la administración de Su Majestad en Perú. Para asegurar el gobierno más amplio posible, La Gasca se rodeó de regidores, de autoridades eclesiásticas y de los más fieles capitanes, como fueron Pedro de Hinojosa y el mariscal Alvarado. Con el asentimiento de este grupo, pudo proceder al nombramiento de Diego Centeno, capitán general para la conquista de Paraguay.

			Faltaban los medios humanos y las infraestructuras para proceder contra un millar de individuos susceptibles de ser sometidos a un proceso, aun más cuando las exacciones y hechos de guerra insurreccional se daban en todo el virreinato. Resultaba imposible encarcelar a tantos rebeldes, del mismo modo que era inconcebible pronunciar la pena capital contra cada uno de ellos. La solución de la prisión general no se encontraba en el proyecto judicial de La Gasca, quien propuso, en cambio, una forma de dispersión de los rebeldes, un modo de deglutir a los concitadores en el espacio, el aislamiento y el tiempo.

			Ante todo, el presidente hubo de ejercer una justicia por delegación con la esperanza de controlar las ciudades de un inmenso territorio. El licenciado Polo de Ondegardo, rebelde arrepentido y aliado al rey, fue comisionado a Charcas como juez pesquisidor para encausar a los rebeldes de la región. El capitán Martín de Robles fue despachado a Arequipa para asistir a la justicia y supervisar el embarco a Chile. Lorenzo de Aldana, gran capitán durante el conflicto, fue nombrado corregidor de Lima, sirviendo de posta para supervisar el exilio de los condenados hacia Tierra Firme. En La Paz, el capitán Alonso de Mendoza fue quien obtuvo el cargo de corregidor. En Cuzco, el oidor Cianca, que habría tenido que presidir en Lima, se encargó de los procesos contra los sediciosos.

			El presidente no descuidó el nombramiento de los cargos ordinarios. Múltiples escribanías que fueron objeto de compraventas reiteradas en detrimento de la competencia de los escribanos públicos acogieron a hombres procedentes de las tropas legalistas. El comisario supo escenificar el anuncio de las sentencias contra la memoria de los rebeldes difuntos. Durante su entrada en Lima en 1548 no titubeó para dar a la recepción del sello real el lustre exigido. Bajo un palio profusamente decorado, el corregidor Lorenzo de Aldana tiraba de las bridas de un caballo, sobre el que lucía el emblema de justicia real. Le seguían La Gasca y el séquito de los notables suntuosamente vestidos de seda. Todo iba acompañado de muestras de júbilo, danzas y juegos. Los nuevos miembros de la audiencia se instalaron al fin en Lima. La Gasca fue poco a poco haciéndose con los medios de ultimar la represión de la rebelión.

			Los hombres de La Gasca, repartidos por todo el reino, consiguieron crear una lista recapitulativa de los insurgentes, que el presidente recibió en agosto de 1548 y de la que expidió copia a las ciudades del país, así como al Consejo de Indias. Este primer documento representó, al parecer, una parte de las listas que nos han llegado. Muchos rebeldes fueron encarcelados en Lima, en Cuzco, en Charcas o Arequipa. Muchos otros escapaban a los hombres del presidente. Juan de la Torre se escondió más de tres meses en una cabaña india antes de que lo descubrieran y lo ejecutaran a principios de julio de 1548. La justicia real se esforzó en perseguir a todos los rebeldes cuyos nombres conocía. Todos los jueces delegados recurrían sistemáticamente a la delación. Desde finales del mes de abril de 1548, algunas semanas después de Xaquixaguana, un primer grupo de condenados fue trasladado a Lima y otro a Chile. En junio, el oidor del tribunal de los Confines, el licenciado Pedro Ramírez de Quiñones, que había venido para apoyar al comisario en su tarea, retomó el camino de Santiago de Guatemala (sede de la audiencia) y escoltó a un grupo de condenados a galeras. Se los entregó a Lorenzo de Aldana, quien los envió desde Arequipa hasta Tierra Firme y, luego, a España123.

			Estos embarcos fueron objeto de numerosas reacciones y de una vigilancia particular. Desde finales del mes de julio de 1548, un grupo de galeotes que iban a España fue escoltado desde Cuzco hasta Lima. En agosto, otros doce que venían de Charcas a Lima fueron deportados hacia Panamá con destino a la península124. La noticia de la evasión de esos cautivos llegó a Lima. Poco después de su embarco hacia Nicaragua, diez de ellos saltaron al agua y arribaron a la costa. Cuatro fueron apresados a su llegada a Trujillo, Piura y Guayaquil. Seis proscritos permanecieron en paradero desconocido. El presidente despachó con diligencia al licenciado Ramírez para advertir a las autoridades de la zona de Trujillo y las de Tierra Firme de que buscaran a los fugitivos y los pusieran de nuevo en su ruta a la península. A partir de 1548, La Gasca envió al capitán Martín de Robles a Arequipa para que vigilara las primeras salidas para Chile. El gobernador de la región fue acusado de embarcar con destino al sur a los galeotes que debían enviarse al Mediterráneo, sobre todo a un tal Luis de Chaves, a quien supervisaba continuamente el comisario del rey.

			La Gasca, preocupado por preservar su imagen, se esmeró en atraerse a los eclesiásticos y en pronunciar él mismo las sentencias infligidas a los clérigos. Los obispos, cercanos al poder político y generalmente poseedores de vastas encomiendas, fueron sensibles a los argumentos de Gonzalo Pizarro sin haber participado abiertamente en la rebelión. Jerónimo de Loaysa, arzobispo de Lima, era también el sobrino de García de Loaysa, arzobispo de Sevilla, presidente del Consejo de Indias y maestro general de la orden de predicadores. Aunque allegado a Pizarro, se encaminó pronto a Panamá para encontrarse con el comisario real. Recibió una amplia recompensa por su apoyo a la corona. Encabezó después el combate contra la rebelión de Sebastián de Castilla y Francisco Hernández de Girón. En suma, en respuesta a una sincera exigencia moral, fue el artífice de la restitución de bienes a los indios, agenciando numerosos casos derogatorios125. Allende el océano, siguió entablando vínculos con los descendientes de los Pizarro.

			El bachiller Garci Díaz de Arias, obispo de Quito, fue el secretario y capellán de Francisco Pizarro. Apoyó a la rebelión de Gonzalo Pizarro hasta el verano de 1547, fecha en la que se unió al bando de los legalistas. Únicamente fray Martín de Calatayud, obispo de Santa Marta, pareció obstinarse en la desobediencia. El presidente lo encarceló en 1547. El cautivo murió al año siguiente, sin haberse retractado. Al final, al contrario de lo que hicieron muchos religiosos humildes, los obispos aportaron una ayuda indefectible a la política peninsular.

			Era costumbre que los clérigos rebeldes se exiliaran de Perú. Recibían públicamente la penitencia, confiscaban sus bienes y se les prohibía cualquier función eclesiástica. Otras veces, estaban condenados a vivir para siempre recluidos en sus conventos. La Gasca, que delegaba en los obispos la declaración de las sentencias, clamó por su clemencia. Recordemos que un incipiente levantamiento, que terminó aplastado, sacudió Cuzco en el otoño de 1548. Entre los insurgentes figuraba el clérigo Domingo Ruiz, un legalista que había luchado junto a Diego Centeno. Desafiando sus esfuerzos, recorrió los Andes para servir al rey. Según el mismo presidente, este intrépido dominico nutrió de hombres el ejército de Centeno y escondió al capitán, arriesgando con ello su propia vida. Por todos sitios, en el campo de batalla, levantó las armas en aras del combate, hasta el punto de que aspiró a ser nombrado sargento mayor de las tropas de Centeno. Hubo de entrar en razón: la función militar era incompatible con el hábito de monje mendicante. Durante el reparto de Guaynamira, recibió una encomienda y 1.500 pesos. Quedando insatisfecho, fue uno de los que con más determinación fomentaron la insurrección de Cuzco. Al verse encarcelado por el obispo, recurrió a Roma antes de escaparse de prisión. Una vez apresado de nuevo y transferido a Lima, La Gasca intercedió en su favor. El rebelde no dejó de asegurar a sus amigos que había debido matar a Centeno y unirse a Pizarro, quien no habría dudado en hacer de él un caballero afortunado. En una palabra, era menester alejar lo antes posible de la escena andina a este irascible agitador. En relación con los servicios ofrecidos por el dominico, La Gasca, que le había recompensado ya con 1.500 pesos, lo asignó una pensión de 1.000 pesos y lo envió a España como hombre libre.

			En el mes de diciembre del mismo año, el presidente mandó embarcar a otros tres clérigos hacia la península. El canónigo de Quito, Juan Coronel, pertenecía a un linaje converso, del cual varios miembros participaron en la revuelta peninsular de los comuneros. Se puso al servicio de Gonzalo Pizarro, para quien efectuó varias misiones de espionaje. Entusiasmado por el hecho de justificar la insurrección, redactó una breve obra titulada De Bello justo con el objetivo de defender la acción del caudillo y condenar la guerra que se le hacía. El 24 de junio de 1548, el obispo de Cuzco le prohibió ejercer cualquier cargo eclesiástico y lo condenó al exilio. Como sabemos, sus ideas y textos circularon entre los conspiradores. Según La Gasca, fray Luis de la Magdalena y fray Juan de Sosa estuvieron en el mismo convoy que el canónigo. El fraile dominico Luis, condenado el 19 de junio, recibió públicamente la penitencia. Vituperaba como nadie desde el púlpito contra las Leyes Nuevas y las autoridades judiciales. La coronación real de Gonzalo Pizarro apuraría el destino del país. Según Lohmann Villena, fray Luis colaboró en la redacción del libelo de Juan Coronel. Salvo algunos de sus miembros, las órdenes franciscana y dominicana se mantuvieron al margen del movimiento pizarrista. No ocurrió lo mismo en el caso de los mercedarios.

			Los Pizarro habían fomentado el asentamiento de los monjes de la Merced en Perú126. Gonzalo encontró en ellos algunos apoyos, como el de fray Pedro Muñoz, que exhortó a los fieles del convento de Lima a acogerse a la enseña del rebelde. Voceaba que era lícito rebelarse contra el virrey si este se empecinaba en imponer las Leyes Nuevas sin oír las quejas de los colonos. Fingiendo unirse a La Gasca, ejerció de espía del campo legalista bajo las órdenes de Pizarro. El presidente lo exilió a España, donde vivió recluso en un convento de Valladolid. Ensalzando siempre la deportación para luchar contra la insurrección, sugirió al rey que persiguiera a todos los mercedarios de Perú:

			De orden que tan suelta suele ser [...] qué se ha de esperar (nada bueno) en tierra tan libre para los males como esta [...] y bien en la tierra se haría en poblar sus casas de religiosos de San Francisco o Santo Domingo, y que se fuesen todos los que de esta orden en estas partes están a España127.

			Entre los principales apoyos eclesiásticos de la rebelión se encontraban también los criados de los Pizarro. El padre Diego Martín llegó a Perú disfrazado de soldado para ocultar sus vínculos con el clan. Fue el principal administrador de sus bienes y su hombre de absoluta confianza. Veló durante mucho tiempo por la intendencia del ejército de Gonzalo Pizarro. Fue proscrito de Perú, la Hacienda confiscó sus bienes y se le prohibió toda función eclesiástica. En cambio, aquellos no fueron los únicos en entusiasmarse con la rebelión.

			A finales del mes de septiembre de 1548, durante la expedición de ocho desterrados a Panamá, el presidente esbozó un primer balance de las deportaciones a galeras. Todo indicaba que el traslado de los condenados, con el que se pretendía reducir su capacidad de movilización, prevalecía ante la solución de la deportación. El magistrado calculaba que de los ciento veinte o ciento treinta insurgentes escoltados hasta España, solo la mitad terminaría en las galeras. Añadía a ello que:

			Como el camino es largo, no podrá ser menos sino que muchos se suelten y desperdicien, y ansí creo que de ciento veinte o ciento treinta que hasta ahora se han enviado condenados a galeras, no llegarán la mitad; pero como lo más que se pretende, ya que no se hace dellos justicia, es vaciar de infieles la tierra, y esto se consigue con embarcarlos para Tierra Firme [...] cuantos que se soltaron de los navíos pasados y osaron soltar en esta costa, se hizo justicia, y creo lo mismo se hará en Nicaragua, Guatemala, Nueva España de los que por allá aportaren, porque allende de estar dado aviso, cuando de aquí partió el licenciado Ramírez, oidor de la audiencia de los Confines, llevó intento de procurar que se prendiesen y castigasen los que allá aportasen128.

			Imposible expresar mejor la necesidad de dispersar a los conspiradores. La mayoría de ellos no fueron deportados en sentido literal, ya que no debían ser encarcelados una vez expulsados. El mismo exilio constituía ya su pena. Los desterrados a Chile debían luchar allí. Los galeotes que habían de someterse a una auténtica deportación se encaminaban a España con una reducida escolta, con frecuencia, se comprometían a ir hasta los puertos del Mediterráneo por sus propios medios, en la medida en que su embarco desde las Indias quedaba supervisado por las autoridades. Este procedimiento de urgencia pretendía apagar los focos incendiarios. No obstante, resultaba optimista pronosticar que se atraparía de nuevo a los fugitivos y que el exilio inmediato garantizaría a largo plazo la paz del país.

			De hecho, el presidente apostaba por la eficacia de los circuitos de información administrativa y judicial para perseguir a la zaga a los rebeldes. Si nos atenemos a las cartas de La Gasca, el número de dispersiones parecía limitado. Por todos sitios se arrestó a los condenados de Perú que habían escapado durante un tiempo a la custodia de la justicia. A lo largo del año 1552, Francisco López, Francisco Rodríguez, Gonzalo Pérez, Pedro Salinas, Diego López y Diego de Torres, registrados por la audiencia de Lima como condenados de Perú, fueron arrestados en la región de Panamá. Se hicieron con los títulos de juros que poseían tras una nueva acusación anónima de rebelión. Pedro Salinas y Diego López fueron ahorcados. El caso de un tal Vicencio Pablo, natural de Sevilla y condenado en Perú, resultó algo diferente. El andaluz fue arrestado en la isla La Española y lo enviaron luego a la península, donde fue declarado culpable tras recurso de apelación y ejecutado en Valladolid. Una orden real del mes de mayo de 1551 exigía una investigación a los oficiales de la ciudad de Santo Domingo. Debían fijar el coste de su detención y su traslado antes de imputar la carga a los beneficiarios de la adjudicación de los bienes del condenado. Por residir en Santo Domingo, Pablo escapó durante dos o tres años a las persecuciones de la audiencia de Lima. Al igual que los anteriores, no figuraba en las listas generales de los condenados de Perú.

			Los prófugos no veían precisamente su exilio con los mismos ojos que la audiencia. Así, un italiano de la provincia de Niza llamado Benito Castilla fue condenado al destierro de Perú antes de embarcar para Tierra Firme. A bordo del navío que lo llevaba a Panamá, se amotinó junto a otros veintisiete cautivos cerca del puerto de Payta, al norte de Perú. A diferencia de las esperanzas de La Gasca, Benito sacó a flote que eran muchos los veteranos de Perú que conseguían, sin impedimentos, llegar a Nueva España, allí donde durante años ocuparon varios oficios.

			EL EFECTO DOMINÓ

			Según un poderoso efecto dominó, el destierro de los traidores contribuyó eficazmente a propagar el contagio de la rebeldía durante las décadas de 1550 y 1560. Entre la primavera y el invierno de 1548, llevaron a casi 400 prisioneros desde los Andes hacia Arequipa para su embarque. La Gasca puso toda su atención en las deportaciones a Chile pese a que en el norte un flujo importante de proscritos irrigaba la América central. La alianza tan deseada por los conspiradores con esos hombres de Perú daba fuste a todas las insurrecciones, ya que permitía la adhesión de los fugitivos a una nueva causa, ofreciendo con ello a los principiantes una lección repleta de retórica y de imágenes de la insumisión. En 1550, los conspiradores de Taxco tuvieron de su parte a un hombre de Perú llamado Benito Castilla. El capitán Cristóbal de la Peña se acercó durante un tiempo a Pizarro durante los acontecimientos de Perú. En este sentido, aunque no figurara nunca en las listas de los condenados de 1548, seguía siendo sospechoso. Durante el amotinamiento de Hernández de Girón, Cristóbal fue elegido general de los conspiradores de Huamanga antes de apartarse de los insurgentes. El conocido como Juan de Porras participó en la conquista de Perú junto a los Pizarro, para los que fue uno de los incondicionales. La Gasca le condenó por traición, pero Juan halló el modo de escapar a su suplicio y no fue apresado hasta su participación en la rebelión de Hernández de Girón. Por su parte, Juan Pérez de Guevara sirvió fielmente a los Pizarro antes de unirse a La Gasca, aunque se halló también en el bando de Hernández de Girón durante el levantamiento de 1553-1554.

			Memorialistas y cronistas de la época afirmaban que los rebeldes que habían fomentado las revueltas de Sebastián de Castilla y de Hernández de Girón surgieron todos del movimiento pizarrista129. De hecho, las mismas ciudades y numerosos soldados estuvieron involucrados en los sucesivos movimientos insurreccionales de Perú. Según el cronista Diego Fernández, Francisco Hernández de Girón fue arrestado cerca de Huamanga en compañía de siete de sus compinches. Los capitanes legalistas, Miguel de la Serna y Juan Tello, los condenaron finalmente a todos al exilio salvo a uno de ellos, un tal Guadramiro, al que se le juzgó más peligroso y que ejecutaron in situ. En su relato de los acontecimientos, el procurador de Lima, Juan Fernández, indica que este Guadramiro fue ahorcado porque sus perseguidores le conocían como antiguo cómplice de Gonzalo Pizarro. Tal obstinación en la insumisión no podía quedar impune.

			Las otras rebeliones también mantenían vínculos entre sí. Un procurador del istmo evocaba el caso del comandante Parraga, desterrado de Perú en 1553 por ser secuaz de Sebastián de Castilla y que, en compañía de otros exiliados, incitó a una insurrección en Panamá, donde fue condenado de nuevo en 1554. Al igual que Juan de Porras, Juan Bermejo y Salguero formaron parte de la primera ola de conquistadores de los Andes. Habiéndose exiliado hacia Nicaragua tras el final de las guerras pizarristas, se posicionó rápidamente en el bando de los hermanos Contreras, a quienes incitó a deshacerse de Antonio Valdivieso, obispo provincial. Era Juan Bermejo natural de Segovia, como doña María de Peñalosa, la esposa del insurgente Rodrigo de Contreras. Contribuyó a la toma insurreccional de Panamá antes de hallar la muerte en marzo de 1550, durante una batalla contra las tropas legalistas.

			Conocemos los apellidos de los cuatro tránsfugas de Perú implicados en los asuntos de Panamá: Landa, Juan Griego (a diferencia de lo que indican las listas de sentencias, no parece haber sido ejecutado en los Andes), Alonso de Benavides, así como a otro conocido por el nombre de Altamirano. Aparte, sabemos que varias decenas de proscritos de Lima saltaron al agua al vislumbrar las costas de Panamá, antes de unirse a la insurrección de los hermanos Contreras. En Nueva España, los cómplices de Martín Cortés buscaron activamente la participación de los antiguos rebeldes para su proyecto insurreccional. En sus declaraciones, Alonso de Ávila evocó, en varias ocasiones, la correspondencia de Martín Cortés con la Guatemala amotinada. El testigo Baltasar de Quesada precisó, en su momento, que un tal Pedro de Girón (del mismo apellido que los amotinados de Cuzco) fue a vivir en casa de Alonso de Ávila desde Guatemala. El juego antroponímico tendía a dar forma a la imagen de una red transamericana de rebeldes. La misma presencia de estos últimos se cargaba de una eficacia simbólica y política de primera categoría. La idea de que seguía existiendo una resistencia potencial nada desdeñable a las decisiones tomadas en la península alimentaba la esperanza de establecer nuevas alianzas insurreccionales entre las diversas regiones de las Indias.

			Los rebeldes infiltrados vehiculaban ideas del gusto de entonces generadas por la insurrección de Perú. Difundían visiones caballerescas del Ejército de la Libertad reunido contra los oidores. El cronista Diego Fernández copió de nuevo el memorial del mariscal de campo Alvarado y algunas cartas de La Gasca que mencionaban al ejército de los insurgentes. Sin duda, aquellas descripciones sirvieron para forjar un tipo de vulgata propagada por transmisión oral. No sin cierta ambigüedad, en su informe al Consejo de Indias Alvarado mencionaba la magnificencia inigualable de la formación de las compañías rebeldes en Lima130:

			E luego G. P. repartió entre los capitanes dineros [...] a los dos capitanes de gente de caballo dio cincuenta mil castellanos e [...] al capitán Martín de Robles 25.000 castellanos [...] [a] Bachicao 25.000, [a] Guevara 25.000 [...]; el capitán Carvajal tenía 10 arcabuceros [...] Guevara [...] 112 [...]; el capitán Bachicao sacó una cifra que decía Pizarro y una corona de rey encima [...]. No hubo soldado que se encargase y armase que no llegase acerca de dos mil castellanos131.

			Según un cálculo más bien optimista, un campesino castellano acaudalado disponía de un ingreso de unos cuarenta ducados al año, o, lo que es lo mismo, debía contar más de cincuenta años de trabajo para conseguir la cantidad de los 2.000 castellanos que se concedió a los hombres de Pizarro, según consta en el memorial de Alvarado. Se trataba de un tipo de promesa de conjura que suscitó sin duda alguna bastantes vocaciones durante los movimientos posteriores. Por entonces, numerosos culpables fueron condenados solo a restituir las cantidades y los pertrechos otorgados por Pizarro: Jerónimo Carrillo tuvo que devolver a Hacienda 150 pesos que recibió de Pizarro, Juan de Decán entregó 350 pesos, Andrés de Valenzuela entregó a las cajas del rey 180 pesos... Una decena de soldados pobres se vieron obligados a devolver su parte. La audiencia no consiguió cuadrar la lista de los que se habían beneficiado de la dadivosidad del gobierno insurgente. Las pesquisas llevadas a cabo para registrar los bienes de los condenados confirmaron ampliamente la contribución de los españoles pobres a la rebelión de Pizarro.

			Encontrándose en la imposibilidad de encarcelar a todos los condenados, la máquina judicial trabajó en la confiscación de sus bienes. La mayoría de ellos nacieron en la península. Basándose en las listas recibidas de Lima, el Consejo de Indias despachó varias pesquisas para establecer el inventario de sus bienes españoles. Deudos, vecinos, notarios y otros jurados tuvieron que contribuir de tal modo que conocemos el capital peninsular de ciento cuarenta y siete de los conspiradores bajo la forma de dos inventarios. Este documento no esboza por completo el perfil social del grupo de los setecientos insurgentes pizarristas. En cambio, representa un indicador fiable del modesto rango que ocupaba la mayoría de ellos.

			El texto precisaba que sesenta y cinco de los ciento cuarenta y siete individuos estaban desprovistos de todo. Una quincena de ellos era de lo más pobre que existía: «no se conoce tal pobre». Llegados desde los pueblos de España hasta las Indias, representaban la categoría de los más desfavorecidos de la península. Otros quince mencionados no iban acompañados de precisión alguna. En total, ochenta de estos ciento cuarenta y siete individuos eran muy pobres. Si extrapolamos esta proporción del 55% de los pobres a la totalidad de los setecientos condenados, llegamos a la conclusión de que fueron al menos trescientos ochenta y cinco inmigrantes recientes y muy pobres los que participaron en las últimas fases del movimiento pizarrista. En Sevilla, los oficiales de la Casa de Contratación buscaban los bienes en la ciudad andaluza de dieciséis condenados de Perú que resultaron no poseer nada en absoluto132. Cerca de allí, en Cartaya, no se conocía más pobre que a Juan de la Calle. En Málaga, Antonio de Vega era uno de los más desamparados. Los recursos de otros veinte rebeldes entre los ciento cuarenta y siete condenados eran muy limitados. En Trujillo de España, Bartolomé de Aguilar poseía en total media casa de las más humildes y parte de una viña. En cuanto a Francisco de Velasco, sabemos que poseía una pequeña viña. El Ejército de la Libertad era un ejército de menesterosos.

			Solamente algunos rebeldes gozaban de cierta holgura. El doctor Lisón de Tejada, que fue oidor de Perú, poseía una gran casa en Logroño, así como numerosas viñas en varios lotes de ricas tierras. Desarrolló una importante actividad comercial gracias a los recursos que generaban sus propiedades. Se realizaron inventarios similares para el rebelde Alonso de Villacorta en Olmedo y para el caso de Francisco de Cárdenas en Medina del Campo. Estos últimos fueron una excepción. Allí donde se instalaban los veteranos de Perú, se extendía el eco de la prodigalidad del movimiento insurreccional con sus promesas de un próspero porvenir. La mención de que los capitanes distribuían dinero a raudales a las compañías de Pizarro hacía perder la cabeza a los emigrantes recientemente llegados. La sospecha, a menudo justificada, de que muchos de ellos habían suscitado una oleada rebelde sin precedentes atenazaba al Consejo de Indias. La trabazón cronológica que se percibía de las insurrecciones generaba duda e impulsaba a privilegiar las explicaciones más sencillas. Como sabemos, no faltaron las reacciones al sobresalto que produjo la insurrección de Pizarro. A veces, el delito fue finalmente clasificado por las autoridades. Así, en 1557, el corregidor Altamirano, juez de la región de Charcas, mandó que expidieran a España a un tal Lope de Madrid, acusado de levantamiento y rebelión contra Su Majestad en la zona de Potosí. En 1559, el Consejo de Indias absolvió también a Lope en vista de la enjutez de su proceso.

			Los hechos de la insurrección se superponían a las persecuciones que se iban sucediendo. Recordemos que a lo largo del año 1553, mientras que se desplegaba el movimiento de los Contreras, el Consejo de Indias abrió una investigación sobre los asuntos judiciales llevados a cabo contra los condenados de Perú. Varios de ellos se hallaban en los calabozos españoles esperando el resultado de su apelación a la justicia peninsular. En 1561, cuando Hernando Pizarro fue liberado del castillo de la Mota, cerca de Valladolid, las tropas del rey echaron sus redes a Lope de Aguirre en los Andes. El mismo año, el Consejo de Indias ordenó una pesquisa para conocer el estado de las persecuciones llevadas a cabo contra los insurgentes de Perú, los de la rebelión de Gonzalo Pizarro y los de las tropas de Francisco Hernández de Girón. La represión de un movimiento, las persecuciones contra los participantes en otro de ellos y el reglamento tardío de las apelaciones judiciales en vigor se sucedieron a lo largo de los años 1540 a 1580. La Gasca creyó —con toda probabilidad— en la eficacia de la dispersión para extinguir las insurrecciones. En cambio, no cabe duda de que midió también la fuerza de las tensiones que seguían sacudiendo los Andes en el momento de su partida. La corona experimentaba así el sedicioso contagio.

			Por lo tanto, los candidatos a la insurrección en Nueva España se forjaron una visión crítica de los acontecimientos acaecidos en Perú. El movimiento pizarrista fascinaba a los que no veían otra salida que la de la desobediencia a la corona para hacerse un hueco bajo el sol de las Indias. El clan extremeño, a pesar de su reputación, había fracasado en su ruptura con la península. Las calaveras de sus jefes blanquecieron mucho tiempo en la plaza de Lima. Con alguna que otra mofa, los conspiradores de México se jactaban de actuar mejor en un futuro próximo que sus ilustres antecesores de los Andes. Entre los testigos del proceso de Martín Cortés, el licenciado Espinosa contaba que el conspirador Alonso de Ávila, sacando conclusiones de los hechos ocurridos en Perú, consideraba que a Gonzalo Pizarro le faltaba determinación: «Cuando se levantó con la tierra, Gonzalo Pizarro cometió el error de no declararse por rey y de no conceder la perpetuidad de las encomiendas». Si Pizarro hubiera tomado la corona, si los colonos se hubieran hecho con las tierras, el movimiento triunfante habría entablado un diálogo de igual a igual con el monarca español. Era una visión de los hechos que iba más allá de la simple contestación de las Leyes Nuevas. Los rebeldes que vivían en la clandestinidad esperaban que los siguientes movimientos insurreccionales no reprodujeran los errores pasados. Evitando convertirse en el hazmerreír de los de los Andes, los conspiradores de México y su rey incitaron a los antiguos conspiradores del sur a sublevarse de nuevo, ya que todo relevo territorial hacia Perú quedaría desconectado de la península.

			Según los confabuladores, la duplicidad de los oidores de Lima fue una de las causas del fracaso de Pizarro. Los oidores Vázquez de Cepeda, Lisón de Tejada y Ortiz de Zárate provocaron la ruptura con el virrey colocándose en el bando de Pizarro. Luego se alejaron de las acciones del gobernador. El comisario real hizo un balance del ejercicio de los oidores como lo habría hecho si la rebelión no hubiera estallado. La vigilancia sobre el juicio de residencia quedaba oficialmente relegada al campo administrativo. La palabra «juicio» significa a la vez proceso del ejercicio de un cargo y proceso civil o criminal. La conclusión del mandato permitía, en cambio, la ocasión de actuar contra los oficiales reales. Si resultaba necesario, podían someterse también a un procedimiento penal. La Gasca, sin ir más lejos, se limitó al acta del ejercicio de los oficiales, un tipo de juicio de compromiso. Para los insurgentes de México, los oidores eran simples traidores.

			Perú, laboratorio de la monarquía, lo fue también de la rebelión. Llegado el momento, les sería imposible a los conspiradores de México evitar deshacerse de los oidores de Nueva España. El precedente andino alimentaba la violencia del proyecto mexicano: «matarían a los auditores y coronarían al marqués del Valle que después haría duques, condes, marqueses y señores, aumentando sus posesiones y haciendo sus rentas perpetuas». Había que sobornar a más conspiradores que Pizarro en Perú para garantizar su fidelidad. Las ofertas de un posible comisario no debían permitir que aquellos regresaran al regazo de la monarquía peninsular:

			porque después cuando viniese el rey don Felipe con promesas e dátivas que no fuesen parte para les tornar a volver a él porque fácilmente le respondiesen todo lo que nos podéis dar lo tenemos acá e muy cumplido no hay para qué admitir falsas promesas como hizo el de La Gasca en el Pirú133.

			El presidente había engañado a los adeptos de los Andes, que, en su mayoría, no habían obtenido nada.

			Se debía evitar el mismo error en México. En verdad, resultaba inútil y peligroso pactar con el comisario Valderrama al que Martín Cortés parecía estar tan unido. El conspirador Espinosa había de convencer a este último de que «les engañaba como La Gasca había engañado los del Perú»134. Para que Perú pudiera erigirse como modelo, los confabuladores tenían que actuar mejor que Pizarro.

			Los efectos sociales y políticos de los movimientos de Perú se manifestaban a través de las confiscaciones de bienes. Los que no tenían nada en España perdían allí su reputación, como mínimo, y arriesgaban el lustre de la de sus descendientes. Algunos se encontraron involucrados en asuntos de robos o deudas que gestionaba el tratamiento judicial de la insurrección. Los más acomodados, ciento cincuenta o doscientos individuos como mucho, eran víctimas de persecuciones asiduas de las autoridades judiciales y fiscales. Las diversas regiones de las Indias, así como las ciudades de la península, fueron así afectadas por esta segunda ola judicial provocada por las rebeliones. Los inmigrantes habían conseguido grandes cosas a un precio inigualable. Tenían que amasar fortuna en las Indias y, con todo, les confiscaron sus bienes y sus familias se empobrecieron. La publicidad de la represión andina se extendió por todo el mundo hispánico, a causa de los temas de confiscación, un soporte particularmente eficaz de la pedagogía de la obediencia a la corona, la base de una nueva memoria colectiva de la conquista que desdibujaba la imagen gloriosa de los conquistadores.

			Dos legajos de la serie Justicia del Archivo de Indias de Sevilla contienen asuntos de confiscaciones de los años 1562 a 1564. Los jueces de la audiencia de Lima persiguieron a Mencía Suárez, una habitante de Talavera, heredera del rebelde Pedro Suárez Pacheco. Se dirigieron también contra un vecino de Valladolid llamado Francisco de Zamora en relación con los bienes de su hermano Cristóbal Pérez. La serie continuó contra la demanda de Diego de Carvajal (vecino de Trujillo de España), que pretendía una parte de los bienes confiscados a Gonzalo Pizarro; contra los herederos castellanos de Toribio Galíndez de la Riva, a quien la corona le expropió por rebelde; contra la pretensión de las religiosas del convento franciscano de Santa María de Zafra, en Extremadura, a quien el rebelde Juan Rodríguez Barragán prometió parte de sus bienes; contra los herederos peninsulares del conspirador fallecido Vasco Godínez, condenado en 1553 durante el levantamiento de Francisco Hernández de Girón; contra Francisco Osorio de Sandoval, víctima del exilio, que poseía algunos bienes en Paredes, un pueblo limítrofe con Castilla la Vieja... Estos dos legajos, al igual que los anteriores y los posteriores, registraban otros casos más. El muestrario bastaba, en cambio, para ilustrar la pluralidad de situaciones, la amplitud de su distribución geográfica y el fenómeno de abultamiento de los procesos ligado a la aplicación de las sentencias por traición.

			Esta aplicación suponía que la administración reconstituyera el itinerario migratorio del condenado, que localizara sus orígenes geográficos y que estableciera la lista de sus herederos. Hay que observar que ya practicaba esta búsqueda de los herederos peninsulares en el ámbito de la Caja de Difuntos, encargada de gestionar los asuntos de herencia en el caso de la defunción de españoles en ultramar. En el terreno práctico, esta Caja designaba normalmente una función ejercida por diversos oficiales reales y otros escribanos. Se podía organizar entonces una gran cantidad de pesquisas que se confiaba a las autoridades locales, las cuales interrogaban a los vecinos, a la familia o a los allegados del conspirador. A modo de inventario, para calcular y vender en subasta, los bienes pasaban a la custodia de un administrador local, por lo general un notario, un regidor o un miembro de la audiencia.

			En Trujillo de España, el escribano Pedro Carmona aseguraba la custodia de la mayoría de los bienes confiscados a los insurgentes de Perú. Pese al secreto que los jueces trataban de imponer, según una fórmula conminatoria («que se secreten los bienes»), resultaba difícil obstaculizar cualquier manipulación. De hecho, el anuncio del secuestro de los bienes y su consiguiente entrega a la caja real desencadenó una oleada de protestas e instrucciones de recurso judicial que no hizo más que aumentar. A veces, las autoridades judiciales cometían errores garrafales. En las ciudades peninsulares de Arévalo y Medina del Campo, bajo pretexto de la confiscación de los bienes del rebelde Francisco de Cárdenas, se apoderaron de los bienes de un tal Juan de Osorio y del hermano del condenado, llamado Gutiérrez de Cárdenas. Ambos reclamaron su devolución. Por medio de las confiscaciones, el oprobio de la desobediencia que se extendía hasta los descendientes directos de los condenados brotaba con iniquidad sobre todos los que pudieran aspirar a una parte de los bienes. De este modo, las incautaciones se vivieron como una expoliación de los herederos, lo que nos impide establecer, en cambio, un balance general de esta extensa transferencia de bienes.

			Las confiscaciones hacían más trabajoso el ajuste de las incautaciones efectuadas durante el periodo de disturbios. Los mismos rebeldes podían encargarse de estas últimas, en cuyo caso dependían de «los autos fiscales», asuntos instruidos por los procuradores de las audiencias americanas. Los individuos de a pie no dudaron en sacar provecho de la época de revueltas para cometer numerosos abusos que dependían de «los autos entre partes», es decir, las desavenencias entre particulares. En el marco de esta circunstancia, un tal Jerónimo Zurván de Bilbao encausó a Diego García de Alfaro, natural de Huelva, con la esperanza de obligarlo a devolver ciertos bienes de los que se había apropiado en Perú. Un religioso llamado Alonso Márquez afirmó haber padecido las exacciones de un tal Pedro Jara y Francisco Carvajal, ambos cómplices de los pizarristas aunque no condenados por ello. El clérigo solicitó reparación de daños según un proceso ordinario. Los ejemplos de este tipo son abundantes. El día siguiente a las revueltas, era muy arriesgado que la acusación de complicidad quedara arrumbada por desacreditar a uno u otro partido en una discrepancia que atañía al derecho común.

			Los cambios de propietario de las encomiendas generaban también múltiples contestaciones. Lope de Alarcón se opuso a Pizarro en la zona de Arequipa. Habiendo fallecido durante el conflicto, la audiencia dispuso de su modesta encomienda antes de entregársela de nuevo a un tal Hernando de Ribera. La esposa de Alarcón, Ginesa Guillén, se dirigió a los jueces de Lima con la esperanza de recuperar dicho reparto, lo que era un modo de reconocimiento de los daños ocasionados en la lucha contra Pizarro. En 1552, habiendo muerto el titular y con el tema aún sin zanjar en términos de derecho, la corona pudo retomar a los indios, que no tenían nada de hereditario. Desde un punto de vista moral, resultaba totalmente inicuo despojar a una mujer sin recursos cuyo marido había muerto en la lucha contra la tiranía sediciosa.

			Por el contrario, la Hacienda Real reemplazó a los rebeldes para administrar bienes confiscados de antemano por estos últimos. Los deudores, los acreedores y las víctimas de los insurgentes se encontraban por consiguiente forzados a dirigirse a los tesoreros de la corona. Estos casos eran de una importancia variable. En la Lima de 1561, los herederos españoles de un tal Pedro Román reclamaron siempre el pago de 2.000 pesos que el gobernador Pizarro había usurpado a su antepasado. En 1569, Juan Mosquera, hijo del comandante de marina Alonso Núñez de San Pedro, apeló al Consejo de Indias por una sentencia pronunciada en Lima a favor del juez Jerónimo López. Juan solicitó al juez la devolución de los 8.800 pesos de oro que Hernando Bachicao, capitán pirata de Pizarro, le había robado a su padre. La audiencia no había devuelto aún nada a las víctimas de los bienes confiscados.

			Los tesoreros se apremiaron a confiscar los bienes antes que a pagar a los acreedores de los rebeldes. Es cierto que los oficiales de justicia y de finanzas no podían esperar a recibir su salario si no se llenaban las cajas reales. Era el momento propicio para denunciar las usurpaciones de los traidores. Es lo que hizo Alonso de Barrionuevo Montalvo como propietario de una encomienda en la provincia peruana de Caquingora, de la cual los hombres de Pizarro percibieron las rentas de forma indebida. La audiencia de Lima, depositaria de bienes, no pagaba al peticionario. En 1553, tras cuatro años de procesos inútiles, apeló al Consejo de Indias. No sabemos si Alonso pudo salirse con la suya. En otros casos, la audiencia reclamaba el dinero que se le debía a un conspirador al que la audiencia había reemplazado como acreedor. Durante años, el juez de Lima, Pedro de Enciso, encausó a un tal Melchor de Rojas con la idea de forzarle a pagar la jugosa suma de 31.500 pesos de oro que percibió de Francisco de Carvajal, el sanguinario rebelde cuyos bienes habían pasado a manos de la Hacienda. Del mismo modo, los jueces reclamaron a los deudores de Pizarro el dinero que este último les había prestado. Desde 1549, las autoridades locales reclamaron a Luis Carmago, un vecino de Trujillo de España, las cantidades percibidas del tirano. Créditos y deudas del gobernador fueron objeto de un control tanto más escrupuloso cuanto que la audiencia de Lima esperaba así recuperar una parte de las cantidades extraídas por la liga de las cajas reales.

			Los jueces respondían también a los recursos que involucraban a los miembros del partido legalista. Como soldado de la audiencia, todo indicaba que un tal Alejo de Medina se había embolsado los ingresos de encomienda durante una rebelión que estalló en la zona limítrofe de los chachapoyas, al norte de Perú. Melchor Verdugo, por su lado, recibió ilegalmente la atractiva suma de 10.000 pesos, la cual no tenía intención de apresurarse a devolver. En 1569, tras una discordia judicial y financiera de más de veinte años, el comendador Verdugo estuvo a punto de ganar la partida contra la audiencia y apeló por segunda vez al Consejo de Indias.

			Aunque, por lo general, los bienes eran confiscados y luego vendidos, también se atribuían a veces a un nuevo propietario, permitiendo satisfacer así las demandas de las mercedes solicitadas al rey. Don Francisco Manrique, uno de los miembros de la aristocracia peninsular, recibió por este medio los bienes del rebelde Nicolás de Parraga, un rico encomendero condenado en Perú y luego ejecutado en Panamá. Algunos españoles de buena cuna recibieron indios y rentas que no habían ganado jamás en su participación en la conquista. A la vista de los insurgentes, los méritos de los conquistadores eran, sin punto de comparación, los que incitaban al rey a otorgar mercedes a los nobles peninsulares. Estas mismas mercedes solo se justificaban por el rango de sus destinatarios. En el seno de la élite se barruntaba una fractura entre los oportunistas y los colonos conquistadores. No obstante, la denuncia de las mercedes reales inmerecidas seguía siendo un asunto secundario en el discurso de los rebeldes, ya que ellos solicitaban asimismo al rey la concesión de estos favores, es decir, la propiedad de las tierras y de las jurisdicciones de indios.

			En Perú, las ejecuciones y las deportaciones de los rebeldes no lograron una pacificación duradera del país. El presidente La Gasca, a punto de partir, debió moderar la represión aceptando muchos procesos de compromiso como el de Valdivia. Perú, tierra de traidores, generaba tenaces frustraciones para el conjunto de los recién llegados. Estos se volvían muy rápidamente sensibles al ambiente contestatario imperante en los Andes, el mismo que, sin duda, no pudo ser ajeno al deseo del presidente La Gasca de regresar sin demora a la península. Sin embargo, este innovó bastante al combinar sabiamente una represión violenta, el juego de las recompensas y el recurso masivo a la proscripción. Y aún más, el periodo de represión resultó especialmente propicio a la recaudación del dinero de la Hacienda Real a cuyas exigencias todos debían asentir a partir de ese momento. Sin haber desembocado en una verdadera pacificación, el método La Gasca marcó igualmente una etapa decisiva en la puesta en marcha de la colonia.

			
				
					121 Carta de La Gasca, 25 de septiembre de 1548; codoin-he, XLIX, págs. 410-411.

				

				
					122 Carta de La Gasca; codoin-he, L, pág. 8.

				

				
					123 Para este convoy, La Gasca proporcionó tres nombres: Luis de Chaves, Juan de Chaves de Ciudad Rodrigo y un tal Mescua; ídem, pág. 403.

				

				
					124 Conocemos los nombres de Almao (natural de Molina), Hernando Torres (de Arcos de la Frontera), Luis de Baeza (de Granada), Cristóbal Pizarro (de Trujillo); carta de La Gasca, 25 de septiembre de 1548; codoin-he, XLIX, pág. 423.

				

				
					125 M. Olmedo Jiménez, Jerónimo de Loaysa, O. P., pacificador de españoles y protector de indios, Granada, Universidad de Granada, 1990, págs. 304-307.
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					128 Carta de La Gasca, 14 de octubre de 1548; CODOIN-HE, XLIX, págs. 430-431.

				

				
					129 Entre las múltiples memorias enviadas a la península, encontramos textos muy interesantes, por ejemplo el del procurador de la audiencia de Lima, Juan Fernández, que relata los acontecimientos de Perú entre julio de 1552 y diciembre de 1554 (Relación cierta y breve de los desasosiegos sucedidos en Perú después de la muerte del señor virrey don Antonio de Mendoza y de las causas de donde procedieron; en Patronato 187, R. 19, s.f., 11 páginas); otro texto es la crónica, al mismo tiempo panfleto manuscrito, de Alonso Borragán; Patronato 90 B, N. 1, R. 54.

				

				
					130 El castellano de oro, acuñado en Sevilla hacia finales del siglo XV, valía unos 483 maravedíes, más que el ducado. 

				

				
					131 Patronato 90 B, N. 1, R. 39, f. 17.

				

				
					132 Lista de condenados en Perú para el embargo de sus bienes en España; Contaduría II, Capitulación de Toledo, N. 8, 1552, s.f., pág. 40.

				

				
					133 Declaración del licenciado Espinosa, ff. 39-40. 
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			TERCERA PARTE

			Las réplicas de la desobediencia

		

	
		
			CAPÍTULO VII

			La insurrección de los rivales

			A pesar de la represión de la rebelión de Pizarro y la retirada del presidente La Gasca, en enero de 1550, había poca fe en un retorno a la paz. Lejos de satisfacer a las familias de los viejos y humildes conquistadores y a las de los pobres recién llegados, los nuevos repartos de indios a los que había procedido el magistrado en Guaynarima hostigaba la ira de aquellos que estaban abandonados a su suerte. Antes de dejar la tierra, el comisario fijó para cada encomienda la cantidad máxima de tasas que se podía exigir, así como la imposibilidad de excederla. Necesitó a la vez más de mil quinientos lamas y casi tres mil quinientos indios para transportar las barras de oro y plata del rey hacia los puertos de embarque con destino a Castilla135. De este modo, salían de los Andes más de un millón de pesos en beneficio del despilfarrador Carlos V. Era la cantidad más elevada jamás cobrada por la Hacienda de Castilla desde los envíos que se hicieron tras la ejecución del Inca Atahualpa. De ahí que hubiera motivos para avivar el sentimiento de que el rey desatendía las Indias, robando su dinero a los colonos para gastarlo en asuntos lejanos136.

			SEBASTIÁN DE CASTILLA, EGAS DE GUZMÁN

			Dos movimientos insurreccionales, ocurridos en 1553 y 1554, formaron algunas de las réplicas al seísmo andino de la rebelión pizarrista. La mayoría de los actores se había involucrado ya en la represión y la política de las mercedes llevadas a cabo por el comisario La Gasca. La sospecha estaba en todas partes. No había capitán, comandante o aristócrata al que el rumor no incitara a sublevarse. El juez de Cuzco, el corregidor Alonso de Alvarado, que había contribuido tanto a la victoria de la audiencia, sospechaba que el brillantísimo Sebastián de Castilla pudiera liderar una insurrección. Sebastián, hijo del conde de la Gomera (una isla de las Canarias que sus antepasados conquistaron), parecía estar en condiciones de movilizar a los descontentos. Huyó de la ciudad al tiempo que el regidor de Cuzco previno a su homólogo de Charcas, el general Pedro de Hinojosa, del peligro que representaba ese hijo de buen linaje.

			De hecho, don Sebastián mandó ejecutar el golpe militar sin esperar la llegada de su mentor, el capitán Vasco Godínez. La mañana del 6 de marzo de 1553, Sebastián de Castilla mandó asesinar al corregidor Pedro de Hinojosa en Charcas, también llamada La Plata en la documentación de la época. La víctima era un antiguo compañero de Gonzalo Pizarro, aliado al bando legalista, que se había beneficiado de la dadivosidad del presidente La Gasca. Con una orden de Castilla, el conspirador Egas de Guzmán asedió la villa minera de Potosí, situada a dos días a caballo. Allí eliminó a algunos oficiales al mismo tiempo que se unió al movimiento de Charcas. Según el número de hombres movilizados y la importancia de los combates que se lidiaron, la insurrección de Francisco Hernández de Girón tomó otras dimensiones. No eran los únicos, según parece, en querer adentrarse en la aventura. Se formaron en Charcas otros grupos de aliados y rivales entre sí. El testigo don García Tello de Vega, candidato él mismo a la insurrección, temía que el tándem de los encomenderos Martín de Robles y Gómez de Solís se le adelantara en iniciar una insurrección.

			En grupos reducidos, los principales conspiradores sospechaban que cada uno defendiera sus intereses personales a merced de las tornadizas alianzas. Don García Tello de Vega era de aquellos viejos colonos pobres. Aunque se alistó supuestamente en la liga por el rico encomendero Solís, apenas le tenía confianza. El día del asalto, don García entró en la casa del corregidor Hinojosa para darle muerte con su espada.

			El capitán Gómez de Solís luchó contra Pizarro en el bando del presidente La Gasca. Él fue quien capturó a Francisco de Carvajal, lo que no le impidió acercarse a los conspiradores de la región de Charcas. Emparentado con los Hinojosa, se mantuvo como sospechoso a los ojos del capitán Vasco Godínez, sin duda el principal instigador del complot. El hecho es que no seguía nunca al pie de la letra las exigencias de los principales conspiradores. No deja de ser llamativo que los insurgentes votaran más tarde la ejecución de Gómez de Solís y Martín de Almendras (alcalde de Potosí), que había cooperado en la insurrección reuniendo tropas. Su eliminación se enmarcaba perfectamente en la lógica de competición con la que el poder atenazaba a las bandas de conspiradores.

			En cuanto a Martín de Robles, uno de los encomenderos más pudientes de la región de Charcas, el rumor le atribuía a menudo la voluntad de «levantarse con la tierra». Huyó de la región de Charcas tras asesinar al general Hinojosa y a su lugarteniente Alonso de Castro. Según unos cuantos, el antiguo corregidor de Charcas, Pablo de Meneses, trapicheó con la mujer de Martín de Robles (doña Juana) mientras este se encontraba en Lima. Hay que decir que una delegación de colonos acudió a la audiencia para solicitar la suspensión de las medidas que prohibían el servicio personal de los indios como tributo. Una vez más, el eco de una insurrección inminente recaía directamente sobre la administración real.

			Esta práctica del debilitamiento hacía posible que se produjera cualquier acometida. Un rumor insistente achacaba al antiguo corregidor la responsabilidad de tomar las riendas de la ciudad lanzando una rebelión. El testigo Rodrigo Palomeque afirmaba que el estallido de un ataque de Sebastián de Castilla contra el nuevo corregidor de Charcas fue provocado por una carta amenazante destinada a atemorizar al conspirador. El soldado Mogollón refirió al mismo testigo la angustia a la que se vio sometido Sebastián de Castilla, convencido de que el nuevo corregidor estaba a punto de mandar que le cortaran la cabeza. Al día siguiente, Pedro de Hinojosa fue asesinado por los hombres de Castilla137.

			El mismo general fue encausado por varios testigos. Según el soldado Diego Pérez, Hinojosa apremió a un tal Baltasar de Escobedo, cuyo hermano fue ejecutado por Alonso de Alvarado (mariscal de campo y juez comisario del rey), a eliminar a este último a su llegada a la región, de tal modo que la muerte del mariscal pudiera alertar del anuncio de un levantamiento liderado por el comanditario. Escobedo no estaba lo suficientemente ciego por el deseo de venganza como para aceptar ser el instrumento de tal propósito. Lo cierto es que solo representó una pieza del engranaje insurreccional.

			El corregidor aprestó otras armas, esperando levantar Cuzco con el asentimiento del cabildo municipal. Sus soldados deseaban saber cuál era el estado de ánimo de la población en las ciudades de Cuzco y Charcas. El testigo Francisco Ruiz se mostró crítico ante la situación de los españoles de la región cuando se cruzó con algunos de ellos. Los soldados le aseguraron entonces: «A nosotros nos sacó el general Hinojosa [...] para venir a alzarnos con los de acá»138. El pasado del gran capitán junto a Francisco Pizarro justificaba que se bosquejara en su persona al representante de cierta idea del Perú colonial. Finalmente se unió a los bandos legalistas del presidente La Gasca, al presentarse en Panamá, donde se puso al servicio del nuevo emisario del rey.

			A los ojos de la audiencia, el hombre de armas albergaba un claro gusto por la desobediencia. Para los conspiradores más recientes, seguía siendo en todo momento el defensor de los colonos y soldados pobres. Con el título de corregidor de Charcas, el general Hinojosa hubo de aparejar una buena tropa. No obstante, según varios testigos, superó ampliamente las necesidades de la defensa de la ciudad en el ejercicio de su función, alojando a gran cantidad de hombres armados entre los habitantes de Charcas. En Cuzco, así como en Potosí, no había atisbo de duda de que el general estaba a punto de sublevar el país. Antes de eliminar al magistrado, don Sebastián confesó al soldado Lucas de Torres que el rey había ordenado realmente que le cortaran la cabeza a Hinojosa. El testigo no proveyó ninguna prueba fehaciente, propagada por don Sebastián, de que estaba muerto desde entonces. En testimonio de Lucas, la referencia a la palabra de don Sebastián ofreció cierta garantía. Es difícil creer que Carlos V exigiera la cabeza de Hinojosa, dado que no había un verdadero ejército en los Andes y que el gran capitán había dado pruebas de fidelidad por las que La Gasca le recompensó con largueza. Sea como fuere, los ejércitos impacientes que habían quedado en la estacada esperaron demasiado tiempo el día prometido y arrostraron al general, que dudó, con mínimo, en lanzarse a la aventura de la rebelión. Los hombres de Hinojosa se pasaron al bando de don Sebastián de Castilla, que remató así su propio programa insurreccional.

			La instrucción judicial contra la rebelión apuntaba ante todo a atajar la multiplicación de los complots, dado que los hechos relatados por los testigos constituían un caudal de informaciones de segunda mano. Casi todos padecían del «complejo del buen testigo», es decir, sentir la necesidad de proveer al procurador una ración de información lo bastante convincente como para evitar el tormento y, al mismo tiempo, esforzarse en ocultar su propia implicación en la rebelión. Siendo acusado y testigo en la rebelión de Charcas, Lucas de Torres relató las idas y venidas de los conspiradores en la zona. Aunque su declaración ocupó más de diez páginas de una escritura apretada, el testigo parecía totalmente ajeno a los acontecimientos de las escenas que describía. Lucas se encontró por casualidad en una reunión de conspiradores. A otra de esas juntas pasó solo para traer algunas ropas. En otra tercera, ¡le pidieron que trajera refrigerios! La mañana del lunes 6 de marzo de 1553, antes del asalto a la casa del corregidor, Torres durmió en casa de Sebastián de Castilla. Este le convenció con una mentira de que era menester acorazarse ante un inminente ataque dirigido por los magistrados de la ciudad. Le despertaron en la noche y lo encerraron sin armas con otros más, so pretexto de esconderse. Mientras andaban encerrados con llave, Sebastián de Castilla eliminó al corregidor. Lucas, estafado y luego liberado, se vio obligado a aclamar al nuevo capitán general de la provincia en la toma de un poder en el que no había participado.

			Dicha mañana de marzo de 1553, los hombres de Sebastián de Castilla ocuparon la plaza de Charcas. Mientras un grupo de soldados custodiaba las puertas de la casa del corregidor, otro irrumpió en la alcoba de Hinojosa, al que sorprendieron saliendo de las caballerizas del edificio. Tras algunas charlas y una breve persecución, don García Tello de Vega hirió al corregidor en el muslo antes de que todos se echaran sobre él con la espada en la mano. Los asesinos salieron gritando: «¡Viva el rey, abajo los tiranos!», una manera de justificar sus actos por su oposición a la nefasta política de los oficiales reales. Con el objetivo de prevenir cualquier tipo de resistencia, arrestaron a varios individuos, en particular, a Juan Ortiz de Zárate, a un tal Paniagua y a Antonio Álvarez. No molestaron al alcalde Orellana, pero muchos habitantes huyeron inmediatamente de la ciudad.

			Sebastián de Castilla, proclamado rápidamente general y juez superior por el cabildo municipal, recibió la vara de la justicia y nombró lugarteniente a un tal licenciado Hernández. Las versiones que los testigos dieron de los hechos eran muy dispares. Por lo general, negaban haber formado parte del grupo de los asesinos: Lucas de la Torre, que insinuó haber caído prisionero durante el asalto, pudo indicar, en cambio, qué hombres participaron en el ataque a la casa del corregidor. En su opinión, el número de asaltantes se limitó a siete u ocho individuos: don García Tello de Vega, Pedro de Sauzedo, Alvar Pérez, Antonio de Sepúlveda, Anselmo de Erbias, Diego de Vergara, Gonzalo de Mata y, por supuesto, don Sebastián de Castilla. Otra veintena se quedó fuera, en reserva139. Alonso de Castro, uno de los defensores del general, halló la muerte, y el capitán Alonso Páez de Sotomayor se libró por poco. Los conspiradores también intentaron en vano matar al encomendero Martín de Robles y al corregidor saliente, Pablo de Meneses, pues ambos se habían distanciado de la liga. De este modo, un centenar de españoles que no pudo huir de la ciudad se alistó bajo la amenaza. El capitán Vasco Godínez fue nombrado maestre de campo y el mismo Baltasar de Velázquez fue promovido al cargo de capitán general de Charcas.

			La tropa que se había movilizado quedaba limitada. Por esta razón, era necesario que la ciudad minera de Potosí se sublevara rápidamente bajo el mando del capitán Egas de Guzmán. Una tropa bien armada fue enviada hacia Cuzco para liquidar al mariscal de campo Alonso de Alvarado, nombrado recientemente corregidor de aquel lugar. Este último representaba la posta más cercana de la audiencia de Lima en la región. El destacamento, formado por una veintena de hombres de Charcas, recibió el refuerzo de unos cincuenta soldados de Perú. El conocido Juan Ramón aparecía poco en la documentación evocando la preparación del complot de Charcas. No citaron su nombre entre aquellos que participaron en el asesinato de Pedro de Hinojosa. Sin embargo, tenía numerosos amigos en Charcas, donde se estableció de modo permanente, un hecho por el que se ganó la simpatía de Sebastián de Castilla. Promovido de nuevo como capitán del destacamento enviado a La Paz, fue él quien se encargó de acabar con el corregidor de Cuzco Alonso de Alvarado. Lo cierto es que la tropa quedó sometida a la autoridad de don García Tello de Vega.

			Al complot de Charcas no le faltaban traidores. En la ruta hacia La Paz, con parte de su tropa, Juan Ramón se pasó al campo del mariscal, a quien le habían encargado atacar. Algunos de los hombres que habían participado en la eliminación del general Hinojosa se unieron a Ramón. Entre ellos, Gonzalo de Mata encarnaba perfectamente al personaje del soldado pobre y obstinado hasta el límite de la desobediencia. Una vez que llegaron a Potosí, los heraldos de Sebastián de Castilla (Gaspar Miguel, Diego de Vergara y el capitán Egas de Guzmán) procedieron al arresto de los oponentes, Gómez de Solís y Martín de Almendras. Se hicieron también con el tesorero Hernando de Alvarado, con el preceptor Francisco de Isasiga y, luego, con el dinero de la Hacienda Real. Nombraron como nuevo alcalde a Antonio de Luxán, que procedió a instruir de modo expeditivo la acusación del tesorero, rápidamente ejecutado por haber sido cómplice en un plan insurreccional con el corregidor de Charcas Pedro de Hinojosa. En opinión de las autoridades de Lima, los rebeldes solo juzgaron a otros rebeldes. Por el contrario, Cuzco y La Paz siguieron bajo el mando del mariscal Alvarado mientras que Potosí se convirtió en la única área sublevada capaz de respaldar a Charcas. El dominio rebelde se había desplomado.

			El cronista Diego Fernández atribuyó el asesinato de Sebastián de Castilla a un arrebato de locura que habría sacado de sus casillas a su cómplice Vasco Godínez. Se trataba de una explicación sin premeditación. Por el contrario, los testigos de cargo contra el capitán revelaron que había planeado de forma prematura la manipulación del movimiento para arrogarse por más tiempo el mérito de haber salvado el partido del rey. En los procesos de las rebeliones de Charcas y Potosí, los testigos aportaron pocas informaciones sobre el plan del gobierno de los conspiradores. Evidentemente, la cultura política y jurídica de los sublevados no era de las más extensas. En ningún momento, los conspiradores imaginaron que se proclamaría un rey, como tampoco que pondrían en marcha el gobierno de una república urbana. La disgregación e instrumentalización del movimiento, reducido a fines personales, revelaban claramente tal despropósito. Entre los numerosos testigos de cargo en el proceso de Godínez, Lucas de Torres fue uno de los pocos en responder a las preguntas del juez sobre este punto.

			Según su testimonio, tras el asalto de Charcas, don Sebastián de Castilla aspiraba a tomar Cuzco y pretendía ir hasta Lima para echar a los oidores de Perú. La forma de gobierno no debía cambiar de ningún modo. Una instrucción contra el difunto general Hinojosa y la denuncia de las exacciones cometidas por los oidores serían los medios para obtener el reconocimiento real del movimiento. En suma, un cambio de hombres más que un cambio de régimen. Torres no oyó a los rebeldes evocar sus planes hasta que estos no eliminaron al general Hinojosa. Si damos crédito al soldado, más allá de los rumores contradictorios, el conocido como Vasco Godínez fue el auténtico cabecilla de la insurrección. El mariscal de campo Alonso de Alvarado, nombrado juez comisario para tratar los efectos del movimiento en el verano de 1553, comprendió de momento que la rebelión de Sebastián de Castilla y Egas de Guzmán había sido, en realidad, la del capitán Vasco Godínez.

			VASCO GODÍNEZ, EL IMPUTADO

			Salvo el proceso de compromiso intentado contra Valdivia, acusado de diversas fechorías cometidas en Chile, el de Vasco Godínez fue uno de los primeros grandes procesos políticos instruidos en las Indias contra un cabecilla rebelde140. Hasta entonces, los sublevados de Taxco, al igual que los del movimiento pizarrista, fueron juzgados en un tiempo reducido, lo que generó escuetos expedientes judiciales. A partir de ahí, los procesos reemplazaron las simples listas de condenados. Llegaron a contarse por miles, incluso decenas de miles de folios, conservando esmeradamente así el rastro de cada etapa del pesado procedimiento judicial.

			El 6 de julio de 1553, el corregidor Alonso de Alvarado formuló la acusación general contra Vasco Godínez y sus cómplices basándose en la notoriedad de los hechos. Desde hacía casi dos años, había fomentado la rebelión de Sebastián de Castilla y don García Tello de Vega en Charcas, al igual que la de Egas de Guzmán en Potosí. El detalle de la acusación aparecía a la «cabeza del proceso». Le seguían las confesiones recogidas en diversas localidades y reunidas para elaborar la información general contra el capitán. Los testimonios del mariscal López Guarnido, Rodrigo Palomeque, López de Rejas, López de Vita y de una decena de ellos eran abrumadores. Se añadían también varias letras comprometedoras. Este voluminoso conjunto representaba la instrucción judicial (la sumaria), la cual podía ser copiada de nuevo total o parcialmente, según la demanda de las autoridades de otras regiones hispánicas y, en especial, de la península. Teniendo como base la probanza de la deposición de esos testigos, los jueces elaboraron un «interrogatorio de cargo» contra el acusado. Vasco presentó varias deposiciones y, durante una de ellas, tuvo que someterse al interrogatorio de preguntas, tras el cual respondió de manera general a las acusaciones que pesaban sobre él.

			Tradicionalmente, el acusado disponía de un plazo de una veintena de días (el «tiempo probatorio») para que pudiese alegar en su defensa y descargo presentando pruebas procesales diversas. Godínez se benefició de un plazo derogatorio de varios meses, ya que sus testigos se encontraban en todas las ciudades de Perú. Transcurrido el plazo, el magistrado recibió a todos los testigos de cargo y descargo antes de clausurar el acta con la «sentencia de prueba», la composición del expediente judicial. El «proceso» designaba, pues, un acervo documental especialmente complejo cuando se ponía en marcha el procedimiento completo. Numerosos documentos sirvieron para engrosar cada etapa. Solo estos ocupaban casi setecientos folios en el proceso de Godínez. El detenido fue acusado el 6 de julio de 1553. El 2 de octubre del mismo año, Alonso de Alvarado pronunció la pena capital contra Vasco Godínez, al que ejecutaron allí mismo. Aunque resultó voluminoso, el proceso fue corto. A pesar de una última declaración de inocencia y una demanda de recurso en apelación, Vasco fue ejecutado en la plaza de Potosí, y su cabeza, colocada en un poste, junto a las de otros ajusticiados.

			El imputado, soltero y desempleado, afirmó que era natural de Jerez de los Caballeros. Llegó a las Indias sin licencia real ocho años antes. En Panamá, los hombres del general Hinojosa lo arrestaron antes de que este se uniera al bando del rey. En Charcas, los pizarristas lo alistaron a la fuerza en sus tropas. Consiguió escaparse hacia Lima y unirse al bando de La Gasca, en compañía del cual participó en la batalla de Xaquixaguana. Emigrante pobre, hizo frente a algunos aprietos para financiarse el viaje atlántico. Por ser hombre de armas sin sueldo y orgulloso, hubo de servir a varios colonos, lo que le permitió conocer perfectamente los pueblos de Perú y granjearse la amistad de Martín Robles, el rico encomendero de la zona de Chayanta. Vasco reconoció solamente como suyos algunos efectos personales y una esclava morisca. Con una trayectoria vital como esta, se convirtió en el hombre sin condiciones de Martín Robles, cuya encomienda administraba. Se enriqueció entonces con tres esclavas negras, algunas tierras en el pueblo de Curaca y un volumen importante de ganado bovino y cabrío. Poseyó también bienes en la isla La Española.

			Vasco velaba con afán por el desarrollo y la comercialización de sus recursos agrícolas en el mismo momento en que se desataba la revuelta. Para llevar a cabo diversos asuntos comerciales, cerró varios acuerdos de compañías con un tal Pinto, mercader141. En suma, consiguió que el cabildo de la ciudad le atribuyera los indios del general Francisco de Hinojosa tras su eliminación, lo que representaba un ingreso anual de unos 20.000 pesos. La región de Charcas estaba a la cabeza de aquellas en las que las retenciones fiscales exigidas a los indios superaban las cantidades fijadas por La Gasca en 1550. En algunos años, los repartos de Godínez le debían a Hacienda 140.000 pesos de retenciones abusivas. El comisario-procurador Alonso de Alvarado no consiguió contar con precisión la cantidad de los ingresos de Vasco Godínez. Sin embargo, su condena incluía la confiscación de todos los bienes del rebelde y su consiguiente reintegro al tesoro real. Desde el punto de vista del magistrado, lo esencial era saber cuál había sido la función exacta de este hombre de Jerez en las rebeliones de Sebastián de Castilla y de Egas de Guzmán.

			Al final, se veía claro que el acusado había tenido conversaciones seguidas con los principales jefes conspiradores, Sebastián de Castilla, Egas de Guzmán y también el general Hinojosa. A la pregunta de quién conocía la existencia del complot y quién lo había pertrechado, el rebelde y testigo Lucas de Torres respondió: «Francisco de Grado [...] Egas de Guzmán estaban en los Chichas y don García, en una estancia de Vasco Godínez que está en Curacara, que iban y venían a Potosí»142. De paso, Torres proporcionó muchos nombres. La función de instigador del capitán salió a relucir. Una veintena de hombres armados hasta las cejas, con arcabuces y algunos indios, escoltaban a menudo sus desplazamientos. No cabía duda de que recorrían el país en todos los sentidos para reclutar a los soldados rebeldes.

			Los otros testigos abrumaban también al capitán. Álvaro López de Guardydo se presentó en Perú tres años antes con una licencia real en su poder para ir a las Indias. Se embarcó como comerciante con un ganado que vendió a su llegada. Por ser cercano a don García Tello de Vega, le acompañó en sus peregrinaciones por la región de Charcas. Los encuentros entre rebeldes tuvieron lugar en los pueblos de las encomiendas circundantes a Arequina, Cuzco y Potosí. Vasco Godínez incitó a don García Tello de Vega, Egas de Guzmán y don Sebastián a encabezar el movimiento. Durante una estancia de don García en Tapacari, un tal Hermosillo vino a informarle de que un grupo de soldados reunidos por Vasco Godínez lo esperaba en Chuquiapo para seguirlo hacia Potosí. Álvaro aseguraba que don Sebastián no hacía nada en absoluto sin el consentimiento de Godínez. Álvaro estaba profundamente convencido de que Godínez era el cerebro de los complots, «el principal inventor de la dicha tiranía y el que lo urdió y puso en ello a los dichos don García y Egas de Guzmán para que se alzasen»143.

			Rodrigo Palomeque, un testigo muy legalista, afirmó que Godínez era quien había mandado a don Sebastián de Castilla que viniera a Charcas desde Cuzco. Tras el asalto de Sebastián de Castilla, fue entrañablemente recibido en Charcas y el amotinado propuso dejarle la dirección de la insurrección. Godínez, nombrado maestre de campo, tuvo como lugarteniente al soldado Gómez Hernández, a Baltasar de Velázquez como capitán de los caballeros y a Juan de Huarte como sargento mayor. Según varios testimonios, Castilla se disculpó ante el capitán por no haberlo esperado. Había provocado el asalto por miedo a que el general Hinojosa lo matara antes.

			Recordemos que el asesinato del corregidor Hinojosa tuvo lugar la mañana del lunes 6 de marzo de 1553. La coexistencia entre los rebeldes no duró demasiado, ya que el sábado 11 de marzo, Godínez, que lideraba a una decena de hombres, pasó a cuchillo a Sebastián de Castilla, gritando: «¡Viva el rey, abajo el tirano!». Ya fuera premeditado o no, un cambio de rumbo tan espontáneo revelaba claramente que don Sebastián había sido el juguete del capitán Godínez. Este último mostró su verdadero rostro intentando parecer el salvador del bando del rey. También hizo que lo nombraran justicia mayor y capitán general por el cabildo mientras que su lugarteniente, Baltasar de Velázquez, ocupaba el cargo de maestre de campo. El capitán se deleitaba insistiendo en la legalidad del procedimiento, al tiempo que los testigos de cargo subrayaban la fuerza de la coacción ejercida sobre los fiscales. Además de todo, en realidad, la audiencia de Lima estaba acreditada para nombrar a los jueces locales.

			En calidad de testigo, Martín de Robles describió la tensión que vivieron los regidores en la investidura de Godínez, al tiempo que una pingüe tropa acampaba en la plaza de Cuzco. El rebelde necesitaba igualmente la aprobación de los notables para dar algo de lustre al asesinato del tirano Sebastián de Castilla. Una vez que se alzó con el título de justicia mayor, persiguió a sus antiguos cómplices. No podía dejar tras de sí rastro alguno de su pasado escarnio: «Este testigo fue a ver a Godínez para decirle: “mirad señor [...] que todos estos se quejan y dicen que vos los metisteis en ello e que ahora los queréis matar, cómo es posible, pues nunca me dijiste nada desto”; y el dicho Godínez sonrió e dijo: “esto no se me puede probar”»144. El nuevo juez de Charcas procedió de igual modo contra los otros oponentes, recurriendo a un simulacro de justicia. Era una manera perfectamente cínica de ofrecer premio a su lealtad. Hernando de Candidato declaró la orden que dio Godínez a su mano derecha, Baltasar de Velázquez, para que agarrotara a su antiguo cómplice, don García Tello de Vega.

			Este último consideraba que el capitán era de muy baja ralea para dirigir la liga, una posición de la que solo era merecedor Sebastián de Castilla. El juez instruyó sumariamente el proceso de don García, acusado de haber exportado la rebelión desde Lima y Cuzco hacia Charcas y Potosí. Don García reconocía exclusivamente que el mismo Godínez lo había incitado a participar en varias insurrecciones seguidas. Fue ejecutado por Velázquez sin tener tiempo de confesarse. Por ironía del destino, una copia de las respuestas de don Diego en su proceso fue utilizada contra Godínez, por iniciativa del mariscal Alvarado. Según confesaba Godínez, había pedido a Velázquez que le perdonara la vida al rebelde en el mismo momento en que tenía puesta la mano en el garrote. En ademán de desprecio, de igual modo, Velázquez mandó a un verdugo negro que le cortara la cabeza a don García. Blandiendo una espada corta que Velázquez le acercó, aquel sayón decapitó al viejo soldado, en un instante y con destreza.

			Godínez condenó rápidamente a varios soldados insurgentes. Siete de ellos fueron ejecutados, a garrote o descuartizados145. A Pedro de Mata y Lucas de la Torre les amputaron una mano. Sin confesión alguna, los condenados no podían esperar el paraíso, una maniobra más para aterrorizar fácilmente a los detenidos. El alcalde de la ciudad minera Antonio de Luxán, siguiendo la dirección hacia Potosí como si se tratara de una veleta, recibió rápidamente información de la nueva situación. Con ayuda de algunos habitantes, desde mediados de marzo de 1553, consiguió abatir al rebelde Egas de Guzmán y liberar a los prisioneros Gómez de Solís y Martín de Almendras. Así fue como se dio caza a la primera oleada de los insurgentes. Al final, la represión de la insurrección contra el general Hinojosa, de la que alardeaba Godínez, apenas causó una veintena de víctimas. Cuesta creer que cada etapa del plan de este oportunista estuviera premeditada con antelación. Como quiera que fuera, en algunas semanas, el atrevido Godínez consiguió la proeza de pasar por todos los estadios posibles de categorías judiciales y administrativas, partidario del rey, sospechoso, capitán rebelde y luego bastión de la autoridad del príncipe como regidor.

			Le resultó difícil al capitán rehacerse una imagen política virginal después de haber eliminado al capitán Sebastián de Castilla. También es cierto que el nuevo justicia mayor intervino en un doble juego. No todos los que habían participado directamente en el asesinato del general Hinojosa fueron torturados. Muchos se encontraban del lado del capitán cuando eliminó a Sebastián de Castilla la madrugada del sábado 11 de marzo de 1553. En el seno de la tropa de los activistas de Cuzco y Potosí, resultaba delicado separar el trigo de la cizaña. Con todo, a las sentencias pronunciadas por Godínez no les siguió la correspondiente tortura. Se mandó al exilio a una decena de individuos, aunque Godínez facilitó la huida de varios de ellos. Así, después de la condena, le entregó una mula a uno apodado Guillada para que se diera a la fuga. Estaba claro, la delación formal de los rebeldes más recalcitrantes iba destinada a presentar pruebas de fidelidad a la corona. No apuntaba siempre a eliminar a los hombres que estuvieron cerca de Godínez.

			La demostración, a pesar de todo, sufría de algunas carencias. Varias cartas probaban su adhesión a la insurrección en el bando de Castilla. Escribió a los rebeldes de Potosí para conseguir que se unieran a los que estaban encargados de eliminar al mariscal de campo Alonso de Alvarado, al que calificaba de bastardo rufián. No era exactamente la maniobra de un candidato al arrepentimiento. Tras la ejecución de don Sebastián, se afanó en obtener el respaldo de los habitantes más influyentes que no se habían involucrado en el asalto contra el general Hinojosa. Los esfuerzos de Godínez quedaron reducidos a migajas. A principios del mes de julio de 1553, el enviado del nuevo corregidor (un tal Alonso Velázquez) apresó al insurgente que se hallaba en Potosí y lo encarceló poniéndole grilletes en los pies.

			Según el testigo Rodrigo Palomeque, la socarronería del capitán era inigualable. Godínez, que fue invitado a comer en casa de Pedro de Castro en compañía de varios testigos, aseveró que una vez que se hiciera con los Andes, se convertiría en rey: «No tenemos rey ni reina y mueren de miedo [...] el rey tiene 90.000 hombres, el rey de Francia 150.000 y el turco va por la mar [...] Quito está levantado con Francisco de Olmos y el hijo de Benalcázar [...] por Dios, que no hay rey»146. Los testimonios contra Godínez tenían un peso importante para los jueces, tanto más cuanto que los socios del capitán general arrastraban una mala reputación. En Cuzco, se oía decir que Egas de Guzmán, don Sebastián de Castilla, don García Tello y don Diego Enriques intentaron organizar un motín durante su estancia en Santo Domingo. Con algo de retraso, solo se esforzaron en llevar a cabo su antiguo plan en Perú. Además de los testigos que comparecieron ante el juez, varios correos de los mismos insurgentes acusaron al capitán. El regidor nombró a un intermediario para obtener por adelantado el punto de vista de un tal Diego Pérez, un soldado condenado al exilio de Potosí. Según sus cartas, Godínez contrató a numerosos soldados en la zona costera entregándoles 40 pesos de oro para que subieran hasta Potosí. En toda la región, sus hombres buscaron con ahínco armas, caballos y víveres, rebuscando en las casas y amenazando de muerte a la población para obtener lo máximo. Los soldados Pedro de Vita, un tal Candidato, Pedro Lozano, Francisco de Chaves el mulato y Martín de Almendras se mostraron especialmente prestos a cumplir esta tarea. Godínez ofreció incluso ropas lujosas necesarias para que los conspiradores lucieran dignamente en el glorioso momento que seguiría al asalto. Según lo que decía Álvaro López Guarnido, Godínez y Velázquez gastaron entre cinco y seis mil pesos en ello poco antes de eliminar al corregidor Hinojosa.

			La clasificación de los que daban pie a los más alocados rumores iba encabezada por Vasco Godínez, quien había extendido ampliamente el chisme de que Pablo Meneses (corregidor de Charcas) había traicionado la confianza del poderoso encomendero Martín de Robles, seduciendo a la mujer de este. Decía que poseía la información del soldado Egas de Guzmán, un hombre digno de confianza. El conspirador sembró tanta cizaña como pudo entre los hombres. Una historia de amor y sexo, fundada en la pura endeblez del rumor, fue el pretexto para fomentar la desobediencia al rey de Castilla.

			Al final, a pesar de las maniobras de Vasco, el encomendero Robles y el regidor Meneses pusieron en claro la malicia de las habladurías y coincidieron en que habían intentado enfrentarlos. Pablo Meneses no había tenido relaciones con la fiel doña Juana. En esta maniobra, Vasco fracasó al apuntar su objetivo. El nombramiento del nuevo corregidor de Charcas, el general Francisco de Hinojosa, terminó echando abajo la argucia del adulterio, al igual que desplazó hacia diferentes resortes la meta de las habladurías. Eso no excluyó en absoluto que el capitán continuara extendiendo el chisme de un complot que unía a los dos individuos. El testigo Hernando de Candidato conoció a Godínez en las regiones costeras de Perú. El capitán le mencionó otra combinación de conspiradores: él mismo, el encomendero Martín de Robles, el antiguo corregidor Pablo de Meneses y otros más lanzarían el ataque contra las autoridades. Imposible, pues, obviar que tal ataque hubiera existido. Por ello, tras la eliminación del general Hinojosa, Martín de Robles y Martín de Almendras se distanciaron para siempre del capitán Godínez, de cuyas manifestaciones se habían hallado pruebas suficientes.

			El complot no lo urdió solo Godínez. Los actores de la operación fueron impelidos por una suerte de competición. Todos veían por doquier complots solapados, susceptibles de superar sus propios proyectos. Las consideraciones sociales no hicieron más que mantener las rivalidades entre aquellos hombres. Nadie daba por hecho que la insurrección pudiera tener como cabecilla a un pobre emigrante procedente de Panamá. En consecuencia, los antiguos colonos humildes a los que se les había privado del servicio personal de los indios tenían los mismos intereses que los emigrantes más recientes. Estos veían en la aventura de la insurrección uno de los escasos medios de acceder a algún salario. Si damos fe al testimonio de Juan Duarte, un soldado cercano a Godínez, este último, empeñándose en convencerle de que se uniera a la liga, imprecó que: «no podía ser hombre rico si no hubiese en la tierra alguna alteración»147. La insurrección sucedió a la conquista como vía de enriquecimiento y acceso a un estatus social superior en esa sociedad colonial de carácter señorial.

			Las cuarenta preguntas formuladas reiteradamente hasta el hartazgo a los múltiples testigos de cargo contra Godínez solo acabaron en la repetición variada de los hechos. El mismo inculpado lanzó la totalidad de sus acusaciones siguiendo un modelo inequívoco. Negó los hechos comprometedores, apeló a sus buenas intenciones y rechazó cualquier interpretación sospechosa de su comportamiento.

			De este modo, a la pregunta de si se reunía con otros en defensa de Martín Robles y contra el corregidor Pablo de Meneses, respondió que no. ¿Era cierto que Meneses había ordenado el desarme de los hombres de Godínez, sospechosos de conspirar contra él? Nada de esto. De regreso a Potosí, respondieron solo a la demanda del corregidor, quien decía que les necesitaba para su servicio.

			No fue el promotor de la insurrección. De ningún modo reclutó a los soldados para constituir un nuevo Ejército de la Libertad. Sus desplazamientos apuntaban únicamente a la gestión de sus asuntos personales. La discrepancia entre el encomendero Martín de Robles y el corregidor Pablo de Meneses no se debía en absoluto a su acción difamatoria. En varias ocasiones, su firma fue falsificada en los documentos presentados contra él. Se volvió hacia el rebelde Sebastián de Castilla con el único objetivo de eliminar al tirano y hacer que triunfara el servicio de Su Majestad. Como juez nombrado por el cabildo, había de castigar a los rebeldes aunque no hubieran sido apresados todos. Lo demás se hizo al paso.

			El registro de las confesiones de Godínez durante el tormento dejó bastantes detalles en el tintero. En el suplicio de la cuerda, que padeció el 12 de agosto, estiraron sus extremidades dándoles seis vueltas sucesivas de rueda. A pesar de ello, siguió negando toda culpabilidad y premeditación en la proyección de un cínico plan para garantizar su promoción política ante el cadáver de sus antiguos cómplices.

			Godínez eligió como procurador al letrado Alonso Vanegas, que no tardó en recopilar los comentarios de casi unos cincuenta testigos. A pesar de su cantidad, sus declaraciones siguieron siendo escasas. Se trataba básicamente de habitantes de Charcas y Potosí que no habían presenciado los acontecimientos que se le reprochaban al condenado. Los encomenderos Gómez de Solís y Martín de Robles comparecieron a favor de Godínez, aunque lo hicieron como testigos de cargo a petición del juez comisario Alvarado. Ninguno de los dos vio al capitán evocar en persona sus proyectos de insurrección. Todo lo contrario, la esposa de Martín de Robles testificó que el acusado pasó dos meses en los pueblos de su encomienda con una treintena de hombres bastante alterados, entre ellos Egas de Guzmán y don Diego Tello de Guzmán. Su esposo Martín de Robles le instó, aunque sin éxito, a abandonar el lugar. Tras su condena a garrote, el llamado López Guardino volvió a su primera declaración e insistió en afirmar que el capitán era el alma del complot. Los jueces estaban convencidos entonces de la culpabilidad de Godínez.

			A través del proceso de Vasco, salió a flote que no faltaban caudillos sino que las rebeliones de Charcas y Potosí pusieron en competición a numerosos pretendientes al título. Es poco probable que toda la batahola del complot fuera solo obra de Godínez. Todos tenían alguna motivación para avivar las ascuas de aquel rumor. La rebelión se tradujo por tres asaltos que se sucedieron uno tras otro con varios días de intervalo. Es cierto que los encomenderos rebeldes tenían algo que perder, a diferencia de los soldados más pobres. Veían limitada la cantidad de tribus de indios desde la imposición de la tasa por orden de La Gasca. Además de todo, el virrey Mendoza trajo consigo una ordenanza real que pretendía prohibir el servicio personal exigido por los encomenderos de los mismos indígenas. Los españoles no consiguieron tampoco la transmisión de su reparto de indios en herencia. Estos cuestionamientos bastaban para justificar su participación en una insurrección.

			No obstante, sería exagerado pretender que esos movimientos fueran obra de los encomenderos descontentos. Algunos parecen haber defendido un tiempo la insurrección, como Martín de Robles, Gómez de Solís o bien Hernández de Paniagua. En cambio, muchos se retiraban de inmediato. Los soldados convirtieron los poblados indios en su retaguardia militar, ya que los medios y víveres necesarios eran proporcionados por los colonos ricos. Sin posición alguna en la sociedad colonial, aquellos formaban la parte más importante de la tropa de los conspiradores. Así ocurrió igualmente con el movimiento pizarrista. La presión de los recién llegados y de los soldados ociosos sobre las élites ya asentadas animaba el principal resorte de las tres rebeliones. Para los hombres como Vasco Godínez, la insurrección ocupó el lugar de la conquista como medio para acceder al estatus de poseedor de indios. Es, sin duda, la razón por la que se multiplicaron las revueltas tan fácilmente en el área andina más alejada de la autoridad de la audiencia de Lima.

			A principios de 1553, provisto esta vez de los títulos de corregidor y capitán general de la provincia de Charcas, el mariscal de campo, Alonso de Alvarado, se instaló en los Andes para luchar contra los movimientos de Sebastián de Castilla y de Egas de Guzmán. Desde 1551, Alvarado se había fraguado una experiencia de corregidor en Cuzco. A partir del mes de julio, bajo confesión de los primeros testigos, cuatro soldados fueron condenados a la pena capital. Los registros de sus respuestas fueron utilizados en los procesos contra Vasco Godínez. Las condenas rápidas procedieron más del poder discrecional del corregidor que de la instrucción del proceso regulada en debida forma. Por el contrario, algunos de los primeros condenados (Lucas de Torres, Hernando Candidato, Hernando de Herrera y Pero Xuárez Pacheco) se beneficiaron de una reducción de la pena. A finales del verano, fueron ejecutados ocho conspiradores que habían participado en los asesinatos148. Por último, un tal Francisco Ramírez, que servía al mariscal en La Paz, escapó a su servicio para unirse a los rebeldes, lo que le valió la horca. Otros nueve rebeldes padecieron el exilio, la deportación a galeras, el apaleamiento o bien vieron sus casas destruidas.

			Era evidente que el juez procedió a ciertos acomodos. Sebastián Gutiérrez, a quien se le condenó en un primer momento a salir de Perú para siempre, vio cómo su pena quedó conmutada en un exilio de Potosí hacia la región de Charcas. Por estar muy implicado en el golpe militar, el soldado López Guardino debía padecer la pena capital. En cambio, su nombre no figura entre los condenados mencionados por el cronista Diego Fernández, que dispuso de una documentación bastante completa. Guardino gozó probablemente de una reducción de pena. Rodrigo Palomeque consiguió fugarse de la prisión de Charcas. Uno de los principales cómplices de Godínez, el capitán Baltasar Velázquez, huyó hacia Lima antes de que el juez procediera a su arresto. No parece tampoco que le hubieran perseguido. Por último, el rico encomendero Hernán Pérez de Párraga, que ostentaba el título de comendador de la orden de Malta, fue enviado al gran maestre de la orden para que lo juzgaran.

			Sospechosos de complicidad con los rebeldes, numerosos encomenderos de la región fueron condenados a penas variables, en función de su fortuna. Los más ricos (Gómez de Solís, Martín de Almendras y Martín de Robles) debieron desembolsar 500 pesos para gastos de su encarcelamiento. En el nombre de una treintena, otros prisioneros menos pudientes fueron condenados a pagar entre 20 y 500 pesos de multa. El invierno 1553-1554 fue poco propicio para llevar a cabo una verdadera represión judicial, ya que la rebelión de Hernández de Girón perturbaba gravemente la zona de Cuzco. Así, las persecuciones no fueron demasiado lejos. Según Diego Fernández, varios condenados se negaron a abandonar la prisión de Charcas antes de recibir una sentencia de multa contra ellos, temiendo con ello volver a ser encarcelados por el mariscal y sancionados severamente más tarde, cuando terminara la insurrección.

			Las rebeliones de Sebastián de Castilla, Egas de Guzmán y Vasco de Godínez, evaluadas al mismo nivel que el tratamiento judicial del movimiento pizarrista, fueron reprimidas con moderación. Eran insurrecciones locales que no habían desembocado en ninguna guerra duradera. La tropa constituida por los conspiradores contra Lima se aventuró apenas a salir fuera de la provincia de Charcas. Numerosos rebeldes huyeron. En ese sentido, con once ejecuciones y una decena de condenas graves, a la pedagogía de la represión no le faltaban macabros oropeles que ataviaran las plazas de los Andes para mostrar la amplia dimensión de su eficacia. El proceso interminable de Vasco Godínez se diferenciaba considerablemente de los procesos expeditivos recogidos en algunas líneas contra los soldados de los bandos insurgentes de Xaquixaguana. Las sentencias ya no se aplicaban por listas, sino que se instruían después de semanas de disquisiciones judiciales y acumulación de testigos. Es cierto que el acusado no fue arrestado blandiendo las armas en el campo de batalla. Sin duda, la judicialización del ámbito de lo político había dado un gran salto hacia adelante.

			
				
					135 J. C. Calvete de Estrella, «Rebelión de Pizarro en el Perú y vida de Pedro Gasca», en Juan Pérez de Tudela y Bueso (ed.), Crónicas del Perú, Biblioteca de Autores Españoles, V, Madrid, Atlas, 1964, pág. 79. 

				

				
					136 El virrey Blasco Núñez de Vela fue asesinado en enero de 1546; Antonio de Mendoza, que llegó en septiembre de 1551, murió en julio de 1552; Andrés Hurtado de Mendoza (marqués de Cañete), nombrado en marzo de 1555, fue llamado de nuevo el 27 de enero de 1559. Le seguirían Diego López de Zúñiga y Velasco, conde de Nieva, 1558-1564, y Francisco de Toledo, 1568-1580.

				

				
					137 Hernando Guillada, Diego Pérez de la Entrada y Diego Méndez; Justicia 487, f. 122v.

				

				
					138 Dichos que dijo Francisco Ruiz; ídem, f. 126.

				

				
					139 El segundo grupo estaba formado por Baltasar Osorio, Gaspar Miguel, Pedro de Corro, Francisco de Hermosilla, Juan de Valverde, Francisco de Añasco, Lope de Aguirre, Diego Pérez de la Entrada, Hernando Guillada, Diego Mendes, Juan de Contreras, Hernando de la Concha, Lucas de la Torre, Nicolás de Maqueda, Mateo de Saz, Juan Nieto, Tello de Vega el Joven; Justicia 487, ff. 126-133v. 

				

				
					140 «Comisión dada a [...] don Alonso de Alvarado para la Real Audiencia de los Reyes [...] Charcas. 1553-1557»; ídem, ff. 96-929.

				

				
					141 El acta de fundación de una compañía entre Godínez y Velázquez, su cómplice, abarca el conjunto de su negocio; Justicia 487, ff. 844-848.

				

				
					142 Confesión de Lucas de Torres sacada de su proceso; ídem, f. 126, f. 129v.

				

				
					143 Confesión de Álvaro López de Guarnydo; Justicia 487, f. 109v.

				

				
					144 Ídem, f. 121v.

				

				
					145 Alvar Pérez Payan, Diego Pérez, Gaspar Miguel, Diego Francisco de Villalobos, un tal Saucedo, Antonio de Sepúlveda y Nicolás Maqueda; Justicia 487, f. 298.

				

				
					146 Confesión de Álvaro López Guarnydo; ídem, f. 110.

				

				
					147 Confesión de Juan Duarte; Justicia 487, f. 274.

				

				
					148 García de Bazán, Hernán Rodríguez, Gómez Mogollón, Tello de Vega y Juan de Huarte fueron decapitados; Farfán de los Godos, Juan de Alcalá y Antonio de Campofrío Carvajal fueron ahorcados.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO VIII

			Las guerras de rebelión

			Antes de la partida de La Gasca, comenzaron de nuevo los altercados. La llegada del virrey don Antonio de Mendoza en septiembre de 1551 y luego la del marqués de Cañete en 1555 no bastaron para instaurar la tranquilidad. Durante los años 1551 y 1554, una serie de complots siguió alborotando Cuzco, La Paz, Charcas y Potosí. Dotado de todos los poderes de gobierno que se podían acumular, el oidor Andrés de Cianca tuvo que bregar con los alborotos: mandó ejecutar al soldado Juan de Estrada y exilió a varios más. Por primera vez, el capitán Francisco Hernández de Girón quedó limpio de culpas. El presidente La Gasca le proveyó con el mando de una entrada hacia el territorio de los Chuncos, al este de Cuzco. El apresto militar de la empresa galvanizó a las tropas sedentarias de la ciudad, convirtiéndose rápidamente en un preludio de nuevas insurrecciones. Es más, un grupo de soldados hostiles al corregidor Saavedra, formando barricadas en la torre del monasterio de Santo Domingo, resistió a los asaltos de los hombres de La Gasca, que pretendían arrestarlos. El presidente mandó cortarles la mano derecha a dos de los detenidos. Acusado de traición en esta ocasión, el capitán Hernández de Girón fue liberado de nuevo.

			HERNÁNDEZ DE GIRÓN Y LOS COMPLOTS DE CUZCO

			Al llegar a Cuzco a primeros de diciembre de 1551 como corregidor, el mariscal de campo Alonso de Alvarado se vio involucrado de repente en los rumores del complot. Su designación tenía como objetivo prevenir todo alzamiento e investigar la amenaza de los complots que sobrevolaba la ciudad. Muchos de los magistrados más adinerados habían huido. Así las cosas, a partir del 12 de diciembre, el oficial abrió una investigación sobre aquellos alarmantes rumores. Las deposiciones de los primeros testimonios fueron corroboradas por los siguientes.

			Acompañado por un tal Francisco Miranda, que lideraba la tropa, y por Alonso Hernández Melgarejo, el alguacil de la ciudad Alonso Barrionuevo debía retomar el mando de la insurrección. Algunos denunciaban la complicidad del antiguo corregidor Saavedra con los conspiradores. Otros lo consideraban el blanco de los rebeldes. Un grupo de conspiradores quería liquidar a don Juan de Mendoza, alguacil de Callao, instalado en Cuzco, quien, persuadido de que su cabeza pendía de un hilo, huyó a Lima. Habiéndose difundido esta información, el mariscal de campo Alvarado mandó ejecutar a Francisco Miranda, Alonso de Barrionuevo y Alonso Hernández de Melgarejo, sin pasar por proceso alguno. Condenó al exilio a un cirujano y a cuatro letrados, signo fehaciente de que la fiebre de la contestación se había extendido entre los cultos, los cuales sufrían también por encontrar su sitio en la sociedad urbana. El cronista Diego Fernández relató perfectamente la atmósfera deletérea que reinaba en Cuzco:

			no parecían otros que los de la torre de Babel. Y así hablaban en diversos lenguajes [...]. Unos sembraban que don Pedro Puertocarrero era su general y cabeza; otros decían que el corregidor Juan de Saavedra [...] otros tenían por cierto que esto se había de hacer [...] y no solo trataban esto entre sí, empero por gran secreto lo revelaban a personas religiosas en confesión...149.

			Durante año y medio, el mariscal veló por deshacer los rumores y prevenir las intentonas de un golpe.

			A primeros de abril de 1553, ostentando esta vez cargos de corregidor, juez supremo y capitán general de la provincia de Charcas, se le dio la orden de personarse en la región. Sebastián de Castilla y Egas de Guzmán se habían hecho a la fuerza con el poder local, un mes antes. Los rumores sobre las insurrecciones arramblaron también Lima a lo largo del verano de 1552.

			Al igual que Cuzco, la ciudad bullía con las murmuraciones de complots. Dejando a un lado el consejo del virrey Mendoza, los oidores proclamaron la orden real de prohibición de cualquier recurso al servicio personal de los indios en junio. A consecuencia de las quejas, la orden fue suavizada, permitiendo que, para ciertos transportes, se hicieran libremente contratos entre indios y españoles. Todo servicio debía ser remunerado, aunque, por supuesto, seguían cometiéndose abusos. De hecho, fue proclamada una nueva orden real el 30 de agosto de 1553 en Cuzco. Un texto del 7 de noviembre del mismo año, un tipo de decreto de aplicación de la audiencia de Lima, fijaba las tarifas y las penas de multa en caso de infringir las reglas generales.

			La tensión había llegado a su culmen. Varios poderosos encomenderos (como Alonso de Hinojosa, Martín de Almendras o Martín de Robles) se hospedaban en la ciudad a la que habían ido para conversar sobre la suma y la constitución de los tributos exigidos en sus pueblos. Aquella tertulia era demasiado propicia como para no provocar recelos. Para escapar del arresto al que les condenaba el ponderado rumor, muchos encomenderos abandonaron la ciudad. La duda que suscitó su actitud los persiguió durante años hasta en sus pueblos. No se sabe si fue una auténtica rebelión entre las rebeliones o el fruto de la angustia de los alguaciles llevada al paroxismo.

			Natural de Sevilla, un tal Luis de Vargas fue arrestado el 15 de julio de 1552 como cabecilla de una conspiración que pretendía expulsar a los miembros de la audiencia. Obcecado hasta su muerte en la cuestión, y contrariamente a lo que decía el rumor, no desveló el nombre de nadie. Dicho Luis, del que no sabemos nada más, fue ejecutado en Lima tres días más tarde. El virrey don Antonio murió el 21 del mismo mes. Los complots secundarios de Lima y Cuzco, así como los levantamientos de Charcas, solo fueron un entremés judicial, una suerte de ensayo probatorio antes de nuevas guerras de rebelión, dirigidas esta vez por Francisco Hernández de Girón, quien tenía una sólida experiencia de los combates en los Andes.

			Del cronista Diego Fernández, alias el Palentino, sabemos bastante poco. Al recibir el cargo de notario, se instaló en Lima en junio de 1553, algunos meses antes de la insurrección de Francisco Hernández de Girón. Cercano a los oidores, se abstuvo de cuestionarlos sobre los repetidos fracasos que experimentaban las autoridades en su lucha contra los rebeldes. El marqués de Cañete, don Andrés Hurtado de Mendoza, brindó al notario la ocasión de abandonar su escribanía para ocupar una función mejor remunerada de cronista oficial del nuevo virrey. El tesorero real no tardó en quejarse a la península de la largueza del marqués con el Palentino. Tras el fallecimiento de su poderoso protector, el letrado regresó a España en marzo de 1561.

			Inútil sería buscar en el texto de Fernández cualquier impugnación contra el marqués de Cañete. Al igual que el virrey Hurtado de Mendoza en su momento, el visitador Sandoval y el presidente La Gasca, el marqués, de regreso a España, tenía el máximo interés en defender la publicación de su fiel cronista. Este dispuso de los mejores documentos: las cartas de Sandoval, las de La Gasca y el virrey Cañete y las pesquisas del mariscal Alonso de Alvarado. Es muy probable que leyese la Historia de Perú, iniciada por La Gasca y de la que nos han llegado varios fragmentos. Las similitudes del texto de Hernández con los de estos últimos son notables. En 1568, el antiguo visitador Sandoval se convirtió en presidente del Consejo de Indias, lo que facilitó la concesión a Diego Fernández de la licencia real para publicar su Relación de la tiranía de Francisco Hernández Girón, titulada también Historia del Perú. Este minucioso relato del desarrollo de la rebelión apoyaba apenas la crítica de los representantes reales. Por suerte, no es el único del que disponemos.

			En Cuzco, el domingo 12 de noviembre de 1553, Francisco Hernández Girón había aguado la fiesta nupcial de Alonso de Loaysa. El sobrino del obispo de Lima llevó al altar a doña María de Castilla, la nieta del influyente encomendero Baltasar de Castilla. Durante la cena de la boda, acompañado por una veintena de hombres, Girón prendió al corregidor Gil Ramírez tras una persecución que se saldó con la muerte del capitán Juan Alonso Palomino y la de un mercader llamado Juan de Morales. Planeaba que Gil fuera despachado de nuevo a Lima para mostrar a los oidores que el regidor no era bienvenido en Cuzco. Girón mandó también eliminar al mencionado Castilla y al tesorero Juan de Cáceres. Al igual que Pizarro o Vasco Godínez, Girón basaba su legitimidad en el hecho de haber sido elegido alguacil mayor por el municipio. Ante la cruz que coronaba la vara de la justicia de la ciudad, prometió dar voz al cabildo, manteniendo al mismo tiempo la justicia y la paz. A partir de diciembre de 1553, el mismo cabildo proclamó que ningún soldado debía hospedarse en casa de los vecinos aunque fueran casi seiscientos los dispuestos a servir al movimiento municipal.

			Los argumentos tradicionalmente pergeñados por los conspiradores se expresaban de nuevo en las recriminaciones municipales: devolverían el corregidor a Lima, ya que ninguna de las suplicaciones de los colonos fue atendida por los oidores. Dios y el rey atenderían las quejas de los españoles. Las ciudades de Huamanga y Arequipa se unieron a Cuzco en el movimiento. En suma, los habitantes procedieron a la elección de Girón como su representante para restaurar su dignidad y sus bienes, amenazados por la audiencia. En una carta tras otra, el alguacil mayor exponía el punto de vista de los insurgentes. Su Majestad era un rey de paz. Los oficiales reales eran el principal obstáculo para que las súplicas de los españoles llegaran a oídos de su soberano. Se comportaban como tiranos y no se preocupaban ni de la honra ni de la libertad de los que habían conquistado las Indias. Según Girón, la libertad consistía en un justo reparto de los bienes según el mérito de cada uno. En defensa de estos, el capitán escribió al corregidor del nuevo pueblo de La Paz, así como a los cabildos de la mayoría de las ciudades de la región. Los tres oidores de Lima estaban en el punto de mira, y más que ninguno el principal de ellos, el doctor Saravia: «los oidores [...] nos quitaban la honra juntamente con las haciendas [...] y que en este reino no hay quien nos guarde justicia [...] yo me he determinado procurarla y que seamos oídos»150. Imponiendo sin cese medidas inicuas, los oidores exprimían brutalmente a los españoles.

			No obstante, el príncipe no permitió ninguna ambigüedad en relación con la ordenanza del servicio personal y pidió a los oidores que: «Hagáis cumplir y guardar la dicha nuestra carta y provisión [...] y deis por ninguno y de ningún efecto e valor cualesquier conciertos que hagan los vecinos de esa dicha ciudad»151. Francisco Girón se alzó blandiendo el pendón real y pidiendo que se invalidara la aplicación de las ordenanzas reales, pues es cierto que contenían siempre posibles derogaciones a la regla general. Las mismas Leyes Nuevas fueron revisadas y suspendidas. Aunque fue aparentemente paradójica, la actitud de los rebeldes de Cuzco no se puede reducir a una posición táctica. Los oidores eran tan solo cuatro, no existía un auténtico ejército que movilizar y las regiones andinas quedaban lejos de los centros de autoridad. Todo ello parecía obstaculizar la política real. Por esa razón, Girón, que arengaba en defensa de la paz, preparaba la guerra. El pacifismo del diálogo ficticio se escindió a partir del mes de diciembre de 1553.

			Ninguna de las partes, rebelde o legalista, se constituyó en un frente unido. La aldea de Huamanga se pronunció a favor del movimiento y expulsó al corregidor Juan Ruiz, al que se le rogó que regresara a Lima. La mayoría de los hombres de peso representados en el cabildo votaron por la adhesión. Varios de ellos se arrepintieron pronto de haber actuado de ese modo. Cristóbal Peña, Juan Alonso, don Luis de Toledo, Vasco Xuárez y otros más huyeron de la ciudad. Los que llegaron a Cuzco eran tan sospechosos que se les rogó permanecieran a las afueras del recinto amurallado.

			Por su parte, los oidores se esforzaron por constituir una defensa segura. Algunos encomenderos de Lima se resistían a enfrentarse a Girón. A uno de los generales de la audiencia, el licenciado Santillán, que también era oidor, se le consideró sospechoso de colusión con los rebeldes, tras la derrota de Chuquinga. En el curso de la misma, el rumor dio lugar a creer que el mariscal Alvarado murió luego de la traición del oidor. Durante un tiempo, los compañeros de este último, que se habían quedado en Lima, pensaron en su arresto y ejecución. Según el cronista Fernández, los otros oidores repararon en la eliminación de la camarilla de legalistas sospechosos. A fines de marzo de 1554, un escribano de Lima que respondía al nombre de Toribio Galíndez de la Riva fue apresado y descuartizado por haber planeado una adhesión a la rebelión con cuatro compinches que fueron ahorcados. Es cierto que el ejército de Lima también tenía por general al arzobispo Jerónimo de Loaysa, que, aunque cercano a la familia Pizarro, era una figura mayor en la lucha contra la insurrección de Gonzalo Pizarro.

			A pesar de las peripecias y las traiciones, la tropa de los rebeldes se adelantó hacia Lima. Uno de sus capitanes, Tomás Vázquez, tuvo que enfrentarse al motín de Martín Lezcano, su propio lugarteniente. El partido de los oidores aumentó rápidamente con capitanes provenientes de Trujillo, Jauja y otros pueblos. De este modo, el ejército legalista del general Alvarado y el arzobispo Loaysa superó pronto los mil soldados, esto es, casi el doble de la hueste rebelde. La tropa de Girón iba creciendo y se guarneció finalmente con un millar de hombres. Un grupo provisto de esclavos negros, liberados para la ocasión, se adhirió a los insurgentes. Un documento anónimo calculó que estos últimos constituían un centenar: «Tenía tanta gente como la parte del rey con ciento y tantos negros piñeros que se le habían juntado por robar y andar libres»152. Las élites pensaban, sin duda, barrer para casa. En cambio, aquella tropa no figuraba con totalidad en las filas de la insurrección.

			Girón despachó al capitán Francisco Núñez de Piernasgordas a Huamanga y al capitán Tomás Vázquez hacia al Pueblo Nuevo de La Paz. Los combates esporádicos y las escaramuzas se multiplicaron con rapidez. Vázquez se encontró con la resistencia del corregidor de La Paz (Sancho Ugarte), que le cerró el camino cuando iba llegando a Cuzco. El capitán se dirigió entonces hacia Arequipa, de la que se apoderó, matando a varios oficiales reales. A principios del año 1554, Francisco Hernández se volvió a Lima en lugar de dirigir sus hombres hacia Potosí. El avance de las tropas de Girón fue prueba de su determinación a que los oidores le escucharan. Las autoridades de la capital confiaron el mando de las fuerzas regalistas al arzobispo Jerónimo de Loaysa y al oidor Santillán. Al mismo tiempo, en Potosí, invistieron al mariscal Alonso de Alvarado con el cargo de capitán general. La tensión había llegado a su culmen. Algunos afirmaban que varios oidores cómplices querían facilitar la entrada de los rebeldes; otros suponían que los traidores les habían informado de las fuerzas que se concentraban en la ciudad. Sea como fuere, Girón vaciló en atacar Lima.

			LA MÁSCARA DE LA PAZ

			Reunidos en Huamanga y luego en Pachacamac, los medios militares de los insurgentes no cesaban de aumentar. A apenas cuatro leguas de Lima, el lugar que ocupaba este último templo representaba una retaguardia ideal. Los capitanes legalistas (Pablo Meneses y Lope Martín), sin esperar a que Girón llegara a Lima, emprendieron el ataque de la tropa de los contestatarios. Si damos crédito al testimonio de Diego Fernández, el insurgente imaginó que se podría utilizar al abundante ganado del valle de Pachacamac con mechas encendidas, atadas a los cuernos de las vacas. Este ejército bovino asustado, corriendo suelto entre los partidarios de la audiencia, sembraría la confusión en sus filas. Es un relato muy literario que recuerda un episodio de la lucha de los íberos contra Amílcar. Aparejados con el mismo artificio, los indios esparcidos debían seguir a los bóvidos para reforzar el efecto de apisonadora que estos últimos provocarían. Desde los primeros momentos de la insurrección, el número de indios que se movilizó fue probablemente considerable. Los españoles vendrían luego para acabar con las tropas de la audiencia. A pesar de estas disposiciones, los regalistas de Pablo Meneses estuvieron a dos pasos de asaltar por sorpresa las posiciones de los rebeldes que tomaron el camino de la costa hacia las alturas de Pachacamac.

			La batalla consistió en una larga serie de engaños y escaramuzas criminales en las que las fuerzas de los insurgentes sufrieron graves percances. Estuvieron obligados a retirarse abandonando in situ buena parte de su equipamiento. Todos se burlaban de las pesadumbres del adversario. Según la crónica, los rebeldes estaban convencidos de que todos los soldados se unirían a ellos, salvo la férrea disciplina y la brutalidad de los capitanes legalistas. Corría el rumor de que encerraban a los hombres del rey por la noche, como si fueran cerdos, para evitar su deserción. Según el caso, este episodio del templo del diablo fue mencionado como una victoria o derrota a medias de Francisco Hernández de Girón. Pero los memorialistas están de acuerdo al reconocer la importancia del número de heridos y muertos sin proporcionar una estimación a base de cifras.

			Después de Pachacamac, las tropas de la liga permanecieron unidas. El capitán Lope Martín fue asesinado por un arcabuzazo y los insurgentes izaron su cabeza sobre la punta de una lanza. Una mañana de abril de 1554, en la zona costera de Villacuri, estos últimos se abatieron sobre la tropa de Meneses, refugiada en los médanos desérticos de esta región del sur de Lima. Frescas y sabiamente ajardinadas por los indios, estas hoyas ofrecían a la tropa un lugar ideal para el descanso. Los hombres de Girón sorprendieron a los regalistas, mataron a más de cuarenta soldados, convirtieron a muchos en prisioneros y pusieron en fuga al resto del ejército. El mismo Pablo de Meneses debió huir y regresar a Lima a duras penas. Ahí fue donde los oidores saborearon su más amarga derrota.

			El autoritarismo de Alvarado, las marchas nocturnas forzadas, el juego de los espías y traidores determinaron el desenlace de las batallas. El 20 de mayo de 1554, el mariscal Alvarado persiguió a Girón en la región de Parinacocha, al sur de Cuzco. En cambio, cuatro de sus hombres, que se habían pasado al bando enemigo, revelaron su posición a Hernández de Girón, instalado en la fortaleza natural del pueblo indio de Chuquinga. La documentación original apenas aporta detalles sobre el desarrollo de la batalla. Sea como fuere, los tiros esporádicos y las repetidas escaramuzas que se dieron a lo largo de una persecución agotadora se saldaron con la derrota de Alvarado. El número de muertos fue elevado, pues los rebeldes acabaron con los enemigos que se habían dado a la fuga: un centenar en los terrenos del mariscal, una veintena o más en el de Girón, sin contar las víctimas indias. La práctica militar de los capitanes rebeldes no correspondía en absoluto a sus declaraciones a favor de la paz. En la primavera de 1554, Girón despachó al sargento mayor Antonio Carrillo en busca de medios necesarios para el mantenimiento de la tropa. La eficacísima campaña del sargento dejó un doloroso recuerdo:

			Envió [...] su sargento mayor al Callao y Charcas [...] el cual iba haciendo desafueros y robos [...] cuando llegó al Pueblo Nuevo, que es noventa leguas adelante del Cuzco, habían juntado más de quinientas barras de plata [...] hasta que allí le mató Francisco de Boloña con otros amigos suyos y restituyó los robos...153.

			La guerra de rebelión dejó caer la máscara de la paz.

			Varios episodios del conflicto atestiguaban la proximidad de los puntos de vista entre capitanes legalistas y numerosos rebeldes. Asociada en un primer tiempo a los insurgentes, la ciudad de Arequipa amenazaba con unirse al partido legalista, adonde Girón mandó al capitán Piedrahita. Al informarse de su llegada, el regalista Gómez de Solís construyó un fuerte para retirarse allí junto con un puñado de soldados. A la llegada del rebelde, Solís lo recibió para tratar negocios: «De que se resumió el concierto en que Gómez de Solís le entregase las armas y cabalgaduras y que la gente del fuerte se fuese a sus casas...». A primeros del mes de octubre, el capitán Piedrahita se unió a Girón en la zona de deserción de Pucara, a unas cuarenta leguas de Cuzco.

			Durante cinco o seis días, los legalistas sufrieron sucesivas pérdidas, en una serie de refriegas de las que Girón salió siempre triunfante. Dispuso de unos mil hombres, de los cuales trescientos sesenta eran negros entrenados en las armas españolas. Es cierto que sus capitanes se habían instalado en las murallas de un antiguo fuerte cuyo acceso se limitaba a una meseta firmemente vigilada. El recurso a los «corredores» o espías bien informados parecía conminar al adversario a cometer errores tácticos, hasta tal punto que varios hombres del rey se pasaron al campo de Girón.

			El domingo 7 de octubre, un soldado herido, que había huido del bando de la audiencia, previno a los capitanes rebeldes con la noticia de que los cañones reales carecían de pólvora. Un destacamento legalista, en busca de bastimentos, debilitó aún más las posiciones del mariscal. Al día siguiente, Girón mandó que se lanzara su artillería contra el enemigo. Luego de recibir la advertencia por parte de un prisionero llamado Francisco Méndez, que había escapado de las filas rebeldes, los soldados de Alvarado evacuaron sus tiendas y no fueron sorprendidos por el ataque matutino. Con la llegada de los refuerzos de pólvora, terminó recobrando su confianza en la victoria. El asalto de los rebeldes fue en balde. Si nos atenemos a la crónica de Diego Fernández, la tropa legalista sintió cierta simpatía por los rebeldes derrotados: «La mayor parte de la gente deseaban que Francisco Hernández se conservase»154. De cualquier modo, sin las vacilaciones de la caballería legalista, que renunció a perseguir a los asaltantes, la tropa rebelde pudo haber sido diezmada.

			Con las ofertas de perdón, numerosos rebeldes pasaron a las filas regalistas. Desde el miércoles siguiente, los insurgentes se redujeron a trescientos individuos. Varios de los capitanes más importantes (Tomás Vázquez y Piedrahita) se unieron entonces a Alvarado. Pucara fue una derrota a medias, pero no arredró el denuedo de los insurgentes. Abandonaron las murallas del sitio en gavillas, dirigiéndose hacia la zona de Jauja, con el plan de atacar Lima. El arzobispo Loaysa, el oidor Altamirano y un puñado de oficiales reales organizaron allí la resistencia con un mínimo de reservas de armas y hombres. Siguieron produciéndose combates esporádicos. Hernández de Girón mandó que ahorcaran a muchos indios que pertenecían a las tropas legalistas. A falta de poder dirigir un combate frontal, los capitanes del arzobispo (Miguel de la Serna, Gómez Arias y Juan Tello) cazaron a Girón y consiguieron finalmente atrapar al rebelde en el camino de Jauja. Arias mandó tan solo ahorcar a un tal Guadramiro, un antiguo compañero de Gonzalo Pizarro, que ya andaba en busca y captura. Liberó, en cambio, a la mayoría de los prisioneros para traer únicamente a Hernández de Girón a Lima. Según el fiscal Juan Fernández, muchos colonos de Lima, y especialmente las mujeres, lloraron al rebelde después de su ejecución. El apoyo que recibió y las circunstancias de su improbable derrota permitían a todos decir: «Que si Dios no lo atajara se acabaría de perder el Perú»155.

			Todo parece indicar que las batallas y desafueros de la tropa de Girón se saldaron con cuatrocientos o quinientos muertos en las filas españolas. Diego Fernández atesta el balance sangriento de la batalla de Parinacocha. El fiscal Juan Fernández afirma, por su parte, que los combates de Pucara fueron especialmente criminales a pesar del cese de las persecuciones contra los rebeldes al final de la batalla. La limitada rebelión de Vasco Godínez, que sucedió a las de Sebastián de Castilla, causó menos daños materiales y humanos. En total, casi quinientos españoles y dos mil indios hallaron la muerte en los movimientos insurreccionales, desde la rebelión de Sebastián de Castilla en Charcas, en 1553, hasta el arresto de Francisco Hernández de Girón en Jauja, en diciembre de 1554. La Hacienda Real gastó un millón y medio de pesos de oro, y los particulares, casi otro tanto. Según el fiscal, el balance de la insurrección de Pizarro había superado esas cifras.

			Los ejércitos de colonos recurrían en masa a los indios. Por medio de transacciones con los caciques, reclutaban a los hombres necesarios para la intendencia de los ejércitos. A partir del invierno de 1553, el mariscal Alvarado pidió siete mil naturales a los caciques de la región de Charcas para el servicio de la tropa movilizada contra Girón y la campaña de Parinacocha. De este modo, al margen de los españoles caídos durante los combates, morían numerosos indios, aunque su desaparición no quedaba registrada. En lugar de mojar su pólvora, matar a los indios del enemigo significaba privarle de intendencia. Así, durante los combates de Parinacocha, los indígenas enrolados en el servicio de los ejércitos mataron a numerosos españoles para defenderse. La desbandada de las ricas tropas del mariscal Alvarado brindó la ocasión a los indios de Girón de expoliar a los cadáveres de los soldados enemigos.

			El uso de los naturales no se limitó en absoluto a su empleo en la intendencia. Reclutados como combatientes, varios centenares de ellos hallaron la muerte a manos de los conspiradores durante la segunda campaña de adelantamiento de Lima. El fiscal Juan Fernández calculaba entonces que unos dos mil de estos hombres habrían sufrido cruelmente los ataques de los rebeldes. Su presencia y su pérdida durante la totalidad de los combates del periodo 1553-1554 siguen siendo difíciles de evaluar. Observando el volumen que los españoles movilizaron, no cabe duda de que hubo varios miles de víctimas. La lectura de las crónicas proporciona escasos indicios relacionados con el lugar de los indios en estos conflictos de españoles.

			Así, el cronista Felipe Huamán Pomán de Ayala indica que su padre encabezó a los indios lucanas para servir al rey de Castilla. Otros caciques de la región de Andahuaylas (Apo Huasco Changa y Guamán Uachaca Lurinchanga) hicieron lo mismo tras la batalla de Chuquinga. Los lucanas provocaron varias derrotas en las tropas de Hernández de Girón. Según la crónica, a primeros de diciembre de 1554, los indios fueron los que forzaron a los rebeldes a huir más lejos aún, hacia la zona montañosa de Jauja. Fueron vencedores de «trecientos españoles y cien yanaconas mestizos y mulatos del bando de Hernández de Girón en el alto de Uachauapite». El autor precisa que los indios Jauja fueron los primeros en hacerse con Hernández de Girón antes de entregárselo a los españoles. Sea como fuere, eran perfectamente capaces de servir a cualquiera de los bandos beligerantes o de atacar al mismo tiempo a todos los españoles. Aprovechando el combate entre colonos, los lucanas expoliaron también a los hombres del campo legalista del capitán Alvarado, al margen de la batalla de Chuquinga. Bien mirado, podían legítimamente gestar muchos sentimientos contra cada uno de los campos. Los ataques puntuales de los lucanas perdurarían durante las décadas de 1560 y 1570. El cronista mestizo Huamán Pomán tendía a describir la acción de los indios como favorable al partido del rey castellano.

			Por su parte, el fiscal Juan Fernández encontró el doble de causas generales que personales en el movimiento de Girón. No cabía duda de que sus bases consistían en una acumulación de quejas hacia la corona: «De todas estas causas juntas empezaron a decir que se tenía entendido que SM quería todo el Perú para sí y que como esto hubiese de ser que no podría el Perú dejar de hacerse señoría y gobernarse libremente como Venecia»156. El magistrado añadía que el país se había acostumbrado a la guerra: «Los más del Perú se holgaban de la guerra pareciéndoles que el que se escapaba se aprovechaba della». De este modo, la impunidad de aquellos que habían participado en una rebelión entrañaba con frecuencia su participación en una nueva insurrección.

			En nombre de causas personales, el memorialista insistía en el carácter ambicioso y rudo del capitán Hernández de Girón. Aunque rico, no tenía nada propio, y daba todo su dinero a los soldados, lo que le había conferido, por supuesto, la popularidad de que gozaba. Se añadía a ello que los tributos de los ricos repartimientos de indios que le dio La Gasca pasaron de 20.000 a 6.000 pesos, provocando el furor del capitán y su hostilidad hacia los oidores. Además, mandó asesinar al oficial Jorge Robledo, nombrado gobernador de la región de Bogotá, por medio de una orden de la audiencia. En dos ocasiones, fue acusado de traición y poco le faltó para perder la cabeza. Siguió siendo sospechoso durante los levantamientos de Sebastián de Castilla y Egas de Guzmán.

			LA CONFESIÓN DE UN TIRANO

			El martes 4 de diciembre de 1554, el doctor Melchor Bravo de Saravia y el licenciado Altamirano, oidores de la audiencia, ordenaron que el rebelde compareciera ante ellos el día mismo de su llegada a Lima. Los oficiales, preocupados por mantener el asunto secreto, debían oírlo sin más demora. El antiguo secretario del virrey Mendoza, Juan Muñoz Rico, fue elegido como testigo y escribano157. Existía el miedo a que el traidor divulgara alguna información secreta, a que la ciudad se indignara y a que se levantara una nueva ola de disturbios. Los mismos cronistas y memorialistas, prestos a contar las peripecias de las batallas y los crímenes más aberrantes de los conspiradores, no dijeron casi nada de las explicaciones del capitán insurgente y de las circunstancias de su comparecencia. Además, la conservación de las diecinueve páginas del texto de su confesión judicial en medio de un legajo cualquiera hizo más secreto su contenido. Francisco Hernández no fue llevado a la prisión de la audiencia como un vulgar prisionero. Lo sacaron del sótano de una casa del licenciado Juan Fernández, el mismo fiscal, donde lo habían metido con disimulo tan solo unas horas antes.

			A las cuestiones personales, Francisco respondió con el relato de su vida. De unos cuarenta años, nació en Cáceres (Extremadura), una ciudad particularmente vinculada a la conquista de las Indias y que nutría copiosamente las migraciones hacia el Nuevo Mundo. Era hijo de Pedro de Girón y Francisca de Estrada, ambos difuntos. No fueron de los primeros conquistadores de Perú. El Inca Atahualpa fue sorprendido en una emboscada organizada por los hombres de Pizarro en la aldea andina de Cajamarca, el 16 de diciembre de 1532. Girón no formaba parte de la tropa de aquella mítica emboscada. Repartos de oro y atribuciones de indios compensaron a los participantes de aquella ola inicial. Francisco, que se había instalado en Cuzco, llegó dos años más tarde, en 1534, aunque lo suficientemente pronto para que lo reconocieran como representante del estrechísimo círculo de «los primeros conquistadores de esos reinos».

			Girón contribuyó a la pacificación y poblamiento de las regiones de Arequipa, Quito y Popayán. Asumió el rol de lugarteniente del gobernador local. Ostentador de una encomienda dada por Francisco Pizarro, administraba el distrito de Popayán cuando el virrey de Núñez de Vela lo invitó a unirse a sus tropas para luchar contra la insurrección de Gonzalo Pizarro. Este último, que lo había capturado, lo liberó tras la muerte del virrey. Se afanó entonces en pacificar la región de Popayán, alborotada en varias ocasiones a causa de las insurrecciones de indios. A su llegada a Panamá, el presidente La Gasca lo llamó para continuar el combate. Se unió al presidente en Jauja y lo respaldó militarmente hasta la victoria de Xaquixaguana, donde el rebelde fue ejecutado. En reconocimiento a sus servicios, La Gasca le concedió el cuidado de los indios que Pizarro tenía en la provincia de Quito. Después de su casamiento en Lima con doña Mencía de Sosa (la hija de Alonso de Almaraz y de doña Leonor de Portocarrero), la pareja se instaló cómodamente en Cuzco. Girón declaró tener parentesco con varias familias de Extremadura, los Girón y los Estrada, aunque no poseía nada en España. De hecho, nunca envió dinero allí. Gastó todos sus bienes en el servicio militar del rey y desde los últimos coletazos del movimiento pizarrista se mostró un súbdito fiel a Su Majestad. Durante la rebelión de Sebastián de Castilla, sirvió como capitán de Alonso de Hinojosa, alcalde de Cuzco, reclutando a los soldados necesarios para la defensa de la ciudad.

			Los oidores interrogaron luego a Francisco para saber quién le había incitado a liderar un levantamiento contra Su Majestad y cuál era la naturaleza de su plan insurreccional. Negó siempre haberse dejado manipular por alguien. En cambio, afirmó rotundamente que lo único escandaloso mencionado en su presencia fue que los habitantes de Cuzco y otras regiones deseaban ser oídos y recibir la justicia de la audiencia. Cuando el presidente La Gasca procedió a la restauración de la misma, anunció varias derogaciones de las Leyes Nuevas. A partir de entonces, los oidores quisieron aplicar estas leyes con mucho más rigor. Todos los habitantes denunciaron que La Gasca no había mantenido su palabra en nombre de Su Majestad. Todos se quejaban de haber sido engañados, ya que el comisario había entregado las encomiendas con la obligación de mantenerlas según los mismos principios que las de antes. Los oidores querían quitárselas y se negaron a oír sus quejas. Estas discusiones eran públicas y los que las mantenían eran aquellos mismos que habían elegido al acusado como juez superior, capitán general y representante de la ciudad de Cuzco, lo que a los ojos del tirano justificaba el argumento de la legitimidad de los procedimientos que había llevado a cabo.

			Nunca oyó difamar a Su Majestad. El capitán Tomás Vázquez dijo solamente que Garcilaso de la Vega maldeciría a los hijos que tuviera si estos prefirieran servir al rey Carlos antes que al Gran Turco. El mismo capitán increpaba palabras despectivas contra Su Majestad que el acusado no quiso oír. Una de las personalidades de Cuzco, el rico encomendero Pedro de Cabrera, mandó decir a Girón que él mismo habría querido planear la toma de Lima. Los jueces y el notario no olvidaron referir el nombre de don Pedro al margen del documento, para encontrar fácilmente el pasaje que le concernía. En cuanto al capitán Tomás Vázquez, su adhesión a las tropas fieles le eximió de rendir cuentas a los oidores, que le concedieron un perdón particular. Un tal Tordoya afirmó que aquellos que se habían ido a Lima planeaban prender a los oidores. Según el mismo Tordoya, don Pedro pretendía proclamarse en secreto rey de Perú.

			Presentando la tesis de la existencia de varios complots, Girón se andaba con tiento. Se trataba de una manera de mostrar que se había empeñado en privilegiar una vía de pacificación legítima para que el rey oyera a los españoles. En Huamanga, el guardián del convento franciscano, Antonio de Herrera, proclamó que el capitán general podía reinar de forma legítima en esos reinos como el mismísimo rey. Se consideraba dispuesto a decirlo igualmente delante de los oidores. Una vez más, Girón se negó a oír ese tipo de cosas. Nos cuesta creer en ciertas escenas de complot descritas por Girón: «sobrepasaron muchas palabras dirigidas a este fin tanto que se tapó este confesante los oídos, y después le dijeron que se los destapase»158. Los recursos retóricos a los que recurría este hombre de guerra para probar su inocencia se revelaron bastante ingenuos, a menos que los jueces inventaran tal argumento para desacreditar la defensa de Girón.

			Cuestionado sobre la financiación de los acontecimientos, el capitán general negó todo enriquecimiento personal. Subrayó que los habitantes de Cuzco habían apoyado con sus pesos todas las decisiones del movimiento. El corregidor Gil Ramírez no escuchó sus peticiones e hizo añicos los textos de sus quejas, por lo que fue arrestado y enviado a Lima. El capitán Tomás Vázquez, Bernardino de Robles, el licenciado Alvarado, Juan de Saavedra, Juan Alonso Palomino y numerosos encomenderos aportaron su contribución a Girón. Juan de Saavedra iba a salir para España cuando se enteró de que los habitantes planeaban enviar una delegación a Lima. Retrasó su viaje y de momento puso sus bienes al servicio del movimiento. Juan de Berrio y Juan de Salas dieron 1.000 pesos que fueron entregados al licenciado Diego de Alvarado. Varios habitantes más hicieron lo mismo. Tal generosidad procedía de una causa justa y legítima. Acercándose armados a Lima, no tenían más objetivo que solicitar la atención de la audiencia. No pretendían de ningún modo rebelarse contra el rey.

			En Cuzco, el acusado irrumpió en casa del corregidor junto con una docena de hombres para prenderlo. Si damos crédito a lo ocurrido, el plan fue únicamente un modo de salir del paso, una manera de paliar el riesgo de que los más radicales no consiguieran consumar el proyecto de matar al corregidor. Por este motivo, el acusado protegió a este último después de haberlo prendido. Las heridas infligidas al llamado Benito Juan Cepeda, que se encontraba cerca del corregidor durante el arresto de este, solo fueron un lamentable accidente. De igual modo, supo solo después de apresar al corregidor de Cuzco que Alonso Palomino y el mercader Morales fueron asesinados. No se apoderó tampoco de los papeles del corregidor, de los que solo había leído algunas páginas. En cambio, esos documentos eran de sobra conocidos por todos. De ningún modo ordenó la muerte del tesorero Juan de Cáceres y del encomendero Baltasar de Castilla. En boca del capitán Diego de Alvarado, el que los ejecutó, estos planeaban matar al mismo Girón, quien no sabía nada de una usurpación de los bienes de Juan de Cáceres cuyos jueces le presentaron el fastuoso inventario.

			Según Francisco, los conspiradores no robaron el dinero de arcas del rey, que no fueron abiertas, al menos no por orden suya. Reconoció como mucho que el tesorero de Cuzco (García de Melo) poseía varias cantidades de pesos que pertenecían a los hijos de Francisco Pizarro. La paga de los soldados y la financiación de la guerra, así como todo lo público, representaron las únicas partidas de gasto del dinero recibido. No controlaba estas cuentas. Todo fue debidamente consignado. En cambio, aunque el capitán general no ordenó la apertura de las cajas reales, en verdad se rompieron, lo que no bastó para satisfacer todas las necesidades del movimiento. Este se alimentó de los recursos de los encomenderos. No hay duda de que el préstamo forzado de los hijos del gobernador difunto, Francisco Pizarro, era algo más que una coincidencia. Todo se desarrolló como si fuera natural que el dinero de Pizarro pudiera servir para tramar alguna resistencia al rey. En numerosas ocasiones, la sombra que proyectaba el clan se extendía sobre los vericuetos de las ligas: participación de un antiguo mayordomo del gobernador aquí, presencia de una página de la familia allí, utilización de una casa de los Pizarro por allá. Lo esencial era que las partidas de gasto fuesen registradas para probar que nada se había gastado indebidamente. De hecho, el jefe conspirador conservó durante mucho tiempo la reputación de haberlo dado todo a sus hombres y de vivir solo por la causa y la defensa de los intereses de los encomenderos.

			El movimiento se organizó en torno a su maestre de campo (el licenciado Diego de Alvarado) y algunos capitanes, todos vecinos de Cuzco159. Los sargentos mandaron redoblar tambores y que se reunieran las gentes de guerra. Nadie más estaba encargado de la reunión de las tropas. No había nombrado a ningún reclutador para enrolar a la fuerza a los españoles de la zona. Solo el capitán Pedro de Quiñones se encontró a cargo de la intendencia. Por demás, no se fabricó ningún arcabuz nuevo. Los viejos eran suficientes. Un armero de Vizcaya llamado Joanez, ayudado por cuatro o cinco negros, arregló los que estaban en desuso. Algunos indios prepararon las mechas y la pólvora. Girón tampoco mandó que confeccionaran cañones para disponer de una artillería ofensiva. Su mariscal de campo tomó la iniciativa y fabricó tres piezas de fuego durante su ausencia de Cuzco. El capitán se enteró más tarde de que había usado para ello una campana rota, fundida por un tal Pedro Alemán. Fueron todas empresas que desaprobó públicamente.

			Girón confesó tan solo haber mandado disparar contra la tropa legalista del capitán Meneses, a quien juzgaba responsable de la violencia en la que se veía envuelta su empresa. Ignoraba, en cambio, que los oidores se hallaban entonces en Pucara. Aunque su campo se encontraba muy cerca del suyo, no lo vio instalarse, como tampoco se dio cuenta de que los estandartes de la audiencia habían sido plantados entre las tiendas de la tropa enemiga, anunciando la presencia de los jueces de Lima. Del mismo modo, no aprobó el servicio de espías. En Pucara, el campo de los capitanes de Lima estaba tan cerca, que se oía sin dificultad todo lo que se trajinaba en él. Nadie le avisó de que el enemigo se había quedado sin pólvora la víspera de la batalla.

			Los jueces pidieron a Hernández que escribiera el relato de la campaña militar de casi un año, lo que le había llevado desde Cuzco hasta la derrota de Jauja. La versión del traidor y sus desveladas motivaciones contrastaban singularmente con las descripciones de la crónica de un Diego Fernández, que ciertamente luchó en las filas de las tropas de la audiencia. Los conspiradores afirmaban fuerte y firme que, más que obedecer a la península, los oidores dirigían su propia política, sin tener en cuenta a aquellos que habían conquistado Perú a golpe de espada.

			El modelo señorial que legitimaba la recogida del tributo indio gracias a la victoria de las armas conllevaba también el desdicho de la política colonial de la monarquía. El rey pidió de veras el cese del servicio personal de los indios y declaró inválidos los acuerdos que se hiciesen en este sentido entre los encomenderos y los caciques. Los conspiradores no podían obviarlo. En las páginas de su confesión, Girón se atuvo a la voluntad de los conspiradores de que el rey les oyera. Se adelantaron hacia Lima, pero, al llegar a Pachacamac, su retaguardia tropezó con las tropas de Jerónimo de Castilla, de las que tomaron algunos hombres, liberados con prontitud. Girón puso su destino en manos de los que le acompañaban, sin obligarles, de ningún modo, a seguirle: «Se volvió dando licencia [...] que se fuesen con Dios donde quisiesen todos los que allí estaban con él [...] si entendían que este confesante iba contra el servicio de Su Majestad o hacía cosa que no debiese»160. Los capitanes de la audiencia le persiguieron con la idea de matarlo. El maestro de campo Alvarado ejecutó a los capitanes López Martín y Mendiola, después de haberlos prendido. Una vez más, en Yca, Girón aprisionó a varios hombres del capitán Pablo Meneses, al cual liberó permitiéndole que regresaran a Lima.

			Al no poder dirigirse a la audiencia, se propuso llegar a las regiones costeras, a través del territorio de los indios lucanas, con la finalidad de embarcar hacia España y hablar con Su Majestad. Por ello, ordenó incautar un barco en el puerto de Chacari y mandó liberar a su comandante. Al quedar obstruidos rutas y caminos, no tuvo otra alternativa que dirigirse hacia la región de los indios aimaras y luego hasta Chuquinga, donde fue atacado por Alonso de Alvarado, quien le persiguió con más de mil doscientos hombres. Estuvo obligado a defenderse y más de un centenar de hombres murieron en aquel lugar. Se pasó unos veinte días cuidando a los heridos de los dos campos después de haber puesto en desbandada al mariscal que abrió fuego primero. Según el conspirador, su benévola actitud se vio premiada con el refuerzo de sus filas, ya que setecientos hombres y más de un centenar de negros le siguieron hasta Yuca y Pucara. Allí, se dio una escena idéntica durante los intercambios con las tropas de Pablo Meneses. El capitán Piedrahita ejerció el mando para poner fin a los desmanes del capitán Francisco de Bolonia, que actuaba por su propia cuenta. Al llegar a Jauja, rodeado de muchos indios, fue apedreado. Por su parte, no mató a ningún indio y entregó la espada con la que se había defendido de ellos al capitán Gómez Arias.

			El conspirador alegó su inocencia. Negó toda responsabilidad en las batallas que habían ensangrentado el año anterior. Que los oidores se dignaran a oír las quejas de los habitantes que componían su tropa hubiera sido el mejor remedio contra la guerra. La liga consistió en una defensa militar en la que fueron derrotados los que reclamaban justicia. Por su parte, él no cometió ninguna exacción. Lejos de liderar una guerra sanguinaria, siempre cuidó de los heridos. Nunca mandó que se eliminara a los soldados enemigos. Se opuso tenazmente a la ejecución de varios de ellos. No mandó tampoco que les cortaran las manos a los negros enviados a su campo por anunciar el perdón general que habían proclamado los oidores. En su avance hacia Lima, solicitó a un sacerdote y a un religioso del valle de Unaguana que lo siguieran sin obligación, para que testificaran que ninguna mujer de las que allí vivían había sufrido ultraje. Ambos regresaron libres. Negó la acusación de ser un tirano que había dirigido a una tropa aterrorizada, a la que se le conminaba al combate, so pena de los peores castigos.

			Es casi imposible calcular la composición social de la tropa de Girón. Por lo que podemos estimar, la mayoría de los calificados normalmente de «soldados» eran emigrantes recientes y pobres. Muchos de ellos no tuvieron más empleo que el alistamiento en expediciones secundarias, la supervisión del trabajo de los indios en la encomienda de otro y la participación en alguna guerra de rebelión. Los jueces insinuaron que muchos delincuentes y antiguos rebeldes actuaban en la tropa proveniente de Cuzco. El acusado confesó que conocía el nombre de algunos de aquellos que escondían a españoles. Sabía que un antiguo pizarrista, Diego Gavilán, se hospedaba en casa de Vasco de Guevara en Cuzco. Los llamados Quillada y Miguel Rodrigo de Villafuerte se encontraban en los pueblos de don Pedro de Cabrera. Era de notoriedad pública que los rebeldes Mateo de Saz, Diego Méndez y Juan de Chaves y Saavedra se escondían en el distrito de Cuzco. En cambio, ninguno de ellos formaba parte de los hombres del capitán general.

			El insurgente fue muy locuaz en lo referente a los clérigos y religiosos que le acompañaron, aunque lo fue mucho menos al hablar de adivinos y cartománticos que trabajaban a su cargo. Se extendió la idea de que Girón y los brujos a su servicio pronosticaban el final de las batallas y recurrían a las ciencias ocultas para salir al paso de las peores situaciones, lo que se reducía a luchar contra él en vano. Si nos atenemos a la crónica, el comportamiento de los adversarios del capitán estuvo influido por la convicción de que sus sucesivas victorias tenían algún vínculo con las prácticas adivinatorias.

			Un tal Valladares era famoso por interpretar el comportamiento humano y animal. Un llamado Becerra podía responder a todas las preguntas y a todas las dudas del capitán moviendo dos varitas. El sacerdote Gonzalo Vázquez tenía fama de ser un avezado astrólogo, quiromántico, nigromántico, fisionómico e hidromántico, intérprete de la fisonomía humana y del movimiento de las aguas.

			La morisca Lucía de Herrera, considerada una auténtica bruja capaz de realizar prácticas malignas, descifraba el sentido premonitorio de los sueños, a los que se incitaba antes de dormir según unos ritos propiciatorios. Parecía tener una influencia particular en las mujeres del círculo del rebelde, en su esposa y en las de varios habitantes de Cuzco. Si nos atenemos a la crónica, durante la batalla de Chuquinga Lucía presenció en su compañía una ceremonia adivinatoria que consistía en tirar sobre una tabla pelotas de colores diferentes que representaban las tropas de Girón, por un lado, y, por otro, las del mariscal de campo Alvarado. Después de varias encantaciones pronunciadas por Lucía, las pelotas se movían como los soldados de los dos enemigos. De este modo, cuando las que representaban la tropa del rebelde echaban abajo las pelotas adversas, era un signo de la derrota inminente del mariscal de campo legalista. Conociendo de antemano el final de la batalla, Girón atacaba sin temor y vencía con certeza a las tropas de la audiencia.

			Entre los compañeros de Girón, había también un vasco de Vizcaya que respondía al apellido de Horquijo y que poseía una rueda llena de cifras llamada pitagórica, dibujada en un papel y a la que los saltimbanquis italianos (numerosos en España) concedían virtudes mágicas. En boca de nuestro autor, Girón y muchos de sus capitanes llevaban al cuello una rueda parecida, reproducida en medallas de oro. A las supuestas virtudes sobrenaturales de aquellos círculos enigmáticos se añadía la sospecha de que servían simplemente a la cuantificación y al desciframiento que usaban los rebeldes en sus cartas. En esas ruedas, símbolos, cifras y letras figuraban en líneas concéntricas, lo que permitía reemplazar un signo por otro y leer las cartas secretas. Cifrar las cartas era en sí mismo una componente de la lesa majestad.

			Los jueces se empeñaron en determinar qué órdenes religiosas habían atizado el fuego de la insurrección y en qué medida habían inspirado las convicciones políticas del movimiento. Girón dio los nombres de una docena de clérigos sin aludir a las ideas que propagaban. Un franciscano, dos dominicos y un fraile de La Merced se habían acercado al capitán. Fray Alonso Docampo, de la orden de San Juan, siguió a la liga durante toda la campaña. Cinco curas acompañaron a la tropa desde Cuzco hasta Pachacamac. Entre ellos, el padre Martín Arias hizo las veces de capellán de Hernández de Girón. La mayoría de los curas no llevaba hábito, y los tres religiosos iban armados con arcabuces y una pesada espada. El detenido dio gato por liebre; pues, aunque varios clérigos tuvieron actitudes reprensibles, la mayoría de sus hermanos de hábito se limitaba a actividades relacionadas con sus funciones religiosas. Ninguno atizó el fuego de la desobediencia de las ciudades. Ninguno escribió una obra de condena de la audiencia o de crítica de la monarquía. Las justas reivindicaciones de los habitantes tenían el apoyo de las mujeres, hombres, religiosos y niños que compartían la necesidad de justicia reclamada por el movimiento.

			El rey sabio no podía negarse a oír las quejas de sus súbditos. Una aspiración popular a mayor igualdad se expresó en el más amplio marco de la lucha contra la reforma de la encomienda y del tributo indio. El derecho de aquellos que servían a la corona no podía ser negado por un rey prendido de la justicia. Las medidas tomadas contra los encomenderos y los giros de la política virreinal eran un asunto de jueces y oficiales reales. La esperanza de una pena más leve no era ajena a la adopción de tal línea de defensa judicial. Denunciando las actuaciones de los oidores, los conspiradores corrían el riesgo de empujar a estos a tomar contra ellos severas represalias. En cambio, esta aparente ingenuidad se mostró demasiado sistemática para no estar dotada de virtud. Afirmar que actuaban en nombre del rey permitía reducir la acusación de traición y preservaba su máximo grado de obediencia al mismo rey. El comisario visitador recusado, el presidente de la audiencia vilipendiado, el virrey avergonzado y contestado eran faltas de las que cabría esperar la absolución por la apelación a la península.

			La acción de Girón, juzgado en Cuzco y luego en Lima, se podía calificar de reincidente. No obstante, los procesos retenidos por el escribano Jerónimo de Aliaga evidenciaban que siempre fue absuelto de los cargos que pesaban sobre él. Por supuesto, la obstinación en una falsa ingenuidad no excluía cierta sinceridad. Durante la guerra a los oidores, el capitán ascendió en los grados de desobediencia. Sin embargo, evitó cuidadosamente dar a conocer cualquier negación directa de la autoridad del rey. Apenas enunciada en la documentación judicial, la expresión de tal oposición situaba ipso facto al imputado en una posición de imposible vuelta atrás. Sin duda, la popularidad del rebelde y la moderación de sus pareceres incitaron a los jueces a guardar el secreto de su audición y a desacreditarlo tanto como fuera posible en la opinión pública. Las autoridades seguían temiendo la voz del capitán.

			El 4 de diciembre de 1554, el oidor Altamirano mandó al escribano Juan Muñoz Rico registrar meticulosamente la deposición de Francisco Hernández de Girón. Debía permanecer bajo el sello del secreto y quedar insertada en un conjunto documental más amplio en nombre del cual no figuraba. Fue expedido un traslado al Consejo de Indias. Las respuestas proporcionadas por Girón a sus jueces fueron particularmente hábiles. Negó toda intención de hostilidad a la misma corona y se presentó como delegado legítimo de las ciudades. Sus acusadores sugirieron que le habían avisado de las medidas militares tomadas por la audiencia en varias ocasiones y no dijo nada de la posible complicidad con un oficial de Lima. Francisco permaneció en prisión cuatro días, al término de los cuales fue condenado sin más procedimiento. El 7 de diciembre de 1554, fue decapitado inmediatamente después de la proclamación de la sentencia. En la versión de los acontecimientos contados por el cronista Diego Fernández, el rebelde expresaba su arrepentimiento por la guerra llevada contra la audiencia; una imagen en oposición flagrante con la actitud adoptada en realidad por Francisco Hernández de Girón en su confesión de última hora.

			Las guerras de los años 1553 y 1554 eran prueba de la inestabilidad que seguía agitando Perú. Desde que se fue La Gasca, el reino solo había conocido un breve periodo de paz, nunca pacificado en realidad. Los recién llegados, que conseguían difícilmente integrarse en la sociedad colonial, se encontraban confinados en posiciones de segundo orden. Sufrían una frustración inmensa. Estos inmigrantes acrecentaban sin cese la tropa de soldados que servían a un clan de conquistadores influyentes. No cabe duda de que existía una verdadera aspiración a más igualdad, importada de la península161. El movimiento de Hernández de Girón supo canalizar sus expectativas. En este sentido, las guerras de rebelión superaban el marco del simple movimiento de los encomenderos. La inestabilidad general que se había extendido a la América central con las insurrecciones de los hermanos Contreras exigía respuestas duraderas por parte de la corona, a partir de ahora muy atenta a los asuntos políticos de las Indias.

			
				
					149 D. Fernández de Palencia, Historia del Perú, op. cit., pág. 269.

				

				
					150 Carta de Hernández de Girón al oidor Saravia; D. Fernández de Palencia, Historia del Perú, op. cit., págs. 340-341.
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					155 Licenciado Juan Fernández, fiscal de la audiencia del Perú, 8 de diciembre de 1555; ídem, pág. 6. 
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					157 Confesión de Hernández de Girón, 19 páginas; Patronato 187, R. 19, s.f.
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					159 Tomás Vázquez, Rodrigo Piñerda y Alberto de Orduña como capitanes de caballería; Diego Gavilán, Mendiola y Piedrahita para dirigir la infantería; Antonio Carrillo como sargento mayor; Cristóbal de Funés fue elegido como portaestandarte.
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					161 A. Milhou, «Aspirations égalitaires et société d’ordres dans la Castille de la première moitié du XVIe siècle», en Les mentalités dans la péninsule Ibérique et en Amérique latine aux XVI-XVIIe siècles, Tours, Université de Tours, 1978.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO IX

			Un viático para la inocencia

			El perdón general, la apelación a las sentencias y las relaciones de méritos figuraban entre los medios que las autoridades tenían para retener las rebeliones162. Ninguno de ellos condujo a un resultado muy certero para cada uno de los partidos presentes, rebeldes y regalistas. Sin embargo, todo ello anunciaba una salida favorable para el restablecimiento del orden natural de los hombres y la justicia real. Todos eran objeto de protestas y continuas pesquisas. Eran tan solo pésimos viáticos para la inocencia. A pesar de las apariencias, el perdón, la apelación de causa y las relaciones de méritos no fueron simples procedimientos individuales, sino que permitieron la formación de un almacén de información sin precedentes sobre los acontecimientos ocurridos en el mundo hispánico. Cada investigación aportaba su acopio de elementos desconocidos. Cada candidato a los méritos reales intentaba presentar testigos y pruebas materiales alegando por su recompensa. A pesar de no constituir un verdadero espacio público, estas mismas pruebas dejaron huella en las mentalidades y contribuyeron a conformar una memoria colectiva sobre la que se construyó el principio edificante de la obediencia a la monarquía.

			PROCESO A LA MEMORIA DE VÁZQUEZ

			Por costumbre, el perdón eximía al culpable de su pena sin exculparlo de su delito. Lo mismo pasaba con el caso francés de cartas de remisión que perdonaban a los que habían sido declarados culpables de un crimen. La amnistía exculpaba el delito. Normalmente, el indulto era posterior al momento en que se pronunciaba la sentencia. Por esa razón, los prisioneros acusados de un crimen se negaban a menudo a abandonar su celda antes de conocer la sentencia. Así, en 1553 y 1554, cuando pidieron a Gómez de Solís y a otros sospechosos que salieran de la cárcel antes de oír su sentencia, estos se negaron rotundamente, temiendo una persecución posterior contra la que no podrían defenderse. Disponer de una copia de la sentencia era una condición previa para organizar su defensa y una apelación de causa. Para conseguir que aceptaran dejar la prisión, el mariscal de campo Alvarado les condenó a una simple multa que se calculaba según su fortuna.

			La proclamación del perdón real durante las batallas era anterior al pronunciamiento de cualquier sentencia. Este indulto funcionaba como una especie de amnistía. A lo largo del año 1548, el presidente La Gasca lo manejó con inigualable habilidad, hasta el punto de vaciar los escuadrones de Gonzalo Pizarro. Los oidores de Lima se dedicaron a lo mismo en la primavera de 1554 para luchar contra la fascinación que ejercía Hernández de Girón en las ciudades de los Andes. Durante la batalla de Pucara, el perdón fue empleado como arma de guerra contra la tropa de los rebeldes. La oferta de despachar emisarios a territorio enemigo en medio de los combates fue mal recibida. El esclavo morisco que trajo la proclamación de indulto general para los que se unieran inmediatamente al campo regalista fue reenviado al mariscal Alvarado con la nariz cortada colgando del cuello, uno de los procedimientos más crueles para mostrar que no había tenido olfato para gestionar tal maniobra. En cambio, la oferta surtía efecto paulatinamente.

			Después de unirse al rebelde, un grupo de alcaldes de Huamanga regresó al bando de los oidores a partir de diciembre de 1553. Se trataba de Cristóbal Peña, don Luis de Toledo y Vasco Xuárez, que firmaron la investidura de Girón, como representantes de las ciudades. Los oidores les concedieron un perdón personal en aplicación de una primera proclamación hecha el 8 de diciembre de 1553. Juzgando ilegítimo este indulto proclamado por la audiencia, el 29 de noviembre de 1556, el virrey don Hurtado de Mendoza (marqués de Cañete) mandó revocarlo publicando un nuevo perdón en favor de los insurgentes. Este indulto general fue proclamado en la plaza de Lima durante una ceremonia solemne en la que el marqués aparecía sentado bajo palio, en presencia del arzobispo Jerónimo de Loaysa y los oidores. Los virreyes Nieva y Toledo defendieron los mismos principios que Mendoza. En cambio, el caso de Tomás Vázquez dio pruebas de las dificultades que los rebeldes encontraron para hacer prevalecer el perdón por largo tiempo.

			En diciembre de 1553, el insurgente Francisco Hernández de Girón envió a este último desde Cuzco hacia Arequipa, donde reunió los medios necesarios para el levantamiento antes de regresar a Huamanga. En el camino, no vaciló en liquidar a varios adversarios. En la batalla de Pucara, el 9 de octubre de 1554, se unió con sus hombres al bando regalista, lo que invirtió el equilibrio de las fuerzas. Según el cronista Fernández, Vázquez abandonó la insurrección por simple susceptibilidad, ya que Hernández de Girón había fijado un plan de guerra sin consultárselo previamente. En la investigación solicitada por el virrey don Francisco de Toledo en febrero de 1572, resaltaba que los enviados secretos acercaron al capitán Vázquez a los oidores para atraerlo al bando del rey163. Curiosamente, el escribano que concedía los indultos y los testimonios de adhesión durante la batalla (Francisco Hortigosa de Monjaraz) afirmó en otra ocasión que Vázquez se había unido al campo legalista el miércoles 10 de octubre con parte de su tropa y cuatro capitanes. Lo cierto es que los oidores que presidieron la batalla no dudaron un solo instante en confirmar el perdón de los aliados. Su tropa recibió al capitán con satisfacción. Vázquez escoltó a los oidores hasta Lima y contribuyó a derrotar a Hernández de Girón.

			Por medio de su perdón y de los servicios realizados, el capitán esperaba vivir al fin en paz, aunque nada de eso ocurrió. En dos ocasiones, los nuevos jueces instalados en Lima lo persiguieron por traición. Tras su adhesión, el arrepentido vivió con su mujer y sus hijos en su encomienda de la región de Cuzco; pero el corregidor de la provincia mandó que lo arrestaran y lo agarrotaran sin proceso en la prisión de la ciudad. El inculpado fue condenado a la confiscación de sus indios y la totalidad de sus bienes. En un primer tiempo, la viuda de Tomás consiguió que el virrey Cañete le restituyera los bienes de su difunto marido. En la primavera de 1559, sin desanimarse, el fiscal licenciado Juan Fernández inculpó una segunda vez al rebelde difunto con un proceso a su memoria: la «fama» de Vázquez. A la institución judicial le costaba olvidar la imagen de un gran capitán rebelde. A la audiencia también le interesaban los bienes y los indios de Vázquez. Las tensiones y los tenaces resentimientos que había entre los hombres de guerra y los letrados se mostraban una vez más con toda claridad. De este modo, el procedimiento contra la fama del rebelde impidió de nuevo a sus herederos la recuperación de los bienes del capitán.

			Según el fiscal, las malas intenciones de Vázquez apuntaban a que el reino de Perú rompiera sus lazos de obediencia al rey castellano. Era un reincidente peligroso, ya que había contribuido también a la rebelión de Gonzalo Pizarro. Solo pudo recibir el perdón al acabar la batalla de Pucara, después de que terminaran con el rebelde Girón: las piezas del indulto presentadas en su defensa procedían, sin duda, de alguna falsificación. Era un hábil argumento que condescendía con el espíritu del perdón, cuya base consistía precisamente en echarle la culpa de cualquier abuso, subrayando al mismo tiempo los límites del perdón particular presentado por el acusado. Este último solo se refería a su participación en la rebelión de Hernández de Girón. En esta ocasión, la viuda doña Teresa y sus hijos denunciaron los abusos del corregidor de Cuzco, Bautista Muñoz, ante el Consejo de Indias, en la persona del licenciado Briviesca de Muñatones. Para conseguir rehabilitar la imagen póstuma del capitán, recurrieron al virrey, el conde de Nieva.

			Su defensa se hizo siguiendo las reglas del derecho:

			Estaba pleito pendiente en la ciudad de Cuzco por el licenciado Muñoz [...] los dichos sus partidos no habían de ser molestados por diversas vías sobre una misma razón [...] no pudo poner la dicha acusación sobre la misma causa ni pedir el secreto [...] a lo menos hasta que por no se declarase la primera causa e se diese por concluida.

			La familia del condenado Vázquez aportó la prueba de que el capitán Antonio de Robles, esbirro de Gonzalo Pizarro, lo había alistado por la fuerza. Como tantos otros, Vázquez se preocupó de registrar los hechos por medio de acta notarial: el capitán declaró en ella que su voluntad era «servir a Su Majestad y a las provisiones que trajeren [...] y no al dicho Gonzalo Pizarro ni a sus capitanes»164. El virrey condenó a Muñoz a la pena capital porque había mandado ejecutar a Vázquez y por falta de respeto al perdón real. El Consejo de Indias conmutó ulteriormente la sentencia del fiscal en la privación de su cargo y en varias penas pecuniarias.

			Por otro lado, el virrey mantuvo un concierto con los herederos de Vázquez para rehabilitar al capitán a cambio de una ayuda que la familia debía ofrecer a Hacienda, es decir, 10.700 pesos de plata fina en lingotes sellados y 5.100 pesos de plata corriente. En un convenio del mes de septiembre de 1571, el virrey Nieva afirmó: «Que se quite de los dichos herederos [...] toda mácula e infamia que por razón dello podríase puesta»165. Así, tras una larga apelación judicial, la confiscación de los bienes del capitán Vázquez fue revocada en beneficio de sus herederos, que recuperaron dinero y encomiendas. El detalle de la revocación fue solucionado bajo la tutela del conde de Nieva con una transacción que comprometía a los herederos a pagar finalmente 22.000 pesos a Hacienda.

			Un giro inesperado en este asunto de casi veinte años marcó una señal en el ritmo de la audiencia de Lima. En febrero de 1572, un proceso en apelación procedente de Cuzco fue instruido y aplazado ante los oidores a petición del llamado Rodrigo Desquivel, que había tomado parte de la herencia de Tomás Vázquez. Este recurso sorpresa podía relanzar el procedimiento contra el indulto del capitán. El virrey Francisco de Toledo zanjó el asunto siguiendo el principio de defensa y perennidad del perdón real ya concedido: «su excelencia pretende asentar [...] que se entienda que los perdones [...] se guarden y cumplan [...] aunque fuera como es crimen de lesa majestad»166.

			Estos datos, durante la rebelión de Francisco de Girón, fueron entendidos por la audiencia como instrumentos de guerra, un medio de menguar las filas de los conspiradores. Cada vez que las autoridades pedían una investigación al mínimo recurso judicial por asuntos de herencia, los actos personales de perdón eran susceptibles de ser cuestionados. Los indultados debían esperarse lo peor. Por el contrario, la política de los virreyes tendía a utilizar lo mejor posible esta herramienta administrativa de pacificación. La reafirmación de los indultos dio que hablar. Iba acompañada la mayoría de las veces de acuerdos de pago de dinero a favor de la Hacienda. El virrey de Toledo, por su parte, rechazó la apelación de concierto para denominar esos acuerdos, que procedían, según él, de la simple necesidad pecuniaria en la que se hallaba la administración judicial. Tuvieron que ponerles cortapisas a los oidores y a los alcaldes detentadores de la justicia local. El hecho de que la audiencia apelara a ella en la península contra las órdenes del virrey no debía agotar la validez del mismo perdón real. Más allá de estas tensiones institucionales, el indulto constituyó un pobre viático para la inocencia.

			LOS CONDENADOS DE SAN JUAN

			En el otoño de 1556, el mariscal de campo Alvarado fue enviado para hacer pesquisas sobre las insurrecciones de los años anteriores. Él mismo había llevado a cabo varios grandes procesos, en particular el de Vasco Godínez. En esta ocasión, la revisión situacional de la política y la justicia solicitada por la corona apuntaba a hacer un balance de la represión de las insurrecciones. El comisario pidió, pues, a los jueces delegados y a las autoridades locales que le transfirieran los procesos instruidos hasta entonces sobre las rebeliones de Sebastián de Castilla, Egas de Guzmán y Hernández de Girón. La investigación dio pie a nuevos procesos.

			El mariscal comisario reunió primero seis memorias que registraban las persecuciones llevadas a cabo. Tres de las más voluminosas tenían relación con los procesos de La Paz y la zona de San Juan de la Frontera de los indios chachapoyas. Provenían de los jueces locales del mismo mariscal y lo conformaban procesos de veinte a treinta páginas que contenían los nombres de dieciséis condenados. Los nombres de dos de los rebeldes, de los cuales se entregó una copia del proceso al comisario, no figuraban en la lista de síntesis de la investigación. Al contrario, el nombre de otro inscrito en esta lista, un tal Juan de Coria, no iba acompañado de ningún proceso. Durante la liga, este último gozó de un perdón real reconocido por el fiscal durante la investigación. Los procedimientos de esta serie seguían esencialmente las normas judiciales peninsulares. Podíamos destacar que el alguacil mayor fue nombrado fiscal en la marcha para distinguir, por una parte, la instrucción del asunto y, por otra, el pronunciamiento de las sentencias.

			Las otras tres memorias reagrupaban procesos de solo algunas páginas, es decir, siete condenados de la provincia de Guanuco y otros seis de Potosí y Arequipa. Solo la memoria de Charcas indicaba que todos los culpables ya juzgados figuraban en el documento. No obstante, la mayoría de los escribanos de otros municipios consultados declararon que ignoraban si sus listas de procesos eran exhaustivas. Con toda probabilidad, no registraban a todos los presuntos culpables. Con más de ochocientos folios, el conjunto documental más voluminoso que reunió Alvarado estaba compuesto por el proceso instruido contra Vasco de Godínez. En total, parece que solo se registraron una treintena de persecuciones tras una insurrección a la que se unieron unos mil hombres durante todo un año. Se trataba de una actuación bastante pobre por parte de la administración y de la justicia.

			A primeros de noviembre de 1556, un campesino llamado Pedro de León fue arrestado en la encomienda de Pedro de Horduña, en San Juan de la Frontera de los Chachapoyas. Se le acusaba de haber sido uno de los hombres del tirano Girón. Pedro afirmó que había llegado a las Indias cuatro o cinco años antes y que no poseía nada más que «lo que llevaba consigo». Conocía a todos los capitanes de Hernández de Girón aunque estos no le hablaron nunca «por ser muy pobre». El rebelde Tomás Vázquez lo había alistado en su compañía durante uno de sus viajes hacia Arequipa. Él, en cambio, negó rotundamente haber manipulado un arcabuz durante su participación en la compañía de Vázquez y afirmó desconocer que los oidores formaron un ejército. En definitiva, Pedro siguió con buena fe el estandarte que izaron los rebeldes en nombre del rey.

			Al llegar a Huamanga, no pudo evadirse del bando rebelde que estaba bajo estrecha vigilancia. Se quedó luego en Lima antes de esconderse durante meses en el pueblo indio de un tal Domingo López. Estuvo de nuevo algunos meses trabajando en las tierras del encomendero Pedro de Horduña. En fin, estuvo viviendo sin hacer nada antes de verse obligado a participar en un ataque contra los regalistas. Dio los nombres de Juan Morán y Juan de Sevilla, ambos alistados también por los hombres de Girón. El corregidor de la región de Charcas, Juan Cortés, encomendó al procurador Francisco de Santillana la tarea de constituir el proceso de León. El campesino fue acusado de rebelión: se levantó «contra el servicio de Su Majestad [...] con sus armas e caballos con diabólico e luciferino pensamiento robando e matando a los servidores de Su Majestad [...] se halló en los recuentos y las batallas que dio Hernández de Girón»167. El 28 de noviembre de 1557, durante una visita del corregidor a la prisión, Pedro negó la acusación, proclamó su inocencia y solicitó su liberación. El juez pidió para él las penas más severas.

			Mientras que el asunto seguía su curso, el 26 de diciembre, hacia las dos de la madrugada, el prisionero se fugó. En la noche, el carcelero Juan de Coria dejó salir a los prisioneros de sus celdas, encadenados y aherrojados, para que pudieran hacer sus necesidades. Los remaches de los grillos de Pedro estaban mal colocados. El cautivo podía deshacerse de ellos cuando quisiera, como lo hizo la noche que se escapó. Usando de cierta ironía, dejó sus cadenas delante de la sala de torturas antes de saltar por una ventana. Apresado unos veinte días más tarde en un bohío de la encomienda donde había trabajado, admitió estar al tanto de la declaración inminente de su arresto hecha por el cacique local. Sin embargo, desmintió el hecho de querer asesinar, junto con sus compañeros de celda, al carcelero Juan de Coria, del mismo modo que negó que este fuese cómplice de su evasión. Nadie le incitó a escabullirse. Nadie le había dado en secreto una lima para liberarse. Los que le visitaban se afanaban en disuadirle de adherirse a un proyecto como ese, augurándole las peores consecuencias si cedía a la tentación de huir.

			Pedro fue condenado a doscientos azotes y a recorrer las calles acostumbradas de la ciudad montado en una mula, mientras se denunciaban sus delitos en voz alta. Volvió luego a la prisión para conocer su juicio relativo al meollo del asunto. El 29 de diciembre de 1557, después del varapalo, Pedro fue condenado a perpetuidad por crimen de lesa majestad a remos y a galera. El inculpado apeló de inmediato la sentencia, pero no sabemos qué ocurrió con su vida. La fuga de Pedro le arrebató la posibilidad de solicitar su indulto en el marco de las ordenanzas de la audiencia o bien según el perdón general proclamado por el nuevo virrey.

			Varios acusados disponían ya de un perdón real, establecido como estaba conforme, cuando el mariscal Alvarado fue encargado de la investigación de 1556. Miguel Díaz, un portugués de 25 años, natural del Algarve, españolizó probablemente su apellido al llegar a Perú. Sus padres se llamaban Álvaro Alonso y Leonor de Campos. Trabajó como marinero y peón y afirmaba haber seguido la estela de los hombres del presidente La Gasca. Residía en la zona de Chachapoyas desde hacía solo dos años. El fiscal lo acusó de crimen de lesa majestad y le impuso la pena de galeras. En la época de la insurrección, se hallaba en el valle de Chacari y trabajaba en las tierras del encomendero Pedro de Mendoza. El capitán Mateo del Castillo lo alistó en su compañía para servir a la liga. Debió seguir a la tropa hacia la región de los indios lucanas y luego hasta Chuquinga, donde se le presentó la ocasión de unirse al bando regalista antes de la batalla.

			De vuelta a Cuzco, con una pierna herida, el comandante insurgente Diego de Alvarado lo apresó otra vez y lo llevó hasta Pucara, desde donde intentó de nuevo huir. Armado tan solo con una pica, se defendió de los guardias del partido rebelde. Al no conseguir unirse a las filas regalistas, se quedó allí antes de llegar a un convento de la zona de Bracamoros. Se fue de Cuzco porque nadie conseguía curar sus heridas. Un tal Arrieta, que decía ser médico, empeoró el estado de sus heridas y le reclamó cantidades desorbitadas. Por esa razón, se dirigió a un convento, donde acabó curándose. De costumbre, trabajaba para ganarse el pan y no mató ni robó a nadie. Sus últimos amos, los estancieros Juan Díaz y un tal Camacho, que le remuneraban con 100 pesos anuales, le debían aún dos meses de sueldo. Por lo tanto, no poseía nada.

			Los testigos de cargo que presentó el procurador Francisco de Santillana contra Miguel aportaron hechos confusos y confesaron generalmente su ignorancia. Se decía que el acusado fue herido en la batalla de Chuquinga, pero los testigos no sabían más. Un prisionero de nombre Francisco de Sanabria se encontró con Miguel en las filas regalistas cuando ya estaba herido. Durante la batalla de Pucara, el prisionero le vio en las filas del partido regalista, razón por la que los oidores remitieron una carta de perdón real a Miguel. Fechada en septiembre de 1553, esta carta exculpaba directamente al prisionero de todos sus delitos. El fiscal condenó, pues, a Miguel por los hechos posteriores al indulto. Aprovechando el nombramiento del nuevo virrey, el prisionero apeló a la sentencia. Los legajos de la serie Justicia del Archivo de Indias no han conservado ninguna otra información sobre el destino de Miguel Díaz.

			Juan de Sevilla tenía de 35 a 40 años. Hijo de Antón Rodrigo y de Catalina Sánchez, residía en Perú desde hacía más de veinte años, pero no hizo fortuna. Al igual que los otros, no pudo costear los gastos de justicia que le imputaron. Argumentó, en un primer tiempo, que era inútil perseguirle, ya que se presentó a la sede del fiscal por voluntad propia. Tranquilo y trabajador, poco dado a los alborotos, se encontró en Huamanga durante el estallido de la insurrección. Admitió, no obstante, haberse aliado a Hernández de Girón para luego seguirlo hasta Pachacamac y Jauja. Por este motivo, el procurador solicitó la pena máxima contra Sevilla. Juan afirmó que luego no pudo escapar a la custodia que ejercieron contra él los hombres de Girón. Sufrió por ello hasta el punto de pensar en ahorcarse y fingió estar enfermo para evitar participar en los combates.

			En una segunda deposición, el acusado se retractó. Declaró ser solo un campesino sin aptitudes para los asuntos de guerra. Jamás se unió por voluntad propia al movimiento de Girón. Admitió todo lo que le preguntaron en su anterior deposición por lo confuso que se hallaba. Con el objetivo de hacer valer en su interés el perdón general de diciembre de 1553, Sevilla comunicó a la audiencia los testimonios que hicieron en su favor los capitanes legalistas Juan Tello de Sotomayor y Martín Miguel de la Serna. A su llegada a Jauja, donde fue capturado Girón, huyó del bando de los rebeldes con peligro de su vida, escapando por milagro a los arcabuces que le apuntaban a él y a otros más. De este modo, los capitanes que ostentaban la justicia delegada por los oidores recibieron a los nuevos alistados, contentándose con prohibirles el regreso a Huamanga durante un año. Fueron declarados libres y limpios de todo crimen. Dos años más tarde, el fiscal no quiso oír nada y declaró nula y sin efecto la decisión de los capitanes. El 4 de diciembre de 1556, el corregidor pronunció una pena de galeras contra Juan Sevilla. No se sabe más de él.

			Los acusados de La Paz y de San Juan de la Frontera de los Chachapoyas tenían perfiles muy similares entre sí. Se trataba de hombres solos, pobres, que trabajaban en las encomiendas de la región para controlar y vigilar a los indios. La mayoría de ellos llevaba allí instalada unos diez años y se había encaminado a Perú siguiendo la estela del presidente La Gasca y de los capitanes a su servicio. Todos afirmaron haber sido víctimas de una campaña de reclutamiento forzado, dirigida por uno de los capitanes de Girón168. Cierto es que Tomás Vázquez y Juan Cobo alistaban brutalmente a los españoles que se encontraban en el camino. Hernández de Girón le concedió también al capitán Martín de Olmos una comisión de reclutamiento para la región de Arequipa y a López de Zúñiga la de Huamanga. De este modo, ningún juez pudo saber si los soldados insurgentes habían abrazado o no de verdad las ideas de los rebeldes. Sin duda, esperaron de ello algún beneficio y eso fue lo que bastó, a menudo, para que fuesen condenados.

			La mayoría sufrió una condena de exilio más una pena de galeras. Los testigos se pusieron de acuerdo para decir que el sector más amplio de la tropa abandonó la liga durante la batalla. De este modo, todos los que se unieron al ejército regalista no pudieron obtener un perdón de los capitanes Tello y Serna, redactado antes de la batalla. La clemencia se impuso como regla general. La mayor parte de los hombres que se movilizaron no estaban inquietos en absoluto. Por otro lado, las nuevas sentencias del corregidor de San Juan de la Frontera de los Chachapoyas fueron masivamente prolongadas por vía de apelación. A todo ello, las decisiones de las autoridades de la región se manifestaron contrarias a la política iniciada por el virrey Mendoza. Las peticiones de información del otoño de 1556 no implicaban solo que se pronunciaran nuevas condenas. Al contrario de lo que preveían estas decisiones locales, la manifestación solemne del mes de noviembre de 1556 en la plaza de Lima proclamaba a los cuatro vientos la elección de una pacificación general. Evidentemente, la administración judicial no se adhería en su totalidad a esta directiva política.

			Las autoridades de ciertas municipalidades como las de Guanuco o Potosí se encontraban más en la óptica de las decisiones del virrey que el corregidor de San Juan de la Frontera de los Chachapoyas. La memoria enviada desde Guanuco proporcionó tan solo resúmenes de procesos. Sean cuales fueran las penas, todas se saldaban con el envío de prisioneros a Lima para que pudieran apelar a su sentencia.

			Al igual que los de San Juan, Hernán González, Francisco de Espinar, Marco de Alcón y Diego Hernández fueron condenados por haber combatido contra el estandarte de Su Majestad. En dos lacónicas páginas, el juez Diego Álvarez aseguraba que el procedimiento judicial fue seguido al pie de la letra: los detenidos fueron condenados a galeras del Mar del Sur, a la confiscación de sus bienes, a costear los gastos de justicia y al exilio perpetuo de las Indias.

			Dos individuos de los que no se da ninguna información suplementaria (el italiano Ambrosio Grimaldo y Juan Coles) fueron destinados al cadalso. Los cargos que se pronunciaron contra ellos fueron idénticos a los de los rebeldes enviados a galeras. Primero, fueron llevados por la ciudad con la soga al cuello, montados en una mula de carga mientras el pregonero denunciaba a gritos sus crímenes, y, al final, terminaron en la horca. Sus cuerpos acabarían pudriéndose al sol, en la picota de la plaza mayor.

			Los detenidos no dejaron de apelar a sus sentencias, alegando la proclamación del perdón general del virrey Cañete. Tanto fue así que, por el mes de diciembre, el corregidor ordenó a toda prisa enviar a esos hombres a la audiencia para que esta juzgara la legitimidad de su petición. El sargento de la ciudad Alonso de Santillán los envió con buena escolta hasta Lima a finales de 1556. El corregidor mandó registrar ante notario que, «sin embargo de la dicha apelación, les mandaba atento al perdón general que su excelencia ha concedido». No quería arriesgarse a que lo acusaran de obstaculizar la política de pacificación del marqués de Cañete, el nuevo hombre poderoso de Perú.

			El corregidor de Arequipa, el licenciado Alonso Martínez de Ribera, procedió de la misma manera. Durante el mes de noviembre, ordenó el arresto de seis sospechosos ante los que envió al sargento Gómez de Lagos. Previendo algunas dificultades, permitió a este último que procediera a los arrestos sin presentarse con la vara de justicia, con su cruz encima, lo que indicaba la delegación de la autoridad judicial. El sargento quería actuar en secreto. Sin embargo, al final, se hizo con seis sospechosos, de los que solo Gonzalo de Vargas (alias Vergas) se encontraba en la lista que había recibido. Por no haber atrapado a los seis primeros sospechosos, el sargento Gómez arrestó a otros cinco. Es cierto que los antiguos rebeldes pululaban por la zona de Arequipa y, ante todo, era menester dar el pego para satisfacer la demanda del comisario Alvarado. Al final, solo se transfirió el proceso de Vargas que el corregidor oyó en enero de 1557.

			Gonzalo de Vargas nació en La Española. Llegó a Perú con 8 años. Soltero y sin empleo en el momento de su arresto, trabajaba en los pueblos del encomendero Gonzalo de Soto, en la región de Cuzco. Aún no se hallaba en Perú cuando estalló la rebelión de Pizarro. Durante la de Sebastián de Castilla, se encontraba enfermo. Alistado por la fuerza en el ejército de Girón, no tuvo otra alternativa que seguir la campaña militar de dicho tirano. Un capitán le entregó una lanza partesana y un arcabuz, aunque nunca las utilizó para matar a nadie. En Pucara, se encontró en el mismo escuadrón que Girón, lo que le impidió pasarse de inmediato a la facción real. Lo hizo al día siguiente de la batalla, cuando el capitán Tomás Vázquez se unió al bando legalista y se dio a conocer el perdón general ordenado por la audiencia en las filas rebeldes.

			A pesar del perdón personal que obtuvo Gonzalo, pendían sobre él antiguas sospechas. Estaba involucrado en la muerte de tres españoles de Cuzco, acaecidas antes de la insurrección de Girón: Miranda, Melgarejo y Barrionuevo. Hallaron en su poder varias cartas codificadas, dirigidas a un soldado de Chile, un tal Alonso de Rieros. Gonzalo negó tajantemente los asesinatos y justificó la posesión de dichas cartas por su rol de intermediario en un asunto relacionado con el matrimonio entre el soldado de Chile y una rica viuda de Cuzco. Era una explicación sin peso alguno para los jueces.

			Y aún peor, Gonzalo fue arrestado en el puerto de Arica (lugar de embarque para Chile) en compañía de otros dos sospechosos que perseguía el sargento Gómez de Lagos: Alonso Álvarez Pacho y Alonso Villagómez. Confiscaron sus bienes y los vendieron en subasta pública, mostrándose perfectamente en ellos la actividad militar de los tres hombres: caballos, sillas, cotas de malla, espadas, un arcabuz y algunas decenas de pesos. La venta de los de Gonzalo aportó 121,5 pesos, de los que se extrajeron 17 pesos para los gastos de justicia y los veinte días de prisión que pasó en Arequipa. El 3 de febrero de 1557, al haberle sido imposible arrestar a otros rebeldes, el corregidor envió a Lima a los tres individuos: «para que los echen de estos reinos o que se haga con ellos lo que ordenara su excelencia en nombre de Su Majestad». Los otros prisioneros fueron liberados. Como prueba de su buena voluntad, el corregidor reunió, al menos, los nombres de once sospechosos más. Su colega de Potosí envió tan solo el brevísimo proceso de un tal Alonso Núñez a quien el corregidor de La Plata (el licenciado Altamirano) negó cualquier recurso a la apelación. El 11 de diciembre de 1556, el detenido recibió doscientos azotes y se le expulsó de Perú. El hostigamiento tardío de la represión de la rebelión de Hernández Girón se saldó, pues, con un modesto resultado.

			Con todas las listas juntas, la investigación de 1556 solo registró finalmente una treintena de condenas. Fueron seguidas por apelaciones en nombre del perdón general del virrey, el marqués de Cañete. El perfil de los acusados correspondía, con todo detalle, al de los condenados de la insurrección de Gonzalo Pizarro. La miseria de los españoles que habían llegado recientemente a los Andes seguía alimentando la insurrección. En suma, los resultados generales hacían pensar que muchos insurgentes se quedaron en Perú y que no fueron importunados más. El interés de las persecuciones no radicaba en sus resultados estadísticos. Sin embargo, la obstinación de los jueces no desatendió la herramienta judicial como instrumento de acción política. A pesar de sus límites, las autoridades no dispusieron de mejor instrumento para conseguir el «disciplinamiento» de la sociedad colonial.

			UNA JUSTICIA ALLENDE LOS MARES

			Las sumas que pagaron los rebeldes tardaron en llegar a las cajas centrales de la Hacienda. Nunca estaba de más apremiar a los tesoreros locales que las recibieron en depósito. Era menester administrar los bienes confiscados y gestionar las herencias de los ajusticiados. Por supuesto, la movilidad de la población, ampliada por la política represiva de La Gasca, suscitó con reavivada agudeza la cuestión del seguimiento judicial. Esas fueron las razones invocadas en enero de 1561 por el procurador del Consejo de Indias, Francisco Hernández de Liébano, para exigir de la audiencia de Lima que se estableciera un balance de los procesos llevados a cabo hasta entonces. La operación incumbía a la rebelión de Hernández de Girón, cuya represión pareció demasiado escasa al final de la investigación de 1556, aunque se extendió esta vez a la insurrección de Gonzalo Pizarro. Con más discreción, debía permitir juzgar la política del virrey (Diego López de Zúñiga, conde de Nieva) cuya integridad cuestionaban varios memorialistas. De este modo, a través de sucesivas investigaciones, la corona tendió a establecer un seguimiento judicial de los asuntos criminales allende el Atlántico.

			Un año después de la petición del Consejo de Indias, el escribano de la audiencia de Lima, Francisco de López, exhumó 17 procesos vinculados a la insurrección de Pizarro y más de 80 expedientes relacionados con el movimiento de Girón. Aunque con ello la península no podía establecer un balance exhaustivo del tratamiento judicial de las insurrecciones andinas, las respuestas de Lima subrayaron la eficacia y las insuficiencias de la administración colonial.

			Contra los pizarristas, La Gasca privilegió el medio de la deportación masiva. Por este motivo, aunque el número de los rebeldes condenados de 1548 rondara los setecientos individuos, en 1562 la audiencia fue solamente capaz de establecer el seguimiento de diecisiete procesos. Figuraban en ellos las situaciones judiciales más variopintas. Algunos mostraban que no se habían sometido a ningún cambio de procedimiento: el de un rebelde de la culpabilidad de quien no se dudaba, y los instruidos contra la memoria de los insurgentes fallecidos cuyos bienes fueron de inmediato transferidos a Hacienda. Estos asuntos no fueron seguidos por ninguna apelación, a falta de descendiente, sin duda.

			El desenlace de otras cuatro instrucciones de 1548 parecía aún incierto diez años después de su apertura. Varias informaciones contra los sospechosos no dieron resultado. La sentencia pronunciada contra un tal Baltasar de Grado, condenado a participar en la expedición de Chile en primera instancia, fue agravada ulteriormente, antes de que La Gasca se retractara de su decisión.

			Tres apelaciones a sentencias por rebelión se encontraban aún en tratamiento desde hacía varios años y no habían sido zanjadas. Una tal Ginesa Guillén pedía en vano la restitución de algunos indios. Un vecino de Arequipa, condenado al exilio y a 200 pesos de multa, esperaba todavía la respuesta a la apelación de esta sentencia. Otro proveniente de Quito se hallaba en la misma situación. Sin embargo, los jueces de Lima confirmaron algunas sentencias de las que los condenados solicitaron un nuevo juicio. De este modo, el soldado Juan de Soto, obligado a perpetuo exilio y al pago de una multa de 300 pesos, no obtuvo ninguna reducción de su pena. Un tal Alonso de Vivanco intentó en vano restituir la memoria de su hermano Pedro, condenado por rebelión.

			Asimismo, cinco revisiones favorables a los acusados vinieron a coronar los recursos de apelación. Se trataba de imputaciones por faltar al deber de comprometerse en defensa de las tropas legalistas y no por una actitud activa contra el partido legalista. Se les reprochaba el no haber prestado mano firme al ejército del rey. Desde Quito, San Miguel de Piura y Cuzco, Cristóbal Martín, Juan de Torres, Juan de Horduña y Jualina Sedeno recurrieron con éxito a la audiencia de Lima, que los eximió de exilio y multa. La hija de un tal Juan de Crespo, condenado por rebelión en 1549 en Arequipa, apeló a Lima en 1550, obteniendo la exculpación de su padre, que no había prestado ayuda a las tropas de la audiencia.

			La mayoría de los rebeldes mencionados en la investigación figuraban ya en las listas que poseía La Gasca. Aunque no consignó las apelaciones de los rebeldes transferidos a España, el volumen de respuestas sobre la rebelión pizarrista que la audiencia de Lima devolvió a la península resultó bastante escaso. Las deportaciones masivas terminaron aliviando a los jueces de Lima del peso de un largo seguimiento judicial. Con ello, las autoridades, acosadas por los fantasmas de la desobediencia, percibían con más dificultad la actividad de los antiguos cómplices.

			En Lima, la investigación fue más fructuosa en relación con los acólitos de Francisco Hernández de Girón. Entre ellos, 88 procesos, iniciados en 1554, dejaron algunas huellas de las cuales testimoniaba la investigación de 1561. La aplicación de penas múltiples acabó en aberraciones. A Cristóbal Pérez (hijo de Gregorio de Zamora y María Pérez) y Alonso González (natural de Biana, hijo de Gonzalo Álvarez) les amputaron una mano antes de su exilio para servir seis años en galeras a remos. Sus sentencias fueron ejecutadas en Cuzco por Gómez Hernández, el juez delegado por la audiencia de Lima. Otros cuatro desgraciados sufrieron la misma pena, aunque el pesquisidor no pudo fijar si las penas se habían infligido de verdad. Si sobrevivieron a la mutilación, los servicios en el remo de Cristóbal Pérez y Alonso González fueron sin duda de los más mediocres. A pesar de la extravagancia de los hechos, el juez pretendió, sobre todo, reforzar el carácter implacable e infamante de los castigos.

			Otros castigos procedían mucho más del sentido común. Al rebelde portugués llamado Álvarez Yáñez, carpintero de oficio, lo declararon culpable de participar en la insurrección. La confiscación de sus bienes fue realmente simbólica, ya que no poseía nada en absoluto. Sin embargo, tuvo que servir en las galeras del Mar del Sur durante dos años, ejerciendo su oficio de carpintero.

			El castigo modélico fue el exilio de Perú a perpetuidad, más un servicio de remos en las galeras, de entre dos y seis años. Condenando a los insurgentes a un servicio en el Pacífico, el marqués de Cañete se afanó en limitar las deportaciones de largo recorrido hacia el Caribe y el Mediterráneo, aquellas cuya eficacia era más aleatoria. De esas galeras del Mar del Sur no sabemos nada. El aspecto simbólico y el vocabulario de la sentencia seguían siendo idénticos, aunque su ejecución fue más útil al virrey. Tales prácticas le valieron mil reproches al marqués, que, en cierta forma, atenuaba el rigor de la represión.

			Las deportaciones a las galeras que consignó la investigación llegaron a treinta y cinco casos, una cifra baja si recordamos el millar de hombres de la tropa de Hernández de Girón. El total debió de ser más elevado. Venían luego veintinueve condenas a pena capital con garrote, horca, decapitación o algún otro medio. Seguían los latigazos y golpes de bastón con diez de esas sentencias, a los que se les sumaban exilios y multas. Entre aquellos a los que debían cortarles una mano, cinco fueron obligados a exiliarse. Como cosa rara, dos conspiradores sufrieron penas únicas, una multa y la amputación de una mano sin pena doble. Las investigaciones no registraron los castigos anunciados a ocho de los insurgentes, lo que fue indudablemente otro signo de su relativa clemencia.

			Al final, las persecuciones contra los sospechosos alcanzaron el centenar, a pesar de las proclamaciones de varios perdones generales, cuyo volumen subrayaba la extensión de las intrigas y el beneplácito del que gozaba el movimiento. Provenía también de la ausencia de apropiación de listas en el campo rebelde, como las que permitieron registrar tantos nombres pizarristas en 1548. En definitiva, la administración judicial sufrió dificultades para seguirle la pista a los conspiradores que regresaron en bandada a los pueblos indios de los Andes. Muchos de ellos dejaron libre el campo de batalla tras las insurrecciones de Gonzalo Pizarro y Hernández de Girón. Por este motivo, los relatos de la victoria real avivaban los temores del Consejo de Indias de que surgieran nuevos ataques. La monarquía experimentaba la necesidad de un procedimiento judicial que se riese de los montes y de los mares.

			Contradiciendo las informaciones recogidas en Lima en 1561, las solicitadas en Cuzco y Arequipa fueron objeto de registros exhaustivos. Entre los llamados a la deportación marítima, los pesquisidores de 1561 encontraron a Martín de Fuentes, también llamado Martín de Arguindo. El proceso que concluyó contra él, en León de Guanuco, el licenciado Diego Álvarez seguía en instancia de apelación. Martín, condenado al exilio perpetuo de Perú con diez años de galeras, solo fue juzgado tras una primera demanda de investigación, dirigida en el otoño de 1556 por el mariscal de campo Alvarado. El conspirador había escapado a las persecuciones comenzadas tras la derrota de los rebeldes. Su apelación de sentencia conllevaba un traslado de expediente desde León de Guanuco hasta la audiencia de Lima. Sin embargo, no se tomó ninguna decisión al respecto en 1561. Ocurrió lo mismo con Pedro de la Torre, oriundo de Madrid. También él gozó del indulto general de 1554 antes de ser apresado de nuevo y condenado. Como en el caso de Martín, la apelación de Pedro no recibió la más mínima respuesta durante siete años. La investigación de 1561 no dice cuál fue el destino de estos hombres.

			Un tercer individuo figuraba a la vez en la memoria de la campaña de Alvarado de 1556 y en la investigación de 1561. Se trataba de un tal Pedro de Castro (natural de Salinas en la provincia de Burgos), a quien el corregidor de La Paz, el licenciado Ríos, decidió enviar a galeras cinco largos años. Participó en las insurrecciones de Sebastián de Castilla y de Hernández de Girón. En 1561, después de la apelación de este último juicio, Pedro se benefició de una conmutación de su pena en exilio perpetuo de Perú. Con toda probabilidad, alimentó el flujo de emigrantes que estaba obligado a irse de los Andes. Otras apelaciones se saldaron con revisiones de penas favorables a los acusados.

			Dos conspiradores proveyeron de esclavos para que les sustituyeran en el servicio de las galeras. Con ello, los primeros fueron declarados libres y absueltos de su culpabilidad: el suministro de un esclavo provocó el mismo efecto jurídico que el perdón general. Tras ser condenado a la pena de muerte el 2 de junio de 1556, la sentencia de Juan López Guarnido fue conmutada por el virrey en galeras en el Pacífico. El artesano propuso entonces un esclavo a cambio del cumplimiento personal del castigo reducido. La audiencia consintió la oferta. El capitán de nao Baltasar Rodríguez recibió al cautivo que debía servir a bordo, y Juan quedó libre. En otras ocasiones, la oferta provino de la audiencia, señal de que la marina pacífica necesitaba brazos. Al contrario de los rebeldes condenados a un número determinado de años, el esclavo entregado a las galeras lo fue por un tiempo indeterminado. Para el servicio del rey, el sustituto era más interesante que su dueño. El rebelde Gaspar de Lima, natural de Sevilla y barbero de oficio, condenado a tres años de remo, vio cómo un esclavo lo sustituía para el cumplimiento de su pena. En cambio, Gaspar no poseía nada, de modo que el marqués de Cañete perdonó simplemente al barbero, juzgando que sería más útil para el ejercicio de su oficio en Lima que por su contribución a la marina española en el Pacífico.

			La memoria de 1561 constituyó, pues, el acervo documental que registró el mayor número de condenados cómplices de Girón. En cambio, varias decenas de recursos a la audiencia no figuraban en la memoria, prueba de que la circulación de la información judicial no aseguraba la infalibilidad de la administración hispánica. Era evidente de que algunos procesos andinos seguidos de apelación en Lima no fueron jamás transmitidos a la audiencia. Otros se extraviaron. Durante las batallas, las tropas de Girón atrajeron a los hombres de la audiencia y luego estos retomaron el camino a la inversa. Existían una cierta simpatía y formas de complicidad entre soldados regalistas y conspiradores. Las motivaciones de unos y otros no siempre fueron diferentes. Sea como fuere, los testigos coincidían en que muchos rebeldes se esfumaban al final de los combates y se aprovechaban del laxismo de los capitanes legalistas.

			Los procesos no siempre sucedían a la batalla. Algunas veces, la liquidación expeditiva de los insurgentes apresados en el combate se acompañaba de persecuciones judiciales inmediatas. El día siguiente del conflicto de Pucara, el capitán legalista Pablo de Meneses consiguió arrestar a doce soldados en un pueblo indio. Ejecutó a tres de ellos allí mismo (Pedro de Sotelo, uno apodado Lugones y Juan Enríquez de Orellana) y mandó escoltar a los otros hasta Cuzco para que fueran juzgados. Se sucedieron entonces la batalla y el proceso político sin plazo alguno. En otras ocasiones, la represión de los conspiradores fue más descuidada, los jueces iban siempre a la zaga de la batalla. Tras la toma de Francisco Hernández en Jauja, uno solo de sus soldados allegados fue ejecutado inmediatamente. Los capitanes presentes mandaron al exilio al resto de los cautivos, sin un verdadero proceso ni otra forma de seguimiento judicial. Esos traidores se eclipsaron rápidamente del campo de batalla sin preguntarle al resto. Un grupo de unos trescientos hombres habrían seguido al tirano hasta Jauja, donde pocos fueron detenidos. No se estableció ninguna lista de los presentes. De este modo, sabemos que existió un vivero importante de insurgentes sin castigo para nutrir otras aventuras sediciosas.

			Los procesos exhumados en 1561 y conservados en Lima desde 1554 no registraron ninguna pena leve. Todos concluyeron con las deportaciones a las galeras. Las sentencias pronunciadas en Cuzco superaban a las de Lima en severidad. Casi la mitad de las sesenta y tres sentencias pronunciadas allí fueron seguidas de la ejecución de los cautivos. Si añadimos los procesos expeditivos dirigidos desde los inicios de la insurrección, un centenar de individuos, tirando por lo bajo, pagaron con su vida las consecuencias de una acusación por traición llevada a cabo durante las investigaciones. Si tenemos en cuenta las ejecuciones sumarias perpetradas por los rebeldes, así como un balance humano de los combates, el número global de víctimas en las filas españolas superó probablemente los trescientos individuos. Los indios movilizados pagaron un tributo aún más elevado. En definitiva, el porcentaje de heridos era normalmente dos veces superior al número de muertos en el combate, es decir, seiscientas víctimas suplementarias. Si damos crédito al cronista Diego Fernández, más de cien españoles cayeron en el campo de batalla de Parinacocha, pero otros doscientos ochenta fueron víctimas de heridas graves. Al final, unos quinientos de ellos perdieron la vida durante el año de la insurrección encabezada por Hernández de Girón. El número total de los heridos rondaba el millar. Los indios de diversas regiones en las que se libraban los combates pagaron con varios miles de víctimas su alianza con cada uno de los bandos.

			FISCALES EN CONTRA DE LA APELACIÓN

			La apelación a las sentencias pronunciadas contra ellos suponía un derecho intangible de los detenidos. Por norma general, se ejercía desde una autoridad local hacia las instancias de la audiencia más cercana. El Consejo Real de las Indias podía intervenir en esos procedimientos si se hallaba en manos de una de las partes imputadas. La apelación podía hacerse ante el mismo Consejo desde una jurisdicción principal, como la de los jueces de la Casa de la Contratación de Sevilla. En ese caso, se trataba generalmente de una apelación en segunda instancia, en grado de suplicación. Durante los años 1540-1560, el Consejo recibió pocas apelaciones hechas por los condenados de Perú. Algunas decenas de rebeldes hicieron el viaje a Sevilla para ser juzgados. Sin embargo, solo una veintena de ellos solicitó una revisión de la pena a las jurisdicciones peninsulares. De esta manera, muchos prisioneros comparecieron como testigos de cargo o descargo para otros condenados. El mismo procurador de la audiencia de la Contratación de Sevilla tenía la capacidad de apelar al Consejo de Indias las decisiones de los jueces del organismo sevillano a favor de los prisioneros.

			Las penas de confiscación generaban también solicitudes de revisión. Según un procedimiento demostrado, confiscaban los bienes de los prisioneros y los entregaban a la tutela de un administrador, lo que los actos de justicia resumían con la fórmula «secretar los bienes», es decir, hacer que los bienes estén secretos. La aplicación de este secretismo no escapaba a muchos abusos, cuyos efectos se hacían sentir de un extremo al otro del mundo hispánico. Así, en 1549, Catalina Jiménez, viuda de Gonzalo Casco, apeló las persecuciones que contra su persona y contra sus hijos dispuso el juez de Trujillo de España, encargado de incautar los bienes de Gonzalo Pizarro. El difunto marido de Catalina fue acusado de haber hecho préstamos a favor de un rebelde. De este modo, las autoridades judiciales pretendieron hacerse con una parte de los bienes de Catalina. El mismo juez profirió otras acusaciones idénticas. Los fiscales, para no perder comba, apelaban ellos también contra las protestas de los que eran objeto de persecuciones. Dos vecinos de Medina del Campo, Juan de Osorio y Gutiérrez de Cárdenas, poseedores de bienes comunes con el hermano de este último, replicaron a las confiscaciones de los jueces locales. El activísimo fiscal Villalobos apeló entonces contra ellos ante los jueces del Consejo. Sea cual fuere la situación material y jurídica de cada una de las partes presentes, la acción de los fiscales se mostró determinante para reducir el efecto de las apelaciones.

			El maestro de esgrima Maestre Diego, exiliado de Perú por rebelión y con 30 años de edad, llegó a Sevilla en la primavera de 1549, acompañado por un grupo de condenados en el que se hallaba un tal Francisco Ruiz Daniel. Al igual que este, le pusieron rápidamente los grilletes como detenido de la Casa de la Contratación. Desde el 22 de junio, entregó su defensa a un tal Juan de Mendieta, al que sucedió el abogado Sebastián Rodríguez. Según consta en su primera deposición, llegó a España un mes antes. El oidor de Lima, Cianca, lo exilió de Cuzco y Perú, luego lo mandó a Nombre de Dios para escoltarlo desde allí a España. Maestre, que no pudo firmar su deposición por no saber escribir, negó haber recibido una sentencia por participación en la rebelión de Gonzalo Pizarro. Por su parte, Mendieta desgranó incansablemente los puntos de la defensa del maestro de esgrima en una larga lista de documentos de recursos ante los jueces sevillanos y el Consejo de Indias.

			La defensa empleó todos los medios a su alcance, mezclando las réplicas del contenido con la denuncia de las irregularidades del proceso contra el espadachín. Siendo inocente, ya que nunca fue cómplice de Pizarro, Maestre declaró que la brutalidad del tirano y sus hombres obligó a todo Cuzco a seguirles. En el peor de los casos, las apariencias no jugaban a su favor. Sin embargo, negó rotundamente haber servido como alférez del capitán insurgente Diego Guillén. El aspecto más original de su defensa consistió en repetir que un error de identificación cometido inicialmente por los jueces de Lima llevó a las autoridades a confundirlo con otro: «E si fue traído preso fue creyendo que yo fuese otro y no porque yo fuese culpado». Maestre Diego admitió por lo tanto llevar ese mismo nombre y apellido y ser conocido como maestro de armas. El esgrimidor vislumbraba, sin duda, la posibilidad de que otro individuo homónimo pudiera pagar el pato. De hecho, la lista de sentencias de Lima contenía un homónimo de Maestre Diego169.

			El maestro de armas intentó inculpar a su homónimo llamándolo sargento del capitán conspirador Diego Guillén. Con toda probabilidad, conocía la lista de los condenados de 1548, confeccionada tras la derrota de Xaquixaguana. Debemos tener en cuenta que un testigo de cargo contra Maestre, el llamado Domingo Ruiz, un clérigo recientemente llegado a Perú, citó de memoria y con exactitud una veintena de los apellidos que figuraban en dicha lista. Aunque estas listas se mantuvieron secretas durante un tiempo, Maestre Diego sabía perfectamente que uno de sus homónimos aparecía en ella y que este se alistó también en la tropa de los conspiradores. Sin embargo, el error de identificación no era el único elemento de defensa del acusado.

			Según los abogados del espadachín, no hubo ningún proceso. A fortiori, las autoridades no respetaron de ninguna manera las reglas ordinarias de instrucción de asuntos criminales. Al no haber proceso, tampoco hubo pruebas de culpabilidad contra Maestre. No tuvo ocasión de presentar a sus testigos ni de replicar a los del fiscal de Lima. Por lo tanto, no se pudo transmitir el proceso al fiscal de Sevilla, lo que terminó prescribiendo las persecuciones desmedidas que Diego no debía sufrir. Pasados veinte días desde la petición de apelación instruida por el prisionero, el procurador no dio ninguna respuesta, lo que invalidaba la detención del maestro de esgrima. Varias apelaciones a la sentencia y las peticiones de libertad incondicional fueron dirigidas al fiscal en la primavera de 1550. Se mantuvieron sin respuesta en el otoño de 1550, cuando los abogados de Maestre denunciaron ante el Consejo de Indias la instrucción del licenciado Ágreda, el fiscal de la Casa de la Contratación.

			La respuesta a las sentencias por medio de denuncia de algún error de procedimiento era por lo general menos eficaz. El fiscal sevillano recusó tales ataques y replicó cuestionando la buena voluntad del acusado: el prisionero poseía obligatoriamente una copia de la sentencia pronunciada contra él. Si no la presentó era porque la había disimulado a los auditores. La malicia del comportamiento del maestro de armas terminó por convencer a los jueces de su culpabilidad. Tal ardid no podía obstaculizar la ejecución de las penas. En un documento fechado en octubre del mismo año, el fiscal precisó su acusación declarando que las dudas surgidas por el alejamiento de las regiones más distantes de las Indias no podían beneficiar a los prisioneros que solicitaban su excarcelación. Lo peor es que el clérigo Domingo Ruiz afirmó que había asistido de verdad a la ejecución de la pena a varapalos de Maestre Diego.

			Un traslado de la lista de Cuzco llegó a Sevilla en el mes de julio de 1550, aunque no la copia del proceso. El control por medio de listas llegó a su límite. En mayo de 1552, Maestre Diego obtuvo del Consejo de Indias una nueva orden que exhortaba a las autoridades judiciales de Perú a remitir a España el proceso del prisionero en un plazo de quince meses. Al no haber proceso, el Consejo se limitó a sacar a flote los detalles del procedimiento expeditivo que llevó a condenar a cientos de rebeldes. Su legalidad merecía una discusión, aunque fuera en el marco de una denuncia aislada. El interés por el derecho y sus procedimientos se encontraba así al mismo nivel que los intereses políticos que se imponían en la sucesión de condenas de los insurgentes pizarristas. En noviembre de 1552, ninguna nave zarpó para las Indias.

			Para liberar a Diego, sus abogados alegaron que el detenido, gravemente enfermo, se hallaba en prisión desde hacía cuatro años, aunque no se le había declarado culpable. Mandaron que lo curaran en prisión. En el invierno de 1553-1554, a pesar de todo tipo de recursos, no llegó a España ningún documento nuevo, por lo que la última decisión del Consejo, del 19 de mayo de 1552, seguía estando en vigor: «no habiendo recibido el dicho proceso, confirmaban y confirmaron dicha sentencia en grado de suplicación [...] y ordenaron que los oficiales de Sevilla [...] mantengan prisionero [...] al dicho Maestre Diego hasta que los dichos señores pronuncien otra sentencia»170. El destino del maestro de armas no dejó más huella en los fondos del Archivo de Indias, su asunto parecía bastante poco prometedor y es probable que fuera enviado finalmente a galeras.

			Con solo 25 años, Francisco Ruiz Daniel llegó a Sevilla en enero de 1550. Según la lista de los conspiradores hecha en Lima, su pena fue el exilio de Perú, galeras durante dos años y confiscación de bienes. No obstante, en el momento de embarcar para España, el gobierno de la provincia de Veracruz lo registró en el libro de asiento como condenado a galeras a perpetuidad. Así pues, Daniel pidió su liberación a la audiencia de la Casa de la Contratación de Sevilla, reaccionando a cualquier condena a galeras. La prisión no ofrecía la pensión completa. Llevaba encarcelado un año y ni siquiera conseguía pagar su comida. Estaba enfermo y no soportaba más los grilletes que le lastimaban los tobillos y las muñecas. Compareció ante los jueces y afirmó que, tras el arresto mandado por Cianca, el oidor de Lima, fue absuelto de toda complicidad con los rebeldes. Los jueces no tardaron en ordenar la comparecencia de los prisioneros exiliados recientemente de Perú. El rebelde Maestre Diego afirmó que había asistido a la condena de Daniel al exilio de Perú, «pero no lo vio sentenciar este testigo en otra cosa más». El testigo olvidó, sin duda a propósito, la pena de galeras impuesta a su compañero. Cristóbal de Aguilar, otro inculpado, testimonió lo mismo. Explicó que el gobernador de Tierra Firme, encargado de registrar a los condenados que embarcaban de nuevo para la península, ignoraba la pena que debía cumplir cada individuo.

			Los que sufrían un simple exilio solo debían figurar en el libro de asiento de las naos del Pacífico. Su registro bastaba para probar que habían salido de Perú aunque siguieran su viaje hacia Castilla. La lista de los condenados a exilio y galeras acompañaba a los desgraciados de un océano a otro, lo que estaba lejos de ser siempre así. Los gobernadores de Panamá debían controlar que los nombres de estos últimos figuraran en los registros consignados por los maestres de las naos del Atlántico. Al ser fuente de contestación múltiple y de confusiones, este dispositivo habitual, que apuntaba a permitir al portador probar la severidad y la duración de su pena, se mostró poco eficaz. Los jueces de Sevilla se hallaban desarmados ante un prisionero que pretendía ser tan solo un exiliado judicial y denunciaban la mala gestión de las listas de condenados en el istmo de Panamá. El intersticio de intercambio judicial de los puertos americanos tenía sus fallas, tanto desde el punto de vista de los prisioneros como del de la administración judicial peninsular. El flamenco Yacome de Olanda, también condenado, confirmó que el gobernador de Tierra Firme, Sancho Clavijo, no prestó atención a las penas de cada prisionero. Clavijo declaraba no disponer de ningún registro y lo consignó todo al azar, como le parecía. Según el testigo Aguilar, el gobernador añadió: «Que con aquel entendimiento los había de enviar a todos destos reynos a España e que los señores del Consejo de Indias de Su Majestad o los señores oficiales de la contratación desta ciudad le diesen el entendimiento que quisiesen a las dichas causas»171. Con ello, Clavijo vapuleó las reglas ordinarias de la circulación de información judicial y dejó traslucir su desprecio por los magistrados peninsulares de alto grado.

			La habilidad de los argumentos de Ruiz Daniel alanceó a los jueces de la metrópoli, quienes pidieron el registro de la nao San Antonio para verificar las afirmaciones de los testigos: Francisco figuraba allí como condenado a exiliarse de Perú y a galeras, sin más detalle. El 28 de febrero de 1550, los jueces de la Casa de la Contratación absolvieron a Ruiz Daniel de toda culpabilidad. Se mostraron sensibles a los testimonios de los acompañantes del detenido y a las críticas que cuestionaban la transmisión de los documentos judiciales. Sin embargo, el fiscal del mismo organismo, Francisco de Mexía, no lo entendía así.

			Apeló este arresto en el Consejo de Indias, arguyendo que los jueces no tenían competencia para juzgar de nuevo y liberar al prisionero, sino solamente para tratar la posible apelación de este según los procedimientos habituales. Denunció la malicia de Daniel, que se aprovechó del alejamiento de los Andes para escapar al cumplimiento de su pena. Un segundo fiscal, el licenciado Villalobos, prosiguió la apelación según un razonamiento idéntico. Sin embargo, la ausencia de un verdadero proceso, las irregularidades cometidas por el gobernador de Tierra Firme y los apoyos familiares de los que gozó Francisco Ruiz en sus hermanos desembocaron en su liberación en 1551. A principios del año 1553, un traslado de su condena de 1548 pronunciada por el fiscal Cianca en Perú llegó por fin a España. Sin embargo, el Consejo de Indias no ordenó de nuevo la encarcelación del sospechoso. Francisco regresó a su casa, en la ciudad de la Nava de los Reyes cerca de Medina del Campo, donde los Ruiz Daniel eran considerados una familia de hidalgos y cristianos viejos. Francisco ejerció allí las funciones de alcalde ordinario.

			La historia judicial de Ruiz Daniel se habría acabado probablemente allí si en junio de 1552 no hubiera habido refriegas con un abogado llamado Juan Lasso, a quien hirió gravemente antes de refugiarse con un cómplice en la iglesia del pueblo. Después de que el lugarteniente de corregidor lo sacara del santuario, fue encarcelado en Medina del Campo y condenado a la amputación de la mano derecha, que terminaría pudriéndose en la plaza de la ciudad. Entonces las acusaciones llovieron otra vez contra él. Fue destituido de su cargo de alcalde, pero antes de que sufriera su pena de amputación, apeló su sentencia, y al final salvó su mano. Por su parte, el corregidor de la ciudad, el licenciado Gamboa, pidió con insistencia que las penas anteriores pronunciadas en Perú contra el traidor fueran ejecutadas. Francisco permaneció encarcelado en Medina del Campo durante dieciséis años sin que el Consejo de Indias tomara ninguna decisión contra él.

			En 1568, el abogado Alonso de Herrera, obviando el episodio de las heridas infligidas a uno de sus colegas, presentó la encarcelación de Francisco como simple resultado de un complot local. En el ejercicio de su cargo, el alcalde arrestó a un municionero llamado Briones. Deseoso de vengarse, este último recurrió al procurador Gamboa para relanzar las antiguas acusaciones contra Ruiz Daniel. Sin embargo, el oficial fue absuelto de las falsas acusaciones que le imputaron veinte años antes. No podían juzgarle de nuevo basándose en los mismos cargos. Era viejo y estaba enfermo. Después de dieciséis años de prisión, merecía un traslado a Madrid para escapar a los malos tratos que el corregidor de Medina le hacía pasar. Debía ser liberado bajo fianza172. Mientras los abogados de Francisco inundaban el Consejo de Indias con las peticiones de absolución, el antiguo corregidor de Medina obtuvo una orden del 9 de abril de 1568, disponiendo que la sentencia a la que fue condenado Francisco Ruiz Daniel en 1548 fuera ejecutada in situ. El obstinado Gamboa ocupaba a partir de entonces un asiento en el Consejo de Indias como fiscal general.

			El Consejo mandó transferir a Francisco a Madrid, donde un médico de prisiones constató que padecía fiebres muy altas. No tenía apetito y solo disponía de una fina manta para protegerse del frío. Con su detención en Medina del Campo, se vino abajo. En el mes de octubre de 1568, fue llevado a su domicilio durante veinte días para que fuera curado allí. Según las actas de un depósito de fianza, fechado el 4 de octubre, varios de sus familiares fueron garantes de la cantidad que el Consejo exigía. Aportarían 1.000 ducados si el prisionero no regresaba a su celda pasado dicho plazo. Como los bienes del culpable debían ser confiscados, las autoridades de la ciudad natal de Francisco vinieron a su casa para inventariar lo que poseía: una mesa y sillas, una cama, ropa vieja, una partesana, una lanza y su escudo redondo. Era todo el tesoro de un viejo espadachín que había soñado con ganar fama y fortuna en las filas de Gonzalo Pizarro. La orden de excarcelación nunca llegó a las puertas de la prisión. A pesar de las decenas de peticiones de liberación, el abogado Alonso Herrera no obtuvo ninguna clemencia del Consejo de Indias. El fiscal general se empeñó en pedir la ejecución rigurosa de la pena inicialmente pronunciada en Lima contra el rebelde, veinte años antes.

			Francisco Ruiz seguía escribiendo al Consejo:

			Tengo de ser llevado [...] al dicho servicio a la ciudad de Toledo [...] donde ordinario se dilata seis meses [...] tiempo primero que de allí se tornen a sacar para ir al dicho servicio a la ciudad de Málaga donde se dilatan otros seis meses [...] y por ser yo hombre de sesenta años y enfermo y muy pobre tengo por cosa cierta se me acabará la vida [...] suplico que [...] se me dé licencia [...] para irme a presentar [...] libremente173.

			El 18 de mayo de 1570, el cabildo de la ciudad de Nava del Rey validó la fianza de 500 ducados como seguro del viaje de Ruiz Daniel hasta Málaga. Así, tras unos veinte años en prisión incondicional y veintidós años después de su condena, un insurgente de los Andes se comprometió a presentarse libremente en las galeras para cumplir los dos años de remos que debía al rey para expiar su desobediencia. Ni una página más registra el final probable de la desgraciada vida de Francisco Ruiz Daniel en los bancos de alguna galera española.

			En materia de crimen de lesa majestad, los fiscales del rey no mostraban ninguna indulgencia a favor de los detenidos. Las vías de recurso judicial que aducían el vicio de forma revelaban la malicia de los condenados. El alejamiento de las Indias exacerbaba aún más esa convicción de que los conspiradores eran timadores y embusteros que sacaban partido de las dificultades de la administración para custodiar la información judicial de un extremo a otro de los reinos hispánicos. Por eso, las apelaciones desembocaban pocas veces en un ajuste de la sentencia. En el mejor de los casos, se saldaban con una reducción tardía de las penas.

			El recurso directo a Su Majestad se limitaba, por costumbre, a una simple postura retórica; un tipo de formalidad que debía imitar los actos de comunicación con las autoridades. En la práctica, la variedad de las situaciones locales, los conflictos de interés y los compromisos de cada uno hacían que la aplicación de las decisiones reales quedara indefinida. Las investigaciones que llevaba el poder central mostraban que quedada aún un margen impreciso que escapaba a la exhaustividad y a la proclamada coherencia del trabajo judicial. Cada uno apostaba por esta parte de negligencia y de suerte para conseguir sus objetivos. En sentido contrario, retomar un asunto podía durar años, lo que demostraba la constante obstinación de la administración real a la hora de llevar sus diligencias hasta su objetivo. No pudiendo actuar de manera sistemática, era menester que el aparato judicial se mostrara ejemplar. Así, a pesar de numerosas distorsiones, el Atlántico dejó de ser un obstáculo insalvable para la integración judicial del mundo hispánico.

			
				
					162 En la presente edición, no se incluye el estudio sobre los méritos concedidos a los partidarios del rey y vinculados a las rebeliones.

				

				
					163 Perdón de Tomás Vázquez, Patronato 187, R. 19, f. 1; perdón del 9 de octubre de 1554; auto para la audiencia de los Reyes..., 21 de febrero de 1572.

				

				
					164 Acusación y querella contra la memoria del dicho Tomás Vázquez, 9 de junio de 1559; Patronato 187, R. 19, ff. 12-15-17-18.

				

				
					165 Transacción y concierto conde de Nieva con doña Teresa de Vargas y sus hijos, finales de septiembre de 1571; ídem, ff. 6-11. 

				

				
					166 Auto para la audiencia de los Reyes, febrero de 1572; ídem, f. 12.

				

				
					167 Procesos y testimonios... por los corregidores de la Paz y Chachapoyas; ídem, ff. 930-944.

				

				
					168 Alonso de Valencia, natural de Jerez de la Frontera, fue condenado a galeras el 24 de diciembre de 1556; Francisco de Sanabria sufrió la misma suerte; el itinerario del prisionero Andrés del Valle, de Santo Domingo (un pueblo de Toledo), era idéntico al de Valencia; ídem, f. 977, ff. 1020-1036, ff. 1007-1020.

				

				
					169 Maestre Diego, sastre; Patronato 294, R. 5, f. 11v; la lista es probablemente del otoño de 1548.

				

				
					170 Orden del Consejo de Indias, dada en la Casa de la Contratación de Sevilla; ibíd. 

				

				
					171 Testimonio de Yacome de Olanda; ídem, f. 14.

				

				
					172 Cartas de Alonso de Herrera, primavera y julio de 1568; ídem. 

				

				
					173 Carta de Francisco Ruiz Daniel haciéndose pasar por Alonso Herrera, sin fecha, mayo de 1570; ídem.

				

			

		

	
		
			CUARTA PARTE

			La traición de Cortés

		

	
		
			CAPÍTULO X

			«El espíritu de la rebelión»

			Tras el arresto de los conspiradores de Nueva España en julio de 1566, varios testigos insistían aún en el ímpetu que movía el espíritu de desobediencia: «el espíritu de la rebelión es vivo». Recordemos que desde el otoño de 1518, el emprendedor Hernando Cortés se libró de la autoridad del gobernador de Cuba, Diego Velázquez, cuando lo proclamaron gobernador los regidores de Veracruz, ciudad nuevamente fundada. Era evidente que corría el riesgo de ser acusado de rebelión por esas vías: ad augusta per augusta. En cambio, los vencedores fueron denunciados en pocas ocasiones de traidores. El rey hizo un homenaje sin parangón a Hernán Cortés, que había ampliado su corona considerablemente. Los insurgentes de mediados del siglo XVI actuaron del mismo modo. El hijo del gran Hernán, el marqués del Valle Martín Cortés, se metió también en un atolladero. En agosto de 1564, poco después de la muerte del virrey don Luis Velasco, los miembros del concejo de México solicitaron al rey que no nombrara un sucesor. Preferían que fuera elegido un hombre de la tierra en la persona de Martín Cortés. Esto representaba un hecho más que preocupante, puesto que los Cortés, como los Pizarro, formaban un clan dotado de medios materiales considerables.

			LOS COMPLOTS

			A Hernán Cortés, ese «hombre cubierto de mujeres» (Bartolomé Bennassar), no le faltaba descendencia. Sobrevivieron seis de las hijas y tres de los hijos que tuvo con seis mujeres diferentes. Martín Cortés, hijo de doña Juana de Zúñiga, con la que Hernán Cortés se casó en España, era el único descendiente legítimo del conquistador. Heredó por tanto el marquesado al morir su padre en 1547. Su primogénito y homónimo Martín Cortés, nacido en 1522 y legitimado por el papa, fue el hijo de la relación fugaz del conquistador con la indígena María Malintzin, «la Malinche». En Europa, participó en diversas campañas militares dirigidas en Argel y Alemania. A pesar de su pasado como soldado, el mestizo fue uno de los tres hermanos que menos se implicó en el complot de 1565-1566. Por esta razón, no podemos hablar de una rebelión mestiza en lo referente a la traición de Cortés, su hermano homónimo, el segundo marqués del Valle de Oaxaca. Don Luis Cortés (el hermano legitimado también en 1529) fue el fruto de la relación del conquistador con la española Elvira Hermosillo. La corona les premió con el hábito de las órdenes militares: Martín recibió el de Santiago, y Luis, el de Calatrava. Ambos regresaron de la península en la primavera de 1563 y de momento fueron sospechosos de haber vuelto a las Indias para perpetrar un fatídico asalto.

			En sus deposiciones, los denunciantes de la primavera de 1566 no fueron más allá de 1565. Pedro de Aguilar juró por Dios que Martín Cortés había sido el promotor del complot. Tras recibir la orden de trasladarse a México en septiembre de 1565, Alonso de Ávila no dijo nada diferente: «Y allí tratamos el marqués y yo el negocio [...] y ansí acordamos de quitarle al rey la tierra, matando los oidores, luego coronarían por rey al dicho Martín Cortés». En septiembre de 1565, un simple rumor se convirtió en el detonante de la conjura. Dos cédulas reales que llegaron con la flota del general Pedro de las Roelas apuntaban al marqués Martín Cortés. La primera exigía su comparecencia ante el procurador del rey en lo referente al cómputo de sus veintitrés mil vasallos. La segunda le prohibía adjudicarse el título de duque y utilizar un sello grande, con un tamaño que solo convenía al rey. Le instó a fabricar otro más pequeño y a borrar el ensoberbecido lema Martinus Cortesus primus hujus dominis dux Marchio secundus.

			Al mismo tiempo, se extendió el rumor de que una cédula real proveniente de la última flota, mantenida en secreto por el visitador Valderrama, prohibía la transmisión de las encomiendas en tercera vida, es decir, de hijo a nieto. Buena parte de los notables de entonces eran los herederos de los conquistadores de aquellas tierras. Cuando entraban en edad, se encontraban confrontados a la cuestión de su transmisión. Una cédula como esta destruía los esfuerzos de los conquistadores izándose al nivel de una nueva nobleza de pudientes. La tropa de los que llegaron dependientes de las familias ya instaladas siguió el movimiento de desobediencia que estas generaron. Los primeros acusadores de la primavera de 1565 se mostraron unánimes al destacar que la noticia de la existencia de esta cédula había radicalizado el movimiento. Interrogado por los comisarios del rey, el franciscano Francisco de Ribera evocó el anuncio de los levantamientos inminentes de Acapulco y Puebla de los Ángeles. Otros, como Pedro de Quesada, afirmaron que la insurrección estallaría en Yucatán. El Consejo de Indias fue muy sensible a las réplicas de los asaltos en diversas regiones poco estables de Nueva España.

			El relato de los hechos variaba de un testigo a otro. Todos estaban de acuerdo con el objeto de las decisiones reales: un acto real prohibía la transmisión de las encomiendas en tercera vida. Algunas deposiciones indicaron la fuente peninsular de esta información. Ni el visitador Valderrama ni los oidores dijeron una palabra de su contenido. Interrogado durante su proceso, el procurador de la ciudad, Diego de Arias de Sotelo, precisó que, en el otoño de 1565, el llamado Alonso de Bazán poseía una carta de su hijo (residente en la corte de Su Majestad) que le informaba de que dicho decreto había sido remitido a las Indias. Obtuvo esta información del procurador del mismo Consejo Real. Diego entregó dicha carta en mano al visitador, el cual negó rotundamente haber recibido tal orden. Otra misiva de Diego Ferrer, el hombre de confianza del marqués en la península, informó a Cortés de que el Consejo de Indias quería reducir los repartos de indios. No cabía duda de que el decreto real había llegado ya a México. Cortés se apresuró a transmitir esa revelación a los miembros del concejo de la ciudad.

			La casa del marqués era la fuente de todos los rumores. Con la llegada de una flota en la primavera de 1566, un criado se presentó en casa de Cortés para anunciárselo y «mucha gente entró para oír la dicha noticia»174. En septiembre de 1565, durante la primera entrevista sediciosa entre Alonso de Ávila y Martín Cortés, no se trató la cuestión de la llegada de una cédula real contra la transmisión de las encomiendas. Evocaron solamente el riesgo de que a los comparecientes en Castilla se les prohibiera la transmisión de las mismas a sus descendientes. El anfitrión fue también el hacedor de las balsamías. Estas surgieron de la amplificación y la deformación de las informaciones que el marqués había recibido.

			Los testigos y detenidos de casi setenta procesos contaron lo que sabían del programa de la rebelión. Oficialmente, los delatores fueron ocho, «testigos de vista». Entre ellos figuraban don Luis de Velasco (hijo del virrey del mismo nombre) y un grupo de sus allegados175. No todos consiguieron convencer a los oidores de que su compromiso ante la liga respondía a loables motivaciones. Varios condenados que sufrieron el tormento aportaron también su tanda de informaciones. Las declaraciones públicas hechas in articulo mortis por el insidioso Alonso de Ávila confirmaron que los asociados tenían realmente la intención de llevar a cabo su negocio. Al final, los testigos aportaron varias versiones del golpe que pensaban organizar contra las autoridades.

			La más completa aparecía en las declaraciones de Pedro de Aguilera. Un viernes en que se reunía el colegio de la audiencia, don Luis Cortés, encabezando un grupo de siete a ocho hombres armados hasta las cejas, tomaría la sala del consejo para matar a los oidores. Un segundo grupo se haría con la sala de armas tomada en la misma audiencia. Se echó a suertes la elección de capitán entre el triunvirato de los primeros conspiradores: Alonso de Ávila, Martín Cortés (el hermano) y Diego de Arias. Don Martín Cortés, el mestizo, tenía que bloquear la puerta para prohibir cualquier entrada o salida mientras que Baltasar de Sotelo custodiaría la sala de armas. Hachas y alabardas debían permitir aportillar la entrada para apoderarse de la artillería y las municiones. Otro puñado de hombres se encargaría de vigilar los pasillos para evitar el agolpamiento. Para terminar, otros darían caza a los oficiales reales.

			Al igual que un semáforo, una ingeniosa sucesión de capoteos desde varios emplazamientos estratégicos permitiría la correcta coordinación de las fases de la insurrección. Identificando un movimiento de capa roja, el licenciado Espinosa, desde la torre de la iglesia, debía poner en marcha el ataque contra los oficiales al sonar las campanas. Una tropilla esperaría la señal en casa de los Velasco. En caso de necesidad, esta misma tropa liquidaría a don Luis (hijo del difunto virrey), ya que su casa estaba cerca. Echarían al suelo los cuerpos de los oficiales, así como los de los Velasco, para mostrar la determinación de los insurgentes. Alonso de Ávila abogó por una insurrección caritativa que no dejara víctimas. Sin embargo, se dispuso que «no ha de quedar hombre que pueda alzar nombre de rey porque tendríamos cada día mil zozobras e habrá muchos traidores que nos vendan, y de otra manera es allanar el negocio»176. Por iniciativa de don Luis Cortés, debían saquear la casa del tesorero Ortuño de Ibarra. Los archivos que llevaban el nombre del rey y los libros de derecho de la audiencia se quemarían en la plaza mayor.

			Según la versión más optimista de Baltasar de Aguilar, el asunto no provocaría más de ocho víctimas. Se esperaba que numerosos representantes del rey se unieran al bando de los conspiradores. Rodeado de una mesnada de criados y amigos, el marqués pasearía en compañía de don Luis Velasco. Este último se uniría a la insurrección para librarse de la muerte. Los asesinos de los miembros del tribunal se echarían a los pies del marqués para ponerse bajo su protección y justicia. Escondida en los despachos de la audiencia, la cédula real contra la transmisión de la encomienda se leería ante una asamblea de colonos acompañados de sus hijos antes de quemarla. Un nuevo decreto instituiría la perpetuidad de las encomiendas. Nombrado capitán general, don Luis Cortés proclamaría la libertad en toda la ciudad por medio de los pregoneros: «¡Libertad, libertad contra las fuerzas y la tiranía del rey Felipe!». El marqués sería aclamado como señor y rey de Nueva España. Toda la ciudad le rendiría juramento de obediencia y, en la misma agitación, se le concedería una guardia de 400 hombres dirigidos por Pedro de Orellana.

			El descontento no era algo nuevo. El complot pasó por momentos de exaltación, por sobresaltos y repliegues. Los rebeldes de México diagnosticaron que el movimiento pizarrista había fracasado por la falta de determinación de su jefe. No se proclamó rey lo bastante pronto. Defraudó a su propia tropa al no fijar la perpetuidad de las encomiendas. Para evitar convertirse en el hazmerreír de los que estaban en los Andes, los conspiradores de México debían mostrarse más determinados. Lo cierto es que el programa insurreccional distaba mucho de su ejecución.

			El otoño de 1565 fue propicio a las actividades de la liga. Hacía más de un año que el virrey Velasco había desaparecido sin dejar sucesor. El consejo de la ciudad se pronunció a favor de un gobierno liderado por Cortés. El rumor de la llegada de una cédula real contra la herencia de las encomiendas llevó el descontento a su paroxismo. El visitador Valderrama, que planeaba su despedida, se mostró sensible a las críticas de la política real. Tres oidores solamente y algunos oficiales reales se encontraron al mando de la administración de Nueva España. En definitiva, la militarización de las ciudades debido a la guerra chichimeca y a la preparación de la guerra de China facilitó ampliamente las concentraciones armadas177. La arribada de la flota en septiembre de 1565 avivó el furor de los rebeldes. Según su propia confesión, el jefe conspirador Alonso de Ávila respondió con presteza a la llamada de Cortés. Se formó un núcleo fuerte de conspiradores durante varios encuentros secretos. En ellos se fijó la fecha del primero de año para pasar a cuchillo a los oidores. Esta opción habría permitido juntar a los hombres necesarios y retener allí la plata de las cajas reales que estaba a punto de salir con la siguiente flota. En cambio, al llegar el nuevo año, la determinación de los rebeldes había decaído.

			Ávila hostigaba a la tropa para que se estrecharan las filas. Le pidió a cada uno que contara a sus compañeros y los prepararan para el ataque. Afirmó haber formado una tropa de ciento veinte hombres que firmaron en una lista de conspiradores. Por desgracia, la reunión prevista para organizar el asalto de la audiencia no tuvo lugar. Los hombres de Francisco de Reinoso, provenientes de Puebla de los Ángeles, no acudieron a la llamada. Los de Diego Arias de Sotelo y su hermano Baltasar de Sotelo se quedaron en Michoacán. El mensajero Pedro de Aguilar no recibió a tiempo las cartas de don Luis Cortés que exhortaban a la tropa a encaminarse hacia la capital. El conspirador Baltasar de Quesada había alistado a un tal Diego Maldonado. En cambio, Ávila cayó enfermo y hubo de guardar cama varias semanas. Peor aún, a finales de 1565, el denuedo de Cortés terminó decayendo. Esperaba quizás que la mediación del visitador Valderrama modificara la política de la península. Ya fuera una esperanza compartida o bien un simple pretexto para andarse con dilaciones, lo cierto es que el principal instigador del complot no dio orden para pasar a la acción.

			A principios de 1566, Cortés supo de la derrota de los franceses en la Punta de Santa Elena. Según un tal Acandona, el final de la batalla entristeció al marqués, quien soltó que «la derrota de los franceses no había hecho poco daño». Quedaba la esperanza de las tropas de China. Durante un convite dominical en el que se supo que López de Legazpi había alcanzado sano y salvo las islas del Poniente, Cortés exclamó: «¡Juro a Dios que me alegro que estemos rodeados, por una parte, por los franceses y, por otra, por los soldados de China!». Uno de los otros representantes de las élites locales, Juan Velázquez de Salazar e Ribadeneira, presente en el convite, respondió: «habiendo tantas islas, para cada uno de los que fueren habrá la suya e se podrá llamar Rey; entonces dijo el marqués: señor, cada uno se imagina rey»178. El marqués no parecía, pues, haber abandonado definitivamente el plan de insurrección. Fue el deán de la iglesia de México quien asumió durante un tiempo el enlace entre Cortés y el resto de los rebeldes. Este cambio se complicó con una modificación del escenario contra los oidores. A partir de entonces, el marqués no quiso aparecer como el iniciador del complot sino todo lo contrario, como la persona obligada a someterse a un levantamiento del país.

			La primavera de 1566 fue una época de repliegue. Pedro de Quesada se instaló en sus pueblos a pesar de las peticiones repetidas de su hermano para que se fuera a México. En varias ocasiones, Ávila tuvo que reavivar el ánimo de los rebeldes. En cambio, Cortés pensaba perpetrar un golpe contra la audiencia antes de la llegada del nuevo virrey. Se organizó una primera demostración de fuerza en abril para la fiesta de Santa Hipólita; otra, en el mes de junio, durante el Corpus Christi, cuando Cortés desfiló por la ciudad con una veintena de caballeros y arcabuceros. El deán Chico Molina intervino varias veces para que el marqués mandara desencadenar al fin la insurrección. Cortés pidió entonces a Alonso de Ávila que se encargase de ello. Según este escenario, tras liquidar a los oidores, los rebeldes simularían amenazar al marqués con cortarle el cuello si se negaba a encabezar el nuevo reino. Por su parte, los conjurados sospechaban que el marqués quería separarse verdaderamente de la insurrección cuando decía que si el negocio tuviese éxito, al final se aliaría al complot.

			En la Ascensión de 1566, el núcleo de los conspiradores que se sintió traicionado inició una carrera contrarreloj y los oidores que los espiaban. En julio, cuando Pedro de Ojeda entró en México, el plan de liquidación de los magistrados y de toma de poder se radicalizó. De nuevo, Ávila convocó a los principales conspiradores a que se unieran a él. La exasperación, las divergencias y las rivalidades habían llegado al colmo. Cortés esperaba la llegada del virrey, considerando que, en caso de que este quisiera ejecutar el decreto de transmisión de las encomiendas, sería aún momento de desatar la insurrección. Por el contrario, Ávila estimaba que la llegada del marqués de Falces enterraría la conjuración, ya que el virrey venía empuñando armas, con la resolución de eliminar cualquier oposición.

			Había zacapela entre los hermanos Cortés. Como alcalde de Tezcuco, don Luis aspiraba a echarle mano a la ciudad y los pueblos circundantes. No solo quería obtener el título de estas nuevas encomiendas, sino también la jurisdicción en toda la región. Tal exigencia tropezaba con las prerrogativas judiciales de los oidores y con la autoridad tradicional de los caciques. Por ello, don Luis exigió que se entregaran compensaciones a los caciques perjudicados, en especial a un tal Juan Velázquez, y fue partidario de la liquidación del tesorero Ortuño de Ibarra, cuya casa codiciaba. En el verano de 1566, al confesar sus ambiciones, pudo apenas disimular el desprecio por su hermano, al que llamó «el cagadillo del marqués». Por su parte, Ávila se codeaba con los soldados más intrépidos.

			Este segundo complot se dio en un tercer escenario de la insurrección. Más radical aún, fue encabezado por hombres que no tenían nada que perder y se hizo en lugar del segundo plan del marqués. En julio de 1566, Ávila planeaba liquidar a todos los oidores simultáneamente, acabar con los oficiales supervivientes y echar sus cuerpos en medio de la plaza de México. Había que decidirse a matar a don Luis de Velasco, al igual que a un tal Samanillo, fiel al rey, que solo era un «bellaquillo tacaño». No obstante, Ávila quería perdonar a Francisco de Velasco, el tío de don Luis. Los mercaderes y encomenderos tendrían que afiliarse al movimiento so pena de ser asesinados. No eran tiempos para limitar el número de víctimas; en cambio, todos hablaron de la lista de los que perecerían.

			A mediados de julio, los denunciantes Baltasar de Aguilar y Baltasar de Quesada confirmaron a los oidores que los conspiradores estaban acorralados y el ataque se hacía inminente. Parecía que Martín Cortés no quería oír más sobre ningún programa de complot. Ávila afirmó:

			A los principios que estos negocios se comenzaron a tratar [el marqués] me molía y no me dejaba sosegar e ahora le veo muy metido con los oidores e gran amigo suyo y sospecho que nos anda vendiendo y a trueque de nuestras cabezas piensa asegurar su estado; y ansí conviene que caiga él también179.

			Podían proclamar rey a otro hijo de conquistador. Los insidiosos no tendrían que esperar, pues, el desembarco del virrey. Con todo, el 16 de julio de 1566, los oidores decidieron proceder al arresto de los rebeldes y calibrar las fuerzas de la conspiración.

			LAS FUERZAS DE LA CONJURA

			El núcleo central de la conspiración se formó en septiembre de 1565. En boca de los acusadores, el marqués del Valle Martín Cortés llamó al encomendero Alonso de Ávila a encontrarse con él en México para planear el ataque de la audiencia. Este primer círculo estaba formado también por don Luis y don Martín Cortés, los criados y esclavos de aquellos, así como por algunos soldados que vivían allí. Los recursos y la fama del marqués del Valle daban fuste a la liga.
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			El marquesado era mucho más que una simple encomienda. Sus posesiones presentaban la dinámica repartición que deseó Hernán Cortés. Desde la región de México, exploró varios caminos que conducían a la costa pacífica y echó mano a las zonas de Tututepec, Zacatula y Tehuantepec. Aunque el conquistador hubo de devolver este último puerto, esos territorios constituían una baza para asentar el control de una futura corona de Nueva España. Una especie de dominio real precursor. A finales de la década de 1560, los ingresos del marquesado ascendían a 120.000 pesos, incluido el beneficio anual neto de unos 25.000 pesos. Sea cual fuere su manera de contar a los indios, el número superaba los veintitrés mil vasallos que la corona concedió a Hernán Cortés en 1529. El marquesado del Valle de Oaxaca representaba, pues, el conjunto territorial privado más rico de la América hispánica. Los indios y los españoles de estas tierras eran vasallos de Cortés y se comportaban como tales. Numerosos oficiales de jerarquía similar a la de los territorios reales administraban con clemencia los vastos distritos del señorío. Era un modo de demostrar la capacidad administrativa y la benevolencia política del marqués. De hecho, numerosos indios que vivían cerca del marquesado se deslizaban hacia los territorios de este por considerarse más moderado en materia fiscal y judicial.

			El devotísimo Cortés aspiraba a ejercer una jurisdicción señorial y cierta autoridad religiosa. Sin saber cómo, obtuvo del papa Clemente VII una bula que le concedía el Ius Patronatus del hospital de la Purísima Concepción que fundó en México. En cambio, la bula le concedía también el patronato sobre cualquier otro templo u hospital que fundara en el futuro con ayuda de todos los diezmos del marquesado. Este poder entregaba a su ostentador un derecho de supervisión y nominación sobre los cargos clericales. El patronato era uno de los pilares jurídicos y teológicos sobre los que se basaba la autoridad de la corona de Castilla para someter a las Indias. Es más, era uno de los atributos imprescriptibles y exclusivos de la monarquía de los que Carlos V y Felipe II se mostraron especialmente celosos. Carlos V lo precisó así: «Porque como veis esto podría ser en perjuicio de nuestro Patronazgo Real, y él [Cortés] no la debió obtener sin expreso consentimiento de S. M.»180. A partir de marzo de 1532, la audiencia de México recibió la orden de confiscar la bula y prohibirle al marqués el pago de los diezmos. El asunto no dio para más, aunque subrayó la capacidad de reacción de la corona contra el marqués, así como los lazos privilegiados de la familia Cortés con Roma. El inmenso honor que se les hizo a los Cortés solo tenía parangón con la preocupación de la península por tener bajo vigilancia el futuro de su poderío en Nueva España.

			En su casa de México, Martín Cortés alojó a varios soldados que acababan de llegar a nueva España. Esperaron allí a un grupo que había apoyado al movimiento de los hermanos Contreras en Guatemala. El soldado de Florida Andrés González se alojó en casa del marqués. Bernardino Maldonado, que llegó de Perú a través de Guatemala, también se alojó allí varias semanas. Tomó lengua con un servidor del marqués y luego vivió con los hermanos Bocanegra. Martín Cortés se vanagloriaba de aparecer en público en compañía de esos soldados de sólida reputación que formaban su guardia personal. El número de sus criados no superó la decena. Dos tan solo, Ortola y Villaverde, fueron delatados por los testigos por su participación en el movimiento. Todos fueron susceptibles de contribuir en una insurrección. El compromiso violento de los dependientes en las luchas armadas con sus señores era algo común y corriente en la península ibérica.

			Los hermanos Gil y Alonso de Ávila Alvarado llevaban la aureola gloriosa de su tío, Alonso de Ávila y Benavides. Natural de Ciudad Real, este último sirvió a Hernán Cortés durante la toma de México. Se enfrentó a los franceses antes de asumir varios cargos como oficial real. De este modo, Hernán Cortés y el mismo rey le recompensaron con varias encomiendas de las que gozaban sus sobrinos. Regidor de México y encomendero, Alonso de Ávila Alvarado disponía de recursos mucho más limitados que los del marqués. Su primogénito Gil González de Ávila le cedió la encomienda de Coautitlán, compuesta por seis pueblos cuyos ingresos no superaban los 6.000 o 7.000 pesos anuales. Gil disponía del reparto de Iximiquilpan, cuyo beneficio no debió exceder al de Coautitlán. Los negocios de indios de Alonso pasaron por diversos procesos instruidos por la audiencia y el Consejo de Indias. Por este motivo, los miembros del Consejo le mandaron comparecer ante los de Castilla. Las posesiones de los hermanos Ávila terminaron hundiéndose bajo el peso de las leyes, que apuntaban a limitar la cesión de los indios. Si existía una cédula real sobre este aspecto, los Alvarado podían perderlo todo. Según los testigos, Gil apenas se involucró en el movimiento. Todo lo contrario, su hermano menor se echó a hombros el complot y jugó un papel determinante en su desarrollo. Fue él quien alistó en la liga a la mayoría de los golpistas, es decir, unos veinte rebeldes, que estaban en contacto a su vez con otros individuos. En torno a Cortés rondaban los cinco hermanos Bocanegra, los dos hermanos Sotelo, Antonio de Carvajal el Mozo, el dominico Luis Cal y el provincial de la misma orden, fray Olarte, a los que volveremos más adelante.

			Los oidores juzgaron con severidad a los hermanos Sotelo. Nacidos en España, cerca de Zamora, eran hijos del capitán de Su Majestad Antonio de Sotelo y de doña Vicenta Núñez. Diego Arias de Sotelo se casó con la mestiza Leonor Moctezuma, viuda de Juan de Paz, que le entregó la encomienda de Ecatepec. Después se amancebó con doña María Tramuel, la hermana del tesorero Hernando de Portugal. Diego ocupó el cargo de representante del concejo de México: «procurador general del concejo». En la confesión que hizo in articulo mortis, Alonso de Ávila confirmó que Diego había configurado con él y con Cortés el plan de insurrección. Durante el asalto, Diego Arias de Sotelo debía vigilar la puerta de la audiencia mientras que una pandilla guiada por don Luis Cortés liquidaba a los oficiales que asediaban el edificio. Baltasar de Sotelo, que se alojaba en casa de su hermano, regresó de Perú nueve años antes. Habiendo gozado de un perdón general, fue enviado al exilio por complicidad con el insurgente Francisco Hernández de Girón. Los jueces procedieron a la vez contra los dos hermanos y apenas tuvieron en cuenta el indulto peruano de Baltasar.

			Bernardino Bocanegra era el hijo mayor de Hernán Pérez de Bocanegra y de doña Beatriz Pacheco, ambos naturales de Trujillo de España. Por no aparecer entre los grandes conquistadores, Hernán apaciguó algunas zonas del Gran Chichimeca. Allí mismo levantó una gran hacienda de ganado y una posta en el camino a Guanajuato. Bernardino heredó de su padre la encomienda de Acámbaro, que luego pasaría a su hermano Nuño de Chaves. De los otros tres hermanos Bocanegra, solo don Luis Ponce de León Bocanegra accedió a una encomienda al casarse con la nieta de un tal Alonso de Estrada. La familia se sentía particularmente afectada por la legislación sobre las modalidades de transmisión de los indios. En abril de 1565, una escaramuza enfrentó violentamente a los Bocanegra contra el clan de Alonso Villanueva Cervantes, hermano del delator Agustín de Villanueva Cervantes. Martín Cortés salió a defensa de los primeros frente a los Villanueva. Fue a visitar a los Bocanegra a la cárcel y rehusó hacer lo mismo con sus adversarios, lo que le valió la enemistad del joven Juan de Valdivieso, hijo del conquistador del mismo nombre, aunque su hermana (doña Guiomar de Escobar) fuera la esposa de don Luis Cortés.

			Estos conflictos no sirvieron para apagar el fuego de la querella entre los dos clanes. Poco tiempo después, don Luis Cortés persiguió a Juan de Valdivieso, espada en mano, reprochándole no haberse alistado en el partido del marqués. El cronista coetáneo Juan Suárez de Peralta explica la posición de Cortés a partir del amor que habría sentido Martín por la mujer de Nuño de Bocanegra, doña María Vázquez de Coronado. Sea cual fuese el motivo, lo cierto es que Cortés enajenó parte de la clientela a su padre los Villanueva Cervantes, Peralta y Valdivieso. No es posible reducir todos los testimonios de cargo contra Cortés a los motivos de una rivalidad entre clanes, aunque lo cierto es que la clientela del marqués se hallaba dividida en el momento del complot.

			El segundo círculo de conjurados estaba formado por individuos unidos a la causa de Alonso de Ávila. El deán del cabildo Alonso Chico de Molina contribuyó a ello en menor medida. Alonso de Ávila incitó a Baltasar de Quesada, con 30 años de edad, a unirse a la liga. Luego el primogénito de los Quesada introdujo a su hermano menor, Pedro. Naturales de Guadix (cerca de Granada), los hermanos llegaron a las Indias unos diez años antes. Aunque Baltasar poseía un ingenio azucarero en la zona de Orizaba, no ostentaba encomienda alguna, ya que sus padres no podían aspirar al título de conquistador y cruzaron el Atlántico mucho tiempo después de las primeras expediciones continentales.

			Los dos Quesada se metieron de hoz en la conjuración. Asistieron a las primeras reuniones organizadas por Ávila y participaron en las fiestas del convite indio que se dio en casa del marqués por el otoño de 1565. En varias ocasiones, Pedro fue a casa de Ávila en Coautitlán para hacerle una visita. El primogénito estaba más comprometido en el asunto que el menor. Baltasar no faltaba a ninguna reunión secreta de los rebeldes. Garantizaba el vínculo con el decano del cabildo cuando los encuentros se dieron en la iglesia de la ciudad y el asunto se hallaba en punto muerto. Baltasar conocía todos los detalles del plan insurreccional y buena parte del programa de gobierno de los conspiradores. Él mismo propuso que se contactara con Cristóbal de Oñate el Mozo para que se acercase a la liga. Mientras Pedro se alistaba en una entrada, una expedición contra los indios chichimecas, Baltasar pensaba salir con las tropas de la guerra de China.

			La perspectiva de un cambio de régimen susceptible de recompensarlos con algún pueblo podía convertirse en una solución social para los dos hermanos. Los otros cómplices no se equivocaron; de hecho, el licenciado Espinosa le dijo a Baltasar de Quesada «que tuviese buen ánimo e que [...] sería de los ricos hombres de esta tierra». Los hermanos Quesada sabían mucho de eso. De su propia boca, entraron en la liga a partir del mes de octubre de 1565. No delataron el complot hasta el mes de mayo de 1566, cuando corría el rumor de que los oidores estaban indagando sobre el movimiento. Ambos fueron ajusticiados y decapitados el 9 de enero de 1568. A los pies del cadalso, a modo de confesión in articulo mortis, Pedro declaró que: «se halló presente en las juntas [...] se hicieron con ánimo de se alzar [...] y el mismo ánimo tuvieron los demás conjurados que tiene declarados [...] y que se desengañe el pueblo en pensar que no había habido trato de rebelión y levantamiento porque en efecto de verdad lo hubo y se trató»181. Alonso de Ávila hizo una declaración similar en agosto de 1566, clamando en voz alta que el complot existió realmente. Entre los miembros del segundo círculo de la liga, otros acabaron de la misma manera.
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			Cristóbal de Oñate el Mozo fue introducido por Baltasar de Quesada. Con 25 años de edad en 1567, oriundo de la provincia de Logroño, había servido al conde de Nieva en Perú. Su tío y homónimo se encontraba entre los pioneros de la lucha contra los chichimecas y fundó Zacatecas. Como otros vascos de la frontera, se dedicó a las actividades de la ganadería, a la explotación minera, a las funciones administrativas y también a las expediciones contra los indios. Poseía una residencia en los alrededores de Zacatecas, trece molinos, varios ingenios de metales y un centenar de esclavos negros, más que suficiente para apoyar con firmeza los planes de la conjura. Los Oñate gozaban, pues, de una excelente reputación que daba lustre a la liga. No obstante, en la primavera de 1565, Cristóbal de Oñate el Mozo huyó de México y se sospechó que había conversado con el oidor Valderrama. Ni Cristóbal de Oñate el Viejo ni su hijo Juan terminaron involucrados en la conjura. En cambio, a Baltasar de Quesada lo trajeron a México, donde los jueces le condenaron a muerte y le decapitaron el 8 de enero de 1568.

			Alonso de Ávila unió también al complot al joven Baltasar de Aguilar, implicado de primera mano por la amenaza de una nueva legislación sobre las encomiendas, ya que disfrutaba en segunda vida de los indios heredados de su madre. En México tenía fama de venir de una ascendencia ilustre. Su madre, Isabel de Lara, era una de las hijas del comendador Leonel de Cervantes, al que el rey de Portugal nombró caballero de Santiago. Conquistador de Santo Domingo y México, se convirtió en uno de los primeros alcaldes de la ciudad. El padre de Baltasar (Alonso de Aguilar y Córdoba) fue también alcalde de México. Baltasar heredó de su madre la encomienda de Xalatlaco. Poseía los pueblos de Olinala y de Papalutla, que proporcionaban saludables ingresos. Estaba casado con una de las hijas de Agustín de Villanueva, uno de los principales delatores de Cortés. El lugar que ocupaba en la sociedad colonial permitió al rebelde visitar al marqués sin despertar sospechas.

			De este modo, Baltasar fue de los pocos acusadores que relató las palabras de Cortés como testigo directo. En la Pascua de 1566, el marqués se empeñó en disipar las preocupaciones de Baltasar y en responder a las advertencias de su cuñado Agustín de Villanueva: «e después de hecho [...] no le había de quedar hombre que presumiese ser cabeza ni hombros». En el otoño de 1567, esa posición de testigo privilegiado le costó a Baltasar padecer dos veces el tormento. El 8 de enero de 1568 fue condenado a diez años de galeras, al exilio perpetuo de las Indias y a la pérdida de sus encomiendas. Otros, como Francisco de Reinoso, formaban parte de ese segundo círculo de la conjura. Era consejero de la Puebla de los Ángeles y fue condenado al exilio perpetuo de las Indias en enero de 1568. Considerando con amplias miras los diversos testimonios, resulta que Alonso de Ávila estaba en contacto con unos cuarenta conspiradores capaces de movilizar a sus allegados. Casi la mitad de esos individuos eran soldados desocupados y clérigos pobres. Casi todos prometían traer matones.

			Cada cual contaba sus tropas de forma peculiar. El método de la fanfarronada convenía en los nuevos encuentros y en los tiempos en los que era menester acrecentar los ánimos. Según el dominico Rodrigo de Ayamonte, el guardián Luis Cal anunció a los frailes de Tezcuco que para la conjura «habían de alzar en su bando más de 6.000 hombres». El superior Diego Olarte mencionó los veinte mil hombres que los indios de Tlaxcala habían ofrecido a los oidores para defender el servicio de Su Majestad y que se temía que se volvieran en beneficio de la liga.

			Más comedido, Pedro de Aguilar le prometió a Cortés reunir mil soldados, una alharaca a la que probablemente los oidores no prestaron ninguna atención. Ávila le reveló al licenciado Espinosa los nombres de una veintena de conjurados, precisando que: «cada uno destos llevaría sus amigos parientes e criados e ansí me ofreció de llevar veinte soldados [...] que con los unos y los otros a su cuenta serían trescientos hombres». Durante un encuentro en casa de don Luis Cortés, el mismo Espinosa visitó las caballerizas de su huésped en Tezcuco explicándole que poseía muchos caballos: «porque a mí me parece caben en ellas 200 caballos»182. No cabía duda de que en cuanto llegara el momento, podría armar sin aprietos tantos caballeros como fuera necesario.

			Los testigos contaban también que Ávila poseía la lista de los ciento veinte hombres que compartían el secreto. Es inverosímil que el rebelde solo consiguiera las firmas de tantos individuos. En cambio, alzar a cientos de hombres para una insurrección era totalmente probable: encomenderos acompañados por sus criados y esclavos; manojos de soldados ociosos; indios de los pueblos circundantes de México alistados por sus caciques y otros facinerosos en busca de aventuras... Contando bien, unos treinta hombres disciplinados bastaban para llevar a cabo el ataque de la audiencia y unos cincuenta como mucho harían posible la toma de la ciudad entera. Las demostraciones de fuerza de los conspiradores durante cualquier fiesta reunían a más hombres de lo necesario.

			Había otras señales de mal augurio para el sosiego de los oidores. En el otoño de 1565, durante el convite indio que Ávila le ofreció al marqués, este entró en México acompañado de varias decenas de caballeros armados y de una docena de arcabuceros. Una tropa abastecida de servidores indios de Coautitlán rodeaba a los españoles. Los otros conspiradores disponían también de los importantes recursos que les proporcionaban sus pueblos. Por su parte, el cómplice Bernardino de Maldonado debía atraer a los nuevos soldados que andaban perdidos en las ciudades. Los emigrantes pobres proveyeron también las filas de soldados de improviso. Nueva España seguía siendo tierra de guerra.

			En el invierno de 1565, hubo de reunir un nuevo ejército enviado en refuerzo a las Filipinas, donde Legazpi no quería ceder nada a Portugal. El agrupamiento de tal ejército desató el apetito de los conspiradores. Muchos de los antiguos rebeldes intentaban fundirse en la tropa con destino a las islas del Levante. El maestre de campo Mateo del Saz era un veterano de Perú, donde había participado en el movimiento de Francisco Hernández de Girón. Fue perdonado por el marqués de Cañete. Instalándose en México en el momento de pertrechar la flota, el comisario Valderrama no tardó en denunciar la participación en la expedición de un comandante como ese. Por su parte, don Luis Cortés afirmaba lo siguiente de los soldados: «Yo os certifico que holgarían más que se efectuase esto que tratamos que de ir adonde van porque acá sóbrales ya todo e tendrían bienes en abundancia, lo que van a buscar a la China»183. Ignoramos si algunos de estos se unieron efectivamente al complot. Al norte de México también, la inestabilidad en la zona del Gran Chichimeca obligaba a los establecimientos españoles a concentrar a numerosos hombres de guerra.

			Según un poderoso efecto dominó, los conjurados de Nueva España elogiaban a los desterrados de Perú y a los clérigos que justificaban la insurrección. Salvo los frailes menores, los clérigos y los exclaustrados de ánimo exaltado rondaban la decena en el segundo círculo de la liga. Según el exclaustrado Pedro de Aguilar, varios frailes se reunían clandestinamente en Pachuca. Rodrigo de Valderrama, vicario del pueblo de Cumpango, atendía las necesidades de los soldados allí apelotonados por Alonso de Ávila. Diego Maldonado, el vicario de Tezcuco, afirmaba que Alonso de Ávila y el marqués carecían «de un poco de estómago». En cambio, don Luis Cortés, los hermanos Sotelo y Francisco de Reinoso eran hombres rectos y decididos a concluir el negocio. Este clérigo belicoso estaba bien armado: cota de mallas, espadas, casco y arcabuz. Afirmaba estar listo para matar a los oidores si alguien le cubría la retaguardia. En Nueva España, en la primavera de 1566, esperaban a Juan Coronel, el letrado y apologista del movimiento pizarrista exiliado en la península, para servir a la causa del marqués Cortés.

			Los soldados pobres formaron también una decena en el segundo círculo de conjurados. Se les conocía por su incomparable competencia militar. En el avispero de Tezcuco, que se encontraba bajo la tutela de don Luis Cortés, tres soldados de Perú respaldaron las tropas de la conjura. El supuesto sobrino del clérigo Juan Coronel, un tal Diego Pizarro, tenía fama de soldado emérito, hermano de otros nueve que asediarían con facilidad la audiencia. La misma gloriosa fama ostentó un tal Vitoria de Alvarado, que había llegado recientemente de Perú y que residía en casa de Alonso de Ávila. Era alguien tan fuerte y tenía tanta experiencia en asuntos militares que él solo liquidaría a los jueces de México. El 8 de enero de 1568, Vitoria fue ahorcado y descuartizado.

			Otro soldado de los Andes, apodado Bracamonte, se unió también a los hombres de Ávila. Un sargento veterano llamado Andrés González, que hizo la campaña de Florida, fue elegido para guiar la cabalgata sediciosa del día de San Hipólito. Recordemos que Bernardino Maldonado vivió durante un tiempo en casa de Martín Cortés, donde perfiló el asalto contra la audiencia. El marqués atendió el refuerzo de varios soldados que debían llegar de Guatemala. Uno de ellos, llamado Pedro de Girón (homónimo del insurgente de Cuzco), vivió en casa de Alonso de Ávila. Los comisarios del rey hallaron con toda seguridad alguna pista de la participación en la liga de un tal Hernando Maya, que acababa de llegar a Nueva España. Se sospechó que este flamenco de Gante había abandonado en Perú a su mujer, Ana Cisnero, para escapar a una condena por rebeldía. Entre los destinos singulares de estos hombres, el de Diego Pizarro no deja de ser sorprendente.

			A Diego los jueces le notificaron un arresto domiciliario a mediados de julio de 1566. No sin falta de entono, se presentó como un soldado de Perú, un individuo dotado de mucha fuerza, gran arcabucero y temido conjurado. Cuando se dio la orden de arrestarlo, consiguió huir: «se halló y escondió en tierra del marqués del Valle [...] y se ha alabado que es de los Pizarros y deudos de los que han traicionado al real servicio y se alzaron en los reinos del Pirú [...]es hombre travieso». Temiendo vivir las peores aflicciones en el arresto de un hombre como este, los miembros de la audiencia lo acorralaron con fuerzas importantes, hasta ponerle los grilletes.

			Los comisarios reales ordenaron rápidamente que lo sometieran a los tormentos de la cuerda y el agua para que confesara todo lo que sabía. Sin embargo, incluso antes de la primera sesión de preguntas, Diego se presentó como modesto carpintero de 25 o 26 años que había llegado hacía poco a las Indias. No dijo ni pío de sus nueve hermanos que debían liquidar a los oidores de México. Los tormentos de Diego se intensificaron: «Y luego le fue puesta una toca delgada en la boca y [...] le echaron un jarro de agua [...] y se le hizo otro tal apercibimiento [...] fuele quitada la toca y dijo que levantaré testimonio»184. Durante una treintena de pruebas durante la misma mañana, fue sometido a este infame tratamiento. Lo negó todo rotundamente y solo admitió ser el hijo de Gonzalo del Corral y de Catalina Pizarra. Guardó solo el apellido de su madre, Pizarra, que era rarísimo. Bien mirado, Pizarra no equivale a Pizarro. Diego usurpó el apellido de Pizarro para acrecentar su reputación. En un primer momento, intentó ocultar a los visitadores que había venido a las Indias con una licencia para hacer bombas en las canteras y minas, una destreza que interesaba a los rebeldes. La sentencia se dictó el 2 de febrero de 1569: después de exhibirse por las calles acostumbradas de la ciudad, recibiría cien azotes y serviría cuatro años como galeote. Su pena de galeras fue conmutada en una simple multa.

			Su historia demuestra que la perennidad de un apellido reforzaba las identidades colectivas y permitía aglutinar a las clientelas de todo un clan, forjando parentescos ficticios. Sea como fuere, estas usurpaciones apenas sirvieron para hacer avanzar la insurrección. Estos hombres acuadrillados, alejados del escenario judicial, fueron generalmente mencionados por terceras personas. Aunque menos numerosos en querer entrar en el negocio de lo que los mismos conspiradores pretendían, eran asimismo un componente esencial para el dispositivo de la conspiración.

			Los conflictos personales resquebrajaron las bases familiares del complot. En cambio, dejando aparte a Cortés, cuyos límites del marquesado eran a menudo sujeto de críticas, la mayoría de los miembros de este primer círculo de conspiradores eran herederos de encomiendas. Se mostraron especialmente reactivos al rumor de la llegada de una cédula real que les prohibía una segunda transmisión de sus indios. No obstante, este grupo no fue solo el de los encomenderos. También estaban los miembros de las casas de Martín Cortés, las de los hermanos Bocanegra y de Alonso de Ávila, es decir, sus criados y los miembros de sus clientelas. El segundo círculo, el de los hombres unidos a la causa por Alonso de Ávila y el deán de México, mostraba más diversidad. Formaban parte de él encomenderos como los hermanos Quesada o Cristóbal de Oñate. Sin embargo, este grupo estuvo formado esencialmente por emigrantes y clérigos pobres, antiguos rebeldes y soldados sediciosos. No defendían la perennidad de sus posesiones sino que deseaban adquirir indios o algún cargo lucrativo al término de la insurrección. El movimiento fue, pues, el de los encomenderos y el de los españoles sin encomienda.

			La mayoría de los rebeldes del primer círculo apenas tuvieron atenciones para atraer a nuevos conjurados. El núcleo duro de la rebelión presentaba una estructura en forma de embudo con Alonso de Ávila en su extremo. No tenía una forma alveolar en la que cada uno habría podido reclutar a un número determinado de conspiradores ignorando la acción de su vecino. Al contrario, el segundo círculo de los conspiradores se organizaba siguiendo una estructura piramidal que terminaba con Alonso de Ávila en la cima. Este amplio complot imposibilitaba que desde su cerebro hubiera un control del estado real de las fuerzas ofrecidas por todos lados. Algunos fueron recibidos por Cortés. Sin embargo, esta organización lo distanciaba de la mayoría de los conspiradores. Para contactar con Cortés, Ávila tenía que presentárselos. Solo los que desempeñaron un papel importante tuvieron el honor de ser recibidos de este modo. Fue el caso del licenciado Espinosa y su acólito Pedro de Aguilar, mensajero de la liga. Esas reuniones secretas adoptaban un carácter totalmente ceremonial. Los testimonios ulteriores de los que se vieron frente a Cortés fueron la base de la acusación de la audiencia. A pesar de las apariencias, la organización del complot no estaba lo suficientemente compartimentada. La mayoría de los rebeldes se conocía. No obstante, los delatores aportaban sobre todo los argumentos de Alonso de Ávila, quien afirmaba transmitir fielmente las órdenes de Cortés. El intermediario sirvió de fusible para la defensa judicial de este último: Ávila actuó contando con el nombre de Cortés, el cual ignoraba todo lo relacionado con su plan sedicioso.

			EL BOSQUEJO DE UN GOBIERNO

			Al contrario de la corriente pizarrista, el movimiento mexicano careció de un teórico de la desobediencia. Sus miembros propusieron, por supuesto, argumentos a las claras, idénticos a los de los rebeldes de Perú. Al capellán de Gonzalo Pizarro, Juan Coronel, supuestamente considerado el tío del soldado Diego Pizarro, se le esperaba en México, en casa de Alonso de Ávila. Con la ayuda del dominico Luis de la Magdalena, redactó el tratado De Bello justo, hoy desaparecido, que fondeaba en las Sagradas Escrituras y el derecho canónico para justificar la guerra contra los representantes del rey de Castilla. Como se sabe, la carta del licenciado García de León al rey, redactada en Perú en el año 1544, la mencionada Representación de Huamanga, funcionaba como auténtico manifiesto de la corriente pizarrista. La esencia de la misiva insistía en que lo que incumbía a todos los individuos debía ser aprobado por todos. En castellano o latín, quod omnes tangit, ab omnibus debet approbari, este lema fue retomado hasta la saciedad por los conjurados de México.

			La soberanía de la monarquía castellana en las Indias padecía un déficit de legitimidad. En el Viejo Mundo, los derechos de la corona sobre un territorio se fundaban en la antigüedad de los vínculos del monarca con este último. El príncipe consignaba en su titulatura los dominios que habían pertenecido a sus antepasados, aquellos que había heredado por alianza o los que habían prestado juramento a su autoridad por iniciativa propia. Por este motivo, los turiferarios de la monarquía se esmeraron en encontrar algún vínculo histórico entre la corona de Castilla y el Nuevo Mundo. Había que descubrir algún territorio americano que hubiera pertenecido a un ancestro lejano de los reyes católicos. La invención de esta base cronológica se materializó en una fabulosa genealogía. A partir de 1535, Fernández de Oviedo en su Historia general y natural de las Indias afirmó que los reyes españoles que descendían de los hijos de Jafet (hijo de Noé) tenían como señorío Las Hespérides, integradas en las Indias Occidentales. Esta adaptación del pseudo-Berosio, que permitió a Roma anexionar los pueblos del mundo antiguo a las fuentes bíblicas, sirvió así para justificar la soberanía del rey de Castilla en el Nuevo Mundo185.

			Los conspiradores no asimilaron tales sandeces. En Europa, el príncipe recurría algunas veces a la fuerza para doblegar a una provincia en la cual ninguna historia podía justificar sus derechos. Para el príncipe, estaban entonces la fuerza del hecho consumado y la legitimidad precaria de las armas186. El acontecimiento militar seguía siendo distinto a la esfera de lo político. Los ejércitos no podían de ninguna manera, por iniciativa propia, asumir el gobierno de las regiones conquistadas. En cambio, esta soberanía basada en la guerra dejó huellas en el corpus del derecho castellano medieval de las Siete Partidas, un texto muy apreciado por los capitanes de la conquista. Aun así, el rey de Castilla y sus compañías nunca conquistaron las Indias. No sorprende que el franciscano Luis Cal redactara un documento rebosante de esas ideas. Una copia del De Bello justo llegó probablemente a México. La similitud del contenido era flagrante. El delator Espinosa aportó las ideas del fraile menor entreveradas con citas latinas y referencias al derecho romano común. El mérito de los conquistadores que consiguieron la tierra para el rey y la Iglesia les valió la concesión de las encomiendas. Si el monarca quería privarles de esta justa recompensa, la guerra contra la tiranía también era justa. La violencia entonces se convertía en una defensa legítima. Este principio de legitimación se hallaba compilado en las obras de los juristas clásicos como Domingo de Soto, cuyas Summulæ mencionaba con frecuencia fray Luis Cal, del convento franciscano de Tezcuco.

			Este último destilaba de ello una versión radical: «Defenderse uno es lícito e matar es ilícito pero si defendiéndome no puedo dejar de matar, no peco matando al que me ofende y así lo entiendo yo, que si se pusiese en ejecución la cédula justificada estaría la causa [...] podrían los conquistadores defender sus pueblos». Considerada una especie de teología de la rebelión precoz, el monje dio la absolución sin confesión a los futuros asesinos de los oficiales reales. En definitiva, las tropas de los conquistadores se hicieron con las Indias. Según la fuerza del hecho consumado y del derecho de la guerra, los nuevos territorios les pertenecían: «Ya sabe que muchas cosas son prohibidas que después de hechas tienen fuerza [...] el reino de Nápoles de qué manera piensa que lo tiene el rey que lo tomase [...] y lo mismo sería acá [...] el papa podría darle al marqués la corona e investidura»187. Lo que realmente rebatían los conjurados era la soberanía del rey de Castilla en las Indias. Se hacían también cierta idea de lo que sería su futuro gobierno.

			Su ideal se perfilaba como una monarquía del mérito basada en la futura nobleza de las ciudades, pues el conjunto estaba protegido por una nueva aristocracia titulada a la que accederían los hombres de valía más ilustres. Para conseguirlo, el pacto debía producirse, ante todo, en las principales ciudades españolas. El día de la insurrección se concertaría con Francisco de Reinoso de Puebla, los españoles de Acapulco, los miembros de la familia Oñate instalados en la zona del Gran Chichimeca y los soldados de Guatemala. Cuando el rumor de la llegada de una cédula real contra la transmisión de las encomiendas en tercera vida llegó a Puebla, en septiembre de 1565, una emoción intensa sacudió la ciudad. Según Cortés y los suyos, que subestimaban las distancias, la instalación de los franceses en Florida les ofrecería la oportunidad de avanzar por vía terrestre hacia México para apoyar la rebelión.

			La toma de México no podía bastar para controlar Nueva España. Con un tropel de gente armada con experiencia, don Luis Cortés ocuparía San Juan de Ulloa y tomaría la flota que allí fondeara para impedir la salida a Castilla de cualquier navío de avisos. Vera Cruz recibiría un trato radical: encabezando a dos mil hombres, don Luis la vaciaría por completo de su población y hundiría los barcos que arribaran a la costa para impedir el acceso a la ciudad por mar. Solo se conservarían algunos navíos, los mejores y más rápidos podían permitir establecer relaciones diplomáticas con Inglaterra y Francia. Por medidas de seguridad, se pondrían espías en el puerto. Otro capitán sería despachado a Guatemala. Don Martín se quedaría con las minas de Zacatecas, que ocuparía con varios centenares de hombres. Cerca de allí, en Guadalajara, liquidaría a los oidores de la audiencia de Nueva Galicia.

			Una vez que Cortés se instalara en la Casa Real, custodiada por la artillería, un llamamiento a todas las ciudades sería el momento en que estas prestaran juramento a su nuevo soberano. Haría entonces un recorrido por las ciudades para recibir su aclamación pública. Siguiendo un modelo peninsular tradicional, sus representantes fundarían unas Cortes en México. Las ciudades de las Indias no acudían a las Cortes de Castilla. Aquí había poca nobleza antigua y poca burguesía comercial. Los conquistadores y los primeros habitantes españoles de los territorios ocupados recibieron el privilegio de acudir a las sesiones de los cabildos municipales. Provenían de la pequeña nobleza hidalga y de las capas más modestas de la sociedad peninsular. Se les otorgó el título de regidores y recibieron un solar. De este modo, las futuras reuniones acabarían sobre todo promocionando la política de la pequeña nobleza, la misma que apenas estaba representada en las ciudades peninsulares. Aquellos que no se unieran al movimiento serían castigados o terminarían en la ruina.

			Se trataba de una rebelión aristocrática y conservadora. Aunque pareciera socialmente novedosa, no cuestionarían las jerarquías establecidas durante los años que siguieron a la conquista. Ante Cortés, Alonso de Ávila mencionó a algunos de los hombres de los que disponía y que amenazaban con traicionarle. Esto fue lo que empujó al marqués a afirmar que hombres de este tipo no podían llevar adelante el negocio: «que no eran estos hombres de quien se había de fiar negocio semejante sino de personas que tuviesen de comer y de calidad»188. El movimiento no podía incluir novatos ni nuevos inmigrantes pobres.

			Formaban parte del mismo los conquistadores y los primeros habitantes de la tierra. Ostentaban una encomienda, por lo que tenían algo que defender. Fieles a la causa, estos individuos conectaban con el punto de vista de los caudillos, los cabecillas de la conjura y los principales agentes del movimiento. En ese «país de traidores», se distinguían enteramente de la mayoría. No obstante, algunos encomenderos cercanos a Cortés hablaban a destajo y actuaban sin entrar en cuentas. Si damos crédito a los delatores, en los argumentos de Cortés, los prejuicios sociales desbancaban cualquier otra consideración. En los márgenes de la liga, había demasiados desgraciados y hombres de poca fe. El meollo del complot era otra cosa, ya que de buenos venía: los nobles hermanos Ávila, los Bocanegra y los Sotelo, así como el provincial y los guardianes de los conventos franciscanos. Siempre fieles, los hombres de la casa, los criados y clientes formaban la guardia cercana de Cortés.

			Los bellacos que Ávila alistó llegaban a veces hasta los aposentos del marqués. Se situaban esencialmente en el segundo círculo del movimiento. El marqués se negaba a ampliar el grupo de los que tomarían la audiencia, un modo de seleccionar a los hombres que luego recibirían favores. Al contrario, en caso de necesidad, don Luis planeó liberar a los trescientos delincuentes detenidos en las dos cárceles de México y aumentar otro tanto el número de matones. Los asesinos, menesterosos y delincuentes de baja ralea que participasen en la insurrección conseguirían una reducción de la pena y una sólida gratificación.

			La inserción de estos desdichados suponía algo más. El capitán general don Luis Cortés pagó en billetes militares a los mercaderes de México que proporcionaron el tejido y los pertrechos necesarios a los hombres de guerra. En una especie de ceremonia expiatoria de los asesinatos cometidos contra los oficiales reales, muchas hijas de conquistadores pobres se casarían con soldados, nuevas alianzas que otorgarían cierto lustre a esos hombres. Las nuevas parejas recibieron bienes suficientes para garantizar su subsistencia. Esos matrimonios dieron lugar a largos festejos. Al contrario que en Perú, el país tenía incontables pueblos que podían contentar a todo el mundo. En definitiva, el dinero de las cajas reales pagaría a los soldados y a los hombres que se uniesen por último a la liga.

			El futuro régimen remediaría los abusos de la corona española. Desde hacía tiempo, la política de esta última subvertía la noción de mérito que tanto apreciaban la pequeña nobleza y las familias de los conquistadores. Los méritos de la conquista, el sacrificio de sus familiares, los padecimientos en sus propias carnes y los gastos de sus bienes personales para servir al rey no podían equipararse al modesto valor de la administración judicial o los agentes del Consejo de Indias. A lo largo de las décadas de 1550 y 1560, el reconocimiento de la corona se abrió ampliamente a los que le entregaron su apoyo en la represión de las rebeliones de Perú y las regiones del istmo. El mérito ya no consistía en conquistar tierras, luchando a su costa contra la resistencia de los indios, sino en defender las conquistas ya realizadas contra la amenaza de los rebeldes españoles. Al decir de los conspiradores, la mística del valor se había conmutado en recompensas para los traidores. Los primeros encomenderos vieron cómo los nuevos alistados del presidente se instalaban en sus antiguas moradas, mientras una bandada de recién llegados, que no había vertido ni una gota de sangre en la conquista de Perú, recibía la custodia de sus indios.

			La insurrección debía premiar a las familias de los conquistadores que nunca habían recibido nada de la corona. Garantizaría la transmisión de las encomiendas existentes. Más allá de todo, extendería su autoridad a la jurisdicción de los encomenderos sobre los indios. La pequeña nobleza urbana idealizaba este modelo señorial peninsular sin parangón en las Indias. Como ya sabemos, a cambio de su protección y de la evangelización, los conquistadores y sus hijos provistos de la custodia de los indios podían recibir un tributo de los pueblos de sus encomiendas. Este control de los indígenas por los españoles se ejercía en general por medio de los mismos jefes indios, los curacas y otros caciques. Sin embargo, la corona conservaba el derecho a cuestionar la prolongación de la tutela de los indios. La libertad de los conquistadores consistía en liberarse de esta espada de Damocles institucionalizando la perpetuidad de los repartos de indios. Esto es lo que prometían Cortés y Ávila a los encomenderos que se alistaron al movimiento. A los otros les confiscarían sus bienes.

			En cambio, la perpetuidad no hacía fe. Los encomenderos y sus hijos se jactaban de una reputación equivalente e incluso superior a la de los señores castellanos. A falta de tener poder judicial, formaban una categoría intermedia, peligrosamente provisional, entre estos y la pequeña nobleza hidalga peninsular de la que provenían, en la mayoría de los casos. Una orden del nuevo rey garantizaría la perennidad del estatus señorial de la encomienda, el sueño de los españoles de las Indias. Quedaría a modo de sustrato una justicia soberana, aunque las cortes ordinarias no podrían inmiscuirse en los asuntos internos de los repartos. El programa aristocrático y conservador se tiñó de feudalismo chapado a la antigua. En la península, Carlos V y Felipe II sacaron fuerzas de flaqueza para luchar contra la aristocracia de los pudientes. A pesar de todo, la élite de los insurgentes planeaba crear en las Indias una nobleza titulada totalmente nueva. Una vez proclamado el rey, «el marqués había de elegir duques, condes e marqueses e repartir la tierra porque hay harto en ella para todos». Durante su interrogatorio, Ávila negó rotundamente ese aspecto de la acusación. El medio de posesión de la tierra, de los indios y de los títulos era, pues, el principal pilar de la jerarquía social de la futura corona.

			El gobierno que surgiría de la insurrección tomaría en sus manos el destino económico y comercial de la colonia. Había de esforzarse en preservar los intereses de cada uno. Según Baltasar de Aguilar, el marqués afirmaba: «E no se ha de innovar ni quitar cosa ninguna [...] ni justicia, ni órdenes de frailes, ni quitar a ninguno su hacienda sino antes darles más»189. El destino de los mercaderes en la futura corona exigía toda la atención del complot. Solicitados para equipar a los soldados, disfrutarían ampliamente de los frutos de la insurrección. En el invierno de 1565-1566, los conjurados preveían la salida de las flotas para actuar con la conciencia de preservar los asuntos comerciales. Así, los navíos volverían antes de que la noticia de la insurrección llegase a Castilla. Por el contrario, las autoridades no habrían dudado en detener la flota y las mercancías que aportaba el cargamento de vuelta. Mejor aún, si los bienes de los mercaderes se estropeaban, habría que ofrecerles una compensación de las cajas reales, equiparable a sus pérdidas.

			La novedad vendría de la política económica de libre cambio practicada con los aliados ingleses, holandeses y franceses, la cual compensaría la ruptura con España. Las licencias comerciales dadas en este sentido constituirían la contrapartida del apoyo de los aliados a la insurrección y, al mismo tiempo, una promesa para los mercaderes españoles en las Indias. Así, podrían importar productos a mejor precio: vino, telas y paños que vendrían a partir de entonces de Francia, Inglaterra o Flandes. La libertad de comercio y la reducción de los circuitos de intercambio garantizarían el mantenimiento de precios bajos. Con todo, la península no debía quedar excluida de ese nuevo espacio comercial. La conservación de los metales preciosos que el rey castellano no podría seguir confiscando a Nueva España fundaría la solidez financiera del futuro reino. Con la apertura hacia China y su prometedor comercio, los españoles del virreinato se harían considerablemente ricos.

			Los rebeldes abogaban por una política indiana conservadora. Tenían que acelerar los progresos de la evangelización, multiplicar las encomiendas y mantener la cantidad de tributos a la altura de medio peso al año. Eran medidas que denunciaban la desaparición prevista de las encomiendas. Si la corona recuperaba paulatinamente las Indias, sus administradores no faltarían a su doctrina católica y aumentarían el peso de los tributos para su único provecho. Los recursos de la Hacienda, así como los que entregaban los lugareños, disminuirían irremediablemente. Los rebeldes repetían también este discurso a los indígenas. Por eso, los jueces intuían que fray Diego Olarte había alistado a los indios de Tlaxcala en el complot para engordar las filas de la insurrección. El franciscano admitió tan solo haberse visto con algunos caciques para asegurarse de su fidelidad a la corona.

			Como conspiradores que dotaban a la tropa india, recibirían su parte de las nuevas encomiendas y del dinero que pertenecía al rey castellano. Representantes indios y españoles sufrían asimismo la tiranía del rey, que quería recaudar tributo entre los caciques y eximirlos de la parte del manjar que suponían las encomiendas. Varios de ellos fueron presentados ante el rey de Castilla, aunque no se les escuchó. Sin embargo, «si los Indios se alborotaren pacificarse han con moderarles los tributos quitándoles algo de lo que ahora pagan y así todo se sosegará». No cabía duda de que el príncipe perdería las Indias, por lo que Ávila afirmó: «que si Su Majestad no nos hace merced, Dios, él nos la hará».

			La política de alianzas de la futura corona se sumaba a esta evidencia. Los testigos confirmaban el plan de Cortés de enviar al papa 20.000 ducados para acompañar su solicitud de investidura del patronato de las Indias en detrimento del rey de Castilla190. Los teólogos de la causa afirmaban que el procedimiento era lícito. A todas luces, ignoraban la presión que los reyes católicos y más tarde Carlos V ejercieron en Roma para que no tuviese alternativa en la ratificación de su patronato. El conspirador Baltasar de Aguilar precisó que «en los dos años después del levantamiento, será otorgada una gracia pontifical dándoles la absolución por las cosas de México»191. Todo el país reconocería la soberanía del futuro príncipe. El deán del cabildo de México acudiría en clandestinidad a Italia para que el pontífice lo invistiera con el nuevo reino. Para ello, se organizaría un viaje secreto, pasando por Francia, diferente al destinado a traer a México al hijo de Cortés. Recordemos que Francisco Pizarro obtuvo en una bula pontificia el patronato de la iglesia de La Merced de Lima. El patronato de un templo no era lo mismo que el de todo un reino. El plan inaudito de conseguir el patronato de las Indias y la investidura del siguiente soberano no pasó de ser pura utopía. Ninguno de los mensajeros de la rebeldía llegó a Roma.

			Una versión de la misión que se despachó a Europa para el patronato dejó entrever que iría acompañada del regreso del hijo mayor de Cortés. Se camuflaría su itinerario imaginando que un mensajero encargado de llevar el dinero necesario a Sevilla saltaría del barco en plena noche. Para el regreso del hijo de Martín Cortés, se comprarían otro navío en Lisboa y un tercero en el Caribe. El primogénito del marqués disfrazado de paje llegaría a Veracruz, donde, a la señal de un código secreto para reconocerlo, los hombres de Cortés lo acogerían. El representante del marqués en España percibiría también 20.000 ducados por ello. Si damos crédito a este hecho, el delator Espinosa de Ayala se propondría para escoltar al hijo de Cortés desde Veracruz. El traidor se azacanó en confundir el cerebro de la conjura arrimándose al máximo a los negocios sensibles, al corazón del secreto, para servir mejor al rey.

			Al complot no le faltaban fuerzas. Los caciques de las encomiendas podían hacer tranquilamente importantes levas de hombres. Los soldados desmovilizados corrían por los poblados indios y las calles de México. Las frustraciones económicas y sociales de los últimos emigrantes habían llegado a su colmo. Los allegados de Cortés garantizaban los contactos del marqués con el resto de las Indias y la península. Las autoridades judiciales que gobernaban la tierra sin haber echado allí raíces pasaron por una crisis de las instituciones coloniales. Sin embargo, Cortés desconfiaba de los emigrantes recién llegados, hombres de talante vil y de poco cuidado que ni siquiera tenían para comer. Durante un tiempo, pensó quizás en rehabilitarse una conducta entregando a los conspiradores a los emisarios del rey. Perpetró el asunto al igual que se urde una revuelta palatina y no como se hace una guerra. Al complot le faltaba un cabecilla.
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					177 Tras la muerte del virrey don Luis de Velasco, el visitador Valderrama se instaló en México en agosto de 1563. Abandonó la ciudad en la primavera de 1566. En agosto de 1565, la ciudad se pronunció contra el nombramiento de un nuevo virrey. El virrey, el marqués de Falces, Gastón de Peralta, llegó tan solo a finales de octubre de 1566. Los oidores se mantuvieron en su puesto entre 1565 y 1567: el doctor Pedro de Villalobos, Francisco de Ceinos y el licenciado Jerónimo de Orozco.
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			CAPÍTULO XI

			Las voces del secreto

			La documentación relativa al complot de Cortés, más que la de ninguna otra rebelión, permite conocer a los conspiradores por sus dichos, término que designaba indistintamente las denuncias, las deposiciones, las confesiones y hasta los juicios de los conspiradores. Estos se prestaban a un desesperado juego de engaños para intentar convencer a los caudillos de su fidelidad a la liga. La retórica de los dichos estaba vinculada al secreto. La credibilidad de las deposiciones era aún mayor cuando delataban algo oculto. El denunciante debía trazar los itinerarios que habían marcado los rumores. La retórica de las declamaciones escenificaba los contextos de la palabra con el fin de probar sus afirmaciones. Por este medio, incurrían en la misma paradoja que los otros testigos: persuadir a los oidores de su vinculación con el partido regalista e implicarse en el complot, evitando convertirse en sospechosos de un doble juego. Así como los conspiradores habían prestado atención a conocer las intenciones de las autoridades, estas últimas, desazonadas por el miedo, habían de oír todas las voces del secreto.

			LA RETÓRICA DE LOS DENUNCIANTES

			Las deposiciones pretendían abordar cuatro puntos: el acercamiento del delator a los conspiradores; la evocación de los momentos de duda por los que había pasado; las circunstancias precisas por sus encuentros con los conspiradores, y, por supuesto, la entrega de una lista con los nombres de los rebeldes. Cada cual insistía en la celeridad y la exhaustividad de sus deposiciones. Baltasar de Aguilar había asentido a las avanzadillas del rebelde Alonso de Ávila: «Me daría particularmente cuenta [...] le respondí a su gusto. Para que se fiase de mí [...]. Para que a su tiempo pudiese yo con más claridad dar noticia dello a esta real audiencia»192. Aguilar señaló que su primer contacto con Ávila tuvo lugar un año antes, es decir, en la primavera de 1565. Al final, estas justificaciones y precauciones oratorias no serían siempre suficientes. Baltasar aparecería entre los detenidos rigurosamente ajusticiados.

			La retórica de los dichos también estaba al servicio de la mecánica administrativa. En ese conjunto, los dichos de unos y otros debían coincidir. La existencia de una cadena continua de dichos, que asociaba a los testigos con los conspiradores, constituía la espina dorsal de la información de base contra los traidores. Las concordancias testimoniaban la autenticidad de la prueba judicial completa; las discordancias establecían solo pruebas a medias. El registro escrito, cercano a la oralidad, mostraba el compromiso de las personas, confiriéndole peso a los procesos. De este modo, el rigor retórico en sí afianzaba la credibilidad de los testigos verbales y la justicia de los hechos de instrucción. Los jueces participaban en su elaboración. Exigían que los testigos dijeran algo más, que volvieran a hacer sus deposiciones y que respondieran a cuestiones precisas. La retórica de los dichos estaba, pues, sumisa al principio de la obediencia, a la censura y a las obligaciones del secreto. Los delatores debían repetir sin cese los hechos. Las variantes de sus relatos permitieron a los oidores batir en brecha a un acusador que había estado unido a la liga y descubrir cómo un conspirador desconocido hasta entonces había participado en ella.

			Recordemos que los tres jueces de la audiencia estaban aún más aislados, puesto que el nuevo virrey, el marqués de Falces, tardaba en llegar a México. Este no se instaló hasta finales de octubre de 1566, de modo que la colonia quedó desprovista de virrey durante casi dos años y medio. Los oidores conocían perfectamente la hostilidad de los encomenderos y la de una parte de regidores de la ciudad. Además, según una encuesta del 31 de agosto de 1564, el cabildo había solicitado al rey que no nombrara al virrey de Nueva España sino que más bien le diera un capitán general193. Los oidores, acuciados por el peligro, también incitaban a los españoles a la delación de las imprecaciones proferidas contra la corona. El registro de los dichos representaba un escaso medio para garantizar al gobierno del reino. Aun así, tuvo su eficacia.

			De creer en una carta de delación, una criada de Alonso de Ávila informó pronto a los oidores de que su maestro actuaba celosamente contra la autoridad de Su Majestad. Antes incluso de que un conspirador traicionara a los conjurados, los jueces le preguntaron a Cortés lo que sabía del asunto, poniéndolo de momento en un apuro. Nada les era más valioso que los testigos directos contra el marqués, de los cuales había varios. Desde el invierno de 1565-1566, el doctor Pedro de Villalobos despachó una investigación confidencial con el fin de juzgar la veracidad de los rumores de complot. Tras las denuncias espontáneas y las primeras informaciones secretas, llegó el tiempo de las grandes pesquisas llevadas a cabo en varios medios sociales y religiosos sospechosos de corrupción por seguir el espíritu de desobediencia. Las declaraciones de la gran mayoría de los testigos eran conformes a la retórica de los dichos; solo algunas aportaban datos reveladores y salían del vulgo, sometido a la sagacidad de los oidores.

			A principios del mes de abril de 1566, los jueces consignaron las confesiones de un grupo de cuatro hombres. De entre ellos, Juan de Villerías y Melchor Bravo se hallaban al servicio de don Luis de Velasco. Ricos y poderosos, los Velasco encarnaban el modelo de la nueva aristocracia de Indias que se había granjeado su prestigio en la conquista. Cargados de todo lujo de detalles novelados, sus relatos daban cuenta de los intercambios con varios franciscanos del convento de Tezcuco, Texcoco. Los jueces escucharon también a fray Diego Cornejo de Grado, que fue quien destapó el complot. Estos hombres aportaron los argumentos de otros tres monjes: los de Rodrigo de Ayamonte, que pasó al convento de Tulancingo; Andrés de Salcedo, y Antonio Hernández, un corista que moraba en México. Durante el mismo mes de abril, se fueron añadiendo otras denuncias al grupo del partido hostil al marqués del Valle, en concreto, las que hicieron Agustín de Villanueva y su hermano Alonso. El padre de los hermanos Villanueva (Alonso de Villanueva Tordesillas) fue secretario de Hernán Cortés; su madre (Ana Cervantes) era una de las hijas del conquistador de México, Leonel de Cervantes. Agustín se había casado con Catalina de Peralta, la hija del cronista Juan Suárez de Peralta; Beatriz, una de sus hermanas, pasó por la vicaría con Francisco de Velasco, hermano del difunto virrey. De este modo, por medio de las alianzas, los Villanueva se emparentaban con lo más granado de México.

			Escuchando a los monjes sediciosos, don Luis de Velasco reconocía involucrarse en una actividad de información para servir mejor al rey. El 17 de febrero de 1566, tuvo lugar una primera entrevista en el pueblo de San Miguel, a diez leguas de México. Don Luis se esmeró en detallar a los oidores las circunstancias del encuentro: el monje Diego Cornejo de Grado debía hallarse en el poblado indio de Zupulalpa. En cambio, la presencia de varios franciscanos provenientes de Tepetezcuco incitó a este último a aplazar la entrevista hasta la noche y a desplazarla al sector de San Miguel. Como buen informante que era, don Luis dio los nombres de todos los que le habían avisado. El clérigo musitó que el guardián Luis Cal incitó a los hermanos del convento de Tezcuco a apoyar la inminente insurrección. Según este último: «la voz del rey en la tierra está mal en los indios de quien ha subido el tributo y en los españoles, a quien ha quitado los bienes». Cal añadió que los conspiradores no corrían el riesgo de ser excomulgados por sus acciones, ya que disfrutaban de la confesión de varios clérigos. La absolución de estos era lícita: «el rey no era señor en esta tierra sino tirano y no le costó nada y se la quería quitar a los que la habían ganado»194. Don Luis se azacanó en adoptar un tipo de código con el monje delator: en sus cartas, designaría al guardián de Tezcuco con el nombre de Villerías (mayordomo don Luis) y al marqués Martín Cortés con el remoquete de «compañero de Villerías». Más tarde, pudo verificar la veracidad de estas afirmaciones entre otros conspiradores.

			En marzo, fray Cornejo puso a don Luis en relación con el franciscano Rodrigo de Ayamonte. En un confesional de indios de Tezcuco, este último afirmó de nuevo a su visitador que el deán del cabildo de México (Chico Molina) era el letrado que aconsejaba a los conspiradores. Durante esta entrevista, don Luis le pidió a Melchor Bravo que se quedara cerca y escuchara lo que el monje le diría. El criado relató después a la audiencia lo que salió de la boca del fraile, «dijo los dichos que dijo [...] a don Luis». Esta simple sarta de dichos podía demostrarse con facilidad. Aunque era parca, la deposición de Melchor correspondía en todos los aspectos a los dichos de don Luis. El denunciante multiplicó los encuentros con el único objetivo de aportar a los oidores un relato sustancioso en cuanto a los hechos. Al final, coincidían varios encuentros secretos y las afirmaciones de cuatro monjes para denunciar un complot urdido por Martín Cortés y Alonso de Ávila, con la complicidad de fray Luis Cal. La retórica de los dichos apuntaba tanto a garantizar la veracidad de las afirmaciones de los testigos como a autentificar la existencia del complot.

			Fray Cornejo no podía comparecer de forma espontánea en la audiencia sin la autorización expresa de su superior, por lo que recurrió al intermediario de don Luis de Velasco. Por el contrario, durante el mes de abril de 1566, su deposición escrita fue consignada con apoyo de las que ya había hecho don Luis. En ella, precisaba que en el mes de enero de 1566, tras una comida, el guardián Luis Cal exhortó a los frailes a apoyar el proyecto de sublevación de la tierra. El superior hizo esta declaración después de un viaje a México en donde confesó al marqués Martín Cortés. La pasión que imprimió el guardián a su discurso le conmocionó. Cornejo expresó su desaprobación y su fidelidad al rey. El guardián se afanó en responder a todas las objeciones, insistiendo en el alcance del movimiento y mostrándole una carta salida de la pluma del mismo Cortés, quien solicitaba al guardián que se uniera a él. Cornejo ignoraba si las tachaduras del documento que había visto eran o no un tipo de codificación. En cambio, figuraban algunos signos sospechosos, como un 6 invertido y rayado. Con la intención de denunciar mejor la conjura, el monje aseguró al guardián que le apoyaría. En Tezcuco, la tensión había llegado a su culmen. Una noche, tras apostar con otros monjes que el acorralamiento de la capital sería inminente, los frailes subieron al campanario del convento para contemplar el fuego de los combates que causaban estragos en México. El espectáculo les decepcionó. A lo lejos, no pasaba nada.

			Para terminar de convencer, Cornejo subrayó la correspondencia de estos dichos con los de otros religiosos:

			Para que entendiese que este que declara le dijo la verdad, le dijo al dicho don Luis aquí está el padre fray Rodrigo de Ayamonte, que dirá lo mismo que yo he dicho; y demás de lo susodicho, dijo [...] que todo lo que escribió este que declara, en una carta firmada de su nombre que enviaba al dicho don Luis de Velasco, es la verdad195.

			Otro fraile llamado Antonio Hernández le contó a Cornejo el proceder del superior para unir a la causa al hermanastro del marqués, el mestizo don Martín Cortés. Dejando aparte las diferencias de puntos de vista, este primer grupo de delatores coincidía, pues, en atraer la atención de los oidores sobre la complicidad de los franciscanos. La defensa de Cortés denunció esta insistencia sospechosa y la bellísima correspondencia entre los diversos testimonios como signo de un complot contra el marqués. No cabe duda de que varios denunciantes se habían puesto de acuerdo. Los oidores se esmeraron en aproximar estos testimonios con una perfecta retórica verbal, una sarta de afirmaciones coherentes y de uso fácil para servicio de la acusación.

			El licenciado Espinosa y Pedro de Aguilar formaban una pareja singular de conspiradores. Aun siendo a la vez rebeldes y traidores al partido regalista, al final pusieron a salvo su vida. Nacido en Sevilla y con 33 años de edad, el licenciado Cristóbal Ayala de Espinosa fue prebendado de la iglesia de México. Con este cargo, percibió los impuestos de los pueblos circundantes y administró el hospital de los indios. Pedro de Aguilar nació probablemente también en Sevilla. Pobre y sin encomienda, Espinosa lo acogió en septiembre de 1565 a su llegada a México, desde la provincia de Cacatula. Durante los procesos, los abogados de Martín Cortés rechazaron a ambos como testigos: Espinosa llevaba una vida disoluta y se costeaba su debilidad por las mujeres con la venta de objetos de culto. Cálices e hisopos del hospital de los indios contribuían a mantener los placeres del prebendado. Pedro se dedicó al comercio del cacao en la región de Campeche. Desapareció para escapar a las persecuciones que habían lanzado las autoridades contra él. En un primer momento, vivió en México. Usando el hábito de clérigo, ejerció el cargo de capellán antes de retomar el de laico, momento a partir del cual, a capa y espada, se volvió adicto al juego y a las mujeres. Aunque no descartaron los testimonios de los dos compadres, los jueces no desmintieron estas acusaciones.

			En la primavera de 1566, en una serie de tres denuncias, el prolijo Espinosa soltó los nombres de una veintena de conspiradores. Las deposiciones se presentaban bajo la forma de declaraciones espontáneas en las que se sucedían libremente las delaciones. Sin embargo, algunas veces la mención de una pregunta formulada por los oidores traicionaba la exigencia de los jueces de que los tránsfugas dieran siempre más información. En realidad, guiaban las confesiones con una batería de preguntas que apuntaban hacia los sospechosos. Muchos conspiradores solo fueron denunciados por Espinosa y no por Alonso de Aguilar: don Pedro de Arellano, Juan de Villafanes, Pedro Gómez de Cáceres, Francisco Rodríguez Magariño y Juan de la Torre. Involucrado precozmente en la liga, Espinosa fue condenado a que su casa hiciera de cárcel durante la detención de los principales rebeldes. Los oidores recompensaron su perseverancia y su prolijidad con una total impunidad judicial.

			Varios hechos sospechosos salpicaron los informes del licenciado, el cual entregó a Baltasar de Aguilar, uno de los delatores que conocía. Sin embargo, no se percató de culpar a Pedro de Aguilar, otro de los traidores de la liga. Varios de los hombres denunciados no fueron objeto de ninguna persecución judicial; es el caso de Juan de la Torre y Pedro de Arellano. Este último fue apuntado por Espinosa como comandante de la futura guardia real de Cortés, formada por cuatrocientos hombres. El licenciado aceptó ser el amigo de Alonso de Ávila, el principal activista del complot, y trabar intercambios regulares con él. Por supuesto, Espinosa quedó escandalizado por las desmedidas palabras que Ávila había pronunciado contra el rey. A cada nueva deposición, Espinosa añadía que «contaría más» o que «había que dar noticia y advertir a esta real audiencia de esto o aquello...». El licenciado fue uno de los escasos testigos en llevar su insistente afirmación hasta las puertas del más allá, en la medida en que estableció una cláusula en su testamento confirmando que lo que había dicho era la pura verdad.

			Según Espinosa, Cortés fue quien solicitó la llegada de Alonso de Ávila para poner fin al asalto de la rebelión en el otoño de 1565. Cuando el rebelde regresó a su tierra, el licenciado Espinosa ostentó el cargo de celoso agente mediador entre Alonso de Ávila y los conspiradores de México. La función del clérigo ante el tal Pedro de Aguilar era de las más complicadas. Se afanó en percibir los impuestos deducidos por Espinosa, lo que fue una tapadera perfecta para sus desplazamientos hasta las inmediaciones de México. El licenciado presentó a Aguilar a Martín Cortés como antiguo rebelde de Perú. Enroló a Pedro en la liga haciendo hincapié en que la sublevación era inminente. Desprovisto de encomienda, Aguilar esperaba probablemente alguna recompensa. Llegada la primavera de 1565, cada uno de los dos hombres compareció de forma separada ante los oidores.

			Para Alonso de Ávila y Martín Cortés, Pedro de Aguilar se convirtió pronto en un sospechoso. Junto con Espinosa, invitaron a los dos hombres a venir solemnemente a casa del marqués para que se explicaran ante él. Presentaron entonces una causa común para encubrir su recíproca traición. Con todo, el licenciado sugirió a Pedro: «Yo le he dicho cierto negocio de que abajo haré mención e que el dicho Alonso de Ávila está muy contento e satisfecho. E conviene para que engañemos al marqués que le digáis vos lo mismo». Espinosa insistió anunciando a Cortés que los oidores le habían ordenado que tranquilizara al marqués. No tenían nada que reprocharle. Los dos conspiradores afirmaban disponer de varios centenares de hombres. Si hubiera habido evasiones, el confesor de Pedro de Aguilar habría sido el responsable de ellas. Espinosa culpó también a Alonso de Ávila de hablar demasiado: «que no había dejado clérigo ni seglar a quien no lo hubiese dicho porque poca necesidad había de dar parte a Cristóbal de Oñate que era un mozo y a Diego Maldonado, el clérigo de Tezcuco que le habían dicho que hacía juntas»196. Cortés lo aceptó de buena gana.

			Entre el mes de mayo y el de julio de 1566, Pedro fue en cuatro ocasiones «a declarar más» a los oidores, a quienes dio los nombres de una veintena de conspiradores. Acusó a Espinosa de haberlo empujado al núcleo de un complot del que no sabía nada y lo denunció como rebelde empedernido. Por su lado, Espinosa testimonió contra Pedro que actuaba como agente mediador de los conspiradores. Entre los dos hombres creció un odio encarnizado. En efecto, es muy poco probable que esta posición procediera de una actitud táctica para parecer más creíble a los ojos de los oidores; aunque enemigos, ambos hombres dijeron lo mismo sin ponerse de acuerdo. En el otoño de 1567, Pedro de Aguilar expresó mejor que ningún otro testigo los riesgos y límites de toda denuncia. Relató una escena en la que el oidor Orozco cogió del brazo a Martín Cortés, diciéndole: «¿A qué espera, pues toda la tierra les desea por señor?». Con toda razón, el denunciante concluyó señalando la extrema complicidad que unía al juez con el marqués. En el mejor de los casos, Orozco investigó a Cortés, que no soltó prenda. Sin embargo, Aguilar comparaba más a Orozco con el licenciado Cepeda, el oidor de Lima que se unió al movimiento de Gonzalo Pizarro, registrando que lo hacía contra su voluntad. La delación conllevaba riesgos para las dos partes, y los denunciantes desconfiados temían hablar de tales ambigüedades a los representantes de la audiencia.

			Aguilar sospechaba también del visitador Valderrama, al que consideraba cómplice en el complot: ¿no mandó liberar a los oficiales que proferían amenazas contra el rey?, ¿eran jueces y comisarios prevaricadores o bien un giro en la actitud de Cortés a favor de la autoridad? En ambos casos, el conjurado estaba perdido. Por miedo a caer en la celada de la traición, con el enemigo a sus espaldas, Aguilar esperó la salida del visitador para denunciar esas colusiones. Los delatores debían escapar a las ruindades de los intermediarios que camuflaban al rey el alcance de las amenazas. Por ello, tras su arresto, se dirigió más a los comisarios reales que a los oidores. Por medio de la comunicación directa con el príncipe, los arrepentidos adornaban su acción con la majestad de un auténtico servicio al rey. Aguilar precisó a los comisarios: «que era negocio para solo tratarlo con SM y ansí, habiendo venido VS mercedes en su real nombre, lo declaró»197. Todo esto quedaba lejos de la revelación integral del complot.

			Las informaciones proporcionadas por los delatores se conservaban en forma de copias de deposiciones y no de breves cartas de denuncias autógrafas. Sus testimonios estaban provistos de todo el lustre jurídico posible. Para figurar en un proceso, sus afirmaciones debían estar debidamente registradas. Muy pocos documentos oficiales los calificaban de delatores. A lo largo del invierno 1565-1566, se pusieron las ropas del espía enviado por los oidores, a servicio de Su Majestad, ante los jefes conspiradores. Desde el punto de vista de los oficiales reales, los traidores se convirtieron en colaboradores, una especie de pesquisidores adjuntos que venían a rendir cuentas de sus hallazgos. Por este medio, se marcó una nueva era en la colonia, la de la lealtad a la administración real. Los oficiales tenían aún manos en el asunto y podían establecer arbitrariamente que un denunciante se había separado demasiado pronto de la liga mientras que otro era un obcecado rebelde. Fiel espía de Su Majestad o traidor empedernido, más que ningún otro testigo, el delator seguía siendo sospechoso por decisión del juez.

			CONFESIÓN JUDICIAL, CONFESIÓN ESPIRITUAL

			Confesión judicial y confesión espiritual estaban ambas selladas por el secreto. Regido por la fórmula «que se secreten los dichos», el secreto ligado a la primera tenía un carácter procesal que podía verse mermado por las necesidades de la instrucción. En sentido inverso, la sacralidad del secreto de la segunda confesión era consustancial a su naturaleza divina. Después de todo, al final, solo Dios podía otorgar el perdón del pecador. Sin embargo, esta última confesión fue considerada una fuente de información tanto para los rebeldes como para las autoridades judiciales. Espiritual o judicial, ambas se enfocaban en obtener el perdón o, al menos, la remisión de las culpas. Por estar situadas en dos planos diferentes, no debían interferir entre ellas, de modo que la justicia pudiera condenar a los conspiradores en este mundo, sin que perdieran toda esperanza de poder entrar en alguna región divina del más allá.

			Para el complot, era crucial tener a su lado a miembros de la Iglesia. Estos clérigos aseguraban a los conspiradores la licitud del movimiento a los ojos de Dios. Por medio de la confesión espiritual, garantizaban el consuelo de su conciencia por las violencias cometidas en nombre de la causa. Algunos, como Pedro de Aguilar, se encontraron en el dilema de tener que elegir entre las dos confesiones: el perdón de los hombres de inmediato o el del Señor para la eternidad. A lo largo del proceso judicial, las dos confesiones quedaron separadas hasta el día de la ejecución de los condenados. Llegado el momento, podían confesarse una última vez y declarar por fin sus culpas en el umbral de la muerte con la esperanza de escapar a las tropas demoníacas que se hallaban al acecho de su alma.

			Privando a los detenidos de confesión, la justicia medieval de la corona francesa usó del resorte espiritual como arma judicial. Fue la excepción. Según varias órdenes de Roma, no podía denegarse la confesión a los condenados bajo ningún pretexto. Los hombres que habían de acabar en el cadalso no debían recibir una doble pena, el horror del mundo terrenal y el suplicio para la eternidad. En la práctica, los jueces españoles no se privaron de manipular la confesión espiritual para presionar a los detenidos. En Francia, numerosos teólogos como Gerson o Philippe de Mézières añadieron que era imprescindible un tiempo para cumplir la penitencia, con el fin de que la absolución fuera válida. No bastaba con confesar al condenado un poco antes de su ejecución. El pecador tenía que cumplir religiosamente su penitencia198.

			Aterrado por la idea de la decapitación, el delator Pedro de Aguilar se debatía entre la fidelidad al rey y los compromisos adoptados ante los conspiradores. Esperando encontrar un alivio en la confesión, convencido de la existencia de la salvación eterna y atribulado por la angustia de hundirse en el infierno, se dirigió a un monje del convento de Santo Domingo. Nada salió como estaba previsto. La jerarquía de los crímenes considerados pecados por la Iglesia era diferente a la escala de los delitos, según la justicia real. La inclusión del arrepentimiento y de numerosas circunstancias atenuantes hacía más clemente la justicia de Dios que la de los hombres; al menos el sufrimiento de las penas parecía menos inminente. Esta búsqueda fue el origen de los tormentos de Pedro. La confesión espiritual le obligó a aceptar la judicial. Al final, el testimonio de sus encuentros con el marqués ocupó un peso importante en el proceso de Cortés. Por el contrario, ante el marqués, Pedro se empeñó en utilizar la confesión espiritual a fin de ocultar su confesión judicial. Se trataba siempre de encubrir o desvelar un secreto.

			Considerando los conspiradores que era sospechoso de traición, el segundo miércoles de junio de 1566, Pedro fue recibido con solemnidad en casa del marqués, en compañía de Alonso de Ávila y del licenciado Espinosa. Según las declaraciones del delator, Cortés, que no lo conocía hasta entonces, lo recibió en su despacho. Fiel a la retórica de las denuncias, durante su deposición, Pedro de Aguilar describió con meticulosidad los lugares visitados. El marqués habló de sí mismo en tercera persona y se dirigió la mayoría de las veces a Pedro por mediación de sus dos acompañantes. Este último hizo todo lo posible para convencer, asegurando que había permanecido fiel al movimiento: «No soy tan necio para quebrar la soga por lo más delgado»199. Cuando por fin el marqués se dirigió discretamente a Aguilar para expresar sus sospechas, Espinosa socorrió al desgraciado haciéndose garante de él. En definitiva, los delatores debían mostrarse capaces de identificar el origen de todo lo que contaban para persuadir a las autoridades de su fidelidad; por su parte, los conjurados sospechosos de traicionar la causa se veían obligados a explicar el origen de los chivatazos. Cortés estaba convencido de que Pedro dejaba escapar, por algún medio, los negocios de la liga.

			Las confidencias que hicieron los rebeldes a sus confesores eran una de las vías comunes por las que se descubrían los complots. Aguilar ofreció a Cortés una versión disparatada de ellas a modo de explicación de los rumores que denigraban al marqués. Durante su primer encuentro, sugirió que los chivatazos venían de su confesor, un clérigo del convento de Santo Domingo. De manera incidental, al confesarse por pascuas, le dijo al fraile que en la ciudad corría el rumor de la preparación de una insurrección. El dominico contó lo que dijo Aguilar al tesorero de México y a su tío, los llamados Ortuño de Ibarra y Diego Calderón. El marqués no podía reprobar al conspirador, que había hecho alusión al complot bajo el secreto de la confesión. Aguilar pretendía descargar su conciencia del peso que representaba el proyecto de asesinato de los oidores. Como compañero del sospechoso, el licenciado Espinosa añadió que el confesor de Aguilar era pariente del tesorero Ibarra. Sin traicionar el secreto de la confesión, en presencia del tesorero Aguilar aludió a la cuchillada que lucía en la cara el pecador, lo que le permitió a Ibarra reconocer a Aguilar y denunciarlo. Los conspiradores se afanaron en edulcorar los hechos que podían desacreditarles ante sus conjurados.

			Para la mayoría de ellos, la causa no podía ir en contra de la práctica de la confesión. En este caso, sin embargo, la confesión espiritual ocultaba bastante bien la confesión judicial: tanto Aguilar como Espinosa habían traicionado ya a la liga. Es muy probable que Aguilar mezclara lo falso con lo verdadero para que el encuentro del confesor y el tesorero fuese verosímil. El tío de Ibarra, amigo de Aguilar, vivía en Cacatula, una zona costera donde el conspirador tenía algunas relaciones. A Cortés no se le pudo escapar, en esta ocasión, que la evocación hecha por el licenciado Espinosa de tales vínculos de parentesco podía simplemente intentar ocultar la complicidad entre Aguilar y el tesorero Ibarra.

			Durante los siguientes encuentros con Cortés, Pedro tuvo que reconocer que su confesión se dio en un escenario algo diferente. El superior del convento de Santo Domingo ya había informado de ello al marqués: Aguilar le dijo al confesor que Cortés quería sublevarse con la tierra, de modo que el dominico exigió que el pecador lo repitiera delante de otros cuatro frailes. Con ello, el religioso no se vería obligado a derogar el secreto de la confesión para desvelar el complot. Luego llevaron a Aguilar a casa del tesorero Ibarra y del juez Ceinos. El sospechoso se defendió ante el marqués explicando que los hechos que había contado el superior respondían a una vulgar maniobra de los frailes para inculpar al mismo marqués. Cortés reconoció que de alguna manera se había violado el secreto de la confesión.

			La privación de la confesión espiritual no debía permitir aterrorizar a los testigos para obligarles a confesar cualquier cosa. La justicia tenía que guardar cierta moral. Sin embargo, la presión social y la desazón espiritual amenazaban a los conjurados. Aguilar lo negó todo rotundamente: haber hablado a cuatro dominicos, no haber jamás confesado participar en la rebelión y haber dicho cualquier cosa a los oidores. Cortés lo puso a prueba pidiéndole que llevara una carta al oidor Villalobos y sus amigos para avisarles de que el rumor de un complot que circulaba en la ciudad no tenía nada de serio. El mensaje apuntaba a arrostrar la investigación de los colegas de Villalobos, que eran hostiles al marqués. Desgraciadamente, el receloso juez Ceinos exigió en secreto al conspirador que se dirigiera a él, obviando toda autoridad. Aun sabiendo que corría el riesgo de desobedecerle y aparecer como un agente doble, Aguilar tuvo que cumplir con las exigencias de Cortés. En las filas de las conjura se decidió que este malogrado, demasiado implicado en el asunto, saliera de la ciudad lo antes posible.

			El marqués puso en sospecha a Pedro en el registro feudal de la felonía. La traición atentaba contra las relaciones personales de confianza y protección. Así se enfrentaban dos concepciones diferentes de la fidelidad. El marqués se erigió como garante del modelo ancestral de honor y solidaridad aristocrática traído desde la península hasta las Indias, mientras que los oficiales reales, engalanados con su legitimidad administrativa, encarnaban la fidelidad política a un rey lejano. Aguilar se arriesgaba a una doble ruptura: la del secreto que debía cimentar el grupo de los conspiradores y la de la sociedad colonial de los españoles, de la que rompía el pacto de obediencia al monarca. Las rebeliones eran ocasiones mayores de fractura social. Actuando a despecho, Aguilar aseguró a Cortés su fidelidad. En el relato de la entrevista, el marqués aparecía como claro instigador del complot. Era patente que hubo cómplices entre los oficiales reales o, al menos, que algunos no se mostraron indiferentes a la causa. Pedro, empujado probablemente a la delación tras haber intentado confesarse, convenció a los jueces de su vinculación al partido regalista. La confesión judicial lo salvó de los sinsabores de la confesión espiritual. El 16 de julio de 1566, los oidores le notificaron un arresto domiciliario, pero nunca fue procesado por rebelión.

			La sarta de los dichos pasaba por el terreno de la confesión espiritual. Para los jueces, era entonces difícil llegar hasta el penitente. En el mejor de los casos, los clérigos daban el contenido sedicioso de la confesión sin desvelar a la justicia la identidad del pecador. En el otoño de 1566, el franciscano Antonio de Salazar confió al delator Baltasar de Aguilar que los comisarios reales estaban al llegar. Según una indiscreción del virrey, un individuo le había avisado en confesión de que venían por petición del marqués y que harían entrar a la audiencia en vereda. Para oír a los clérigos, los oidores debían obtener licencia del arzobispo, que les mandaba entregar la parte de la confesión que solicitaba la justicia. Situar una de las fuentes del rumor en el secreto de la confesión era una manera de borrar las pistas.

			Los religiosos arguyeron a menudo el secreto de la confesión para justificar su propia actitud. Los comisarios reales llevaron a cabo la investigación en los centros monásticos susceptibles de ser caldo de cultivo para la desobediencia. El dominico Andrés de Ubilla declaró haberle dicho a Pedro de Aguilar todo lo que sabía de los rumores de complot para que lo transmitiera a las autoridades. Tras sus arrestos, varios conspiradores se confesaron con él y le permitieron divulgar varios pasajes de sus confesiones. Sin embargo, no todos los rebeldes dejaron que se contara a los jueces una parte de sus pecados. Con todo, el fraile se esforzó en obtener el levantamiento del secreto de esas otras confesiones espirituales. Afirmó en vano haberle pedido a su superior que le eximiera de la obligación de confidencialidad para avisar a la audiencia. Al habérselo denegado el guardián del convento, no pudo decírselo todo a los jueces durante su primer interrogatorio. Según los monjes, la flexibilidad del secreto de la confesión daba cuenta de las variaciones en las deposiciones de los frailes. Los comisarios que habían llegado de España en el otoño de 1566 solicitaban más. Los imperativos de la confesión judicial tenían que prevalecer sobre el secreto de la confesión espiritual.

			Raras veces se usó la búsqueda de un confesor como medio para desenmascarar a los religiosos. Los confesores más fiables eran los conjurados más obcecados. Durante una visita a Martín Cortés, el licenciado Espinosa se sintió intimidado por la presencia de fray Luis Cal, el guardián del convento de Tezcuco. El franciscano catalán confesaba con regularidad al marqués en su casa. Espinosa se informó con don Luis Cortés, so pretexto de que, dudando poder encontrar un sacerdote fiable, no podía descargar su conciencia de nada que pudiera incumbir a los negocios del complot. Don Luis aseguró que se podía tener confianza ciega en Cal, un monje preocupado por preservar el secreto de la confesión y apaciguar la conciencia de los conspiradores. Propuso a Espinosa que le acompañara a Tezcuco para presentarle al franciscano. Lo hizo de buen grado, pues el confesor era locuaz. La estancia de una noche en el convento permitió al delator conocer perfectamente el estado de espíritu de los franciscanos. En una escena digna de un vodevil, Luis Cal se esmeró en trabar con un banco la puerta de la celda en la que recibió a Espinosa: «Convenía estar con mucho recatamiento porque las paredes tenían orejas [...] y que le podía hablar en confianza [...] en confesión o fuera de ella».

			Al día siguiente, Espinosa contó todo lo que sabía a Cal. El franciscano le confesó que sabía más aún, por lo que añadió: «me da gran pena ver hijos de conquistadores que así les quiere el rey quitar la comida [...] es gran crueldad [...] si ellos se alzasen con la tierra tenían muy gran razón e justicia y esto en la plaza lo diré y en los púlpitos lo predicaré»200. Lo habitual era que los conjurados inculparan a los representantes del rey en Indias, a los oidores, al virrey, a los comisarios y visitadores, recurriendo al juicio supremo del rey. En las declaraciones del confesor, se veía claramente que, además de los representantes, se trataba de contestar la legitimidad del rey. La ilegalidad consistía en perjudicar a los indios y en atacar a los oidores, aun cuando no había más culpable que el mismo rey. Este punto retuvo especialmente la atención de los investigadores de la audiencia. El monje le contó al licenciado que había firmado varias proposiciones del arzobispo de México protestando contra la aplicación de las ordenanzas reales. Al final, el secreto de la confesión resultaba embarazoso para los religiosos que recibían las confesiones de un conjurado. No obstante, el confesor podía solicitar que al conspirador o a su propio superior se le levantara parcialmente el secreto. Cada una de estas vías constituía para los traidores una posibilidad de gestionar algún chivatazo. En cambio, la confesión espiritual era también una ocasión para confundir a los religiosos conspiradores lenguaraces, como lo era Luis Cal.

			La confesión no garantizaba en absoluto la veracidad de los hechos que exponían los pecadores. Por lo tanto, la sacralidad de la absolución y la fuerza del sentimiento de culpabilidad que la presidía conducían generalmente a considerar que los verdaderos secretos se desvelaban en la intimidad del confesional. A medida que se acercaba el suplicio de la muerte, los rebeldes agotaban todas sus posibilidades para renegar de sus mentiras pasadas. Por ese motivo, la sinceridad de sus declaraciones in articulo mortis parecía aún mayor. La inminencia del juicio final obligaba al pecador a arrepentirse y a enunciar la verdad bajo la mirada de Dios. Un imperativo que no carecía de peso ante la justicia humana. La confesión espiritual entablaba así con la judicial una relación de complementariedad. Cuando se mostraban divergentes, cada cual seguía defendiendo el valor preeminente de una u otra, según sus intereses.

			Martín Cortés, detenido en la corte, obtuvo una licencia real en 1569 para que su defensa despachara una investigación en Navarra ante la esposa del difunto virrey Falces. De las cincuenta preguntas formuladas a la marquesa doña Ana de Arellano, varias pretendían denunciar las manipulaciones de la confesión espiritual que habían tramado los comisarios Muñoz y Carrillo, los que habían dirigido la represión mexicana en el otoño de 1567. Para ello, los investigadores contaron varios hechos conmovedores. Dos conspiradores gravemente condenados, Cristóbal de Oñate y Bernardino Maldonado, denunciaron en confesión las declaraciones que los comisarios les habían arrebatado bajo tortura. Los abogados de Cortés esperaban que la marquesa de Falces confirmara estos hechos.

			Recordemos que Cristóbal se había quedado en Perú antes de unirse a su tío Cristóbal de Oñate el Viejo en Nueva España. Los comisarios lo juzgaron como un joven conspirador especialmente peligroso, por considerarlo cercano a Cortés. Tras haber sufrido la tortura, se confesó con un cura de México para afirmar que el dolor le había llevado a mentir. El 8 de enero de 1567 hizo declaración pública de ello durante su ejecución y se confesó de nuevo, suplicando a la multitud de los presentes que dijera la verdad al rey201. De este drama en el que la confesión pública in articulo mortis superaba la credibilidad de la confesión judicial, la marquesa de Falces lo ignoraba todo.

			No sabía nada más de la confesión de otro rebelde empedernido, ese tal Bernardino Maldonado de Guevara, que se retractó de las declaraciones que hizo a los comisarios bajo el suplicio de la cuestión. Jadeante, se confesó con dos dominicos para aliviar su conciencia y declararles sus falsos testimonios. Con el carcelero Maluenda, los dos frailes intercedieron ante el comisario Muñoz, que rechazó de forma categórica oír de nuevo al prisionero. De este asunto, la marquesa sabía que el comisario había mandado a prisión al carcelero. Era este un indicio que venía a robustecer la defensa del marqués, que valoraba las confesiones espirituales aunque quitaba crédito de nuevo a las declaraciones obtenidas bajo tormento.

			Las confesiones públicas de los ajusticiados dejaban huellas en la memoria de los habitantes de México. En este sentido, eran una de las escasas formas de apertura de un nuevo espacio público generadas durante los procesos políticos. Estas confesiones hacían añicos el sello de lo secreto. El condenado se dirigía con él a las autoridades superiores: a la compasión de los habitantes y al juicio de Dios. Las confesiones in articulo mortis de Baltasar de Quesada y de Alonso de Ávila marcaron a aquellas gentes. La confesión pública, que tenía tanto de la confesión judicial como de la espiritual, puesto que un escribano registraba las declaraciones aunque Dios juzgara al pecador, era la última ocasión que se ofrecía al condenado para hallar la paz de su alma.

			Al igual que Alonso de Ávila antes de su decapitación, Baltasar de Quesada admitió su culpa en relación con la autoridad del príncipe. En el cadalso, afirmó que los conspiradores tuvieron realmente la intención de llevar a cabo la insurrección. El 9 de enero de 1568, confirmó que procedió a la denuncia de Juan de Valdivieso y Antonio de Carvajal. Sin embargo, precisó que Alonso de Ávila fue quien dio primero estos nombres, aunque no había oído nunca que esos hombres se aliaran a la conjura: «siempre le pareció [que Ávila] lo decía para animar a los rebeldes, para que entendieran que otros estaban en el negocio»; «no los había visto nunca, y nunca habló con ellos, y nunca los había oído hablar del negocio con nadie». Baltasar se acordaba de que el joven Cristóbal de Oñate, antes mencionado, había formado parte de la liga. Por el contrario, no recordaba en absoluto a un tercer condenado, un tal Francisco Rodrigo de Magariño, a quien los oidores le incitaban a inculpar. Baltasar perdió la cabeza en paz, tras proclamar:

			Él muere justamente y debe esta muerte que se le ha de dar porque se halló en el trato de rebelión y levantamiento que se hizo en esta tierra contra el servicio de Su Majestad [...] y que ninguno viva engañado en pensar que no hubo levantamiento, porque como dicho tiene, la verdad es que lo hubo y se trató dello y esto dijo e declaró en descargo de su conciencia202.

			Los conspiradores tendían a recurrir al universo espiritual como bastión contra el carácter arbitrario del procedimiento judicial. La eficacia del primero consistía en una forma particular de presión moral ejercida sobre las autoridades cuyo juicio se ponía en balanza junto con el de Dios. El argumento fue retomado a veces en el curso del mismo proceso, ponderando así el caudal del rumor que corría por las calles de México.

			«LA MALA NUEVA VUELA»

			Los rumores de una sublevación inminente iban de boca en boca. El virreinato entero runruneaba con afirmaciones dramáticas y contradictorias. Los testigos eran apenas capaces de llegar hasta la identidad de más de dos individuos para reconstituir el itinerario de lo que habían oído. A finales del mes de febrero de 1566, el teniente de corregidor de Guapacingo mandó detener al hijo de un labrador. El sospechoso rogó al juez de esta zona cercana de Puebla que no lo encarcelase. En contrapartida, diría todo lo que sabía. Oyó a fray Pedro de Torres, del convento de un pueblo vecino, anunciar al consejero de Puebla y a su hermano, el regidor Diego de Ordás y Álvaro de Ordás, que «México estaba medio alzado». Varios testigos podían confirmarlo. A aquellos que defendían la inocencia de Lucas el corregidor les replicó: «la mala nueva vuela». Esto significaba a un tiempo que las afirmaciones del campesino no podían verificarse y que no debió acarrear afirmaciones tan alarmantes. A pesar de la detención del joven, que pasó un tiempo en prisión, el rumor circuló tan rápido que se extendió hasta Castilla.

			La península respondió a las alertas que llegaban de las Indias con el envío de nuevos comisarios. Antes incluso de la desaparición del virrey don Luis de Velasco en julio de 1564, el visitador general Jerónimo de Valderrama se instaló en México en agosto de 1563 para investigar sobre las protestas. La autoridad que representaba condujo a debilitar la posición del virrey empujando a los colonos desobedientes a presionar al visitador. La llegada de uno actuaba contra la supuesta debilidad del otro. Tras la muerte del virrey, Valderrama fue el único investido directamente por el rey de una autoridad judicial superior, cuyos límites no habían sido publicados. En la primavera de 1566, convencido de que se contaría entre las víctimas de la siguiente insurrección si no regresaba cuanto antes a España, esperó varias semanas la llegada de la flota a Veracruz. A algunos no les faltó tiempo para burlarse de la cobardía que le impulsó a escabullirse como un gallina.

			Otros esperaban en Veracruz, con la misma preocupación. El oidor Puga, suspendido por el difunto virrey, regresaba también a Castilla para denunciar la amenaza de una insurrección en Nueva España. Según los conspiradores, su punto de vista fue expuesto por Cristóbal de Oñate, que se embarcó también para Sevilla. Este último, que se iba para traicionar, redactaría una memoria completa para informar del complot al Consejo de Indias. Algunos describieron al joven como un individuo muy pacífico. Otros subrayaron:

			Que comunicaban muchas veces [con Gómez de Vitoria Alvarado] en lengua de Perú de donde decían que se conocían y preguntándoles este [...] a los dichos [...] qué era lo que hablaban [...] decían los susodichos que eran negocios suyos que trataban203. Puga y Oñate habían roto con Nueva España. Ambos tenían cuentas pendientes con su campo. Ávila pronosticó sobre el segundo: de aquel tacaño de Cristóbal de Oñate, no en balde me habían dicho a mí quién él era hijo de Puta [...] aquel tacaño ha de pintar su dicho en el Consejo de Indias e de una pulga han de hacer un caballo armado204.

			Ávila y Cortés juzgaron que el individuo era de baja extracción social y poco fiable. Puga, casi «pulga»: la amarga ironía se manifestó con el oidor, quien, según Ávila, no sabía gran cosa. En cuanto a Oñate, resultó luego que no había dicho nada. Después de su proceso en España, donde el Consejo de Indias lo prendió, fue llevado a Nueva España para que lo ejecutaran allí. Así se entiende que fuese ordenada con urgencia la investidura del marqués de Falces como nuevo virrey, en junio de 1567. Los tumultos de México ponían en riesgo el control de todas las Indias.

			El mismo miedo que atenazaba al Consejo de Indias era palpable en el comportamiento del marqués de Falces, quien llegó el 17 de septiembre de 1566 a la isla de San Juan de Ulloa, frente a Veracruz. Acercándose a una barca de obreros que transportaba materiales de construcción para Campeche, intentó obtener alguna información sobre la situación de la tierra. A pesar de que el capitán de la isla le aseguraba la tranquilidad en la que se hallaba la tierra, el virrey dudó mucho tiempo en desembarcar «por miedo a una emboscada».

			Durante varios días, aguzó el oído en dirección de la costa para alcanzar los rumores de la insurrección, cuya noticia había llegado hasta España. Cruzó a pie los muelles del peñasco de San Juan para intentar informarse. Las noticias que le llegaban de la provincia por carta eran contradictorias. Así, esperó casi una semana antes de adentrarse en el continente, es decir, la playa que se encontraba a un centenar de metros del amarradero de su navío. Al final desembarcó y rehusó la proposición del general Juan de Velasco, que consistía en movilizar a algunas tropas disponibles, aunque hizo el trayecto en compañía de una treintena de alabarderos y criados bien armados. Pasó tres días en Veracruz. Luego, ocho días en Xalapa, antes de alcanzar el lugar montañoso de La Puebla de los Ángeles. Todo eran indicios de la preocupación que atenazaba al nuevo virrey. La segunda etapa no fue el fruto del azar: según su propia declaración, Puebla era considerada una ciudad más segura que sus vecinas. En el otoño de 1566, la información de la que disponía el Consejo de Castilla estaba lejos de corresponder a la situación que reinaba en las Indias. Era menester desmentir, durante tres semanas, la idea oficial de que Nueva España ardía para calmar el espíritu inquieto de Falces. Fue el tiempo necesario para llegar cautelosamente a México.

			El rumor aumentaba con el alejamiento y la ausencia. Las llegadas de las flotas encendían los ánimos del país, en particular si transportaban a alguna autoridad. Curiosamente, el punto de vista de los rebeldes sobre la llegada de los nuevos magistrados quedó desmentido por los hechos. Antes del desembarco de Falces, muchos de ellos declararon que los oidores disponían de alguna información sobre el complot pero que, bien mirado, no tendrían agallas para obstaculizar la insurrección. No por ello, tardaron en llevar a cabo una represión expeditiva. Antes de la llegada del virrey, varios testigos transmitieron el punto de vista de Alonso de Ávila, afirmando que Falces pondría a caldo a los conspiradores, y que debían levantarse con la tierra sin esperar más. Al contrario, una vez instalado, Falces actuó con moderación hasta el punto de parecer cómplice con la liga. Por su lado, uno de los feligreses del franciscano Antonio de Salazar informó al fraile, a través de la confesión, de que los comisarios reales templarían los ardores de los oidores y que venían por petición de Martín Cortés para proceder a su rehabilitación. El incumplimiento de las obligaciones espirituales del monje consolidaba la idea de los conspiradores de que los siguientes representantes del rey actuarían en su favor. El rumor no duró. Al contrario, el desembarco de los dos comisarios (Muñoz y Carrillo) inició una nueva fase de represión más aguda que llegó a su apogeo en el invierno de 1567-1568. Los rumores rebeldes mentían y tendían a subestimar la capacidad represiva de las autoridades judiciales.

			Las reuniones del consejo de México aumentaban los rumores que llegaban a la península. En septiembre de 1565, con la llegada de una carta de Castilla destinada a los contestatarios, un grupo de regidores se encontró en la plaza de México. Fueron primero a la casa de la ciudad para tratar de la línea de conducta que debían tomar. Luego, por miedo a que los oidores los detuviesen por formar junta sediciosa, se reunieron finalmente en casa del conjurado Jerónimo de Bustamante. Recordemos que, tras el fallecimiento del virrey Velasco en 1563, los consejeros de México solicitaron al rey que no nombrara sucesor, sino que invistiera a Martín Cortés con el título de gobernador y capitán general de la tierra. En 1565, los mismos regidores delegaron en dicho Diego Ferrer (un hombre de Cortés) para mediar ante el Consejo de Indias a favor de la perpetuación de las encomiendas. No cabía duda del apoyo de los regidores a Cortés y su descontento. Este mismo proceso condujo a las rupturas con la corona de Gonzalo Pizarro, de Sebastián de Castilla y de Vasco de Godínez.

			Tras los arrestos de los conjurados, el consejo de México remitió varias cartas a Su Majestad para asegurarle la fidelidad indefectible de todos sus miembros. Muy rápidamente, se lanzaron a inculpar al marqués por su responsabilidad en la organización de asambleas contestatarias. Otros muchos momentos de tensiones sucedieron a los periodos más agudos del invierno y de la primavera de 1566. Algunos afirmaron que se dejarían decapitar antes que sufrir la aplicación de un decreto que prohibiese la transmisión de las encomiendas. El visitador Valderrama afirmaba que tal texto no existía. El rumor era eso, solo un rumor. Así, aseguró a don Luis Cortés que: «en ninguna manera se trataba de la cédula de las dos vidas ni había tal cédula e que no había para qué andar tan alborotados ni sospechoso e que así mismo le había mostrado el dicho visitador que escribía a SM en favor desta tierra». Los franciscanos de Tezcuco despacharon a fray Diego de Olarte ante el visitador para convencerle de que las tensiones eran tan fuertes que había que aplazar la aplicación del decreto. El visitador respondió de nuevo «que así lo creía él y que era torcedor [...] y que él juraba que tal cédula no había venido, ni él la tenía, e que así lo certificase este que declara»205. De hecho, no se proclamó ningún decreto. La corona se marcó como horizonte la reducción de las encomiendas, pero en 1565 ningún decreto prohibió su transmisión en tercera vida. Por ende, la idea que los encomenderos se forjaron de la existencia de este texto se alimentaba del conocimiento que tenían de las prácticas del secreto administrativo y judicial. La revelación oportuna de los textos reglamentarios secretos era, en efecto, una de las armas privilegiadas de los visitadores y los comisarios. En esos años 1565-1566, el rumor fue más intenso que las denegaciones de las autoridades.

			[image: 102607.jpg]

			Los relatos de las insurrecciones que habían ocurrido en otras partes, y que traían consigo los rebeldes evasores, reforzaban la idea de los colonos de que había llegado la hora de poner en marcha la conjura. Los de Perú y Guatemala no faltaron a la cita. Pedro de Quesada, uno de los primeros denunciantes del complot, testificó que, al salir de la iglesia de San Sebastián un día de primavera de 1566, encontró a un tal Pedro del Río, que vivió en Perú y que le habló de Lope de Aguirre, «que se había alzado», y de Francisco Hernández, que «dirigió una gran batalla». Precisó también que «los indios eran grandes hechiceros y que manifestaban lo que había sucedido en las dichas provincias [...] no se alzarían tantos como quitaría el rey las cabezas»206. La insurrección de Gonzalo Pizarro fracasó. Con todo, los candidatos a la conjura de la década de 1560 cernían el espíritu crítico revisando el comportamiento del capitán rebelde cuya determinación falló al proclamarse rey. Sin embargo, la memoria de la magnificencia de los Pizarro y el alcance de los movimientos andinos que sucedieron no dejaron de enfervorizar los espíritus rebeldes.

			EL CLAMOR DE LOS CONVENTOS

			Los sayales pardos de los franciscanos sembraban el rumor de un complot inminente. La agitación de los frailes dominicos parecía un asunto secundario. Tanto fue así que los comisarios Muñoz y Carrillo dieron prioridad a la investigación que debía llevarse a cabo en los medios monásticos. Para ello, el provincial de cada una de las órdenes les entregó toda la autoridad necesaria. A lo largo de los meses de octubre y noviembre de 1567, visitaron los conventos y recibieron a varias decenas de testigos convocados en México desde todos los rincones del virreinato. Las casas conventuales vivieron una emoción incomparable. En febrero de 1566, Luis Cal, el guardián del establecimiento de San Antonio de Tezcuco, elogió explícitamente la rebelión de la ciudad: «Vino a declararse y a decir que la tierra se ha de levantar, lo cual dicho por tantas palabras y con tanta exageración, que dio a entender que se quería hacer el dicho levantamiento»207. No contentándose con hacer eco a las triscas de la conjura, el franciscano hablaba en voz alta y prometía contribuir personalmente en el levantamiento llegado el momento. Algunos frailes afirmaban que el guardián había perdido la razón, pues no podían concebir que el religioso tomase las armas y se colocase él mismo a la cabeza de una tropa de insurgentes. Cada uno de los religiosos que los comisarios interrogaron tuvo conocimiento de las peroratas del guardián. Fray Rodrigo de Ayamonte le oyó decir que traería a seis mil hombres para la insurrección. Sin duda, sus palabras fueron demasía.

			El guardián, que estaba en contacto con Martín Cortés y Alonso de Ávila, divulgaba los planes de insurrección entre la comunidad de frailes. Al moverse, difundían los dichos del superior y atizaban los rumores de la conjura a través del país. La mayoría de los monjes presentes en Tezcuco en febrero de 1566 se hallaban en otro santuario en el otoño de 1567. Diego Cornejo de Grado vivía entonces en el de San Martín de Guacachula; el fraile corista Antonio Hernández estudiaba en México; fray Rodrigo de Ayamonte, un converso tonsurado, vivía en el monasterio de Tulacingo; fray Diego Balades se trasladó al mismo establecimiento; fray Juan Pérez se hallaba en Xalapa... Todos hablaban del próximo levantamiento del país. Por esa razón, desde los monasterios de Nueva España, los jueces se afanaron en llegar hasta los religiosos de Tezcuco. Más allá de toda esperanza, la investigación desveló una multitud de pistas judiciales. De este modo, resultó que el convento de Tulacingo había ocupado en la conjura una función de posta determinante.

			Entre otras numerosas deposiciones, la de fray Francisco de la Puente, guardián del monasterio de Tepeapulco, trajo a colación bastantes recuerdos que interesaban a los pesquisidores. El fraile habló del comportamiento de fray Diego Terrazas, que residía en el convento de Tulacingo: «Tomó en las manos un vaso y lo volvió boca abajo y dijo que antes de dos años estaría vuelta la tierra como estaba aquel gubilete [...] y fray Luis Cal decía en su convento “estos bellacos laguneros cómo no acaban de hacer lo que han de hacer”»208. Fuera y dentro de los conventos, los frailes menores tremolaban las palabras de la desobediencia. No escatimaron en manifestaciones bullangueras en las que auguraban un levantamiento que arrebataría las Indias al rey de Castilla. Así, los guardianes de los conventos de Tepeapulco, de Zacatlán y de Tepeca participaron en una escena curiosa que relató a los comisarios fray Diego de Llanos. En noviembre de 1565, durante una comida de taberna, denigraron el nombre de Su Majestad por descuidar los hijos de los conquistadores, dando puñetazos en la mesa para acompañar sus imprecaciones. El provincial de la orden que intentaba colmatar las fugas y templar los excesos obtuvo muy pocos resultados.

			Sin embargo, en varias ocasiones, el superior presionó a los frailes testigos para que callasen, según el caso, su complicidad con el complot o su apoyo al rey. Según decían varios monjes, fray Diego Cornejo, temiendo una sanción, vaciló en decir todo lo que sabía durante el interrogatorio en presencia de Diego Olarte, el provincial de su orden. Este último sirvió a Hernán Cortés, padre del marqués. De este modo, tuvo que esperar la salida del superior para obtener del testigo declaraciones libremente consentidas, una afirmación que el abogado del marqués no tardó en recusar. Otros, en cambio, insistieron en las temibles amenazas que el oficial franciscano dejaba caer en los disidentes con el asentimiento de don Luis Cortés. El franciscano Rodrigo de Ayamonte relató a los comisarios que Luis Cal mandó callar al guardián del convento de Suchimilco por pregonar su adhesión al partido regalista. Para mostrarse perfectamente convincente, don Luis Cortés afirmó al mismo guardián que sería el primero en recibir un arcabuzazo. El guardián no dijo nada más.

			La liga debía asociar a los indios, que tenían buenas razones para ocupar las filas de los conjurados. El marco legislativo de las Leyes Nuevas, rescindido y luego parcialmente reactivado, prohibía al clero poseer encomiendas. Se orientaba a privar a la jerarquía eclesiástica del servicio personal de los indios y de los tráfagos del acarreo a los que recurría con asiduidad. A los frailes mendicantes no les incumbían directamente las amenazas que hacían peligrar la transmisión de los repartos de indios en tercera vía. Sin embargo, los frailes se hallaban en una situación de estricta dependencia en relación con los grandes encomenderos, ya que los conventos se situaban en sus dominios y se alimentaban a menudo de la producción de sus encomiendas. En general, la pastoral mendicante estaba al servicio de los repartos de indígenas, al igual que el trabajo de los laicos pobres a los que contrataban los ricos encomenderos.

			El convento de Zacatlán se hallaba en la zona encomendada a Antonio de Carvajal. En la primavera de 1566, el apoderado Pedro de Bragueños solicitó a los monjes que enjaezasen sus caballos para llevar a cabo una eventual operación contra México. La colusión entre monjes y encomenderos quedaba patente. Por esta razón, los oidores enviaban al clericato al banquillo de los sospechosos. Fray Alonso de Benavides era el intérprete entre españoles e indios. En el convento de Coautitlán, en el que vivió dos años antes, arrimó el hombro durante la preparación del convite de indios que ofreció Alonso de Ávila a Martín Cortés. Esta mascarada obsequiosa y bulliciosa, en la que los conjurados participaron disfrazados de indios, fue considerada por los oidores un ensayo de la gran noche que planeaban los conjurados. El convento de fray Benavides se encontraba en el territorio de las encomiendas de Alonso de Ávila, en el que se confeccionaron los preparativos de dicha fiesta.

			Varios franciscanos relataron que los indios que vivían en sus zonas estaban dispuestos a defender la autoridad de Su Majestad. El provincial Diego de Olarte, acusado de soliviantar a los caciques, se defendió de tal acusación afirmando que, al contrario, les había exhortado a defender el servicio del rey. Algunos denunciaron las medidas que tomaron los comisarios reales, dirigidas a imponer un recargo fiscal sobre los indígenas que solo los encomenderos trataban debidamente. La actividad sediciosa del guardián Luis Cal traspasó ampliamente los muros conventuales y se orientó hacia los indios. Según Juan Pérez, fraile predicador de Tezcuco que se enteró por un monje de Tepeaca, Luis Cal enardecía a los indios de Tlaxcala con el objetivo de prepararlos para un asalto. Era el signo de la influencia que el franciscano ejercía en ellos.

			Con esto, el control de los indios dependía de la colaboración entre los franciscanos y los encomenderos. Los monjes temían que cualquier ataque a este control provocara la pérdida de la instrucción del catecismo de los indígenas: «Nuestro Señor no puede permitir que sea hecho tanto daño a los naturales y que perdamos su doctrina». Así, los religiosos mendicantes proporcionaron un argumento religioso en defensa de la encomienda. Dios no podía desear que los indígenas se quedasen mucho tiempo sin ninguna educación cristiana. El guardián de Tezcuco se afligía de pensarlo: «los indios no habían de pagar más de a medio peso de tributo y la doctrina había de ser muy a favores dellos». Muchos españoles exigían más que esa cantidad. La mayoría de los testigos se avinieron a que los monjes deseaban fervorosamente la rebelión. Recordemos que los grupos de soldados ociosos mantenían discursos de desobediencia vehementes afines a los de los religiosos.

			Por supuesto, los rebeldes contaban con cosechar algún fruto personal del éxito del movimiento: los españoles que se hallaban a la vista conseguirían hacerse duques o marqueses; los religiosos que encabezaran la conjura llegarían a ser obispos y provinciales de su orden. Según la confesión de Alonso de Benavides, «ya estaba señalado arzobispo de México y no dijo quién»209. Podríamos apostar a que el guardián del convento de Tezcuco o el provincial de los franciscanos, Luis Cal y Diego de Olarte respectivamente, se imaginaban ya en ese puesto. Para ello, los conjurados debían obtener el reconocimiento de Roma y recibir de Su Santidad el patronato de las Indias. Por su lado, las autoridades prometieron algún cargo a los delatores más avezados210.

			Sin embargo, apenas encontramos entre los franciscanos la expresión del espíritu profético y milenarista de algunos otros monjes mendicantes. Hubo, con insistencia, una profecía atribuida a san Isidoro, repetida de varias maneras. Una de ellas decía que «Las Indias serían gobernadas un día por otro rey»; otra, «que el año de sesenta que se entiende hasta entrar en el de setenta perderá el rey de España las Indias y que las gobernará perpetuamente un nacido en ellas». Los monjes se conformaban con evocar esta improbable profecía cuya fuente parecía escapar a todos. Los pesquisidores buscaron en vano el poseedor del libro en el que figuraba esa palabra de san Isidoro. Al igual que el vulgar rumor, las profecías anunciaban públicamente un acontecimiento, un momento y un lugar ocultos por una perífrasis o una metáfora. Aun así, eran demasiado generales para poder interesarles a los pesquisidores, cuyo principal objetivo era desenmascarar el detalle de los planes secretos de los conspiradores.

			Los muros del convento de Tezcuco tenían ojos y oídos. Recordemos que en julio de 1566 el delator Espinosa buscó a un confesor de confianza para poder aliviar su conciencia. El guardián Luis Cal lo recibió en confesión tras encerrarse en una celda con el pretexto de que escuchaban detrás de las puertas. De hecho, algunos monjes como Juan Pérez eran dados a espiar a sus hermanos.

			Con la oreja pegada a la celda de Luis Cal, fray Juan Pérez oyó con nitidez al franciscano hablando del alzamiento con Juan de Castañeda, el guardián del convento de Guaxutla. A principios de 1566, este último se quejaba de la falta de determinación de los hombres de México al mismo tiempo que Cal afirmaba que otros alzarían Puebla, Guatemala y el Yucatán. Según el guardián, la participación en la insurrección no era un pecado mortal. Otro día, el mismo curioso echó una ojeada de soslayo al despacho de Luis Cal, en el que había una carta comprometedora. La firma del fraile rebelde Diego de Olarte figuraba a pie del texto. En este, se hablaba de forma explícita de la vecina rebelión. Según el sagacísimo monje, en el Yucatán le anunciaron al franciscano Juan de Ocaña que todos aquellos que afirmasen la vinculación de Cortés al partido regalista serían liquidados. Con toda evidencia, Pérez demostraba aptitudes peculiares para oír las voces del secreto. Como quiera que fuese, Juan de Castañeda lo negó todo rotundamente y acusó al denunciante por su malevolencia para con él. Las enemistades acompasaban también el ritmo cotidiano de los monjes. Una veintena de frailes menores contribuyeron, pues, a apuntalar las acusaciones.

			El guardián Cal no fue el único que predicó la insurrección. El visitador Valderrama persiguió muy pronto a los franciscanos Andrés de Salcedo y Pedro de Torres. Ambos profirieron palabras de desobediencia invocando el alzamiento contra Su Majestad. El provincial del orden no tuvo más alternativa que detenerlos junto a Luis Cal, a quien enviaron finalmente a España. Pedro de Torres fue recluido, con toda seguridad, en un convento de la península.

			Andrés de Salcedo se escondió sucesivamente en casa de un tal Antonio de Herrera, en Tacuba, antes de retirarse en México, en casa de don Luis de Quesada, quien le ayudó con algo de dinero y un caballo para ir a Perú pasando por Guatemala. Una criada de Antonio Herrera hizo de ello un relato a su hermano, el fraile Francisco de Herrera. Según el dominico Francisco de Reinoso, don Luis de Quesada ocultó al prófugo ocho días antes de su arresto y de su fuga con ayuda de algunos amigos. Salcedo, disfrazado de laico, cubierto de harapos y enfermo, llegó hasta el convento dominico de San Salvador de Guatemala. Allí murió poco tiempo después de su llegada. Fray Juan de Palacio, de viaje en Honduras, supo de su fallecimiento por los monjes de la provincia.

			El sacerdote Antonio de Salazar, residente en San Francisco de México y confesor de varios conspiradores, fue también reconocido como culpable de fomentar la revuelta. Sospechando los comisarios que no decía la verdad, fue condenado a permanecer encerrado en dicho convento. Aunque se demostró que los franciscanos habían sido los religiosos más activos y los más implicados en la conjura, fueron los menos perseguidos por crimen contra el servicio a Su Majestad. Un puñado de ellos fue condenado por la justicia episcopal al exilio y a la reclusión en algún convento. Por su parte, los dominicos de México padecieron testimonios imprecisos que solo contaban los rumores del momento. No fueron víctimas de ninguna acusación entre los suyos.

			LOS DOS SECRETOS

			El campo legalista y el partido de la desobediencia se espiaban recíprocamente. En los márgenes de la conjura, así como en su núcleo principal, la sospecha rodeaba el secreto para retenerlo aún mejor. Siguiendo una idea banal, de alguna manera este secreto estaba vinculado al principio del reparto. La organización del complot y la de la administración de las Indias se basaban ampliamente en el comportamiento de los individuos elegidos para actuar. Según Cortés, la liga solo podía ser aristocrática. Debía apoyarse en hombres de bien que fortalecían el secreto por virtud de su comportamiento. Los contornos, las prácticas y los usos de los dos secretos, el de la liga y el del partido regalista, respondían a preocupaciones bastante distintas. Por lo tanto, las traiciones y la complicidad entre supuestos adversarios desvelaban parcialmente el secreto de cada una de las partes, contribuyendo así a borrar los límites entre ellas. Sin embargo, los que se salían del perímetro que circundaba el secreto, haciendo creer que el complot era solo una farsa, lo fueron a su costa. Los oidores, aislados y apenas armados, juzgaron la pose de la fanfarronería muy en serio. Acusaron de traición a aquellos que sabían y que no habían dicho nada, la culpa scientia. Los letrados del Consejo de Indias no tardaron en contar este delito como base de la acusación contra Cortés.

			Los contornos del secreto en el partido del complot fueron definidos durante una serie de encuentros mantenidos en el otoño de 1565. Evidentemente, los límites del secreto de las autoridades políticas y judiciales se definían de otra manera211. Tras el convite indio de noviembre de 1565, una junta fundadora de la conjura reunió a los hermanos Cortés, Alonso de Ávila, el licenciado Espinosa, Baltasar y Pedro Quesada, Cristóbal de Oñate el Joven, Gil González de Ávila y Diego Arias de Sotelo. Todos formaban el núcleo central del complot. Eran hombres elegidos, prole de hidalgos sin dinero, pero todos eran hijos de conquistadores, la mayoría encomenderos y amigos de Cortés. Estaban muy vinculados al cabildo municipal, ya que seis de ellos eran miembros del concejo de México. Alonso de Ávila solicitó que los presentes firmaran un pacto de compromiso con la liga, a la que invitaron a Hernando de Bazán (nieto del alcalde Albornoz), Juan de Valdivieso y Antonio de Carvajal el Joven. Varios de los presentes se negaron. El marqués consideró inútil y peligrosa la conclusión de un pacto firmado para reclutar a hombres tan tenaces. La lista de las firmas que anudaban el secreto del complot vinculaba a los conspiradores, vigilando su adhesión al partido de la desobediencia. Era un tipo de obligación para estrechar las filas y un bastión contra la traición de la liga. Según Ávila, su rechazo significaba un mal augurio.

			Desde el punto de vista de los oidores, una lista de conspiradores podía convertirse con facilidad en una lista de detenidos. Su existencia bastaba para justificar una condena. En 1548, tras la toma de Cuzco, el ejército de los jueces de Lima encontró unas listas de los soldados reclutados por los capitanes de Gonzalo Pizarro en el despacho del caudillo. Estas listas fueron la base de las condenas pronunciadas ulteriormente. En el negocio de Cortés, el licenciado Espinosa afirmó haber proporcionado a Alonso de Ávila la lista de los doce soldados que conocía. Por ocupar una especie de función de muestra ficticia, solo iba destinada, según el delator, a dar gato por liebre y a confirmar su adhesión al movimiento. El secreto y la delación se mezclaban en la lista.

			No parece que haya existido una lista general del complot de Martín Cortés. No obstante, los testimonios de las diversas rebeliones aluden con regularidad a documentos de este tipo. Sus nombres, furtivamente apercibidos como fantasmas, transitaban siempre por vías inesperadas. Alonso de Ávila exhibió una colección de ciento veinte nombres ante Baltasar de Quesada, de modo que el testigo solo pudo leer en la lista el de Juan de la Torre. Según fray Bernardo de Santa María, Diego de Pizarro, que se jactaba de ser pariente de los insurgentes de Perú, vino de México a Tehuantepec para hacer una bomba. En esta ocasión, le declaró al franciscano que, como capitán, había llevado en sus botas el pacto firmado por los aliados. Uno de ellos sabía que los cómplices de Hernández de Girón escondían una lista en un agujero de la columna del baptisterio de la iglesia de Lima; el otro se percató de los nombres de los conspiradores de México en una carta que se dejó en el despacho de un rebelde; el tercero vio una serie de nombres cifrados entre las manos de un conjurado. Solo los jueces y comisarios tenían dificultades para echar el guante a una de esas listas.

			La mención de tales documentos galvanizaba la fogosidad de los rebeldes. Apuntaban a convencerles de que fuesen numerosos y a tranquilizar a los más dubitativos. Para ello, era menester registrar el núcleo central de la rebelión, al igual que la tropa de los conjurados más modestos. Las necesidades de reclutamiento de la liga inducían así a ampliar los contornos del secreto. El ideal de una insurrección aristocrática se halló, pues, desbordada por la irrupción de hombres más numerosos, sin bienes, lenguaraces y poco fiables. Recordemos que, a los ojos del marqués, muchos de los que reclutó Ávila «no era gente en quien se podía confiar [...] para el negocio se necesitaban hombres de calidad que tuvieran de qué comer». Como quiera que sea, el pacto, la lista y la cifra simbolizaban la forma escrita del secreto; los índices mismos de la conjura, de la que los oidores se afanaban en percibir algún rastro. Una esplendorosa prueba de ello son las páginas tan detalladas que el cronista Diego Fernández consagró a los diversos métodos para cifrar en su Historia del Perú, mencionada anteriormente. En cambio, resulta dudoso que los conspiradores hayan recurrido con frecuencia a estas mañas para garantizar el secreto de su negocio.

			Siguiendo imperativos contradictorios, era menester limitar los intercambios de información y a la vez reclutar a una cantidad de hombres suficiente para desencadenar la insurrección. Por este motivo, las fiestas eran más de lo que parecían. Desde el regreso de Martín Cortés, la sociedad de los españoles de México vivió en clamorosa agitación. Se organizaban convites, juegos de naipes, de cañas, torneos, celebraciones familiares y otras mascaradas a caballo muy seguido. Estas reuniones festivas, aunque no eran percibidas sistemáticamente como un teatro de la insurrección, fueron objeto de una condena moral sin precedentes por parte de las autoridades, que veían en ellas una fuente de desórdenes. Desde la primavera de 1564, el virrey Velasco y los oidores temieron que esas fiestas se convirtieran en el preludio de un asalto. Alonso de Ávila les intimidó en particular durante los regocijos que organizó en homenaje a Martín Cortés.

			Según el dominico Alonso de Benavides, el convite indio tuvo lugar el primer domingo de noviembre de 1565, en un periodo de gran exaltación de los conjurados212. Sumando los diferentes detalles proporcionados por los testigos, todo parece indicar que la ceremonia se llevó a cabo de forma poco corriente. A la caída de la noche, Alonso de Ávila entró en México en compañía de veinticuatro a treinta caballeros y arcabuceros disfrazados de indios. La tropa, acompañada de numerosos indígenas procedentes de los pueblos del conspirador, traía infinidad de platos suntuosos a modo de ofrenda para el marqués y su esposa. Como cosa impensable para un encomendero, los alfareros indios de Coautitlán realizaron con arcilla toda la vajilla en la que se sirvió el convite. Los vasos y las jarras llevaban la letra R como ornamento. Las garrafas llevaban el anagrama REIAS rematado con una corona. La letra A llevaba encima una N, lo que según los oidores significaba «Reinarás». Entre los invitados de honor destacaba el licenciado Valderrama, comisario real y visitador de Nueva España.

			Durante días, los jueces de México estuvieron convencidos de que la fiesta de Alonso de Ávila había supuesto un toque de queda a la audiencia, por lo que no descansaron hasta saber quién había asistido a ella. Además del vulgo, los testigos proporcionaron a los jueces una infinidad de precisiones. El licenciado Espinosa, que había preparado la llegada de Ávila, explicó que la feliz tropa se paró en la parroquia de Santiago. Dispusieron unos pendones mientras los músicos ensayaban romances y motetes compuestos para la fiesta. Ávila se disfrazó de cacique indio, a diferencia de otros caballeros. Se arrodilló ante el marqués en el momento de la recepción de la tropa: una escena que refrendaba la sumisión de Moctezuma a Cortés. Espinosa relató la respuesta que dio Ávila a varios caballeros que encarecían la opulencia de la comida: «Alonso de Ávila [...] salía hecho de indio cacique [...] le llegaron ciertos caballeros: “bien proveído viene vuestra merced” [...] les respondió, “bienes nos hartemos e nos demos un hartazgo. Pues el rey nos quiere quitar la comida, hartémonos primero”». El sentido que tomaba la escena de homenaje del falso Moctezuma a Martín Cortés, al igual que el de la metáfora política de la comida pantagruélica, no podía pasar por alto para nadie.

			Ávila ofreció una guirlanda de rosas a la marquesa. Le puso en la cabeza una corona de plumas. Un bufón llamado Robledillo exhortaba a recibirla al son de una música alegre, mientras se oían varios arcabuzazos. Todos recibieron guirnaldas de flores con pendones que llevaban lemas en forma de máximas. La que entregaron a Cortés lucía el precepto: «No temas la caída, pues es para más subida». El marqués hizo pedazos el pendón después de leerlo, por miedo a que el lema que lucía fuera demasiado explícito. Para los indios presentes, pero también para ilustrar el destino común de los colonos y los indígenas en una tierra nueva, el mediador Pedro Ruiz pronunció en lengua de indios un discurso con las ideas de Alonso de Ávila. Vitoria de Alvarado, un soldado que había llegado de Perú, transmitió la versión castellana en voz alta: Ávila era el vasallo de Cortés, y doña Ana, la reina de la fiesta. Los que le acompañaban como avenidos del marqués deseaban servirles y honrarles según las costumbres de la tierra. Las letras de los motetes compuestas por Agustín de Sotomayor (corregidor de la zona de Tepocotlán) tenían igualmente un doble sentido, explícito tan solo para los que participaban del secreto del complot.

			En total, la velada acogió a un centenar de comensales, hombres y mujeres, un número bastante superior al del círculo ordinario del marqués. Terminados los ágapes, la mascarada continuó su jarana por las calles de México. A la luz de las antorchas, esta se dibujaba al ritmo de los cantos compuestos para la ocasión, pregonando los méritos de Martín Cortés. Las mujeres de Alonso de Ávila y de don Juan de Saavedra iban en parihuelas que cerraban el desfile. Los participantes se lanzaron eufóricamente bolas de tierra seca que contenían ceniza y flores, las llamadas «alcancías». Tenían que esquivarlas con la espada para evitar que se les cayeran encima, provocando la risa del cortejo. Hacia la una de la mañana, los caballeros entraron en casa de Alonso de Ávila, donde les esperaba un último convite.

			Cada una de las precisiones que dio Espinosa vino a confirmar las inquietudes de los oidores, sorprendidos por la entrada de una tropa tan fuerte en la plaza de México. Meticulosamente preparada en los pueblos de los encomenderos, esta se reunió en secreto en una iglesia situada a una cuarta de la audiencia sin que los jueces sospecharan nada. Eran infinitas las trastiendas de la rebelión. La prueba fue que, llegado el momento, las tropas insurgentes armadas en los pueblos indios entraron sin problema en la capital. Los acontecimientos ocurridos en los Andes en 1553 y 1554, durante las insurrecciones de Sebastián de Castilla, Egas de Guzmán y Vasco de Godínez, se produjeron en un escenario idéntico. Además, por su último proyecto de alzamiento contra los oidores de México, Alonso de Ávila reunió a los soldados más valerosos en su pueblo de Cumpango.

			No obstante, era evidente que no todos los comensales del convite indio eran conspiradores activos. El testigo Baltasar de Quesada resumió muy bien la situación: «Aquella noche no se trató de hacer alzamiento, ni se platicó, ni se prepararon para ello los que se hallaron presentes en la dicha máscara y para los conjurados, como este confesante, aquella fiesta era una representación del dicho alzamiento»213. Los miembros del Consejo de Indias no omitieron señalar que la organización de una representación de la rebelión suponía que el plan de insurrección existía realmente. Lo peor era que esa «representación» de dicha rebelión pudiese reunir a tantos participantes, entre ellos, al comisario Valderrama y a hombres al servicio de Su Majestad, como el corregidor Agustín de Sotomayor.

			A principios del nuevo año de 1566, siguiendo esos alegres correteos, los rebeldes pensaron varias veces organizar un torneo a escondidas para proceder al ataque de la audiencia. Juan Bautista de Grimaldo, intendente de la Casa de la Moneda de México, dio fe de ello ante los comisarios reales en noviembre de 1567. El marqués Martín Cortés y Bernardino de Bocanegra, de su círculo de amigos, recibieron a un tal Hernando de Mérino en compañía de Alonso de Ávila, con la idea de solicitarles que reclutaran a doscientos soldados para un torneo. Mérino se negó. Ávila le mandó que jurara guardar el secreto, lo que acabó por convencer al intermediario de que tal manifestación serviría directamente a la insurrección. Para el desfile de una nueva cofradía, el día de San Hipólito (día de conmemoración de la toma de México por Hernán Cortés), los conspiradores más fervorosos organizaron una nueva demostración de fuerza. Ávila dejó de contar los detalles del escarceo con el mismo Martín Cortés. Allí esperaban a un centenar de arcabuceros. Andrés de González, sargento experimentado proveniente de Florida, llevaría a la tropa de San Hipólito. Con este fin, los hombres de Cortés y varios indios prepararon gallardetes con los lemas del marqués: dos manos con la palabra fides y una torre de plata con un bando que decía fortitudo. La comitiva debía ir guiada al mismo tiempo por uno de los criados del marqués, un tal Otalora, pero no tuvo lugar214. Estos planes mezclaban complot y demostraciones públicas. Fluctuaban según les placía a los conspiradores y en función de la versátil actitud del marqués. Cada cual exigía una preparación secreta marcada por juntas e intercambios de informaciones.

			Como si fuesen artefactos del secreto, los conspiradores velaron por preservar el efecto sorpresa necesario para la insurrección. Les gustaban la noche, los amaneceres, los lugares apartados, los fingimientos, los mensajeros secretos y las misivas codificadas. Se aprovechó todo lo que podía pasar por asunto escondido y tapadera. Recordemos que en marzo de 1553 los insurgentes de Sebastián de Castilla, escondidos parte de la noche en las casas vecinas, irrumpieron en el amanecer en casa del corregidor de Charcas para atravesarlo con la espada. En la primavera de 1566, en el convento franciscano de Tezcuco, dos monjes apostaron que los fuegos de la revuelta iluminarían el cielo de México. Pasaron la noche en vano colgados del campanario del convento. Varias veces, el franciscano Juan Ortiz se percató de que el guardián del mismo convento, Luis Cal, salía en canoa por las noches de las riberas de Tezcuco para llegar a México en compañía del corista Antonio Hernández. Los dos hermanos menores se encontraron allí con Alonso de Ávila y Martín Cortés, antes de regresar con el crepúsculo, entre las brumas del lago. Si bien las noches eran cómplices de la conjura, favorecían también la traición de la liga.

			Con el objetivo de prevenirle del peligro de una insurrección inminente, el franciscano Cornejo de Grado fijó una cita discreta con don Luis de Velasco. La primera vez, este último pasó por el camino de Tezcuco, disfrazado de indio; la segunda vez, se hizo pasar por un esclavo, parándose en los pueblos indios hasta la noche, con la idea de hablarle al fraile rebelde. Disfrazarse de indio no siempre tuvo el mismo sentido ni el mismo resultado. El travestismo, las horas tardías, así como los lugares discretos, apenas tuvieron efecto para sellar el secreto de la visita. El bocazas de fray Cornejo, de alma confusa y vivaracho, lo dijo bien para quien quisiera oírlo: «por la mañana dijeron [...] como había estado aquí aquel caballero y fue muy público entre españoles e indios, y a quién había hablado, y así fue tan público y es como si fuera a las doce del día»215. Las horas y lugares del secreto no siempre fueron eficaces.

			Los disfraces de los conjurados eran tan útiles para sus planes como para su huida. Esto fue, al menos, lo que esperaban. Antes incluso de la delación del complot, fray Gómez de Vitoria, al que se le atribuía un gusto excesivo por la espada, abandonó su hábito monástico cambiándolo por la ropa de los laicos, menos incómoda para combatir. Con la idea de escapar a los pesquisidores que le perseguían por confesar a los rebeldes, el franciscano Andrés de Salcedo consiguió la ropa de algún laico ante el encomendero don Luis de Quesada. La llevó puesta hasta su llegada a San Salvador de Guatemala, donde murió en el convento franciscano de la ciudad. Los otros frailes menores no parecían haberle guardado rencor por el cambio vestimentario. Al contrario, el conspirador Ángel de Villafranes se dirigió al superior del convento dominico de México para solicitarle el hábito de la orden, justificando su actitud con la voluntad de enmendar sus culpas. El prior Francisco de Reinoso, temiendo que el pretendiente mostrara más interés en el sayal que en sus futuros votos, le indicó que volviera cuando hubiera saldado sus cuentas con la justicia. El hábito no hacía más al monje que al conspirador.

			Entre los miembros del núcleo central de la conjura, Pedro de Aguilar y el licenciado Espinosa hicieron de mensajeros, una función que se tradujo en un sinfín de idas y venidas. En la primavera de 1566, los enlaces entre los conspiradores tuvieron algunos fallos. Aguilar esperó varias semanas una carta de don Luis Cortés con destino a los conjurados de Puebla. Ávila, que estaba preocupado, envió a sus allegados para preguntar por lo que hacía Aguilar. Era un tipo de desconfianza y de vigilancia entre conspiradores. El agente de enlace se molestó por este retraso exasperante de don Luis, con toda seguridad motivado por alguna desconfianza hacia su persona, hasta el punto de ir a denunciarlo todo a los oidores. Aguilar no apreció que le hicieran correr a tontas y a locas. Como sabemos, este baile de entradas y salidas pasó por fases de actividad frenética (en el otoño de 1565 y en la primavera de 1566) seguidas por periodos de calma, cuando en el invierno de esos mismos años el marqués se retiró a sus pueblos y Ávila cayó enfermo.

			Había gran riesgo de que los oidores se percataran de un alboroto tan grande. Por ello, el pretexto del juego de naipes o de la pelota sirvió a menudo de tapadera en las juntas de los conspiradores. La práctica de esta suponía una instalación fija. Una vez en su sitio, era costumbre convidar a los amigos a aquel pasatiempo. En la primavera de 1566, fue uno de los subterfugios que empleó Alonso de Ávila para recibir en su casa a la tropa de los conjurados. La visita de las casas de esas personas de primera fila exigía que estos se atuvieran a la confidencia. Para interrumpir el juego de las bolas, Cortés decía que le dolía la barriga antes de retirarse a las habitaciones de su huésped. Allí las discusiones podían mantenerse a puerta cerrada. El licenciado Espinosa, que mencionaba sus encuentros del mes de diciembre de 1565, precisó: «en casa de Alonso de Ávila, nos apartamos hacia un rincón de la habitación»216; y otro día «salimos para ir a la sala capitular de la iglesia donde nos encerramos para hablar»217. En la primavera de 1566, el deán del cabildo citó a los conspiradores en la iglesia cercana, saliendo de casa de Cortés. Por supuesto, los pesquisidores de toda calaña velaban por conocer el detalle de los lugares a los que los testigos habían ido. Los desplazamientos y los encuentros sellaban los contornos del secreto.

			Según el principio de que todo súbdito podía escribirle al rey, las protestas de los encomenderos comenzaron remitiendo cartas de quejas públicas a Su Majestad. Tras el fallecimiento del virrey Velasco en agosto de 1564, los miembros del concejo de México solicitaron al rey que Martín Cortés fuera nombrado capitán general y gobernador de la tierra. En la primavera de 1566, un tal Ferrer (apoderado de Cortés) fue enviado por la ciudad ante los miembros del Consejo de Indias para abogar por la causa de la perpetuidad de las encomiendas. Según los oidores, los candidatos a la insurrección se hallaban entre los signatarios de esos correos. El concejo vio perfectamente el peligro de que lo asociaran con un nido de conspiradores. El 8 de julio y el 3 de agosto de 1566, los regidores que quedaron libres reclamaron su fidelidad al rey en una carta pública. El envío de una demanda al príncipe los excluía de implicaciones en el complot secreto. Muchos fueron los que se remitieron públicamente a Felipe II mientras atacaban su persona o su política.

			La existencia de misivas codificadas atenazaba a los pesquisidores y a los conjurados. Algunos fanfarroneaban de usar una cifra entre ellos que les permitiría avisarse del estallido de la insurrección. Otros se jactaban de escribir en lengua de indios. La mayoría se contentaba con camuflar el sentido de sus textos modificando los nombres de los protagonistas o el del negocio tratado, a menudo, de forma grotesca. En los intercambios entre los Cortés y Ávila hubo de mencionarse la preparación de la insurrección como si fuera un idilio entre los protagonistas. Según el caso, Martín Cortés y Luis Cortés eran la dama con quien Alonso de Ávila debía contraer matrimonio: si el marido tardaba en venir a México, la dama expresaba su descontento; cuando sonara la hora de la insurrección, la dama convocaría al cumplimiento inminente del matrimonio.

			Cualquiera que fuera su forma, los conspiradores debían destruir los textos comprometedores. Estas recomendaciones aparecían en los testimonios de diversos conjurados, al igual que en las comisiones dadas a los oficiales reales. Ávila ordenó al que llevaba los correos de la conjura a Puebla que «borrara las cartas una vez que se hubieran leído». Se añadía a estas destrucciones el hecho de que el contenido de esas cartas consistía a menudo en una acreditación del mensajero que entregaba luego oralmente la información principal a sus cómplices. El rebelde Francisco Hernández de Girón confesó desde 1554 que él recurría generalmente a este último procedimiento. Los oidores disponían, pues, de pocos documentos de cargo contra los conjurados. Reales o imaginarias, las cartas percibidas por los testigos interesaban sumamente a los pesquisidores. El intercambio de un texto codificado acusaba por sí mismo a los autores y destinatarios de participación en la liga. En noviembre de 1567, fray Diego Cornejo juró que el guardián del establecimiento de Tezcuco, fray Luis Cal, le enseñó una carta del mismo marqués en la cual le aseguraba al timorato fraile que la insurrección se llevaría a cabo ocasionando pocas víctimas, solo moriría una docena de individuos. El franciscano que reconoció formalmente la firma de Martín Cortés al pie de la misiva afirmó que se había borrado o cifrado una parte del texto. Este llevaba tachaduras sospechosas que no podían pasar por simples guillochés.

			Los pesquisidores les seguían la pista a las cartas. Eran textos de adhesión, similares al que llegó de Guatemala y por el que diversas personalidades se pronunciaron a favor de la rebelión. Eran cartas de apelación como refuerzo, como la que escribió el encomendero Diego Arias de Sotelo a su hermano Baltasar de Sotelo, que vivía en Michoacán, para que volviese a México. Eran amenazas escritas, al modo de las remitidas por don Luis Cortés a Antonio Roldán, el guardián del convento de Suchimilco: hablaba demasiado en defensa del rey, y el primer arcabuzazo que se tirara sería para él. Eran cartas destinadas a la compra de armas y caballos. Los oidores lo interpretaron todo para identificar a los que estaban en el secreto de la conjura.

			Tanto antes como después de la delación de la conjura de Martín Cortés, el rumor de una insurrección inminente hostigaba a la península. Los denunciantes de la primavera de 1566 temían haber avanzado demasiado en su compromiso con la liga. Los oidores, intranquilos por las escasas reservas de sus cañones y sus arcabuces, contaban con sus apoyos, arrinconados en el edificio de la Casa Real. Nadie se escapó al miedo que suscitó la incertidumbre. Los franciscanos, poseedores de una red de conventos por toda la tierra y prestos a pronosticar un futuro feliz, extendieron ampliamente el rumor de un levantamiento. En tales condiciones, los límites entre las confesiones espirituales y judiciales fueron difuminados con frecuencia, así como los que separaban el secreto conspirador de las prácticas del secreto judicial. La ola de represión que los oidores llevaron a cabo durante el verano de 1566 no fue suficiente para el Consejo de Indias, que deseaba extirpar hasta las raíces más finas de la rebelión.
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			CAPÍTULO XII

			El proceso de Cortés

			El 16 de julio de 1566, los oidores ordenaron el arresto de los principales sospechosos: los hermanos Cortés, Alonso de Ávila y su hermano mayor Gil González, así como el deán de la catedral de México, Alonso Chico de Molina. Los jueces dictaron un arresto contra aquellos que tenían algún vínculo con el marqués. Puesto que el visitador Valderrama se había ido de Nueva España, fueron los oidores y el procurador de México los que orquestaron con presteza esta primera fase de represión, es decir, veintidós arrestos domiciliarios, menos de una decena de encarcelamientos y dos decapitaciones. Era poca cosa para exterminar en todo el país el germen de la desobediencia, tan solo una reacción suficiente para dejar huella en los espíritus y acabar con el complot. El marqués de Falces (Gastón de Peralta) se instaló en México como virrey a finales del mes de octubre de 1566. Gobernó esforzándose en tener peso sobre los asuntos judiciales que estaban pendientes, pero su moderación fue interpretada rápidamente como una forma de complicidad con los conjurados. Por este motivo, nombraron tres comisarios en junio de 1567 con el objetivo de continuar con la represión. Uno de ellos, el licenciado Jarava, murió poco antes de la llegada de la flota a las Canarias. La instalación de Alonso Muñoz y del doctor Luis Carrillo en México abrió una fase de represión más aguda, que llegó a su apogeo en el invierno de 1567-1568.

			LA VENGANZA DE LOS OIDORES

			Los oidores acusaron a Alonso de Ávila de instigador del complot. Según varios testigos, lo planeó con Cortés desde el mes de septiembre de 1565. Con 25 años de edad y casado con María de Sosa, la hija del tesorero don Juan Alonso de Sosa, la corona lo persiguió reivindicando una parte de sus indios. Los oidores arrestaron también a su hermano Gil González, un año mayor que él, aunque ninguno de los denunciantes le citara como rebelde. Una cédula prohibiendo la transmisión de las encomiendas en tercera vida hubiese puesto en compromiso la perennidad de las posesiones de los dos hermanos, heredadas de su padre, el conquistador Alonso de Ávila y Benavides. Los ingresos de Alonso alcanzaban entre 6.000 y 7.000 pesos anuales, un beneficio considerable que quedaba lejos de los ingresos del marquesado de Martín Cortés. No cabe duda de que Alonso se entusiasmó con las perspectivas de cambio que la insurrección prometía en la tierra. Durante casi un año, no se cansó de obrar para poder llevarlo a efecto. Desde el otoño de 1565, la fiesta del convite indio que ofreció a Cortés dejó espantados a los miembros de la audiencia. Ávila debía morir. Peor aún, la acción del encomendero no se detuvo ahí.

			Como regidor, fue uno de los que incitaron al concejo a escribirle al rey para que Martín Cortés fuera nombrado gobernador y capitán general de Nueva España. En 1565, apoyó la delegación de un emisario en la península para obtener de la corona la perpetuidad de las encomiendas. Luego, el pugnaz jefe de orquesta de la conjura, garantizando el contacto entre Cortés y una buena veintena de otros conspiradores, declaró al testigo Baltasar de Aguilar que después de la insurrección «no debía quedar hombre que dijese en nombre del rey». Afirmó en voz alta que disponía de más de ciento veinte hombres para perpetrar el ataque contra la audiencia, y prometió el alistamiento de personalidades relevantes, como Cristóbal de Oñate el Viejo, asegurando que por medio de acuerdos secretos entre Cortés y varias potencias extranjeras Francia e Inglaterra proporcionarían a la causa el apoyo necesario.

			Las juntas de los conjurados se hacían la mayoría de las veces en casa de Ávila, bajo los falaces pretextos de una celebración familiar o de un partido de pelota. En el invierno de 1565-1566, el conspirador enfermó, por lo que tuvo que quedarse varias semanas en su pueblo de Coautitlán. Sin embargo, nunca dejó de incitar a los conjurados al alzamiento, inventado un nuevo escenario para la proclamación de Cortés como rey, aunque luego afirmó que rompería con este si fuese necesario. En la primavera de 1566, según el programa de un nuevo complot, Ávila decidió encabezar el ataque de la audiencia con don Luis Cortés y algunos hombres de confianza. La duplicidad del conspirador no parecía tener límites, ya que visitó al mismo oidor Villalobos para asegurarle que los rumores de la insurrección solo eran sandeces. El joven creyó firmemente en el alzamiento de la tierra contra la tiranía de la península.

			Alonso y Gil, arrestados el 16 de julio, fueron decapitados el 3 de agosto de 1566 tras una instrucción expeditiva. Por su brevedad, sus métodos y su sangriento efecto, dicha instrucción se convirtió en un proceso político ejemplar. El mismo día del arresto de los dos hermanos, el oidor Orozco fue a la celda de Alonso para registrar su deposición, que consistía en una serie de respuestas a unas cuarenta preguntas formuladas al detenido. Conocía a los hombres inculpados y se esmeró en elaborar la lista de aquellos que vinieron a su casa a jugar a la pelota, omitiendo el nombre de los rebeldes más involucrados. No había razón para amotinarse y afirmó no temer la pérdida de su encomienda de Coautitlán porque el rey siempre era justo con sus súbditos. No temía más que los demás la orden contra la perpetuidad de las encomiendas. Sin embargo, nunca protestó contra los títulos reales de Castilla en las Indias. Aunque se disfrazó de indio, las palabras que lucían las guirnaldas que ofrecieron a los invitados de Martín Cortés en el otoño de 1565 reproducían solo extractos de canciones. Nadie incitó a los comensales a la insurrección. Solo mantuvo relaciones epistolares de amistad con don Luis Cortés, el turbulento hermano del marqués. Alonso de Ávila negó todos los detalles de un hipotético plan de insurrección. Su casa albergó a algunos criados y a un puñado de huéspedes, es decir, a dos hombres, dos pajes, un clérigo para enseñar a sus hijos y tres de sus allegados. No albergó a ningún soldado, ni jurista, ni teólogo, ni monje. Sus caballerizas tenían capacidad para pocos caballos y no había comprado armas recientemente. Nada le permitía reunir un ejército. Antes de ser juzgado, los oidores pidieron al alcalde de México que estableciese el inventario de los bienes de Alonso de Ávila. Se trataba de una medida apresurada que no presagiaba nada bueno.

			El proceso judicial no incluía ni audiencia pública ni tribunal popular. El juicio moderno consistía en una serie de investigaciones y recursos escritos que, llevados a su fin y concluidos por una sentencia, formaban el mismo proceso. Aunque fuera dirigido en el marco acostumbrado de la audiencia y no por comisarios reales o jueces de comisión, el proceso político podía seguir un procedimiento abreviado en caso de crímenes abominables como la rebelión. El acortamiento de las etapas judiciales privaba al detenido de toda posibilidad de organizar una defensa sólida. El 22 de julio, bajo la nueva presidencia del doctor Ceinos, los oidores concedieron a los dos hermanos la imposible prórroga de algunas horas. Aunque antes de las diez de la noche debían presentar las deposiciones de sus testigos debidamente consignadas, finalmente se prolongó el plazo hasta las 8 de la mañana del 23 de julio.

			Durante dos días, los defensores de Ávila recogieron las declaraciones de una decena de testigos, procedieron a una convocatoria de plazo suplementario y prepararon la recusación de los jueces, los doctores Ceinos y el licenciado Villalobos. Estos últimos, asumiendo el cargo contra los dos hermanos, aumentaron la sumaria con varias decenas de preguntas que formularon a unos cuarentas testigos. Por no disponer de un periodo de instrucción probatoria suficiente para disculpar al detenido, el bachiller Carriazo y el licenciado Juan Caro (abogados de Alonso y de Gil) protestaron contra la legitimidad de Ceinos, ya que su enemistad hacia ambos hermanos era notoria. El sargento Samano, que había hecho lo imposible para acusar injustamente a Alonso y a Gil, era el sobrino de la esposa de Ceinos. Este último era cómplice de los denunciantes de los hermanos Ávila. Su implicación familiar desacreditaba ipso facto al presidente. El comportamiento del oidor Villalobos era más inmoderado, en la medida en que les rechazaba toda prórroga y mostraba que había condenado a los detenidos de antemano. Es cierto, si damos crédito a varios delatores, que los conjurados planearon como algo prioritario liquidar a Villalobos. A pesar de que el oidor sudó la gota gorda, no consiguió calmar el proceso.

			Entre el 16 y el 23 de julio, el secretario de la audiencia, Sancho López de Agurto, consignó hora tras hora los recursos sucesivos de la defensa y las negativas de los jueces. El 23 de julio, el licenciado Agustín de Agurto fue nombrado juez superior para remediar los riesgos de recusación de sus compañeros de oficio. Los acusados defendían la tesis de un complot urdido contra ellos por varios delatores con la complicidad de los oidores. Denunciaron las sospechosas similitudes entre las declaraciones de varios delatores y solicitaron que sus autores fueran encarcelados. Una transposición táctica como esta no tenía ninguna posibilidad de éxito. El mismo día, el procurador Contreras de Guevara rechazó varios recursos, desautorizando a los oidores. En los días sucesivos, los partidos intercambiaron infinidad de documentos sin resultado concluyente para la defensa.

			Alonso y Gil insistieron en la inicua tentación de los jueces de someterlos al tormento sin dilación. Preferían obtener confesiones por este medio expeditivo a concederles el tiempo necesario para el establecimiento de la verdad. El 24 de julio, los abogados de los dos hermanos propusieron la fianza de 30.000 maravedíes a modo de garantía de una nueva petición de recurso. No tuvieron más alternativa que comparecer ante el procurador con los escasos testimonios recogidos a favor de los acusados. La recusación de los jueces fue rechazada en apelación. Los oidores cobraron, pues, la fianza de la incautación de los bienes de los detenidos. No le concedieron ninguna prórroga suplementaria, pero, sin embargo, no fueron sometidos a la cuestión. Los recursos suspendieron el destino final de ambos hermanos hasta el 3 de agosto, fecha en la que fueron condenados a la decapitación. Sus cabezas quedarían expuestas en una pica y sus bienes serían confiscados. En los solares de sus casas derribadas, labrados de sal, un cartel debía denunciar sus fechorías. La pena fue ejecutada el mismo día218. Aun respetando las etapas de la práctica ordinaria, la atrofia de los procesos reducía el plazo impartido a la defensa a mínimos. Los jueces, que estaban directamente amenazados, fueron realmente los artífices de este juicio político expeditivo. Por el contrario, la llegada del marqués de Falces, virrey de Perú, marcó el principio de un periodo de apaciguamiento.

			El cronista Gastón de Peralta evoca la atmósfera deletérea que reinaba en la ciudad a partir del verano de 1565. Llegó de España una nao de aviso. La plaza y la casa del rey recibían a la multitud con júbilo. Solicitado en la audiencia para la ocasión, Martín Cortés fue arrestado inmediatamente tras su llegada. Su encarcelamiento produjo una gran conmoción. Al mismo tiempo, el sargento Juan de Samano procedió al desarme de los hermanos don Luis y don Martín Cortés, antes de llevarlos hasta la prisión real con una buena escolta. Los monjes quedaron confinados en sus conventos y cantidad de clérigos fueron encerrados en la prisión del obispado. La audiencia y las calles adyacentes fueron cerradas con barreras. En el momento de la llamada de la guardia: «¿Quién vive?», cada cual debía responder sin equivocarse: «Es el rey Felipe, nuestro señor». Los jueces descuidaron por completo los asuntos corrientes para consagrarse a los nuevos procesos que la audiencia había abierto.

			El cronista precisó que la emoción lo embargó al pasar ante el cadalso de la plaza central de México. Allí estaba el triste espectáculo de las cabezas de los condenados hincadas en una pica. Representaban una imagen muy alejada de aquella más reciente de los envanecidos caballeros que cruzaban las calles ostentando un lustre extravagante. A la ciudad le costaba creer en la culpabilidad de los ajusticiados, compartía ampliamente este asombro surgido del contraste entre la visión de los cuerpos torturados y la hermosa prestancia de los individuos descuartizados. Según Gastón de Peralta, el mismo Ávila no creyó que algo parecido pudiese ocurrir. Rompió a llorar un momento al encomendar a su mujer y a sus hijos a Dios. Generar el estupor y la emoción fue el objeto mismo de la celeridad de la acción judicial, la cual confería toda su fuerza a las decisiones de los jueces y del procurador.

			Por falta de pruebas sobre la culpabilidad de los condenados, la brevedad de los procesos consiguió aplacar las imprecaciones a la corona y a sus representantes. También tranquilizó a los hombres de armas que se hicieron con la ciudad durante el verano de 1566, temiendo las reacciones de la muchedumbre. Según el cronista, una liga de caballeros acompañada de hombres de armas a pie jalonaba el ancho pasaje abierto entre la prisión real y el cadalso erigido en la plaza de México. Peralta, a caballo, participó también en la formación de ese cordón de defensa. Sacaron de prisión a Alonso de Ávila subido en una mula con la ropa que llevaba puesta el día de su encarcelación: chinelas de seda, una saya de damasco con el cuello forrado de piel, un sombrero con plumas, una larga cadena de oro alrededor del cuello y un rosario en la mano. Intranquilos, los oidores renunciaron a pasear a los condenados por las calles de la ciudad. La ceremonia del suplicio, que comenzó sobre las 18 horas, acabó poco antes de medianoche. Hasta el último momento, los abogados de los dos hermanos pidieron una prórroga a los oidores para que los condenados pudieran apelar su sentencia. La lumbre de las antorchas, sostenidas por la multitud apiñada, fue tal que Peralta asegura que se veía como si fuese a mediodía. El torpe verdugo tuvo que insistir al menos tres veces para cortarle la cabeza a Gil. No se mostró más eficaz con la de Alonso. Sobrecogida por ese tétrico espectáculo, la muchedumbre se quedó angustiada por la duda: «De esta manera acabaron estos desdichados caballeros, dejando la tierra muy lastimada y confusa si morían con culpa o sin ella»219. Fue dramático y rápido: la conclusión del proceso demostró a las claras que la audiencia dictaba la verdad y la justicia.

			Bastó la aceleración del proceso, ambos hermanos no sufrieron ni el tormento ni la privación de la confesión. El escribano de la audiencia, Sancho López de Agurto, testificó que fue a la celda de Alonso de Ávila poco antes de su ejecución, donde el condenado arrodillado se confesaba con el dominico Juan de Bustamante, quien no rompió el secreto de la confesión. Alonso se volvió luego hacia el escribano para darle a entender que para descargar su conciencia sobre el asunto deseaba registrar sus últimas declaraciones en debida forma. La confesión judicial sucedió a la confesión espiritual. Los jueces no exigieron que el prisionero cumpliera este trámite, de modo que podía impugnarse su valor legal. Alonso insistió en el carácter venal de sus culpas. Su declaración estaba repleta de ambigüedades. Era culpable de haber incitado a la defensa de las encomiendas, pero los hombres denunciados no tenían ninguna intención de llevar a cabo un complot. Los procuradores de los hermanos Ávila no se olvidaron de aludir a esta última deposición.

			Apenas salido de su celda, en una segunda declaración in articulo mortis, Alonso afirmó lo contrario de lo que acababa de decir. A los pies del cadalso, mandó que se acercara el escribano para que escribiese su última declaración pública:

			que tuvo voluntad que se efectuase el dicho alzamiento e que la carta que le mostró Juan Serrano escribano del licenciado Espinosa fue para el mismo negocio del dicho alzamiento [...] e que es verdad que las mismas personas que tiene declarados tenían el mismo deseo que este confesante y ansí lo mostraban e deseaban220.

			El condenado se convirtió irremediablemente en testigo de cargo contra todos los que había mencionado: el marqués y sus hermanos, don Diego Arias de Sotelo, Baltasar de Aguilar, don Pedro de Aguilar, así como don Pedro y don Baltasar de Quesada. Sin embargo, la confesión in articulo mortis, repetida en dos declaraciones contradictorias, dejaba vía libre a múltiples interpretaciones. Los procuradores de los dos hermanos refutaron el valor de la segunda confesión, consignada al vuelo en medio de la muchedumbre, por un escribano que no había respetado las reglas establecidas.

			El proceso del deán de la catedral de México atestiguó perfectamente el uso de las referencias que se hicieron a las declaraciones de Alonso de Ávila. El deán, Alonso Chico Molina, fue arrestado también el 16 de julio de 1566. Los denunciantes lo acusaban junto con Ávila por ser el cerebro del complot. Garantizaba la legitimidad espiritual de la insurrección y afirmaba que los derechos de Cortés para reinar en la tierra superaban a los del rey de Castilla. En la primavera de 1565, mantuvo el vínculo entre el mismo marqués y los demás conjurados. Por petición de la audiencia, el arzobispo de México procedió al arresto del decano y mandó que lo interrogaran sin juzgarlo culpable. Aunque Ávila declaró en sus últimas confesiones que el decano trabajaba para la liga, la defensa del clérigo refutó con éxito que los testigos hubieran oído las afirmaciones del condenado al pie del cadalso. Además, las circunstancias de su registro, al pasar por la criba de la crítica jurídica, invalidaron el contenido mismo de la confesión de Ávila. El arzobispo quedó convencido y limitó la sentencia del clérigo al exilio de las Indias, sin reclusión a perpetuidad. Por el contrario, los oidores no aceptaron el valor de dicha demostración. Mandaron que embarcaran a Chico de Molina hacia la península con una copia de su proceso remitida al nuncio de Castilla. Este último delegó el asunto en el arzobispo de Toledo, que se lo envió a su vez al vicario de Madrid, apoyado por el fiscal del Consejo de Indias, Alonso de Muñoz, el mismo que fue delegado como comisario a Nueva España. Aun sometido largo tiempo a la tortura de la cuerda y el agua, el deán no confesó nada, por lo que no tuvo que sufrir ninguna pena suplementaria.

			Según Juan Suárez de Peralta, Nueva España era pacífica y fiel al rey. El cronista decidió desdeñar la dimensión jurídica del asunto, por ser poco literaria. Se limitó a narrar sus manifestaciones visibles: la frustración social de los inmigrantes pobres, la ansiedad de los que temían perder a sus indios, la voluntad de enojarse con los oidores, la aspiración de los conquistadores a ejercer una autoridad judicial... eran órdenes de explicaciones menospreciadas por el cronista. Vanidad y destino eran los dos resortes de la casuística del letrado.

			Primero, la vanidad. Ambos hermanos «eran muy queridos y de los más principales y ricos y que no hacían mal a nadie [...] Alonso [...] tenía casa de señor y el trato de ella y había con muchas veras procurado título de sus pueblos y algo fue causa de su perdición o, a lo menos, ayudó fue que era tocado de la vanidad»221. Un argumento al que se suscribían todos los que conocían los excesos de Alonso.

			Luego, el destino. Los hermanos heredaron una maldición de su padre Gil de Ávila y Benavides. Sin ser de ningún modo un conquistador, este usurpó la encomienda de su hermano Alonso de Ávila y Benavides, tío de los dos condenados. Alonso de Ávila el Viejo contribuyó a las expediciones de Pedro Arias Dávila y después a las de Hernán Cortés. Participó en la conquista del Yucatán y de Nueva Galicia. Antes de morir, solo y en la indigencia, este héroe de la conquista no se olvidó de maldecir a su hermano y a toda su estirpe. Así, todos los hijos de Gil-padre tuvieron un final trágico: el primero en perecer se ahogó en unas letrinas; una de sus hijas terminó malcasándose con un mestizo de baja ralea. Como sabemos, los últimos hermanos perdieron la cabeza en el cadalso. La maldición del tío, cristalizada en la venganza de los oidores, acabó por abatirse sin piedad sobre toda la familia.

			«ASÍ SE PESCAN LOS BOBOS»

			El tesorero Ibarra jugaba a las cartas con los comisarios Muñoz y Carrillo. Una noche perdió 4.000 pesos al dejar ganar a Muñoz, teniendo buenas cartas. De regreso a su casa, su mujer le reprochó sus pérdidas voluntarias a voces, por lo que le soltó lo siguiente: «calla, señora, que así se pescan los bobos». Respondiendo a las preguntas de los procuradores de Cortés, la marquesa de Falces (esposa del virrey) confirmó que un testigo le relató los hechos. Corroboró la realidad de las maniobras de los oidores para asegurarse las mercedes del virrey y de los comisarios. Del juego de la corrupción y la necedad, los oidores salieron a su cargo. Los bobos no fueron los que parecían serlo. El sargento Juan de Samano, que perdió en ese juego de engaños más de 20.000 pesos, confesó que: «cosas comenzaban los hombres que por llevarlas al cabo daban con las cabezas en las paredes»222. Con la llegada del virrey Falces (en septiembre de 1566) y luego la de los comisarios Alonso Muñoz y Luis Carrillo (en el verano de 1567), los oidores anduvieron a la brega para cazar a los bobos. Tanto unos como otros llevaron los procesos según sus propias preocupaciones políticas.

			La autoridad del virrey no reemplazaba las decisiones judiciales de la audiencia. Gastón de Peralta no podía decidir solo la resolución de los procesos. Los jueces Villalobos, Ceinos y Orozco siguieron instruyendo los de los hermanos Cortés y de una veintena de conjurados a los que dictaminaron un arresto domiciliario. En el otoño de 1566, el licenciado Alonso Oseguera entró en la audiencia para sustituir a los oidores, que fueron suspendidos de su cargo. No procedió al arresto de los detenidos. Como sustituto de la persona del mismo rey, el virrey asistía por derecho a las reuniones del tribunal. Podía recibir los recursos de recusación contra sus miembros. Llegado el caso, podía confiar a un nuevo oidor un asunto pendiente. No dejó nada en el tintero en el otoño de 1566.

			Peralta, marqués de Falces, se afanó en conseguir la pacificación de la tierra por medio del compromiso y la clemencia. Era esta una orientación política contraria a la de los oidores, dos meses apenas después de la ejecución de los hermanos Alonso y Gil de Ávila. Los abogados de Martín Cortés protestaron contra los jueces Ceinos y Orozco, por ser enemigos notorios de su partido y parientes de los denunciantes. Falces se decidió a pronunciar su recusación y hacer intervenir en el proceso al doctor Alarcón, un oidor de Nueva Galicia que residía entonces en México. De los tres nuevos jueces, solo el doctor Villalobos siguió la totalidad del proceso. Tanto los oidores así apartados, como varios delatores del complot, denunciaron rápidamente la complicidad del nuevo virrey.

			En un memorial dirigido al Consejo de Indias, el virrey se defendió punto por punto de los ataques que le dirigían223. Es cierto que las tensiones comenzaron antes de su llegada. Obligado a recordar a los oidores que el rey le había nombrado «para gobernar la dicha tierra y presidir la dicha audiencia», Falces ordenó a los jueces que esperaran su entrada en México para instruir el proceso de don Luis Cortés. Los oidores examinaron el expediente sin tomar ninguna decisión. El nuevo virrey no les dio apenas ocasión para que lo engatusaran o lo corrompieran. No obstante, su actitud fue considerada sospechosa a los ojos del Consejo de Indias, que solicitó un informe al procurador de México en septiembre de 1567, coincidiendo con la reciente llegada de los comisarios Muñoz y Carrillo. Se encontraron, pues, ipso facto en posición de árbitros en el careo entre el virrey y el fiscal Francisco de Sande. La documentación fechada en 1567 no recoge ningún recordatorio del virrey de España. Con toda probabilidad, este intervino solo a principios del año 1568. Los comisarios supervisaron la suspensión de Falces, ya que recibieron en secreto la autoridad y licencia reales para destituirlo de sus funciones en caso de necesidad.

			A lo largo de su mandato, el virrey prudente mandó al escribano Pedro de Requena que consignara cada una de sus acciones. Los hermanos Cortés fueron detenidos en la prisión de la audiencia, pero, para no mantener el ambiente de un estado de sitio, Gastón de Peralta eliminó el dispositivo de defensa del edificio real por considerarlo inútilmente costoso. Según sus cálculos, hombres, arcabuces y cañones costaban 2.070 pesos mensuales. La artillería que defendía la entrada de la audiencia retornó a la sala de armas, y también se suprimieron las guardias y las trabas de las callejas adyacentes. Para los opositores de Falces, esas medidas eran imperdonables. Había que añadir a ello que el recién llegado apenas prestó crédito a los denunciantes de Cortés. Escuchó al franciscano Diego Cornejo, pero no transmitió jamás sus nuevos dichos. En cambio, las declaraciones del monje fueron expedidas a España, donde un compañero que residía en la corte debía encargarse de comunicarlas al Consejo de Indias.

			Igualmente, Falces se negó a remitir al rey una carta que demostraba el enraizamiento del espíritu de rebelión en la colonia, a pesar del arresto de los principales conjurados. Curiosamente, se conservó una copia de esta «carta del espíritu» de la rebelión en medio del proceso de don Luis. La misiva fue encontrada en circunstancias sospechosas. El 11 de diciembre de 1566, delante de la iglesia de San Francisco, el antiguo alcalde de Michoacán, Pedro Gómez de Cáceres, recogió en la calle una carta certificada que iba destinada al rey. Se la entregó directamente al virrey, quien, antes de abrirla, mandó a varios testigos que dieran fe del hallazgo. Dicha carta estaba firmada por varios delatores del complot que denunciaban los riesgos de insurrecciones, la evidente implicación de Cortés, así como la actitud de Falces al intentar minimizar la importancia del asunto224. Este último despachó una investigación durante la cual los signatarios negaron haber escrito la carta. De este modo, concluyó que se trataba de una falsificación y decidió no comunicársela a Su Majestad.

			El envío de Cortés a la península ibérica cristalizó todas las discrepancias. El virrey se empeñó en castigar a los rebeldes con ecuanimidad. Firmó las sentencias pronunciadas contra don Luis Cortés, sin presionar a los oidores. Por lo demás, el procurador Cárdenas, que instruyó varios procesos, recibió todo el apoyo necesario de los oidores y del virrey para dar el tormento a varios detenidos. Aunque recusados por el proceso de Cortés, Falces consultó a los oidores Ceinos y Orozco sobre la actitud que era menester adoptar ante el acusado. El alcalde era pariente de Martín Cortés, por lo que no procedía escoltarlo desde México hasta el puerto de Veracruz. Los oidores no deseaban hacerle la guardia. Por ese motivo, el virrey se decidió a no movilizar más tropas: «poca guardia sería de poco efecto y mucha guardia podía despertar las angustias de la tierra». Falces zanjó el asunto. Cortés se iría por sus propios medios hasta el puerto de Veracruz, tras hacer pleito homenaje, un juramento que sus cualidades morales y su nobleza garantizaban ampliamente. Según los oidores, se trataba de un nuevo índice de la complicidad entre los dos marqueses.

			El tratamiento de los bienes del detenido fue otro de los puntos conflictivos entre los partidos. Tras concertación con los jueces, el fiscal Cárdenas no consideró necesario embargar los bienes americanos de Cortés. Las posesiones que el marqués transportó a España no fueron sometidas a control. Una simple provisión real dejaba que los oficiales reales consideraran si era necesario confiscar esos bienes a su llegada a Sevilla. Hostiles a tal decisión, los oidores solo veían en ello una medida que facilitaba la fuga del traidor. Sin recibir el acuerdo final de los oidores, embarcaron a Cortés rumbo a Sevilla en compañía de dos hombres del virrey, un tal Jerónimo de Bustamante y su hermano. Según Falces, esas libertades apuntaban a mantener la paz, evitando empujar al detenido a cometer un delito más.

			El procurador Sande no quedó convencido de la sinceridad de las posesiones anticuadas evocadas por Falces. En su descargo, fechado a mediados de diciembre de 1567, cayó un aluvión de acusaciones. El virrey manipuló las pruebas para presentar como falsas las deposiciones de los denunciantes. Visitó a los rebeldes, les ofreció agradable compañía (galante, por supuesto) y les autorizó a salir de la prisión cuando lo desearan. Al menos, violó sin vergüenza el secreto de la instrucción y aquel al que debían estar sometidos los cautivos. Además, no hubiese debido recibir cartas de los imputados durante los procesos. Con ello, permitió a las diferentes partes de la defensa ponerse de acuerdo sobre las declaraciones que hacían los detenidos. En suma, actuó sin consulta previa y nunca compartió la opinión del oidor Ceinos por haberlo apartado rápidamente de la escena judicial.

			Las medidas simbólicas que tomó Falces eran prueba de la tendencia de su partido a favor de Cortés. Mandó que echasen de sus aposentos a los oidores Villalobos y Orozco para instalarse él mismo en la audiencia con su familia. Además de los aposentos del virrey, el tribunal albergaba una audiencia, las escribanías, la prisión, un arsenal y varias salas ocupadas por el aumento inusual de los detenidos. Solo entre los jueces, como deán y presidente, el doctor Ceinos conservó un modesto aposento en la audiencia. Menos guardias, menos jueces, más rebeldes. Según los oidores, el mismo edificio representaba la imagen negativa de la política de Falces. Esas decisiones se mostraron perjudiciales para el lugar y la seguridad, ya que la conservación de los pesos y medidas, al igual que la vigilancia del arsenal, quedaron fuera de custodia. Lo peor es que dentro de la Casa Real, Falces no debió pintar la bandera francesa y sus propios escudos de armas, sino las de Su Majestad.

			Al final, el virrey favoreció al marqués y a sus allegados, a los que nombró para ocupar varios puestos. Jerónimo de Bustamante y su hermano, elegidos para acompañar a Cortés hasta España, no eran más que amigos del detenido. Por añadidura, durante la ausencia de Martín Cortés, el virrey aceptó dar cobijo a dos de los hijos del marqués y garantizar su educación. Así se materializó la ruptura con los jueces. El procurador Sande pidió que persiguiesen al virrey y a sus amigos en un proceso criminal por desacato a Su Majestad. Para ello, proporcionó las cuestiones y una copiosa lista de testigos de cargo que citó contra Falces.

			Por un memorial del mismo mes de diciembre de 1567, remitido a los comisarios reales, Gastón de Peralta replicó a cada una de las imputaciones del fiscal, echando por tierra las acusaciones que le habían lanzado. Para incitar a Martín Cortés a la fuga con la idea de condenarlo mejor, los oidores dejaron abierta y sin vigilancia la puerta de su celda, esforzándose a la vez en convencerle de que el virrey quería agarrotarlo. En una actitud estoica, el marqués no puso pies en polvorosa. Estas burdas manipulaciones demostraron la falta de escrúpulos que tuvieron los oidores al empeñarse con insistencia en ampliar la acusación. Por otra parte, tampoco persiguieron ni al licenciado Espinosa ni a varios de los denunciantes que apoyaron la liga en un primer momento. Era menester abrir una investigación sobre esos desacatos. Del mismo modo, debía ampliarse la información sobre las raíces de la conjura. Este era precisamente el último punto que atacaban los denunciantes, deseosos de comunicar directamente al rey lo que sabían de la culpabilidad de Martín Cortés. Se añadía a todo ello que todavía quedaba rescoldo de la rebelión: «El espíritu de la rebelión es vivo [...] se hacen juntas y encuentros [...] los que no hablaban al marqués y que no entraban a sus casas vienen a visitarle a la cárcel [...] y otros vecinos que no se hablaban antes pasean por la ciudad a caballo y comunican entre sí»225. En definitiva, existía la amenaza de la reanudación del complot al tiempo que Gastón de Peralta se esmeraba en convencer a la península de que todo estaba perfectamente en calma.

			La redada de los bobos dio resultados desiguales. A principios de marzo, los comisarios Muñoz y Carrillo recibieron los memoriales de ambas partes y rechazaron las solicitudes de las dos: no habría persecución contra Falces, tampoco investigación sobre los atropellos que se hicieron al procedimiento judicial en detrimento de Cortés. Los oidores ni siquiera se dieron el gusto de corromper al virrey. Tampoco tuvieron el menor éxito con los comisarios. Aunque mimados por los miembros de la audiencia, estos últimos no persiguieron al virrey. La investigación llevada a cabo sobre el arraigo de la desobediencia primó sobre la depuración administrativa. En la primavera de 1568, los comisarios que habían hecho lo posible para destituir al virrey lo enviaron a España a la chita callando. El embrión de proceso que el fiscal de México abrió contra él fue remitido al Consejo de Indias. Los oidores ejercieron presión sobre el proceso de los hermanos Ávila reduciendo al mínimo la prórroga que se les concedió para preparar su defensa. Por el contrario, enterraron la discrepancia entre el fiscal y el virrey. En manos de los comisarios, la institución judicial fue instrumentalizada para ponerla al servicio de la causa política.

			En junio de 1567, la península atendió a componer una comisión de tres miembros antes de proceder a una investigación general sobre los actores del complot: el licenciado Jarava, el más mayor, miembro del Consejo Real; su compañero Alonso de Muñoz, miembro del Consejo de Indias, y el doctor Carrillo, que ocupaba las funciones de alcalde de la Casa Real. La sospecha de que las ramificaciones del complot se extendían sobre buena parte de las Indias guio la nominación de los tres letrados. Los comisarios recibieron el poder de recorrer la tierra con la intención de determinar la naturaleza de la complicidad de la que habían gozado los rebeldes. Administrarían la justicia en lugar de la audiencia y podrían pronunciar cualquier sentencia necesaria contra los culpables, sea cual fuese su estado. Podían nombrar a los jueces y secretarios que estimaran útiles. Además, recibirían los recursos en apelación de todas las sentencias pronunciadas.

			La acción de los comisarios se difundió gracias a una serie de textos secretos. Es probable que algunos de ellos no hayan llegado hasta nosotros. Los comisarios se instalaron en la audiencia en detrimento del virrey y los oidores. Los Consejos les entregaron al menos dos cartas para el virrey. La primera apartaba a este último del control de los asuntos judiciales. Su función era respaldar a los oidores y a los comisarios que instruirían a partir de entonces el proceso. Una segunda carta deponía al virrey de sus funciones, incitándole a volver a España. A los comisarios les tocaba juzgar la necesidad y el momento oportuno para utilizar esos poderes. En 1546, unas disposiciones idénticas fueron tomadas a favor del comisario La Gasca, enviado a Perú para presidir la audiencia de Lima. El presidente depuso de su cargo al virrey Blasco Núñez de Vela. En el caso de Nueva España, el marqués de Falces mantuvo oficialmente su cargo a lo largo del otoño y el invierno de 1567-1568. Los comisarios le dictaron que guardase el secreto sobre su advertencia en la península para preservar la tranquilidad de la colonia.

			Tras la salida de dicho virrey, los comisarios presentaron a la audiencia una provisión real por la que entregaban a sus miembros el gobierno de aquella tierra. Su acción debía respetar varios principios. El comisario Jarava, el mayor, era quien debía presidir. Después de su muerte, la autoridad pasó a Muñoz. En la medida de lo posible, los tres comisarios debían tomar las decisiones por unanimidad. En todos los casos, al menos dos de ellos tomarían las medidas del gobierno y las sentencias, ya fueran penas de muerte o mutilaciones. En caso de dificultad para llegar a un consenso, la nominación de un oidor suplementario permitiría conseguir el número de estas dos voces para aprobar una decisión. Al mayor de los comisarios le tocaba renovar dicha nominación si persistía algún bloqueo. Un comisario no podía ser recusado más que por los miembros del mismo Consejo de Indias. Para ello era necesario el consenso de tres jueces y de todos los otros comisarios.

			La máquina judicial pretendía, pues, conciliar las prácticas del secreto con el respeto a las reglas administrativas. Las órdenes secretas que dictaron los comisarios y visitadores situaron a los oficiales reales en una posición de total subordinación. La extensión de su autoridad se desvelaba en función de las circunstancias, un proceso conocido por todos que alimentaba las más profundas sospechas. Los comisarios podían ser portadores de una provisión real secreta que prohibiera la transmisión de las encomiendas en tercera vida. El rumor de la existencia de dicha provisión se extendió por Nueva España a partir del otoño de 1565. A ese secreto de los poderes se podía añadir ocasionalmente el secreto de los procesos: el de la instrucción y de la prisión de los mismos acusados. La autoridad judicial disponía entonces de un extendido arsenal de procedimientos para replicar al secreto rebelde.

			La provisión real del 16 de junio de 1567 no fijó duración alguna al mandato de los comisarios. La investigación se dirigía a establecer todas las responsabilidades y a perseguir a los culpables tanto tiempo como fuera necesario. Siguiendo un procedimiento común a las delegaciones de la autoridad real, los inspectores se hacían, por medio de subastas, con los bienes confiscados de los condenados. Para los comisarios, el envidiable salario de 10.000 ducados; para los tres sargentos, 1.500 ducados anuales. Fijarían un salario para cada uno de los secretarios nominados. Los jueces de comisión tendrían que rendir cuentas de la totalidad de sus gastos. Por supuesto, les era perfectamente posible amplificar los gastos de justicia, costearse multas sin contar los pagos y participar en varias operaciones comerciales al margen de sus funciones. Los procuradores de Martín Cortés se dedicaron a demostrar la corrupción de los comisarios por el flujo de regalos y mercedes que les hacían los auditores. «Pescar a los bobos» era la versión popular de los procedimientos elementales del tráfico de influencias.

			El tesorero Ibarra y el sargento Samano ataviaron con suntuosas tapicerías los aposentos del comisario Muñoz. Mostrándose a favor de la defensa de Martín Cortés, la marquesa de Falces confirmó los hechos que le narró su prima, Margarita de Peralta, cuñada del tesorero Ibarra, el cual se halló directamente sometido a la autoridad de los comisarios. El rumor decía que una india a su servicio había hechizado al licenciado Muñoz para que respondiese a los deseos de los jueces226. Estos estaban compinchados con el comisario por diversos asuntos y le prestaron dinero con la intención de obtener sus favores. Un argumento como este incitaba a que sus propias acciones exigiesen benevolencia por parte de los recién llegados. Así, la corrupción de los comisarios y la obstinación de los oficiales mancharon la credibilidad de los testigos contra Cortés y sus cómplices. Culpables de cohecho o no, los comisarios conservaron todo su ardor para continuar con la represión de la conjura.

			LOS CONDENADOS DE NOVIEMBRE

			Esperando la llegada de los comisarios, los oidores siguieron instruyendo los procesos de los imputados227. Desde su instalación, Muñoz y Carrillo retomaron los asuntos pendientes y abrieron nuevas acusaciones. Entre los rebeldes ya sometidos a arresto domiciliario, en julio de 1566, la mayoría fue condenada por los dos comisarios a penas de exilio durante el mes de noviembre de 1567. Siete de los sentenciados del verano de 1566 no fueron perseguidos en 1567. Por el contrario, Muñoz y Carrillo endurecieron la represión, ampliando el listado de los acusados y agravando sus penas. Condenaron a sesenta y ocho detenidos: seis fueron decapitados; cuatro, ahorcados, y a uno le cortaron la mano izquierda. Si añadimos a todo ello las sentencias pronunciadas en el verano de 1566, el balance judicial del complot de Cortés ascendió a ochenta condenaciones. Quedaron sin aplicación dos sentencias de decapitación, al igual que una orden de tormento para interrogar a una acusada. La ejecución de tantas sentencias sangrientas suponía un hecho judicial sin precedentes en Nueva España. Los objetores empedernidos, los hombres provenientes de Perú, los allegados de los hermanos Ávila, así como todos los que mostraron un marcado gusto por el manejo de las armas, fueron cruelmente castigados.

			Don Luis Cortés fue presentado por varios delatores como uno de los conjurados más activos. Parecía estar listo para volverse contra su propio hermano, el marqués, para rematar el complot por medio de una auténtica insurrección. Tenía 40 años. Sus bienes fueron confiscados. Las autoridades temían la posibilidad que se les ofrecía a los colonos de bruñir sus armas en los pueblos indios de sus dominios. Por el contrario, durante su interrogatorio, el 19 de julio de 1566, don Luis se acogió al argumento de su ausencia de México para declararse ajeno a toda conspiración. Oyó al licenciado Espinosa hablar de un complot de ocho años antes sin darle crédito. En la misma época, incitó a diversos individuos a mantener la calma durante varias manifestaciones festivas, entre ellos a Alonso de Ávila y a Pedro de Aguilar, al que no conocía entonces. No recibió ninguna carta por parte del licenciado Espinosa animándole a organizar cualquier insurrección. A las cuestiones más concretas sobre las etapas de la conjura, contestó siempre de forma lacónica que no sabía nada. Seguía el inventario de los bienes muebles del detenido, la lista de los esclavos y la de algunas cartas encontradas en su casa de Tezcuco. A partir del 5 de agosto de 1566, el doctor Ceinos llamó a comparecer a los testigos de cargo contra don Luis. Entre ellos, un joven mestizo, considerado indio, confirmó que en las caballerizas de don Luis cabían más de cincuenta caballos. Era un hecho simbólico e inquietante al que el procurador concedió especial importancia.

			Los jueces imputaron formalmente a don Luis por tramar una conjura basándose en la fama, la notoriedad de los hechos. Para confirmar su defensa, dio poder a sus abogados, Álvaro Ruiz, el bachiller Carriazo y el licenciado Cedeño. Afirmó también: «soy fraile de Calatrava [...] y los demás frailes y caballeros de ella somos exentos de cualquier justicia seglar [...] y lo que de otra manera se hiciese sería de ningún efecto»228. Los jóvenes don Luis y su hermano mestizo Martín acompañaron a su padre Hernán Cortés a las campañas militares de Argel y Alemania. El estado de clérigo y la hoja de servicio del caballero no disuadieron a la audiencia de instruir un proceso contra don Luis. La defensa obtuvo todas las prórrogas necesarias. De este modo, los procuradores de don Luis pudieron proceder al registro de una primera serie de sesenta y dos testigos a favor del detenido.

			Las declaraciones de los delatores, en especial las de los franciscanos y los habitantes de la aldea de Tezcuco, daban prueba de la obstinación del acusado para reunir caballos, armas y hombres. Sin embargo, el abogado Álvaro Ruiz denunció a muchos testigos de cargo: el licenciado Espinosa y el denunciante Pedro de Aguilar, hombres de poca fe, eran enemigos notorios de don Luis. Espinosa era famoso por mantener a sus amantes con el dinero del hospital de los indios del que tenía el patrocinio. Al contrario que su hermano mestizo, don Luis no fue sometido a la cuestión. Declarado culpable de rebelión contra el servicio de Su Majestad tras tres meses de instrucción, fue condenado el 6 de noviembre de 1566:

			a ser sacado en una mula ensillada y enfrenada con voz de pregonero que manifieste su delito, y que sea llevado a la plaza pública desta ciudad y en la parte y lugar donde se ejecuten los cargos de justicia [...] y le sea cortada la cabeza puesta donde por nos fuere mandado [...] y en perdimiento de todos sus bienes229.

			Los recursos en apelación de Álvaro Ruiz desencadenaron la revisión de la sentencia. No obstante, a pesar de las presiones del virrey a favor de los hermanos Cortés, Ruiz no obtuvo jamás la absolución de don Luis.

			El 6 de marzo de 1567, el fiscal Pedro de Cárdenas confirmó la condena de don Luis al exilio perpetuo de las Indias y a un servicio de diez años en los ejércitos de la frontera de Orán. La provisión confirmó la confiscación de sus bienes. Sería escoltado al puerto de Veracruz para embarcarse con rumbo a la península en la flota del capitán Juan de Velasco. Allí los jueces de la Casa de Contratación lo mantendrían bajo vigilancia hasta que el Consejo de Indias previera su expedición a las fronteras. La confirmación fue firmada por el virrey, los doctores Ceinos, Villalobos y Orozco y el licenciado Oseguera. Enviado a la cárcel de Sevilla, con su hermano el marqués, en la flota de la primavera de 1567, pusieron a don Luis bajo custodia durante su cautiverio. En un documento de 1570, en el que solicitó a Hacienda recuperar su dote, doña Guiomar aparecía como viuda de don Luis, señal de que el hijo menor de los Cortés murió poco después de su traslado a España.

			El detenido Martín Cortés, nacido de los amores de Hernán Cortés con la Malinche, fue tratado con menos consideración que su hermano don Luis230. De edad de unos 40 años durante su interrogatorio, afirmó no saber nada. Consideró algo liviano y sin fundamento los rumores de complot extendidos algunos meses antes. Sugirió a los objetores inquietos por la posible publicación de una cédula contra la transmisión de las encomiendas que remitieran sus quejas al rey. En su reserva de armas, poseía algunos arcabuces, a los que se añadieron pecheras acolchadas adquiridas poco antes para un torneo. Por otro lado, se negó a prestar esos arcabuces a varios de sus amigos. Jamás urdió con sus hermanos una insurrección contra los oidores.

			El 28 de julio de 1566, Martín fue firmemente acusado de traición por el fiscal Contreras. Informado por el complot, se abstuvo de dar noticias a las autoridades. Por ese motivo, el fiscal solicitó contra él las penas más severas y mandó el embargo de sus bienes, lo que apuntaba a asegurar una próxima confiscación. Martín fue defendido por Álvaro Ruiz, el mismo procurador de don Luis. El abogado solicitó de inmediato su liberación. El servicio a Su Majestad llevado a cabo por Martín en las jornadas de Italia, de Alemania y en Berbería acreditó ampliamente su fidelidad a la corona. En agradecimiento a este servicio, recibió del rey el hábito de la orden de Santiago. Además, Martín preparaba el matrimonio de su hijo don Hernando con doña Francisca Ferrer, viuda de Gonzalo de Paz, lo que excluía que tuviese el proyecto de participar en alguna bellaquería contra Su Majestad. Con todo, cayó enfermo durante el invierno. Los miembros de la audiencia le autorizaron a hablar en nombre de los encomenderos enviados en delegación ante el rey de Castilla. Era una representación para la que fueron elegidos algunos meses antes. Nadie objetaba que Martín viviese sosegadamente sin darse a ningún vicio, que temía el juicio de Dios como buen cristiano y que era un súbdito fiel a Su Majestad. Además, su procurador alegó el valor de la confesión pública de Alonso de Ávila que inculpaba a los hermanos Cortés. La respuesta de los oidores refutó punto por punto esta argumentación.

			Los escribanos, los jueces y el fiscal se doblegaban ante el trabajo de instrucción de procesos que se ejecutaron por decenas al mismo tiempo. Martín obtuvo, pues, el plazo necesario para la preparación de su defensa. Los oidores no tuvieron como objetivo liquidar al mestizo. Los principales denunciantes del complot proporcionaron pocos elementos que pudieran acusarlo. Al contrario, para confirmar su fidelidad al rey, este último mandó convocar a su favor a más de una treintena de testigos, entre los que se hallaba uno de sus esclavos liberados. Por falta de pruebas concluyentes, y al estar convencidos de que Martín sabía mucho más, los oidores mandaron en dos ocasiones que fuera sometido al tormento, el 20 de noviembre de 1566 y el 7 de enero de 1567. Las respuestas a las cuestiones del tormento, consignadas por el escribano de la audiencia, indican que no se dejó sonsacar.

			El detenido tenía una salud delicada y las sesiones de tortura no contribuyeron a que pudiera levantar cabeza. El 19 de noviembre, el secretario de la audiencia encargado de proceder a un nuevo interrogatorio sugirió que Martín quedara en arresto domiciliario en casa de su hermano, el marqués Cortés. Allí podrían curarle de una fiebre que lo dejó sordo y le hacía orinar sangre. El humor melancólico del prisionero animó al doctor Juan de la Fuente a que lo sacasen de la cárcel y a que hiciera lo posible por recibir alguna visita femenina. A principios de diciembre, los oidores accedieron a la petición del médico. Martín se quedaría en la casa de su hermano, por lo que su arresto domiciliario no fue ensanchado a la ciudad entera.

			El abogado Álvaro Ruiz barajó una amplia variedad de argumentos jurídicos y familiares con la idea de recusar las deposiciones de los testigos a cargo, los mismos que utilizó a favor de don Luis. El verdadero complot fue urdido contra los Cortés por el licenciado Espinosa y sus acólitos, que se reunían en el hospital de indios. Sus alegaciones eran inadmisibles fuera del secreto y la cuestión. Se cometieron múltiples irregularidades en el registro de las deposiciones contra Martín. No podían ser aceptadas por derecho. Al contrario que don Luis, Martín no fue condenado a pena capital, sino al exilio perpetuo de las Indias y a 1.000 ducados de multa a beneficio de la Hacienda Real. Esta provisión del 20 de noviembre fue conmutada el 26 de enero de 1568 en un exilio de Indias y en 500 ducados de sanción. Todo indica que Martín fue enviado a España en la primavera de 1568.

			Los hermanos Diego y Baltasar Arias de Sotelo contaban entre los miembros del núcleo central del complot. Los denunciantes los asociaban a la mayoría de las reuniones de la conjura. En cambio, su función exacta en dicha conjura seguía siendo confusa. Para garantizar su constitución como prisioneros, varios allegados presentaron una primera fianza de 10.000 ducados y luego otra de 20.000: los hermanos seguían en celdas sin barrotes. Habían nacido en un pueblo peninsular situado cerca de Zamora. Baltasar, con 45 años, llegó a Perú 24 años antes con la tropa del gobernador Vaca de Castro; menor por pocos años, Diego se quedó en Nueva España. El 5 de agosto de 1566, este último reconoció en su confesión haber ido dos veces a casa de Cortés, acompañado por cada una de sus esposas231. Se codeó con el marqués como procurador de la ciudad. Pensaba que una provisión real apuntaba a prohibir la transmisión de las encomiendas en tercera vida. Sabía que el marqués debía comparecer en España ante el Consejo de Indias para justificar el alcance de sus posesiones y el número de sus indios. En cambio, ignoraba la existencia de un proyecto de rebelión y permaneció indefectiblemente fiel a Su Majestad. Los oidores interrogaron a los dos hermanos por turnos, registrando sus respuestas en el mismo proceso.

			Los argumentos de la defensa de cada uno no se superponían con exactitud, pero coincidían en lo esencial. Los Sotelo tenían abolengo, eran hidalgos y limpios de sangre. Sus antepasados, caballeros y oficiales, sirvieron siempre a la corona. Su padre ostentaba el grado de capitán en los ejércitos reales. Dos de los cinco hermanos guerrearon sirviendo a Su Majestad en Europa (Andrés Arias de Sotelo y Juan Arias de Sotelo), mientras que un tal Gaspar capitaneó parte de las tropas de La Gasca contra los rebeldes de Perú. A su manera, Diego y Baltasar servían también a la corona. Ambos pensaban que Alonso de Ávila, quien los acusó de conspiración en su confesión hecha in articulo mortis, había perdido la esperanza después de presenciar la ejecución de su propio hermano. Además, un testimonio como este era inaceptable en el derecho. Alonso de Ávila era enemigo de Diego, a quien le negó la palabra durante la elección de un portavoz del concejo de México. Varios delatores coincidían en que jamás sorprendieron a los hermanos Sotelo con Ávila. Las modificaciones de la legislación sobre la encomienda no afectaban a los hijos de Diego y de doña Leonor Moctezuma, ya que heredaron posesiones de su abuelo, el príncipe Moctezuma. Estos bienes eran propios y no de encomiendas. Desde el momento de su convocatoria en la audiencia de México, los dos hermanos se presentaron por iniciativa propia para defender su inocencia... Los oidores objetaron sin dificultad tales racionamientos.

			Diego gozó de un plazo suficiente para exponer su defensa. Los jueces, inundados de trabajo, tardaron en proporcionar a los detenidos las copias de sus procesos. Diego, que estaba enfermo, solicitó un arresto domiciliario en casa de su suegro, el tesorero Fernando de Portugal. Visitado por los médicos Sancho López de Agurto y Pedro López, se quejó de fiebres y unos violentos dolores en un costado. Los dos doctores del gremio atribuyeron la enfermedad al frío glacial que hacía en la celda del detenido. Por no disponer de lo necesario para cuidarlo, asintieron a la petición del prisionero. Llevado a casa del tesorero a primeros de noviembre, Diego reclamó en vano que la ciudad fuera su prisión. Debía volver a su celda una vez que se curase, so pena de exilio perpetuo de las Indias y de un pago de 10.000 ducados de fianza por consentimiento de su suegro. El 8 de enero de 1568, Diego Arias de Sotelo fue condenado al exilio permanente de las Indias, a servir a la corona en Orán durante seis años a su costa y a 5.000 ducados de multa. La pena fue reducida a cuatro años de servicio y al pago de 4.000 ducados. No cabía duda de que el apoyo que encontró Diego en su familia política lo salvó del exilio perpetuo. Todo lo contrario ocurrió con Baltasar, que, al estar muy implicado en los asuntos militares y en las rebeliones pasadas, sucumbió al hacha del verdugo.

			En Perú, Baltasar conquistó numerosos pueblos antes de ponerse al servicio del presidente La Gasca en su lucha contra Pizarro. Luego, participó en la insurrección de Hernández de Girón contra la audiencia de Lima. Un perdón, acompañado por un primer exilio de los Andes, le empujó hacia Nueva España. Se granjeó una conducta de servicio al rey como capitán de caballería durante la expedición a Florida contra los franceses. Desde entonces, llevaba una vida tranquila en México, donde moraba en casa de su hermano Diego. En 1553, los hombres de Hernández de Girón le obligaron a unirse a ellos. En cambio, no participó en ninguna de las batallas sangrientas del movimiento. De modo que su abogado obtuvo sin dificultad el plazo necesario para asegurar su defensa. El 17 de septiembre, Baltasar fue condenado al exilio perpetuo de las Indias, a la pérdida de todos sus bienes y a regresar a la península con la primera flota. El procurador Salazar hizo un llamamiento arguyendo que la recepción del expediente de los testigos de cargo contra el prisionero («conocimiento de causa») debía preceder a la sentencia. El caso de un tal Juan de Espinosa Solano sentó jurisprudencia. Condenado al exilio sin que los representantes recibiesen copias de los testimonios, su juicio tuvo que ser revocado. Los comisarios hicieron caso omiso de esta lección jurídica.

			El abogado comunicó a la audiencia todas las piezas en favor del detenido: el perdón general de los hombres implicados en la rebelión de Hernández de Girón de 1555 y el perdón personal de Baltasar, concedido por el visitador Tello de Sandoval en noviembre de 1566. A la luz de estos documentos, resultaba que en Cuzco Baltasar vivió con uno de sus cinco hermanos, que había luchado contra el rebelde Hernández de Girón. Un hermano en cada campo. Fue precisamente este hermano, llamado Gaspar, el que obtuvo el perdón de Baltasar. Este último reconoció haber compartido las ideas de la insurrección. En cambio, el antiguo rebelde respetó al pie de la letra la obligación de irse definitivamente de Perú. Le sucedía una sarta de cartas intercambiadas entre Baltasar Arias de Sotelo, el virrey don Luis de Velasco y el gobernador de Florida, don Tristán de Luna. Todas ellas alababan los servicios del capitán Baltasar y sus tropas enroladas contra los franceses. Pacificó a los indios y, desde México, aprovisionó Florida con caballos; inspeccionó el armamento rápido de los edificios utilizados para las diversas expediciones y contribuyó a asumir los gastos militares con el dinero de su familia.

			Baltasar obtuvo todas las prórrogas necesarias para garantizar su defensa. En cambio, al contrario de su hermano, quedó aislado en su celda a lo largo del año 1567. Sus apelaciones y objeciones quedaron sin efecto hasta que los comisarios Muñoz y Carrillo retomaron su proceso. Su primer juicio presentaba varios errores de procedimiento. Además, el 9 de enero de 1568 pronunciaron una nueva sentencia contra el fogoso Baltasar. Lejos de suavizar su pena en vista de sus hojas de servicio, lo condenaron a la decapitación inmediata y a la pérdida de todos sus bienes. La sentencia fue ejecutada en el acto.

			Acusado de complicidad con la conjura, el 29 de agosto de 1566, Gonzalo Núñez tuvo tiempo de preparar su defensa. En su camino, se cruzó con un tal Pedro del Río, habitante de México, que volvía de viaje a Perú. Este último le habló de las guerras andinas libradas por el rebelde Francisco Hernández de Girón, de la insurrección de Lope de Aguirre y de los pronósticos de los brujos indios sobre las guerras venideras. Conoció a Diego Pizarro, que vino también de Perú y presumía de pertenecer al clan de los Pizarro. Sus negocios con él se limitaron a la venta de un esclavo, cuyo pago vino a saldar indirectamente una deuda de Gonzalo con Alonso de Ávila. Si vivió varios meses en la casa de este último, solo lo hizo como celador, en ausencia del propietario.

			Natural de Trujillo de España y con 57 años, Gonzalo tenía una memoria defectuosa y una enfermedad de gota avanzada. El cronista Peralta le imputó al menos 80 años por culpa de sus canas. En diciembre de 1566, tras el informe de dos médicos y bajo fianza de 4.000 ducados, se le asignó su casa por prisión, antes de que lo fuese la ciudad. Cuatro de sus amigos, comerciantes y artesanos, se presentaron como fiadores por dicha cantidad. No tenía oficio; en cambio, poseía dos esclavos que le entregaban un salario para poder vivir. Recibió la tutela de los hijos de un tal Luis de Moscoso tras el fallecimiento de su padre. La defensa del pueblo de Chamacuero, situado en la zona del Gran Chichimeca y perteneciente a estos últimos, obligó a la compra de algunos arcabuces y cuatro lanzas. La profecía de San Isidoro que anunciaba que el rey de Castilla perdería su soberanía en Nueva España y el Yucatán llegó a sus oídos. En cambio, nunca la vio por escrito. Los testigos de ambas partes no sabían mucho. Todos ellos insistieron en la avanzada edad del detenido y en su delicada salud.

			A los oidores les resultaba difícil demostrar que Gonzalo participó activamente en la organización de la liga. De este modo, en enero de 1567, el abogado Juan de Salazar solicitó al procurador Céspedes de Cárdenas que el acusado fuera relajado. El procedimiento se alargó durante un tiempo. En el verano de 1567, los comisarios reales retomaron el control de los procesos pendientes. El 8 de enero de 1568, condenaron a Gonzalo Núñez a la horca y a descuartizamiento. Fue ejecutado inmediatamente. Gonzalo se había acercado demasiado a varios soldados de Perú. Compró demasiadas armas de las que no podía servirse. Sin desmayo, la patulea andina y sus postas debían ser erradicadas de Nueva España.

			Al final, la lista de las penas permaneció muy abierta, desde las simples multas de 50 a 150 ducados hasta la decapitación y la horca. Casi dos tercios de los condenados de 1566 y 1567 gozaron de una reducción de su pena, es decir, cuarenta y tres de los sesenta y ocho acusados. Presiones, súplicas, intervenciones de todo tipo a favor de los prisioneros marcaron la apelación de las sentencias. La dependencia en lo relativo a las decisiones judiciales era uno de los principales resortes del disciplinamiento social. Menos de la mitad de los condenados pertenecía a la categoría de los encomenderos conocidos. La distancia entre ricos propietarios de repartos de indios y los titulares de pequeñas encomiendas era muy grande. Los inmigrantes pobres, los monjes en busca de cambios y aquellos hombres dependientes de toda calaña componían una vez más el grueso de la tropa de los conjurados.

			Unos cuarenta rebeldes fueron condenados al exilio. Los condenados a penas más severas debían servir en galeras. Así, Pedro de Aguilar acumuló el exilio perpetuo de las Indias con una pena de remos de diez años. El servicio militar fronterizo, sobre todo en la región de Orán, podía sustituir con ventaja a las galeras. Solía ir acompañado de una multa de 1.000 a 8.000 ducados en beneficio de la Hacienda Real. El exilio, el servicio y las multas eran reducidos a menudo al final de alguna revisión. Don Fernando de Córdoba Bocanegra, condenado a seis años de galeras y a una pesada sanción, vio su pena reducida a una exclusión definitiva de Nueva España, además de tres años de servicio en Orán y 500 ducados de multa.

			La mayor parte de ellos, como Diego Rodríguez de Orozco, vio rechazada cualquier regulación de pena. El 14 de enero de 1568, los comisarios Muñoz y Carrillo lo sometieron al tormento y luego lo condenaron al exilio perpetuo de las Indias, así como a 8.000 pesos de multa. La apelación de su sentencia fue rechazada el mismo día. Era hijo de Maese Manuel Tomás y de Leonor Rodríguez de Orozco, que disfrutaban de la encomienda de Tlaxcala, transmitida a Diego. El denunciante Baltasar de Aguilar afirmó que fue cómplice del complot y que se halló presente en las principales juntas de la liga. Los materiales de los que disponía Diego hicieron temer a los comisarios que este pudiese poner toda su energía en organizar una nueva conjura.

			Ciertas sentencias de deportación perpetua de las Indias quedaron en un simple exilio de México. Según un juicio bastante cercano al de Baltasar de Orozco, el 15 de enero de 1568 Antonio de Carvajal fue condenado a un eterno confinamiento y a 2.000 pesos de multa. Al contrario de lo que pasó con Diego, obtuvo una remisión de la pena, limitando su alejamiento de México a seis años de seguridad y a 3.000 pesos, que debían ser entregados a Hacienda. Es cierto que el condenado poseía la rica encomienda de Zacatlán que le transmitieron sus padres, Antonio de Carvajal y doña María de Olid y Viedma. Esta encomienda le aportaba unos 1.500 pesos y 1.000 fanegas de maíz al año. Al igual que su padre, tenía asiento en el concejo de México como regidor.

			Juan de Villafaña pudo gozar de una remisión más espectacular aún: su exilio de las Indias a perpetuidad fue conmutado por una orden de alejamiento de la ciudad durante seis años, más una multa limitada a 300 pesos. Curiosamente, en 1521 uno de sus homónimos urdió un complot contra Hernán Cortés, intentando reemplazar al gobierno por un tal Francisco de Verdugo. El prolijo Baltasar de Quesada lo denunció junto con una veintena de otros conjurados. Se trataba en realidad de Antonio de Villafaña, natural de Zamora, que se hacía llamar Juan. Antes de ser ahorcado, afirmó ser el único en planear apuñalar a Cortés. Sin embargo, los oficiales reales barruntaban que se había tragado una lista de trescientos conjurados en el momento de su arresto. Las duraciones de varias penas de exilio de México fueron reducidas en apelación. La de Antonio Ruiz de Castañeda pasó de cinco a dos años mientras que los 600 pesos que se vio obligado a pagar fueron limitados a 400 pesos a principios de febrero de 1568.

			Los jueces soltaron a varios detenidos. Entre los absueltos sin proceso por los comisarios Muñoz y Carrillo se hallaban don Luis de Castilla y su hijo Pedro. En la primavera de 1566, su imputación se basó en las afirmaciones de algunos testigos, portadores de los dichos de Alonso de Ávila, que anunciaban su adhesión. Don Luis gozó del prestigio de un descendiente directo del rey Pedro I y la reina Juana de Castro. Su esposa, doña Juana de Sosa, era la hermana del tesorero Juan Alonso de Sosa. Deudo de Hernán Cortés por línea materna, don Luis escoltó a Juana de Zúñiga desde la península hasta Nueva España tras su matrimonio con el conquistador. Los Castilla poseían los frutos de la rica encomienda de Tututepec. En julio de 1566, los comisarios eximieron de una persecución a otros cinco individuos en arresto domiciliario232. Aparte de estos signos de clemencia, la severidad de las sentencias se inscribía en la continuidad de la política de La Gasca y de la aplicación del principio de exiliar para castigar. Nos sería imposible seguir el itinerario judicial de cada uno de los veinticuatro condenados que fueron perseguidos por los jueces y los comisarios. En cambio, excepto algunos inocentes liberados rápidamente, el balance de la represión demostró a las claras la voluntad que tenían los comisarios de extirpar de Nueva España el mal de la desobediencia.

			Las sanciones más severas marcaron durante largo tiempo los espíritus. Entre julio de 1566 y febrero de 1568, los oidores y comisarios pronunciaron nueve condenas a decapitación, cuatro sentencias de horca y unas cuarenta penas de exilio. Entre los rebeldes del núcleo central de la conjura, solo Bernardo Pacheco de Bocanegra y don Luis Cortés pudieron salvar su cabeza. Las penas de muerte iban generalmente acompañadas por la pérdida de la totalidad de los bienes del ajusticiado. Cuando eran conmutadas en exilio, las confiscaciones se limitaban a una parte de los bienes. Convencido de la existencia del complot, el cronista Juan Suárez de Peralta deploró también el terror que sembraron los comisarios en la ciudad: «A mañana y a tarde no hacían sino dar tormento [...]. Era una de las más espantosas cosas que han sucedido en las Indias, porque ninguno estaba seguro, sino pensando que ya lo llevaban y le daban tormentos»233. A los contemporáneos les fue difícil admitir que Gil de Ávila o Gonzalo Núñez, considerados hombres sin historia, significaran una amenaza para la autoridad de la corona. Este sentimiento, que muchos de ellos expresaron, confirmaba el deseo de que el régimen de terror judicial imperante en México en el otoño de 1567 llegase a su fin.

			PROCEDER CONTRA CORTÉS

			Durante los años que sucedieron a su regreso a Nueva España, en la primavera de 1563, Martín Cortés dio una imagen de sí mismo perfectamente ambivalente: a la vez cortesano, pilar de la corona, y cabecilla de complot en las Indias. El marqués esculpía su propia estatua. En el otoño de 1565 solicitó a los oidores que recibieran una averiguación que él mismo había llevado a cabo contra el difunto virrey don Luis de Velasco con la intención de remitírsela al Consejo de Indias234. Este último lo había denigrado informando a Su Majestad de que disponía de más indios de los que entregaron a su padre por provisión real del 6 de julio de 1529. El virrey limitó desaforadamente las cantidades que se cobraron oficialmente de los indios para sacar más dinero de las cajas de la Hacienda. Influyó en los caciques y los religiosos de la tierra para disminuir sus recursos, por lo que empleó también las cantidades desfalcadas en su propio beneficio.

			Por el contrario, Cortés liberó a los indios de sus pueblos de los trabajos forzados que los caciques les exigían. El mismo visitador Valderrama integró la tasación de los tributos que recaudaba Cortés. A pesar de los reproches que le hicieron al marqués sobre las cantidades cobradas a los indios, muchos de ellos emigraron hacia sus tierras, donde la presión fiscal era menor que en las encomiendas vecinas. Preocupados por la buena alimentación de los naturales, Cortés les vendía el maíz a un precio razonable cuando este se disparaba a un peso y medio la fanega en otros lugares.

			La arrogancia del virrey igualaba a las vejaciones que infligía a Cortés. Velasco toleraba que el alférez Juan de Samano se pasease con una lanza envainada en una funda negra aterciopelada. Por el contrario, prohibió al marqués que lo emulase pretextando que solo el rey gozaba de esa prerrogativa. Surgió una discrepancia sobre este tema a partir del mes de agosto de 1563, cuando Cortés vino a conocer al visitador Valderrama, que hacía su entrada en México. Precisamente en febrero de 1562 recibió una licencia real para importar armas a las Indias, entre ellas, una docena de arcabuces. Martín Cortés, que heredó los honores que la corona hizo a su padre, soportaba mal las molestias por las que las autoridades de la ciudad le hacían pasar. De todas formas, los ataques que lanzó el marqués contra el difunto virrey (y, por consiguiente, contra sus herederos) ponían en entredicho la buena fama de don Luis de Velasco en aquella tierra.

			El marqués se aplicaba en mantener la buena representación de la ciudad. En 1564 y 1565, los miembros del concejo de México afirmaron su convicción de que los conquistadores y sus familias debían disfrutar de encomiendas perpetuas. Decidieron retener los nombres de cuatro representantes con la idea de elegirlos como portavoces de la ciudad en la península. Solo Diego Ferrer, que ya representaba a Cortés, fue elegido para ello. Aunque todos se mostraron favorables a la perpetuidad, el asunto de la delegación brindó a los regidores una nueva ocasión para dividirse y posicionarse en bandos opuestos. Cortés perdió los apoyos del hijo del virrey don Luis de Velasco y del rico encomendero Juan de Velázquez, que le habían recibido con los brazos abiertos a su llegada a Nueva España. Sin embargo, por carta del 31 de agosto de 1564, el concejo de México solicitó al rey que Cortés accediese al puesto de capitán general de la tierra en lugar de nombrarlo nuevo virrey. El marqués recibió entonces el apoyo de numerosos regidores. Sin embargo, fue Francisco de Velasco, hermano de difunto virrey don Luis, quien se ganó la investidura de dicho puesto de capitán.

			La frustración de Cortés relativa a la gesta de su padre empujó al nuevo marqués a intentar estrenarse también con alguna conquista. Presentó esos planes como una obligación moral que se inscribía en la lógica de las obras de Hernán Cortés. Martín solicitó al rey que recibiese una licencia (dada en vano al capitán Bernardo de la Torre) para iniciar a su costa la conquista de Nueva Guinea, es decir, el sur de las costas pacíficas mexicanas. El marqués preparó una capitulación inspirándose en las que le habían dado a su padre para Nueva España. Diego Ferrer, su representante en España, fue el encargado de presentar el proyecto al rey. Leyendo las numerosas páginas escritas al respecto para Felipe II, no nos queda duda del deseo que tenía Cortés de prolongar la obra de su padre. A falta de conquista, aconsejó al rey, carta tras carta, sobre los más diversos temas. Así, en un correo de febrero de 1564, se hizo eco de la falta de religiosos de la orden de San Francisco necesarios para la evangelización de los indios. Los delatores del complot estigmatizaron igualmente el comportamiento político del marqués reformador.

			Según los oidores y buena parte de los encomenderos, Cortés no era más que un alborotador. El cronista Juan Suárez de Peralta denunció las costumbres disolutas que el marqués trajo de la península como signo de calamidad para la colonia:

			El marqués hacía plato a todos [...] y en su casa se jugaba, y aun se dio en brindar, que esto no se usaba en la tierra [...]. Dieron también en hacer máscaras, que para salir a ellas no era menester más de concertarlo en la mesa [...] y salían disfrazados cien hombres de a caballo, y andaban de ventana en ventana hablando con las mujeres [...]. Vino el negocio a tanto, que ya andaban muchos tomados del diablo235.

			Sin duda, Peralta exageraba los rasgos y el número de esas costumbres. Sin embargo, sus comentarios registraban a su manera las fracturas que repercutían en la buena sociedad colonial desde la llegada de Cortés.

			Según el cronista, más allá de honrar a los compañeros y defensores de su familia, Martín les infligió numerosos quebrantos. Además de participar en las majaderías de los zaragateros de sus amigos, eligió unirse a los hermanos Bocanegra, herederos de una familia hostil a su propio padre. El rumor decía que Martín estaba enamorado de doña Marina Vázquez de Coronado, esposa de Nuño de Chávez Pacheco de Bocanegra. Para poder mantener esta relación adulterina, el marqués se había compinchado con dichos hermanos. Era una pobre motivación que deshonraba la memoria del difunto Hernán Cortés. Los enemigos de Martín, apiñados en torno a don Luis de Velasco, lo buscaron en las calles de México para matarlo.

			De hecho, varios lances enfrentaron a los terratenientes de las familias rivales. En abril de 1565, dos de los hermanos Bocanegra dieron una estocada a un grupo de hombres cercanos a don Luis de Velasco, Juan Juárez, Alonso de Peralta, Alonso de Cervantes y Juan de Valdivieso. El alférez Juan de Samano y el mismo Valdivieso se negaron a acompañar a Cortés hasta su casa algunos días después: una afrenta que don Luis Cortés juró vengar. En mayo del mismo año, casi unos treinta individuos de los dos bandos lucharon en una plaza de la ciudad antes de que la guardia los desarmase. En junio, el alcalde Francisco de Salazar mandó confiscar la espada de un criado furibundo de Cortés que, a su vez, mandó desarmar al alcalde y liberó al criado. No era buena idea pasear sin escolta por las calles de México. Aunque la documentación judicial no testimonia de ningún modo esos extremos, no cabe duda de que el complot surgió en un periodo de fuertes tensiones entre bandos rivales.

			La posición del marqués en los círculos cortesanos españoles era muy codiciada. Sorprendió su regreso a las Indias y creó la sospecha de una antigua premeditación del alzamiento en Nueva España. Las autoridades interpretaron las manifestaciones del espíritu festivo del marqués como revelaciones de su alma sediciosa. La corona se mostró especialmente quisquillosa en lo relativo a los usos simbólicos que Cortés hacía de su condición. En varias ocasiones, referente a este tema, el Consejo de Indias notificó sus quejas al marqués por escrito. Esos desacatos a los rituales del orden alimentaron la acusación del crimen de traición contra Cortés. También enturbiaron la fama del heredero con una mácula suficiente para justificar la instrucción de un proceso. Las palabras y comportamientos de desobediencia eran indicios de la maquinación que el marqués estaba fraguando. A partir de 1565, su inventario las inscribía en la batería de las preguntas que formularon los auditores a los testigos de la acusación, al igual que al filo de la argumentación jurídica redactada por el Consejo de Indias en el otoño de 1571 para justificar la condena del marqués.

			Se añadía, a la premeditación, la sospecha de connivencia con el enemigo. Cuando el capitán Pedro Meléndez liquidó a los franceses de Florida, Cortés lamentó su derrota. En casa del regidor de México, Francisco de Mérida, juró que se dejaría descuartizar antes que volver a la península para comparecer ante el rey. Recordemos que Cortés dio a entender a un tal Ribadeneira que aspiraba a ser rey de Nueva España. Los testigos denunciaron otras palabras sospechosas del marqués y numerosos tejemanejes con los países enemigos de España.

			Las usurpaciones simbólicas constituían en sí mismas gravísimas formas de desobediencia. Cortés ostentaba sin disimulo el título de duque, requerido sin éxito al rey. Para autentificar sus actos, usaba un sello demasiado grande, del tamaño del sello real, por lo que el Consejo de Indias le mandó que lo redujese a la talla ordinaria. Un estandarte o una lanza (insignias comúnmente reservadas al príncipe) antecedían cada uno de sus desplazamientos. En sus pueblos, suprimió con gran pompa las armas de Su Majestad y las cambió por las suyas. Cuando se pronunciaba el nombre del rey ante él, miraba al cielo con un amago de desdén, afirmando que había aprendido aquello de su padre. Para los delatores, era una manera de inculpar a toda la familia Cortés por su traición a la corona. En las calles de México, durante un encuentro, el marqués obligaba a todos a acompañarle a su casa so pena de ser azotados por sus criados. En junio de 1566, por el nacimiento de sus mellizos, mandó construir un puente de madera entre su casa y la iglesia para celebrar en él un torneo y llevar a los niños a las pilas bautismales, algo que solo los príncipes podían permitirse. En la catedral de La Puebla de los Ángeles, su capellán fue a buscarle un precioso misal del altar, aunque el diácono se negaba a aportárselo para que cantase. Se trataba de una nueva usurpación principesca236.

			Las fiestas, los festines y los torneos que organizaron Alonso de Ávila y Cortés brindaron a los jueces incontables ocasiones de aturdir al marqués. Recordemos que en las jarras de barro del convite indio que Ávila ofreció a Cortés se podía ver el dibujo de una corona bajo la que figuraban las letras REIAS, que significaban «Reinarás»237. Todas ellas eran infracciones al respeto que se debía a la imagen del príncipe, usurpaciones de prerrogativas reales y actos de desobediencia. Se trataba nada menos que de liquidar a los oidores de México con todos los partidarios de Felipe II para poder proclamarse rey de Nueva España.

			Las persecuciones por traición generaban procesos de volumen y duración muy variables. En el desenlace de un conflicto abierto, los procesos por crímenes atroces se reducían normalmente a una instrucción expeditiva. Fue lo que ocurrió durante el juicio sumario de los pizarristas en 1548. Del mismo modo, los hermanos Alonso y Gil de Ávila, los primeros condenados del complot de Cortés, dispusieron solo de algunas horas de plazo para preparar su defensa. Los jueces y el procurador atrofiaron la fase probatoria del proceso judicial procurando respetar las reglas del registro de las pruebas. Establecer que estas mismas eran pruebas llenas e incontestables justificaba cualquier aceleración del procedimiento judicial.

			Al contrario, por falta de pruebas materiales o confesiones, la duración de los procesos se podía dilatar indefinidamente, y más si el asunto se extendía a ambos lados del Atlántico. A la historia del delito se sumaba entonces la del mismo proceso y sus reanudaciones. La transmisión de un asunto a España, destinado a una jurisdicción superior, dejaba al detenido la esperanza de beneficiarse de un juicio más clemente. En cambio, la multiplicación de los participantes desembocó en un aumento sin parangón de los gastos de justicia a cargo del imputado. Por estos motivos, el proceso era entonces una forma de represión lenta, una manera de forzar a los acusados a pagar la desconfianza y las angustias que mortificaban a la corona.

			El Consejo de Indias se lanzó en una vasta empresa de represión de la rebelión. A partir del verano de 1566, los oidores de México instruyeron los procesos de más de treinta acusados. En la primavera de 1567, varios de ellos (entre los cuales se hallaban los hermanos Cortés) fueron enviados a España al tiempo que la audiencia seguía con los procesos ya abiertos. Los comisarios Muñoz y Carrillo ampliaron la represión en el otoño del mismo año para llegar a la cifra de sesenta y ocho condenas. Un puñado de religiosos fue acuartelado en sus conventos238. Durante siete años, el seguimiento del proceso de Cortés padeció los incidentes de los asuntos que las autoridades llevaban en paralelo con el del marqués. Así, se tejió un contexto procesal y político favorable a las interferencias judiciales más diversas. Provocadas por los mismos jueces, estas interferencias pretendían aumentar los cargos en contra de los acusados. Por su parte, los detenidos también las buscaban con la esperanza de obtener alguna remisión penal. Este seguimiento judicial durante varios años producía una montaña de procesos de varios centenares de páginas cada uno: memoriales, citatorias, confesiones, testimonios, rogatorias... todo multiplicado por incontables traslados, que eran las copias que circulaban desde los Andes hasta España239.

			Las acumulaciones, las repeticiones y las adiciones corrían por todos lados. En noviembre de 1566, el procurador de México esbozó una lista de diez preguntas y testigos de cargo. Las correspondencias entre los testigos dieron base sólida a la prueba contra Cortés. Había que acumular los indicios de su culpabilidad. Los juristas al servicio del marqués no se quedaron atrás. Un primer grupo de ochenta y ocho preguntas formuladas a ochenta y siete individuos pretendía reunir un número suficiente de pruebas a descargo para detener las acusaciones del fiscal y las listas de cuestiones utilizadas para la confesión de los testigos de cargo que este había preparado. Algunos meses más tarde, el procurador del marqués presentó una síntesis de la defensa organizada por preguntas y respuestas, es decir, una copia revisada de casi cuatrocientas páginas con letra apelmazada. Cada parte añadía con frecuencia alguna pregunta a las que ya se hacían a los testigos, las «cuestiones añadidas». Para que fueran admitidas por derecho, debían obtener el aval de la audiencia. Los jueces fueron desde entonces los dueños de las listas. Así, los textos repetían hasta la saciedad puntos de vista y hechos casi idénticos. Los hechos tenían que hallar también su materialidad en el peso del papel. El traslado del proceso de Cortés a Castilla condujo a la reanudación de las investigaciones, abultando aún más el volumen de los testimonios.

			El mismo Cortés debió responder a cuatro interrogatorios. Las audiencias aspiraban a poner en evidencia las contradicciones en las que él se emboscaba tras la aparición de nuevos elementos para la investigación. Según el acusado, era menester someter al tormento a tres de los denunciantes, culpables de falso testimonio. Todos regresaron a España: el joven Cristóbal de Oñate lo hizo a su pueblo navarro; el licenciado Espinosa, por petición del episcopado, y el visitador Valderrama, tras la expiración de su mandato en las Indias. Francisco de Santander, el procurador del marqués, exigió que una delegación encabezada por el abogado Martín de Múxica fuera enviada a Marsilla, en Navarra, donde residía doña Leonor, la viuda del marqués de Falces, último virrey de Nueva España. El testimonio de esta, asentado en septiembre de 1569, debía exculpar al marqués. Al final no fue así, pues las repeticiones y adiciones perjudicaron la causa del ilustre acusado.

			Como ejemplo de las interferencias jurídicas, recordemos que antes de su llegada a México Cristóbal de Oñate había vivido primero en Perú. Lo consideraban un joven descerebrado y parlanchín. Cuando se marchó de Nueva España para regresar a Castilla, fue denigrado por los rebeldes al considerarlo un traidor a la causa. Enviado a la península, los procuradores de Cortés denunciaron las afirmaciones del joven Cristóbal. Solo pidieron que lo interrogaran bajo tormento para que dijera por fin la verdad. En cambio, al contrario de lo que decía el rumor, el joven Cristóbal de Oñate no había soltado palabra y con mucho disimulo regresó a su pueblo de Amedo, en la provincia de Logroño. La audiencia no tardó en mandar un juez de comisión para investigar sobre la culpabilidad de Cortés. De modo que, sin quererlo, la defensa brindó a los fiscales un acusado de más al que seguir los pasos. Durante una primera sesión de tortura, Cristóbal no confesó nada. Al cabo de una segunda sesión, dio todo lujo de detalles sobre la actividad de los conspiradores y la función subversiva de Cortés. La investigación complementaria que se hizo en la región llevó al comisario Juan Pérez de Calahorra a convencerse de que Cristóbal había servido como mensajero entre Cortés y un tal Juan de Vandoma. Oñate transmitió las cartas de Martín Cortés a ese francés durante unas reuniones secretas que tuvieron lugar en Bayona. De esta manera, el marqués hizo llegar al rey de Francia sus demandas de intervención militar para apoyar la rebelión de Nueva España. En diciembre de 1567, negando toda comunicación con Francia, Cortés debió responder de nuevo a varias preguntas sobre este mismo punto. La confesión judicial de Oñate agravó, pues, las acusaciones de connivencia con el enemigo lanzadas contra Cortés. En México, adonde fue enviado para ser ejecutado, Oñate denunció en confesión los dichos que le habían arrancado en el tormento. Su confesión espiritual hizo que lo citaran como víctima inocente por la defensa de Cortés. Los miembros del Consejo de Indias se preciaban de poner al fuego el caldero de los asuntos judiciales donde reducían la desobediencia.

			Los procesos se desarrollaban en tres etapas. La «sumaria» se componía del procedimiento y de las piezas que daban fundamento a la acusación. En el caso de Cortés, los jueces hallaron en ella las declaraciones de los denunciantes, la información secreta despachada por los oidores para establecer la notoriedad de los hechos, las órdenes de arresto de los sospechosos, los primeros interrogatorios y los procesos del verano de 1566 cuyo contenido suponía una importante imputación contra el marqués. Además, los jueces sacaban partido de ese periodo de instrucción para inculpar al máximo a los individuos y obtener de ellos confesiones rápidas al someterlos a tormento.

			La «plenaria» era la etapa probatoria del proceso, que comenzaba tras la acusación formal del acusado. Esta intervino contra Cortés el 26 de julio de 1566. Durante esta fase, el fiscal y el acusado debían proceder al registro de las declaraciones de sus testigos recíprocos, de cargo y descargo, un procedimiento largo y costoso. El contenido del proceso era comunicado a los procuradores del acusado («conocimiento de causa») mientras los jueces cotejaban las pruebas y los testigos. Durante este periodo de constitución de las pruebas, a los oidores les llovían las peticiones de los abogados, que pretendían obtener plazos suplementarios, recusar a los participantes e invalidar múltiples actas.

			La plenaria fue complicada por la dilatación geográfica del proceso. Cortés pasó sucesivamente de México a Madrid y luego de la corte del rey a la prisión de Torrejón de Velasco (desde el otoño de 1567), antes de estar unos meses en las de Cartagena de España en 1573 y 1574. En México, Álvaro Ruiz siguió defendiendo sus intereses contra varios fiscales. En Madrid el abogado Francisco de Santander luchó para que las demandas de la defensa fueran trasladadas a Nueva España sin demora. Debían comparecer nuevos testigos, de otro modo «habría gran dilatación». Con el encarcelamiento en la fortaleza de Torrejón de Velasco, un juez del Consejo de Indias tuvo que personarse para interrogar al prisionero. En definitiva, varias comisiones debieron ser despachadas con el objetivo de recoger los testimonios en España. La etapa probatoria concluyó el 23 de septiembre de 1571, fecha en la que se pronunció en Madrid la primera sentencia contra Cortés, es decir, cinco años después de que el fiscal de México lo impugnase. El Consejo de Indias no atrofió, pues, esta fase del proceso para determinar el destino del marqués. Seis de sus mejores juristas firmaron la declaración de culpabilidad del rebelde, los mismos que elaboraron en paralelo un sabio texto jurídico que apuntaba a justificar la sentencia240. Los defensores del condenado desencadenaron de inmediato un caudal de peticiones con destino al Consejo, al tiempo que se lanzaba la apelación contra el juicio. 

			La última etapa de los procesos se abría con una apelación, el «proceso en grado de apelación». En este caso concreto, la fase fue más corta de lo previsto, ya que, al final de varios recursos, el fiscal del Consejo de Indias reafirmó la sentencia ya pronunciada por una provisión del 24 de septiembre de 1572, la sentencia definitiva en «grado de revista». Para terminar, las peticiones de revisión como última súplica al rey fracasaron con la publicación de la provisión real, fechada el 3 de marzo de 1573, provisión real en «grado de suplicación». Esto representaba una fase de tres años de recurso.

			Paralelamente al seguimiento judicial, la acusación desencadenó un procedimiento de embargo de los bienes del acusado. Esto implicaba los bienes que transportaba al llegar a Sevilla, los ingresos de su marquesado y la totalidad de sus créditos. Para ello, nombraron a varios depositarios legales para custodiar y administrar los bienes del condenado, que mantenía los gastos del proceso. A los jueces implicados en el asunto les tocaba fijar con regularidad qué gastos debían correr a cargo de Cortés, qué otros tendrían que ser compartidos entre los detenidos y cuáles correspondían a la administración judicial. A lo largo del proceso, centenares de páginas consignaban por todos lados el estado de las cuestiones financieras. En 1573, los créditos judiciales ascendían a más de 100.000 pesos, aunque los oficiales reales fueron incapaces de establecer su coste exacto. Solo para el año 1566, en un documento de catorce páginas compactas, los tesoreros de México contaron 85.262 pesos de gastos diversos que se imputaban a los detenidos de la audiencia, de los cuales Martín Cortés debía pagar una buena parte. Las numerosas peticiones que presentaron ante el Consejo de Indias aquellos que recibieron la tutela de los bienes del traidor demostraban que apenas conseguían imponer su control sobre el marquesado. Además, Cortés se vio obligado a pedirle un préstamo al banquero flamenco Antonio Anselmo con el aval de varios de sus parientes. Su petición representaba 1.200.000 maravedíes, que debía reembolsar de los ingresos anuales de sus posesiones. Al ser un medio suplementario y secreto de disciplinamiento, el proceso de embargo (que seguía su propia lógica) corría por las diversas fases del proceso. El trabajo de la administración judicial y fiscal derribaba el edificio de la conquista.
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			La confesión del acusado sentó las bases de la defensa judicial de Cortés. Al contrario de lo que ocurrió con su hermano mestizo, no sufrió tormento. El 18 de julio de 1566, el marqués respondió con una ristra de negaciones a la veintena de preguntas que le formularon. El 7 de marzo de 1567, esta primera confesión fue seguida por otra, poco antes de reenviar a Cortés a España. En la península, respondió a otros dos interrogatorios poco diferentes. Varios individuos extendieron la noticia de que fomentaba la creación de una liga. El condenado negó haber impulsado al licenciado Espinosa y a Pedro de Aguilar a mantener un doble juego: tramando un complot con su ayuda y al mismo tiempo diciendo a los oidores que no existía ninguna liga. En realidad, aquellos desgraciados vinieron a informarle de la investigación que los oidores dirigían sobre él, incitándole a encabezar una insurrección. Las relaciones de Cortés con el joven Baltasar de Aguilar siguieron la misma evolución que con los otros denunciantes. El marqués sospechaba que Agustín de Villanueva (cuñado de Baltasar) hacía correr el rumor de su traición. Para Cortés era más difícil explicar por qué siguió recibiendo a esos dos individuos que tanto afirmaba despreciar.

			La tesis de un complot contra el marqués meticulosamente preparada no aparecía en esta primera confesión, pero se convirtió en el pivote de su defensa en su segunda deposición. A partir de entonces, el partido del acusado tuvo conocimiento del tenor de las denuncias que pretendían desacreditar a Cortés. En un episodio bastante jugoso, durante una entrevista con Pedro de Aguilar el marqués escondió bajo una cama al rebelde Bernardino Maldonado, que debía servir de testigo contra Aguilar. Este subterfugio fue utilizado en varias ocasiones, de modo que la delación fragilizaba les afirmaciones ulteriores de Cortés, quien negaba que Maldonado se hubiera alojado alguna vez en su casa. El oidor Ceinos empujó a Aguilar a denunciar a Ávila y al mismo Cortés. El clérigo Espinosa relató idénticos hechos: «No conocéis oidores, que aunque os den la palabra [...] harán [...] algún tiro»241. Según Cortés, los oidores no colaboraban para apaciguar la colonia.

			El primer interrogatorio del detenido tuvo lugar antes de la ejecución de Alonso de Ávila al confesar su propio crimen in articulo mortis y la determinación de Cortés de liderar la insurrección. El marqués no denunció la actitud del condenado en esa deposición precoz. Todo lo contrario, durante su segunda confesión, condenó de forma inapelable el espíritu animoso del joven encomendero, que se imaginó sin duda a la cabeza de una insurrección. Cortés no trató jamás de un alzamiento con Alonso de Ávila. Evidentemente, los acontecimientos influían en el sentido de las sucesivas declaraciones del detenido: se afanaba en alejarse de aquellos que iban cayendo en las garras de los oidores. La repetición de los interrogatorios sacó a colación las incoherencias y las contradicciones en las que se atrincheraba Cortés.

			Más allá de ser cómplice de cualquier complot, el condenado se dedicó a defender el principio de obediencia. Les recordaba a todos el espíritu de justicia del que el rey daba siempre muestras. Desde el otoño de 1565, en México afloró un sordo descontento contra la corona. El condenado instó a guardar la calma y apremió a cada uno a contar con la justicia real. Los rumores de la firma de una provisión real prohibiendo la transmisión de las encomiendas en segunda vida amotinaron a la muchedumbre en la plaza de la ciudad. En esta ocasión el marqués impidió que sus amigos fueran a la audiencia. Informó de ello al visitador Valderrama para que este le hablase de ello al rey. Al anunciar que el próximo virrey llegaría para retomar las encomiendas, Baltasar de Aguilar recibió de Cortés la siguiente respuesta: «Un hombre tan bravo como vos ha de temer que el viso rey que viniese en la primera flota le ha de quitar la hacienda. Anda que es donaire y no le debe pasar por la imaginación a Su Majestad tratar de semejante negocio»242. En confesión, denunció las incitaciones a la revuelta que ensalzaban varios individuos, rogando al vicario general de la orden de San Agustín, fray Miguel de Alvarado, que advirtiese a los oidores. Durante la Semana Santa de 1566, el marqués se retiró al convento de Santiago de Tlatelulco, esperando así apaciguar los ataques de los que había sido blanco. Sospechaba que el hijo del difunto virrey, don Luis de Velasco, y sus amigos dirigían una campaña de difamación contra él. El marqués negó todas las acusaciones de haber llevado a cabo cualquier acción directa de rebelión: no hubo envío de dineros al papa para que le entregase el patronato de las Indias; ni almacenamiento de armas previendo una insurrección; ni ensayo de la gran noche durante los convites celebrados en su honor; ni correos secretos con los españoles de Guatemala; ni consejos furtivos a sus amigos de Puebla o Michoacán... En cambio, a Martín Cortés le costaba convencer a la audiencia, pues su cercanía a los principales sospechosos se asemejaba a una amplia complicidad.

			En marzo de 1567, durante su segunda audiencia, Cortés fue interrogado sobre las infracciones simbólicas que se le imputaron. Negó haber amenazado con una vara a los que se resistiesen a acompañarlo a su casa tras un encuentro por las calles de México. Nunca mandó que confeccionaran un estandarte para una insurrección. Los que ondeaban en sus pueblos representaban las insignias de las aldeas correspondientes. Nunca humilló al alcalde Salazar, que confiscó por error la espada de uno de sus criados. En su casa, no poseía ninguna reserva de artillería. Los torneos y otros simulacros de escaramuzas en las que participó fueron simples festejos... El resto de los temas que evocó eran del mismo estilo. Era cierto que los oidores confiscaron un gran sello que mandó fabricar a un orfebre que él conocía, pero nunca lo usó. La galería construida entre su casa y la iglesia de México, durante el bautizo de sus mellizos, pretendía solamente evitar los resbalones en el lodo de la plaza producido por las fuertes lluvias de verano. Al menos, utilizaba un reclinatorio con un almohadón de terciopelo que mandaba llevar a la iglesia durante los oficios. En las ciudades de Castilla donde residió, nadie criticó esa costumbre ni la lanza que lo acompañaba en sus desplazamientos. Esta lanza enarbolada permanecía en su vaina aterciopelada con dos herretes. Lejos de querer usurpar los atributos de la corona, exhortó a los encomenderos a que mantuvieran la calma alabando la sabiduría del rey, cuyo sentido de la justicia y del buen gobierno no faltaría en manifestarse.

			Una vez informado de la identidad de sus detractores, pudo devolverles la acusación de enemistad que le desacreditaba: «Juan Suárez e Agustín Cervantes, Baltasar de Aguilar, don Luis de Velasco, Juan de Samano y otros [...] pretendían hacer alguna desvergüenza [...] durante quince o veinte días hizo que anduviesen con él sus hermanos e algunos criados e amigos»243. Las enemistades eran vivas y las respuestas fueron hábiles. Sin embargo, las explicaciones no dejaron de ser aproximadas y en desajuste con numerosas preguntas. El marqués mandó fabricar un gran sello con el título de duque sabiendo que el rey no lo había investido de tal honor. Después de afirmar que en su casa no almacenaba ningún arma importante, admitió haber mandado a uno de sus criados comprar algunas en España con el fin de llevar a cabo la expedición de Nueva Guinea para la que esperaba que lo nombraran. Por eso los alegatos del procurador Sebastián de Santander afirmaban que las infracciones simbólicas no eran una prueba suficiente de la culpabilidad del marqués.

			Abundaban también las contradicciones sobre las relaciones del acusado con la península. Admitió de forma insistente: que llevar a cabo una expedición hacia Nueva Guinea era su máximo deseo; que él quería volver a España y esperaba que Su Majestad atendiera su súplica, transfiriendo allí sus bienes, y su esposa ansiaba que su hijo don Hernando Cortés volviese de la península a Nueva España. El sentimiento de que el marqués Martín Cortés no había hallado su lugar en Nueva España alimentaba las sospechas de los oidores contra él. La segunda confesión de Cortés, al igual que las copias de las dos siguientes, no consiguió convencer a los jueces de México de la inocencia del acusado. Mandaron que lo embarcaran rumbo a España a finales del mes de marzo de 1567.

			LA LESA MAJESTAD SEGÚN EL CONSEJO DE INDIAS

			Durante unos diez años, Cortés se defendió desde su prisión de Torrejón de Velasco. Necesitó algunos años más para regresar de la de Cartagena de España hasta la corte de Madrid. La defensa recurrió a barba regada a las objeciones del proceso, y utilizó simultáneamente la «tacha» de los testigos de cargo, las objeciones por «nulidad» de numerosas actas de la audiencia y la multiplicación de las «peticiones» con el objetivo de obtener un reducción de pena. El punto de vista del Consejo de Indias en materia de lesa majestad dominó frente al de Cortés hasta 1580 o 1581.

			El abogado Sebastián de Santander recusó a los principales denunciantes por ser enemigos de Cortés. Formaban un clan familiar muy apiñado en torno a don Luis de Velasco. Denunció también a los que se hallaban en España, el joven descerebrado Juan de Oñate, el antiguo visitador Valderrama y el licenciado Espinosa. La depravación moral de este último era patente. Situado a la cabeza del hospital de los indios de México, abusó de dos indias (doña María y doña Francisca), mujer e hija de don Diego Jacobo, el cacique del pueblo de Cumpango. Un testigo indio atestó, gracias a un intercesor, que Espinosa repetía a la joven Francisca que era una mala cristiana si se negaba a acostarse con él. Así, le robó la virginidad y la dejó embarazada. El clérigo ya había mancillado a la madre. Los testimonios insinuaron que el pecado de incesto se superponía al del adulterio, pues doña Francisca pudo haber nacido de los primeros amores de la india con el clérigo. Las deposiciones contra Cortés hechas por un hombre como él no podían tenerse en cuenta. Santander recusó también la intervención de los oidores Puga y Villanueva, ambos testigos contra el marqués, aunque fueron suspendidos de sus funciones: «Dijeron sus dichos sin licencia y mandado»244.

			A la revocabilidad se añadían las falsificaciones de las pruebas. Los delatores establecieron de antemano correspondencias entre sus declaraciones. De este modo, el acusado quedaba atrapado en un complot urdido con sabia premeditación. Luego, los oidores se subieron al carro de los falsificadores. Esta acusación invertida era la única respuesta a la constitución de las pruebas completas que acusaban a Cortés por el acercamiento de testimonios numerosos aunque, a menudo, indirectos. Para conservar la credibilidad, el contraataque inculpó también a los oidores: «sobornaban los testigos y componían los dichos habiendo para ello acuerdo y juntas entre los jueces, enemigos y testigos». Don Luis de Velasco, los oficiales Antonio de Ibarra y Juan de Samano, así como el maestro de escuela Sancho Sánchez Muñón, orquestaron la farsa de la denuncia: «ordenaron y compusieron y escribieron todos los dichos de los testigos dándoles a cada uno por escrito lo que se había de decir y que lo escribiese de su letra para que pareciese que lo decía él»245. Las idas y venidas de estos mentirosos en casa de Cortés no tenían más objetivo que el de permitirles decir embustes.

			Diversas manipulaciones rindieron cuenta de las correspondencias y la complementariedad entre ciertas declaraciones. No obstante, resultaba difícil hacer creer a los jueces que varios de los hombres que el marqués conocía desde hacía tiempo se hubieran vuelto contra él sin razón aparente. Cortés no despreciaba tanto a algunos de esos individuos, pues no les había cerrado la puerta. Las enemistades existían también en el terreno de los delatores. No todos entraban con holgura en la categoría de enemigos del marqués, en particular, los religiosos que afligían al acusado con sus testimonios. En varias ocasiones, sus procuradores precisaron que los dominicos se mostraban hostiles a Cortés. Las filas de los monjes estaban abarrotadas de exaltados agitadores. Diego Olarte, superior de los frailes menores y antiguo capellán de Hernán Cortés, fue manipulado y denunciado falsamente por el pérfido dominico Francisco de Ribera, por haber influido en la orientación de las declaraciones de sus subordinados. A los ojos de los jueces, el posible acomodo de los testimonios no privó de gravedad a las acusaciones que se hicieron contra Cortés.

			Según la defensa, secciones enteras del proceso adolecían del vicio de nulidad, dado que los jueces se alejaban descaradamente de las reglas ordinarias de la instrucción. Además de ello, condenaron primero a Juan de Saravia a la pena capital antes de ofrecerle la libertad si comparecía contra el marqués. Los mismos oidores le insinuaron lo que debía decir para confundir al imputado, a él que no sabía nada.

			El comisario Muñoz se entregó a las manipulaciones más abyectas. Un tal Trejo le informó del complot que Ortuño Ibarra y los Velasco tramaban contra Cortés. En cambio, el oficial lo puso tras los barrotes durante varios meses obligándole finalmente a testificar contra el marqués. Lo despachó luego a España diciéndole que lo desollaría vivo si lo pillaba, que «le había de pelar». El soldado Cristóbal de San Martín recibió por parte de los comisarios la oferta de convertirse en lugarteniente de la milicia urbana y beneficiarse de la exención de sus deudas si testificaba contra Cortés. Para evitar su obstinación al rechazo, Muñoz lo mantuvo cuatro meses en prisión sin cargos, antes de enviarlo a España. En el camino de Veracruz, a más de 30 leguas de México, el comisario mandó que lo arrestasen de nuevo y lo llevasen a prisión, donde estuvo varias semanas. Murió poco después de su liberación. En la ciudad, todos coincidían en que el comisario lo ayudó a morir, un rumor que la marquesa de Falces confirmó como cierto.

			El comisario Muñoz insultó y amenazó a todos los que testificaron a favor del marqués: a Antonio de Carvajal y Juan de Valdivieso, dos miembros de las élites de México, les dijo que les arrancaría la lengua antes de arrojarlos a la prisión. Trató de traidores e hijos de traidores a los hermanos Bocanegra. Durante su interrogatorio de septiembre de 1569 en Navarra, doña Leonor confirmó también esos abusos.

			Los procuradores de Cortés denunciaron el recurso abusivo al tormento que se infligió a una veintena de detenidos. Todos ellos padecieron insoportables presiones morales: era inútil dejarse arruinar; les decían que el marqués lo había confesado ya todo. Para apoyar esas afirmaciones, les leían falsas confesiones. El comisario Muñoz aliaba con especial talento los suplicios del cuerpo a los del espíritu. Tras intentar engatusar a Baltasar de Aguilar hablándole afablemente, le infligió los peores tormentos. Luego iba a verlo en su celda para informarle de su descontento. Al final de una segunda sesión de tortura, mandó que lo llevaran a su despacho, jadeante, para continuar el interrogatorio. Aguilar, que testificó en un primer lugar a favor de Cortés, confesó al final todo lo que pedía Muñoz: «Había imprimido en él como en cera, el temor de la muerte»246. Los excesos fueron tales que el mismo comisario Carrillo afirmó que Muñoz merecía la cuerda. Muchos de esos testimonios, arrebatados a cautivos manipulados, eran revocables. Sus autores no se privaron de denunciarlo durante las declaraciones públicas hechas in articulo mortis o bien en sus confesiones espirituales ulteriores.

			La defensa del marqués hizo hincapié en la iniquidad del monopolio de la violencia detenido por los oidores. Si los detractores de Cortés fuesen sometidos a la tortura según un interrogatorio favorable al marqués, confesarían rápidamente sus embustes. Solo los jueces, fiscales y visitadores disponían del derecho a recurrir a la cuestión y registrar como prueba las confesiones obtenidas así. El cese o la reanudación de las sesiones dependían exclusivamente de su autoridad. Seguían un cuestionario que elaboraban los jueces. Un escribano consignaba las respuestas de los imputados. Las memorias de las sesiones presentaban frecuentemente las respuestas dadas por los condenados a las preguntas de los verdugos como si fuesen confesiones espontáneas. Cuando no les convenían las contestaciones, apuntaban que el dolor aturdía al condenado con la fórmula lacónica de que este «iba desvariando». Entonces, dejaban la pregunta para más tarde o, todo lo contrario, seguían ensañándose con los desgraciados. La defensa se hallaba desguarnecida ante los estragos que provocaba la tortura legal. No disponía de ninguna herramienta equivalente para ofrecer con prontitud testimonios favorables a los acusados.

			En definitiva, el partido del marqués atacó la legalidad del procedimiento que abrieron los comisarios Muñoz y Carrillo. Según la orden real que se les dio, el proceso contra Cortés que comenzaron los oidores no hacía más que proseguir su curso. En cambio, la investigación de los comisarios en los conventos mendicantes terminó con una duplicación del número de acusaciones que ya habían pronunciado los oidores. Esta inflación jurídica ahogaba la defensa de Cortés. Sin añadir una nueva prueba al asunto, el Consejo de Indias podía usar entonces a su antojo los procesos nuevamente abiertos para confirmar la gravedad de la culpa del marqués: las interferencias judiciales actuaban contra el detenido.

			Siguiendo un firme razonamiento jurídico, los abogados presentaron una primera causa de nulidad al proceso. Ya que este último fue presentado al rey con el detenido, la acción de los nuevos jueces equivalía a la apertura sin fundamento de un proceso paralelo: «al proceso ya abierto en nombre de Su Majestad, y no debía ser añadido ni presentado ningún otro juez». Es cierto que Muñoz y Carrillo no recibieron un mandato específico para aumentar el volumen de la instrucción probatoria de cargo contra Cortés. En cambio, el Consejo de Indias les concedió todo tipo de poder en materia judicial, un modo de acreditación que les permitía retomar el proceso del marqués.

			La segunda causa de nulidad consistía en el riesgo de manipulación de los testigos y el soborno de los jueces. Estos últimos interrogaron a todos los que consideraban útiles sin haber publicado listas de testigos ni interrogatorio, como lo exigía el procedimiento ordinario. Al obstaculizar la defensa de los detenidos, se atrofiaba el procedimiento, lo que enturbiaba las relaciones entre las partes, cubriéndolas con un halo de sospecha. De manera que los abogados no vacilaron en hablar de la corrupción de los comisarios por parte de la camarilla de los oidores y del regidor, que los colmaron de regalos.

			La tercera causa de nulidad del trabajo de los comisarios consistía en la ausencia de audición contradictoria de los testigos de cargo. En México, no permitieron al representante de Cortés que manifestase su punto de vista sobre las confesiones de los nuevos testigos. El partido del marqués denunció los atropellos que se hicieron al procedimiento criminal ordinario. Con esto, fingía ignorar que los límites comunes del proceso fueron ampliamente traspasados para introducirlos en una investigación general sobre el estado político de la sociedad colonial. No se trataba ya solamente de condenar a Cortés, que se convirtió en un actor secundario tras su encarcelamiento en la península, sino de disciplinar a toda Nueva España para evitar las réplicas de la rebelión que había envenenado los Andes durante casi veinte años. La represión se encauzó por la vía judicial sin ajustarse a los marcos tradicionales del procedimiento criminal.

			Durante los seis años de encarcelamiento de Cortés en el castillo de Torrejón de Velasco (desde abril de 1567 hasta abril de 1573), sus abogados multiplicaron el envío de las peticiones a los fiscales. Estas variadas peticiones trataban de la situación judicial del detenido: las condiciones de su encarcelamiento, las visitas que podía recibir o las modalidades de cumplimiento de su pena. La defensa hacía incansablemente las mismas peticiones en un largo rosario de cartas que consignaban los jueces. Nos faltan muchas de las respuestas. Lo curioso es que no existe la documentación que comprende el periodo entre diciembre de 1573 y el año 1582. Con toda certeza fue clasificada de alguna manera aberrante. Sin embargo, mientras solicitaba con asiduidad la revisión de su pena, Cortés estuvo enfermo en Cartagena durante varios meses. La ausencia de documentación para este periodo nos obliga, pues, a emitir algunas hipótesis sobre los últimos episodios de las persecuciones llevadas a cabo contra el marqués.

			Las condiciones de detención del acusado fueron uno de los principales temas de las peticiones. Cortés atravesó el Atlántico sin grillos, con sus bienes y su dinero libres: un cómodo traslado que Martín debió a la atención del virrey, el marqués de Falces. A su llegada a Sevilla, sus bienes fueron confiscados por los oficiales de la Casa de la Contratación. Le pusieron allí los grilletes y lo enviaron así a Madrid. Las primeras peticiones solicitaban que le quitaran esos estorbos. Los bienes que Cortés trajo a España fueron liberados con cuentagotas, a medida que debía pagar los gastos de su encarcelamiento. En 1568, doña Ana de Arellano y don Hernando tuvieron que pedir una autorización expresa de visita al prisionero, marido y padre, para poder entrar en aquella fortaleza tan medieval de Torrejón. El secreto al que fue sometido el marqués iba perdiendo su validez. En varias ocasiones, los allegados y los abogados de Cortés alegaron a favor de su excarcelación dada la mala salud que sufría desde su detención. Un episodio similar, en el que los carceleros lo liberaron un momento, se tradujo en un encadenamiento suplementario de procesos contra estos. Aunque el prisionero se quejó de sus dolencias a causa de las pésimas condiciones de su encarcelación, los jueces no las modificaron por nada del mundo. Salió de la fortaleza en la primavera de 1573 para purgar su pena en Orán.

			Cuatro series de texto marcaron el sino de Martín Cortés. La primera acusación lanzada por el fiscal de México contra él (el 26 de julio de 1566) solicitaba su ejecución, pura y simplemente, así como la confiscación de la totalidad de los bienes. El proceso mexicano prosiguió en Madrid. Según dos provisiones, del 23 y 27 de septiembre de 1571, el conjurado fue sentenciado a exilio perpetuo de las Indias, al servicio armado de Su Majestad durante diez años y al embargo de sus bienes. Al final de varios recursos, revocaron la apelación, el 24 de septiembre de 1572, en una sentencia definitiva en grado de revista. Durante los meses siguientes, las condiciones en las que Cortés debía purgar su pena fueron precisadas en diversos autos. Llegaría a Orán en un plazo de tres meses y pagaría una multa de 50.000 ducados, así como los gastos de justicia que le incumbían. La decisión fue confirmada por una orden real fechada el 3 de marzo de 1573. Varios textos más establecieron el detalle de las retenciones y la suma de las cantidades que Cortés debía en gastos de justicia. No obstante, la corona no aceleró la entrega del control directo del marquesado de Oaxaca a la administración judicial, como la reclamaban varios jueces de México. Al final, y a pesar de su condena por traición y lesa majestad, a Cortés no le confiscaron jamás la totalidad de sus bienes, como tampoco su jurisdicción o su título de marqués.

			Este tipo de moderación contrastaba con el rigor de la argumentación jurídica del Consejo de Indias que fundamentó la anulación de la apelación de Cortés. Si no cabe duda de que el texto fue redactado en el otoño de 1571, aunque no contenga fecha explícita, ilustra perfectamente la función de la institución clipeus reipublicæ, escudo de la cosa pública247. Sus letrados no juzgaron en el calor de la batalla. Aferrados a su biblioteca de derecho, zanjaron el asunto según la casuística del crimen de lesa majestad que había ido cerniéndose a lo largo del Medievo. Esta casuística retomaba principalmente los textos de Ulpiano, insertos en forma de extractos en el Digesto del Corpus Iuris Ciuilis, la gran compilación del derecho romano del emperador de Oriente Justiniano248. Según un proceso de inculpación bastante manido, la demostración barrió sin tropiezos los argumentos de la defensa, aceptando la totalidad de los hechos que se atribuían a Cortés en la calificación del crimen læsæ maiestatis.

			El recubrimiento de los delitos que suponía un proceso como este consistía en una mezcla de juicios de valor, de razonamientos a priori y de método deductivo, es decir, formas que tradicionalmente adoptaban la jurisprudencia y el pensamiento político de aquella época. Así, ignorando deliberadamente la participación de los emigrantes pobres en el complot, el documento afirmaba que los conspiradores eran todos hidalgos y hombres de importancia, sin evocar casi la posesión de las encomiendas. Con ello, el Consejo de Indias brindó implícitamente una interpretación oficial de la rebelión como tramoya de un puñado de nobles. En unas treinta páginas, dispuestas en torno a la afirmación de nuevas conclusiones jurídicas, los jueces confirmaron la desobediencia del condenado. Cada una de las nueve conclusiones consistía en aplicar una regla del derecho criminal de lesa majestad a los elementos del proceso de Cortés. Como respuestas al partido de la defensa, el Consejo de Indias afirmó así la supremacía de una serie de principios que condenaban al marqués.

			La instrucción demostró la correlación entre las pruebas particulares y las generales a cargo contra el condenado: la conjura existió realmente. Bajo esta misma concordancia, los delatores fueron admitidos como testigos autorizados y sus afirmaciones prevalecieron ante las dificultades relativas a las pruebas particulares. Las infracciones simbólicas a la autoridad del príncipe también eran reales. Daban prueba de la premeditación y del secreto de la conjura. Los autores más destacados de los tratados sobre la tiranía asentían sobre este asunto. La ignominia del delito se revelaba aún más enconada en la medida en que se dio en un reino alejado de la persona del rey, un lugar que vivía en paz hasta la llegada del marqués. Este último trampantojo difuminaba la inestabilidad crónica de la sociedad colonial, ignorando deliberadamente los movimientos de desobediencia ocurridos antes de 1566. Varias cartas que el condenado entregó a sus amigos y criados para comprar armas probaban que tuvo la intención de alzarse con la tierra. Que no consiguiera sus objetivos no invalidaba su tramoya, es decir, la rebelión por la palabra, definida sobre todo por el jurista italiano Bartolo de Sassoferrato. Era menester entonces proceder contra el traidor del mismo modo que con los casos más execrables: «in tracta quomo in crimi. les Maiest. proceda et in extravagan qui sint rebelles in verbo machinantur». En el fondo, el Consejo de Indias subrayó a su manera la clemencia de la sentencia.

			A los delitos de palabra se añadían los hechos de complicidad y la duración del complot, lo que permitió clasificarlo entre los crímenes más atroces. La gravedad de estos casos fundamentaba la legitimidad del recurso a la tortura. Las pruebas menores bastaban entonces para pronunciar las penas ordinarias: «minor probatio est sufficiens ad pænam ordinariam doctriª vulga»; «sola indicia sufficient ad imponendam paenom ordinariam». Bartolo de Sassoferrato, Baldo degli Ubaldi, Girolamo Giganti o Pietro Follerio no decían otra cosa en sus disquisiciones sobre la consideración de los testimonios. Un centenar de referencias detalladas en los juristas italianos y franceses, extraídas en su mayor parte de obras de compilación, cebaban de citas latinas cada conclusión del texto. El crimen contra la autoridad del príncipe confería a las pruebas todo el peso posible. De igual modo, permitía recibir a todos los testigos, a los siervos, a los vasallos, a los moros e incluso a los criminales: «in causa conspirationis contra principem vet rempublicam admittuntur ad faciendam probationem omnes testes; servi ficdei, mauri, muheres, minores, criminosi et alia persone». Los rebeldes podían así ser admitidos como delatores y testigos, lo que confirmaba la autoridad de los mejores autores, como Egidio Bossi o Girolamo Giganti, en sus respectivos tratados sobre el crimen læsæ maiestatis.

			La congregación armada de hombres de calidad agravaba sin remedio el delito. El jurista milanés Bossi estableció categorías de rebeliones basándose en el rango que ostentaban los conjurados. Los juristas del Consejo de Indias juzgaron que la mayoría de los rebeldes eran caballeros e hidalgos, gentileshombres pertenecientes a familias distinguidas. El crimen era aún más atroz. El orden social de los nobles y de los títulos se incluía en la Majestad concebida como un conjunto jerárquico249. Elevada al rango de atributo carismático del poder, esta majestad se extendía sobre el amplio campo de la potestas, el del ejercicio de la autoridad del príncipe. Así, el derecho del crimen de lesa majestad no incumbía solamente a la persona del rey. La protección se extendía en realidad a la totalidad del grupo de aquellos que ostentaban una parte de poder real. Las élites y los representantes del soberano constituían de este modo el cimiento de la Majestad, erigida como abstracción metafórica. Desde el rango y el poder, el crimen se producía siempre en el marco de una jerarquía en el seno de la cual nacía la ofensa: la ruptura de las relaciones de la majestad era, pues, una forma gravísima del crimen læsæ maiestatis. Por esta razón, el derecho podía conformarse con pruebas simples. La existencia de ocho testigos y la función de caudillo de Martín Cortés bastaban ampliamente para aplicarle la pena de muerte ordinaria y la confiscación de la totalidad de sus bienes.

			Las últimas conclusiones del Consejo de Indias insistían en el derecho de los testigos. Utilizaban también con profusión las sumas jurídicas de la época. Después de otras cuantas obras, El Tractatus de testibus probandis vel reprobandis..., del que se editó una versión en Venecia en 1569, contenía extractos de las obras de los principales autores clásicos sobre estas cuestiones. No cabe duda de que los juristas del Consejo echaron mano de esta prolija compilación. En respuesta a la revocación de varios testigos de cargo por parte de la defensa, la quinta conclusión afirmaba que estos podían ser de muy diversa naturaleza. De hecho, los jueces aceptaron los testimonios de ciertos criados, de algunas damas y de varios indios, objetados por Cortés. La sexta conclusión defendía el valor de los testimonios aislados. En materia de majestad, estos testimonios dieron fe, al igual que aquellos que se entrelazaban hasta la saciedad: «aunque sean particulares, constituyen una prueba entera in hoc delicto coniurationis». Las tres últimas conclusiones se centraban en anonadar los argumentos de los abogados defensores.

			En los asuntos secretos y graves, los testimonios escritos que los jueces recibían eran auténticas pruebas. Durante la instrucción contra Cortés, las denuncias escritas fueron ratificadas, lo que bastaba para confirmar su completo valor. Igualmente, las comparecencias de los rebeldes contra la conjura daban fe en todos los sentidos, en la medida en que se convirtieron en testigos directos que comparecían de visu, deponit devisu. Aunque la esperanza de obtener alguna recompensa u otra gratificación de Su Majestad fuera el motor de sus dichos, estos no perdían por ello credibilidad. Sin embargo, las afirmaciones de estos mismos testigos y antiguos conspiradores eran revocables como pruebas a descargo. Cada uno de esos principios iba seguido de una o varias decenas de referencias latinas.

			El texto confirmaba la admisión de toda declaración hecha in articulo mortis. Alonso de Ávila reafirmó su acusación contra Cortés a los pies del cadalso. Según los jueces, el ultimo dicto et confessioni testis conservaba todo su vigor, en especial cuando se trataba de una declaración hecha en el umbral de la muerte, maxime in articulo mortis, ya estuviera o no debidamente registrada ante el escribano: «Mayormente que en este delicto lesa Maiestatis no se requiere que los testigos se ratifiquen en lo plenario para que hagan entera probanza»250. En derecho, las últimas objeciones de Cortés no tenían sentido.

			En definitiva, los jueces del Consejo de Indias no tardaron en subrayar las incoherencias del detenido y su defensa. Estas demostraban que la culpabilidad de Cortés era incuestionable. De su propia boca salió que varios testigos a los que devolvió la acusación de complot le hablaron de planes de rebelión. Su culpabilidad, merecedora de las penas ordinarias más rigurosas, residía en el simple hecho de no haber denunciado nada, la culpa scientia. Además de todo, se encontraron en grupo en varias manifestaciones, convites y otros juegos, lo que excluía la idea de que el marqués pudiera hacerlos pasar a todos por sus enemigos jurados. Y lo que es peor, cuando vivía en sus pueblos, Cortés envió a fray Miguel de Alvarado a avisar a los oidores, instándole al mismo tiempo a que dijera que no pasaba nada. Esto constituía una falsa declaración gravísima. Era imposible creer que un personaje de su estatus no supiera nada de cualquier proyecto de rebelión. Hizo creer a los oidores que si abrían una investigación sobre la conjura, ni él ni sus alegados serían capaces de defenderlos. Esa actitud disuasoria revelaba la gran doblez del marqués. Cortés mintió en múltiples ocasiones y varios de sus testigos hicieron declaraciones engañosas. Así ocurrió con los que acusaron falsamente a Pedro de Aguilar de pecado nefando, para tacharlo como testigo de cargo. La escaramuza judicial de Cortés se volvió finalmente contra él.

			En el plazo de cincuenta días que le concedieron, el marqués achacoso no consiguió llegar al presidio africano donde debía servir al rey al frente de veinte lanzas. En Cartagena, recayó enfermo. Enjuto, febril y hostigado por insoportables cólicos, se quedó allí durante meses. Un médico de Baeza, el doctor Sancho Vélez de Guevara, constató su pésimo estado por petición del Consejo de Indias.

			En julio de 1573, el enfermo tuvo que despachar a su mayordomo Martín de Mojica desde Cartagena hasta Orán para cumplir con el pago de las veinte lanzas que él mismo no podía servir. El abogado Santander solicitó una exención penal de servicio personal al fiscal del Consejo de Indias: «él irá a servir como le está mandado aunque sea para morir en camino, atento a lo cual V.M. le pido y suplico mande revocarlo [...] y declare la manera como mandase proveer a las dichas lanzas»251. La respuesta fue negativa. A pesar de la concesión de varias prórrogas suplementarias y del envío a Orán de 20.000 pesos, destinados a dichas veinte lanzas, las autoridades seguían exigiendo que Cortés cumpliera toda su pena.

			En el otoño de 1573, el marqués de Comares, que comandaba el sitio, ordenó que Cortés cumpliese al pie de la letra la sentencia, fijando que sirviese a la cabeza de los lanceros. El abogado Sebastián de Santander dirigió varias peticiones al fiscal López de Sarria para que distinguiese las dos partes de la pena, las lanzas y el servicio personal. En febrero de 1574, el Consejo de Indias, encrespado por la sentencia, siguió prescribiendo el cumplimiento integral de dicha pena. Ignoramos si la petición de Cortés fue finalmente admitida por el Consejo de Indias, si sirvió en Orán o bien regresó a su cárcel de Torrejón antes de su liberación.

			Sea como fuere, los años de servicio que debía desde el instante de su posible llegada a Orán no fueron cumplidos por el marqués en su totalidad. Por lo general, la prisión preventiva no reducía la pena. Los diez años solo podían contar después de proveer las veinte lanzas, es decir, a partir del otoño de 1573. De modo que el traidor de Su Majestad debió disfrutar de alguna remisión penal o, por lo menos, de una cuenta favorable de su prisión que comenzó a partir de septiembre de 1571, tras pronunciarse la primera sentencia contra él.

			En 1581, tras el fallecimiento de doña Ana de Arellano (el 17 de abril de 1578 en Sevilla), el antiguo detenido se unió en segundas nupcias a doña Magdalena de Guzmán, otra aristócrata peninsular. A partir de 1582, se hallaba de nuevo en la corte, en donde se consagró a varias operaciones de inversión y de préstamos, señal de que había recuperado la estima del rey. Martín Cortés murió libre en 1589. Así, aquel al que los juristas del Consejo de Indias tacharon de Bruto o Judas con aspavientos no quedó asociado personalmente a la idea de la abyecta traición a la corona.

			Aunque su crimen fue real, dependía de la proditio, la traición urdida secretamente por medio de un pacto con el enemigo. Extendió rumores sediciosos, tramó una conspiración y pensó en concretarla en una congregatio gentis armatae. No obstante, la coniuratio no acabó en un disturbio de larga duración del orden público. Había un abismo entre el complot mexicano y las rebeliones andinas, aunque perpetraron a su manera, y con viveza, los movimientos de desobediencia que la corona de Castilla no podía tolerar. Para remediar la situación, el aparato judicial se convirtió en el instrumento privilegiado de la represión política. Sin duda, al versátil marqués le faltaba la determinación de un caudillo de guerra carismático. Cuando parecía que el peligro había pasado, y habiendo perdido los Cortés su influencia en Nueva España, el Consejo de Indias juzgó que la sangrienta represión de los años 1567-1570 había saldado ampliamente la desobediencia de la colonia. Doña Magdalena resucitó honrosamente al pobre Bruto.
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			CONCLUSIÓN

			Fronteras de autoridad

			En cierto modo, España no tuvo fronteras americanas. En las Indias, estuvo confrontada durante mucho tiempo a los mismos vecinos que tenía en Europa, es decir, Portugal y Francia. Las fronteras europeas modernas materializaron los conflictos entre príncipes rivales. Así ocurrió en las Indias en el otoño de 1565, cuando las tropas españolas de Pedro Meléndez de Avilés liquidaron a los franceses que se instalaron en Florida; y también cuando los cañonazos entre navíos españoles y portugueses resonaban en las aguas del Pacífico, en la zona conocida como «mar de China», en las Filipinas y las Molucas. Las fronteras americanas de influencia española fueron percibidas como espacios conflictivos entre el avance de la colonización española y las múltiples formas de resistencia por parte de los indios. Es bien sabido que un país en formación se obsesiona con su centro y sus márgenes. Algunos sectores periféricos adolecieron de estos males, como el fluctuante espacio de contacto entre castellanos y tribus mapuches en el Chile colonial. En cambio, las Indias españolas desconfiaban también de las fronteras más cercanas a los centros de autoridad colonial: la región del Gran Chichimeca, muy cercana a México, no fue pacificada hasta el siglo XVII. A lo largo de la centuria anterior, resultaba azaroso ir de la capital hasta Guadalajara o Guanajuato.

			Las implantaciones de las encomiendas que ostentaban los conquistadores y sus descendientes formaban una amplia frontera interna, una frontera de autoridad. Los pueblos indios de los repartos que se entregaron a los españoles, situados bajo la tutela de los caciques, no respondían a la autoridad política y judicial de las audiencias. Recordemos que en México, en 1544, el comisario Tello de Sandoval escribió al Consejo de Indias: «veinte o veinticinco leguas desta ciudad [...] hay partes donde los indios tienen por reyes a los señores y encomenderos de los pueblos y no conocen a otro rey». Esta frontera de autoridad se superponía a las fronteras de hispanización y a las de cristianización. La colonización estaba lejos de haberse arraigado profundamente durante la segunda mitad del siglo, como se ha pretendido mostrar a menudo. Sandoval señalaba con fuerza la ignorancia de los autóctonos o las dificultades para adoctrinarlos. Uno de los efectos del alejamiento de la península, desde la perspectiva de los españoles, fue de orden político y social.

			Los pueblos indios formaban verdaderas trastiendas de la desobediencia española. En Charcas, en 1553, los hombres del levantisco Vasco de Godínez se reunían en los pueblos de varios de ellos: en Tomata y sobre todo en Chayanta, dos pueblos de Martín de Robles; en los pueblos de los indios moxos, que pertenecían a Lucas de Mendieta; en Sycaya y en Paria, pueblos de Lorenzo de Aldana... Por lo general, estos pueblos de indios no eran propiedad intransferible de los colonos españoles. Sin embargo, estas encomiendas, de cuya población les habían atribuido la tutela, eran sectores sometidos a su única autoridad. Allí es donde surgían los rumores, allí se concluían las alianzas y se tramaban los complots. A partir de los pueblos españoles, los procesos encausados contra los rebeldes se dedicaban a inventariar esa geografía de la desobediencia en las fronteras.

			Esos espacios solapados se confundían ocasionalmente con algunas fronteras indígenas: las regiones de los indios lucanas entre la costa y la cordillera andina; la de las montañas de los chachapoyas o bien la de los mojos. A veces, las discordias entre colonos se expresaban también en refriegas que dejaban huella. Durante una de ellas, con un diestro cuchillazo, un tal Francisco de Grado le rajó la nariz al rebelde Vasco Godínez. A los magistrados les interesaba al máximo el detalle de los encuentros entre sospechosos. Alonso de Alvarado, que persiguió a Vasco Godínez, veía con atino la confesión de la implicación de los acusados en la insurrección de la región. Esos movimientos que se producían en los resquicios del imperio y al mismo tiempo en espacios periféricos jugaban con la paciencia de los oficiales y atizaban su miedo al asedio obsidional.

			En cierto modo, las monarquías indianas eran un dominio poli-periférico. Esos territorios constituían espacios de fuga e impunidad. Los oidores de México persiguieron a varios cómplices del complot de Cortés en la zona chichimeca. Estos individuos eran hombres de mala corte. En el asunto de Godínez, varios testigos describieron con precisión el alistamiento que hicieron los conspiradores de los soldados esparcidos en esos pueblos. Durante más de un año, se consagraron a la movilización de esos soldados bisoños y ociosos. Según el testigo Álvaro López Guarnido, un tal Hermosilla, que llegó una noche a Tapacari desde Chupiapo, vino a informar al conspirador don García de Osorio de que numerosos soldados dispersos en la región querían unirse a su bando. Todos asintieron en que estaban obligados a permanecer en los pueblos por no tener de qué comer en la ciudad. Allí vivían a costa de los encomenderos e indios. Bastaba la oferta de algunas decenas de pesos y la promesa de un futuro mejor para animarlos a participar en una expedición contra algún reducto indio o contra la audiencia. Los pueblos servían de escondrijo para caballos y arcabuces. Los armeros españoles allí instalados produjeron en ocasiones estos arcabuces con ayuda de los indios, lo que fue para las autoridades un modo de proliferación militar especialmente temible.

			Las fronteras externas ejercieron la función de sumidero de rebeldes potenciales: la guerra de China para alejar a los pobres de México; la jornada de Chile en la que fueron condenados numerosos pizarristas; las sentencias a galeras en el Mediterráneo o el Pacífico para dispersar a los traidores. Desplazar y castigar. Durante la segunda mitad del siglo XVI, las autoridades españolas se empeñaron en vaciar las fronteras interiores de las Indias para desvirtuar la desobediencia de los españoles de la tierra, los naturales. Así fue como la corona conquistó de nuevo las Indias contra los colonos rebeldes.

			Aunque aquella tierra entrase en la corona de Castilla, el rey no era su propietario. Su administración y sus navíos gobernaban ese nuevo mundo. El derecho reconocía la propiedad india de las tierras. Un tercio que luchaba en Flandes no podía reclamar allí ni tierra ni gente a quien custodiar. Al contrario, los conquistadores de las Indias se lo ganaron in situ, ya que la corona les concedió la protección y el adoctrinamiento de los indios a cambio de un tributo. Los encomenderos no poseían las tierras, como tampoco ostentaban la jurisdicción sobre los naturales. Los emigrantes más pobres que les sucedieron en la aventura dependieron normalmente de los pueblos de indios. Además, los españoles de las fronteras indias fueron rebeldes acérrimos a la corona. Algunos ostentaban también la plena propiedad de las tierras: por herencia de sus padres indios, después de un matrimonio; por adquisición o por medio de varias extorsiones. El marquesado de Cortés, con vasallos indios y españoles, era un caso particular del control de los territorios. La aspiración masiva a su propiedad y a la administración de los indios seguía sin satisfacer a todos por igual. Esto fue un factor decisivo de la participación de los emigrantes pobres en los movimientos de rebelión. Algunos, como Vasco Godínez, estuvieron entre los caudillos de esas ligas. Constituyeron la parte esencial de los efectivos de las tropas coaligadas. No temían, pues, perder las encomiendas que no tenían, sino que aspiraban a poseer una al final de su participación en las insurrecciones.

			En 1542, la publicación de las Leyes Nuevas, que pretendían reducir las encomiendas, no provocó inmediatamente una rebelión. En cambio, su proclamación en Perú en 1544 precipitó el movimiento pizarrista en la desobediencia. Por el contrario, en Nueva España, su proclamación fue seguida rápidamente por una abrogación de los principales artículos del texto. Allí, el primer movimiento que las autoridades consignaron fue el del complot de Taxco, ocurrido solamente en 1550 y cuya consistencia política era muy escasa. La lucha contra la rebelión pizarrista desembocó en la victoria militar del partido regalista, aunque se tradujo en una derrota política sin precedentes: triunfador sobre los rebeldes, La Gasca creó repartos de indios aún más numerosos. Al revés de lo que decían las afirmaciones del presidente, no hubo sólida pacificación en el tiempo. Las réplicas de la desobediencia fueron incontables a lo largo de los años 1550 a 1590. Todas ellas daban prueba de algo más que una simple reacción tardía a la proclamación de las Leyes Nuevas. La tierra se resistía a la autoridad de la península, aun más cuando el alejamiento avivaba el descontento político y los rumores más alarmantes.

			Nos sería imposible minimizar la conciencia política colonial que se manifestaba en las rebeliones, pues esta avivaba la dinámica de la frontera de autoridad con la que la corona se topaba. Durante la recepción de las Leyes Nuevas, las élites urbanas acordaron no desobedecer, al mismo tiempo que retardaron la aplicación del texto. Seguían una forma castellana muy usada: «se obedece pero no se cumple». Este recurso no podía ser un fin en sí mismo. Los solicitantes debían justificar sus plazos: no poseían nada más para vivir y no se querían morir de hambre; los oficiales reales se negaban a escucharles, pero el rey lo haría... La fórmula solo tuvo un valor derogatorio. Al inaugurar un tiempo de riesgos, suponía la amenaza de una confusión entre la queja, la afrenta a la corona y la franca desobediencia. Eran tiempos de rumor, angustia y miedo. Durante esos periodos los rebeldes se quitaron la máscara de la paz. En noviembre de 1553, Francisco Hernández de Girón rompió la quietud de Cuzco, algunos meses después de la publicación de la prohibición del servicio personal de los indios.

			Ninguna de esas rebeliones de la segunda mitad del siglo XVI terminó en la proclamación de una nueva monarquía. Los movimientos pizarristas y el complot de Martín Cortés fueron guiados también por el vivo entusiasmo de proclamar a un rey nacido de la sociedad colonial. En cambio, las insurrecciones de Sebastián de Castilla, de Egas de Guzmán, de Vasco Godínez, así como las de Francisco Hernández de Girón, rompieron con la autoridad peninsular sin afirmar la pretensión de establecer una corona americana. En general la desobediencia tenía por objetivo la creación de un gobierno por parte de los españoles de Indias. Dado que ya se autogobernaban en las ciudades, también podían tomar la dirección del país. Por tanto, el vocabulario judicial tradujo mal los grados de la desobediencia, desde la simple irreverencia hasta la insurrección más violenta. Los niveles de gravedad de los delitos sediciosos fueron tenidos en cuenta por las autoridades judiciales. En cambio, toda desobediencia fue rebelión. Los textos más jurídicos la etiquetaban bajo la categoría de lesa majestad. De este modo, la calificación del derecho contribuyó en sí misma a sojuzgar los nuevos territorios.

			Las Leyes Nuevas, que fueron ampliamente abrogadas, continuaron siendo el horizonte legal y judicial del Consejo de Indias, haciendo pender sobre los colonos una insoportable espada de Damocles que dejaba la puerta abierta al murmullo de la desobediencia. Después de haber despachado varias comisiones de investigación para establecer si era menester conceder a perpetuidad los repartos de indios, se decretó que el asunto no procedía. El rumor sedicioso anunciaba que la corona quería retomar la tutela de todos los autóctonos que se hallaban bajo el cuidado de los españoles, prohibiendo su transmisión en tercera vida, es decir, a un segundo heredero. La rebelión fue fruto del rumor. De hecho, la mayoría de los encomenderos de la década de 1560 eran los herederos de los primeros conquistadores, que esperaban transmitir sus indios a sus descendientes. El rechazo de la perpetuidad bastó para que aumentara la inquietud. La mayoría de los testimonios sobre el estado de ánimo de los colonos de este periodo demuestra que este último susto nutrió las quejas coherentes que se dirigieron a la corona. La formación de una verdadera conciencia política colonial y criolla crecía frente al apego que tenían los primeros emigrantes a la península. Así, la tierra de América reemplazó a la patria chica, cuna de aquellas ciudades de España de las que salieron los conquistadores.

			No cabe duda de que la circulación de los rebeldes entre los diversos territorios aceleró la difusión de sus ideas. Un aire pizarrista soplaba en las Indias. Entre la primavera y el invierno de 1548, casi cuatrocientos prisioneros de Perú fueron llevados a Arequipa para embarcarlos hacia sus respectivos destinos. Memorialistas y cronistas de la época afirmaron que aquellos que fomentaron las rebeliones de Sebastián de Castilla y Hernández de Girón provenían directamente del movimiento de Pizarro. Al decir esto, un poderoso efecto dominó, ideológico y humano, acompañó las deportaciones que ordenó el presidente La Gasca. Según este último, la eficacia de la justicia permitiría atrapar con rapidez a esos individuos dispersos en las diversas regiones de las Indias. Sin embargo, la caza de los rebeldes que se realizó en los Andes durante los años 1560 y 1570 terminó con resultados muy desiguales, que variaban según el afán de los corregidores y de los jueces de comisión. En México, una veintena de rebeldes pizarristas que no gozaron del perdón oficial llevaban una vida perfectamente normal durante la década de 1560. Era un límite suplementario a la autoridad de la península y al precepto que llevaba a desplazar para castigar.

			Los argumentos enunciados a favor de la ruptura con la corona, para los diversos movimientos de rebelión, presentaban incontestables similitudes. Los textos que justificaban las desobediencias circulaban también desde los Andes hasta México. Exceptuando a los frailes menores, los clérigos y los exclaustrados constituían una decena en las filas de la conjuración de Cortés. Al ser más o menos letrados, junto con muchos dominicos, se hicieron eco de un replanteamiento intelectual de la soberanía peninsular. Con toda probabilidad, el teórico pizarrista Juan Coronel (autor del De Bello justo) hizo el viaje de Nueva España donde fray Luis Cal, del convento de Tezcuco, predicaba las mismas ideas.

			La corona de Castilla comprendía las Indias. En cambio, el rey de España no hizo nada para que así fuera. Los méritos de los conquistadores que se ganaron la tierra les valieron la concesión de las encomiendas. Si el mismo monarca quería privarlos de esta justa recompensa, la misma guerra contra la tiranía era justa, y la violencia contra la península, una simple defensa. Los juristas clásicos como Domingo de Soto, en su suma jurídica, Summulae, aportaban toda referencia necesaria desde este punto de vista. Los rebeldes no escatimaron en crear genealogías fabulosas que intentaban justificar la increíble herencia de las Indias. Aunque fueron conquistadas por Cortés y Pizarro, estas tierras no correspondían en ningún modo a las Hespérides que los antecedentes españoles de Noé tuvieron en señorío. El jurista Fernández de Oviedo, que rindió homenaje al príncipe con una justificación como esta en su Historia general y natural de las Indias, no contribuyó a la conquista de nuevos territorios. Todo lo contrario, los rebeldes afirmaron rigurosamente que muchas posesiones europeas que reconocieron a la corona española se debían solo a la victoria del príncipe en los campos de batalla, de modo que los colonos podían perfectamente quitarle al rey la tierra por el mismo medio. En las Indias como en otras partes, la victoria armada aseguraba la legitimidad de una nueva corona.

			Además, los recursos de Nueva España bastarían ampliamente para alimentar a sus habitantes si la metrópolis cesaba de confiscarles lo esencial. Los metales y productos de la tierra no debían pagar la derrochadora política europea de los Habsburgo. Los intercambios comerciales con el extranjero ultimarían la viabilidad del nuevo régimen. En suma, el patronato religioso podía ser concedido sin dificultad a los hermanos e hijos de los conquistadores, Gonzalo Pizarro o Martín Cortés. Un rey que confesaba desatender la tierra no la merecía. Las formas intelectuales y populares se mezclaban para alimentar un sentimiento de rechazo en relación con la lejana soberanía de Castilla. Una conciencia política criolla precoz llegó a afirmarse así con fuerza. La aparición de esta corriente poderosa de frustración y de contestación condujo a autores eruditos como Luis González Obregón a apuntar la lista de rebeliones que se tenían como movimientos precursores de las independencias. Se trataba de una colección notable pero con una idea demasiado simple. Más allá de la perennidad de esas llamaradas de desobediencia, sus formas y motivaciones cambiaron, sin que una fiebre sediciosa tuviera obligatoriamente vínculos con la precedente.

			Con desfases y discordancias múltiples, el Consejo de Indias, Carlos V y Felipe II tuvieron perfecto conocimiento de la situación. No se contentaron con leer los informes tranquilizadores de los comisarios y los primeros cronistas. Los escribanos del Consejo pasaron por la criba las copias de los prolijos testimonios que constituían la esencia de los procesos políticos, anotándolas al paso, ordenando los complementos de la investigación y cotejando las informaciones aportadas por unos y otros. El flujo de papeles que atravesaba el Atlántico no llegaba en vano a la península. La indigencia del control judicial de la segunda mitad del siglo contrastaba con la multiplicación de las comisiones. La investigación política y judicial se mezclaba con los procesos ya abiertos. La traca andina produjo por sí sola suficientes guerras de rebelión para inspirar al resto de las Indias. Además, la misión de los comisarios Muñoz y Carrillo no consistió exclusivamente en condenar a Cortés, sino en disciplinar debidamente a toda Nueva España para erradicar las réplicas de la rebelión que habían envenenado los Andes durante casi veinte años. Las vías judiciales de la represión superaban, pues, los marcos habituales del procedimiento criminal. Al final, el tratamiento judicial de la esfera política se mostró muy eficaz.

			La fuerza del sentimiento monárquico y la violencia del sojuzgamiento terminaron triunfando. Las investigaciones y las revisiones de procesos no protegían a nadie de una nueva inculpación por crimen de lesa majestad. En el tiempo de las investigaciones de defensa y de las persecuciones de la década de 1560, los perdones que los rebeldes obtuvieron anteriormente tuvieron poco peso frente a las inquietudes de la península. Se convirtieron en pésimos viáticos para la inocencia. Un antiguo rebelde corría siempre el riesgo de perder la cabeza. La sospecha de reincidencia bastaba para condenar a un detenido. Cuando la guerra amenazaba, los procedimientos judiciales se redujeron a mínimos, aunque conservaron las formas ordinarias de su registro. Llovían las penas severas sin necesidad de recurrir al tormento antes de organizar el baile de cabezas cortadas: la mano de Francisco de Carvajal por aquí, una pierna por allí, todas hincadas en una pica en alguna entrada de Cuzco. Su cabeza estaba guardada bajo llave en una jaula de hierro en Lima, junto a la de Gonzalo Pizarro. Por el contrario, cuando la insurrección armada no caía ante el complot, las etapas del procedimiento variaban según la idea que tenían los procuradores y los jueces. No cabe duda de que los jueces abusaban entonces de las más variadas presiones para doblegar a los testigos. A veces, su espíritu de lucro hacía inclinar la balanza de la justicia hacia uno u otro lado. Era esto un límite paradójico para la autoridad real que los abogados de los acusados denunciaron con vehemencia. Los culpables pagaron los gastos de justicia. Sus bienes confiscados volvieron a la Hacienda.

			También los conspiradores ejercían con éxito formas de violencia y de secreto para escapar a las sospechas de los oidores. En cambio, una vez que caían en las redes de la máquina judicial, se sometían al ejercicio de la violencia como herramienta política. El monopolio de la soberanía real se hallaba, pues, bajo la tortura. La mecánica penal machacaba más a los rebeldes pobres, mestizos y reincidentes, que a los miembros de la aristocracia colonial. En este sentido, destaca la diferencia de tratamiento que tuvieron los hermanos del marqués. Don Luis Cortés nunca fue sometido a tortura, a pesar de que todos los testigos hacían hincapié en su obstinación en desobedecer a la corona. En cambio, el mestizo don Martín Cortés, apenas inculpado por los delatores, padeció en varias ocasiones el tormento de la rueda, la cuerda y el agua.

			A los movimientos pizarristas, los de Sebastián de Castilla, Egas de Guzmán, Vasco Godínez o Francisco de Girón no les faltaban ni una organización militar ni un cabecilla. Al complot de Cortés le faltaron los dos. La actitud tornadiza del marqués sirvió para situar con rapidez a sus principales acólitos, en especial a Alonso de Ávila y a don Luis Cortés, en una posición insostenible y peligrosa. Los rebeldes de nueva España se mofaban de las vacilaciones de Gonzalo Pizarro para proclamarse rey. Según ellos, estas mismas vacilaciones explicaron la derrota final del capitán. Aun siendo un brillante militar, el caudillo se mostró como un pésimo político. Sin embargo, Cortés no estaba dispuesto a declarar. A lo largo del invierno de 1565-1566, retrasó la fecha de una insurrección armada. Los otros insurgentes no lo hicieron mejor, sin duda, porque esperaban mucho después de la ruptura con las autoridades, que la corona les reconociera de algún modo la victoria; la concesión de un gobierno personal y de una amnistía general para aquellos que los habían seguido. Era un tipo de régimen político intermediario, una tercera vía entre la proclamación de una nueva monarquía y el gobierno por parte de una administración de letrados abochornados y de aristócratas peninsulares. Una salida como esta a los movimientos de desobediencia anidaba en el espíritu de la mayoría de los conspiradores. No era una época para soluciones similares a las que se dieron en la edad de la conquista, vetadas de espíritu señorial y de ilusiones de grandeza.

			La corona ganó la victoria de las armas, la batalla jurídica y la guerra de la memoria. Los oropeles de la represión se extendieron a los cuatro rincones de las ciudades de los Andes y de Nueva España. Al acabar la rebelión de Cortés, cada cual pudo descifrar con soltura el sentido que tuvo el envío de varios detenidos ilustres a Sevilla: la ruptura de la tierra con la corona no tuvo lugar, puesto que esta última era entonces capaz de apresar a los traidores dondequiera que estos se encontrasen y de mandarlos a comparecer ante el Consejo de Indias en Madrid. El centralismo judicial respondía brutalmente a los sueños de gobiernos locales. La justicia ordinaria y el derecho común de la península se confundían con los de las Indias: una ley y un rey.

			Esos movimientos de desobediencia atlánticos eran a la vez agitaciones campesinas, revueltas fiscales, rebeliones urbanas, amotinamientos y complots nobiliarios. Su represión dirigía una clamorosa advertencia a los pendencieros de toda calaña: encomenderos, emigrantes pobres, caciques partidarios de un tributo elevado, regidores protestones, soldados reclutados, religiosos exaltados o aristócratas de la conquista. Considerada una denuncia de tipo moral y un crimen contra natura, la acusación de estos últimos por traición pretendía reforzar la edificación de la sociedad colonial. Con ello, el abominable desacato al servicio de Su Majestad cumplía plenamente su formidable poder de ocultación, según la juiciosa fórmula de Sebastián Schehr. La condición de los rebeldes variaba en función de si aparecían en los procesos políticos, en las crónicas coloniales o en los textos jurídicos del Consejo de Indias. La calificación de lesa majestad, presente en algunas sentencias, aparecía sobre todo en los documentos técnicos de las instancias judiciales. Estos fueron los que, provenientes de las audiencias y del Consejo de Indias, fijaron la interpretación oficial y socialmente restrictiva de los hechos: algunos culpables amagaron la protesta en las Indias para defender sus intereses personales. Así, la victoria memorística de la corona pudo ultimar en las Indias la reconquista de sus fronteras de autoridad.
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